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X. OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA.


1.
Notas:


-
Del diputado señor Meza, quien, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 de la Constitución Política de la República y 35 del Reglamento de la Corporación, solicita autorización para ausentarse del país por un plazo superior a 30 días a contar del 19 de enero de 2014 en curso, para dirigirse a Estados Unidos. En Tabla.


-
Del diputado señor Santana, quien, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 de la Constitución Política de la República y 35 del Reglamento de la Corporación, solicita autorización para ausentarse del país por un plazo superior a 30 días a contar del 13 de enero próximo pasado, para dirigirse a México y Estados Unidos. En Tabla.


-
Del diputado señor Núñez, quien, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 de la Constitución Política de la República y 35 del Reglamento de la Corporación, solicita autorización para ausentarse del país por un plazo superior a 30 días a contar del 13 de enero próximo pasado, para dirigirse a Puerto Vallarta, México. En Tabla.


-
Del diputado señor Eluchans, por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento de la Corporación, se ausentará del país por un plazo inferior a 30 días a contar del 10 de enero próximo pasado, para dirigirse a España y Hungría. 


2.
Solicitud:

-
Del jefe de la bancada del Partido Demócrata Cristiano, diputado señor Ricardo Rincón, a la Cámara de Diputados para que requiera ante el Tribunal Constitucional la declaración de inconstitucionalidad del decreto supremo N° 153, del Ministerio de Economía, publicado en el Diario Oficial el 19 de diciembre de 2013, denominado “Reglamento sobre Manifestación Expresa de la Aceptación del consumidor en contratos de adhesión de productos y servicios financieros”. En tabla.


3.
Oficios:

-
De la Comisión de Derechos Humanos, por el cual insta a la Sala de la Corporación, para que ésta disponga un plazo a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia en el despacho de los informes correspondientes a los siguientes proyectos de ley, iniciados en moción: El que “Tipifica y castiga el delito de tortura.”, boletín N° 6644-07.El que sanciona con cárcel a quienes nieguen, justifiquen o minimicen los delitos de lesa humanidad cometidos en Chile, boletín N° 8049-17.En subsidio de lo anterior, el boletín N° 6644-07, sea remitido a esa Comisión sin necesidad de informe por parte de la Comisión de Constitución y deje sin efecto la necesidad de informe por parte de la misma respecto del boletín N° 8049-17, a fin de que pueda ser conocido directamente por la Sala. En Tabla.



Respuestas a oficios.


-
Contraloría General de la República

-
Diputado Silber, Fiscalización a las actividades de la señora Alcaldesa de Lampa en la campaña de la candidata a diputada señora Lorena Rojas, informando sus resultados a esta Cámara. (266 al 12767). 


-
Diputado Chahín, Cumplimiento del contrato de mantención global de caminos de la comuna de Lonquimay, especialmente en el tramo Lonquimay-Contraco y acerca de la labor que desempeña el inspector fiscal a cargo. (505 al 11697).



Ministerio de Interior

-
Diputado Marinovic, Informe sobre las observaciones, comentarios y requerimientos que le merecen las distintas partidas de la Ley de Presupuesto para el año 2012 que dicen relación con la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo. (354 al 5048). 


-
Diputada Isasi doña Marta, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de fiscalizar los ruidos molestos provenientes del restaurant “El Rincón Guachaca”, que aquejan a los vecinos de la calle Manuel Rodríguez con Vivar y Barros Arana, de la ciudad de Iquique. (371 al 13107).



Ministerio de Hacienda

-
Diputado Silber, Informe sobre los criterios utilizados para determinar el monto en dinero por el cual se dedujo la demanda ejecutiva en causa Rol N° 27.448 - 2010, ante el 7° Juzgado Civil de Santiago, explicando, además, la desagregación del comprobante de recaudación N° 29 de fecha 29 de Junio de 2011 y las razones por las cuales se habría solicitado la rectificación del cheque que debía ser girado a nombre de la Tesorería en dicha causa. (241 al 13737). 



Ministerio de Obras Públicas

-
Diputado Araya, Solicita información sobre planes de reparación de tramo que se especifica de la ruta 5 Norte (934 al 1432). 



Ministerio de Agricultura

-
Diputado De Urresti, Informe respecto de los resultados del Fondo de Conservación, Recuperación y Manejo Sustentable del Bosque Nativo, efectuado en cada región, entre los años 2010 a 2013, en lo relativo a montos destinados, montos adjudicados y beneficiarios (1087 al 13755). Diputada Muñoz doña Adriana, Acciones emprendidas para que la Minera Frontera del Oro paralice sus labores y cumpla las resoluciones y recomendaciones. (7356 al 13287).



Ministerio de Salud

-
Diputada Turres doña Marisol, Informe a esta Cámara sobre si el contrato firmado entre su cartera y la compañía de telecomunicaciones Entel, se celebró mediante licitación pública o trato directo, como asimismo, si dicho instrumento se otorgó por trato directo, cuáles fueron las razones que motivaron a optar por esta modalidad, los montos y plazos involucrados, personas responsables del contrato, remitiendo el informe de la Contraloría General de la República que autoriza dicha modalidad, si lo hubiere. (4223 al 13534). 



Ministerio de Vivienda y Urbanismo

-
Diputado Meza, Solicita considerar la situación que afecta a vecinos de Villarrica, beneficiarios de subsidios para la vivienda usada, a quienes, debido al alto precio de las propiedades, el monto del beneficio resulta insuficiente. (15 al 3629).


-
Diputado Meza, Informe sobre la posibilidad de revisar las condiciones del Subsidio de Vivienda Usada entregado a las comunas de Villarrica y Pucón, solicitando un estudio detallado del mercado inmobiliario disponible en la zona y, de ser procedente, prorrogar los subsidios vigentes, con el fin de dar una solución adecuada a los habitantes de estas comunas que han visto impedido el acceso a este beneficio. (15 al 13788). 



Ministerio del Deporte

-
Diputado Hasbún, Informe a esta Cámara sobre el financiamiento realizado por Instituto Nacional de Deportes de Chile, en conjunto con el Servicio Nacional de la Mujer a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional para el desarrollo del fútbol femenino y de los programas de fomento del fútbol joven desarrollado por la misma entidad en los años 2008 y 2009, remitiendo toda la información financiera requerida. Asimismo, S.S. requiere información acerca de cualquier otro tipo de financiamiento asignado a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional durante los 




años 2008 y 2009, los motos totales, los montos desagregados por programa, sus destinatarios, justificación de la asignación, ejecución presupuestaria, y el resultado de dichos programas. (282 al 13639). 



Servicios

-
Diputado Araya, Modalidad de pago de los bonos del Fonasa en sucursal ubicada en el sector norte de la comuna de Antofagasta (10562 al 6977).


-
Diputado De Urresti, Informe respecto de la cantidad de recursos destinados para distribución de agua potable en zonas afectadas por sequía, incluyendo un catastro por comuna en la Región de Los Ríos (13 al 13757).


-
Diputada Molina doña Andrea, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de rebajar o en su defecto considerar mejores posibilidades de pago de la deuda del señor Luis Fernando Carvallo Aros, de la comuna de Quillota, con el Servicio de Impuestos Internos de la Región de Valparaíso (136 al 13825).


-
Diputado Hasbún, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de realizar una exhaustiva revisión de las firmas presentadas por las candidaturas independientes de los ciudadanos Giorgio Jackson Drago y Gabriel Boric Font con la finalidad de constatar si tales rúbricas cumplen los requisitos establecidos en la Ley Orgánica Constitucional de Elecciones Populares y Escrutinios. Solicita además se remitan las conclusiones de la revisión y, en caso de existir falencias en el cumplimiento de tales normas, se hagan efectivas las responsabilidades legales y/o administrativas pertinentes. (16 al 13643). 


-
Diputado Chahín, Informe a esta Cámara sobre el estado en que se encuentra la solicitud elevada por el señor Walter Rodolfo Hetz Hernández, cuyo expediente fue remitido su cartera, a fin de que se dictase resolución que confiera beneficios previsionales derivados de su condición de exonerado político. (24 al 13347).



Varios

-
Diputado Schilling, Informe a esta Cámara sobre la situación que aqueja la señora Ghislaine Peralta Germain, la cual supuestamente fue obligada, por la exCaja de Previsión de Ferrocarriles de Chile, a optar por una de las dos pensiones dejadas a la muerte de sus padres, pensionados de dicha entidad. (119 al 13346). 


-
Diputado Ceroni, Revisión de medida de cierre de oficina de Parral de la Tesorería General de la República (137 al 13675). 



Municipalidades

-
Diputado Espinoza don Fidel, Informe respecto de denuncias de amedrentamiento por parte del sindicato de boteros del Lago Todos los Santos (67 al 13626).


XI.
PETICIONES DE OFICIO. ARTÍCULOS 9° Y 9° A DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL.

-
Diputada Isasi doña Marta, Informe sobre la posibilidad de investigar los procedimientos utilizados en la adjudicación de los recursos destinados para la realización del Rally Dakar 2014, indicando quién prestará estos servicios y cuál es la relación existente entre esta entidad y la dirección regional del Servicio Nacional de Turismo de Tarapacá. (13903 de 31/12/2013). A Contraloría General de la República


-
Diputada Isasi doña Marta, Informe sobre la posibilidad de investigar los procedimientos utilizados en la adjudicación de los recursos destinados para la realización del Rally Dakar 2014, indicando quién prestará estos servicios y cuál es la relación existente entre esta entidad y la dirección regional del Servicio Nacional de Turismo de Tarapacá. (13904 de 31/12/2013). A servicios


-
Diputado Espinoza don Fidel, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de que a partir de año 2015 la Isla Lemuy, en la comuna de Puqueldón, cuente con un establecimiento de enseñanza media, debió a la carencia de establecimientos de este tipo y el aporte significativo que este tendría parta las familias de dicha localidad. (13920 de 03/01/2014). A Ministerio de Educación


-
Diputado Espinoza don Fidel, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de remitir los antecedentes respecto del acuerdo suscrito entre los pecadores artesanales de la región de Los Lagos y de la Región de Biobío, para la captura de la reineta. Asimismo, solicita copia de dicho acuerdo. (13922 de 03/01/2014). A Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


-
Diputado Pérez don José, Reiterar el oficio N° 13.348 enviado el 17 de octubre del año 2013. (13925 de 06/01/2014). A alcalde de Los Ángeles.


-
Diputado Sandoval, Informe a esta Cámara sobre el proceso de concurso público para Directores de la Escuela Pedro Quintana Mansilla y el Liceo Josefina Aguirre Montenegro de la comuna de Coyhaique. (13926 de 06/01/2014). A director nacional Servicio Civil. 


-
Diputada Molina doña Andrea, Informe sobre las medidas tomadas por la Capitanía de Puerto de Quintero, ante el varamiento masivo de sardinas ocurrido en la caleta de pescadores de Ventanas, dado a conocer el día 25 de diciembre de 2013. Así mismo, indique el estado actual de las investigaciones tendientes a establecer responsabilidades por este hecho y por otros varamientos similares ocurridos en la zona. (13931 de 07/01/2014). A capitán de fragata litoral y capitán de puerto Quintero. 


-
Diputado Aguiló, Diputado Carmona, Diputado Gutiérrez don Hugo, Informe a esta Cámara sobre la existencia de presuntas prácticas antisindicales que estarían ocurriendo al interior de la Subsecretaría de las Fuerzas Armadas. Asimismo, solicitan que se informe de las medidas que se adoptarán de verificarse dichos hechos. (13947 de 08/01/2014). A Ministerio de Defensa Nacional.


-
Diputada Girardi doña Cristina, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de rechazar la solicitud de renuncia al reconocimiento oficial del Estado de las escuelas Doctor Trevisio Girardi, Santander España, Sargento Candelaria y Santo Domingo de Guzmán, presentada por la Corporación de Desarrollo Social de Cerro Navia, en atención a que no se habría dado cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 27 del decreto supremo N° 315 del año 2011. (13948 de 08/01/2014). A secretario regional ministerial de Educación de la Región Metropolitana. 


-
Diputado Edwards, Informe a esta Cámara sobre la situación que afecto a la señora María Benita Lidia Mellico Llanqueman, quien fue atendida de urgencia y posteriormente hospitalizada en el Hospital Intercultural de Nueva Imperial, no recibiendo aparentemente la debida atención, derivando este hecho en su muerte. Asimismo, solicita se pronuncia sobre las peticiones enumeradas en la solicitud adjunta. (13949 de 08/01/2014). A servicios


-
Diputado Chahín, Reiterar los oficios números 10.070 y 12.186 del mes de julio, ambos del año 2013, y, en definitiva, informe a esta Corporación sobre el estado actual de tramitación del procedimiento establecido en el decreto ley N° 2.695, de 1979, relacionado con la postulación del señor Eugenio Diez Navarrete, folio administrativo N° 496896. Hago presente a US., que de conformidad a lo preceptuado en el artículo 10 de la ley N° 18.918, de no darse pronta respuesta a este nuevo oficio, deberá iniciarse un procedimiento administrativo ante la Contraloría General de la República. (13950 de 08/01/2014). A secretario regional ministerial de Bienes Nacionales de la Región de La Araucanía. 


-
Diputado Pérez don José, Informe sobre la situación que afecta a los vecinos residentes de la comuna de Alto Biobío, en la Región del Biobío, respecto a la insuficiencia de servicios de transporte público que les permitan trasladarse de manera adecuada. Junto a lo anterior, solicita se informe sobre la posibilidad de implementar un nuevo recorrido de transporte que satisfaga esta necesidad ciudadana. (13987 de 09/01/2014). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones


-
Diputado Silber, Informe sobre el llamado a concurso público que habría efectuado el Instituto Nacional de la Juventud, para promover una serie de cargos para personal de planta en la institución, indicando, si dicho llamado se encuentra conforme a derecho según la normativa que regula este servicio y las eventuales irregularidades que podrían afectar la legitimidad del proceso. (13988 de 09/01/2014). A Contraloría General de la República


-
Diputado Farías, Reiterar oficio N°13.450 del pasado 05 de noviembre de 2013, referido a la solicitud de información de las fiscalizaciones que se habrían efectuado a la Empresa Dictuc S.A., que funciona en las dependencias del Campus San Joaquín de la Pontificia Universidad Católica de Chile. (13989 de 09/01/2014). A seremi Salud metropolitano.


-
Diputado Aguiló, Informe sobre la escala de remuneraciones con la cual se rige la Fundación Integra, incluyendo la escala de los miembros del Comité Ejecutivo y funcionarios de la institución. (13990 de 09/01/2014). A Empresas del Estado


-
Diputado Silber, Informe sobre la posibilidad de fiscalizar la licitación ID 2110-13-B212, denominada “Servicios Médicos de Anestesistas”, adjudicada con fecha 24 de febrero de 2012 a la empresa “Amara Paola Rojas Salinas-Servicios Médicos E.I.R.L.”, y posteriormente, mediante resolución exenta N° 0950, de fecha 12 de abril de 2012, suscrita por convenio entre el Hospital de Melipilla y la Empresa “Sociedad Layner Medical S.P.S. Limitada”. (13991 de 09/01/2014). A Contraloría General de la República.


-
Diputado Accorsi, Informe respecto a cuál es el porcentaje del Presupuesto de su cartera ministerial que está destinado a la atención odontológica y programas de salud bucal y con cuántos odontólogos contratados cuenta el sistema de salud público. Indique ambas informaciones con el detalle desagregado por región. (13992 de 09/01/2014). A Ministerio de Salud. 


-
Diputado Sandoval, Informe sobre el estado en que se encuentra el proceso por el cual la empresa Unimarc debía desprenderse del supermercado ubicado en calle Cochrane con Lautaro de la ciudad de Coyhaique, situación que aún no se ha materializado. (13993 de 09/01/2014). A varios.


-
Diputado Silber, Informe a esta Cámara sobre las políticas ministeriales para implementar los convenios suscritos por los servicios de salud con establecimientos de salud, particularmente los suscritos con el Hospital Clínico de la Universidad de Chile. (14001 de 10/01/2014). A Ministerio de Salud. 


-
Diputado Sandoval, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de solucionar las dificultades detectadas en el taller Las Tres Marías de la localidad de Ñirehuao, tras la inspección sanitaria realizada por el Servicio de Salud Aysén. (14002 de 10/01/2014). A director del Servicio de Salud Aysén.


-
Diputado Sandoval, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de solucionar las dificultades detectadas en el taller Las Tres Marías de la localidad de Ñirehuao, tras la inspección sanitaria realizada por el Servicio de Salud Aysén. (14003 de 10/01/2014). A gobernador de la provincia de Coyhaique, Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo. 


-
Diputado Sandoval, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de solucionar las dificultades detectadas en el taller Las Tres Marías de la localidad de Ñirehuao, tras la inspección sanitaria realizada por el Servicio de Salud Aysén. (14004 de 10/01/2014). A alcalde de la Municipalidad de Coyhaique.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Informar sobre la posibilidad de que la casa de estudio que usted dirige, pueda darle la oportunidad de continuidad de estudios, en la carrera de Medicina, al señor Jonattan Castillo Chávez, quien producto de las irregularidades que afectaron a la Universidad del Mar, no ha podido continuar estudiando. (14007 de 10/01/2014). A rector de la Universidad de Antofagasta. 


-
Diputado Espinosa don Marcos, Informe a esta Cámara sobre el estado de tramitación en que se encuentra la solicitud elevada por la señora Ana Milla Barrios, dueña de la empresa de transportes “Global EIRL”, con vistas a obtener el permiso de transporte privado de personas. (14008 de 10/01/2014). A secretario regional ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Región de Antofagasta.


-
Diputada Girardi doña Cristina, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de fiscalizar al señor Luis Plaza Sánchez, alcalde de la comuna de Cerro Navia, quien mediante declaraciones en la presa manifestó haber utilizado recursos destinados a cubrir los gastos de salud para otros fines. (14009 de 10/01/2014). A Contraloría General de la República.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de fiscalizar las prórrogas de contratos en la Intendencia y en el Gobierno Regional de la región de Antofagasta. (14010 de 10/01/2014). AContraloría General de la República.


-
Diputada Girardi doña Cristina, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de pronunciarse respecto a la presunta utilización, para otros fines, de recursos destinados a cubrir gastos de salud, según afirmó el señor Luis Plaza Sánchez, alcalde de la comuna de Cerro Navia. (14011 de 10/01/2014). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Informar sobre la posibilidad de verificar la efectividad de que la corporación que usted dirige haya firmado convenios con la Intendencia y el Gobierno Regional de Antofagasta a fin de mantener el personal a cargo para ejecutar los planes que pudieran financiarse a través de los eventuales convenios. Asimismo, solicita informar sobre el resultado de la revisión de dicha situación. (14012 de 10/01/2014). A presidente ejecutivo de la Corporación Nacional del Cobre Chile.


-
Diputada Isasi doña Marta, Informe a esta Cámara sobre el avance de la investigación sumaria realizada en el Hospital Doctor Ernesto Galdámez de Iquique, con la finalidad de esclarecer el fallecimiento de la menor Antonia Javiera Rojas Oyanedel. (14013 de 10/01/2014). A Ministerio de Salud.


-
Diputada Molina doña Andrea, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de agilizar la atención médica del señor Claudio Alfredo Peña Cisternas, de la comuna de Punchuncaví, quien por una interconsulta derivada del Centro de Atención Familiar de esta misma comuna, necesita someterse a una cirugía de hernia lumbar. (14014 de 10/01/2014). A director del Hospital Carlos Van Buren Valparaíso.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (100)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
IC
VII
37

Alinco Bustos René
IND
XI
59

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Arenas Hödar, Gonzalo
UDI
IX
48

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Baltolú Rasera, Nino
UDI
XV
1

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Bobadilla Muñoz, Sergio
UDI
VIII
45

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Calderón Bassi, Giovanni
UDI
III
6

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Cerda García, Eduardo
PDC
V
10

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo González, Aldo
PDC
V
13

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

Chahín Valenzuela, Fuad
PDC
IX
49

De Urresti Longton, Alfonso
PS
XIV
53

Díaz Díaz, Marcelo
PS
IV
7

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

Goic Boroevic, Carolina
PDC
XII
60

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Harboe Bascuñán, Felipe
PPD
RM
22

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Isasi Barbieri, Marta
IND
I
2

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kort Garriga, Issa Farid
UDI
VI
32

Latorre Carmona, Juan Carlos
PDC
VI
35

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

Letelier Aguilar, Cristián
UDI
RM
31

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Marinovic Solo de Zaldívar, Miodrag
IND
XII
60

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Morales Muñoz Celso
UDI
VII
36

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Rincón González, Ricardo
PDC
VI
33

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rosales Guzmán, Joel
UDI
VIII
47

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
PDC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
PDC
IX
50

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Sauerbaum Muñoz, Frank
RN
VIII
42

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Teillier Del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
PDC
V
15

Tuma Zedan, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Vallespín López, Patricio
PDC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Vargas Pizarro, Orlando
PPD
XV
1

Venegas Cárdenas, Mario
PDC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Walker Prieto, Matías
PDC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

Zalaquett Said, Mónica
UDI
RM
20

-Concurrieron, además, el ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán, y el ministro secretario general de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau.

-Por encontrarse en misión oficial no estuvieron presentes los diputados señores Edmundo Eluchans Urenda, Fidel Espinoza Sandoval, Rodrigo González Torres, Roberto León Ramírez e Iván Norambuena Farías.

-Por encontrarse con permiso constitucional no asistieron los diputados señores Pedro Araya Guerrero, Roberto Delmastro Naso, Marco Antonio Núñez Lozano, y Alejandro 
Santana Tirachini.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.11 horas.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- El acta de la sesión 105ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 106ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- El señor Secretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Secretario en ejercicio) da lectura a la Cuenta.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de los Comités.

El señor ROJAS (Secretario en ejercicio).- Reunidos los jefes de los Comités Parlamentarios, bajo la presidencia del diputado señor Joaquín Godoy y con la asistencia de los diputados señores Aguiló, Espinosa, don Marcos; García, don René Manuel; Hasbún, Jiménez, Marinovic, Pérez, don Leopoldo; Urrutia y Venegas, adoptaron, por unanimidad, los siguientes acuerdos:

1. Tomar conocimiento de las Tablas de las sesiones ordinarias de la semana.

2. Incorporar en el primer lugar de la Tabla de la sesión ordinaria del miércoles 15 del presente mes el proyecto de ley que crea un fondo concursable de apoyo directo al adulto mayor (Boletín N°9156-32), en caso de que este sea despachado por la Comisión de Hacienda.

3. Considerar, en la misma sesión, el informe de las Comisiones Unidas de Constitución, Legislación y Justicia, y de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, recaído en las observaciones del Presidente de la República al proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre.

4. Permitir que la discusión del proyecto de ley que establece el nuevo Código Procesal Civil (Boletín N°8197-07) continúe el miércoles 22 de enero en curso, hasta por treinta minutos, para ser votado a continuación.

5. Retirar de la Tabla de la sesión de mañana, miércoles 15 de enero, el proyecto de ley que regula el ejercicio del sufragio de los ciudadanos que se encuentran fuera del país, y el que modifica la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, con el fin de imponer a los establecimientos educacionales el deber de impartir cursos para prevenir el consumo de drogas prohibidas.

6. Rendir homenaje, en la sesión ordinaria del 22 de enero próximo, al Partido Radical, con ocasión de su 150° aniversario, con la intervención de un diputado por bancada, hasta cinco minutos cada uno, después del Orden del Día. En dicha sesión se acordó suprimir el tratamiento de Proyectos de acuerdo e Incidentes.

7. Establecer el procedimiento para la promoción de cuestiones de constitucionalidad ante el Tribunal Constitucional, en conformidad con lo establecido en los artículos 93 de la Constitución Política y 55 del Reglamento de la Corporación.

PERMISOS CONSTITUCIONALES

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por el diputado señor Alejandro Santana, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 de la Constitución Política de la República y 35 del Reglamento de la Corporación, para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días, a contar de 19 de enero en curso, para dirigirse a México y a Estados Unidos de América.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por el diputado señor Marco Antonio Núñez, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 de la Constitución Política de la República y 35 del Reglamento de la Corporación, para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días, a contar de 13 de enero en curso, para dirigirse a México.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por el diputado señor Fernando Meza, en conformidad con lo establecido en los artículos 60 de la Constitución Política de la República y 35 del Reglamento de la Corporación, para ausentarse del país por un plazo superior a 30 días, a contar de 19 de enero en curso, para dirigirse a Estados Unidos de América.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

FIJACIÓN DE PLAZO A COMISIÓN PARA DESPACHO DE INFORMES

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión de Derechos Humanos por la cual insta a que se fije un plazo a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia para el despacho de los informes correspondientes a los siguientes proyectos de ley, iniciados en moción: el que tipifica y castiga el delito de tortura (Boletín N° 6644-07), y el que sanciona con cárcel a quienes nieguen, justifiquen o minimicen los delitos de lesa humanidad cometidos en Chile (Boletín N° 8049-17).

Propongo otorgar a la Comisión de Constitución un plazo de veinte días para el despacho de los informes de ambos proyectos.

¿Habría acuerdo?

No hay acuerdo.

La señora VIDAL (doña Ximena).- Señor Presidente, pido que someta a votación el plazo propuesto.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- En votación la proposición de otorgar a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia un plazo de veinte días para el despacho de los informes señalados.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 37 votos; por la negativa, 3 votos. No hubo abstenciones.
El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Aprobada.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Goic Boroevic Carolina; Harboe Bascuñán Felipe; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Saffirio Espinoza René; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Bertolino Rendic Mario; Pérez Lahsen Leopoldo; Urrutia Bonilla Ignacio.

INTEGRACIÓN DE COMISIÓN MIXTA

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Propongo integrar la Comisión Mixta encargada de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional durante la tramitación del proyecto de ley sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras (Boletín N° 8201-09) con los diputados señores Iván Norambuena, Sergio Bobadilla, Juan Carlos Latorre, Joaquín Tuma y René Manuel García.

¿Habría acuerdo?

No hay acuerdo.

En votación la propuesta de integración de la Comisión Mixta.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 67 votos; por la negativa, 9 votos. Hubo 1 abstención.
El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Aprobada.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolú Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Díaz Díaz Marcelo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Lemus Aracena Luis; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Schilling Rodríguez Marcelo; Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvo el diputado señor Andrade Lara Osvaldo.

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE LEGISLACIÓN TRIBUTARIA EN MATERIA DE FACTURA ELECTRÓNICA (Tercer trámite constitucional. Boletín N° 8874-05)

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Corresponde tratar las modificaciones del Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, sesión 111ª de la actual legislatura, en 9 de enero de 2014. Documentos de la Cuenta N° 4.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, nos corresponde tratar el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica.

Quiero recordar que en su momento cuestionamos la versión original de este proyecto, porque considerábamos que el Gobierno estaba empleando un mal criterio, cual era combinar alzas tributarias con rebajas tributarias, pues con ello mermaría la recaudación fiscal. Aún más, para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, cabe recordar que esta fue materia de discusión en el marco de las modificaciones tributarias que introdujo el Gobierno. El Ejecutivo hablaba de reforma tributaria, pero en verdad se trataba de ajustes. En dicha discusión se hizo una proyección sobre el uso de la factura electrónica. Por ello, el Gobierno se comprometió a enviar a tramitación este proyecto en un plazo determinado, lo que finalmente sucedió. 

Como señalé, no fuimos partidarios de esas rebajas tributarias. Como lo hemos dicho reiteradamente en estos años, el país necesita más recaudación fiscal. En la reciente elección presidencial y parlamentaria, la ciudadanía apoyó macizamente a quienes tenemos claro que hay que promover una reforma tributaria de verdad. No me cabe la menor duda de que en la próxima legislatura, que comenzará el 11 de marzo, será prioritario avanzar en una reforma tributaria que permita que paguen más impuestos los más ricos, los que tienen grandes ganancias. De esa forma, no seguirá ocurriendo lo que sucede actualmente, esto es, que esas personas evaden pagar impuestos por la vía de las exenciones tributarias.

Se requiere más equidad tributaria y mayor recaudación fiscal. Los países desarrollados tienen cargas tributarias mayores que Chile, y siguen creciendo y progresando sobre la base de sistemas tributarios equitativos y de políticas públicas que privilegian la inversión en capital humano y capital social.

Las modificaciones del Senado avanzan en la línea de privilegiar la recaudación fiscal. En ese sentido, los senadores de la Nueva Mayoría, en una votación maciza, consideraron que había que rechazar la rebaja del impuesto de timbres y estampillas, que es el único impuesto que se paga en el mercado financiero por las diversas operaciones crediticias. 

Durante el primer trámite constitucional de esta iniciativa, tanto en la Comisión de Hacienda como en la Sala, señalamos que una rebaja de ese impuesto tendería a favorecer principalmente a las grandes empresas, que son las que realizan operaciones crediticias de mayor volumen. Dicha rebaja fue rechazada por el Senado, lo cual nos parece muy importante, pues permitirá que no disminuya la recaudación de recursos debido a las mal llamadas exenciones tributarias. 

Es bueno que el país sepa que, en este instante, las exenciones tributarias significan menores ingresos al fisco por más de 10.000 millones de dólares anuales de menores ingresos. Creo que esas son cifras importantes, y tenerlas presente está en el camino de lograr la igualdad, la equidad y la no discriminación.

Nos parece importante que, ad portas de un cambio gubernamental, se asuma que la mayoría del país quiere más recaudación fiscal para financiar mejores políticas sociales. Las modificaciones introducidas por el Senado, que debemos respaldar, permiten avanzar en la dirección correcta de tener más recaudación fiscal. En ese sentido, la factura electrónica permitirá recaudar, en 2015, más de 340 millones de dólares; en 2016, 650 millones de dólares y se calcula que en 2017 recaudarán 710 millones de dólares.

Adicionalmente, el Senado amplió el plazo para que las microempresas urbanas y rurales asuman el mecanismo de factura electrónica en un plazo de 24 y en 36 meses de publicada esta futura ley, respectivamente.

En materia de reforzamiento institucional, estableció que la Dirección Regional Metropolitana, Santiago Norte, del Servicio de Impuestos Internos comenzará a operar este año.

Quiero detenerme en algo que me parece muy importante para miles de contribuyentes. En el gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, los diputados Enrique Jaramillo, Pepe Auth, Carlos Montes, Alberto Robles, Pablo Lorenzini y quien les habla, José Miguel Ortiz, solicitamos que se estableciera una especie de desahogo para los miles de contribuyentes que estaban debiendo impuestos de diferente naturaleza. Para tal efecto, mediante la dictación de una ley, logramos que se facultara al Servicio de Impuestos Internos y a la Tesorería General de la República para permitir que los contribuyentes morosos puedan pagar su deuda en 36 meses, en lugar de 12, pero con una diferencia que para nosotros era vital: que estas no fueran iguales. Esto, porque si queremos ayudar verdaderamente a las pequeñas y medianas empresas, la deuda debiera ser pagada en 36 meses. Si una deuda, por ejemplo es de 10 millones de pesos, las primeras 24 cuotas no debieran superar los 100.000 pesos, y el saldo que se pague en los 12 meses restantes. Pero como el plazo ya había terminado, así lo reiteramos en la Comisión de Hacienda. Al final, el ministro de Hacienda se comprometió a que el impuesto de la factura electrónica se establecería en un artículo en las mismas condiciones, lo que fue aprobado en el primer y segundo trámite constitucional del proyecto. 

Debo destacar que vinieron a hablar con nosotros los dirigentes gremiales de la Tesorería General de la República, algunos de los cuales se encuentran en las tribunas, con el objeto de plantearnos una gran preocupación: que algunos contribuyentes manifestarían que estaban dispuestos a pagar los impuestos que adeudaban, pero la ley vigente establecía que podían hacerlo solo en 12 meses. Por eso, hago un reconocimiento a los dirigentes, porque son grandes representantes gremiales de los funcionarios de la Tesorería General de la República. 

Como digo, los deudores podrán pagan su deuda en 36 cuotas, lo que esperamos sea un gran alivio para muchos contribuyentes que están esperando el término de la tramitación de este proyecto, para que después de ser publicado en el Diario Oficial, se convierta en ley de la república.

Para terminar, después de hacer uso prácticamente de los diez minutos de que disponía, anuncio que vamos a aprobar todas las modificaciones introducidas por el Senado porque van en la dirección correcta de modernizar el sistema tributario y de incrementar la recaudación fiscal durante el próximo gobierno, toda vez que el proyecto estará en régimen a partir de 2016 y 2017. 

He dicho.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el ministro de Hacienda.

El señor LARRAÍN (ministro de Hacienda).- Señor Presidente, solo quiero hacer una precisión relacionada con un punto planteado por el diputado José Miguel Ortiz. 

En el Senado llegamos a un acuerdo. En efecto, para garantizar el trámite más expedito de este proyecto y en vista de que no estaban los votos requeridos para aprobar la rebaja adicional del impuesto de timbres y estampillas, de 0,4 a 0,2 por ciento, que había sido aprobada por la Cámara, pues se rechazaría por la Comisión de Hacienda del Senado, se nos solicitó, como parte del acuerdo al cual llegamos, que el Ejecutivo no repusiera la rebaja en la Sala del Senado. 

No se trata de que no creamos en las bondades que puede implicar esta rebaja adicional 
-seguimos pensando que sí las tiene-, pero el acuerdo fue ese y nosotros lo respetamos. Como digo, se trataba de no reponer en el Senado la reducción adicional del impuesto de timbres y estampillas. Nos habría gustado rebajar el impuesto de 0,4 a 0,2 por ciento, porque es aplicado a 3.200.000 contribuyentes. Pero así funciona el mundo de la política y debemos honrar los acuerdos. 

La Comisión de Hacienda del Senado rechazó el porcentaje aprobado por la Cámara, no en forma abrumadora, sino estrecha, y nosotros honramos el acuerdo al cual habíamos llegado. De manera que el impuesto de timbres y estampillas será rebajado de 1,2 a 0,4 por ciento, no a 0,2 por ciento, como lo había aprobado la Cámara. Ese es, en detalle, el acuerdo al cual llegamos. 

Respecto del proyecto propiamente tal, contiene muchísimos otros temas, algunos de los cuales fueron planteados por el diputado José Miguel Ortiz. Por ejemplo, está el relacionado con la renegociación de las deudas tributarias, que se pagarán en un período de 36 meses; la creación de una nueva oficina del Servicio de Impuestos Internos que atenderá a una enorme cantidad de público -estaba pronosticado que empezaría a funcionar el pasado 1 de enero, pero no será posible-; el famoso tema del acuse de recibo, etcétera. Para incentivar el uso de la factura electrónica, el comprador deberá acusar recibo de la misma si desea utilizar el crédito fiscal que genera la factura; si no lo hace, no podrá impetrar el beneficio tributario. 

Asimismo, nos preocupamos de la situación de la micro empresa y la pequeña empresa del mundo agrícola, ampliando a 36 meses -la Cámara había aprobado que fuera de 24 meses- el plazo de que dispondrán para implementar la factura electrónica. Esto formó parte del trabajo que realizamos: la distinción entre la pyme y la micro empresa, entre el mundo rural y el urbano, porque resulta fácil entender que existen más dificultades para implementar la factura electrónica en el mundo rural. Por eso, contribuyentes que vivan en lugares en los cuales no existe suministro eléctrico, servicio de internet o red fija quedan excluidos de la obligación de emitir electrónicamente sus facturas.

Otro aspecto que es necesario señalar y que fue muy debatido en la Comisión de Hacienda -es posible que algunos diputados hayan olvidado este aspecto del proyecto- dice relación con las pymes. Debo recordar que, respecto de ellas, el proyecto no establece la obligación de emitir boleta electrónica. Por ejemplo, un pequeño quiosco no deberá emitir sus boletas electrónicamente porque ello representaría un problema para muchos microempresarios. Por eso -reitero-, el proyecto solo se refiere a la factura electrónica. 

En síntesis, estamos hablando de un proyecto que representará un aumento de la recaudación, en régimen, cercano a los 700 millones de dólares anuales.

Por lo tanto, es necesario que las modificaciones introducidas por el Senado sean aprobadas en esta sesión para que el proyecto se transforme en ley. Por su parte, el Servicio de Impuestos Internos ya está preparado para implementar la factura electrónica. 

Gracias, señor Presidente.

He dicho.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado Carlos Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, en general, comparto la idea de eliminar la rebaja del impuesto de timbres y estampillas. Asimismo, me parece bien que se amplíe el plazo para la implementación de la factura electrónica de acuerdo al tamaño de las empresas.

Quiero dejar constancia de un par de inquietudes relacionadas con el proyecto, en particular sobre la factura electrónica, respecto de las cuales quiero pedir una aclaración del ministro de Hacienda.

En primer lugar, el director del Servicio de Impuestos Internos expresó en el Senado que estimaba que la evasión por concepto de facturas falsas ascendía a 1.650 millones de dólares, la cual se reduciría en 600 millones de dólares. Es el rendimiento que tendría la implementación de la factura electrónica.

Aquí se han entregado distintas cifras; por ejemplo, se ha hablado de 400 millones de dólares. Me gustaría que se precisara cómo se llegó a determinar tal rendimiento, qué posibilidades existen de que sea así y en qué plazo. Ha sido un tema de este año, se ha hablado de rendimiento en régimen. Creo que es algo muy importante. Esto está ligado a mi segunda inquietud. 

Fuimos sorprendidos con la información de que la recaudación estimada por concepto de emisión de la factura electrónica había sido considerada como parte de los ingresos de la nación para el presente año. Durante todo el debate presupuestario consideramos que había una sobreestimación de los ingresos de la nación sobre la base del crecimiento esperado, pero jamás supimos que también fueron considerados los ingresos de un proyecto que todavía no es ley, debido a lo cual resulta difícil conocer su rendimiento específico. Como digo, no lo supimos, pero ahora aparece como uno de los factores considerados en la estimación de ingresos del país para el presente año. ¿Qué significa esto? Que desde el punto de vista del Gobierno se pensaba que iban a ser ingresos adicionales, generados por un proyecto que se sería aprobado con posterioridad al cálculo presupuestario del presente año. Pero parece que ahora no es así y han sido considerados como ingresos para los efectos de dicho cálculo. 

No sé si esta situación ha ocurrido con anterioridad alguna vez, pero, por lo menos en mi caso, nunca había oído que se imputara como ingreso la recaudación de un proyecto de ley que aún se encuentra en trámite, porque las iniciativas de ley pueden aprobarse o rechazarse.

Sobre este punto, sería importante que el ministro de Hacienda explicara lo relacionado con la estimación del rendimiento y qué se hizo con el rendimiento estimado para efectos del cálculo del presupuesto de la nación para 2014.

He dicho.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, quiero hacer un breve comentario sobre las modificaciones introducidas por el Senado a este proyecto, las que, en apariencia, deberían ser aprobadas fácilmente por la Cámara de Diputados.

Lo dicho por el diputado José Miguel Ortiz es lo que todos debiéramos decir en esta Sala, aunque también existe la posibilidad de plantear ciertas interrogantes, como las señaladas por el diputado Montes.

Apoyaré las modificaciones del Senado al proyecto porque concuerdan con lo que planteamos en la primera etapa de su discusión. Se pretende recaudar 400 millones de dólares por la vía de evitar la evasión y la elusión, lo que significará un enorme beneficio para la educación.

Por otro lado, junto con los diputados Ortiz y Lorenzini solicitamos al ministro de Hacienda, en 2012, la prórroga de plazo y la condonación de las multas e intereses por los tributos que, en ese momento, adeudaban al país miles de contribuyentes.

Se concedió un período de cuatro meses para acordar con la Tesorería General de la República convenios de pago de esta deuda fiscal morosa. El beneficio quedó establecido en el artículo 5° de la ley N° 20.630, de 2012. Con ello se perfeccionó la legislación tributaria y se financió la reforma educacional de la época. El plazo para acogerse a dicha medida finalizó el 26 de diciembre de 2012. Quedamos en deuda con muchos contribuyentes.

Recuerdo que con el diputado Ortiz recurrimos a la Tesorería General de la República para solicitar información sobre el número de contribuyentes que habían normalizado su situación. De un total de 272.185 millones de pesos, 52.490 millones de pesos fueron pagados al erario nacional, mientras que 132.000 millones de pesos fueron pactados bajo convenios de pago. Durante dicho período, se llegó a un acuerdo respecto de un total de 27.622 convenios de pago, pero aún quedaron miles de contribuyentes que, por alguna razón, no pudieron concretar su prórroga para la condonación de las multas e intereses por los tributos impagos.

El ministro accedió a la petición del diputado Ortiz y de quien habla, por lo que hoy los miles de contribuyentes que quedaron esperando la solución a sus problemas están muy pendientes de que este proyecto se transforme en ley de la república.

Agradezco al ministro su preocupación por dar respuesta a la petición hecha en su momento. Por lo tanto, anuncio que aprobaré este proyecto con mucho entusiasmo, porque significa una solución para miles de chilenos que, por razones que no vale la pena señalar, están en deuda con el fisco.

He dicho.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, el diputado Jaramillo ocupó solo cuatro de los diez minutos asignados.

¿Sería posible que me concediera tres minutos de su tiempo para aclarar algo señalado por el ministro?

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Lamentablemente, su señoría ya completó su tiempo.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, ¿podría solicitar la unanimidad de la Sala para concederme la palabra por tres minutos para clarificar un tema?

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- ¿Habría acuerdo para que el diputado Ortiz utilice tres minutos del tiempo asignado al diputado Jaramillo?
Acordado.

Tiene la palabra, por tres minutos, el diputado señor Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, a todos los diputados que hemos participado en esta discusión nos interesa que se amplíen las facultades de la Tesorería General de la República en materia de condonación de multas e intereses.

La ley N° 20.630, promulgada el 24 de septiembre de 2012 y publicada en el Diario Oficial el 27 de septiembre de ese año, fija claramente el universo de los contribuyentes que se pueden acoger a este beneficio; esto es, quienes están afectos al impuesto fiscal y al impuesto de bienes raíces. En todo caso, es muy importante la interpretación que entregue el tesorero general de la República. El artículo 5° de dicha ley establece que la ampliación de plazo para otorgar facilidades de pago de impuestos adeudados rige solo respecto de impuestos girados hasta el 30 de junio de 2012, vale decir, un año y medio atrás. ¿Si queremos recuperar ingresos tributarios, por qué no ampliamos el plazo hasta diciembre de 2013?

Otra situación es la de los deudores que se encuentran en cobranza administrativa o judicial. Si ellos tienen la disposición y la voluntad de pagar, hay que darles la oportunidad de acceder al beneficio.

Tengo información oficial de la directiva de la Asociación Nacional de Empleados de Tesorerías de Chile, encabezada por su presidente, don Cristián Arévalo, su tesorera, la señora Rosa Pino; su vicepresidente nacional, don Cristián Balmaceda, y su director de Capacitación, don Ernesto Muñoz, quienes, según los antecedentes que manejan, señalan que esta ley en proyecto favorecerá a todos los deudores del Estado.

He dicho.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahín.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, quiero manifestar mi preocupación en relación con los contribuyentes que tienen su domicilio en zonas rurales.

Se establecen dos excepciones. Por medio de la primera, se entrega un plazo mayor -36 meses a quienes viven en zonas rurales, a diferencia de quienes tienen su domicilio en zonas urbanas- para emitir de forma obligatoria facturas y demás documentos de manera electrónica. La segunda dice relación con la posibilidad de exceptuar de esta obligación a quienes están domiciliados en lugares donde no hay cobertura de servicio de datos a través de internet.

Entiendo perfectamente la intención de la segunda excepción, pero me parece demasiado absoluta. La modificación del Senado se refiere a contribuyentes que desarrollen su actividad económica en un lugar geográfico sin cobertura de datos móviles. En verdad, hay muchos lugares rurales donde existe cobertura de datos móviles, pero la calidad de esa cobertura, que no es 3G ni 4G, hace imposible o extremadamente dificultosa la posibilidad de emitir este tipo de documentos de manera electrónica.

Me parece buena la intención y la forma como está redactada dicha modificación, pero su texto debiera señalar que se trate de lugares sin cobertura de datos móviles de la calidad necesaria para que opere el sistema. Dicha calidad debería estar establecida en el reglamento de esta ley en proyecto. Se me ocurre que la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá entregar los parámetros respectivos. 

Reitero que se establece una excepción absoluta. Como digo, el texto de la modificación del Senado se refiere a un lugar geográfico sin cobertura. Ahora bien, si hay cobertura, pero de muy mala calidad, podría interpretarse que los contribuyentes están obligados a emitir el documento en formato electrónico.

Por lo tanto, me gustaría que el ministro explique esto, a fin de que quede claramente establecido en la historia fidedigna del establecimiento de la ley que la norma se refiere a una cobertura idónea para poder emitir ese documento. Así tendrá que señalarlo la Subsecretaría de Telecomunicaciones en los informes que entrega al Servicio de Impuestos Internos. En caso contrario, una cantidad importante de contribuyentes -sobre todo de las zonas rurales, como ocurre mucho en la región que represento- tendrá la obligación de cumplir con dicha disposición, pero, tecnológicamente, estará imposibilitado de hacerlo.

Por eso, sería muy importante que en el debate de esta iniciativa quede claramente establecida la intención del Ejecutivo, para que el día de mañana contribuyentes que tienen cobertura, pero no de la calidad suficiente, se puedan excepcionar de emitir ese tipo de documento de manera eléctrica.

He dicho.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Ernesto Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, quiero mencionar tres aspectos relacionados con este proyecto.

En primer lugar, creo que es una herramienta que ayudará, como lo expresamos en el primer trámite constitucional, a que los procesos de recaudación y funcionamiento sean mejores. En la medida que haya factura electrónica, eso será así.

Al igual como lo plantearon los diputados que me antecedieron en el uso de la palabra, todos estábamos preocupados por lo que sucedería en los lugares donde la cobertura de comunicaciones no permita que este sistema funcione en forma adecuada.

Lo obrado en el primero y segundo trámite constitucional ayuda en ese sentido, porque se amplía el plazo para implementar de manera obligatoria la factura electrónica por las microempresas, respecto de las cuales se establece un plazo de 24 o 36 meses, según si están domiciliados en zonas urbanas o rurales.

Eso está bien; es una medida que favorece. Proyectos como el que conocemos hoy, en materia de factura electrónica, si se implementan mal, terminan siendo un desastre, un Tran-
santiago para las pymes, porque en la práctica las ahogan, hacen inviable su dinámica o las hacen funcionar de manera más difícil.

También se mejoró de muy buena manera cuando en el primer trámite constitucional se permitió que las guías de despacho y otros instrumentos que se utilizan en el día a día, que para concretar un negocio no se pueden frenar, se puedan seguir emitiendo en papel y de buena forma. Eso está bien.

Cuando, por ejemplo, se produce leche en un lugar del sur o se está en otra actividad aislada, y se debe emitir una guía de despacho, no debe estar todo detenido a la espera de la facturación electrónica. Ese aspecto se recogió de buena manera.

También hubo perfeccionamiento respecto de casos de excepción de la factura electrónica que tenían que ver con situaciones de catástrofe, falta de cobertura de internet o problema de carencia de energía eléctrica. Aquí se trata de una idea bien planteada, con una implementación adecuada para beneficiar a los emprendedores y la dinámica de funcionamiento. No se ha pensado solo desde la situación de una oficina, en una ciudad grande, con toda la tecnología disponible, porque no es la realidad total de la forma como se efectúan los negocios y otras actividades.

Por otro lado, deseo formular un planteamiento crítico. Lamento mucho que no hayan estado los votos para rebajar el impuesto de timbres y estampillas. Para las personas que necesitan acceder a crédito, a financiamiento, el beneficio con la rebaja del impuesto de timbres y estampillas, como originalmente propuso el Ejecutivo, era superimportante. Este es un impuesto por endeudarse.

Como me comentó un colega, quien tiene toda la razón, muchas veces las empresas imputan este impuesto a gastos, pues tienen formas de hacerse cargo de ese costo tributario. Las personas, en cambio, no pueden hacerlo y deben asumirlo. Eso hace más difícil mover la deuda de un lugar a otro o tener opciones de explorar alternativas.

Desde ese punto de vista, esta es una mala señal, una mala noticia. Por eso, lamento que no hayan estado los votos de la Concertación para avanzar en la rebaja de un impuesto que alivia a las personas y a las empresas, en especial a las que tienen más dificultades para acceder a financiamiento.

Por desgracia, al Gobierno no le queda más tiempo para presentar nuevos proyectos. Por eso, espero que en el futuro volvamos a discutir la rebaja de este impuesto, a fin de ayudar a emprender y a que las personas tengan dinamismo en sus actividades, porque esto es algo bueno. Me parece que la Concertación cometió un error al no entregar los votos para sacar este tema adelante.

Los procesos políticos ante iniciativas de este tipo hacen necesario alcanzar determinados niveles de acuerdo. Por la manera como está planteado este proyecto y su mirada global, con los perfeccionamientos introducidos, me parece bueno.

Como lo indiqué en la Comisión de Hacienda, es fundamental realizar un seguimiento gradual, semestral o, en el peor de los casos, anual, a la implementación de la factura electrónica. Es necesario que las comisiones de Hacienda de la Cámara y del Senado revisen si la forma de su implementación cumple los objetivos adecuados o si hay algo que corregir en el camino.

Estas medidas apuntan a ayudar a que la actividad económica se desarrolle, en lo posible, de la manera más expedita y transparente, y a que se paguen los impuestos correspondientes. Sin embargo, dichas medidas no se pueden transformar en una barrera, en un freno que no reconozca la diversidad de realidades que se viven en el país, entre las cuales figura la de los emprendedores.

Valoramos la flexibilidad para introducir de manera gradual la implementación de estas medidas y el reconocimiento de la diversidad de las regiones y de los emprendimientos en Chile.

Por último, anuncio nuestro apoyo al proyecto, pero lamentamos que no hayan estado los votos para la rebaja del impuesto de timbres y estampillas.

He dicho.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, sin perjuicio de entender y compartir los principios planteados por el diputado Silva, cuando uno conoce las realidades más extremas del país y sus complicaciones, concluye que este proyecto es muy urbano, pues no tiene que ver con la realidad de los sectores rurales, como los obstáculos existentes en materia de cobertura.

A pesar de todo el esfuerzo realizado, tenemos muchas dificultades con la cobertura, lo que complicará lo relacionado con la factura electrónica. Por ejemplo, hoy el Indap está obligando a los agricultores a tener renta efectiva. Es decir, para ser usuarios del Indap, los agricultores están pasando de la renta presunta a una renta efectiva. Algunos dirán que es un avance. Tal vez lo sea, pero para otros es una cosa relativa.

El proyecto establece la obligatoriedad de contar con factura electrónica, con el plazo y el monitoreo que corresponda. Sin embargo, olvidamos que los agricultores tienen, en promedio, alrededor de sesenta años de edad y que carecen de las herramientas necesarias, como computador, internet, etcétera, para contar con factura electrónica.

Si se trata de un negocio o de una pyme urbana, el emprendedor de inmediato se plantea la idea de trabajar con un computador. Pero en el caso de los agricultores no es así, porque no cuentan con ese tipo de herramienta en sus hogares. Quizá existan en las pequeñas empresas rurales. Sin embargo, ese no es el instrumento más importante para implementar una 
pyme en el sector rural.

Por lo tanto, creo que esta iniciativa va a complicar el sistema.

En muchas ocasiones se ha propuesto dejar a las personas en libertad para optar. Bueno, ¿por qué no dejamos optar a la gente de los sectores rurales? ¿Por qué no creamos estímulos positivos para que usen este sistema? Si una persona realiza pocas transacciones, no cuenta con la infraestructura necesaria, no tiene cobertura de internet y tiene una edad que no le permite utilizar esta tecnología, estamos cometiendo un error al imponerle esta obligación. Deberíamos, a lo menos, darle la posibilidad de optar.

Me pregunto por la gente del secano costero, cuyas transacciones son sus corderos; por la gente de la Cuarta y de la Tercera región. No imagino cómo lo van a hacer. Además, van a quedar al arbitrio o a merced de terceros, porque será el contador o no sé quién el que emitirá las facturas electrónicas; no lo hará él interesado, quien tendrá la responsabilidad en ese monitoreo.

Entiendo que habrá programas de cobertura, pero a los diputados de sectores rurales, a aquellos que viven la ruralidad en nuestro país, les pido que pongan ojo con la imposición de la factura electrónica obligatoria.

Por eso estamos pidiendo a la Mesa votación separada de esta norma.

Señor presidente, no quiero entorpecer la tramitación de esta iniciativa, sino que poner el tema en debate. No es solo lo que tiene que ver con los 36 meses. Si queremos libertad en esta materia, dejemos optar. Dejemos decidir si una persona quiere asumir esa tecnología o no, y si lo estima necesario, que pida los instrumentos y la capacitación que le harán falta, pero no la obliguen.

Votaré en contra de esta norma, porque después tendré que dar la cara ante los agricultores. Ellos van a tener un listado de objeciones más largo que el que di para fundamentar mi voto en contra.

Los que quieran adoptar el sistema, perfecto, que lo hagan, pero ¿qué pasa con los que no quieren? Cómo los van a obligar si no existe capacidad suficiente de recurso humano, menos ahora que el Indap está exigiendo renta presunta a la gente cuyas transacciones son mínimas.

Repito, votaré en contra de esa norma, razón por la cual pedimos votación separada con el diputado Fuad Chahín.

He dicho.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Tienen la palabra el señor ministro de Hacienda.

El señor LARRAÍN (ministro de Hacienda).- Señor Presidente, puedo separar las observaciones formuladas en dos grandes grupos; pero creo que la gran preocupación son las 
pymes del mundo rural, las microempresas rurales.

El diputado Montes hizo un par de preguntas que me parece que debo responder antes de hacerme cargo de las inquietudes del resto de los parlamentarios.

La primera pregunta se relaciona con el rendimiento de este impuesto.

Las estimaciones se basan en la evasión considerada del IVA. Ese es nuestro universo: el teórico de recaudación del IVA sin evasión, que en este caso es cercano a los 2.000 millones de dólares. De ese total, se calcula que la recaudación en régimen por factura electrónica logrará recuperar alrededor de 670 millones de dólares, esto es, cerca del 35 por ciento.

Después de haber analizado los cálculos del Servicio de Impuestos Internos, en los cuales nos basamos, mi impresión es que esa cifra es conservadora y que el proyecto permitirá recaudar más.

La evasión tiene dos fuentes. La primera es la emisión de facturas falsas, evasión que podremos controlar completamente con la factura electrónica, pues ya no se podrán emitir las falsas, esas que no están timbradas pero figuran en el sistema. La segunda es la factura 
ideológicamente falsa, pero que formalmente cumple con todo lo que exige la ley. El caso clásico que se da es el de las empresas que compran en el supermercado bienes que no se relacionan con su rubro. Eso se controla de otra manera, aunque es más difícil. La factura ideológicamente falsa se puede detectar en forma indirecta, por ejemplo, cuando una empresa gasta demasiado en un rubro determinado, porque eso llama la atención y puede ser objeto de fiscalización; pero eso forma parte del mundo de la fiscalización.

Pensando solamente en la factura falsa y en las facturas relacionadas con operaciones de comercio exterior, se llega a ese número, que es poco más del 30 por ciento del total. O sea, todavía hay una margen de 70 por ciento para avanzar en materia de evasión. En consecuencia, si la estimación se basa en controlar poco más del 30 por ciento del total, no en el ciento por ciento, ni siquiera en el 70 o en el 50 por ciento, y solo en las operaciones ligadas directamente con comercio exterior, es evidente que podemos ir más allá.

Creo que una de las grandes ventajas del sistema es que el Servicio de Impuestos Internos podrá controlar en forma mucho más precisa estas y otras operaciones a través de la factura electrónica, pero no creo que podremos reducir la evasión a cero. Eso es teórico, pues ningún país lo ha logrado, ni siquiera aquellos en que ya opera la factura electrónica. No obstante, podremos reducir la evasión en forma significativa, probablemente más de lo que se pensó en un comienzo.

Por lo tanto, cuando esta reforma esté operando en régimen, para lo cual se necesitará un par de años, mi estimación es que las cifras de rendimiento serán mayores a las que refleja el estudio en que se basa el proyecto. Creo que estas cifras son conservadoras, porque, reitero, están basadas solo en el control de las operaciones de comercio exterior y prácticamente nada del resto.

Ese es un primer punto.

La segunda pregunta del diputado Montes tiene que ver con la inclusión o no en los ingresos de la no rebaja del Impuesto de Timbres y Estampillas en el Presupuesto de la Nación. La verdad es que respeto lo que plantea el diputado, pero me sorprende su sorpresa, valga la redundancia, porque en la página 39 del Informe de Finanzas Públicas 2014, elaborado en octubre de 2013, junto con el Presupuesto, se dice que en el caso de los ingresos tributarios se ha incorporado el efecto del proyecto de ley de factura electrónica sin la rebaja del Impuesto de Timbres y Estampillas, pues no cuenta con adhesión mayoritaria en el Parlamento. O sea, fue dicho, así es que me sorprende la sorpresa. Entiendo que esos documentos no son best sellers que todo el mundo disfruta y los lee hasta la última página, pero lo cierto es que esa información estaba en el informe mencionado; lo dijimos en su momento. La razón de eso es muy simple: a esa altura ya había tenido una reunión en el Senado para analizar las perspectivas de que el proyecto de factura electrónica se aprobara y en qué forma se haría. Estaba claro que no teníamos los votos para la rebaja del Impuesto de Timbres y Estampillas y que se rechazaría en la Sala del Senado.

Entonces, habida consideración de que además me comprometí a no reponer la rebaja, que fue rechazada en la Comisión de Hacienda del Senado, nos pareció que lo más pertinente era considerar cifras sin la rebaja y no con la rebaja, porque habrían subestimado los ingresos, dado que hubiéramos proyectado ingresos sobre la base de una rebaja de impuestos que no tenía viabilidad. Esa fue la razón, y estaba explícita en el documento mencionado. Lo conversamos con la directora de Presupuestos y en el Senado.

Ahora, entiendo la preocupación de quien tenía la expectativa de obtener mayores recursos al ver que no contarán con ellos. Es evidente. Ojalá los hubiéramos logrado, pero a esas alturas teníamos claro que esta rebaja no se produciría.

Comparto lo dicho por el diputado Ernesto Silva, en el sentido de que era una buena idea completar esta rebaja de 1,2 a 0,2, es decir, de un punto completo en timbres, pero que no lo vamos a poder concretar, pues vamos a completar una rebaja de 1,2 a 0,4.

El segundo gran tema planteado se refiere a la obligatoriedad de la factura electrónica para las pymes, microempresas y mundo rural. 

En primer lugar, si usted se encuentra en un lugar sin acceso a electricidad, a medios electrónicos o a una red fija, es decir, en cualquiera de esas causales, queda eximido de la obligatoriedad. Pero, aun más. Voy a tomar el punto planteado por el diputado señor Fuad Chahín, en el sentido de aclarar en el reglamento cuando se trate de aquellos lugares en que exista solamente un acceso electrónico de calidad y cobertura suficiente para utilizarlo. Creo que es algo de sentido común. No queremos imponer una obligación demasiado gravosa. Sin embargo, creemos bueno que lo consignemos en el proyecto. Hay lugares que no tienen cobertura electrónica, pero sí red fija. En tales casos las personas pueden acceder a la factura electrónica. 

Además, el director del servicio y cada contribuyente puede plantear que tiene determinadas razones y causales para no emitir factura electrónica. El director podrá posponer para grupos de contribuyentes la obligatoriedad de la factura. Esos elementos están considerados en el proyecto. 

Hacer optativa la facturación electrónica es no avanzar en nada con el proyecto, porque es llegar al mundo donde estamos hoy. Estamos conscientes de que tenemos que avanzar no sólo considerando estas causas de excepcionalidad y las atribuciones del director del Servicio, sino también en un proceso potente de educación financiera y de apoyo al pequeño empresario. Por ejemplo, se establece en el proyecto la obligatoriedad del portal Mipyme del Servicio de Impuestos Internos. Hoy, esa entidad lo provee, pero no tiene ninguna obligación de hacerlo. Ese portal está considerado hasta 2012. Tengo que hacer los números de 2013, porque hay muchísimas empresas que están hoy adscritas a factura electrónica. A fines de 2012, 56.400 empresas estaban autorizadas y operaban con emisores electrónicos; no tengo los números de fines del 2013, pero me aventuro a decir que tranquilamente el año pasado se inscribieron 18 mil empresas. Tenemos otras 18 mil, o 15 mil, con lo que ya estamos por sobre las 70 mil empresas inscritas -probablemente, cerca de 80 mil-, muchas de las cuales son pymes. Las empresas grandes representan una proporción bastante pequeña. 

Ahora, evidentemente que la empresa grande tiene períodos de implementación de facturas bastante más breves que las pequeñas. Y por eso la microempresa rural, la mipyme, tiene períodos de implementación todavía más largos. 

Muchas veces lo que tenemos que hacer es romper una natural resistencia al cambio. Y aunque entiendo la preocupación de la diputada Alejandra Sepúlveda, quiero decir que el microempresario que opera e intenta formalizarse tiene que emitir factura, incurrir en ese costo y luego timbrarlas. El costo del timbraje implica acudir a una oficina y muchas veces hacer una larga cola. Es un costo muy importante. Hay que pensar en cómo se evitan los costos para el microempresario y en cómo se fomenta el emprendimiento. 

Hoy, la extensión -otro detalle más- y la penetración de los teléfonos celulares inteligentes, los smartphones, es muy importante. Dentro de muy poco se podrán emitir facturas desde esos aparatos. Esa es otra ventaja para las personas que viven alejadas. Por supuesto que tienen que tener acceso y conexión. Hay millones de smartphones. No es que los tengan un grupo muy reducido de personas.

El señor DE URRESTI.- ¡En el campo hay muchos!

El señor LARRAÍN (ministro de Hacienda).- Hay millones y no están en manos de una elite. Comparto la preocupación. Simplemente, mi conclusión es distinta. Mi conclusión es que con todas las excepciones que están contempladas en el proyecto, esto es con el programa de educación financiera, con el apoyo del portal Mipyme, con la suma de facultades del director del Servicio para aplazar la utilización de la factura electrónica para grupos de contribuyentes que enfrentan situaciones especiales, su implementación obligatoria queda debidamente resguardada. 

Por último, quiero señalar que hubo una preocupación por la extensión a 36 meses del período de reprogramación para los deudores tributarios morosos, lo que también está contemplado en este proyecto.

Me alegro de que éste sea un buen día para el emprendimiento, para las empresas y para los deudores tributarios morosos. Con esto se demuestra preocupación por las empresas más pequeñas. Espero, entonces, que se aprueben las modificaciones introducidas por el Senado y podamos contar pronto con la ley de factura electrónica.

He dicho.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:
El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Corresponde votar las modificaciones del Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica, con excepción del inciso segundo del numeral 2) del artículo 1º, cuya votación separada ha sido solicitada.

Hago presente a la Sala que ellas inciden en normas propias de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 87 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.
El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Aprobadas.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolú Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvo el diputado señor Pérez Arriagada José.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- En votación las modificaciones introducidas por el Senado al inciso segundo del numeral 2) del artículo 1º del proyecto.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 45 votos; por la negativa, 38 votos. Hubo 2 abstenciones.
El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Aprobadas.
-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolú Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Edwards Silva José Manuel; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David; Sauerbaum Muñoz Frank; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Verdugo Soto Germán; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
García García René Manuel; Robles Pantoja Alberto.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Despachado el proyecto.

REBAJA DE IMPUESTO TERRITORIAL A PROPIEDADES DE ADULTOS
MAYORES VULNERABLES ECONÓMICAMENTE (Primer trámite
constitucional. Boletín Nº 9199-05)

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que rebaja el impuesto territorial correspondiente a propiedades de adultos mayores vulnerables económicamente.

Diputado informante de la Comisión de Hacienda es el señor Pablo Lorenzini.

Antecedentes:

-Mensaje, sesión 104ª de la actual legislatura, en 17 de diciembre de 2013. Documentos de la Cuenta N° 4.

-Informe de la Comisión de Hacienda. Documentos de la Cuenta N° 7 de este boletín de sesiones.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el señor diputado informante.

El señor LORENZINI (de pie).- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Hacienda, me corresponde informar el proyecto de ley que exime total o parcialmente el pago de contribuciones a los adultos mayores más vulnerables económicamente.

Durante el estudio de la iniciativa asistieron a la Comisión de Hacienda el ministro de dicha cartera, señor Felipe Larraín, y el presidente de la Asociación de Municipalidades, señor Santiago Rebolledo, entre otros personeros de esa asociación.

El Mensaje señala que actualmente en nuestro país una de cada diez personas pertenece al grupo de adultos mayores, proporción que, según proyecciones, se espera que aumente considerablemente en los próximos años. También vamos a incrementar ese grupo muchos parlamentarios. 

El proyecto es bastante simple, pues consta de dos artículos. El primero, concede la rebaja del impuesto territorial y, el segundo, introduce un ajuste en materia de plazos para que los contribuyentes y demás interesados reclamen el reavalúo de los bienes raíces.

La propuesta original beneficia a 34 mil adultos mayores, con la condición de que tengan más de 65 años de edad los hombres y 60 las mujeres, así como ingresos ubicados en el tramo exento del impuesto global complementario. Es decir, haciendo un cálculo al día de hoy, eso corresponde a alrededor de 550 mil pesos, lo cual varía según la UTM y el Impuesto Global Complementario que el Servicio de Impuestos Internos determina cada año. Además, se aplica a aquellas personas que tengan bienes raíces cuyo avalúo fiscal no supere los 100 millones de pesos. Si se tiene más de un inmueble, se aplicará solo al de mayor avalúo fiscal, siempre y cuando el valor total de las propiedades no exceda -repito- los 100 millones de pesos.

Asimismo, modificamos el Código Tributario, a efectos de establecer los nuevos plazos de reclamos ante evaluaciones realizadas. En consecuencia, ahí está el recurso de reposición administrativa para hacer presente esa situación.

También la Dirección de Presupuestos nos hizo llegar un informe financiero. Hay que aclarar que esos menores ingresos no afectan al erario nacional, sino que a las rentas municipales. Todos sabemos que las contribuciones tienen efecto en el ámbito municipal, lo cual es un buen aspecto a considerar. La menor recaudación estimada del impuesto territorial asciende, el primer año de su implementación, a 5.080 millones de pesos, estimación que no incluye los posibles traspasos de inmuebles a adultos mayores que podrían incrementar el valor señalado.

Ahora bien, el debate fue amplio. El ministro Felipe Larraín, quien nos acompaña en la Sala, recogió la inquietud que planteamos varios señores diputados, con lo cual se buscaba beneficiar a los adultos mayores que debieran estar en la categoría de vulnerables. Estamos hablando de personas que no pagan impuestos y cuyos bienes raíces tengan un avalúo fiscal inferior a 19 millones de pesos, que corresponde al límite para quedar exento del pago de contribuciones. 

Durante el debate, planteamos dos temas: uno tiene que ver con los 100 millones de pesos para el avalúo fiscal. Lo que estamos diciendo es que puede haber un avalúo comercial bastante más alto, pero nos pareció excesivo. En ese sentido, planteé una indicación, que fue apoyada por los diputados Jaramillo y otros, para reducir el tope a 70 millones pesos. El ministro Larraín acogió la indicación y la valorizó en 75 millones de pesos. El proyecto original establecía 100 millones de pesos; nosotros propusimos 70, pero finalmente quedó en 75 millones, lo cual es una cifra razonable. Obviamente, agradecemos que la haya aceptado.

Otro aspecto mencionado se vincula con el proyecto propuesto por el diputado Silva y otros, que fue aprobado, para bajar el diferencial de 10 a 5 por ciento sobre los ingresos. El ministro también aceptó esa posibilidad, y tuvo un costo cercano a los 2 mil millones de pesos. Por lo tanto, en teoría, el proyecto avanza con los dos artículos.

Asimismo, se consideró lo señalado por el diputado Montes, quien expresó que el problema de los adultos mayores de clase media vulnerable, que experimentan una fuerte caída en sus ingresos a cierta edad, tienen viviendas que se van agrandando con el tiempo. Como hemos visto, se hará un nuevo reavalúo. Sin embargo, indicó que la propuesta del Ejecutivo no es buena, porque solo beneficiaba a 34 mil adultos mayores. 

Luego, los ajustes del 10 al 5 por ciento y bajar de 100 a 75 millones pesos hicieron aumentar a 43 mil los adultos mayores afectados. Por lo tanto -y aquí hay un tema de expectativas-, se crea la ilusión de que las personas que habrían sido beneficiadas serían muchísimas más que las 43 mil que están contempladas en el proyecto. Entonces, se dieron varias posibilidades para buscar otras opciones, pero no hubo tiempo para ello, pues esto debe ir avanzando. Al final, el proyecto se presentó tal cual como está. Se dieron a conocer cuarenta comunas y pedimos detalles a través de varios diputados. Obviamente, en las principales comunas hay 4 mil beneficiarios y casi el 10 por ciento del total vive en Las Condes; 2.700 en Providencia; 2.500 en Viña del Mar y Ñuñoa, y poco más de mil en Vitacura. Si se toman esas cinco comunas, estamos hablando de sobre el 30 por ciento de beneficiados.

En este caso, el debate radicó en que la focalización no estaba siendo la más adecuada. No obstante, hay que reconocer que esas cifras corresponden a las del proyecto y son reales.

Por lo tanto, reconociendo el título del proyecto, pero estando en desacuerdo con la focalización y a qué sectores está llegando la rebaja de las contribuciones, votaron en contra del proyecto los seis diputados de Oposición y a favor los de gobierno, incluido el diputado independiente Miodrag Marinovic. De modo que la iniciativa fue aprobada por 7 votos contra 6.

La Comisión realizó sesiones el 17 y 18 de diciembre de 2013 y el 7 y 8 de enero de 2014, con la asistencia de los diputados Marinovic, Presidente; Silva, Auth, Godoy, la diputada Sabat, quien hizo un reemplazo; los diputados Jaramillo, Macaya, Montes, Ortiz, Recondo, Robles, Von Mühlenbrock y quien habla. Además, se contó con la asistencia del diputado Sandoval, quien en algún momento fue remplazado por el diputado Baltolú.

Como indiqué, fue un proyecto de mucha discusión y en el cual -insisto- la idea, el título y el enfoque se aprecian absolutamente positivos y viables, pero el impacto real de sus dos artículos se ve limitado, tema respecto del cual la Sala hoy deberá debatir.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, quiero agradecer una vez más la clara intervención del diputado informante, señor Pablo Lorenzini, con quien debatimos bastante el proyecto que hoy tratamos.

Sin duda, todo proyecto que beneficie a los adultos mayores de nuestro país será siempre bienvenido por el Congreso Nacional, en especial todos los que benefician a los adultos mayores más pobres, que viven de pensiones que no siempre son adecuadas a sus necesidades y que muchas veces deben sufrir altos costos por el uso de medicamentos y tratamientos de salud.

Por ello, la presentación de este proyecto que pretende la rebaja del pago de impuesto territorial para los adultos mayores viene a ser una buena iniciativa si se enmarca en el contexto con que inicié mi intervención. Si lo miramos en perspectiva futura augura una tendencia a las bajas pensiones y no a aumentarlas. Esta iniciativa podría servir para aminorar los costos que tendrán que soportar los futuros pensionados de nuestro país.

Por lo anterior, en la Comisión de Hacienda aprobamos la idea de legislar. No siempre basta con que una idea sea buena para aprobar un proyecto, sino que es necesario que la normativa que lo implemente vaya en el sentido que entendemos está enfocado en el espíritu del mismo, en este caso, apoyar a quienes son el origen del proyecto, a los adultos mayores de menos recursos, y no favorecer a los adultos mayores que no tienen el problema de los primeros.

Según mi opinión, en muchos casos, estamos favoreciendo a los de mayores recursos, de sectores acomodados del país. Por ello, he rechazado la norma como está, puesto que, en definitiva, puede ir en beneficio de los que tienen más recursos y no de los que poseen menos. Hablo especialmente de regiones. Son muy diferentes los avalúos de regiones en relación con la región Metropolitana. 

Por eso, señor Presidente, debemos tener en consideración que los adultos mayores más pobres están, por lo general, exentos del pago de impuesto territorial, ya que el avalúo fiscal de sus propiedades es muy bajo y no alcanzan, entonces, el umbral afecto al pago de ese impuesto. Entonces, me dirán ustedes ¿a quién favorece? A aquellos que tienen recursos.

Por el contrario, las propiedades que tienen un alto avalúo fiscal, por regla general están subvaluadas respecto del valor comercial -siempre ha sido así- en al menos un tercio del avalúo real, porque si colocamos un techo muy alto, para la rebaja del pago terminaremos favoreciendo una vez más a los adultos mayores propietarios de inmuebles de altos valores comerciales, los cuales se encuentran solo en algunas comunas y no pasarán de diez, creo, sin equivocarme, de acuerdo también a una encuesta o regla entregada por el Ministerio de Hacienda. Entonces, el país está favoreciendo a no más de diez comunas. No las quisiera perjudicar, pero también tengo el derecho de señalar en mi planteamiento que las regiones no están siendo favorecidas con este proyecto. Lo insinuaba en su relato el diputado Pablo Lorenzini. En el sur de Chile, especialmente, lisa y llanamente no favorecemos a nuestros adultos mayores. Hablo nuevamente de la Región de Los Ríos. En la lista de beneficiarios y el costo tributario no aparece dicha región sino que solamente la capital provincial, con trescientos beneficiarios. Habría que ver quiénes son.

Considero que este proyecto se puede mejorar más aún. Tratamos de hacerlo en su momento.

El señor MELERO (Presidente accidental).- Ha terminado el tiempo de su primer discurso. Desde ahora se contabilizará el tiempo de su segundo discurso.

El señor JARAMILLO.- Muchas gracias, señor Presidente.

Estamos creando una expectativa a nuestros adultos mayores. Entonces, ¿por qué no mejorar el proyecto? ¿Por qué no devolverlo a la Comisión? Creo que el Ejecutivo tendría que estar de acuerdo con lo que estoy comentando, pues se está favoreciendo mucho a determinadas regiones, como la Quinta y la Metropolitana.

Por eso, el Ejecutivo, que es dueño de iniciativas en estas materias, presentó indicaciones que a mí me parecen, reitero -lo dijo también el diputado relator-, insuficientes. Creo que se puede hacer un mejor esfuerzo. Por ello invoco un poquito a la cordura a fin de no tener que rechazar disposiciones de lo que puede ser un buen proyecto para nuestros adultos mayores, quienes, hoy, realmente, sufren pagando contribuciones que no están acordes con el monto de sus pensiones. Distingamos de una vez por todas a quien favorecemos.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado Issa Kort.

El señor KORT.- Señor Presidente, el proyecto de ley que nos convoca tiene como objetivo fundamental disminuir el impuesto territorial, las llamadas contribuciones que deben pagar los adultos mayores del país más vulnerables económicamente. 

Cada cual, como diputado y, en lo particular, en mi distrito de la ciudad de Rancagua, puedo ver o reconocer la realidad de tantos adultos mayores que luchan con enorme sacrificio y esfuerzo para hacer frente a sus necesidades. Muchos viven con preocupación y angustia debido a la disminución de sus ingresos y al aumento de los gastos propios de su edad. Con la actual propuesta se busca aliviar esta pesada carga que llevan. 

En primer lugar, el proyecto funda su objetivo en la necesidad de reconocer y valorar a una considerable porción de la sociedad que a lo largo de tantos años ha construido lo que hoy somos y tenemos. Es un reconocimiento necesario a los adultos mayores, a su experiencia que nos comparten y a la madurez de sus reflexiones que enriquecen y consolidan la sociedad chilena.

En segundo lugar, por el proyecto se busca enfrentar los acelerados cambios demográficos que presenta nuestra sociedad. El envejecimiento acelerado de la población es un hecho 
ineludible. En los últimos 20 años, el número de personas mayores se ha duplicado en el país, alcanzando hoy, aproximadamente, 2,6 millones, lo que equivale al 15,6 por ciento de la población, según indica la Encuesta Casen, de 2011. Para 2025 nuestra sociedad tendrá el mismo número de niños, de entre 0 y 14 años, que personas de 60 años y más.

En cuanto al proyecto en particular, el beneficio consiste en la disminución del impuesto territorial que deben pagar los adultos mayores vulnerables económicamente hasta el equivalente a 10 por ciento de sus ingresos. El beneficio se aplicará respecto de aquellos adultos mayores que tengan ingresos mensuales promedios menores a 550 mil pesos y cuyas propiedades o bienes raíces tengan un avalúo fiscal que no supere los 100 millones de pesos.

Señor Presidente, dado que la medida que se plantea beneficiará a unos treinta y cuatro mil adultos mayores, prácticamente al 60 por ciento de los de menores ingresos del país, llamo a votar afirmativamente y a aprobar este proyecto de ley, pensando en hacer justicia y un gesto humano y solidario con nuestros adultos mayores, a quienes les debemos nuestro presente. 

He dicho.

El señor MELERO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Schilling.

El señor SCHILLING.- Señor Presidente, este proyecto que rebaja el impuesto territorial a propiedades de adultos mayores vulnerables tiene toda la apariencia de una iniciativa de buen corazón, porque pareciera hacerse cargo de las dificultades económicas de gente de edad; pero, tratando de hacer el bien a un grupo de personas cuantificado en treinta y cuatro mil adultos mayores, está haciendo un mal a muchas personas que son atendidas por las municipalidades y que tienen auténticas necesidades derivadas de su condición de pobreza. Aquí se está proponiendo rebajar el impuesto territorial a propiedades cuyo avalúo fiscal sea inferior a 100 millones de pesos, con lo cual, de acuerdo al valor comercial de esas propiedades, estamos hablando de establecer el límite en 300 millones de pesos. Y propiedades de 300 millones de pesos se van a encontrar, frecuentemente, vecinas unas con otras, en Vitacura, por ejemplo -donde ya no queda qué más pavimentar; donde imitando series de televisión le ponen patines a la guardia municipal, pero no para que hagan seguridad, sino para decorar las calles-; en Las Condes, en La Reina, en Providencia, en todas esas comunas que hicieron feliz la candidatura del señor Andrés Allamand en las primarias de la Derecha. 

Por lo tanto, este proyecto es engañoso, porque todos sabemos que el Fondo Común Municipal es un mecanismo de transferencia de recursos desde las comunas más ricas hacia las más pobres; es un fondo de compensación territorial.

Esto es necesario, porque hay una concentración de la base tributaria municipal. Las casas caras están en las comunas que he mencionado; los automóviles que pagan permisos de circulación caros también están en ellas. Así es con todos los impuestos municipales, como las patentes industriales, comerciales, profesionales, etcétera.

Creo que es más trabajoso, pero si se quiere ayudar a adultos mayores en situación de pobreza en esas comunas es preferible subsidiarlos directamente, para no provocar el mal con que se está afectando a las municipalidades y a la población pobre. En la mayoría de las municipalidades no es así, y atienden a la mayoría de la población, que es predominantemente pobre, independientemente de cómo se hayan alterado las estadísticas en los últimos cuatro años respecto de la medición de este problema.

El proyecto nos recuerda los viejos tiempos en que se instaló el concepto de la letra chica, el cual adquirió popularidad, porque tenía veracidad.

Recuerdo que cuando llegó el proyecto sobre las bodas de oro. ¡Qué proyecto más mezquino! El matrimonio que cumplía 50 años debía acreditar residencia en Chile de mínimo 4 años dentro de los 5 años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para recibir el bono durante el período presidencial del señor Sebastián Piñera; sin ese requisito, nada; después, tierra rasada. No quedaba nada. No se hacía cargo del llamado stock de todos aquellos matrimonios que habían cumplido más de 50 años de casados.

Señor Presidente, parece que nunca aprendimos la lección.

Acaba de salir una historia del Ministerio de Hacienda. Por supuesto, se relatan los hechos sabrosos. Se trata de descalificar al ministro de Hacienda de Salvador Allende, diciendo que era obrero, pero no se acuerdan de las metidas de pata de ministros de Hacienda que son memorables, como la que condujo a la insurrección de la Escuadra Nacional. Ahora que la Derecha anda buscando responsabilidades por su fracaso, sugiero echar una mirada a la gestión, entre comillas, del Ministerio de Hacienda.

Por estas razones, anuncio mi voto en contra del proyecto.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Pablo Lorenzini.

El señor LORENZINI.- Señor Presidente, desafortunadamente, este proyecto no ingresó a la Comisión de Hacienda el 28 de diciembre, en que debió ser el día normal de ingreso.

Voy a recomendar al diputado Schilling, porque dice que la letra chica no la lee bien, que vaya a un servicentro Copec, donde al comprar 7 mil pesos de bencina, más 3.990 pesos, puede adquirir un par de lentes de sol. Con eso, creo que nuestro querido diputado va a poder ver que lo que brilla es oro. Sin embargo, como en las elecciones, para muchos, lo que brillaba no resultó ser oro.

Con mucho afecto -por su intermedio, señor Presidente-, le digo al señor ministro que el enunciado es espectacular. Favorecer, inicialmente, a 34 mil adultos mayores, con valores de cien millones de pesos, significa que personeros de Gobierno, como algunos intendentes, jefes de servicio, gobernadores, incluso, algún ministro, podrían estar habilitados para postular a esto. Por eso, es una propuesta que debemos aterrizar. No tiene ningún sentido.

Agradezco que el ministro haya aceptado -no es normal que los ministros lo hagan- las dos indicaciones relacionadas con la baja de montos y porcentajes. Pero subió de 34 mil a 43 mil los adultos mayores favorecidos.

El diputado Jaramillo estaba contento, porque pedimos un detalle y apareció Osorno, que antes no aparecía. El diputado Rincón todavía está buscando en las listas, pero alguna de sus comunas encontrará.

Con todo respeto, el proyecto no tiene sentido. Si se observan las comunas grandes, está bien; nadie va a alegar que Las Condes, Providencia, Viña del Mar, Ñuñoa o Vitacura reciban el beneficio. ¿Pero qué lógica tiene que se lleven un tercio, o 40 por ciento, adultos mayores de esas zonas? Claro, alguien me dirá que tienen el mismo derecho que otros, pero el mensaje dice que es para adultos mayores vulnerables. Vamos a tener que analizar lo que significa vulnerabilidad, porque creo que tenemos interpretaciones distintas.

Hay que fijar caminos alternativos. El Ejecutivo presenta este proyecto, pero no pone ni un peso. Se parece a un primo mío que me invitaba a comer, pero se iba antes de terminar.

Aquí, la plata la ponen los municipios. 

Vino el señor Rebolledo, presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, quien, en forma muy educada -aunque al ministro no le gustó mucho la fórmula-, planteó sus temas. Lo encontré bien. Incluso, por la forma en que habló, podría ser un futuro ministro de Hacienda.

Estos 10 millones de dólares salen de todos los municipios. Entonces, en esas condiciones, ¿qué lógica tiene? Es fácil hacer proyectos que afecten a otros.

Creo que el Ejecutivo debería contribuir, a lo menos, con lo mismo; o destina otros 10 millones de dólares para ampliar el espectro, o pague a los municipios, como mínimo, la mitad, con cargo a fondos fiscales.

El ministro me decía que no tiene problemas y que recurrirían a fondos de libre disponibilidad. ¡Qué respuesta! Hasta donde entiendo, ya no los hay. Algo habrá que reajustar en algún ministerio. De lo contrario, que se pongan las municipalidades más grandes. Entiendo que Santiago, Las Condes, Providencia y Vitacura, por recibir mucho, contribuyen al Fondo Común Municipal con 65 por ciento de lo que recaudan por impuesto territorial.

Entonces, podríamos hacer que esos cuatro municipios aumenten su contribución al Fondo Común Municipal -hice unos cálculos- a 67 por ciento. Alguien me dirá que estoy cargando a los municipios. No; soy justo. Los alcaldes de Santiago y de Providencia son nuestros; los de Las Condes y de Vitacura, del Gobierno. Es decir, no estamos haciendo nada en contra de la política de unos u otros alcaldes.

Creo que una de esas dos opciones, al menos en este proyecto, debería ser viable y acogida, rápidamente, por el Ejecutivo.

No me gusta el proyecto. Conversaba con la diputada Sepúlveda. Lo lógico es al revés: si queremos ir a lo vulnerable, que no se quede centralizado en Santiago. Casi 40 por ciento se toma de las comunas de Santiago. Que no quede centralizado en las capitales de regiones. Queremos que esto vaya a las comunas rurales, donde el adulto mayor está en el campo, en los bordes de las grandes ciudades. ¿Por qué no lo hacemos más directo, con un subsidio? Pásenles a los adultos mayores 5 mil pesos, o 10 mil pesos, para ayudarlos a pagar las contribuciones del año; ellos verán en cuál de las cuotas los usan, de acuerdo a sus circunstancias, o que alguna de esas cuotas -que también elija la persona- quede exenta. Eso sí llegará en forma masiva.

¿Cuánto más dinero se necesita? Para el Ejecutivo tiene costo cero, porque lo pagarán los municipios; o sea, los alcaldes reclamarán de esto a los parlamentarios.

Entonces, estamos hablando de un problema que afecta a los adultos mayores de nuestro país, que está por encima de sus posturas políticas o si son simpatizantes de este o del próximo gobierno.

La actual redacción del proyecto nos obligará a conversar con nuestra Presidenta, para buscar una solución más aterrizada, un subsidio. En fin, ya veremos. Esos 5.000 millones de pesos anuales significan 400 millones de pesos mensuales. Entre diputados, senadores, ministros, subsecretarios e intendentes podríamos financiar este beneficio si aportamos menos de un millón mensual. Además, se podría incluir a los alcaldes, que son más de trescientos, para que se pongan con 300.000 pesos mensuales cada uno.

Sin embargo, esa no es la manera de aportar fondos para otorgar un beneficio. Tampoco lo es que obliguemos a los municipios a gastar 10 millones de dólares anuales, que es la idea del proyecto. De manera que comparto lo planteado por el diputado Schilling. 

En la Comisión de Hacienda voté en contra, pero no de la idea de legislar ni del objetivo que se busca con la iniciativa, sino de la letra chica, porque, al aterrizar el tema, vemos que no todo lo que brilla es oro. Sé que mucha gente no nos va a entender; pero, al rechazar el proyecto, dejamos el tema en el tapete para el próximo gobierno, que tendrá que asumirlo. Y espero que el futuro ministro de Hacienda llegue con una mentalidad un poco más abierta a los problemas reales de la ciudadanía. Están bien la macroeconomía, las exportaciones, la emisión de bonos -el ministro actual lo ha hecho en muy buenas condiciones-; pero aquí se trata de preocuparse de la señora o del caballero que tiene una casita modesta -no de 120 millones de pesos-, que no tiene las 20 luquitas para pagar las contribuciones cada tres meses. Eso es lo que buscamos y queremos; pero no -lo digo con mucho respeto- favorecer a 4.000 contribuyentes de Las Condes, 3.000 de Providencia, 2.500 de Viña del Mar, 2.500 de Ñuñoa y más de 1.000 de Vitacura, que también lo merecen, porque el mensaje habla de beneficiar a los adultos mayores vulnerables. Si alguien tiene una casa avaluada en 120 millones de pesos, entonces no se puede considerar como vulnerable. En ese caso, le pido al ministro que instruya a sus asesores para que enseñen a esa persona a administrar su dinero, porque si tiene una casa así y es vulnerable, quiere decir que no ha administrado bien sus recursos.

Como la vida es corta, espero que el ministro acoja alguna de las sugerencias, ya que, en caso contrario, votaré en contra.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, es cierto que el proyecto deja a mucha gente disconforme; pero, desde mi perspectiva, uno debe preguntarse si el proyecto constituye o no un avance respecto de lo que queremos hacer. Y al menos desde mi perspectiva, la iniciativa constituye claramente un avance, a pesar de que en algunas intervenciones escuché un despliegue de gran amargura, de mucha hiel y de desprecio. A eso debemos sumar otras intervenciones que señalaban que los alcaldes financiarían el beneficio que otorga el proyecto. ¿De qué estamos hablando? ¡Nos referimos a los chilenos y chilenas que pagan contribuciones! 

Al respecto, parto de la premisa de que todos los señores diputados y señoras diputadas han escuchado, en más de una oportunidad, decir que las contribuciones convierten a los propietarios en arrendatarios, debido a que sus montos son muy elevados.

Entonces, se ha dicho que el número de contribuyentes beneficiados de ciertas ciudades es mayor que el de otras urbes, lo que es efectivo, y que se otorgará el beneficio a algunos propietarios de inmuebles avaluados en 100 millones de pesos. Al respecto, debo aclarar que muchos exfuncionarios públicos adquirieron propiedades que inicialmente estaban ubicadas en barrios periféricos de las respectivas ciudades. Con el tiempo, el avalúo de esas propiedades se incrementó mucho porque las ciudades comenzaron a crecer, y esas personas, que tenían una buena propiedad, jubilaron, pero sus bajas pensiones no harían sentirse orgullosos a nadie, y todos lo sabemos. 

Un exmagistrado de la Corte de Apelaciones de Concepción nos envió una carta muy sentida en que nos señalaba que él no ha robado nada, sino que compró su casa con un tremendo esfuerzo hace cuarenta años, pero que no puede pagar las contribuciones con su jubilación, que es el único ingreso que tiene para vivir.

Entonces, concordemos en que el proyecto es un gran avance. Además, felicito al Gobierno por abordar un tema central como este.

¿Son realmente muy excesivas las contribuciones en Chile? Sí, son altas, y debemos estar de acuerdo en que es bueno que las paguen todos los que pueden pagar. Pero también reconozcamos que algunas personas, como el exmagistrado que acabo de citar, compraron inmuebles que tienen un avalúo fiscal muy alto, pero que es la única propiedad que tienen, en la que viven, por lo que resulta complejo pagar contribuciones de 1,5 millones o de 2 millones de pesos al año para alguien que tiene ingresos de 400.000 o 500.000 pesos.

Por lo tanto, quiero que la Corporación despache un proyecto que atienda las necesidades de los casos que señalamos. Es efectivo lo que dicen muchos de mis colegas, en el sentido de que esto no beneficiará a los contribuyentes de los distritos que representan, como sucederá con casi todos los contribuyentes de Talcahuano, que represento en esta Cámara. Sin embargo, también reconozcamos que un alto porcentaje de las propiedades de muchas ciudades -un alcalde se quejaba de que más del 80 por ciento de las propiedades de su comuna- están 
exentas del pago de contribuciones.

Entonces, tendremos que corregir las situaciones que el proyecto deja de lado, pero debemos reconocer que comienza a corregir un problema que, para mí, es central.

Muchas personas de edad se encuentran en situación parecida a la que he planteado, básicamente exfuncionarios públicos, que hace cuarenta años lograron comprar una propiedad, pero que en la actualidad tiene una tasación fiscal muy alta.

Aunque son muchas las restricciones que establecimos para conceder este beneficio, insisto en que estamos comenzando a solucionar este problema. Es efectivo que no podemos conceder el beneficio a todos, porque no todos están en la misma condición; en consecuencia, es necesario que reconozcamos esas diferencias. El proyecto se hace cargo de un problema, tal vez no de manera brillante, que aunque no afecta a los más pobres, sí aflige a un porcentaje importante de chilenos que dieron su vida para hacer de Chile lo que hoy es, una gran nación, de la que todos nos sentimos orgullosos, y que también necesitan un poco de atención, de cariño y de nuestra preocupación, porque, aunque tuvieron un muy buen pasar cuando trabajaron activamente, al momento de jubilar -no necesito explicarlo, porque todos lo sabemos-, el monto de sus ingresos baja sustantivamente. Pues bien, es a ellos a quienes beneficia el proyecto. 

Por eso, considero que hay que apoyar de manera entusiasta esta iniciativa, porque se hace cargo de un problema real.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.

El señor MEZA.- Señor Presidente, el título del proyecto de ley reza: “…rebaja el impuesto territorial correspondiente a propiedades de adultos mayores vulnerables económicamente”. 

Cuando se lee el título de esta iniciativa, dan ganas de votarla a favor inmediatamente. Y eso fue lo que nos pasó a la bancada radical. El título es altamente sugestivo, parece positivo e invita a pensar en esos cientos de miles de adultos mayores que están luchando contra pensiones miserables, que además tienen que cumplir con sus obligaciones impositivas, en este caso del impuesto territorial.

Pero a poco andar nos hemos ido desilusionando, porque nos hemos encontrado con que los adultos mayores que se benefician con el presente proyecto no pasan de 35.000, de un total de casi 1.000.000 de contribuyentes de ese grupo etario, gente que, como lo señaló el colega que me precedió en el uso de la palabra, lo ha dado todo. Y muchos de ellos han luchado toda su vida para tener una propiedad.

Hablamos de propiedades con avalúo fiscal de menos de 100 millones de pesos. De ahí para abajo van los beneficios. ¿Quiénes son los favorecidos? La mayoría se concentra en comunas que no son precisamente muy vulnerables: Las Condes, Providencia, Viña del Mar, Ñuñoa, Santiago, Vitacura, La Reina. ¿Son realmente vulnerables? Es difícil creerlo, porque un avalúo fiscal de 100 millones de pesos involucra un valor comercial que lo duplica y, a veces, hasta lo triplica. 

Ni mi bancada ni quien habla están en contra de que se beneficie a esos adultos mayores, pero no queremos que vuelva a pasar lo mismo que ha sucedido con otros proyectos de ley que sido un fiasco.

Recuerdo con mucha tristeza los esfuerzos que hicimos todos los aquí presentes para que el anterior ministro de Hacienda, el señor Andrés Velasco, entendiera que había que eliminar definitivamente el vergonzoso 7 por ciento en salud que pagaban -y que todavía pagan- los adultos mayores en Chile. Él se negó rotundamente, a pesar de los estudios de gente que sabe más que nosotros de economía que demostraban que en régimen era posible sostener la eliminación del descuento de 7 por ciento por concepto de salud. Luego vino el actual Gobierno, y nosotros votamos a favor su iniciativa para eliminar el 7 por ciento de la cotización de salud a los adultos mayores. 

Sin embargo, a poco andar nos dimos cuenta de lo que hemos llamado “la letra chica”, porque al final con esa ley no se beneficiaron todos nuestros adultos mayores. Es escasa la cantidad de adultos mayores a los que hoy día no se les hace el descuento del 7 por ciento en salud. Y para evitar que esta situación vuelva a producirse, nos preguntamos qué pasa con las demás comunas, especialmente las más humildes del resto del país. ¿Acaso no hay adultos mayores con los mismos derechos en Calama, Vallenar, Los Ángeles, Gorbea, Loncoche, Pucón, Curarrehue, Chillán, Santa Bárbara, La Unión, Cunco o Toltén? Al menos en Villarrica se han beneficiado 199 adultos mayores.

De manera que nos vemos en la necesidad de plantear un proyecto de ley más amplio, porque la presente iniciativa, a nuestro juicio, adolece de los mismos vicios que han tenido otros proyectos que se han presentado en el actual Gobierno -y también lo he señalado-, que van en una muy buena dirección, pero que hacen diferencias entre las personas, porque no tienen carácter universal; es decir, como lo manifesté anteriormente, vienen con letra chica.

La tercera edad, los adultos mayores, es una condición social. Es decir, independientemente de la condición socioeconómica, se trata de una condición social de cada persona; por tanto, ellos merecen un trato especial. Y este trato especial tiene que ser por parte del Estado. Entonces, no comprendo por qué se hace una distinción respecto de los ingresos y la capacidad económica de cada individuo. El derecho debiera darse por el solo hecho de ser adulto mayor. 

Limitar la asignación del beneficio que se propone solo al ingreso per cápita es una manera poco óptima de visarlo, puesto que se dejan de lado consideraciones de otro tipo, como las deudas que adquieren nuestros adultos mayores, las enfermedades catastróficas a las que en ocasiones se ven sometidos, la mantención de otras personas bajo su tutela, etcétera. Existen muchas situaciones que afectan directamente a los adultos mayores en Chile y que modifican su capacidad económica. En este proyecto de ley estamos segmentando los beneficios, lo que es perjudicial.

En el entendido de que la presente iniciativa tiene algo de positivo y en la esperanza de que seamos capaces de elaborar un proyecto que llegue de verdad a beneficiar a la mayoría de los adultos mayores realmente vulnerables, de todas las comunas, no solo de una pocas 
-de hecho, el beneficio se concentra en siete u ocho comunas con más de 2.000 favorecidos-, anuncio que la bancada radical la votará en contra.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente accidental).- Tiene la palabra la diputada señora Marcela Sabat.

La señora SABAT (doña Marcela).- Señor Presidente, como diputada de Ñuñoa y Providencia, me molesta el doble discurso de la ahora Nueva Mayoría.

Represento a una de las comunas que tienen más adultos mayores. Y creo que Ñuñoa y Providencia sí concentran gran cantidad de adultos mayores vulnerables.

Muchos manifiestan aquí que, como esta no es una política pública focalizada, como no se trata de adultos mayores que viven en las calles y que pasen hambre, entonces no tienen ningún derecho a recibir algún beneficio del Estado. Esto quiere decir que la clase media empobrecida de nuestro país no tiene derecho a recibir ningún beneficio estatal.

Hemos peleado ya casi cuatro años para lograr sacar este proyecto adelante. Incluso, hay diputados que llevan más tiempo en esa lucha. 

Esta iniciativa tiene que ver con una mejor calidad de vida para los adultos mayores, al igual que muchos otros proyectos en los que los diputados de la Nueva Mayoría sí han estado de acuerdo en la Comisión Especial del Adulto Mayor. Por eso me extraña su posición actual. Sí estuvieron a favor de la iniciativa sobre la inembargabilidad de los bienes inmuebles de los adultos mayores y de otros proyectos que pretenden beneficiar a los adultos mayores de clase media empobrecida. 

Se trata de adultos mayores que tuvieron un pasar quizás más amable, que trabajaron durante toda su existencia por el país y que merecen tener una mejor calidad de vida, pero que, lamentablemente, como muchísimos otros adultos mayores de Ñuñoa y Providencia y de numerosas comunas, no lograron llegar a la vejez con una buena pensión, sino con una que, desgraciadamente, es baja y que tienen que gastar en el pago de las contribuciones de bienes raíces de una casa por la que pagaron y lucharon toda su vida, así como en remedios, que además son caros.

Una gran cantidad de adultos mayores más vulnerables ya está exenta del pago de contribuciones. Por lo tanto, decir que no existe ese beneficio es una muestra de ignorancia. 

Lo más extremo es manifestar que se trata de una política pública errónea. El actual gobierno ha implementado políticas focalizadas -no las administraciones que lo precedieron, porque no lo hicieron- en favor de los adultos mayores. De hecho, durante este mandato se legisló para disminuir las cotizaciones previsionales de salud de los adultos mayores, lo que permitió que numerosos pensionados se vieran beneficiados con la eliminación total o parcial del cobro de esa cotización, correspondiente al 7 por ciento de su pensión, y también se les entregó bonos. Asimismo, el actual gobierno -no otro- está trabajando en un fondo de apoyo directo al adulto mayor.

Nada de lo mencionado se hizo en los pasados veinte años, de manera que resulta hasta divertido que diputados que apoyaron a los gobiernos de la Concertación planteen críticas y señalen que nada se ha llevado a cabo durante la actual administración, como la eliminación total o parcial de las pensiones de los adultos mayores del 7 por ciento de cotización previsional de salud, beneficio por el que trabajamos y que se logró establecer en este gobierno, lo cual ha ido en ayuda de muchos adultos mayores que, a lo mejor, tuvieron un buen pasar mientras se encontraban en actividad laboral, pero a los que ahora, lamentablemente, sus pensiones no les alcanzan siquiera para comprar una caja de mercadería.

Por lo tanto, cabe preguntarse si es justo que algunos adultos mayores dueños de propiedades con destino habitacional no sean beneficiados con la rebaja de impuesto territorial que propone el actual proyecto solo por ser de comunas como Ñuñoa y Providencia. Lo señalo porque si bien los diputados que apoyan a la Concertación hablan mucho de discriminación, los que integran la Comisión de Hacienda votaron en bloque en contra de la iniciativa en debate.

Para mí, esa actitud representa una inmoralidad, porque no puede ser que a adultos mayores de la clase media que trabajaron durante toda su vida ahora se les niegue la posibilidad de ser favorecidos con la rebaja que se propone del pago de contribuciones. Por tal razón, quienes se han mostrado contrarios a votar a favor el proyecto que establece el beneficio que se indica para los adultos mayores vulnerables económicamente deberán dar una explicación a la ciudadanía por su actuación, porque nadie debería negarse a otorgar un beneficio a personas que han trabajado durante toda su vida, a las que les debemos muchísimo como país y a las que en los veinte últimos años nunca se les dio un respiro económico. Por eso, el Gobierno, a través de la iniciativa en discusión, propone la entrega de otro beneficio para los adultos mayores más vulnerables, porque se trata de personas que sufren por no tener la calidad de vida que merecen luego de haber trabajado siempre.

Por eso, en nombre de la bancada de Renovación Nacional, solicito a los diputados de la Nueva Mayoría que mediten un poco más sobre su postura respecto de la iniciativa en debate, en especial a los futuros senadores que representarán circunscripciones electorales en las que se incluyen las comunas que serán beneficiadas, porque, de lo contrario, deberán responder si las futuras alzas de las contribuciones perjudica a los adultos mayores, en circunstancias de que el gobierno de Sebastián Piñera -no otro- presentó un proyecto de ley para rebajarles el impuesto territorial, con la finalidad que puedan utilizar ese dinero en otras necesidades.

No porque algunos adultos mayores vivan en Ñuñoa, Providencia, Las Condes o Vitacura no deben recibir beneficios del Estado. De hecho, los adultos mayores más vulnerables han recibido muchísimos beneficios de este gobierno, y no solo me refiero a la eliminación total o parcial de la cotización de 7 por ciento de salud, sino también a la exención del pago de contribuciones y del aseo municipal y otros.

Por lo tanto, que no se diga que los adultos mayores más vulnerables no han recibido beneficios durante este gobierno, porque se ha diseñado una política focalizada para ellos, tal como les consta a los diputados de la Nueva Mayoría que son miembros de la Comisión Especial del Adulto Mayor. Pero eso no quiere decir que los adultos mayores de la clase media no tengan derecho a recibir ayudas como las que se proponen en este proyecto. Hace años que como país estamos en deuda con los adultos mayores, de manera que el rechazo de la iniciativa constituiría otra discriminación y una decisión muy terrible de la Nueva Mayoría. Si el proyecto no se aprueba, serán los diputados de la Concertación y del Partido Comunista los que deberán dar las explicaciones correspondientes, como el diputado señor Carlos Montes, quien como futuro senador representará una circunscripción electoral en la que se encuentran esas comunas en que, según ellos mismos señalan, viven adultos mayores con mucho dinero. Si esa es la realidad, los invito a que la constaten en terreno, porque debo recordar que como diputados no solo representamos a quienes viven en determinados distritos, sino a todos los ciudadanos de la república, entre los que se incluyen los adultos mayores más vulnerables y los de la clase media empobrecida, así como los más ricos.

Reitero que el país no se hizo cargo, en veinte años, de los adultos mayores de la clase media, de manera que resultan realmente chistosas las críticas que algunos han hecho al proyecto en discusión. Hay que terminar con ese tipo de actitudes, porque la materia que estamos tratando dice relación con una cuestión muy seria, la que involucra incluso a nuestros propios parientes y a personas que conocemos, cuyo sufrimiento vemos día a día por no tener dinero para pagar un plato de comida. Para ellos, la rebaja de contribuciones que propone la iniciativa puede significarles un respiro desde el punto de vista económico.

En consecuencia, hago un llamado para que los pensamientos de los diputados de la Nueva Mayoría no solo digan relación con quiénes integrarán el futuro gabinete, sino que abarquen más allá y se acuerden de que estamos para legislar en favor de todos los chilenos, porque somos diputados de la república y no solo de un distrito.

He dicho.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, trataré de no referirme a mis parientes, sin perjuicio de lo cual quiero aprovechar de saludar a los hijos del diputado Javier Macaya: Raimundo y León, a quienes diviso en las tribunas.

Lo que plantea el proyecto de ley en debate, iniciado en mensaje, responde a una inquietud transversal, la cual ha sido abordada varias veces en la Comisión de Hacienda y que surge de un concepto muy básico: se paga menos por concepto de contribuciones -impuesto territorial- en la medida en que la vivienda tiene menos valor, pero se paga más en la medida en que el avalúo fiscal del inmueble es mayor. Ese concepto es muy positivo para quienes tienen sus viviendas como un valor de cambio, es decir, que en cualquier momento pueden decidir liquidarlas y trasladarse a otro lugar.

Sin embargo, ese no es el caso de los adultos mayores, porque a los jubilados les importa menos el valor de cambio de la vivienda en que habitan, valor que, por lo demás, no tiene correlato alguno con la variación en su nivel de ingresos, porque estos se estancan al momento de la jubilación, en circunstancias de que el valor de la vivienda puede crecer y crecer y no tener impacto positivo alguno sobre la calidad de vida de esas personas, sino todo lo contrario.

Durante años solicitamos al Ministerio de Hacienda el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley como el que estamos debatiendo, situación por el que felicitamos al Ejecutivo, pero debemos lamentar que lo haya hecho tan próximo al término del mandato. En todo caso, por tarde que haya ocurrido, la iniciativa de todas maneras es positiva.

El diputado señor José Miguel Ortiz y quien habla votamos a favor de la idea de legislar, porque era indispensable que se debatiera en el Congreso Nacional una fórmula de solución al problema del pago de contribuciones de los adultos mayores.

Sin embargo, a diferencia de lo planteado por el diputado Issa Kort, hay que señalar que la propuesta legislativa del Gobierno no beneficia al 60 por ciento de los adultos mayores, sino a casi 35.000 adultos mayores que sean propietarios de viviendas avaluadas hasta en 100 millones de pesos, que pagaran más del 10 por ciento de sus ingresos y que estos no supe-
raran los 550.000 pesos mensuales.

Algunos diputados planteamos al Gobierno que se debía aumentar la cobertura y mejorar la focalización, pero la propuesta del Ejecutivo solo extendió los beneficios de 35.000 a 43.000 adultos mayores, porque bajó el umbral del valor de la casa, de 100 millones a 75 millones de pesos, por concepto de avalúo fiscal y, sobre todo, porque rebajó el tope de 10 a 5 por ciento de sus ingresos. Eso es lo que explica que se haya aumentado en 9.000 el número de beneficiarios y que estos se repartan de mejor manera. Si en la propuesta original el tercio de los beneficiarios estaba concentrado en las comunas más ricas de Chile, ahora solo la cuarta parte de los beneficiarios estará concentrada en esas comunas.

¿Cuál es el problema de la iniciativa, la cual, a mi juicio, fue elaborada muy a la rápida? Que no mide de manera adecuada el impacto de la política social. Nosotros estamos acostumbrados a aprobar políticas sociales y después a arrepentirnos por las consecuencias inesperadas de ellas. En ese sentido, ¿cuál es la consecuencia específica de esta política social? Que el costo que representarán los aproximados 5.000 millones de pesos que se destinarán a una política para aliviar el pago de contribuciones de 43.000 adultos mayores será pagado, central y mayoritariamente, por las comunas más pobres. Es decir, el beneficio se concentra en las comunas más ricas y el costo se concentra en las comunas más pobres. ¿Por qué? Porque, como bien sabemos todos, el 65 por ciento de las contribuciones de las comunas más ricas se reparte, a través del fondo que redistribuye, según vulnerabilidad, a las comunas más pobres. Por lo tanto, el impacto mayor de esta política lo vivirán las comunas más pobres de Chile, que pagarán el alivio legítimo a los adultos mayores. El alivio es completamente legítimo, pero devolvería el llamado a pensar en el país a la diputada que defiende los intereses de sus electores, porque el costo de esta política estará centrado en las comunas más pobres.

Debemos buscar una fórmula que permita el alivio del pago de contribuciones a los adultos mayores. ¿Por qué no pensamos en una cuestión bastante más simple y fácil de comunicar, de manera que no ocurra lo que nos dijo el diputado Meza, en el sentido de que la gente sentirá que tiene un beneficio y luego se dará cuenta de que no lo tiene? Ustedes saben que el umbral para quedar exento del pago de contribuciones es de casi 19 millones de pesos. ¿Por qué no lo elevamos a 30 millones de pesos en el caso de los adultos mayores y comunicamos al país que todo adulto mayor propietario de un inmueble menor de 30 millones de pesos quedará exento del pago de contribuciones? Les aseguro que la focalización de esa política sería mucho mejor que esta. Les aseguro que la comunicación de esa política sería mucho mejor que esta. Y les aseguro que el costo de esa política no lo pagarían las comunas más pobres, como sí ocurrirá con esta política social propuesta por el Gobierno.

¿Por qué no liberamos a las pensiones básicas solidarias del pago de contribuciones? ¿Por qué no establecemos que toda pensión básica solidaria no pague impuesto territorial? Esa es otra medida que podría tener mejor impacto, porque estaría mejor focalizada y porque traería un beneficio que se extendería a todas las comunas de Chile y no se concentraría solo en un grupo de ellas.

Conclusión: debemos encarar el problema del pago de contribuciones de los adultos mayores. En ese sentido, está muy bien que el Gobierno haya enviado un proyecto; por ello lo aprobamos en general, de modo que esta materia se discuta aquí. Pero la fórmula específica propuesta por el Gobierno es mala, porque comunica mal, ya que dice que apunta a los sectores vulnerables, en circunstancias de que no es así; es mala porque todo el mundo creerá que está beneficiado y no todo el mundo lo estará, sino solo 43.000 personas a lo largo de Chile, y es mala sobre todo porque el costo del beneficio, concentrado fundamentalmente en las comunas más ricas de Chile, lo pagará la gente de Lota, de San Fernando, de Nueva Imperial, de Curanilahue y de La Unión.

Por esa razón, votaré en contra en particular esta iniciativa, porque está mal focalizada, mal comunicada y mal conceptualizada.

He dicho.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Ha concluido el tiempo del Orden del Día y aún quedan alrededor de diez diputados inscritos. Lo que correspondería es continuar la discusión del proyecto en el primer lugar del Orden del Día de la sesión de mañana. Lamentablemente, para mañana tenemos en Tabla una serie de proyectos relevantes, como el que establece un bono de apoyo a familias numerosas, el que crea la Comisión de Valores y Seguros, el que permite la introducción de la televisión digital terrestre, el que elimina las vacunas multidosis con timerosal. Se trata de proyectos sumamente importantes.

Por lo anterior, propongo a la Sala que se suprima de la sesión de mañana el tiempo correspondiente a Proyectos de Acuerdo e Incidentes, a fin de continuar la discusión de este proyecto hasta que intervengan todos los diputados inscritos.

¿Habría acuerdo?

No hay acuerdo.

La segunda propuesta que someto a la consideración de la Sala es que los diputados inscritos inserten sus discursos y que el proyecto se vote a continuación.

¿Habría acuerdo?

No hay acuerdo.

En consecuencia, reglamentariamente, corresponde que la discusión del proyecto continúe en la sesión de mañana.

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, en nuestro pupitre electrónico se implementó un sistema para inscribirnos en forma automática para hacer uso de la palabra. Yo estaba inscrito en cuarto lugar para intervenir en el proyecto anterior, cuya discusión quedó pendiente para la sesión de mañana; sin embargo, hablaron más de diez diputados antes de que correspondiera mi turno. 

Entonces, o se respeta el sistema electrónico de inscripción o se respeta la inscripción en el papel. Pido a la Mesa que nos indique qué sistema se utilizará para inscribir y otorgar el uso de la palabra. De lo contrario, no tiene sentido que se implementen todos estos adelantos técnicos.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Señor diputado, primero, quiero agradecerle su buena voluntad; segundo, me parece muy atendible el tema que ha planteado. Desde ahora en adelante, a aquel parlamentario que no se haya inscrito por el sistema electrónico no se le va a otorgar el uso de la palabra sino hasta el final. Si algún parlamentario no sabe cómo inscribirse electrónicamente, puede pedirle a cualquier funcionario auxiliar de la Sala que colabore con él.

El señor LATORRE.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra su señoría.

El señor LATORRE.- Señor Presidente, no estoy de acuerdo con lo que acaba de decir, porque ignoro en qué lugar del Reglamento aparece esa disposición.

En el momento en que me inscribí para intervenir en el proyecto anterior, en la Sala había solo cinco diputados, y nadie puede saber el número de diputados que se habían inscrito en forma electrónica con anterioridad. 

Por eso, considero que debieran combinarse ambos sistemas porque es un procedimiento mucho más flexible.

Gracias, señor Presidente.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Señor diputado, existe un acuerdo de los Comités en cuanto a que el orden en que se concederá el uso de la palabra se determinará de acuerdo con la inscripción electrónica. De manera que los diputados que no se hayan inscrito mediante este sistema podrán intervenir al final.

Tiene la palabra el diputado Carlos Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, comparto lo expresado por el diputado Juan Carlos Latorre. 

Está bien que el orden de las intervenciones se establezca de acuerdo con la inscripción electrónica, pero también debe existir un criterio de la Mesa al respecto. 

Imagínese que los primeros diez o quince inscritos sean del mismo partido. Por lo tanto, es muy importante que la Mesa adopte el criterio de ir alternando las intervenciones, como se ha hecho siempre, sistema que ha funcionado bien. Hay que combinar los dos sistemas; no se pueden considerar solo las inscripciones efectuadas en forma electrónica porque ello se puede prestar para irregularidades.

Gracias, señor Presidente.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Señor diputado, como su petición es muy atendible, la vamos a plantear en reunión de Comités, a fin de revisar el acuerdo adoptado sobre la materia.

Tiene la palabra el diputado Patricio Melero.

El señor MELERO.- Señor Presidente, yo tuve la responsabilidad de presidir la sesión mientras usted estuvo ausente, y lo que hice fue justamente dar la palabra discrecionalmente, en un orden distinto del que aparecía en la inscripción electrónica, porque hay otra disposición reglamentaria que establece que deben intervenir representantes de todas las bancadas. Del Comité de Renovación Nacional estaba inscrita la diputada Marcela Sabat; del Comité Independiente no había podido intervenir ningún diputado, y el diputado Fernando Meza, del Partido Radical Social Demócrata, tampoco lo había hecho. 

Por eso, fui ofreciendo la palabra en forma alternada para que en este proyecto de discusión inmediata pudieran intervenir todos los Comités. 

De haber respetado estrictamente el orden que aparecía en la inscripción electrónica, debería haber ofrecido la palabra a cinco diputados de la UDI que estaban inscritos en primer lugar, lo que no correspondía.

Gracias, señor Presidente.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Schilling.

El señor SCHILLING.- Señor Presidente, tal vez el diputado Patricio Melero podría volver a presidir la Mesa de la Cámara.

Gracias, señor Presidente.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Señor diputado, no tenemos absolutamente ningún problema; con los votos de su partido podríamos elegir al diputado Melero Presidente de la Cámara en el próximo período parlamentario.

Tiene la palabra el diputado señor Ricardo Rincón.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, no nos compliquemos. La inscripción electrónica es un mecanismo igual que el manual; pero tal como lo indicó el diputado señor Patricio Melero, el Presidente debe aplicar el Reglamento.

Por lo tanto, es necesario seguir aclarando el punto, porque esto ya fue discutido en reunión de Comités. Como digo, la inscripción electrónica solo tiene por objeto evitar el desplazamiento de los diputados hacia la Mesa; pero el Reglamento establece ciertas prioridades e, incluso, exigencias como, por ejemplo, que hable un diputado por Comité. Creo que es responsabilidad de todos los jefes de Comités difundirlo entre las respectivas bancadas.

Gracias, señor Presidente.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Tiene la palabra el diputado Juan Carlos 
Latorre.

El señor LATORRE.- Señor Presidente, solo para decirle que lo que usted ha escuchado es “amplitud”.

Gracias, señor Presidente.

-Risas.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

EXIGENCIA DE MEDIDAS DE SEGURIDAD EN VEHÍCULOS LIVIANOS QUE
OPERAN EN EL SECTOR MINERO

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Corresponde tratar el proyecto de acuerdo N° 829, en virtud del cual se solicita al Presidente de la República la implementación de medidas de seguridad en vehículos livianos que operan en el sector minero, a cuya parte dispositiva dará lectura el señor Secretario.

El señor ROJAS (Secretario en ejercicio).- Proyecto de acuerdo de los diputados señores Rojas, Sandoval, Kort, Vilches, Urrutia, Hernández, Ulloa, Gutiérrez, don Romilio; Baltolú y Araya, en cuya parte dispositiva señala lo siguiente:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia el Presidente de la República que por medio de los Ministerios de Minería y de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones se desarrolle una normativa reglamentaria que establezca requisitos mínimos relacionados con la instauración de elementos de seguridad, tales como barras antivuelco, bolsas de aire frontales, sistema antibloqueo de frenos (ABS) y otras, a fin de estandarizar estos requerimientos para todas las empresas que faciliten vehículos livianos y que presten servicios de transporte de personal en el sector minero, con el objetivo de garantizar mayor protección en la actividad y reducir las tasas de accidentabilidad que afecta constantemente a este sector.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado Manuel Rojas.

El señor ROJAS.- Señor Presidente, como es conocido por todos, la actividad minera de la Primera, Segunda y Tercera Regiones ha experimentado un gran auge, lo que ha traído consigo situaciones bastante complejas.

Por ejemplo, las empresas contratistas que prestan servicios a la Gran Minería se han visto enfrentadas a exigencias en materia de seguridad que, aunque compartimos, también nos producen algunas aprensiones. Lo que sucede es que empresas mineras como La Escondida, Codelco y otras, exigen distintos estándares de seguridad en materia de transporte de personal.

Muchas veces, a una empresa contratista equis que presta servicios a una compañía minera se le exige, por ejemplo, que una camioneta marca Mahindra tenga ciertos sistemas de seguridad que el vehículo no reúne, debido a lo cual los inspectores del Trabajo no permiten que esta ingrese a las faenas mineras y la empresa contratista debe recurrir a otro vehículo, lo que genera una situación complicada. 

Por eso, presentamos este proyecto de acuerdo, con el objeto de solicitar al Presidente de la República que, por medio de los Ministerios de Minería y de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, desarrolle una normativa reglamentaria que establezca requisitos mínimos relacionados con la instauración de elementos de seguridad, tales como barras antivuelco, bolsas de aire frontales, sistema antibloqueo de frenos y otras. 

Es necesario que estas medidas sean estandarizadas por todas las áreas empresariales y que no haya exigencias específicas para determinada empresa, porque con ello se conspira en contra de quienes prestan servicios a las empresas mineras.

Por lo tanto, tal como lo hicieron los diputados David Sandoval, Issa Kort, Pedro Araya, Carlos Vilches, Felipe Ward y otros colegas, llamo a todos los diputados presentes a apoyar este proyecto de acuerdo. 

He dicho.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado Jorge Ulloa.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, sin duda, lo que hace este proyecto de acuerdo es obligar a quienes prestan servicios a las empresas mineras a incorporar los avances tecnológicos en faenas tan pesadas o duras como las mineras.

Por cierto, las potenciales emergencias que se pueden producir en este tipo de faenas son muchas, y solo se pueden evitar llevando a cabo acciones preventivas.

Lo que busca este proyecto de acuerdo es mejorar las medidas preventivas, con el propósito de evitar daños, en particular físicos, a los trabajadores. A todas luces, se trata de un proyecto de acuerdo que no solo es sano, sino también necesario, porque su objetivo es cautelar la seguridad de los trabajadores mineros.

Por lo tanto, invito a todos los colegas a que, pensando en la seguridad de los trabajadores, lo voten a favor.

He dicho.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Juan Carlos Latorre.

El señor LATORRE.- Señor Presidente, ante todo, anuncio que me voy a abstener, y voy a explicar las razones de ello.

Me parece que el proyecto de acuerdo está bien inspirado. No cabe duda alguna de que es correcto lo manifestado por los colegas Jorge Ulloa y Manuel Rojas, que me antecedieron en el uso de la palabra. Sin embargo, hay una consideración que me parece necesario dejar planteada antes de votar un proyecto de acuerdo de esta naturaleza.

Hoy, en Chile, las exigencias que existen en materia de seguridad en todas las faenas mineras, principalmente en las empresas de la Gran Minería, son bastantes altas, y es bueno que sea así. Sin embargo, existe una legítima discusión respecto del costo que la introducción sistemática de medidas, que supuestamente van mejorando la seguridad, está significando en el desarrollo del sector y sus implicancias en las operaciones mineras.

Me refiero a la dificultad que existe hoy para lograr un justo equilibrio entre una exigencia tan importante como la que han planteado los diputados en sus intervenciones, como es garantizar la seguridad de los trabajadores del mundo minero, y aquello que inevitablemente conlleva en su desarrollo la exigencia del sector en materia de operaciones.

Coincido con el diputado Rojas en relación con el hecho de que las camionetas tengan ciertas exigencias, que es lo mínimo que se puede pedir, pero me gustaría conversar con él y ver lo que significa esta medida en una sola división de Codelco, en cualquiera de ellas, como costo en materia de exigencias para la participación de estos vehículos en faenas que no necesariamente tienen que ver con el desarrollo de la mina.

Entonces, hay que tener un cierto equilibrio y cuidado con estas medidas, sobre todo, cuando son materias reglamentarias que quedan exclusivamente a criterio de las autoridades de Gobierno.

He dicho.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 30 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 6 abstenciones.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- No se alcanzó el quorum. Se va a repetir la votación.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolú Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Ceroni Fuentes Guillermo; Cristi Marfil María Angélica; Girardi Lavín Cristina; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Montes Cisternas Carlos; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Verdugo Soto Germán; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvieron los diputados señores:
De Urresti Longton Alfonso; Goic Boroevic Carolina; Latorre Carmona Juan Carlos; Lorenzini Basso Pablo; Schilling Rodríguez Marcelo; Vallespín López Patricio.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 29 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 6 abstenciones.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Nuevamente no se alcanzó el quorum requerido.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alinco Bustos René; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolú Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bobadilla Muñoz Sergio; Ceroni Fuentes Guillermo; Cristi Marfil María Angélica; Girardi Lavín Cristina; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Montes Cisternas Carlos; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Verdugo Soto Germán.

-Votó por la negativa el diputado señor Schilling Rodríguez Marcelo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
De Urresti Longton Alfonso; Goic Boroevic Carolina; Latorre Carmona Juan Carlos; Lorenzini Basso Pablo; Silber Romo Gabriel; Vallespín López Patricio.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- El proyecto será votado por última vez en la próxima sesión.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx
VII. INCIDENTES

ADOPCIÓN DE MEDIDAS DE SEGURIDAD EN RUTA 41
“GABRIELA MISTRAL” (Oficios)

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- En Incidentes, el primer turno corresponde al comité Socialista, por cinco minutos y medio.

Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Díaz.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, hace algunos días se produjo un grave accidente carretero en la comuna de Vicuña, poco antes de llegar al puente de Peralillo, en una curva manifiestamente muy cerrada, en la que se han registrado muchos accidentes con resultado de muerte. Lamentablemente, el que ocurrió hace pocos días no fue la excepción, puesto que falleció una prima de la presidenta de la junta de vecinos del sector Hierro Viejo, Alto Vicuña.

Quienes visitan el sector del accidente se pueden dar cuenta de la existencia de varias animitas que recuerdan a quienes han fallecido en esa curva. La persona mencionada viajaba junto a otra mujer que se encuentra en riesgo vital, y a dos niñas pequeñas que se encuentran en estado grave.

El accidente se produjo por el choque frontal del automóvil en que viajaba la víctima con un camión betonero de una empresa, en el kilómetro 67, de la Ruta 41, Gabriela Mistral, sector de La Puntilla, cerca del puente de Peralillo, a 6 kilómetros al oriente de la comuna de Vicuña.

¿Por qué hago esta precisión? Porque he realizado varias intervenciones en Incidentes o en la Comisión Especial de Solicitudes de Información y de Antecedentes Específicos a los Organismos de la Administración del Estado, en las que he planteado de manera majadera la necesidad de realizar mejoras en la mencionada Ruta 41, que se ha convertido en la segunda ruta de la muerte en la Región de Coquimbo, junto con la que une Ovalle y Coquimbo.

La ruta que une la ciudad de La Serena con el Valle de Elqui experimenta una explosión en su utilización particularmente en el período estival o en los fines de semana largos.

Quiero recordar otro accidente con fallecidos en los que se descubrió que la Dirección de Vialidad, después del accidente, había instalado de manera clandestina un disco pare. La Contraloría la sancionó, entre otras cosas, por no mantener el estado de la berma.

Señor Presidente, responsabilizo personalmente por el estado de esta carretera a la ministra de Obras Públicas, ministra negligente e incompetente como pocas ha habido en este país. Lo digo, porque a sabiendas de lo que ha ocurrido una y otra vez no ha tomado ninguna medida al respecto y el Ministerio de Obras Públicas no ha invertido ni un peso en arreglar esa ruta.

Es más, la ministra de Obras Públicas ni siquiera ha sido capaz de recibir a los dirigentes sociales de la zona cada vez que le han pedido audiencia para exponer lo que está ocurriendo en esa ruta. Ha muerto mucha gente en diversos accidentes y la ministra permanece indolente, porque parece que no le importan absolutamente nada las responsabilidades que tiene al encabezar el Ministerio de Obras Públicas. Reitero, responsabilizo a la ministra de esta y de otras muertes que se han registrado en esa ruta. 

Por lo tanto, pido que se oficie, en primer lugar, al Presidente de la República para que tome las medidas del caso y se haga cargo de esta situación. Estoy seguro de que el Presidente de la República, que se siente un hijo de esa tierra. Una casa muy conocida de La Serena es la Casa Piñera y cada vez que me encuentro con él me pregunta por la región; seguramente, no quiere que esta grave situación siga ocurriendo.

En segundo lugar, pido que se oficie sobre esta misma materia al ministro del Interior 
-que también da su apellido a otra casa ilustre de La Serena, la Casa Chadwick- para que tome las medidas que no tomó la ministra de Obras Públicas durante todos estos años, porque francamente creo que ella se ha ganado el sueldo sin hacer absolutamente nada.

Por último, pido que se envíe copia de mi intervención a la presidenta de la junta de vecinos del sector Hierro Viejo de Alto Vicuña, la señora Pamela Marín, para que tenga noticias de lo que aquí se ha dicho, y también que se envíe copia de mi intervención al intendente regional y al seremi de Obras Públicas para que, de una vez por todas, se hagan cargo de lo que hay que hacer, esto es, instalar en la ruta mencionada señaléticas, reductores de velocidad, en fin, todos los parches que haya que hacer hasta que asuma un ministro de Obras Públicas que tenga la capacidad, la energía y el talento necesarios para hacerse cargo de ese ministerio.

Insisto, la actual ministra ha hecho todo lo que no hay que hacer para evitar que siga muriendo gente en la Ruta 41, Gabriela Mistral, que une La Serena con el Valle de Elqui.

He dicho.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de la diputada señora Carolina Goic y de los diputados señores Meza, Robles, Alinco, Chahín, Lorenzini, Tuma, Ojeda y Schilling.

INFORMACIÓN SOBRE EL ESTADO DE AVANCE DE LA DOBLE VÍA
VALDIVIA-MARIQUINA (Oficios)

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- En el tiempo que resta del Comité Socialista, tiene la palabra el diputado señor Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, quiero solicitar que se oficie a la ministra de Obras Públicas y al intendente de la Región de Los Ríos para que informen acerca del estado de avance de la doble vía Valdivia-Mariquina.

Junto con el diputado Delmastro y representantes de diversas organizaciones entregamos al Presidente de la República y al ministro de Obras Públicas de la época, señor Laurence Golborne, más de 30 mil firmas de vecinos de la zona que pedían apurar la construcción de esta doble vía, sin peaje, en la entrada norte de la capital regional. Sin embargo, hasta la fecha no hay respuesta sobre esta petición.

A raíz de lo anterior, solicito que las autoridades informen sobre el estudio de la obra, cuyo inicio fue anunciado en abril de 2013 por el intendente regional. En esa oportunidad, se dijo que en marzo de 2014 ya se estaría trabajando en el diseño de la primera etapa y que los recursos alcanzarían a los 1.500 millones de pesos.

¿Qué pasa con ese informe? ¿Es posible entregar el cronograma de las obras?

Pido que se envíe copia de esta intervención a los alcaldes y autoridades cuyos nombres dejaré a disposición de la Mesa.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, ajuntando copia de su intervención, con la adhesión de la diputada señora Carolina Goic y de los diputados señores Ojeda, Meza y Alinco.

INFORMACIÓN SOBRE LA EVENTUAL CONSTRUCCIÓN DE UNA CENTRAL HIDROELÉCTRICA EN EL RÍO BUENO Y POR LA INSTALACIÓN
DE PISCICULTURA EN EL MISMO CAUCE (Oficios)

El señor DE URRESTI.- En segundo lugar, los vecinos de las comunas de La Unión y Río Bueno están preocupados por la posible construcción de una central hidroeléctrica en Río Bueno y la instalación de piscicultura en su cauce.

Estos hechos son preocupantes toda vez que se iniciaron trabajos de prospección por la empresa GISA S.A, la cual instaló torres de sondaje en el sector de Cachillahue.

Por eso, solicito que se oficie al director del Servicio de Evaluación Ambiental y al director general de Aguas, a fin de que informen sobre estas situaciones. Asimismo, que se envíe copia de mi intervención a las autoridades cuyos datos dejaré a disposición de la Secretaría.

He dicho.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados señores Ojeda, Meza, Alinco y señora Carolina Goic.

CONSTRUCCIÓN DE CAMINO ALTERNATIVO ENTRE
VILLARRICA Y PUCÓN (Oficio)

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- En el tiempo del Comité Mixto del Partido Radical Social Demócrata, Partido Comunista e Izquierda Ciudadana, tiene la palabra, hasta por cuatro minutos y medio, el diputado señor Fernando Meza.

El señor MEZA.- Señor Presidente, en primer lugar, pido el envío de un oficio a la ministra de Obras Públicas, a fin de que tome nota de la importancia que desde hace años tiene la posibilidad de que se construya un camino alternativo entre Villarrica y Pucón.

Nos acordamos de Santa Bárbara cuando truena, y en los veranos truena. Hay problemas de transporte para los miles de turistas que llegan a esa hermosa zona lacustre de La Araucanía, puesto que uno se demora no menos de dos horas en transitar veinte o treinta kilómetros entre Villarrica y Pucón.

Por lo tanto, es importantísimo que se aceleren los trabajos en el llamado Camino por la Segunda Faja al Volcán, para así aliviar este problema.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Ojeda, Alinco y señora Carolina Goic.

REMISIÓN DE COPIA DE ESTUDIO DE PREFACTIBILIDAAD DE CAMINO
RENAHUE-EL LLOLLI, REGIÓN DE LA ARAUCANÍA. (Oficios)

El señor MEZA.- En segundo lugar, pido oficiar al director nacional de Vialidad y a la seremi de Obras Públicas de La Araucanía para que envíen una copia del estudio de prefactibilidad que se realizó entre los años 2002 o 2003 del camino que uniría Renahue con El Llolli, en la Región de La Araucanía, y que pasa por el hermoso lugar de Río Blanco.

Los vecinos de Renahue y de El Llolli, viven un tremendo drama por la falta de este camino, sobre todo porque la única forma de pasar por allí es a caballo, a pie o en bote.

Allí viven cientos de personas, las cuales permanecen aisladas en invierno y en verano. Es necesario que esos doce kilómetros sean construidos por Vialidad, la que está en conocimiento del problema. Los alcaldes también están de acuerdo en ello, pero siempre chocamos con la burocracia y no existe posibilidad alguna de que ese camino se abra este verano.

Los dueños de los predios por donde pasaría el camino en el futuro, que existe, pero falta arreglarlo, están de acuerdo en ceder parte de su propiedad para que sea una realidad.

Por eso, pido oficiar al director de Vialidad y a la seremi de Obras Públicas de La Araucanía para que envíen copia del estudio de prefactibilidad de dicho camino, porque de esa manera se aceleraría bastante la concreción del sueño de tantos vecinos de los sectores de Renahue, El Llolli, Pucón, Cunco, Río Blanco, de todos esos lugares tan maravillosos ubicados a orillas del Lago Caburga.

Aquí no hay discriminación, pues ese camino beneficiaría también al actual Presidente de la República, don Sebastián Piñera, que vive en ese sector, y a la Presidenta electa señora doña Michelle Bachelet, que también vacaciona por allá. Sin embargo, los más favorecidos serían los cientos de lugareños que hoy no tienen cómo acercarse a sus comunas respectivas.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados señores Ojeda, Alinco y señora Carolina Goic.

RECHAZO A EVENTUAL COMPRA DE TIERRAS RECLAMADAS POR
COMUNIDADES EN VIRTUD DE DERECHOS ANCESTRALES (Oficios)

El señor MEZA.- Por último, solicito el envío de un oficio al director nacional de la Conadi, con copia al subdirector regional de la Conadi, don Germán Riquelme Reuss.

Las comunidades indígenas Ramón Briceño Kiñe Mapu y José Segundo Briceño, ambas del sector San Ramón de la comuna de Loncoche, interpusieron un recurso de protección ante la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Temuco, en contra de don Germán Riquelme Reuss, subdirector nacional de la Conadi.

¿Qué hizo don Germán? Algo que beneficia a unas comunidades de mi distrito, en la comuna de Toltén, ya que les ofreció comprar tierras que han sido reclamadas ancestralmente por la comunidad indígena José Segundo Briceño, del sector San Ramón de la comuna de Loncoche. Es decir, está ofreciendo a los mapuches de la comunidad indígena de Toltén las tierras reclamadas por la comunidad indígena de Loncoche, con lo cual, el subdirector nacional de la Conadi, don Segundo Briceño, está apagando el fuego con parafina.

Las comunidades afectadas consideran ilegal y arbitrario el hecho de que el subdirector nacional de la Conadi, don Germán Riquelme Reuss, propugne la compra de tierras para comunidades mapuches en territorios donde existen, desde tiempos inmemoriales, otras comunidades asentadas que reclaman tierras en virtud de derechos ancestrales fundados en títulos de merced, en el derecho consuetudinario.

Hace falta tierra para todos, pero, ¡por favor!. No hagamos que los vecinos vengan a meterse a las tierras de los actuales reclamantes.

He dicho.

El señor GODOY (Presidente en ejercicio).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Ojeda, Alinco y señora Carolina Goic. 

El último turno corresponde al Comité de Renovación Nacional.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.56 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
VIII. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN
Y DE ANTECEDENTES

-Se abrió la sesión a las 13.48 horas.

El señor DIAZ (Presidente accidental).- En el nombre de la Patria, se abre la sesión.

ESTADO DE AVANCE DE SOLICITUD DE PENSIÓN
BÁSICA SOLIDARIA (Oficio)

El señor DIAZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahín.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, en mi caso tendré también por abierta la sesión en el nombre de Dios, no solo de la Patria.

El señor DIAZ (Presidente accidental).- Yo presido la sesión, señor diputado, así es que la abro en función de mis creencias. En todo caso, tiene usted derecho a creer lo que estime.

El señor CHAHÍN.- Tengo derecho a sentirla abierta también en el nombre de Dios, señor Presidente.

Solicito se oficie al director del Instituto de Previsión Social (IPS), para que informe al señor Juan Francisco Calfueque Pailahueque, cédula de identidad 5.463.579-6, con copia a este diputado, acerca del estado en que se encuentra su postulación a una pensión básica solidaria. El señor Calfueque me manifestó su inquietud, porque hace mucho tiempo que presentó la postulación y no ha recibido respuesta.

Dejaré su número de teléfono en poder de la Secretaría para que coordinen con él el envío de una copia del oficio y de esta intervención y para que se le remita la respuesta del IPS.

El señor DIAZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría al IPS y copia del mismo, junto con el texto de su intervención.

INFORMACIÓN SOBRE EVALUACIÓN DE PROYECTO DE AGUA POTABLE
RURAL EN LOCALIDAD DE LLULLUCURA, COMUNA DE LAUTARO (Oficios)

El señor CHAHÍN.- Asimismo, señor Presidente, solicito que se oficie al presidente del gobierno regional de La Araucanía y al ministro de Desarrollo Social para que nos informen en qué etapa de evaluación se encuentra el proyecto de agua potable rural denominado Llullucura, de la comuna de Lautaro, que estaría siendo postulado. Hasta ahora, al parecer, no contaría con la recomendación técnica para obtener el financiamiento del gobierno regional.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

ESTADO DE AVANCE DE SOLICITUD DE APLICABILIDAD DE
ARTÍCULO 20, LETRA B) DE LA LEY Nº 19.253 (Oficio)

El señor CHAHÍN.- Pido que se oficie al director de la Conadi, con el objeto de que nos informe sobre el estado en que se encuentra el trámite de solicitud de aplicabilidad del artículo 20, letra b) de la ley Nº 19.253, presentada por la comunidad Juan Santos Quilapán, personalidad jurídica Nº 216, de la Ley Indígena, del sector Llullucura, en la comuna de Lautaro. 

Dicha comunidad, desde hace más de un año, solicitó a la fiscalía que se le dé la aplicabilidad del artículo 20, letra b), de la Ley Indígena. Sin embargo, hasta ahora no han tenido respuesta.

Pido que se remita copia del oficio a don Enrique Pablo Huentenao Cariqueo, presidente de la comunidad Juan Santos Quilapán, cuyo número de teléfono dejaré a disposición de la Secretaría.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría y las copias requeridas.

EVALUACIÓN DE CONSTRUCCIÓN DE JARDÍN INFANTIL EN ESCUELA DE BLANCO LEPÍN, COMUNA DE LAUTARO (Oficios)

El señor CHAHÍN.- Pido que se oficie a la directora de la Junji, de Integra y al ministro de Desarrollo Social, como encargado del ente coordinador de las políticas y programas sociales, a fin de que se pueda evaluar la construcción de un jardín infantil que opere formalmente en la escuela del sector Blanco Lepín, en la comuna de Lautaro. Es una escuela que tiene un alto porcentaje de niños y es muy importante que pueda operar en ese sector. Hay más de treinta niños en edad preescolar que requieren que se pueda evaluar en dicho sector la construcción de un jardín infantil de la Junji o de Integra. 

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

ESTADO DE AVANCE DE POSTULACIÓN A SITIO RESIDENTE DE VECINO
DE COMUNA DE LAUTARO (Oficio)

El señor CHAHÍN.- Por último, pido que se oficie al director regional del Serviu, Región de La Araucanía, con el objeto de que nos informe sobre el estado de postulación al subsidio sitio residente presentado hace bastante tiempo por don Fidel Obreque Toledo, cédula de identidad Nº 4.240.254-0, con domicilio en la comuna de Lautaro. 

Se trata de un adulto mayor enfermo cuya casa habitación actualmente está siendo consumida por las termitas. Es importante señalar que el ganó un subsidio de mejoramiento, al cual tuvo que renunciar debido a que su casa no se puede reparar. De ahí que, en el 2012, el Serviu y la Dirección de Obras Municipales establecieron que no se podía implementar ese subsidio, porque la casa del señor Obreque no podía ser reparada debido a que el daño era muy severo. 

He dicho.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE LLAMADOS A LICITACIÓN DE HOSPITALES (Oficios)

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, pido que se oficie al ministro de Salud, con carácter de urgente, y poniendo hincapié en la obligación de los ministerios de informar a la Cámara de Diputados en no más de treinta días, de acuerdo con lo que establece la Constitución Política, a raíz de la decisión adoptada por el Ministerio de Salud de llamar a licitación la concesión de varios establecimientos hospitalarios, entre ellos, El Salvador, Sótero del Río, Félix Bulnes, de la Red Sur y a otros de la Región de Valparaíso.

Pido que se informe con claridad sobre todo el proceso de licitación; cuánto tiempo demoró la confección de las bases; si se hizo o no la consulta ciudadana prevista para todo este tipo de situaciones; si se consultó a los municipios afectos que corresponden al área de los hospitales que se están concesionando; si se informó y consultó a la comunidad de cada uno de los hospitales en relación con el tema; cuándo fueron hechas estas reuniones; quiénes participaron en representación de cada uno de los establecimientos que están siendo licitados. 

Además, cuál es el plazo que se está dando a las empresas para que postulen; cuánto es el tiempo que se está dando para que se revisen las bases del proyecto; qué tienen que hacer. 

También quiero saber qué medidas se han tomado para impedir que se produzcan los problemas ocurridos con las concesiones de los hospitales de Maipú y de La Florida.

Pido que me informen también respecto de lo que han significado, desde el punto de vista del proceso de licitación, los tiempos a los cuales están llamados. Tengo entendido que desde que se entregan las bases y se abren, los tiempos son cortos en relación con otros procesos de licitación. En tal sentido, me gustaría que el superintendente de Salud también informe sobre estos temas.

Pido, además, que el ministro de Obras Públicas nos informe sobre los tiempos de que se dispone para este tipo de licitaciones que son de carácter internacional.

Me gustaría tener claro qué está haciendo el Ministerio de Salud en relación con asegurar que las licitaciones cuenten con toda la información adecuada por parte de los suscritos. 

Todo el mundo sabe que estoy en contra de este tipo de licitaciones, porque me parece que no son un buen modelo para Chile. 

Sin embargo, como he dicho, por ahora pido información completa sobre el proceso de licitación llevado adelante por el Ministerio de Salud.

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE LLAMADOS A LICITACIÓN DE TERRENOS DE
BORDE COSTERO DE REGIÓN DE ATACAMA (Oficio)

El señor ROBLES.- Por otra parte, pido que se oficie al ministro de Bienes Nacionales, con el objeto de que nos informe sobre los llamados a licitación de los terrenos del borde costero de la Región de Atacama.

Quiero saber cuáles son los terrenos; cuáles son los precios indicados; cuáles son las ofertas por ventas en el borde costero; cuáles son los tiempos que se consideran.

Me parece que iniciar licitaciones durante este período es algo altamente complejo. Me llama la atención porque debería haberse hecho al principio del período actual. Sin embargo, lo están haciendo al final y en forma demasiado rápida. 

En efecto, hay muchos interesados que quieren obtener licitaciones de terrenos del Estado en forma apresurada y con intereses muy especiales. 

Me gustaría ser precavido, más aún cuando en esto no puede haber ningún elemento que pueda ser visto como incorrecto desde el punto de vista del trabajo que debe efectuar el Ministerio de Bienes Nacionales en la Región de Atacama.

Reitero, quiero contar con una información completa sobre las licitaciones efectuadas en la Región de Atacama relacionadas con la compra o venta de terrenos y sobre la política que se ha seguido respecto de terrenos que han sido tomados por algunas personas, lo que constituye un tema a discutir.

He dicho.

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.59 horas.
TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que se inicia un proyecto de ley que crea una bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas.
(boletín N° 9151-21)

“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente proyecto de ley que crea una bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas, cuyos fundamentos paso a exponer.

I.- ANTECEDENTES.

En las últimas décadas se ha incrementado en el mundo el uso de macro algas para distintos objetivos: la industria alimenticia, cosmética, farmacéutica, de biocombustible, entre otras. Estas múltiples aplicaciones han generado una demanda creciente en el tiempo creando un mercado económicamente atractivo para nuestro país. Chile es uno de los mayores productores a nivel mundial con 380 mil toneladas (2010), siendo China, Indonesia y Filipinas los que lideran el mercado, con volúmenes que van de 2 a 11 millones de toneladas de producción aproximadamente (FAO 2012). 


En nuestro país la producción de algas proviene mayoritariamente de la explotación de praderas naturales que realizan los pescadores artesanales. Si bien el cultivo de algas existe desde los años setenta, dicha actividad no ha alcanzado un nivel de desarrollo tal que contribuya a disminuir o aminorar la presión extractiva sobre las praderas naturales, presenciándose una baja tasa de recuperación y, en algunos casos, sobreexplotación de las mismas. De hecho en la actualidad, el cultivo de algas se remite fundamentalmente al Pelillo en la región de Los Lagos, sin perjuicio que existe un interés creciente por nuevas áreas de concesiones para el cultivo de algas en los últimos años.


La presión sobre las praderas naturales en la zona norte del país ha llevado a un cierre del registro pesquero artesanal y a la adopción de una medida de manejo del alga para permitir su conservación. Hace algunos años, además, se constituyeron mesas de trabajo que integran a los diversos actores, incluida la industria procesadora, para la elaboración de un plan de manejo que se ampare bajo las nuevas normas de la Ley de Pesca.


En Chile existe una gran variedad de algas nativas, las que se exportan en estado seco o se procesan en Chile para extraer productos derivados tales como agar, carragenina y ácido algínico, los cuales también se destinan principalmente al mercado de exportación. Las algas chilenas tienen aplicaciones para la extracción de sustancias químicas de importancia comercial, para la alimentación animal y humana, para la producción de biocombustibles y biofertilizantes. Así, podemos mencionar como las algas más relevantes en nuestro país la Luga Negra, Luga Roja, Chicorea de Mar, Carola, Luche, Pelillo y las algas pardas: Lessonia Spp, y Macrocystis. En el año 2012 la exportación de algas secas y productos derivados superó los US$ 220 millones, lo que corresponde a un 12% de aumento respecto del año anterior y a casi el 5% del total de exportaciones pesqueras y de acuicultura.


La gran longitud del litoral chileno presenta una oportunidad para implementar una política de repoblamiento y cultivo de algas que aparece como interesante desde diversas perspectivas. En primer lugar, atendida la baja disponibilidad de recursos pesqueros, es posible diversificar la actividad que los pescadores artesanales pueden realizar en sus áreas de manejo. En segundo lugar, la sobreexplotación de las algas puede ser enfrentada y evitada mediante el repoblamiento y el cultivo, bajando la presión sobre las praderas naturales. En tercer lugar, la industria procesadora demanda cada vez mayor cantidad de algas para responder a los requerimientos del mercado que van en ascenso y que configuran una fuente de empleo y actividad económica para las regiones. En cuarto lugar, el cultivo de abalón en la zona norte del país que necesita de alga fresca como alimento adiciona una demanda que podría ser satisfecha localmente.


Desde el punto de vista de los derechos de propiedad para la extracción y el cultivo de algas, existen dos figuras de asignación que facilitan la actividad de repoblamiento y cultivo: áreas de manejo a favor de organizaciones de pescadores artesanales y concesiones de acuicultura. En ambos casos, hay un título de propiedad del que ejerce la actividad, lo que genera incentivos a cuidar sus áreas y a aprovechar sus resultados.

Existe un tercer caso, cual es el de aquellas áreas que no están asignadas a ningún titular o grupo de titulares en forma exclusiva, donde la Autoridad ha limitado la extracción de algas mediante el cierre del registro y o la constitución de comités de manejo que deben elaborar un plan de manejo para el alga en el área en cuestión, de modo de propender a su uso sustentable.


Dado este escenario, parece más viable propiciar el fomento del repoblamiento y cultivo de algas, en aquellas áreas de manejo y concesiones de acuicultura donde existe un título de propiedad, y en forma excepcional en las áreas no asignadas.

Ha surgido en los últimos años el interés por instaurar un mecanismo para el fomento a la actividad de repoblamiento y cultivo de algas, mediante un sistema de bonificaciones que permita dar un impulso decidido a estas actividades, en modo similar como se ha hecho con otras actividades en el pasado.

Durante la tramitación de la ley N° 20.657, se discutió la necesidad de incorporar una norma que incentivara el repoblamiento y cultivo de algas como una forma de propender a la recuperación de las praderas de algas y por ese motivo este proyecto viene a satisfacer las necesidades planteadas en esa oportunidad.

II. OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY.

El objetivo de la ley es establecer un sistema de bonificación por parte del Estado para empresas de menor tamaño, que permitan generar impactos positivos en la recuperación de la cobertura algal en las zonas de intervención, definiéndose en el proyecto de ley que se presenta, focalizarse en la bonificación para micro y pequeñas empresas con el fin de que se aumente la biomasa de algas disponible, de importancia ecológica y económica existentes en el territorio nacional.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY.

El proyecto de ley contempla como beneficiarios a las empresas de menor tamaño. Sin embargo, dado que el foco de atención son los pescadores artesanales y pequeños acuicultores, es que se ha focalizado en las micro y pequeñas empresas.

Dentro de los beneficiarios se reconoce a: i) titulares de áreas de manejo que tengan en su plan de manejo algas; ii) titulares de concesiones de acuicultura que cuenten con un proyecto técnico sobre algas; y, iii) integrantes de un comité de manejo de un área de manejo de recursos bentónicos que cuente con un plan de manejo del alga de la zona.
Desde el punto de vista del procedimiento, se contemplan dos vías de acceso a la bonificación: a través de la postulación a un programa y/o, a través de la participación en un concurso. Ambos procedimientos son tramitados por la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura. 


La diferencia es que en los programas se accede al beneficio adecuándose a los límites en superficie, región, especie y costos a lo propuesto en el mismo. En los concursos, en cambio, existe un fondo donde compiten diversos proyectos.

Resuelto el programa o concurso puede accederse a un certificado de bonificación que servirá para obtener fondos de la banca e instituciones financieras que permitan iniciar la actividad.


La bonificación se paga al postulante beneficiado una vez acreditado el cumplimiento de los indicadores de impacto.


Los proyectos que sean ejecutados se evaluarán conforme a indicadores que serán propuestos por un grupo de expertos y su cumplimiento por cada proyecto en particular será acreditado por un certificador, cuyo costo también se incluye en la bonificación. Se excluye de esta certificación a los cultivos en cuanto puedan acreditar la venta de la cosecha.


La ley de presupuestos deberá contemplar recursos anuales para el financiamiento de esta ley y la unidad de ejecución será la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°.- Ámbito de aplicación. A las disposiciones de esta ley se someterá la bonificación para actividades de repoblamiento y cultivo de algas, destinada a beneficiar a empresas de menor tamaño que califiquen como micro o pequeña empresa, según lo dispuesto en la ley 20.416, y que cumplan con los requisitos señalados en el artículo 4° de la presente ley. Dichas actividades deberán ser realizadas en conformidad con las disposiciones de la Ley de Pesca y Acuicultura y los reglamentos respectivos y cumplir con los requisitos y condiciones establecidas para acceder a tal beneficio.

Artículo 2°. Definiciones. Se dará a las palabras que se indica, el sentido que en cada caso se señala:

a) Cultivo: actividad que tiene por objeto la producción de recursos hidrobiológicos organizada por el hombre.

b) Empresas de menor tamaño: aquellas señaladas en la ley N° 20.416;

c) Ley de Pesca: Ley General de Pesca y Acuicultura N° 18.892 cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por D.S. N° 430 de 1991 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

d) Ministerio: Ministerio de Economía, Fomento y Turismo;

e) Repoblamiento: conjunto de acciones que tienen por objeto incrementar o recuperar la población de una determinada especie hidrobiológica, por medios artificiales o naturales, dentro de su rango de distribución geográfica;

f) Subsecretaría: Subsecretaría de Pesca y Acuicultura;

Artículo 3°.- Objetivo de la ley. La presente ley tiene por objetivo aumentar la biomasa disponible de recursos algales de importancia ecológica y económica existentes en el territorio nacional mediante el establecimiento de un sistema de bonificación para las micro y pequeñas empresas que realicen actividades de recuperación de la cobertura algal en las zonas de intervención.

La bonificación estará destinada a quienes ejecuten proyectos que tengan un impacto positivo en el repoblamiento o cultivo exclusivamente de macroalgas marinas nativas. Una resolución de la Subsecretaría y previo informe técnico, determinará el listado de especies hidrobiológicas que califican en dicha categoría.

Se excluyen del beneficio de bonificación de que trata esta ley, las actividades que se realicen con especies exóticas, o con aquéllas que resulten de procedimientos de hibridación o con organismos genéticamente modificados, aún cuando hayan sido expresamente autorizadas conforme a la normativa vigente.
Artículo 4°.- Beneficiarios. Podrán ser beneficiarios de la bonificación a que se refiere la presente ley, quienes califiquen como micro o pequeña empresa, de conformidad con la ley N° 20.416, que además tenga alguna de las siguientes calidades:

a) Titular de un área de manejo y explotación de recursos bentónicos de conformidad con la Ley de Pesca, que tenga dentro de su plan de manejo autorizada la actividad de repoblamiento o de cultivo, en ambos casos sobre algas;

b) Titular de una concesión de acuicultura o ejerza algún derecho sobre la concesión que lo habilite para ejercer la actividad, de conformidad con la Ley de Pesca, y que tenga el cultivo de algas dentro de su proyecto técnico;

c) Integrante de un comité de manejo en áreas sin asignación específica, siempre que dicha área cuente con un plan de manejo de algas en la zona de intervención, de conformidad con el artículo 9 bis de la Ley de Pesca.

Un reglamento dictado por el Ministerio, que además llevará la firma del Ministro de Hacienda, fijará los segmentos de beneficiarios conforme a los cuales se establecerán en los programas o concursos, los montos diferenciados de bonificación a los que accederá cada uno de ellos.

Artículo 5°.- De los procedimientos para acceder a la bonificación. La bonificación se obtendrá s habiendo postulado en forma previa a un programa o a un concurso público conforme a los artículos siguientes.

En ningún caso se financiará más de una vez el repoblamiento del mismo sector del área de manejo o del área sometida a un plan de manejo. Tampoco se financiarán más de tres cosechas a los centros de cultivo.

Artículo 6°.- Programas y concursos de bonificación. La Subsecretaría podrá elaborar anualmente programas y/o concursos de bonificación de actividades de repoblamiento o de cultivo de algas, para lo cual deberá efectuar un llamado que se publicará en un diario de circulación nacional o en la o las regiones a las que esté dirigido y en su página de dominio electrónico, en el que se indique al menos lo siguiente:

a) objetivos del programa o concurso;

b) período dentro del cual estará vigente el llamado;

c) tipo de actividades a bonificar y especies incluidas;

d) superficie máxima de los proyectos;

e) plazo dentro del cual deben ejecutarse los proyectos;

f) ámbito territorial en que sea aplicable el programa;

g) segmento de beneficiarios que podrán acceder al programa o concurso y el porcentaje de bonificación correspondiente a cada uno de ellos;

h) número de proyectos que serán bonificados y monto del presupuesto asignado al programa;

i) monto máximo de bonificación por superficie por región, y

j) monto de cofinanciamiento.

La Subsecretaría publicará en su página de dominio electrónico, la resolución mediante la cual se seleccionarán y aprobarán los proyectos que se bonificarán y sus beneficiarios. 

El reglamento establecerá los requisitos, criterios y factores que servirán para calcular el puntaje que obtendrá cada postulante y sus ponderaciones, conformándose una nómina jerarquizada hasta la distribución total de los recursos asignados al programa.

Artículo 7°.- Del certificado de bonificación. Los titulares de proyectos que hayan obtenido el derecho a acceder a la bonificación, sea en virtud de un programa o de un concurso, podrán solicitar a la Subsecretaría, un certificado que dé cuenta de esta circunstancia, así como de la actividad, superficie y montos por los que procederá la bonificación. El certificado dará cuenta que la bonificación se hará efectiva en el momento en que se aprueben los resultados por el impacto positivo que ha sido acreditado y contendrá las menciones que el Reglamento señale.

Los adjudicatarios de la bonificación a que se refiere esta ley podrán ceder o constituir garantías sobre el derecho a percibir la misma, mediante el endoso del certificado que emita Subsecretaría, en el cual conste la adjudicación.

Las bonificaciones a que hace referencia esta ley no serán compatibles con otras, que para estos mismos fines, pueda otorgar otra institución pública.

Artículo 8°.- Certificación de la ejecución del proyecto técnico y de sus resultados. Deberá acreditarse la ejecución del proyecto en terreno y los resultados obtenidos que deban ser considerados para la calificación técnica que sea procedente. Dicha acreditación se realizará mediante el informe emitido por un certificador inscrito en el registro a que se refiere el artículo 16.
El costo de la certificación podrá ser considerado dentro de los montos a bonificar, pero sujeto a los montos máximos que se establezcan por la subsecretaría, con cargo al presupuesto del programa o concurso.

Podrá eximirse esta certificación en el caso de la actividad de cultivo, si se acredita mediante facturas la venta del volumen de algas obtenidas en la cosecha.

Artículo 9°.- Indicadores. Los indicadores de los impactos positivos en la recuperación de la cobertura algal en las zonas de intervención, serán establecidos mediante resolución del Ministerio, previa recomendación del grupo técnico asesor de expertos e informe técnico de la Subsecretaría.

Artículo 10.- Grupo de expertos asesor. Por resolución del Ministerio se designará a los integrantes del grupo técnico asesor de expertos que deberá recomendar los indicadores de los impactos positivos en la recuperación de la cobertura algal. El grupo de expertos deberá estar compuesto por cinco profesionales que cumplan los siguientes requisitos:

a) Contar con un título profesional de a lo menos ocho semestres de duración y especialidad en ciencias del mar, u otra carrera de ciencias con especialización en materias ambientales o recursos naturales;

b) Contar con publicaciones en revistas nacionales o internacionales ISI de ficología marina; y,

c) Acreditar que no existe conflicto de intereses con su función en el ámbito de este grupo.

Artículo 11.- Calificación del proyecto técnico ejecutado. Sobre la base de los resultados entregados por el certificador, conforme a los indicadores establecidos, la Subsecretaría deberá efectuar la calificación técnica del proyecto ejecutado. En caso de inconsistencias o vacíos en la información entregada, la Subsecretaría podrá solicitar aclaraciones o inspecciones complementarias en terreno por un certificador distinto de aquél que acreditó los resultados. 

Artículo 12.- Pago de la bonificación. Una vez aprobados por resolución de la Subsecretaría los resultados del proyecto técnico ejecutado y constatados sus impactos positivos conforme a la presente ley, el beneficiario o su cesionario deberá solicitar el pago de la bonificación a la Tesorería General de la República.

Artículo 13.- Sanciones. El beneficiario que obtuviere fraudulentamente la bonificación de que trata esta ley basado en información falsa o manifiestamente errónea así como el certificador que haya tenido participación en su obtención, serán sancionados de conformidad con el artículo 470 N° 8 del Código Penal.
El beneficiario condenado por el delito a que se refiere el inciso anterior quedará inhabilitado de acceder a nuevas bonificaciones por el plazo de 10 años desde la fecha de la sentencia ejecutoriada que así lo establezca. Asimismo, el certificador que hubiere tenido participación en la falsedad de la información o en el manifiesto error en que se fundó la percepción ilegal del beneficio, quedará inhabilitado de participar en nuevos procesos para los efectos de esta ley por el plazo de diez años contados desde la resolución judicial que así lo establezca.

Artículo 14.- Del registro de los certificadores. La Subsecretaría llevará un registro de los certificadores que acreditarán:

a) los resultados en terreno, en base a los indicadores a que hace referencia el artículo 11, del proyecto técnico aprobado en un programa o en un concurso para acceder a la bonificación;

b) la circunstancia que las especies con las que se efectuará el repoblamiento o el cultivo que habilitan a obtener la bonificación de que trata esta ley, no tienen por origen actividades de hibridación ni corresponden a organismos genéticamente modificados.

c) y las demás señaladas en esta ley.

Los certificadores podrán ser personas naturales o jurídicas. El reglamento establecerá los procedimientos de inscripción y eliminación, así como las normas sobre inhabilidades y demás requisitos técnicos que deban cumplir para velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad en el ejercicio de sus funciones así como las metodologías y procedimientos conforme a los cuales efectuarán sus labores de certificación.

Serán eliminados del registro los certificadores que acrediten hechos falsos y serán suspendidos por el plazo de hasta 5 años, dependiendo de la gravedad, aquellos certificadores que no cumplan con las metodologías o procedimientos establecidos en el reglamento para efectuar sus labores. 

La Subsecretaría eliminará del registro a los certificadores sancionados por falsedad con el solo mérito de la resolución judicial que la establece. La suspensión podrá ser reclamada ante el Ministerio en el plazo de diez días contados desde su notificación.

Artículo 15.- Financiamiento de la asistencia técnica. El Fondo de Fomento de la Pesca Artesanal y el Fondo de Administración Pesquera o los que lo reemplacen, deberán prever dentro de sus líneas de financiamiento, la asistencia técnica que se pueda requerir para la elaboración de los proyectos técnicos que los postulantes a dichos fondos deban presentar en los programas o concursos a que se refiere esta ley.

En ningún caso la asistencia técnica será obligatoria para la presentación de los proyectos técnicos para acceder a la bonificación que establece esta ley por parte de un beneficiario.

En los casos en que la asesoría técnica sea financiada a través de los fondos indicados o con otros fondos de carácter estatal, deberá así indicarse en los proyectos técnicos respectivos.

La Subsecretaría publicará en su página de dominio electrónico la lista de las personas naturales o jurídicas que han asesorado técnicamente en la presentación y ejecución de proyectos técnicos que han accedido a la bonificación, los que han sido rechazados y los que han podido acreditar resultados positivos conforme a los indicadores a que se refiere el artículo 11.

La resolución que rechace un proyecto técnico, deberá dar cuenta, en los casos que sea procedente, del incumplimiento de los requisitos técnicos previstos para la aprobación y que sean de responsabilidad de la asesoría técnica.

No se aprobará un proyecto técnico para acceder a esta bonificación, sea a través de un programa o concurso, en los casos en que sea presentado con la asesoría técnica de una persona natural o jurídica cuyos proyectos hayan sido rechazados dos veces previamente por faltas en el cumplimiento de los requisitos técnicos correspondientes, así establecido en la resolución correspondiente. Dicha suspensión se extenderá por el plazo de dos años desde la fecha del segundo rechazo, establecido por resolución firme de la Subsecretaría. 

La suspensión afectará a la persona jurídica y a sus socios personalmente considerados, quienes no podrán suscribir nuevos proyectos técnicos, ya sea directamente o a través de otra persona jurídica de la que formen parte. Asimismo, la suspensión que afecte a una persona natural, impedirá a esta última ser el responsable de la ejecución de un proyecto técnico presentado por la persona jurídica de la que forma parte.

Artículo 16.- Financiamiento de la bonificación. La Ley de Presupuestos deberá fijar el monto de los recursos destinados al otorgamiento de la bonificación de que trata esta ley. 

Artículo 17.- De la publicidad. El resultado de los programas y concursos será publicado en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría, indicándose el monto de recursos destinados por programa y concurso, número de beneficiarios, cobertura espacial del repoblamiento o cultivo y el pago de los proyectos que hayan acreditado, conforme a los indicadores correspondientes, el cumplimiento de los objetivos de la ley. Asimismo, se dejará constancia de los casos en que por catástrofes naturales o cambio en las condiciones ambientales, no ha sido posible obtener resultados positivos.

Articulo 18. De la duración. La presente ley tendrá una vigencia de 10 años.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Único.- Esta ley entrará en vigencia al año siguiente de su publicación.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; FELIPE 
LARRAÍN BASCUÑÁN, Ministro de Hacienda; FÉLIX DE VICENTE MINGO, Ministro de Economía, Fomento y Turismo.”
Informe Financiero

Proyecto de ley que faculta para establecer un sistema de bonificación al repoblamiento y cultivo de algas para empresas de menor tamaño

Mensaje N° 175-361

I. ANTECEDENTES


Durante la tramitación de la ley N° 20.657
, se discutió la necesidad de incorporar una norma que incentivara el repoblamiento y cultivo de algas, como una forma de propender a la recuperación de las praderas; por ese motivo se estableció el artículo vigésimo quinto, que el Presidente de la República presentaría un proyecto de ley con este objetivo.


El objetivo de este proyecto de ley es facultar al Estado para establecer un sistema de bonificación para empresas de menor tamaño, que permita generar impactos positivos en la recuperación de la cobertura algal en las zonas de intervención, focalizándose en las micro y pequeñas empresas. El objetivo básico es que aumente la biomasa de algas de importancia ecológica y económica existentes en el territorio nacional y su sustentabilidad.


Para estos efectos se establece que la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura deberá diseñar los programas que permitan materializar esta iniciativa, sus procedimientos, y modalidad.

II. EFECTO DEL PROYECTO SOBRE EL PRESUPUESTO FISCAL

Se estima que los programas de repoblamiento de algas, que beneficiarán a empresas de menor tamaño que cultiven o repueblen algas y cumplan con las condiciones de postulación, se implementará considerando ciclos de repoblamiento por hasta tres años, bonificándose distintos porcentajes de los costos totales a lo largo del ciclo, dependiendo del tamaño de la empresa. Por ser una experiencia piloto, se considera una implementación gradual en el tiempo.


La implementación de este programa requerirá adicionalmente la contratación gradual de hasta 5 personas en la Subsecretaría de Pesca.


El mayor costo fiscal estimado se resume en el siguiente cuadro

	
	Miles de $ 2013.

	
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	Año 4
	Régimen

	Bonificación
	
	466.447
	796.447
	1.136.668
	1.421.058

	Personal
	54.286
	74.313
	94.340
	114.366
	114.366

	Equipamiento
	1.504
	854
	854
	854
	854

	Total
	55.790
	541.541
	891.641
	1.251.888
	1.536.278



El mayor gasto que pueda significar este proyecto de ley será financiado con cargo a la Ley de Presupuestos, la que de acuerdo a lo indicado en el mismo proyecto, deberá fijar el monto de los recursos destinados al otorgamiento de la bonificación.


Por su parte, el Fondo al Fomento de la Pesca Artesanal y el fondo de Administración Pesquera (o los que los reemplacen) deberán considerar líneas de financiamiento para la asistencia técnica que contempla el proyecto.


(Fdo.): ROSANNA COSTA COSTA, Directora de Presupuestos.”
2. Oficio de S.E. el Presidente de la República. (Boletínes Nos 9040-31, 9156-32, 8995-07, 9199-05

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente urgencia para el despacho del siguiente proyecto de ley:

	9040-31
	Otorga un bono de apoyo a familias numerosas

	
	

	9156-32
	Crea Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto

	
	

	8995-07
	Aumenta las protecciones legales y beneficios aplicables a los miembros de las Fuerzas de Orden y Seguridad.

	
	

	9199-05
	Rebaja el impuesto territorial correspondiente a propiedades de adultos mayores vulnerables económicamente.

	
	



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata”

Dios guarde a V.E.


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
3. Oficio de S.E. el Presidente de la República. (Boletín N° 7963-06)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente urgencia para el despacho del siguiente proyecto de ley:
	7963-06
	Relativo al fortalecimiento de la regionalización del país.

	
	



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los 
artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”

Dios guarde a V.E.


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
4. Oficio de S.E. el Presidente de la República. (Boletines Nos 8654-15, 9084-05, 9083-05, 8970-06, 9119-18)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente urgencia para el despacho del siguiente proyecto de ley:

	8654-15
	Modifica normas relativas al autocontrol en materia de pesaje respecto a empresas generadoras de carga.

	
	

	9084-05
	Perfecciona la gestión en el sector público, mediante nuevas herramientas de gestión y el mejoramiento del Sistema de Alta Dirección Público.

	
	

	9083-05
	Introduce perfeccionamientos en los regímenes de gobierno corporativo de las empresas del Estado y de aquellas en que éste tenga participación.

	
	

	8970-06
	Ley de Migración y Extranjería.

	
	

	9119-18
	Reforma integral al sistema de adopción en Chile.

	
	



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”

Dios guarde a V.E.


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
5. Oficio de del Senado. (Boletín N° 7963-06)
“Valparaíso, 8 de enero de 2014.

Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que, con motivo del Mensaje, informes y antecedentes que se adjuntan, el Senado ha dado su aprobación a la siguiente iniciativa, correspondiente al Boletín N° 7.963-06:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, del Ministerio del Interior, del año 2005:


1) Sustitúyese la letra d) del artículo 6°, por la siguiente:


“d) No hallarse declarado en quiebra calificada como culpable o fraudulenta por sentencia ejecutoriada, ni tener la calidad de persona deudora en virtud de lo dispuesto en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas condenada mediante sentencia ejecutoriada por alguno de los delitos contemplados en los artículos 463, 463 bis o 463 ter del Código Penal, y”.


2) Suprímese, en el artículo 7º, la frase “, miembro del consejo económico y social provincial”.


3) Reemplázase el inciso segundo del artículo 13, por el siguiente:


“Los gobiernos regionales gozarán de personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y podrán desarrollar, directamente o con la colaboración de otros órganos de la Administración del Estado, las competencias, funciones y atribuciones que esta ley les confiere. La autonomía para la administración de sus finanzas se regirá por lo dispuesto en el decreto ley N° 1.263, de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado. Cualquier nueva función o atribución que se le asigne o transfiera a los gobiernos regionales deberá identificar la fuente de financiamiento respectivo.”.


4) Incorpórase en el Título Segundo, a continuación de la denominación de su Capítulo II, “Funciones y Atribuciones del Gobierno Regional”, el siguiente epígrafe:

“Párrafo 1º

De las Competencias”.

5) Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma:

a) Reemplázase su letra a) por la siguiente:


“a) Diseñar, elaborar, aprobar e implementar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región, así como su proyecto de presupuesto, los que deberá ajustar a la política nacional de desarrollo y al presupuesto de la Nación;”.


b) Intercálanse las siguientes letras b), c), d) y e) nuevas, pasando las actuales letras b), c), d), e), f), g), h), i) y j), a ser letras f), g), h), i), j), k), l), m) y n), respectivamente:


“b) Efectuar los estudios, análisis y proposiciones relativos al desarrollo regional;


c) Orientar el desarrollo territorial de la región en coordinación con los servicios públicos;


d) Elaborar y aprobar su proyecto de presupuesto, el que deberá ajustarse al presupuesto de la Nación;


e) Administrar fondos y programas de aplicación regional;”.


c) Reemplázanse en la actual letra h), que pasa a ser letra l), la referencia “artículo 67” por la frase “Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo”, y el punto y coma final (;) por la expresión “, y”.


d) Sustitúyese en la actual letra i), que pasa a ser letra m), la expresión final “, y” por un punto final (.).


e) Trasládase la actual letra j), como nueva letra i) del artículo 17.


6) Modifícase el artículo 17 de la siguiente forma:


a) Incorpórase la siguiente letra a), nueva, pasando las actuales letras a), b), c), d), e) y f), a ser letras b), c), d), e), f) y g), respectivamente:


“a) Elaborar y aprobar, en concordancia con la estrategia regional de desarrollo y previa consulta a las municipalidades de la región, el plan regional de ordenamiento territorial, instrumento orientador que deberá consignar las características, potencialidades, vocaciones y recomendaciones para la planificación y las decisiones que impacten en los territorios urbanos y rurales, borde costero y sistema de cuencas hidrográficas. Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito, además, por los Ministros de Defensa Nacional, de Obras Públicas, de Agricultura y de Vivienda y Urbanismo, se regulará lo concerniente a los procedimientos para la elaboración y contenidos mínimos que deberá contemplar el plan;”.


b) Sustitúyese en la actual letra d), que pasa a ser e), la frase “aplicando para ello las políticas nacionales en la materia,” por “aplicando en lo que sea pertinente las políticas nacionales en la materia,”.


c) Reemplázanse en la actual letra e), que pasa a ser letra f), la palabra “procurando” por “en coordinación con”, y la expresión final “, y” por un punto y coma (;).


d) Reemplázase en la actual letra f), que pasa a ser letra g), el punto final (.) por un punto y coma (;).


e) Agrégase la siguiente letra h):


“h) Financiar estudios y proponer las condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y los sistemas de tratamientos más adecuados para cada uno de ellos, en coordinación con las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y de Medio Ambiente respectivas y las municipalidades de la región, de conformidad a las normas que rigen la materia, e”.


f) Incorpórase, como letra i), la letra j) trasladada desde el artículo 16.


7) Sustitúyese el artículo 18 por el siguiente:


“Artículo 18.- En materia de fomento de las actividades productivas, corresponderá al gobierno regional:


a) Formular políticas regionales de fomento de las actividades productivas, en particular el apoyo al emprendimiento, a la innovación, a la capacitación, al desarrollo de la ciencia y tecnología aplicada, al mejoramiento de la gestión y a la competitividad de la base productiva regional, adecuándolas a las políticas nacionales existentes en la materia;


b) Integrar y aplicar en su gestión las políticas nacionales considerando las prioridades estratégicas regionales;


c) Establecer las prioridades estratégicas regionales en materia de fomento de las actividades productivas y de mejoramiento de la innovación para la competitividad, generando las condiciones institucionales favorables al desarrollo empresarial, a la inversión productiva y a la capacidad emprendedora, velando por un desarrollo sustentable y concertando acciones con el sector privado en las áreas que corresponda;


d) Fomentar el turismo en los niveles regional y provincial, con arreglo a las políticas nacionales;


e) Promover y diseñar, en coordinación con las autoridades nacionales y comunales competentes, programas, proyectos y acciones en materia de fomento de las actividades productivas establecidas como prioridades regionales, como asimismo financiarlos;


f) Promover la implementación de oficinas comunales de fomento productivo e innovación para la competitividad, coordinando su acción a nivel regional, y


g) Promover la investigación científica y tecnológica, y fomentar el desarrollo de la educación superior y técnica en la región, en concordancia con la política regional de fomento de las actividades productivas.”.


8) Modifícase el artículo 19 de la siguiente forma:


a) Agrégase, en su encabezamiento, a continuación de la palabra “regional”, la expresión “, preferentemente”.


b) Reemplázase la letra c) por la siguiente:


“c) Proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos de impacto en grupos vulnerables o en riesgo social, así como su financiamiento;”.


c) Reemplázase, en la letra e), la expresión final “, y” por un punto y coma (;).


d) Sustitúyese, en la letra f), el punto final (.) por un punto y coma (;).


e) Agréganse, a continuación de la letra f), las siguientes letras g), h) e i):


“g) Financiar y difundir actividades y programas de carácter cultural. En el ejercicio de esta función le corresponderá promover el fortalecimiento de la identidad regional;


h) Proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos que fomenten la práctica del deporte, así como su financiamiento, e 


i) Mantener información actualizada sobre la situación socio económica regional, identificando las áreas y sectores de extrema pobreza y proponiendo programas destinados a superarla.”.


9) Introdúcense, en el artículo 20, las siguientes modificaciones:


a) Intercálase, en el literal c), a continuación de la palabra “ministerios”, la expresión “, las municipalidades u otros gobiernos regionales”. 


b) Sustitúyese, en el literal d), la palabra “obras” por la voz “iniciativas”.


c) Reemplázase, en la letra f), la expresión “planes regionales de desarrollo urbano” por “planes regionales de ordenamiento territorial”, y elimínase la mención “los párrafos segundo y tercero de”. 


d) Sustitúyese, en el literal i), la expresión final “, y”, por un punto y coma (;).


e) Reemplázase, en la letra j), el punto final (.) por un punto y coma (;).


f) Agréganse las siguientes letras k) y l): 


“k) Diseñar, elaborar, aprobar e implementar políticas, planes, programas dentro de su territorio, y 


l) Ejercer las demás atribuciones necesarias para el ejercicio de las funciones que la ley le encomiende.”.


10) Introdúcense, a continuación del artículo 21, el siguiente Párrafo 2º y los artículos 21 bis, 21 ter, 21 quáter y 21 quinquies, que lo integran:

“Párrafo 2°

De la Transferencia de Competencias

Artículo 21 bis.- El Presidente de la República, previo informe de los Ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Hacienda, podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los Ministerios y de los servicios públicos a que se refiere el artículo 28 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural.


Para solicitar la transferencia de funciones al gobierno regional según el procedimiento del artículo 21 quáter, el consejo regional resolverá sobre la base de la propuesta presentada por el intendente.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, el consejo, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá solicitar al intendente que realice estudios referidos a funciones y atribuciones que podrán ser solicitadas en el futuro por el gobierno regional. El intendente deberá remitir al consejo dichos estudios una vez que hayan sido recepcionados y aprobados.


En caso que una solicitud de transferencia de competencias sea rechazada, el Presidente de la República deberá dar una respuesta a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro del plazo máximo de ciento veinte días contado desde que aquella haya sido recibida.


Artículo 21 ter.- Serán ámbitos de competencias en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas, desarrollo social y cultural del gobierno regional, para efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, los siguientes:


a) Ordenamiento territorial, planificación urbana y asentamientos humanos;


b) Medioambiente;


c) Obras de infraestructura y equipamiento regional;


d) Transporte;


e) Desarrollo rural y de localidades aisladas;


f) Fomento de las actividades productivas;


g) Turismo;


h) Programas sociales y culturales;


i) Educación y salud;


j) Deporte; 


k) Ciencia y tecnología, y


l) Conservación del patrimonio.


Artículo 21 quáter.- La transferencia de competencias se realizará, en el marco de los ámbitos descritos en el artículo precedente, según el siguiente procedimiento:


a) El gobierno regional con su patrimonio podrá desarrollar, total o parcialmente, las competencias indicadas en el artículo 21 ter, previo convenio con el ministerio y servicio público que ejerce la función administrativa, el cual será aprobado por decreto supremo.


b) La transferencia de competencias podrá implementarse también mediante programas. Para ello, el gobierno regional podrá administrar y ejecutar programas nacionales de claro impacto regional, previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo, el cual deberá ser aprobado por decreto supremo. Los recursos de ejecución y agenciamiento deberán contemplarse anualmente en la partida correspondiente a dicho ministerio o servicio en la Ley de Presupuestos del Sector Público.


c) La transferencia de competencias podrá implementarse, asimismo, mediante la creación de servicios públicos regionales, según lo dispuesto en el artículo 30 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


d) Para efectos de lo dispuesto en los literales a) y b) precedentes, un decreto supremo podrá aprobar la transferencia de una o más competencias. Los convenios que tengan por objeto la ejecución de las competencias transferidas serán aprobados por decreto expedido “por orden del Presidente de la República”, o por resolución del jefe de servicio respectivo, según corresponda.


La transferencia de competencias podrá ser revocada fundadamente, pudiendo considerarse al efecto, entre otros motivos, la deficiente prestación de servicios a la comunidad, ineficiencias e ineficacias en la asignación y utilización de recursos públicos y la duplicación o interferencia de funciones y atribuciones con otros órganos de la Administración del Estado.


Un gobierno regional podrá solicitar la creación de hasta tres nuevas divisiones para el ejercicio eficiente de las competencias transferidas en las letras a) y b) y la coordinación de los servicios creados en la letra c), todas del presente artículo.


Artículo 21 quinquies.- Verificado lo dispuesto en el inciso final del artículo 21 bis, el gobierno regional, dentro de los treinta días siguientes de ser notificado, podrá solicitar al Presidente de la República, a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, la reconsideración total o parcial de dicho rechazo.


Dicho proceso se someterá a las siguientes disposiciones:


a) Mediante decreto supremo, dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción de la reconsideración, se dispondrá la conformación de una comisión integrada por un representante de dicho Ministerio, un representante del Ministerio de Hacienda, un representante del ministerio y del director de servicio, en su caso, cuyas competencias hayan sido solicitadas; el presidente del consejo regional y el intendente de la respectiva región.


Podrán integrar esta comisión, además, funcionarios de órganos de la administración del Estado y expertos en materias relacionadas con las competencias solicitadas.


b) La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo actuará como secretaría ejecutiva, emitiendo los informes que le sean requeridos.


c) La comisión dispondrá de noventa días, contados desde la notificación al Gobierno Regional del decreto supremo indicado en el literal a), para evacuar un informe. Éste podrá proponer el rechazo de la solicitud o una adecuación de la solicitud original de transferencia presentada conforme a lo estatuido en el artículo 21 bis.


d) El Presidente de la República resolverá, con arreglo a lo dispuesto en el presente Párrafo, tomando en consideración el informe dispuesto en el literal precedente. La solicitud de transferencia de competencias que sea nuevamente rechazada en esta instancia no podrá ser solicitada durante el mismo período presidencial.”.


11) Agrégase, en el artículo 22, el siguiente inciso segundo:


“Salvo disposición expresa en contrario, cuando la ley requiera la opinión o acuerdo del gobierno regional, el intendente en su calidad de órgano ejecutivo de aquel, deberá someterlo previamente al acuerdo del consejo regional.”.


12) Elimínase, en el inciso primero del artículo 23, la frase final “y presidirá el consejo regional”.


13) Modifícase el artículo 24 en los siguientes términos:


a) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:


“b) Someter al consejo regional las políticas, estrategias y proyectos de planes regionales de desarrollo y sus modificaciones, así como proveer a su ejecución;”.


b) Derógase la letra c).


c) Reemplázanse las letras d) y e), por las que siguen:


“d) Someter al consejo regional el proyecto de presupuesto de la respectiva región considerando, para tal efecto, los recursos asignados a ésta por la Ley de Presupuestos del Sector Público, sus recursos propios y los que provengan de los convenios de programación a que se refiere el artículo 81. El proyecto de presupuesto deberá ajustarse a las orientaciones y límites que establezca la política nacional de desarrollo y demás normas legales sobre administración financiera del Estado.


e) Proponer al consejo regional la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que correspondan a la región, conforme a ítems o marcos presupuestarios, así como de las inversiones sectoriales de asignación regional y de los recursos propios que el gobierno regional obtenga en aplicación de lo dispuesto por el artículo 19, número 20°, de la Constitución Política de la República. Esta propuesta del intendente al consejo regional deberá basarse en variables e indicadores objetivos de distribución intrarregional. Cada ítem o marco presupuestario deberá contar con la respectiva glosa.”.


d) Reemplázase, en la letra m), el punto y coma (;) que sigue a la expresión “gobierno regional”, por un punto seguido (.), y agrégase la siguiente oración final: “En el uso de estas facultades, el intendente deberá comunicar, tanto al consejo como al ministro o director de servicio correspondiente, los incumplimientos de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter;”.


e) Sustitúyese la letra p) por la siguiente:


“p) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, los planes regionales de ordenamiento territorial;”.


f) Intercálanse las siguientes letras q), r), s), t), u), v), w) y x), nuevas, pasando las actuales letras q) y r), a ser letras y) y z), respectivamente:


“q) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, los planes reguladores metropolitanos e intercomunales y, en los territorios que no cuenten con aquellos, los planes reguladores comunales y seccionales, conforme a las normas de la Ley General de Urbanismo y Construcciones;


r) Solicitar al Presidente de la República la transferencia de una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, según las normas establecidas en el Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo de la presente ley;


s) Asistir a cualquier sesión del consejo regional cuando lo estimare conveniente, pudiendo tomar parte en sus debates con preferencia para hacer uso de la palabra, pero sin derecho a voto. Durante la votación podrá, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier consejero regional al fundamentar su voto, derecho que deberá ser ejercido inmediatamente después de terminada la intervención del consejero cuyos conceptos desea rectificar. Éste, a su vez, tendrá derecho a réplica inmediata;


t) Proponer al presidente del consejo, antes del inicio de la sesión respectiva, la inclusión de una o más materias en aquella. La comunicación se realizará en forma escrita al secretario ejecutivo. Sin perjuicio de ello, el intendente podrá hacer presente la urgencia para el despacho de una materia o iniciativa específica, mediante oficio que dirigirá al presidente del consejo. Dichos asuntos deberán ser incorporados en la tabla de la sesión inmediatamente siguiente. El presidente del consejo, con el acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá desechar la petición de urgencia. Con todo, si existiese un plazo legal o reglamentario que obligare a resolver dentro de éste alguna materia o iniciativa, el consejo no podrá ejercer la facultad señalada;


u) Delimitar, previa aprobación del consejo regional, territorios objeto de planificación regional no comprendidos en la Ley General de Urbanismo y Construcciones y coordinarse con los servicios públicos regionales en los espacios definidos;


v) Someter al consejo regional el plan regional de desarrollo turístico;


w) Declarar, previa aprobación del consejo regional, determinados territorios como zonas rezagadas en materia social, proponiendo al consejo, a la vez, el plan de desarrollo respectivo;


x) Proponer al consejo regional el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71;”.


14) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 25, la expresión “y e)”, por la siguiente: “, t), u), v) y w)”.


15) Intercálase, en el artículo 26, a continuación de la palabra “consejo”, la expresión “y a los alcaldes de la región”, y reemplázase la locución “la página web” por la frase “el sitio electrónico institucional”.


16) Agréganse, en el artículo 27, los siguientes incisos tercero y cuarto: 


“Los funcionarios de los servicios administrativos de los gobiernos regionales no podrán ser designados en comisión de servicio, a la que se refiere el artículo 75 de la ley Nº 18.834, a ministerios, servicios públicos o municipalidades.


El intendente deberá informar al consejo regional los resultados de todos los sumarios administrativos que se instruyan respecto de funcionarios del servicio administrativo del gobierno regional.”.


17) Incorpóranse, a continuación del artículo 30, los siguientes artículos 30 bis, 30 ter y 30 quáter:


“Artículo 30 bis.- En su sesión constitutiva, el consejo regional elegirá entre sus miembros, por mayoría absoluta de sus integrantes en ejercicio, un presidente, que permanecerá en su cargo durante un período de cuatro años. Dicha sesión será presidida por el presidente del consejo, siempre que haya de continuar como consejero para el correspondiente período; a falta de éste, por aquel de los presentes que haya desempeñado más recientemente el cargo de presidente y, en último término, por el consejero en ejercicio de más edad.


La designación del nuevo presidente será comunicada al Presidente de la República a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y a las Cortes de Apelaciones con asiento en la región respectiva.


El presidente del consejo cesará en su cargo si incurriere en alguna de las causales descritas en el artículo 40 de la presente ley, por remoción fundada acordada por los dos tercios de los consejeros en ejercicio, o por renuncia aprobada por la mayoría de los consejeros en ejercicio.


La moción de remoción podrá ser presentada por no menos de cuatro ni más de ocho consejeros en ejercicio, no tendrá discusión y será votada en la sesión ordinaria inmediatamente siguiente, la cual será presidida por aquel de los presentes que haya desempeñado más recientemente el cargo de presidente y, en último término, por el consejero en ejercicio de más edad. 


En caso de adoptarse el acuerdo de remoción, el que siempre deberá ser fundado, corresponderá, en la misma sesión ordinaria, elegir al nuevo presidente del consejo, el cual durará en el cargo hasta completar el período que restaba a quien suceda.


Si la moción de remoción fuere rechazada, no podrá renovarse por las mismas razones o causales sino después de tres meses, salvo que se fundare en el incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el artículo siguiente.


La renuncia deberá ser depositada por el presidente en la secretaría a que se refiere el artículo 43, la que se pondrá en votación sin discusión en la sesión ordinaria inmediatamente siguiente a la fecha de su presentación.


Artículo 30 ter.- Corresponderá al presidente del consejo regional:


a) Disponer la citación del consejo a sesiones, cuando proceda, y elaborar la tabla de la sesión, dando cumplimiento a lo dispuesto en la letra t) del artículo 24;


b) Abrir, suspender y levantar las sesiones en conformidad al reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36;


c) Presidir las sesiones y dirigir los debates;


d) Ordenar que se reciba la votación, fijar su orden y proclamar las decisiones del consejo;


e) Ejercer el derecho de voto dirimente en los casos en se produzca un empate en el resultado de las votaciones;

f) Mantener el orden en el recinto, pudiendo solicitar, si lo estima necesario, el auxilio de la fuerza pública;

g) Mantener la correspondencia del consejo con el intendente, con las Cortes de Apelaciones con asiento en la región, con el Tribunal Electoral Regional y con la Contraloría Regional respectiva. La correspondencia con cualquier otro cuerpo o persona se llevará por el secretario a que se refiere el artículo 43, en nombre del consejo y por orden del presidente;


h) Suscribir las actas de las sesiones, las comunicaciones oficiales que se dirijan a nombre del consejo o de algún consejero y los otros documentos que requieran su firma. Dentro de éstos oficializará la comunicación acerca de la adopción de acuerdos del consejo sobre los siguientes instrumentos del gobierno regional, así como sus respectivas modificaciones:


i) Plan de Desarrollo de la Región;


ii) Plan Regional de Ordenamiento Territorial;


iii) Planes Reguladores Comunales;


iv) Planes Reguladores Intercomunales;


v) Convenios de Programación;


vi) Convenios Territoriales;


vii) Plan Regional de Desarrollo Turístico;


viii) Reglamentos Regionales, y


ix) Anteproyecto Regional de Inversiones;


i) Suscribir, sólo para efectos de ratificar el acuerdo correspondiente del consejo regional, los actos administrativos que formalicen la aprobación de todos los instrumentos contemplados en el literal precedente, con excepción de los Convenios de Programación;


j) Dar cuenta, en el mes de diciembre de cada año, tanto al consejo como a los alcaldes de la región, de las normas aprobadas, resoluciones adoptadas y acciones de fiscalización ejecutadas por el consejo;


k) Actuar en representación del consejo, en los actos de protocolo que correspondan;


l) Cuidar de la observancia del reglamento a que se refiere el literal a) del artículo 36, y


m) Las demás que disponga el reglamento a que se refiere el literal a) del artículo 36.


Para el ejercicio de sus competencias el presidente del consejo dispondrá de gastos de representación y de los recursos necesarios en el presupuesto del gobierno regional.


Artículo 30 quáter.- El presidente, a lo menos una vez al año, dará al cuenta al consejo de su gestión, la cual considerará antecedentes sobre sesiones ordinarias y extraordinarias realizadas, tipos de materias tratadas en ellas, acuerdos adoptados y todo otro hecho relevante que deba ser puesto en conocimiento del consejo.”.


18) Introdúcense, en el artículo 32, las siguientes modificaciones:


a) En el inciso primero:


i) Intercálase, en su literal b), a continuación de la expresión “gobernadores,”, la frase “las autoridades que ejerzan la función de gobierno en los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago de Juan Fernández,”.


ii) Elimínase, en su literal e), la expresión “ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más,”.


b) Suprímese, en el inciso segundo, la frase “ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más,”.


19) Reemplázase, en el artículo 33, la expresión “económicos y sociales provinciales y comunales”, por “comunales de organizaciones de la sociedad civil”.


20) Modifícase el artículo 36 de la manera que sigue:


a) Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra c):


i. Agrégase el siguiente párrafo primero, nuevo, pasando los actuales párrafos primero, segundo, tercero y cuarto a ser párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“c) Aprobar el plan regional de ordenamiento territorial, el cual, para su aprobación, requerirá tener informes previos favorables de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, cuando corresponda, y de las Secretarías Regionales Ministeriales de Agricultura, de Vivienda y Urbanismo y de Obras Públicas.”.


ii. Elimínase en el actual párrafo primero, que pasa ser párrafo segundo, la expresión “los planes regionales de desarrollo urbano,”.


iii. Sustitúyese en el actual párrafo cuarto, que pasa a ser párrafo quinto, la locución “desarrollo urbano” por la siguiente: “ordenamiento territorial”.


b) Intercálase, en el literal e), a continuación de la expresión “intendente,”, la frase “conforme a ítems o marcos presupuestarios,”.


c) Agrégase, en la letra f), a continuación de la palabra “celebre”, la frase “, sin perjuicio de la facultad de recomendar a aquel, por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, la suscripción de convenios de programación específicos”.


d) Sustitúyese la letra g) por la siguiente: 


“g) Fiscalizar el desempeño del intendente en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional, como también el de las unidades que de él dependan, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.


Asimismo, y sin perjuicio de lo dispuesto en el literal m) del artículo 24, fiscalizará el desempeño de secretarios regionales ministeriales y directores regionales de servicios públicos en lo referido a la debida ejecución de las políticas, planes y proyectos de desarrollo regional, así como de los que sean propios de la competencia del gobierno regional.”.


e) Introdúcense las siguientes letras h) e i), nuevas, pasando la actual letra h) a ser letra j): 


“h) Citar, previo acuerdo adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, a autoridades regionales o provinciales para informar acerca del accionar de sus respectivas instituciones, debiendo éstas comparecer obligatoriamente; 


i) Recomendar al intendente la implementación de acciones de interés regional;”.


f) Reemplázase en la letra i), que pasa a ser letra k), la expresión final “, y”, por un punto y coma (;).


g) Sustitúyese en la letra j), que pasa a ser letra l), el punto final (.), por un punto y coma (;).


h) Agréganse las siguientes letras m), n), ñ), o), p), q) y r):


“m) Aprobar, modificar o sustituir la delimitación de territorios objeto de planificación regional;


n) Aprobar, modificar o sustituir el plan regional de desarrollo turístico;


ñ) Aprobar, modificar o sustituir la declaración de territorios como zonas rezagadas en materia social y el plan de desarrollo respectivo;


o) Aprobar el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71; 


p) Conocer el programa público de inversiones en la región según lo dispuesto en el inciso final del artículo 73;


q) Aprobar las transferencias de competencias conforme a lo dispuesto en el Párrafo 2º del Capítulo II, y


r) Informar a la Contraloría General de la República el incumplimiento de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter.”.


i) Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:


“Las atribuciones a que se refieren los literales c), m), n), ñ), o) y q) precedentes serán ejercidas por el consejo regional sobre la base de la respectiva proposición que efectúe el intendente.


En las materias que no tengan un plazo especial, el consejo regional deberá pronunciarse sobre las materias que sean sometidas a su consideración o decisión dentro de los treinta días siguientes a la presentación realizada por el intendente. 


Si el consejo regional no se pronunciare dentro de los plazos establecidos, regirá lo propuesto por el intendente.”.


21) Incorpórase el siguiente artículo 36 bis:


“Artículo 36 bis.- Para efectos de lo dispuesto en el párrafo primero de la letra g) del artículo anterior, el consejo regional podrá:


a) Requerir del intendente la información necesaria al efecto, el que deberá responder en el plazo de veinte días.


b) Disponer, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la contratación de una auditoría externa que evalúe la ejecución presupuestaria y el estado de situación financiera del gobierno regional, facultad que sólo podrá ejercerse una vez al año. 


c) Solicitar al intendente, previo acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, que represente a los jefes superiores o directivos de los órganos de la Administración del Estado o empresas en las que el Estado tenga participación, nacionales y regionales, su disconformidad cuando la región ha sido afectada y perjudicada negativamente por acciones u omisiones de aquellos.


En el ejercicio de lo dispuesto en el párrafo segundo del literal g) del artículo precedente, el consejo podrá:


i.- Requerir de las secretarías regionales ministeriales y de las direcciones regionales de los servicios públicos la información necesaria al efecto, debiendo darse respuesta a ello dentro del plazo de veinte días.


ii.- Solicitar antecedentes sobre la ejecución de iniciativas financiadas con recursos provenientes de lo dispuesto en el literal b) del inciso primero del artículo 73 o de lo estatuido en el artículo 80. En caso que el consejo constatare atrasos injustificados, previo acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, comunicará dichos antecedentes a la Contraloría General de la República.”.


22) Introdúcese el siguiente artículo 38 bis: 


“Artículo 38 bis.- Los senadores y diputados que representen a las circunscripciones y distritos de la región podrán, cuando lo estimaren conveniente, asistir a las sesiones del consejo regional. Tomarán parte en sus debates con preferencia para hacer uso de la palabra, sin derecho a voto. Durante las votaciones podrán, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier consejero regional al fundamentar su voto, derecho que deberá ser ejercido inmediatamente después de terminada la intervención del consejero cuyos conceptos desea rectificar. Éste, a su vez, tendrá derecho a réplica inmediata.”.


23) Sustitúyese el artículo 39 por el siguiente:


“Artículo 39.- Los consejeros regionales tendrán derecho a una dieta mensual de diez unidades tributarias mensuales, la que se percibirá por la asistencia a la totalidad de las sesiones del consejo celebradas en el mes respectivo, disminuyéndose proporcionalmente según el número de inasistencias del consejero. Para los efectos anteriores, se considerarán tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias.


El consejo acordará el número de sesiones ordinarias a realizar en el mes, debiendo efectuarse a lo menos dos.


Asimismo, cada consejero regional tendrá derecho a percibir una dieta de dos unidades tributarias mensuales, con un máximo de seis en el mes, por la asistencia a cada sesión de comisión de las referidas en el artículo 37.


Sin perjuicio de lo señalado, cada consejero tendrá derecho anualmente a una dieta adicional, a pagarse en el mes de enero, correspondiente a cinco unidades tributarias mensuales, siempre que durante el año calendario anterior haya asistido formalmente, a lo menos, al 75% de las sesiones celebradas por el consejo en dicho período.


Para efectos de la percepción de la dieta y de la asignación adicional establecidas en los incisos precedentes, no serán consideradas como tales las inasistencias que obedecieren a razones médicas o de salud, que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por médico habilitado para ejercer la profesión, presentado ante el consejo a través del secretario ejecutivo. Igualmente, para los efectos señalados, y previo acuerdo del consejo, se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres.


Asimismo, no se considerarán las inasistencias de consejeros motivadas en el cumplimiento de cometidos expresamente autorizados por el propio consejo.


Tendrán también derecho a pasajes y reembolso de gastos por concepto de alimentación y alojamiento para asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones, cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual. El reembolso de gastos no podrá superar, en ningún caso, el valor del viático que le corresponda al intendente en las mismas condiciones.


Cuando un consejero regional se encuentre en el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, tendrá derecho a percibir fondos con el objeto de cubrir sus gastos de alimentación y de alojamiento. Tales fondos no estarán sujetos a rendición y serán equivalentes al monto del viático que corresponda al intendente respectivo por iguales conceptos.


Con todo, los cometidos al extranjero que acuerde el consejo regional durante el año, no podrán significar una disposición de recursos que supere el 30% del total contemplado en el presupuesto para el pago de viáticos a los consejeros regionales. Lo anterior deberá ser certificado previamente por la jefatura a cargo de la administración y finanzas del gobierno regional y, en todo caso, el cometido será dispuesto formalmente por el intendente regional respectivo.


Los consejeros regionales podrán afiliarse al sistema de pensiones, de vejez, de invalidez y de sobrevivencia de acuerdo a lo establecido en el decreto ley Nº 3.500, por el solo hecho de asumir tales funciones. Para estos efectos, los consejeros se asimilarán al régimen de los trabajadores por cuenta ajena. Las obligaciones que para estos fines se imponen a los empleadores, se radicarán en los respectivos gobiernos regionales. Las cotizaciones previsionales se calcularán sobre la base de las asignaciones mensuales que a los consejeros corresponda percibir en virtud de los incisos primero y tercero del presente artículo.


Los consejeros regionales, por la actividad que realicen en tal condición, quedarán sujetos al seguro contra riesgo de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la ley Nº 16.744, gozando de los beneficios que correspondan a la naturaleza de su cargo. El costo de este beneficio será de cargo del gobierno regional.”.


24) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis:


“Artículo 39 bis.- Los empleadores de las personas que ejerzan un cargo de consejero regional deberán conceder a éstas los permisos necesarios para ausentarse de sus labores habituales, con el objeto de asistir a las sesiones del consejo, así como también a las de las comisiones a que se refiere el artículo 37, hasta por doce horas semanales, no acumulables. 


Del mismo modo, se deberán conceder permisos laborales para el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, con un máximo, para estos efectos, de tres días durante un año calendario, no acumulables. El tiempo que abarquen los permisos otorgados no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes, y se entenderá trabajado para los demás efectos legales, bastando para ello presentar la correspondiente certificación del secretario ejecutivo del consejo.”.


25) Agrégase, en el artículo 41, el siguiente inciso segundo:


“Quien cesare en el cargo de consejero regional por las causales señaladas en los literales c) y f) del artículo precedente, por contravención grave al principio de probidad administrativa o por haber incurrido en alguna de las situaciones descritas en la letra e) del artículo 32, no podrá desempeñar ninguna función o empleo público, sea o no de elección popular, por el término de cinco años.”.


26) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 43:


a) Reemplázase el inciso segundo por los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser séptimo:


“El consejo dispondrá de un secretario ejecutivo, quien se desempeñará como su ministro de fe y será seleccionado mediante concurso público.


Será nombrado por el intendente, con acuerdo del consejo regional, entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882. El consejo regional deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.


El financiamiento de este proceso será de cargo del gobierno regional respectivo.


El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar la función señalada en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento con acuerdo del consejo regional.


En cada una de las plantas de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, el cargo de secretario ejecutivo tendrá asignado un grado equivalente al de los jefes de división de aquellos.”. 


b) Reemplázase en el inciso tercero, que ha pasado a ser inciso séptimo, la frase “el inciso anterior” por “los incisos anteriores”.


27) Agrégase el siguiente artículo 43 bis:


“Artículo 43 bis.- Cada gobierno regional, en concordancia con la disponibilidad financiera, deberá dotar al consejo de los medios físicos de apoyo suficientes para desarrollar debida y oportunamente las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de consejeros existente en la región.


Para ello, durante la sesión de instalación a que se refiere el artículo 30 bis, el intendente someterá a la aprobación del consejo los medios a usar durante el período respectivo.”.


28) Suprímese, en el inciso primero del artículo 44, la expresión “, y presidirá el consejo económico y social provincial”.


29) Derógase el artículo 47.


30) Derógase el Párrafo 4º del Capítulo III del Título Segundo, y los artículos 48 a 60 que lo integran.


31) Reemplázase la denominación del Capítulo IV del Título Segundo, por la siguiente:


“De otros órganos de la Administración del Estado en las Regiones y de la Estructura Administrativa del Gobierno Regional”.


32) Intercálase, a continuación de la denominación del Capítulo IV del Título Segundo, el siguiente epígrafe: 

“Párrafo 1º

De los otros órganos de la Administración del Estado en las Regiones”.

33) Agrégase, en el artículo 63, el siguiente inciso segundo:


“Para la aplicación de los recursos destinados a ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural, en conformidad a los ámbitos descritos en los artículos 17, 18 y 19, los ministerios y servicios públicos tendrán en consideración las proposiciones que formulen al efecto los gobiernos regionales, pudiendo comprender éstas criterios de elegibilidad, localización u otros. Estas proposiciones deberán ser remitidas por los gobiernos regionales, a través de las secretarías regionales ministeriales, a más tardar el 31 de diciembre de cada año.”.


34) Introdúcense, en el artículo 64, las siguientes modificaciones:


a) Sustitúyense sus letras a), b) y c), por las siguientes: 


“a) Presentar al Ministerio respectivo las prioridades regionales, para efectos de la formulación de las políticas nacionales;


b) Velar porque las políticas, programas y proyectos regionales se enmarquen dentro de las políticas nacionales;


c) Supervisar la debida aplicación de las políticas nacionales en la región;”.


b) Reemplázase su letra f) por la que sigue: 


“f) Realizar tareas de coordinación, supervigilancia o fiscalización sobre todos los organismos de la Administración del Estado que integren su respectivo sector. En este ámbito deberá velar de forma especial por el cumplimiento de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter;”.


35) Derógase el artículo 67.


36) Intercálase, a continuación, el siguiente epígrafe: 

“Párrafo 2º

De las Divisiones del Gobierno Regional”.


37) Sustitúyese el artículo 68, por los siguientes:


“Artículo 68.- El intendente, para el cumplimiento de las funciones que la presente ley le asigna como ejecutivo del gobierno regional, contará con la siguiente estructura organizacional:


a) Una División de Planificación y Desarrollo Regional, encargada de elaborar y proponer estrategias, políticas, planes, programas y proyectos para el desarrollo armónico del territorio, sobre la base de procesos técnicos y participativos, conforme a las prioridades definidas por el gobierno regional. Asimismo, le corresponderá apoyar al intendente en la evaluación del cumplimiento de las políticas, planes, programas, proyectos y presupuestos de carácter regional, y prestar asistencia técnica a las municipalidades y demás organismos de la administración que lo requieran;


b) Una División de Presupuesto e Inversión Regional, encargada de elaborar el proyecto de presupuesto de inversiones del gobierno regional, así como de ejecutar y controlar dicho presupuesto de inversiones y los programas que administre el gobierno regional, asesorando al intendente en la determinación de los proyectos de inversión a desarrollar o financiar según los lineamientos y prioridades de los instrumentos de planificación regional, y 


c) Una División de Administración y Finanzas, encargada de la gestión administrativa interna y de la provisión de los servicios generales del gobierno regional.


Los jefes de división de los servicios administrativos de los gobiernos regionales serán nombrados mediante concurso público. Para todos los efectos legales, estos cargos constituirán segundo nivel jerárquico.


Dichos funcionarios serán nombrados por el intendente respectivo entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882. El intendente deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.


El financiamiento del concurso será de cargo del gobierno regional respectivo.


El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar las jefaturas de las funciones señaladas en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento.


Artículo 68 bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, el Intendente podrá delegar en alguno de los jefes de división la realización de otras funciones en el ámbito de acción del gobierno regional, con excepción de la facultad de nombrar o remover funcionarios, el deber de velar por la observancia del principio de probidad administrativa dentro del gobierno regional y la atribución de aplicar medidas disciplinarias al personal de su dependencia.”.


38) Incorpóranse, a continuación, el siguiente Párrafo 3° y el artículo 68 ter que lo integra:

“Párrafo 3º

Del Administrador Regional

Artículo 68 ter.- El gobierno regional contará con un administrador regional, el que será colaborador directo del intendente, correspondiéndole la gestión administrativa del gobierno regional y la coordinación del accionar de los jefes de cada una de las divisiones a que se refieren tanto el artículo 68 como el inciso final del artículo 21 quáter. 


El cargo de administrador regional será de exclusiva confianza del intendente, sin perjuicio que rijan además, a su respecto, las causales de cesación de funciones aplicables al personal del servicio administrativo del gobierno regional.”.


39) Modifícase el artículo 69 en los siguientes términos:


a) Sustitúyense, en el literal h), el guarismo “104” por “115”, y la expresión final “, e” por un punto y coma (;).


b) Agrégase una letra i), nueva, pasando la actual letra i) a ser literal j): 


“i) Los ingresos provenientes de patentes mineras, patentes acuícolas y de casinos en la proporción que la ley respectiva establezca, y”.


40) Efectúanse, en el artículo 71, las siguientes modificaciones:


a) En el inciso primero:


i) Intercálase, en la primera oración del inciso primero, a continuación de la expresión “región,”, la siguiente frase: “así como los planes de desarrollo comunales vigentes,”.


ii) Agrégase la siguiente oración final: “Asimismo, durante el mes de mayo de cada año, los gobiernos regionales remitirán a las municipalidades de la región respectiva una propuesta inicial de anteproyecto regional de inversiones, con el fin que éstas puedan, dentro de los quince días posteriores a su recepción, formular observaciones.”.


b) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la expresión “señalado,”, la siguiente frase: “y previa aprobación por parte del consejo según lo dispuesto en la letra o) del artículo 36 de la presente ley,”.


41) Modifícase el artículo 73 de la siguiente forma:


a) Agrégase, en la letra b) del inciso primero, a continuación de la palabra “Metropolitana”, la siguiente frase: “, el que podrá incluir recursos provenientes de las distintas fuentes consideradas en el presente literal”.


b) Elimínase, en el inciso segundo, la frase “, sin perjuicio del ulterior ejercicio por el consejo regional de la atribución a que se refiere la letra e) del artículo 36”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “los consejos regionales designarán a uno de sus integrantes para que conjuntamente con el intendente los represente en ella.”, por la siguiente: “el presidente del consejo y el intendente representarán al gobierno regional en dicha etapa.”.


d) Intercálase, en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “ministerios”, la frase “y servicios públicos”, y agrégase la siguiente oración final: “Asimismo, deberán individualizar lo correspondiente a los convenios de programación o mandato contemplados en los artículos 81 y 81 ter, respectivamente.”.


42) Reemplázase el artículo 78 por el que sigue: 


“Artículo 78.- Corresponderá al intendente aplicar la inversión de los recursos que se asignen a la región, de acuerdo al presupuesto aprobado por el consejo regional de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36, letra e), de la presente ley.


La inversión de dichos recursos deberá ajustarse a los criterios de priorización que, para tal efecto, se incorporarán en el presupuesto regional siguiendo el mismo procedimiento de aprobación de éste.


El intendente someterá a la aprobación del consejo regional la propuesta de presupuesto regional el primer día hábil de diciembre del año anterior a aquel en que deba regir.


Un reglamento dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos y requerimientos de información necesarios para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo y su congruencia con las normas presupuestarias nacionales.”.


43) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 80, el guarismo “104” por “115”.


44) Introdúcense, en el artículo 81, las siguientes modificaciones:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, el guarismo “104” por “115”, y la frase “uno o más gobiernos regionales y uno o más ministerios”, por la siguiente: “gobiernos regionales, entre éstos y uno o más ministerios, o entre gobiernos regionales y municipalidades”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la coma (,) que sigue a la palabra “nacionales” por la conjunción “o”, y suprímese la expresión “o locales”.


c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:


“El cumplimiento de los convenios de programación será íntegramente obligatorio para todas las partes celebrantes. En caso de tener carácter plurianual, cada una de ellas deberá contemplar en la formulación de sus respectivos presupuestos la estimación de todos los recursos correspondientes al año pertinente, según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción. El nivel de cumplimiento exigible, respecto de cualquiera de las partes, estará supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público haya aprobado para el respectivo ítem de gasto.”.


d) Sustitúyese en la oración final del inciso tercero, que ha pasado a ser inciso cuarto, la expresión “Decreto Ley N° 1.263, de 1975”, por la siguiente: “mencionado decreto ley”.


45) Incorpóranse, a continuación del artículo 81, los siguientes artículos 81 bis y 81 ter:


“Artículo 81 bis.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades o uno o más servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, de carácter plurianual, destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo, y quedarán sujetos, en lo que correspondiere, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.


Artículo 81 ter.- Los gobiernos regionales podrán, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la ley Nº 18.091, que establece normas complementarias de incidencia presupuestaria, de personal y de administración financiera, suscribir convenios mandato con ministerios y servicios públicos y otros órganos de la Administración del Estado, así como también con asociaciones de municipalidades.


Dichos convenios serán obligatorios para las partes. En caso de tener carácter plurianual, aquellas deberán contemplar en la formulación de sus respectivos presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción del convenio. El nivel de cumplimiento exigible, respecto de cualquiera de las partes, estará supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público haya aprobado para el respectivo ítem de gasto.


Con todo, gobiernos regionales, ministerios, servicios públicos y asociaciones de municipalidades deberán dar prioridad, dentro de su cartera de proyectos, a la ejecución de iniciativas suscritas en virtud de lo dispuesto en el presente artículo, en consideración a la fecha de suscripción de los actos respectivos.”.


46) Derógase el artículo 107.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1976, que aprueba nueva Ley General de Urbanismo y Construcciones:


1) Suprímese el inciso cuarto del artículo 3º, pasando los actuales incisos quinto y sexto, a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente. 


2) Modifícase el artículo 28 de la siguiente forma:


a) Reemplázase la palabra “cuatro”, las dos veces que aparece, por el vocablo “tres”.


b) Elimínase la expresión “regional,”.


3) Deróganse el Párrafo 2° del Capítulo II del Título II y los artículos 30, 31, 32 y 33 que lo componen.


4) Reemplázase, en el artículo 37, la frase “Los Planes Reguladores Intercomunales serán aprobados por decreto supremo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dictado por orden del Presidente de la República, previa autorización del intendente respectivo”, por la siguiente: “Los Planes Reguladores Intercomunales o Metropolitanos serán aprobados por el consejo regional y promulgados por resolución del intendente”.


5) Sustitúyese, en el literal a) del artículo 47, la expresión “Urbana-Regional o Urbana-Intercomunal”, por “urbana intercomunal”.


6) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 55, la expresión “urbana-regional”, por “urbana intercomunal”.


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:


1) Sustitúyese, en la denominación del Párrafo 2º del Título IV del Libro Cuarto, la expresión “y Gobernadores”, por la frase “, Gobernadores y Presidentes de Consejos Regionales”.


2) Reemplázase, en el artículo 423, la frase “de un intendente o de un gobernador,”, por la siguiente: “de un intendente, de un gobernador o de un presidente de consejo regional,”.


Artículo 4º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, del año 2006:


1) Agréganse los siguientes artículos 8º bis y 8º ter: 


“Artículo 8º bis.- A iniciativa de los gobiernos regionales podrán celebrarse convenios formales anuales o plurianuales de programación de inversión pública entre gobiernos regionales y municipalidades, cuyo cumplimiento será obligatorio.


La ley orgánica constitucional sobre gobierno y administración regional establecerá las normas generales que regularán la suscripción, ejecución y exigibilidad de los referidos convenios. 


Dichos convenios de programación definirán las acciones relacionadas con los proyectos de inversión que disponen realizar dentro de un plazo determinado. Deberán especificar el o los proyectos sobre los cuales se aplicarán, las responsabilidades y obligaciones de las partes, las metas por cumplir, los procedimientos de evaluación y las normas de revocabilidad. Asimismo, deberán incluir, cuando corresponda, cláusulas que permitan reasignar recursos entre proyectos. 


A los convenios de programación se podrán incorporar otras entidades públicas o privadas, nacionales o regionales, cuyo concurso o aporte se estime necesario para la mayor eficiencia en su ejecución.


En caso de tener carácter plurianual, las municipalidades deberán contemplar en sus respectivos presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción.


Los convenios a que se refiere este artículo deberán ser sancionados mediante decreto supremo expedido bajo la fórmula establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975. Los proyectos que se incluyan en dichos convenios deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 19 bis del mencionado decreto ley.


Artículo 8º ter.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades, de carácter plurianual, destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo.”.


2) Reemplázase, en el literal i) del artículo 65, la palabra inicial “Celebrar”, por la frase “Suscribir los convenios de programación a que se refieren los artículos 8º bis y 8º ter y celebrar”.


Artículo 5º.- Intercálase, en el inciso cuarto del artículo 18 del decreto con fuerza de ley Nº 850, de 1998, que fija el nuevo texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, de 1964, orgánica del Ministerio de Obras Públicas y del decreto con fuerza de ley Nº 206, del mismo Ministerio, de 1960, sobre construcción y conservación de caminos, a continuación de la palabra “Municipalidades”, la expresión “o Gobiernos Regionales”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Mientras no se aprueben los planes regionales de ordenamiento territorial a que se refiere la presente ley, los planes regionales de desarrollo urbano que se encuentren vigentes serán instrumentos orientadores en materia de ordenamiento territorial.


Artículo segundo.- Los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando los cargos de jefe de división, mantendrán su nombramiento y seguirán afectos a las normas aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ellos por cualquier causa.


Para estos efectos, quienes a dicha fecha se desempeñen como Jefes de División de Análisis y Control de Gestión continuarán realizando sus labores funcionarias como Jefes de División de Presupuesto e Inversión Regional.


Artículo tercero.- Las personas que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando la función de secretario ejecutivo del consejo regional, proseguirán desempeñándola en iguales condiciones, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ella por cualquier causa. 


Artículo cuarto.- Concédese al Presidente de la República, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, la facultad de dictar uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, los cuales podrán modificar las plantas de personal de cada uno de los servicios administrativos de los gobiernos regionales del siguiente modo:


a) Crear el cargo de administrador regional, el cual se insertará dentro del acápite “Directivo - Cargo de Exclusiva Confianza”, asignándosele grado 3.


b) Establecer que para desempeñar los cargos de exclusiva confianza, se requerirá acreditar una experiencia profesional no inferior a 5 años.


Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley durante el presente año, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de 
M$ 1.074.352 y se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.

-o-

Hago presente a Vuestra Excelencia que este proyecto de ley fue aprobado, en general, con el voto afirmativo de 25 Senadores, de un total de 37 en ejercicio.


En particular, el artículo 1°, el número 4) del artículo 2° y el artículo 4° del proyecto de ley también fueron aprobados con los votos de 25 Senadores, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

-o-

Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): JORGE PIZARRO SOTO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
6. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de reforma constitucional que regula el ejercicio del sufragio de los ciudadanos que se encuentran fuera del país. (boletín N° 9069-07 (S)).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en una moción de los senadores señoras Isabel Allende Bussi y Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto.


Durante el análisis de esta iniciativa la Comisión contó con la colaboración de don Claudio Troncoso Repetto, profesor de Derecho Internacional Público y don Andrés Sotomayor Morales, asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

I. IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES


La idea central del proyecto tiene por objeto introducir una modificación en la Constitución Política para regular el ejercicio del derecho a sufragio en las elecciones presidenciales y en los plebiscitos nacionales, por parte de los ciudadanos chilenos que se encuentren en el extranjero.


Con tal objeto el proyecto introduce la correspondiente modificación en el artículo 13 de la Constitución Política.

II. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


Para los efectos de lo establecido en los números 2°, 3° y 7° del artículo 289 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:


1.- Que el texto aprobado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo único.- Intercálase, en el artículo 13 de la Constitución Política de la República, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:


“Los ciudadanos con derecho a sufragio que se encuentren fuera del país podrán sufragar desde el extranjero en las elecciones de Presidente de la República y en los plebiscitos nacionales, por el solo hecho de solicitarlo para cada elección o plebiscito. Dicha solicitud se dirigirá al Servicio Electoral, pudiendo realizarse en Chile o a través de los Consulados de Chile en el extranjero, indicando el Consulado donde se ejercerá este derecho. Una ley orgánica constitucional establecerá los requisitos formales que deberá contener la mencionada solicitud y regulará la manera en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios en el extranjero, en conformidad a lo dispuesto en los inciso primero y segundo del artículo 18.”

2.- Que se aprobó la idea de legislar por mayoría de votos ( 6 votos a favor, 2 en contra y 1 abstención). Votaron a favor los diputados señores Jorge Burgos, Guillermo Ceroni, Marcelo Díaz, Felipe Harboe, Cristián Mönckeberg y Ricardo Rincón; en contra lo hicieron los diputados señores Giovanni Calderón y Arturo Squella y se abstuvo el diputado señor Alberto Cardemil.


3.- Que la única modificación introducida consistió en suprimir las expresiones “indicando el Consulado donde se ejercerá este derecho”
III. QUORUM DE VOTACIÓN


De conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política, tratándose de una modificación que afecta el capítulo II del texto constitucional, se requiere para su aprobación del voto conforme de los tres quintos de los diputados y senadores en ejercicio.

IV. DIPUTADO INFORMANTE


Se designó diputado informante al señor Marcelo Díaz Díaz.

V. ANTECEDENTES


1.- Los autores de la moción explican que la posibilidad de que los chilenos que se encuentran en el extranjero puedan ejercer su derecho a sufragio sin necesidad de volver al país, es una de las demandas más sentidas de los connacionales que residen fuera de nuestras fronteras, razón por la cual senadores de distintas tiendas políticas han coincido en la necesidad de garantizar este derecho, introduciendo las correspondientes modificaciones en la Carta Política.


En efecto, en primer lugar se establece que los ciudadanos con derecho a sufragio podrán ejercerlo por el solo hecho de dirigir una solicitud en tal sentido al Servicio Electoral, en el país mismo si se encuentran en Chile, o por medio de nuestros consulados en el exterior, cumpliendo esa solicitud con los requisitos formales que establezca la ley. En todo caso, tal solicitud deberá efectuarse para cada elección presidencial o plebiscito nacional.


En segundo lugar, el derecho podrá ejercerse respecto de las elecciones de Presidente de la República y plebiscitos nacionales, pudiendo la ley orgánica constitucional que regule la forma en que se realizarán los procesos electorales, permitir también el ejercicio de este derecho respecto de las elecciones primarias presidenciales. Lo anterior no constituirá obstáculo para que estos ciudadanos puedan participar en Chile en todo tipo de elecciones o actos plebiscitarios, siempre que no hayan efectuado la solicitud mencionada.


Por último, se encomienda a una ley orgánica constitucional regular la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios en el extranjero, ciñéndose a lo establecido en los incisos primero y segundo del artículo 18 de la Constitución Política.


2.- La Constitución Política.


Su artículo 13, en lo que interesa a este informe, señala que son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido dieciocho años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva.


Su inciso segundo agrega que la calidad de ciudadano otorga los derechos de sufragio, de optar a cargos de elección popular y los demás que la Constitución o la ley confieran.


Su artículo 18, a su vez, dispone que habrá un sistema electoral público. Una ley orgánica constitucional determinará su organización y funcionamiento, regulará la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios, en todo lo no previsto por esta Constitución y garantizará siempre la plena igualdad entre los independientes y los miembros de partidos políticos tanto en la presentación de candidaturas como en su participación en los señalados procesos. Dicha ley establecerá también un sistema de financiamiento, transparencia, límite y control del gasto electoral.


Su inciso segundo agrega que una ley orgánica constitucional contemplará, además, un sistema de registro electoral, bajo la dirección del Servicio Electoral, al que se incorporarán, por el solo ministerio de la ley, quienes cumplan los requisitos establecidos por esta Constitución.

VI. DISCUSIÓN DEL PROYECTO


a.- Debate previo.


El diputado señor Burgos explicó que en el proyecto original presentado por el Gobierno, se exigía la concurrencia de un vínculo con el país de parte de los chilenos residentes en el extranjero, a fin de reconocerles el derecho a sufragio. Este vínculo podría ser, según las posibilidades que se analizaron, entre otras, el tener una propiedad en Chile; haber viajado al país dentro de determinado lapso, No obstante esta exigencia fue rechazada por la oposición, conviniéndose finalmente en que el único requisito exigible sería el de que la persona solicitara poder sufragar en cada elección presidencial o plebiscito nacional. Dicha solicitud se dirigiría al Servicio Electoral, ya sea en Chile o en los consulados nacionales en el extranjero, indicando en cuál de estos últimos se ejercerá el derecho. En todo caso, la solicitud habilita para votar únicamente en la elección de que se trate, de tal manera que para sufragar en la siguiente, deberá presentarse de nuevo la solicitud.


El diputado señor Letelier anunció su apoyo a la iniciativa aún cuando consideró que ello perjudicaría electoralmente a su sector político, tal como había sucedido con las últimas modificaciones en el sistema electoral.


 El diputado señor Squella señaló tener diferencias de fondo con el proyecto, partiendo de la base que no era la nacionalidad la fuente o el fundamento del derecho a sufragio, porque no todos los chilenos estaban habilitados para votar como sucedía con los menores de dieciocho años o los condenados a pena aflictiva o la suspensión del derecho que afecta a los que se hallen procesados por delito que merezca semejante sanción. A su juicio, se confundía la titularidad de un derecho con la exigibilidad del mismo. Insistió en que antes de los derechos propios de la ciudadanía estaban los derechos fundamentales que consagraba la Constitución, no obstante lo cual a nadie se le ocurriría exigir al Estado chileno satisfacer las necesidades de atención de salud de los chilenos residentes en Tacna. Igual cosa sucede con el derecho a la pensión solidaria, que exige permanencia en el territorio durante un lapso determinado para tener derecho a ella. Lo anterior demostraba que se exigía la permanencia en el país para acceder a derechos bastante más significativos que el derecho a sufragio.


Asimismo, la Constitución exige a los extranjeros residentes un avecindamiento superior a cinco años para permitirles sufragar, por cuanto se parte de la base que quien ejerce el derecho a sufragio, gozará o sufrirá las consecuencias de las decisiones que adopte la autoridad. Por lo tanto, si daba lo mismo que el sufragante se viera afectado o no por las decisiones que se adoptaran, no veía la razón para que se habilitara a estas personas sólo para votar en las elecciones presidenciales y plebiscitarias y no en todas.


Negó validez a la afirmación que se hiciera en el sentido de que la mayor parte de los países reconocía el derecho a sufragio a sus nacionales en el extranjero, señalando que no era efectivo y terminó lamentando que el Gobierno hubiera variado su posición inicial, en cuanto a exigir la existencia de un vínculo con el país para permitir votar a los chilenos en el exterior.


El diputado señor Díaz discrepó de las afirmaciones del diputado señor Squella recordando, en primer lugar, que esta iniciativa obedecía a un acuerdo político destinado a satisfacer un largo anhelo de los chilenos en el exterior, que el artículo 13 de la Carta Política solamente exigía para ser ciudadano tener dieciocho años de edad y no hallarse condenado a pena aflictiva y, en su inciso segundo, precisaba que la calidad de ciudadano otorgaba los derechos de sufragio, de optar a cargos de elección popular y los demás que la Constitución o la ley confirieran. En otras palabras, la reforma que se proponía solamente pretendía materializar un derecho ya reconocido por la Carta Fundamental, la que en parte alguna exige residencia en el país para poder ejercer este derecho.


Haciéndose cargo de las demás observaciones que se hicieran, señaló que no estaba de acuerdo con la restricción que se imponía al ejercicio de este derecho, el que debería habilitar para votar en todo tipo de elecciones, como tampoco que no era la mera residencia en el país la única fuente generadora de este derecho, porque también lo era la nacionalidad y que en lo referente a los derechos considerados más importantes que el de sufragio, recordó que la protección del derecho a la salud, reconocido en la Carta Política, se extendía a chilenos y extranjeros residentes sin distinción.


Por otra parte, consideraba que esta reforma podría ser innecesaria, por cuanto bastaría que la autoridad cumpliera con la obligación constitucional de permitir el ejercicio del derecho a sufragio de los chilenos en el extranjero, sin perjuicio de lo cual la iniciativa vendría a hacer justicia a muchos connacionales que debieron abandonar forzadamente el país y que constituyeron vínculos en los países que los acogieron, por lo que regresar a Chile para muchos significaría nuevas rupturas familiares.


El diputado señor Araya hizo presente que la reforma que propone el proyecto se encontraba tanto en los programas de gobierno de la Concertación como en los del actual Presidente y, en realidad, no hacía otra cosa más que permitir el ejercicio de un derecho consagrado en la Constitución por parte de los chilenos que cumplen con los requisitos que la misma Carta Política impone, la que, por lo demás, en parte alguna señala que quienes residen en el extranjero no pueden votar. Más aún, creía innecesaria esta reforma por cuanto bastaría con modificar la ley de votaciones populares y escrutinios, disponiendo que el Servicio Electoral deberá establecer las medidas para permitir el sufragio de los chilenos que se encuentren en el extranjero.


El diputado señor Calderón señaló que más allá de los argumentos jurídicos expuestos, existía un fundamento político que no podía dejar de considerarse, cual era la sujeción de las personas a la realidad regulada por sus autoridades. En efecto, si una persona vive en el extranjero no le afectan las medidas adoptadas por las autoridades, luego no veía las razones para que personas que no tienen vinculación alguna con la realidad del país, puedan, en cambio, incidir en la realidad de otras personas que si sufren las consecuencias de las decisiones adoptadas por sus autoridades.


b.- Intervenciones recibidas por la Comisión.


Durante el desarrollo del debate, la Comisión recibió el parecer de las siguientes personas:


1.- Don Claudio Troncoso Repetto, profesor de Derecho Internacional Público, refiriéndose al origen de la idea que inspira este proyecto, señaló que hasta la fecha se habían analizado diversas iniciativas, empezando por la presentada por el entonces diputado don Carlos Dupré en 1991 y que no había prosperado por falta de consenso, tal como había sucedido con la que a su vez presentó en esta Cámara la parlamentaria señora Isabel Allende en el año 2007 y que no logró reunir el quórum necesario de aprobación. Finalmente, el actual Presidente de la República se había comprometido a legislar sobre esta materia enviando dos proyectos, ingresados en el Senado y que establecía como requisito la exigencia de un vínculo con el país, traducido en el hecho de que cada cierto tiempo viajaran al país, lo que no fue aceptado pues muchos parlamentarios estimaron inadmisible dicha exigencia.


Agregó que, más tarde, al discutirse el proyecto de inscripción automática y voto voluntario, el Ministro Secretario General de la Presidencia se comprometió a ingresar una iniciativa sobre esta materia, pero como ello no se materializó, las senadoras señoras Alvear y Allende y el senador señor Patricio Walker presentaron una moción de reforma constitucional para permitir el voto de los chilenos en el extranjero sin otro requisito que el de inscribirse en los consulados respectivos. Agrego que al discutirse esa moción en la Comisión de Constitución del Senado, se alcanzó un acuerdo que se refleja en el proyecto en actual debate.


En virtud de dicho acuerdo, se convino en los siguientes aspectos:


1.- Los ciudadanos que cumplen con los requisitos que establece la Constitución para tener derecho a sufragio, podrán votar desde el extranjero por el solo hecho de dirigir una solicitud en tal sentido al Servicio Electoral, si se encuentran en Chile, o a los consulados respectivos si están fuera del país, petición que deberá cumplir con los requisitos formales que señale la ley.


2.- La solicitud debe formularse para cada elección presidencial o plebiscito nacional, cuestión sobre la que primó el parecer de los parlamentarios de la Alianza sobre el de los de la Nueva Mayoría, contrarios a esta exigencia.


3.- El derecho a sufragio se ejerce respecto de las elecciones presidenciales y plebiscitos nacionales, sin perjuicio de que la ley orgánica constitucional respectiva extienda el ejercicio de este derecho a las elecciones primarias presidenciales.


4.- Lo anterior no sería obstáculo para que estos chilenos residentes en el extranjero puedan votar en todo tipo de elecciones cuando se encuentren en el país, toda vez que están inscritos automáticamente y nada les impide acudir a la correspondiente mesa.


Agregó que la votación en el extranjero se efectuaría en los consulados, conforme a la regulación que se establezca en la ley orgánica, existiendo en la actualidad cuatro proyectos que abordan la forma en que se materializará el sufragio.


Al respecto, describió los principales aspectos de este nuevo mecanismo, señalando que la solicitud, ya sea que se presente ante el Servicio Electoral o en el extranjero, debe precisar la ciudad y el consulado a cuya jurisdicción pertenece quien desee ejercer su derecho a sufragio; en cada consulado se constituirá una circunscripción electoral y se instalarán mesas de votación, todo ello sin perjuicio de que en atención a situaciones excepcionales como la distancia y la cantidad de electores, autorice la ley que un consulado pueda comprender más de una circunscripción electoral.


En lo que se refiere a la conformación del padrón electoral, el Servicio Electoral deberá proceder a borrar temporalmente a estos electores del que corresponda al domicilio que tengan en Chile, evitándose la posibilidad de la doble votación, por cuanto si se formula la solicitud se produce el traslado del domicilio al consulado de, por ejemplo, Mendoza, quedando imposibilitado de sufragar en Chile.

Explicó, asimismo, que bajo la denominación de consulado se comprenden no sólo las oficinas consulares sino también las secciones consulares de la misión diplomática, estando a cargo del proceso un funcionario de planta del Servicio Exterior o el cónsul respectivo, según corresponda.


Ante algunas consultas, explicó que con la reforma constitucional del año 2005 se había extendido la nacionalidad chilena ya que el principio del jus sanguinis que se aplicaba era muy restrictivo, por cuanto se exigía a los hijos de chilenos nacidos en el extranjero, residir más de un año en el país para adquirir la nacionalidad. A consecuencias de esa reforma, la exigencia para obtener la nacionalidad se mantuvo para obtener la calidad de ciudadano y poder ejercer los derechos de tales. En todo caso, para reconocer la calidad de chileno a los nacidos fuera del país, se establecía un límite generacional, de tal manera que el abuelo tiene que haber nacido en Chile para que el nieto tenga la nacionalidad chilena, quien, si quiere ejercer el derecho a sufragio requiere haberse avecindado en el país por más de una año.


Igualmente, hizo presente que esta reforma constitucional limitaría la posibilidad de que la ley orgánica constitucional que se dictara, estableciera otros requisitos que no fueran los estrictamente formales para sufragar en el extranjero, como también que sería esa ley la que definiría los consulados competentes para hacerse cargo de los procesos electorales, siendo posible que incluso contaran con las facultades para arrendar locales para instalar las mesas receptoras en caso de no contar con la capacidad suficiente.


Finalmente expresó que de acuerdo a los antecedentes en poder de la Cancillería, existen alrededor de ochocientos mil chilenos que viven en el extranjero y que tienen derecho a sufragio, pero no pueden ejercer ese derecho porque en el curso de veintitrés años, los poderes colegisladores nacionales no se han puesto de acuerdo para regularlo. Esta normativa y la posterior ley orgánica, pretenden reglar esta situación y aunque la primera es producto de un acuerdo político, debía tenerse presente que no se acogieron todas las ideas de los senadores de la Nueva Mayoría, quedando fuera que el derecho a sufragio abarcara todos los actos eleccionarios y que solamente bastara una solicitud para que se pudiera ejercer el derecho indefinidamente, sin solicitarlo cada vez. A su vez, los senadores de la Alianza cedieron en cuanto a la exigencia de un vínculo con el país, como el viajar a Chile cada cierto tiempo o poseer bienes en el territorio.


2.- Don Andrés Sotomayor Morales, asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, haciéndose cargo de una observación del diputado señor Burgos en el sentido de que le parecía un tanto excesivo que se encomendara a la ley orgánica regular la manera en que se efectuarán los procesos electorales y plebiscitarios en el exterior, siendo más conveniente referirse sólo a la forma en que se llevarán a cabo las votaciones, señaló que se justificaba la alusión al proceso porque existen una serie de acciones que preceden al sufragio mismo, como son la preparación de las mesas de votación, la designación de vocales, etc.


Precisó, igualmente, que esta iniciativa estaba pensada para cualquier ciudadano chileno que se encontrara en el extranjero, respecto de quienes la misma ley orgánica deberá disponer su exclusión del padrón que se confecciona en cada elección a fin de evitar fraudes de doble votación, es decir, en Chile y en el exterior. Ante una consulta del diputado señor Cristián Mönckeberg, acerca de que si una persona sabe anticipadamente que para una elección estará fuera del país, podría solicitar su traslado al consulado respectivo, respondió afirmativamente.


Explicó que el plazo para presentar la solicitud para participar en un proceso electoral, deberá también fijarse en la ley orgánica, para lo cual deberá tenerse en consideración que las actualizaciones de datos para la confección del padrón, se suspenden 120 días antes de la realización de la elección. Igual plazo podría establecerse para la presentación de la solicitud. En todo caso, estimaba que el plazo era un requisito puramente formal que era parte de la regulación del proceso electoral y que como tal, no le parecía que debiera establecerse en la Constitución.


En lo que se refería a la idea original de este proyecto, señaló que siempre la idea había sido legislar sobre esta materia, estableciendo un criterio de vinculación con el país y así se había enviado al Senado, conjuntamente con el proyecto de ley orgánica constitucional, todo lo cual no había prosperado. Recordó que la reforma constitucional había sido rechazada en el primer trámite y que en el proyecto de ley orgánica se establecía el criterio de vinculación, respecto del cual el Jefe del Estado se había abierto a aceptar que dicho vínculo fuera el que se está proponiendo en esta iniciativa. 

c.- Discusión en general y en particular. 


El diputado señor Burgos dijo entender que esta iniciativa se aplicaba a todo ciudadano con derecho a sufragio que se encontrara fuera del país por cualquier causa, ya sea como residente permanente o como turista, pero que, en todo caso, le llamaba la atención que se incluyera en la Constitución un requisito tan formal como que debiera indicarse el consulado en que se ejercerá el derecho a sufragio.


El diputado señor Harboe resaltó que, a diferencia de otros proyectos sobre la materia, se hablara en este caso de ciudadanos con derecho a sufragio y no de residentes en el extranjero, considerando que por tratarse de un derecho inalienable, la ley debería reglar en forma exhaustiva la forma y oportunidad de efectuar la solicitud.


Se mostró partidario de sustituir la redacción propuesta para el inciso primero del artículo 13, estableciendo que los ciudadanos con derecho a sufragio que se encuentren fuera del país, por el sólo hecho de solicitarlo, podrán sufragar desde el extranjero en las elecciones de Presidente de la República y en los plebiscitos nacionales, redacción que evitaría se entendiera que para cada acto eleccionario sería necesario elevar una solicitud.


Igualmente, hizo presente que la norma se refería a consulados en términos generales, en circunstancias que, por ejemplo, en España, existen consulados profesionales en Madrid y en Barcelona, pero el de Málaga es honorario, con un horario de funcionamiento restringido, de 10.00 a 12.00 horas, y no cuenta con la infraestructura suficiente como para afrontar un proceso electoral.


Asimismo, le parecía que señalar el consulado en que se ejercerá el derecho era un requisito formal que no debiera establecerse en la Constitución, sino en la ley orgánica. Además, el ciudadano podría no saber cual sería la jurisdicción del consulado en que le correspondería votar, pareciéndole más apropiado exigirle señalar en la solicitud el lugar en que se encontrará, de tal manera que sea el Servicio Electoral quien le indique a qué consulado concurrir. 

Consideró de suma importancia la fijación de un plazo para la presentación de la solicitud, por cuanto quien viaje fuera del país como turista, necesita saber hasta cuando tiene la posibilidad de solicitar el traslado de domicilio.


El diputado señor Ceroni estimó necesario buscar una opción distinta a la de exigir una solicitud, la que supone efectuar un trámite, como podría ser presentarse simplemente a votar.


El diputado señor Squella coincidió con el diputado señor Harboe en cuanto a la necesidad de efectuar una distinción ente los consulados en los que se podrá ejercer el derecho a sufragio, por cuanto la norma propuesta no señala con claridad esa materia. Asimismo, estimó absurdo que se reconozca el derecho a sufragio a personas que pueden llevar muchos años en otros países y, en cambio, el ciudadano chileno que está en Arica pero que figura inscrito en Iquique, no pueda hacerlo si no concurre a esta última ciudad.


Por otra parte, mostró interés en conocer las razones por las cuales en esta materia, se abandonó la exigencia de un vínculo con el país para los efectos de reconocer el derecho a sufragio.


El diputado señor Cardemil reconoció que el proyecto representaba una buena solución para los ciudadanos que se encuentran fuera del país por razones de negocios o en calidad de turistas, pero la propuesta debiera referirse únicamente a aquellos chilenos que residen en el extranjero por un tiempo determinado, porque, de lo contrario, se produce la situación que describiera el diputado señor Squella, ya que la situación de quien viaja al extranjero podría asimilarse a la del ciudadano inscrito en Iquique pero que trabaja en Arica. Creía que en estos casos debería contemplarse un tratamiento similar, ya que de lo contrario se estarían dando más facilidades para votar al que se encuentra temporalmente en el extranjero, que al que está en Chile en una ciudad distinta a la que corresponde a su domicilio electoral.


El diputado señor Cristián Mönckeberg argumentó que si una persona sabe que estará en un lugar del país distinto a aquel en que le corresponde votar, puede solicitar anticipadamente el cambio de domicilio.


Cerrado el debate, se aprobó la idea de legislar por mayoría de votos (6 votos a favor, 2 en contra y 1 abstención). Votaron a favor los diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz, Harboe, Cristián Mönckeberg y Rincón. En contra lo hicieron los diputados señores Calderón y Squella. Se abstuvo el diputado señor Cardemil.


Antes de votar en particular, los diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz, Harboe, Cristián Mönckeberg y Rincón presentaron una indicación para suprimir las expresiones “indicando el Consulado donde se ejercerá este derecho”, sustituyendo la coma que las precede por un punto seguido, la que resultó aprobada, conjuntamente con el artículo, por mayoría de votos. ( 7 votos a favor, 1 en contra y 1 abstención). Votaron a favor los diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz, Harboe, Cristián Mönckeberg y Rincón. En contra lo hizo el diputado señor Calderón. Se abstuvo el diputado señor Squella.

-o-

Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el señor diputado informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


Artículo único.- Intercálase, en el artículo 13 de la Constitución Política de la República, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:


“Los ciudadanos con derecho a sufragio que se encuentren fuera del país podrán sufragar desde el extranjero en las elecciones de Presidente de la República y en los plebiscitos nacionales, por el solo hecho de solicitarlo para cada elección o plebiscito. Dicha solicitud se dirigirá al Servicio Electoral, pudiendo realizarse en Chile o a través de los Consulados de Chile en el extranjero. Una ley orgánica constitucional establecerá los requisitos formales que deberá contener la mencionada solicitud y regulará la manera en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios en el extranjero, en conformidad a lo dispuesto en los inciso primero y segundo del artículo 18.”
-o-
Sala de la Comisión, a 7 de enero de 2014


Acordado en sesiones de fechas 18 de diciembre de 2013 y 7 de enero de 2014 con la asistencia de los diputados señor Cristián Mönckeberg Bruner (Presidente), señora Marisol Turres Figueroa y señores Pedro Araya Guerrero, Jorge Burgos Varela, Giovanni Calderón Bassi, Alberto Cardemil Herrera, Guillermo Ceroni Fuentes, Marcelo Díaz Díaz, Felipe Harboe Bascuñán, Cristián Letelier Aguilar, Ricardo Rincón González y Arturo Squella Ovalle.

(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Abogado Secretario de la Comisión.”
7. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que rebaja el impuesto territorial correspondiente a propiedades de adultos mayores vulnerables económicamente. (boletín Nº 9.199-05).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa, en primer trámite constitucional y en primero reglamentario, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, el proyecto mencionado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios pertinentes, se hace constar, en lo sustancial, previamente al análisis de fondo y forma de esta iniciativa, lo siguiente:


1°) Que la idea matriz o fundamental del proyecto en informe consiste en eximir, total o parcialmente, de la obligación de pagar el impuesto territorial a los adultos mayores que indica.


2°) Que el articulado de esta iniciativa no contiene disposiciones de quórum especial de aprobación.


3°) Que el proyecto fue aprobado, en general, por mayoría de votos, con el voto favorable de los Diputados señores Auth, don Pepe; Baltolu, don Nino; Edwards, don José Manuel; Macaya, don Javier; Marinovic, don Miodrag; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y voto negativo de los Diputados señores Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos, y Robles, don Alberto.


4°) Que Diputado Informante se designó al señor Lorenzini, don Pablo.

-o-

Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Felipe Larraín, Ministro de Hacienda; Julio Dittborn, Subsecretario de Hacienda; la señora Rosario Celedón, Coordinadora de Mercado de Capitales; Francisco Moreno, Coordinador Legislativo, y Miguel Zamora, Coordinador de Políticas Tributarias, todos del Ministerio de Hacienda. 


Asistieron en representación de la Asociación Chilena de Municipalidades (AChM), los señores Santiago Rebolledo, Presidente; Iván Borcoski, Secretario Ejecutivo; Malik Mograby, Abogado, y Edgardo Vilches, Coordinador de Comunicaciones.

II. ANTECEDENTES GENERALES

A. Antecedentes de hecho y de mérito que justifican la iniciativa


Se argumenta en el mensaje que actualmente en nuestro país una de cada diez personas pertenece al grupo de Adulto Mayor, proporción que según proyecciones efectuadas, se espera que aumente considerablemente en los próximos años.


Teniendo entonces en consideración el número de adultos mayores en Chile, se han implementado diversas medidas que han contribuido a alivianar la pesada carga económica a la que éstos, por diversos motivos, se ven enfrentados.


En efecto, mediante la dictación de la ley N° 20.531, del año 2011, se impulsó la disminución de las cotizaciones de salud de los adultos mayores. Con este objeto, numerosos pensionados fueron beneficiados con la eliminación, en forma total o parcial, según corresponda, del cobro de su cotización previsional de salud, correspondiente al 7% de la pensión que reciben.


En igual sentido, se dictó la ley N° 20.506 que creó el bono bodas de oro que reciben todas aquellas parejas que hayan cumplido 50 años o más de matrimonio, y que tengan los requisitos establecidos en la ley. Al respecto cabe señalar que el valor actual de este reconocimiento asciende a la suma de $ 270.347, el cual se entrega en partes iguales para ambos cónyuges, es decir, cada uno recibe $ 135.174.

Adicionalmente, el Gobierno se ha propuesto contribuir a la consolidación de una política integral de envejecimiento positivo para Chile, la cual consiste en abordar de la mejor manera los desafíos que imponen los cambios demográficos a los que se está enfrentando el país, uno de los cuales como ya se ha mencionado, es el envejecimiento acelerado de la población. Para ello, el Servicio Nacional del Adulto Mayor junto a un Comité Técnico Interministerial se abocó a desarrollar una política pública que enfrente el tema del envejecimiento y la vejez, implementando los mecanismos adecuados que permitan hacer frente a esta nueva realidad.


Dentro de los mecanismos evaluados para fomentar la consolidación de esta política se encuentra la creación del Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor, el cual constituye una herramienta fundamental para que los adultos mayores más vulnerables de nuestro país y que se encuentren en situación de dependencia, puedan asistir a centros diurnos en donde puedan desarrollarse, recrearse y compartir con otros o contar con cuidadores habilitados psicológica y físicamente para atenderlos, o bien, cuando la situación sea de mayores niveles de vulnerabilidad o dependencia, éstos puedan residir en lugares en los que se le brinden cuidados de largo plazo acorde a sus necesidades. 


En lo que se refiere a beneficios tributarios al adulto mayor, en el año 2010 y con ocasión del terremoto, se envío a tramitación un proyecto de ley que modificó diversos cuerpos legales con el objeto de obtener recursos para la reconstrucción de nuestro país. El proyecto de ley fue aprobado como ley N° 20.455, la cual contempló reformas transitorias y permanentes para enfrentar la reconstrucción post terremoto, encontrándose entre las transitorias una sobretasa al impuesto territorial durante los años 2011 y 2012, de la cual se exceptúo expresamente a los adultos mayores que cumplieran con los requisitos establecidos en la ley.


El proyecto de ley en informe beneficia a aquellos adultos mayores que se encuentren en situación de vulnerabilidad económica, complementando así los otros mecanismos y herramientas antes referidos.


Finalmente, el proyecto de ley toma en consideración que el impuesto territorial es un impuesto al patrimonio de una persona y no a sus ingresos, lo que lo hace un impuesto especialmente gravoso para quienes se encuentran en una etapa avanzada de su vida, durante la cual obtienen ingresos bajos y al mismo tiempo experimentan un alza en los gastos propios de su edad. En razón de lo anterior, se viene en proponer una rebaja del impuesto respecto de propiedades raíces de adultos mayores vulnerables desde un punto de vista económico. El beneficio consiste en la disminución del impuesto territorial que deben pagar los adultos mayores hasta el equivalente al 10% de sus ingresos, cumpliendo con los requisitos contemplados al efecto.

B. Disposiciones legales que se relacionan o modifican por el proyecto


1) El impuesto territorial contenido en la ley N° 17.235, cuyo texto refundido se encuentra en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1998, del Ministerio de Hacienda.


2) El Código Tributario contenido en el decreto ley N° 830, de 1974.

C. Contenido del proyecto


El proyecto consta de dos artículos. El primero, que concede la rebaja del impuesto territorial aludida, y el segundo, que introduce un ajuste en materia de plazos para que los contribuyentes y demás interesados reclamen del reavalúo de los bienes raíces.


La propuesta original beneficia a 34.000 adultos mayores, hombres cuya edad es igual o superior a 65 años y mujeres cuya edad es igual o superior a 60 años. Además, los ingresos deben encontrarse en el tramo exento del impuesto global complementario, esto es, los adultos mayores deben tener ingresos mensuales promedios menores a los $ 550.000 pesos, lo que corresponde prácticamente al 60% de los adultos mayores de menores ingresos de nuestro país.


Además, para que la medida esté focalizada en los adultos mayores más vulnerables económicamente, el beneficio se aplicará respecto de aquellos adultos mayores cuyas propiedades raíces tengan un avalúo fiscal que no supere los cien millones de pesos, límite similar al avalúo considerado para efectos de la aplicación de la sobretasa de 0,275% en la ley N° 20.455. Además, en caso de tener más de un inmueble cuyos avalúos fiscal estén bajo dicho monto, el beneficio se aplicará únicamente a la que tenga el avalúo fiscal mayor, mientras la suma del valor de las propiedades no exceda los cien millones de pesos.


Se propone aplicar el beneficio aludido a casos de común ocurrencia, esto es, al caso en el cual los cónyuges adultos mayores tengan copropiedad respecto del inmueble, o bien, que el adulto mayor beneficiario sea cónyuge sobreviviente y, habitando el inmueble, sea dueño del mismo junto a sus hijos, habiendo éstos sucedido a su padre o madre fallecido. En estos casos se aplica el beneficio en forma proporcional a los derechos que el cónyuge que posea en el inmueble respectivo, con tal que cumpla con los requisitos al efecto.


El beneficio se aplicará mediante una propuesta hecha por el Servicio de Impuestos Internos, la cual deberá ser aprobada por el beneficiario. Esta propuesta será elaborada con la información de la Operación Renta del año en curso. El Servicio de Impuestos Internos dictará una resolución dentro de los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, estableciendo la forma y plazo en que dicha presentación debe efectuarse.


En caso que el proyecto sea aprobado en tiempo para que opere en 2014, se establece que se ocupará la información de la Operación Renta de abril de 2013, y se emitirán las cuotas 1 y 2 del año 2014, con un descuento total equivalente a la mitad del monto anual determinado del beneficio distribuido uniformemente entre estas 2 cuotas.


Se modifica el Código Tributario para ajustar los plazos de los procedimientos especiales de reclamo de los reavalúos generales y modificaciones particulares al avalúo de los bienes raíces y, asimismo, se concede en estos casos el recurso de reposición administrativa introducido en el procedimiento general de reclamación por la ley N° 20.322, de 2009.


Se propone que los reclamos de avalúos individuales se ajusten a los mismos plazos que tienen los contribuyentes para reclamar conforme al procedimiento general de reclamación a que se sujetan todas las reclamaciones de los contribuyentes por actuaciones del Servicio de Impuestos Internos que no tengan asignada por la ley un procedimiento especial. En este tipo de reclamos los contribuyentes merecen contar con un plazo de 90 días para reclamar, el cual es el mismo plazo que tienen para reclamar de otro tipo de actos bajo el procedimiento general de reclamación. Asimismo, se propone conceder el recurso de reposición administrativa en igualdad de condiciones a las existentes bajo el procedimiento general de reclamación establecido en el Código Tributario. Con estas modificaciones se busca, además, dar cierta simetría en materia de plazos para reclamar entre los diferentes procedimientos de reclamo del Código Tributario, no existiendo razones poderosas para mantener plazos diferenciados.


Tratándose del reclamo de los reavalúos generales y atendido el volumen de reclamos que históricamente ha significado dicho reavalúo general, se propone ampliar el plazo de reclamo a un total de 180 días, pudiendo el contribuyente o las municipalidades interponer la reposición administrativa en iguales condiciones a las existentes bajo el procedimiento general de reclamaciones, la cual en todo caso, se entenderá rechazada de no existir pronunciamiento en el plazo de 90 días.

D. Antecedentes presupuestarios y financieros


En el informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 17 de diciembre de 2013, se señala que de acuerdo a lo establecido en el artículo 37 del decreto supremo N° 2.385, de 1996, sobre Rentas Municipales “las municipalidades percibirán el rendimiento total del impuesto territorial”. En consecuencia, los cambios propuestos en el proyecto no afectan los ingresos contemplados en el presupuesto del sector público del año 2014, ni el de los años siguientes.


Respecto al efecto en la recaudación del impuesto territorial, se identificaron durante el año tributario 2013, veintinueve mil trescientos siete adultos mayores con una o más propiedades con destino habitacional que cumplen con los requisitos para obtener el beneficio tributario, es decir, pertenecen al tramo exento del impuesto global complementario, su contribución anual excede el 10% de su ingreso, la suma de los avalúos de sus propiedades no supera los $ 100 millones, y la propiedad se encuentra inscrita al mismo nombre del propietario desde al menos 2 años. La contribución anual que estos pagan asciende a los $ 6.205 millones, y la menor recaudación con el nuevo beneficio hubiese alcanzado los $ 4.234 millones.


Para estimar el efecto en régimen de la medida se deben tomar en cuenta algunos factores que podrían aumentar el monto enunciado anteriormente. Entre estos se cuenta el reavalúo no agrícola habitacional que entrará en régimen el año 2014, el cual actualiza el catastro de bienes raíces, y que no se encuentra incorporado en los valores antes señalados. Además, se deben considerar el crecimiento demográfico de los adultos mayores y los potenciales beneficiarios cónyuges que sean copropietarios del inmueble.


Por lo tanto, de acuerdo a los antecedentes y estimaciones entregadas por el Servicio de Impuestos Internos, se proyecta que los factores mencionados en el párrafo anterior repercutirán en un aumento del 20% respecto de los resultados obtenidos con la información del año tributario 2013. Así, la menor recaudación estimada del impuesto territorial asciende, el primer año de su implementación, a $ 5.080 millones, estimación que no incluye los posibles traspasos de inmuebles a adultos mayores que podrían incrementar el valor señalado.


Mediante informe financiero de fecha 8 de enero de 2014, relativo a la indicación N° 382-361 del Ejecutivo, se reitera que los cambios propuestos no afectan los ingresos contemplados en el presupuesto del sector público del año 2014, ni de los años siguientes.

III. DISCUSIÓN DEL PROYECTO


A. Discusión general


El señor Felipe Larraín sostuvo que el proyecto recoge una inquietud expresada por diversos parlamentarios con respecto a la delicada situación económica en que vive un gran número de adultos mayores en nuestro país. 


En efecto, la iniciativa busca beneficiar precisamente a los adultos mayores de clase media vulnerable, al disminuir el monto anual pagado en impuesto territorial para que este no exceda del 10% de su ingreso anual. De hecho esta medida viene a complementar otros mecanismos y herramientas implementadas durante este gobierno en beneficio de este grupo, como la eliminación total o parcial de la cotización de salud y la creación del bono bodas de oro. 


Precisó, sin embargo, que los adultos mayores más necesitados no pagan impuesto territorial al vivir en propiedades que tienen un avalúo fiscal inferior a $ 18.893.000.


Los beneficiarios del proyecto serán las mujeres que tengan al menos 60 años de edad y los hombres que tengan 65 años o más, siempre que sus ingresos anuales no excedan el límite superior del tramo exento del impuesto global complementario, esto es, aproximadamente $ 550.000 mensuales, y que la suma de los avalúos de todas sus propiedades no supere los 
$ 100 millones, monto similar al valor considerado para la aplicación de la sobretasa de 0,275% al impuesto territorial que se estableció en forma transitoria con el objeto de allegar recurso para la reconstrucción del país.


En caso de existir varias propiedades, el beneficio se aplica sobre la propiedad de mayor valor, siempre que el valor de todos los inmuebles no supere los $ 100.000.000.


Además, el proyecto establece que el inmueble debe estar inscrito a su nombre, o en conjunto con su cónyuge o hijos que hayan sucedido al cónyuge fallecido, en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces respectivo, con al menos 2 años de antigüedad al 31 de diciembre del año anterior al que se haga efectiva la rebaja, y el inmueble debe ser destinado efectivamente a la habitación.


Este proyecto beneficiará a 34.000 contribuyentes, distribuidos a lo largo de todo el país, sostuvo.

El beneficio consiste en que los contribuyentes que cumplan los requisitos pagarán como máximo al año el 10% de su ingreso anual de impuesto territorial por las propiedades no agrícolas con destino habitacional.

Para determinar si un adulto mayor es o no beneficiario se utiliza la información de sus ingresos de la operación renta del año en curso.


 El beneficio se aplicará a las cuotas de impuesto territorial que se giren desde el semestre siguiente al de la entrada en vigencia de esta ley. Pero, si este proyecto se aprueba antes del 30 de mayo de 2014 la rebaja regirá respecto de la primera y segunda cuota del impuesto territorial que se devengue en dicho año, tomando en cuenta la información que el SII obtuvo en la operación renta 2013.


A modo de ejemplos, el Ministro indica que una persona que recibe una pensión básica solidaria mensual de $ 82.058 paga una cuota de $ 31.350 por concepto de contribuciones por una propiedad con avalúo fiscal de $ 30.000.000. De aprobarse el proyecto, la cuota máxima será de sólo $ 24.617, lo que significa que pagará $ 6.733 menos por cuota, es decir, tendrá un beneficio anual de $ 26.930. Si la persona con pensión básica solidaria tiene una propiedad de $ 35.000.000 de avalúo fiscal hoy paga $ 45.100 por cada cuota de sus contribuciones. Con el beneficio la cuota máxima será de sólo $ 24.617, lo que implica que pagará $ 20.483 menos por cuota, esto es, tendrá un beneficio anual de $ 81.930. Una persona con un ingreso mensual de $ 125.000 que tiene una propiedad con avalúo fiscal de $ 45.000.000 paga $ 72.600 por concepto de contribuciones. Con el proyecto la cuota máxima será de sólo $ 37.500, lo que significa una rebaja de $ 35.100 por cuota, es decir, tendrá un beneficio anual de $ 140.400.

El Diputado señor Robles solicitó se informe acerca del monto del beneficio para una persona que percibe una renta mensual de $ 550.000, que es el límite superior del tramo exento del impuesto global complementario y que tenga un inmueble de $ 100.000.000 de avalúo fiscal.


El Diputado señor Auth expresó compartir conceptualmente esta iniciativa en la medida que esté bien focalizada. Para poder determinar si el beneficio podría focalizarse mejor, solicitó que el Ministerio realice diversos ejercicios bajando el porcentaje que se paga por concepto de contribuciones en relación al ingreso anual de 10 a 5%, manteniendo el mismo gasto.


Además, requirió al Ministro la información desagregada por comuna de los beneficiarios. 

El Diputado señor Lorenzini compartió el planteamiento del Diputado señor Auth en el sentido que conceptualmente es un proyecto que suscita respaldo, ya que beneficia a los adultos mayores más vulnerables del país.
En cuanto al costo de la iniciativa señaló que, si bien no tiene impacto fiscal sí afectará el presupuesto de los municipios, los que tendrán una menor recaudación del impuesto territorial estimada de $ 5.000 millones durante el primer año. Ante esto consultó si el Gobierno ha evaluado implementar algún mecanismo para compensar o suplementar en parte la pérdida de recursos que va a afectar las finanzas municipales.

También solicitó el detalle de los beneficiarios por comuna para poder determinar el impacto de esta medida en los municipios.


El Diputado señor Jaramillo estimó necesario que se compense a los municipios por la menor recaudación que tendrán por concepto de impuesto territorial, lo que afectará sus finanzas.


El Diputado señor Montes consultó si se han evaluado otros mecanismos para alivianar la situación económica de los adultos mayores más vulnerables como la entrega de un subsidio directo, que presenta más ventajas, ya que se entrega caso a caso por el municipio que tiene las herramientas de gestión para evaluar su procedencia, permite mayor flexibilidad en su entrega, es de cargo fiscal, y focaliza de mejor manera la rebaja en los adultos mayores más necesitados del país.


El Diputado señor Silva agradeció al Ejecutivo el envío de este proyecto, que aborda un tema que ha generado preocupación transversal entre los parlamentarios.


Al respecto, recordó que en este tema se habían propuesto tres opciones: 


1. Que el pago de las contribuciones no excediera del 5% del ingreso total del adulto mayor.


2. Congelar las alzas de los reavalúos para los adultos mayores que cumplieran determinados requisitos.


3. Devolución de una cuota de contribuciones.


Si bien expresó compartir la manera en que se ha abordado este tema, solicitó que se analice cual sería el costo de aumentar la cobertura a contribuyentes de contribuciones equivalentes al 5% de su ingreso anual; cuántos adultos mayores pagan por concepto de impuesto territorial entre el 0 y el 5% de su ingreso anual; cuántos pagan entre el 5 y el 10% de su ingreso anual y cuántos pagan más del 10% de su ingreso anual en contribuciones.

Por último, requirió del Ejecutivo la opinión sobre la hipoteca revertida, instrumento que permite al adulto mayor seguir viviendo en su propiedad con mayor holgura económica, alternativa que fue discutida largamente en la Comisión Especial del Adulto Mayor.

El Diputado señor Robles reiteró la necesidad de conocer la distribución territorial de los adultos mayores beneficiarios de esta iniciativa. A su juicio, la mayoría de los 34.000 beneficiados viven en Santiago, de manera tal que no habría una distribución equitativa entre las distintas comunas del país.


Es por ello que compartió la propuesta del Diputado señor Montes en el sentido que el instrumento que debe utilizarse para paliar el alto costo que representa para ciertos adultos mayores el pago de sus contribuciones sea un subsidio del Estado, lo que permitiría establecer requisitos objetivos y focalizar bien el beneficio en los más necesitados.

El Ministro Larraín corroboró que la distribución de los beneficiarios del proyecto está en todo el país. Si bien es posible que el mayor porcentaje esté en las comunas de la Región Metropolitana, ello obedece a que en esta región se concentra el 43% de la población del país.


Enfatizó que es prácticamente imposible que un beneficio con requisitos objetivos se distribuya en forma proporcional a lo largo del país, a menos que el beneficio imponga esa restricción. Pero, parece más razonable que la restricción se establezca en relación a dos variables: un porcentaje del ingreso y el valor de la propiedad.


En este sentido expresó que se harán los ejercicios que se han solicitado, manteniendo el costo del proyecto.


Con respecto al tope del valor de la propiedad en $ 100 millones, reiteró que el criterio empleado fue mantener el mismo tope que se utilizó para la aplicación de la sobretasa al impuesto territorial de 0,275% que se estableció en el año 2010 en forma transitoria para financiar la reconstrucción del país. En cuanto al 10% del ingreso se homologó al porcentaje máximo que debe pagar una persona beneficiaria del crédito con aval del Estado en relación a sus ingresos.


Se comprometió a entregar en una próxima sesión la información solicitada desagregada por región y comunas y también se harán las simulaciones que se han requerido, todo lo cual permitirá tomar una decisión en torno a este punto, afirmó.


En cuanto a la propuesta de algunos señores diputados de compensar con dineros fiscales a las municipalidades por los menores ingresos que percibirán como consecuencia de esta iniciativa, planteó que para hacer un análisis completo de las finanzas de los municipios debe tenerse presente que éstos han obtenido mayores ingresos como consecuencia del proceso de reavalúo de las propiedades comerciales desde el 1° de enero de 2013. Además, a contar del 1° de enero de 2014 comenzará a regir el reavalúo de las propiedades urbanas residenciales, lo que también incrementará las arcas municipales. Por último, no debe olvidarse que el Fondo Común Municipal se ha incrementado en forma importante en los últimos años por la vía del aumento de los ingresos fiscales.

En este escenario, concluyó el señor Ministro, parece perfectamente posible hacer una pequeña contribución a los adultos mayores más necesitados por parte de los municipios.

Aclaró que de las conversaciones que han sostenido con los alcaldes, estos han expresado su respaldo a esta iniciativa.

Con respecto a la hipoteca revertida, señaló que este instrumento financiero no se ha utilizado en el país por razones de tipo cultural más que por problemas de carácter legal, ya que supone dejar a los futuros descendientes sin herencia.

Respondiendo al Diputado señor Montes, precisó que se analizaron distintos mecanismos, concluyéndose que la alternativa propuesta en el proyecto es la mejor, habida consideración del costo de esta iniciativa.


El Diputado señor Lorenzini planteó, en cuanto al fondo del proyecto, que si bien comparte su objetivo, el beneficio que se entregará a los adultos mayores y el número de beneficiarios es muy limitado. Por ello propuso que además de los $ 5.000 millones de cargo de los municipios, el Fisco aporte otros $ 5.000 millones, lo que permitirá incrementar el beneficio.


El Diputado señor Auth estimó necesario precisar en el proyecto que debe tratarse de una propiedad con destino habitacional en la que efectivamente viva el adulto mayor beneficiario de la rebaja y no de una propiedad destinada a la renta o a otro propósito.


El Diputado señor Sandoval informó que en la Comisión Especial del Adulto Mayor se está tramitando una iniciativa en este mismo sentido, incluso se habló de extender el beneficio a propiedades de hasta 5.000 UF, por lo que considera razonable tanto el monto máximo de avalúo fiscal como la relación ingreso anual-pago de contribución.


Con respecto a la hipoteca revertida, tema que fue abordado en esta comisión especial, expresó que sin duda supone un cambio cultural mayor, puesto que implica que el adulto mayor dueño de la propiedad la disfrute en vida, pudiendo sus herederos recuperarla mediante una renegociación del crédito con la entidad financiera que lo otorga.

El Diputado señor Robles consultó, ¿por qué este proyecto no incluye a las propiedades rurales en los casos en que los adultos mayores vivan en ellas?


El Ministro Larraín explicó que el régimen patrimonial de los cónyuges no tiene relevancia en este proyecto porque lo determinante es a nombre de quién está la propiedad. En el caso que la propiedad esté a nombre de los dos cónyuges, esto es, que exista una copropiedad, el valor del inmueble se considerará a prorrata del porcentaje de participación que cada uno tenga en la comunidad, debiendo cada uno de los cónyuges en forma individual cumplir el requisito del límite de ingresos anuales. Por tanto, el proyecto no discrimina por régimen patrimonial o tipo de familia.

En cuanto a la propuesta del Diputado señor Auth en el sentido de exigir que el adulto mayor deba vivir efectivamente en la propiedad para ser beneficiario de la rebaja, explicó que esta exigencia existe en el caso de copropiedad entre el cónyuge sobreviviente y sus hijos.


Si bien expresó que se evaluará esta propuesta, estimó que esta omisión tiene un mecanismo de corrección, puesto que si el adulto mayor deja de vivir en su propiedad y la arrienda, esa renta va a engrosar sus ingresos y por lo tanto, el monto del beneficio sería menor.

El señor Miguel Zamora complementó la respuesta anterior, indicando que como se trata de una situación de hecho, es de difícil prueba, respecto de lo cual el SII no tiene información. Por tanto, concluyó, incorporar esta exigencia como requisito objetivo entrabaría la aplicación de este beneficio.


El señor Larraín, respondiendo al Diputado señor Robles, señaló que el tema de las propiedades rurales será abordado en un proyecto independiente, de forma tal que muchas de estas propiedades de características precarias quedarán exentas del pago de contribuciones por tener un valor inferior al límite exento.


El señor Iván Borcoski manifestó que, estando de acuerdo con el espíritu de la iniciativa en referencia, a la AChM le preocupa que no haya una compensación a los municipios por la menor recaudación del impuesto territorial que ella implicaría y abogó por otorgar a los adultos mayores un subsidio directo para reducir el impacto del reavalúo de sus propiedades. Basa su petición en la circunstancia de que sólo el 40% de dicho impuesto constituye ingreso propio de las municipalidades, a lo que se agregan $ 8,7 mil millones de aporte fiscal al Fondo Común Municipal que debe repartirse entre todas ellas, mientras que la rebaja contemplada en el proyecto, considerando los mismos ejemplos dados por el Ministro de Hacienda, implicarían un menor ingreso municipal de $ 4.773,6 millones (personas con PBS mensual de $ 125.000 y cuota de contribuciones de $ 72.600), más $ 2.785,6 millones (personas con PBS de $ 82.058 y cuota de $ 45.100), y más $ 915,6 millones (igual PBS y cuota de 
$ 31.350). Consultado al respecto, indicó que está en construcción el detalle de lo que cada municipio dejaría de percibir por este concepto.


El señor Borcoski informó que se efectuó un breve ejercicio que demuestra que en la Región Metropolitana no sólo las comunas de mayores ingresos se beneficiarían de esta iniciativa, sino también las de ingresos medios y medio bajos como La Cisterna y San Miguel.


El señor Ministro de Hacienda afirmó que el Ejecutivo ha valorado en base a datos concretos -y no a supuestos, como ha hecho la AChM- el costo total del proyecto, el que según el informe financiero respectivo asciende a $ 5 mil millones.

Hizo presente, además, que el reavalúo de los bienes raíces urbanos no habitacionales aplicado en 2013 generó un mayor ingreso para los municipios del orden de $ 12.800 millones semestrales. Por consiguiente, en un año calendario, el mayor ingreso municipal por efecto del reavalúo comercial sería de $ 25.600 millones, a lo que deberá sumarse el mayor ingreso que genere el reavalúo de los bienes raíces urbanos destinados a la habitación que comenzará a regir el 1 de enero de 2014. Es decir, la rebaja parcial del impuesto territorial a los adultos mayores equivale a un quinto del mayor ingreso producido por el reavalúo comercial, sin considerar el reavalúo habitacional.


Consultado sobre el particular, indicó que el FCM del año 2014 no incluye la estimación de recursos adicionales que dejarían de percibir las municipalidades por efecto de la postergación del reavalúo de los predios agrícolas. Señaló, asimismo, que aún no está determinado el mayor ingreso que implicará el reavalúo de los predios urbanos habitacionales, pero el Ejecutivo está trabajando desde ya para crear mecanismos que permitan reducir su impacto en las personas.


Respondiendo a las consultas e inquietudes formuladas, señaló que, si se eximiera del pago de contribuciones a todas las propiedades de valor inferior a $ 100 millones de avalúo fiscal pertenecientes a contribuyentes exentos del impuesto global complementario (menos de $ 550 mil de ingreso mensual), el número de beneficiarios del proyecto ascendería a 107.900 personas y su costo se elevaría a $ 13.600 millones anuales aproximadamente. En tanto, si el tope de ingresos anuales se redujera a 5%, manteniendo los $ 100 millones de avalúo fiscal, los beneficiarios serían 49 mil y el gasto tributario sería del orden de $ 7 mil millones anuales.


¿Por qué defiende el Ejecutivo la rebaja del pago de contribuciones hasta el 10% del ingreso anual del contribuyente? Sucede que hay algunas comunas que tienen mayor cantidad de beneficiarios (adultos mayores que son dueños de propiedades avaluadas hasta en $ 100 millones, pero que han visto reducidos sus ingresos, particularmente al jubilar). Es el caso de Las Condes, que tiene 3.696 favorecidos de un total de 35 mil, pero también el mayor gasto tributario ($ 855 millones anuales de un total de $ 5 mil millones). Le siguen Providencia, con 2.318 beneficiarios y un menor ingreso por concepto de contribuciones de $ 433 millones anuales; Viña del Mar, con 2.129 beneficiarios y gasto tributario de $ 367 millones, y Ñuñoa, con 1.825 beneficiarios y un gasto de $ 271 millones, por nombrar algunas. Insistió en que las comunas con más beneficiarios son las que estarían haciendo un mayor esfuerzo, pero son también las que tienen mayores recursos.


Defendió la propuesta original del Ejecutivo porque afecta a las comunas con mayor cantidad de beneficiarios, que son también las de más altos ingresos, y porque sus alcaldes se han manifestado dispuestos a asumir el costo de la medida por estimarla adecuada. Rechazó por otra parte la idea de ofrecer una compensación monetaria de cargo fiscal a los municipios, justamente, porque favorecería a los que cuentan con mayores ingresos. Insistió, por último, en que todos los municipios del país han visto incrementados sus recursos el último año en cerca de US$ 50 millones por la entrada en vigencia del reavalúo comercial y recordó que este año recibirán además los provenientes del postergado reavalúo habitacional, por lo que el gasto que les signifique esta iniciativa será compensado por ellos.


El Diputado señor Lorenzini consideró que el proyecto beneficia a muy pocas comunas del país, que son justamente las que pueden asumir el costo de la rebaja de contribuciones, dado que el Fisco tampoco aporta recursos para financiarla. Anunció la presentación de indicaciones para rebajar a $ 70 millones el avalúo de los inmuebles afectados y para exigir que los contribuyentes acrediten de alguna manera su condición de vulnerabilidad, pero en definitiva se declara partidario de no aprobar este proyecto.


El Diputado señor Auth echó de menos información más acabada sobre el porcentaje de adultos mayores que serían beneficiados por el proyecto en cada comuna. Siendo aún partidario de liberar del pago de contribuciones a los adultos mayores, para quienes sus viviendas no tienen valor de cambio, piensa que el hecho de que esta iniciativa tenga tan poco impacto en comunas como Maipú o Estación Central se debe a la limitación del pago de contribuciones al 10% de los ingresos anuales de los contribuyentes. Insistió por ello en solicitar que se analice qué ocurriría si se ampliara el beneficio rebajando dicho límite al 5% de los ingresos.


El Diputado señor Robles observó que la iniciativa beneficia sólo a los adultos mayores de las comunas más ricas, con el agravante de que su financiamiento afecta al Fondo Común Municipal, perjudicando a aquellas comunas donde no hay contribuyentes beneficiados. Calculó en más de $ 3 mil millones el aporte que las comunas más pobres hacen a FCM, transfiriendo por esa vía recursos a los adultos mayores de las más adineradas. Si lo que se quiere es beneficiar a los adultos mayores de clase media, sugirió rebajar nuevamente la cotización para salud que algunos pensionados siguen haciendo. Compartió la idea de favorecer a todos los adultos mayores que tengan ingresos inferiores a 550 mil pesos mensuales, pero con una medida que llegue efectivamente a todos ellos y no a costa de los municipios más carenciados del país.


El Diputado señor Montes opinó que el problema de los adultos mayores de clase media vulnerables, que experimentan una fuerte caída de sus ingresos a cierta edad y que tienen viviendas cuyo valor crece mucho con el paso del tiempo, es real. Sin embargo, consideró que la propuesta del Ejecutivo no es buena, porque los beneficiarios son sólo 34 mil, bastante concentrados por lo demás, los que tendrían un ahorro promedio de $ 12 mil mensuales, pese a lo cual se ha generado una expectativa mucho mayor. Resaltó además que el proyecto es bastante rígido porque hay una diversidad de situaciones que viven los adultos mayores de las que no se hace cargo.


En otro orden de ideas, preguntó, ¿cuáles son los supuestos que hay detrás del cálculo del número de potenciales beneficiarios de la iniciativa; cómo se trató, por ejemplo, la situación de los matrimonios que viven separados o que han pactado separación de bienes? Observó, además, que el propio informe financiero admite la posibilidad de que se transfieran inmuebles para acogerse a la rebaja del pago de contribuciones que el proyecto contempla, lo cual le parece difícil dado el escaso beneficio que éste conlleva. Dado el valor de los bienes involucrados, sugiere buscar otros mecanismos que puedan ayudar a resolver la situación financiera de los adultos mayores, como podría ser la hipoteca revertida.

Insistió en que se estudie la posibilidad de otorgar un subsidio directo a los contribuyentes que cumplan los requisitos, primero, porque no irroga gasto para los municipios y, segundo, porque es un instrumento de gestión de políticas públicas que permite cubrir casos específicos y dar mejor respuesta a las diversas circunstancias que viven las personas.


El Diputado señor Silva pidió al Ejecutivo que acelerara la entrega de la información que los miembros de la Comisión han solicitado para despejar sus dudas antes de que la iniciativa llegue a la Sala. Adhirió a la petición de proporcionar más detalles sobre el número de contribuyentes del impuesto territorial y de potenciales beneficiarios de su rebaja que habría en cada comuna. Defendió la decisión gubernamental de destinar recursos a esta medida, que es complementaria de otras orientadas a distintos grupos de la población y que puede ser complementada con otros instrumentos de política pública.

Finalmente, solicitó al Ministro considerar la posibilidad de rebajar el límite de ingresos de los posibles beneficiarios al 5% anual, lo que permitía aumentar en 14 mil el número de éstos, con un costo adicional cercano a $ 2 mil millones.


El señor Santiago Rebolledo advirtió que el gasto tributario que irroga el proyecto afectará fuertemente a los municipios más pobres, cuyos ingresos provienen principalmente del Fondo Común Municipal. Por lo demás, recordó que los 328 municipios agrupados en la Asociación que preside han debido traspasar el último año recursos propios por $ 200 mil millones a Educación y $ 100 mil millones a Salud, por lo que muchos de ellos no están en condiciones de asumir un nuevo gasto, por mínimo que sea. Planteó que este proyecto se suma a una larga lista de leyes que han impuesto a las municipalidades nuevas funciones u obligaciones sin contemplar los recursos necesarios para financiarlas, aunque esta vez lo que hace es quitarles derechamente recursos provenientes del impuesto territorial, calculando que serán alrededor de $ 3.400 millones los que se dejarán de aportar al FCM.

Para terminar, reiteró el respaldo de la AChM al beneficio contemplado en el proyecto, pero abogó por que se eleve a rango constitucional el artículo 5º de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, que establece que cualquiera nueva tarea o función que se asigne a éstas debe estar debidamente financiada. Ello significa que aquí debiera haber un subsidio fiscal directo, pero si se quiere beneficiar a todos los adultos mayores sin discriminación, recordó que una de sus mayores demandas es el subsidio al transporte en la locomoción colectiva y la gratuidad del mismo en el Metro de Santiago, que el Gobierno comprometió en su momento y hasta la fecha no ha cumplido.

Por su parte, el señor Ministro de Hacienda se comprometió a evaluar la posibilidad de rebajar el límite de ingresos del contribuyente al 5% anual y el avalúo de las propiedades afectas a $ 75 millones, para ver si es posible aumentar la cobertura y mejorar la focalización del beneficio propuesto, y a presentar una indicación en tal sentido, si ello contribuyera a alcanzar un acuerdo que facilite la aprobación de la iniciativa.


En cuanto a la posibilidad de concurrir con fondos fiscales al financiamiento del proyecto, se mostró llano a acogerla en la medida en que el nuevo gobierno esté dispuesto a utilizar recursos del Fondo de Libre Disponibilidad con ese objeto.

Con respecto a los destinatarios del beneficio, señaló que, en aquellos casos en que dos o más contribuyentes sean copropietarios de uno o más inmuebles, sólo tendrán derecho a la rebaja del impuesto territorial, a prorrata de su aporte al pago del mismo, los que individualmente cumplan los requisitos de edad e ingresos, y cuya participación en la comunidad no exceda el avalúo fiscal máximo establecido.

En sesión de fecha 8 de enero de 2014, el señor Felipe Larraín sostuvo que, habiendo efectuado el cálculo de los efectos que tendría el proyecto en debate si se rebajara el tope del pago de contribuciones al 5% del ingreso anual del contribuyente y a $ 75 millones el avalúo fiscal de las propiedades que dan derecho a acogerse al beneficio, el Ejecutivo formulará una indicación con ese objeto, que espera sea aprobada en esta sesión.


Precisó que el total de adultos mayores afectos al impuesto territorial son 191.875, de los cuales 103.690 tienen ingresos que los sitúan en el tramo exento del impuesto global complementario. Se sabe además que 51.763 de estos adultos mayores pagan contribuciones que exceden el 5% de sus ingresos anuales y sólo 45.463 poseen inmuebles avaluados hasta en 
$ 75 millones. Por lo mismo, se estima que, de acuerdo a los nuevos parámetros que se establecen para el otorgamiento del beneficio contemplado en el proyecto, y aplicando un factor de ajuste para prevenir el efecto que tendrá el reavalúo habitacional, el número total de beneficiarios subiría de 35.168 a 43.780, disminuyendo ligeramente el gasto tributario de $ 5.080 a $ 5.014 millones anuales.

De esta manera, se produce un doble efecto: quedan excluidos aquellos contribuyentes cuyas propiedades individualmente consideradas exceden los $ 75 millones de avalúo fiscal, aunque la suma se mantiene en $ 100 millones para quienes tengan dos o más inmuebles, y se incorporan al beneficio aquellos adultos mayores que pagan contribuciones equivalentes a entre 5 y 10 por ciento de sus ingresos anuales, focalizándose aún más la iniciativa.


Por otra parte, dio a conocer el listado de las 40 comunas que irrogarían mayor gasto tributario producto de la ley en proyecto, el cual se adjunta a este informe, las cuales siguen siendo encabezadas por Las Condes, con 3. 960 beneficiarios.


Respondiendo al Diputado señor Lorenzini, reiteró su disposición a contemplar un aporte fiscal a las municipalidades equivalente a la mitad del gasto que se financia vía FCM 
($ 1.500 millones), con cargo al Fondo de Libre Disponibilidad. Tal aporte sería en todo caso para compensar el menor ingreso de los municipios, pero no para aumentar el número de beneficiarios de la iniciativa, porque con la referida indicación se aumenta ya en 20% esta cifra.


El Diputado señor Auth preguntó, ¿cuántos menos recursos recibirán del FCM aquellos municipios que registran pocos o ningún potencial beneficiario de la rebaja de contribuciones que se propone? En otras palabras, ¿cuánto afecta esta iniciativa a los sectores en condición de vulnerabilidad?


El Ministro de Hacienda señaló que es imposible satisfacer a todo el mundo con un proyecto como éste, pero destacó que con la focalización lograda a través de la indicación del Ejecutivo se estaría beneficiando a casi el 25% de los adultos mayores afectos al pago de contribuciones, que es cierto que están concentrados en comunas donde las propiedades han adquirido mayor valor, pero esto es ineludible porque la iniciativa en comento no es parte de una política social focalizada en los más pobres, ya que está dirigida a quienes son dueños de bienes raíces cuyo valor supera los $ 18,5 millones.


B. Discusión particular


Durante la discusión particular del proyecto, los Diputados señores Auth, Jaramillo, Lorenzini y Ortiz formularon las siguientes indicaciones:


-Al numeral 1 del artículo primero, para sustituirlo por el que sigue:


“1.- Ser el contribuyente beneficiario de pensiones básicas solidarias de vejez o de aporte previsional solidario de vejez, de conformidad al decreto ley Nº 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.”.


- Al numeral 5 de artículo primero, para sustituir la palabra “cien” por “setenta”.


Por su parte, los Diputados señores Godoy, Lorenzini, Cristián Monckeberg, Leopoldo Pérez, Santana y señora Sabat formularon una indicación para sustituir en el artículo primero la palabra “diez” por “cinco”, todas las veces que aparece.

Las indicaciones precedentes fueron declaradas inadmisibles, por versar sobre materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, ordinal 1º, de la Constitución Política.

El Diputado señor Silva formuló una indicación para agregar un nuevo título denominado “De las deudas hipotecarias”, luego del artículo segundo, compuesto por cuatro artículos nuevos del siguiente tenor:


“Artículo 3º.- Condónense las deudas que hubieren sido contraídas con
el Instituto de Normalización Previsional (INP), antecesor legal del actual Instituto de Previsión Social (IPS), antes del 31 de diciembre de 1988 , originadas por saldos de cuentas corrientes hipotecarias, en virtud de los pagos realizados por el INP por concepto de primas de seguro, contribuciones, gastos notariales, gastos comunes y otros, por cuenta de los deudores de los créditos cedidos en virtud de lo dispuesto en el artículo 66 de la ley Nº 18.591 y en el decreto con fuerza de ley Nº 33, de 13 de octubre de 1987, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Artículo 4º.- Déjense sin efecto los convenios suscritos para el pago de las deudas señaladas en el artículo anterior, que hubieren sido celebrados en los últimos cinco años contados desde la entrada en vigencia de esta ley.


Las cantidades que se hubieren pagado en cumplimiento de dichos convenios serán devueltas por el IPS a los deudores respectivos, sus sucesores o representantes, sin reajustes ni intereses de ningún tipo.


Artículo 5º.- Cancélense, por el solo ministerio de la ley, las hipotecas, prohibiciones y cualesquiera otros gravámenes que garanticen o accedan a los créditos extinguidos en virtud del artículo 3º.


Artículo 6º.- Estarán exentos de todo derecho e impuesto los trámites notariales y las inscripciones, reinscripciones, subinscripciones, cancelaciones, alzamientos y anotaciones que deban efectuarse en los Conservadores de Bienes Raíces con motivo de la aplicación de esta ley.”.


Su autor explicó que el texto propuesto fue acordado con el IPS y con el Ministerio de Hacienda y tiene por objeto resolver el problema de las deudas ex ANAP, por lo que solicita al Ejecutivo estudiar la posibilidad de incorporarlo en este u otro proyecto de su iniciativa.


La referida indicación fue declarada inadmisible por ser ajena a la idea matriz del proyecto en trámite, conforme al artículo 69 de la Carta Fundamental.


El Ejecutivo formuló, a su vez, las siguientes indicaciones al artículo primero del proyecto:


1) Para modificar el inciso primero en la forma que indica:


a) Sustitúyase la palabra “diez” por “cinco”, las dos veces que aparece.


b) Sustitúyase la palabra “referidas”, la primera vez que aparece, por la palabra “aludidas”.


c) Sustitúyase, en el Nº 5, la palabra “cien” por la expresión “setenta y cinco”.


d) Sustitúyase, en el Nº 6, la frase “indicada en el número anterior” por la expresión “de cien millones de pesos”.


2) Para sustituir, en el inciso tercero, la palabra “diez” por la palabra “cinco”.


Puesto en votación todo el articulado del proyecto, con las indicaciones antedichas, fue aprobado por 7 votos a favor y 6 votos en contra. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Macaya, don Javier; Marinovic, don Miodrag; Recondo, don Carlos; señora Sabat, doña Marcela; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón. Votaron por la negativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel, y Robles, don Alberto.

IV. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN


Ninguno.

V. ARTÍCULOS QUE NO FUERON APROBADOS POR UNANIMIDAD


La totalidad del articulado.


Se han introducido al proyecto modificaciones formales que se recogen en el texto propuesto a continuación.

VI. TEXTO APROBADO O RECHAZADO POR LA COMISIÓN


En virtud de lo antes expuesto y de los antecedentes que dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, la Comisión de Hacienda recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- En caso que el importe de la tercera y cuarta cuota de impuesto territorial de un año y de la primera y segunda cuota de dicho impuesto del año siguiente, todas correspondientes a una propiedad no agrícola con destino habitacional, sea superior al cinco por ciento de los ingresos anuales del contribuyente de dicho impuesto del año anterior al año de la tercera y cuarta cuota aludidas, el importe referido será disminuido de forma tal que sea equivalente a dicho cinco por ciento, siempre que, además, se cumplan los siguientes requisitos copulativos:


1.- Tener el contribuyente beneficiario, al menos 60 años si es mujer o 65 años si se trata de un hombre, en el año anterior a aquél en que se haga efectiva la rebaja.


2.- Que los ingresos anuales del contribuyente no excedan de la cantidad equivalente al tramo exento de pago del impuesto global complementario, considerando para este efecto, el valor de la unidad tributaria anual en el mes de diciembre del año anterior a aquél en que se hace efectiva la rebaja.


3.- Que el inmueble por el que se hace efectiva la rebaja se encuentre inscrito a su nombre, exclusivamente o en conjunto con su cónyuge o hijos que hayan sucedido a su cónyuge fallecido, en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces respectivo, con al menos 2 años de antigüedad al treinta y uno de diciembre del año anterior al que se haga efectiva la rebaja.


4.- Que el respectivo inmueble se encuentre destinado efectivamente a la habitación.


5.- Que el avalúo fiscal vigente del inmueble en el semestre del cobro del impuesto territorial por el que se hace efectiva la rebaja, no exceda de la cantidad de setenta y cinco millones de pesos, al 1 de julio de 2013, cantidad que se reajustará semestralmente, de acuerdo a lo señalado en el artículo 9° de la ley N° 17.235. En caso que el contribuyente tenga más de una propiedad que califique para el beneficio, éste se aplicará a la que tenga el avalúo fiscal mayor.


6.- Que la suma de los avalúos fiscales de los bienes raíces del contribuyente, independientemente de su serie o destino, no exceda de cien millones de pesos, reajustada en la misma forma, considerando para estos efectos el avalúo vigente en el semestre del cobro del impuesto territorial respectivo.


Esta rebaja será aplicada una vez considerada la exención general habitacional y las rebajas a que diere lugar el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959 o la ley N°9.135, según corresponda.


En el caso que cónyuges sean copropietarios de un inmueble que califique para la rebaja, para verificar el cumplimiento del requisito del número 6.- anterior, deberá sumarse al avalúo fiscal del referido inmueble el de otros bienes raíces que los cónyuges posean en forma conjunta y los que cada uno posea en forma separada. Asimismo, en este caso, cada uno de los cónyuges deberá cumplir el requisito del límite de ingresos anuales indicado en el número 2.- anterior. Si uno de los cónyuges supera dicho límite, el beneficio dispuesto en este artículo se otorgará al cónyuge cuyos ingresos no superen el límite referido, en forma proporcional, esto es: El importe anual de impuesto territorial que corresponda al inmueble respectivo se dividirá en función del porcentaje de derechos o cuotas que cada uno de los cónyuges tenga en el inmueble referido. La parte de dicho importe anual que corresponda asignar al cónyuge cuyos ingresos no superen el límite referido, no podrá superar el cinco por ciento de sus ingresos anuales. Aquella parte que supere dicho monto, deberá ser rebajada de la cuota anual de impuesto territorial correspondiente al inmueble beneficiado.


Igual beneficio y aplicando las mismas reglas indicadas en el inciso anterior para la aplicación del beneficio en forma proporcional, tendrá el cónyuge sobreviviente que habite el inmueble respectivo, sea que lo posea a título de usufructuario o de comunero en conjunto con su hijo o hijos de 24 años de edad o mayores, en la medida que cumpla con los requisitos precedentes, no siendo aplicable la antigüedad de dos años establecida en el número 3.- anterior. En este caso, para efectos de los requisitos establecidos en los números 5.- y 6.- anteriores, no se sumarán los avalúos de los bienes raíces de cualquier clase o serie que el o los hijos del cónyuge sobreviviente pudieren poseer, ni serán considerados dichos bienes para la aplicación de la rebaja establecida en este artículo. Si el o los hijos son menores de 24 años y se encuentran estudiando, el cónyuge sobreviviente tendrá derecho a gozar de la totalidad del beneficio y no en forma proporcional.


El beneficio que se establece en este artículo, se aplicará respecto de la tercera y cuarta cuota del impuesto territorial del año siguiente a aquél en que se cumplan los requisitos para su obtención, y por la primera y segunda cuota del año subsiguiente, y así sucesivamente.


El Servicio de Impuestos Internos deberá verificar cada año, con los antecedentes que obren en su poder, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente artículo, haciendo una propuesta de rebaja del impuesto territorial, la cual deberá ser previamente aceptada por el contribuyente, en la forma y plazo que dicho Servicio fije mediante resolución. La propuesta será notificada a través de carta certificada o correo electrónico, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 11 del Código Tributario. Aunque no se haya verificado notificación alguna o se haya efectuado en otra forma que la legal, se tendrá por notificada la propuesta desde que el contribuyente a quien afecta haga ante el Servicio o en el sitio web institucional, cualquiera gestión, trámite o actuación, que suponga conocimiento de ella. Los contribuyentes que no hayan sido considerados por el Servicio para dicha propuesta, o que no concuerden con la propuesta elaborada, podrán siempre solicitar el beneficio que se establece en este artículo ante el Director Regional del referido Servicio, que corresponda a su domicilio, acompañando los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos, en la forma y plazo que el referido Servicio determine mediante resolución. Las resoluciones a que se refiere este inciso, deberán ser dictadas por el Servicio de Impuestos Internos dentro de los 60 días hábiles siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


En todo caso, los contribuyentes podrán reclamar del giro de la cuota de contribuciones que no haya considerado la rebaja el beneficio establecido en este artículo en conformidad a lo dispuesto en los artículos 123 y siguientes del Código Tributario.


Artículo 2°.-Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Tributario, contenido en el decreto ley N° 830, de 1974:


1) Modifícase el artículo 149 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en su inciso primero, la expresión “del mes siguiente al de” por “de los ciento ochenta días siguientes a” y agrégase la siguiente oración, a continuación del punto aparte (.): “Respecto del avalúo asignado a un bien raíz en la tasación general, será procedente el recurso de reposición administrativa en conformidad a las normas del Capítulo IV de la ley N° 19.880 y con las mismas modificaciones establecidas en el artículo 123 bis., salvo la de su letra b), en que el plazo para que se entienda rechazada la reposición, que será de 90 días.”.


b) Sustitúyese en su inciso segundo, la expresión “sólo podrá” por “y la reposición, en su caso, sólo podrán”.


c) Intercálase en el inciso final, entre la palabra “reclamación” y las expresiones “que se fundare”, la frase “o la reposición”.


d) Reemplázase en el artículo 150, la expresión “a los artículos 28°,29°,30° y 31°” por “con lo dispuesto en el párrafo 2° del Título V” y el guarismo “30” la segunda vez que aparece, por “90” y agrégase la siguiente oración final, a continuación del punto aparte (.): “Respecto de las modificaciones individuales de los avalúos de los predios, será procedente el recurso de reposición administrativa en conformidad a las normas del Capítulo IV de la ley N° 19.880 y con las mismas modificaciones establecidas en el artículo 123 bis.”. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA


Artículo transitorio.- El beneficio que se establece en el artículo 1° de esta ley, se aplicará a las cuotas de impuesto territorial que se giren desde el semestre siguiente al de su entrada en vigencia. Con todo, si la presente ley tiene vigencia con anterioridad al 30 de mayo de 2014, para el impuesto territorial que se devengue el año 2014, la rebaja establecida en esta ley regirá respecto de la primera y segunda cuota del impuesto territorial de dicho año, considerando la información que el Servicio del Impuestos Internos obtuvo en la Operación Renta 2013. En este caso, y para efectos de cumplir con el requisito establecido en el número 5 del artículo 1° de esta ley, se considerará el avalúo fiscal del inmueble vigente al 1° de julio de 2013.”.

PRINCIPALES COMUNAS AFECTAS AL PROYECTO

	Comuna
	Cantidad de beneficiarios
	Gasto tributario ($)

	Las Condes
	3.960
	687.398.988

	Providencia
	2.695
	381.733.943

	Viña del Mar
	2.519
	343.584.226

	Ñuñoa
	2.437
	302.935.703

	Vitacura
	1.006
	223.262.658

	Santiago
	2.432
	207.515.986

	La Reina
	1.164
	170.815.243

	Concepción
	1.133
	141.861.997

	San Miguel
	1.169
	129.799.459

	Antofagasta
	1.031
	104.338.464

	La Florida
	1.134
	99.659.870

	Temuco
	853
	89.100.703

	Valparaíso
	919
	77.663.290

	La Serena
	652
	76.617.719

	La Cisterna
	865
	75.846.064

	Iquique
	745
	65.924.953

	Rancagua
	708
	60.023.410

	Macuil
	662
	56.562.692

	Peñalolén
	616
	55.984.132

	Chillán
	472
	55.335.563

	Osorno
	467
	52.337.532

	Recoleta
	605
	51.294.353

	Quilpué
	580
	51.252.936

	Lo Barnechea
	323
	48.902.278

	Coquimbo
	466
	45.051.245

	Valdivia
	358
	41.852.248

	Puerto Montt
	385
	40.841.198

	Concón
	356
	39.143.970

	Talca
	424
	37.347.698

	Algarrobo
	318
	35.582.383

	San Bernardo
	341
	35.019.842

	Villa Alemana
	370
	34.861.453

	Maipú
	468
	33.890.630

	Copiapó
	277
	32.501.953

	Chiguayante
	260
	28.100.285

	Los Ángeles
	245
	27.088.628

	Villarrica
	199
	25.983.374

	Punta Arenas
	275
	25.465.879

	Independencia
	299
	25.146.832

	Quinta Normal
	326
	24.551.00

	Resto
	9266
	872.315.793

	Total
	43.780
	5.014.496.573



Tratado y acordado en sesiones de fechas 17 y 18 de diciembre de 2013; 7 y 8 de enero de 2014, con la asistencia de los Diputados señores Miodrag, Marinovic (Presidente); Silva, don Ernesto (Presidente Accidental); Auth, don Pepe (Campos, don Cristián); Godoy, don Joaquín (Edwards, don José Manuel) (Sabat, doña Marcela); Jaramillo, don Enrique; Lorenzini, don Pablo; Macaya, don Javier; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro, y Von Mühlenbrock, don Gastón (Sandoval, don David) (Baltolu, don Nino), según consta en las actas respectivas.


Sala de la Comisión, a 13 de enero de 2014.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión.”
8. Informe de la Comisión de Superación de la Pobreza, Planificación y
Desarrollo Social recaído en el proyecto de ley que otorga un bono de
apoyo a familias numerosas. (boletin Nº 9.040-31).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social informa, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto mencionado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, calificado de “suma” urgencia y de “discusión inmediata”, según el caso.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios pertinentes, se hace constar, en lo sustancial, previamente al análisis de fondo y forma de esta iniciativa, lo siguiente:


1°) Que la idea matriz o fundamental del proyecto en informe consiste en otorgar un bono, de cargo fiscal, para las madres a partir de su tercer hijo o hija o padres solteros, divorciados o viudos que por filiación adoptiva tengan un tercer hijo o hija o más. Para acceder a este beneficio, el nacimiento o la adopción debe haberse producido a contar de 1° de enero del año 2014 o de la fecha de publicación de la ley, si esta data fuera posterior a aquélla.


2°) Que el articulado de la iniciativa no requiere quórum especial para su aprobación.


3°) Que corresponde que tome conocimiento la Comisión de Hacienda de la totalidad del proyecto. 


4°) Que el proyecto de ley en informe fue aprobado, en general, por 5 votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Diputados señores Álvarez- Salamanca, don Pedro; Delmastro, don Roberto; Gutiérrez, don Romilio; Molina, doña Andrea y Sabag, don Jorge. Se abstuvo la Diputada Pacheco, doña Clemira. 


5°) Que Diputada Informante se designó a la señora Molina, doña Andrea.

-o-

Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto el señor Bruno Baranda, Ministro de Desarrollo Social; la señora Soledad Arellano, Subsecretaria de Evaluación Social del MDS, y el Integrante de la Red de Familias Numerosas, señor Álvaro Cruz.

II. ANTECEDENTES GENERALES

A. Antecedentes de hecho y de mérito que justifican la iniciativa


Se argumenta en el mensaje que para toda nación que se proyecta hacia el desarrollo social y económico la fecundidad es uno de los componentes del crecimiento demográfico con mayor incidencia en las modificaciones de la población. De acuerdo a las cifras del Registro Civil e Identificación, nuestro país ha sufrido cambios demográficos significativos en las últimas décadas. En efecto, existe una clara tendencia decreciente en el registro de nacimientos. Si durante 1990 se inscribieron 387.094 niños, en el 2012 se realizaron 254.573 inscripciones. Las familias en los distintos niveles socioeconómicos están optando por tener menos hijos.


Por otra parte, el Informe de Situación de Salud en las Américas, Indicadores Básicos de 2012, de la Organización Panamericana de la Salud, sostiene que en nuestro país la tasa global de fecundidad es de 1,8 hijos por mujer, cifra considerablemente inferior a los 3,6 hijos por mujer de 1970. Lo anterior es preocupante si se considera que la tasa de recambio poblacional equivale a 2,1 hijos por mujer, lo que implica que los hijos nacidos por cada mujer no alcanzarían para renovar la población una vez fallecidos sus progenitores. De mantenerse esta tendencia, en el mediano plazo la población de Chile en lugar de crecer se reducirá.


Hoy estamos frente a una población joven que disminuye en el tiempo y una población adulta que crece progresivamente. Según los expertos, entre los factores que han incidido en la brusca caída de las cifras se encuentra la creciente incorporación de la mujer al mercado laboral -aumentando con ello sus posibilidades de desarrollo educacional, académico y laboral-, y los cada vez mayores niveles de escolaridad.


Por el proyecto se crea un Bono destinado a las madres que tengan un tercer hijo o hija o más, de filiación por naturaleza o adoptiva, y a los padres solteros, divorciados o viudos que por filiación adoptiva tengan un tercer hijo o hija o más. Este bono se otorgará respecto de los nacimientos y adopciones producidos a contar del 1° de enero del año 2014 o de la fecha de publicación de la ley, si ésta fuere posterior a la primera. El Bono ascenderá a la suma de $ 100.000.- por el tercer hijo o hija, $ 150.000.- por el cuarto hijo o hija, y $ 200.000.- a contar del quinto hijo o hija. Éste se concederá por una sola vez, será de cargo fiscal, no imponible ni tributable, no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal, ni se encontrará afecto a descuento alguno, y no será considerado subsidio periódico para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la ley N° 20.595.

La administración del Bono corresponderá al Ministerio de Desarrollo Social, a través de la Subsecretaría de Evaluación Social.


La iniciativa a su vez establece las condiciones para acceder al Bono, cómo se impetra, las normas relativas a la verificación de información y determinación del cumplimiento de los requisitos para su concesión y el pago del beneficio.

Además, se establece que todo aquel que percibiere indebidamente el Bono, ocultando datos o proporcionando antecedentes falsos, se le aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderle de acuerdo a la legislación común, sin perjuicio de la devolución de lo indebidamente percibido.


Finalmente, en sus artículos transitorios, esta iniciativa indica cuando se realizará el primer reajuste y, por último, como se financiará el Bono.

III. DISCUSIÓN DEL PROYECTO


A. Discusión general


El señor Bruno Baranda destacó el compromiso del Gobierno con el fortalecimiento de las familias y el apoyo a las mujeres, a través de distintos proyectos de ley, iniciativas, planes y programas que han permitido generar ciertas políticas públicas con ese objeto. Ejemplo de ello es el apoyo integral a las familias, y especialmente a las mujeres, para la superación de la pobreza, incorporándolas al mundo laboral con algunos programas específicos de capacitación y formación para el trabajo, dirigidos exclusivamente a mujeres de sectores vulnerables, tales como el programa Mujer Trabajadora y Jefe de Hogar del Sernam, el Subsidio al Empleo de la Mujer del Ingreso Ético Familiar y el proyecto de salas cuna recientemente ingresado a trámite legislativo.


Otra iniciativa pro natalidad y de apoyo a las familias es la que busca conciliar la vida familiar con el trabajo. Destacan en este aspecto la extensión del permiso postnatal de tres a seis meses y prácticamente al cien por ciento de las mujeres trabajadoras, en especial a las temporeras que no tenían acceso al subsidio correspondiente. Además, los padres han asumido mayor responsabilidad en la crianza de los hijos, beneficiándose unas 125 mil mujeres con la Ley de Corresponsabilidad Parental. Por último, cabe mencionar el Programa de 4 a 7, también del Sernam, que está disponible para aquellas familias con niños de entre 6 y 12 años de edad cuyos padres necesitan trabajar y no tienen con quien dejar a sus hijos en las tardes. Al término del presente año, este programa habrá atendido en torno a los 9.200 niños, lo que significa unas 600 familias o mujeres jefas de hogar.


Por otra parte, se ha buscado emparejar la cancha para las familias a través del aumento de cobertura de la educación preescolar: la obligatoriedad del kínder, la extensión de la subvención escolar a jardines infantiles, el aumento de cupos para salas cuna y jardines infantiles, el acceso y permanencia garantizados de los niños para aquellas familias que ya tengan un hijo en el mismo establecimiento de enseñanza parvularia, entre otras medidas.


Finalmente, como una forma de reconocer el valor de la familia y la maternidad, el Gobierno impulsó el otorgamiento del bono Bodas de Oro a las parejas que cumplieran cincuenta o más años de matrimonio, la ampliación de cobertura y acceso a tratamientos contra la infertilidad, que pasarán de 235 el año 2010 a casi 1.500 el año en curso, y el Bono de Apoyo a las Familias Numerosas que ahora se propone.

En cuanto al contenido del proyecto, señaló el señor Ministro que su objeto es, precisamente, crear un bono de cargo fiscal, cuyas beneficiarias serán las madres, a contar del nacimiento o la adopción de su tercer hijo o hija, como también los padres solteros, divorciados o viudos que por filiación adoptiva tengan un tercer hijo o hija, o más. A estos beneficiarios se les pagaría la suma de $100.000.- por el tercer hijo o hija; $ 150.000.- por el cuarto, y 
$ 200.000.- a partir del quinto hijo o hija, lo que tendría para el Estado un costo estimado de US$ 14 millones anuales. Su administración corresponderá al Ministerio de Desarrollo Social, a través de la Subsecretaría de Evaluación Social, la que recibiría las postulaciones y sería responsable del pago del beneficio, sin perjuicio de la posibilidad de gestionar dicho pago a través del IPS u otro organismo.


Respondiendo a sendas interrogantes de los Diputados señores Sabag y Accorsi, añadió que el bono en comento es para todas la madres, independientemente del nivel de vulnerabilidad social que puedan tener, por lo que no se requerirá contar con Ficha de Protección Social. La solicitud deberá presentarse en el plazo de un año contado desde la fecha de inscripción de la filiación en el Registro Civil y, una vez otorgado el bono, deberá cobrarse en el plazo de seis meses contados desde que se emita la resolución que ordene su pago. La postulación podrá hacerse de forma presencial o por vía electrónica y se estima que la cantidad de bonos a pagar fluctuará en torno a 52 mil por año.

El señor Álvaro Cruz hizo presente que tanto la Declaración Universal de los Derechos Humanos como la Constitución Política reconocen a la familia como núcleo fundamental de la sociedad y advirtió que las familias numerosas presentan una problemática especial porque una mayor cantidad de hijos está asociada a más costos y, cuando la pobreza se mide por ingresos, se obvia esa circunstancia. Planteó que la reducción de la tasa de natalidad, que es un problema generalizado en el mundo, ha vuelto las miradas hacia este tipo de familias, que se definen internacionalmente como las integradas por uno o dos ascendientes, con tres o más hijos menores de 18 años de edad, sean o no comunes. Esta definición proviene de la legislación española y coincide con los datos de la encuesta Casen que se consignan a continuación.


Según dicha encuesta, en Chile, las familias con tres o más hijos menores eran, en el año 2006, 402.355 (9,3% de los hogares), cifra que el año 2011 se redujo a 309.413 (6,2% de los hogares). Visto de otro modo, mientras el total de hogares aumentó en el mismo periodo a razón de 1,5% anual, las familias numerosas disminuyeron a razón de 4,6%. Hoy en día, cerca de 1.700.000 personas pertenecen a este tipo de familias, lo que representa el 10% de la población total del país.

Distintas razones explican el descenso de la natalidad en los últimos años, entre las cuales se cuentan los cambios en la estructura familiar (disminución de matrimonios, aumento de separaciones, mono parentalidad), el aumento en los costos de educación de los hijos, la incorporación sostenida de la mujer a la fuerza de trabajo y la falta de políticas que permitan la conciliación entre su vida laboral y familiar, etcétera, todo lo cual lleva a la percepción de que la decisión de tener una familia numerosa, por las razones que sean, está hoy poco protegida socialmente.


Analizando las cifras de la encuesta Casen 2011, se puede apreciar que el 45% de las familias numerosas pertenece al primer quintil de la población, donde cada persona vive en promedio con $ 39.300 mensuales. Y, si a ello se suman las pertenecientes a los quintiles segundo y tercero, se puede concluir que el 82% de las familias con más de tres hijos menores en el país están en condición de vulnerabilidad social. Ahora, si se consideran las familias con cuatro o más hijos, las cifras aumentan: el 54% de ellas pertenecen al primer quintil y el 86% está en situación de vulnerabilidad, si se añaden las pertenecientes a los dos quintiles siguientes. En el caso de las familias con cinco o más hijos, dos de cada tres pertenecen al primer quintil y el 89% está en condición de vulnerabilidad.


Desde el punto de vista de la situación de pobreza, las familias numerosas cuyos ingresos se sitúan bajo la línea de los 72.098 pesos por persona pasaron de 30,3% en 2006 a 35,9% en 2011, en circunstancias que a nivel nacional la pobreza así determinada pasó de 13,7% a 14,4% en el mismo periodo. Por su parte, las familias numerosas en la indigencia alcanzaron el 7,1% en 2011, muy por encima del índice general de 2,8%. Esto revela que existe una relación directa entre el tamaño de la familia y la situación de pobreza. En efecto, el nacimiento de un tercer hijo en una familia del tercer quintil (vulnerable) suele ir asociado a que uno de los padres debe dejar de trabajar, lo cual implica menos ingresos para afrontar más gastos, haciendo que esa familia caiga rápidamente al primer quintil. En suma, la pobreza es un fenómeno dinámico y, por esa razón, no solo es importante conocer quién es pobre hoy, sino qué hogares son vulnerables y, por ende, tienen alta probabilidad de ser pobres en un futuro cercano.


Por otra parte, hay que tener presente que el 22,6% de los hogares con familias numerosas son monoparentales y que, mientras los hogares con jefatura femenina subieron -en general- de 33% en 2009 a 39% en 2011, en el caso de las familias numerosas ellos llegan al 42%.


En materia de vivienda, el nivel de hacinamiento medio en los hogares chilenos es de 9,1%, cifra que en el quintil más pobre se eleva al 17,5%. Sin embargo, entre las familias numerosas el hacinamiento medio llega al 52,5%, elevándose al 65% en los hogares con cinco o más hijos.

Por todo ello, destacó el expositor que, aun cuando las principales variables que se utilizan para medir la pobreza dicen relación con la educación de la madre, el género y estado civil del jefe de hogar, la zona en que habita, la edad, etcétera, lo cierto es que la variable que más explica el nivel de pobreza de las familias es el número de hijos que ellas tienen. Además, según un estudio efectuado en conjunto con el Departamento de Sociología de la PUC, la probabilidad de que una familia numerosa sea pobre antes y después de recibir transferencias monetarias del Estado es la misma, lo cual significa que los programas sociales no están teniendo impacto en ellas, y la razón es que cada nuevo hijo aumenta exponencialmente sus probabilidades de ser pobres.

En conclusión, señaló que:


1. La relación negativa entre número de hijos y bienestar ha sido probada ampliamente y debe ser un motivo de especial preocupación en la medición y en la confección de las políticas públicas.


2. Más allá de la relación tamaño/ingreso de la familia, las desventajas de la familia numerosa han sido documentadas en tres áreas principales: a) participación laboral de los miembros adultos del hogar, b) el logro educacional de los hijos, y c) las posibilidades de generar reservas para enfrentar períodos de crisis.


3. La conexión entre familia y bienestar está fuertemente vinculada con la formación de familias de doble ingreso que son capaces de sostener una relación de pareja estable y que tienen pocos hijos. Las estructuras familiares más vulnerables aparecen entre familias monoparentales con hijos, encabezadas principalmente por mujeres, y en familias numerosas (de tres o más hijos), cualquiera sea la situación de conyugalidad. Desde luego, la concurrencia de estos dos factores exacerba los riesgos de pobreza y desorganización familiar.


4. Las políticas públicas no han dado cuenta de la enorme desventaja social que enfrentan las familias numerosas. Esta omisión se observa en el área de políticas que combaten la pobreza, pero se extiende más ominosamente en las políticas educacionales, de vivienda, de salud y de previsión.


5. Se requieren con urgencia estudios en profundidad que analicen mejor la relación entre familia numerosa, pobreza y bienestar.


Para finalizar, postuló que la decisión de tener muchos hijos es legítima y debe ser socialmente protegida; que una familia debe tener igualdad de oportunidades, independientemente del número de hijos que quiera tener, y que el Estado debe crear las condiciones para que las familias puedan cumplir sus funciones y apoyarlas allí donde no puedan hacerlo. En tal sentido, consideró que el proyecto en comento es una ayuda importante para las familias numerosas.


El Diputado señor Accorsi preguntó, ¿qué otras políticas públicas ha diseñado el MDS para apoyar a las familias numerosas?, porque fomentar el nacimiento de hijos debe ir acompañado de una educación sexual responsable y un adecuado control de la natalidad, entre otras medidas.


El Ministro señor Baranda señaló que el pilar Dignidad del Subsistema Ingreso Ético Familiar contempla el pago de una transferencia no condicionada a las familias pobres, que consiste en un monto base más un monto variable en función del número de hijos menores de 18 años. Las transferencias por Logros, como la escolaridad y el control de salud, también tienen relación con el número de hijos. En consecuencia, si bien la política social del Gobierno no está orientada a proteger en mayor medida a las familias numerosas, muchos programas contemplan recursos suficientes para apoyarlas. En esa lógica se encuadran también el kínder obligatorio o la universalización del derecho a sala cuna, a los cuales se suma el bono que ahora se propone, que no es suficiente, pero que viene a aportar un granito de arena al reconocimiento de aquellas familias que deben enfrentar mayores costos como consecuencia de la llegada de un nuevo hijo.


B. Discusión particular


Puesto en votación particular el proyecto fue aprobado por 5 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Álvarez-Salamanca, don Pedro; Delmastro, don Roberto; Gutiérrez, don Romilio; señora Molina, doña Andrea, y Sabag, don Jorge. Se abstuvo la Diputada señora Pacheco, doña Clemira, por estimar que el bono de que trata el proyecto debiera complementarse con políticas de apoyo de largo plazo a las familias numerosas.

IV. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN


Ninguno.

V. ARTÍCULOS QUE NO FUERON APROBADOS POR UNANIMIDAD


La totalidad del articulado.


Se han introducido al proyecto modificaciones formales que se recogen en el texto propuesto a continuación.

VI. TEXTO APROBADO O RECHAZADO POR LA COMISIÓN


En virtud de lo antes expuesto y de los antecedentes que dará a conocer oportunamente la Diputada Informante, la Comisión de Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.-Créase un Bono, de cargo fiscal, destinado a las madres, a contar de su tercer hijo o hija, y siempre que haya nacido o haya sido adoptado a contar del 1° de enero de 2014 o de la fecha de publicación de la presente ley, si esta data fuera posterior a aquélla.


También accederán a este Bono, los padres solteros, divorciados o viudos que por filiación adoptiva tengan un tercer hijo o hija o más, siempre que haya sido adoptado a contar del 1° de enero de 2014 o de la fecha de publicación de la presente ley, si esta data fuera posterior a aquélla.


Artículo 2°.-La administración del Bono corresponderá al Ministerio de Desarrollo Social, en adelante también e indistintamente el “Ministerio”, a través de la Subsecretaría de Evaluación Social.

TÍTULO II

BENEFICIARIOS, REQUISITOS Y MONTO DEL BONO


Artículo 3°.-Serán beneficiarios del Bono:


a) Las madres que tengan un tercer hijo o hija o más, de filiación por naturaleza o adoptiva, o


b) Los padres solteros, divorciados o viudos que por filiación adoptiva tengan un tercer hijo o hija o más.


La filiación por naturaleza o adoptiva se verificará a través de la inscripción de nacimiento del respectivo hijo o hija en el Registro de Nacimiento, del Servicio de Registro Civil e Identificación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6° de la presente ley.

Artículo 4°.- El Bono ascenderá a $100.000 (cien mil pesos), por el tercer hijo o hija, a $150.000 (ciento cincuenta mil pesos), por el cuarto hijo o hija, y a $200.000 (doscientos mil pesos) a contar del quinto hijo o hija.

El Bono se concederá por una sola vez, no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable, no estará afecto a descuento alguno, y no será considerado subsidio periódico para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la ley N° 20.595.

El monto del bono se reajustará el 1° de febrero de cada año en el 100% de la variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor, determinado e informado por el Instituto Nacional de Estadísticas u organismo que lo reemplace, entre el 1° de enero y el 31 de diciembre del año calendario anterior.

TÍTULO III

SOLICITUD, VERIFICACIÓN Y PAGO DEL BONO


Artículo 5°.- Para impetrar el Bono establecido en la presente ley, la madre o el padre, según corresponda, personalmente o por cualquiera a su nombre, a partir de la fecha de inscripción de la filiación del respectivo hijo o hija en el Registro respectivo del Servicio de Registro Civil e Identificación, y hasta los 12 meses siguientes a dicha fecha, deberá presentar su solicitud ante el Ministerio de Desarrollo Social, a través del o los formularios determinados para tal efecto, los que también se encontrarán disponibles a través de medios electrónicos. Se entenderá que renuncia al Bono, el beneficiario o beneficiaria que no lo solicite en el plazo antes señalado.


En caso de que el beneficiario o beneficiaria hubiere fallecido dentro del plazo establecido en el inciso anterior, sin haber impetrado el Bono, este podrá ser solicitado o concedido, según corresponda, por quien o a quien tenga legal o judicialmente a su cuidado al respectivo hijo o hija.

En cualquier caso, el Bono se podrá solicitar y conceder, si el hijo o hija a que se refieren las letras a) y b) del artículo 3° se encontrare fallecido.


Artículo 6°.-El Ministerio de Desarrollo Social, a través de la Subsecretaría de Evaluación Social, verificará y determinará el cumplimiento de los requisitos para acceder al Bono, concederlo y ordenar su pago, con todos los antecedentes disponibles que se contengan en el Registro de Información Social y, o con la información que le proporcionen otros organismos públicos.


Sin perjuicio de lo anterior, el Servicio de Registro Civil e Identificación deberá proporcionar al Ministerio de Desarrollo Social los datos personales y la información que sea necesaria para verificar el cumplimiento de los requisitos para acceder al Bono.


El Ministerio podrá requerir a él o la solicitante del Bono, la información que resulte necesaria para verificar y determinar el cumplimiento de los requisitos que hacen procedente la concesión del Bono.


Artículo 7°.-Las notificaciones a que de lugar la tramitación de la solicitud del Bono se realizarán por cualquiera de las formas establecidas en la ley Nº 19.880 o por correo electrónico. En este último caso, el solicitante deberá indicar para ello, bajo su responsabilidad, una dirección de correo electrónico habilitada.


Artículo 8°.-El pago del Bono será de responsabilidad del Ministerio de Desarrollo Social, el que de conformidad con sus facultades legales podrá, para este efecto, suscribir uno o más convenios con el Instituto de Previsión Social o con otras entidades públicas o privadas.


El plazo para el cobro del Bono será de seis meses contados desde la emisión del pago.


Artículo 9°.-El pago del Bono se efectuará directamente a la persona beneficiaria, ya sea personalmente o debidamente representada. La representación se acreditará ante la entidad encargada de su pago.


Artículo 10.- Todo aquel que percibiere indebidamente el Bono, ocultando datos o proporcionando antecedentes falsos, deberá restituir la suma indebidamente percibida, reajustada de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución.


Lo anterior, sin perjuicio de la aplicación de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderle, de acuerdo a la legislación común.

Artículo 11.- Las personas que en virtud de lo dispuesto en la presente ley tengan acceso a datos personales, deberán respetar su confidencialidad, estando prohibida su adulteración o difusión no autorizada por el Ministerio. La infracción de esta disposición será sancionada en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada y demás normas aplicables.


Para el caso de los funcionarios públicos, los hechos que configuren infracciones a este artículo vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.


Artículo 12.- Para efectos de las reclamaciones a que dé lugar el Bono, se aplicará lo dispuesto en la ley N° 19.880.


Dichas reclamaciones serán resueltas por el Ministerio, a través de la Subsecretaría de Evaluación Social y podrán ser presentados ante las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1° transitorio.- El primer reajuste por aplicación del inciso tercero del artículo 4° de la presente ley será el 1° de febrero de 2015.


Artículo 2° transitorio.- El gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año de su entrada en vigencia, se financiará con el presupuesto del Ministerio de Desarrollo Social y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Presupuestaria Tesoro Público.”.


Tratado y acordado en sesiones de fechas 9 de octubre de 2013 y 8 de enero de 2014, con la asistencia de la Diputadas señoras Clemira Pacheco (Presidenta); Andrea Molina; y los Diputados señores Enrique Accorsi; Pedro Álvarez-Salamanca; Roberto Delmastro; Romilio Gutiérrez; Rosauro Martínez, y Jorge Sabag, según consta en las actas respectivas.


Sala de la Comisión, 13 de enero de 2014. 

(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión.”
9. Informe de las Comisiones Unidas de Constitución, Legislación y Justicia y
de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones recaído sobre las
observaciones del Presidente de la República al proyecto de ley que permite
la introducción de la televisión digital. (boletín N° 6190-19).

“Honorable Cámara:


Las Comisiones Unidas de Constitución, Legislación y Justicia y de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones vienen en informar las observaciones formuladas por S. E. el Presidente de la República recaídas sobre el proyecto de ley de la referencia, originado en un mensaje de la anterior señora Jefe del Estado.

Durante el análisis de estas observaciones la Comisión contó con la colaboración de las siguientes personas: don Pedro Pablo Errázuriz Domínguez, Ministro de Transportes y Telecomunicaciones; don Cristián Larroulet Vignau, Ministro Secretario General de la Presidencia; don Jorge Atton Palma, Subsecretario de Telecomunicaciones; don Sebastián Soto Velasco, Jefe de la División Jurídico-Legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia; don José Francisco García García, don Germán Concha Zavala y don Miguel Ángel Fernández González, profesores de Derecho Constitucional en la Universidad Católica de Santiago; don Patricio Zapata Larraín, Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de Las Américas; don Francisco Zúñiga Urbina, profesor de Derecho Constitucional en la Universidad de Chile; doña Esperanza Silva Soura, Presidenta de la Corporación de Actores de Chile (Chile Actores); don Jorge López, representante de la Coordinadora Gremial de Plataforma Audiovisual; doña Macarena Aguiló, representante de la Asociación de Documentalistas de Chile (ADOC); doña Margarita Marchi, representante del Sindicato Nacional Interempresa de Profesionales y Técnicos del Cine y Audiovisual (Sinteci); don Juan Carlos Berner Labbé, Director del Movimiento por una Televisión Educativa, y don Jorge Cisternas Zañartu, Presidente de la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (Conadecus).

I. INTERVENCIONES RECIBIDAS POR LAS COMISIONES.


Durante el estudio de las observaciones, las Comisiones recibieron el parecer de las siguientes personas:


1.- Don Francisco Zúñiga Urbina, profesor de Derecho Constitucional en la Universidad de Chile, junto con citar la disposición constitucional que regula la tramitación del veto presidencial, es decir, el artículo 73 de la Carta Política, señaló que dicha facultad se encontraba limitada por la exigencia que formulaba el inciso segundo de esa norma, en el sentido de que solamente sería admisible en la medida que se refiriera a las ideas matrices o fundamentos del proyecto, exigencia que tenía por objeto evitar la dictación de leyes misceláneas, es decir, aquellas que regulan una pluralidad de temas que no tienen conexión entre si.


Explicó, en seguida, que idea matriz era la idea fuerza expresada por el órgano con derecho de iniciativa y en la que se basan las demás ideas secundarias o derivadas, citando al efecto la conceptualización de tal idea contenida en el fallo del Tribunal Constitucional recaído en la causa rol N° 410, del año 2004, el que señala que de acuerdo a la preceptiva constitucional, es la que está constituida por la situación, materia o problemas específicos que el autor del proyecto de ley señale como existentes y a cuya atención, en todas sus implicancias, quiere acudir por la vía de su potestad normativa legal. En otras palabras, sería la representación intelectual del asunto que se quiere abordar, el problema que se desea resolver. Agregó que la misma sentencia, basada en esos principios, señalaba que el hecho que el texto en examen no contuviera ninguno de los preceptos originales no vulneraba la idea matriz por estar “ las nuevas normas del articulado destinadas a abordar y enfrentar la cuestión que lo motivó” y guardar dichos artículos sustitutivos relación con la idea matriz o fundamental.


Refiriéndose al proyecto mismo, señaló que las ideas matrices que lo motivaban eran las siguientes. 1° permitir la digitalización de la televisión, es decir, generar un mecanismo regulatorio que permita la introducción de la televisión digital terrestre en el país. 2° como una forma de lograr tal objetivo, superar las deficiencias del actual régimen de concesiones, especialmente la imposibilidad del sistema de concesiones basado en la televisión analógica para que se emitan más de una señal y las trabas que se imponen a la convergencia de medios como también la necesidad de superar la inadecuada regulación para el desarrollo de la televisión regional, local y comunitaria. 3° la necesidad de generar un proceso de transición rápido, equilibrado y que resguarde los intereses de los usuarios del servicio.


Recordó, en seguida, la atribución del Tribunal Constitucional de resolver las cuestiones de constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso, explicitada en el artículo 93 N° 3 de la Carta Política, señalando que el fallo del tribunal tiene efectos concernientes a la validez de la preceptiva contenida en la iniciativa, decisión que tiene efectos anulatorios respecto de las normas declaradas inconstitucionales por lo que no pueden convertirse en ley.


En el caso de este proyecto, señaló que el Tribunal Constitucional, en sentencia dictada en causa Rol N° 2541 -2013, se pronunció expresamente sobre cuatro aspectos del proyecto:


1.- La definición del concepto de pluralismo.


2.- La obligación de los concesionarios de transmitir campañas de interés público.


3.- La segunda concesión a Televisión Nacional de Chile, a efectos de poder establecer señales de la concesionaria de tipo regional.


4.- La obligación de los permisionarios de incluir en su parrilla canales regionales, locales o comunitarios.


De estos cuatro aspectos sólo se había declarado la inconstitucionalidad parcial del primero, (la exclusión de los contenidos que afectaren los elementos del pluralismo), lo que significa que se emanó una decisión en la que se declara la conformidad con la Constitución de tres de los puntos impugnados y la conformidad parcial del otro.


Efectuó, en seguida, una reseña del veto presidencial, describiendo en un total de catorce puntos las observaciones formuladas, de las cuales tres de ellas se encontraban directamente relacionadas con el fallo citado, a saber:


1.-El concepto de pluralismo, por el que se buscaría modificar la definición que está inserta como parte del concepto de buen funcionamiento. Básicamente, se eliminan la obligación de los concesionarios de promover los contenidos integrados al concepto de pluralismo. En efecto, se propone eliminar las frases “promover en los contenidos entregados “ y “ excluyendo aquellos que atenten contra los mismos”, frase esta última que ya había sido excluida por el fallo del Tribunal.


2.- Lo referente a las campañas de interés público: En cuanto a este punto, se hacen modificaciones respecto del objeto de las campañas, eliminando la frase relativa a campañas públicas que tengan por objeto difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas, reemplazándola por defender a la población de “riesgos o amenazas tales como catástrofes naturales o epidemias”. Igualmente se incluye una norma que entrega la determinación del contenido de los spot a los canales, previa aprobación del Consejo Nacional de Televisión.


3.- Respecto de la segunda señal de televisión de Televisión Nacional de Chile: Al efecto, se elimina la posibilidad de que este canal de televisión acceda a una segunda concesión con el objeto de generar una señal propia de carácter regional, por lo que esta segunda señal sólo podría utilizarse para transportar a otros concesionarios.


En lo que se refiere a estos dos últimos puntos, explicó que respecto del primero el considerando vigésimo tercero del fallo mencionado, tuvo en consideración lo siguiente:


“Que las campañas de utilidad pública, por otra parte, no se contraponen a la libertad de información, pues su objeto es “proteger a la población y difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas”. El propósito de las campañas es la existencia de una ciudadanía informada. Ese es el fin de la libertad de expresión, pues permite el ejercicio y disfrute de otras libertades (STC 567/2010). Uno es el derecho de informar y de expresarse. Este es un derecho individual, de carácter personal. Pero también hay otro de carácter colectivo, que es el derecho de recibir información, opiniones y expresiones (STC 226/1995). La libertad de opinión y de informar tiene destinatarios reales; por lo mismo, acarrea el derecho a recibir información (STC 226/1995). Es en virtud de esta dimensión del derecho que excepcionalmente, cuando están en juego intereses superiores, se justifica que medios de comunicación social transmitan una información que beneficia a las personas. El titular privilegiado y último de la libertad de información, es la persona que la recibe; el medio es sólo un instrumento;”

El considerando vigésimo cuarto, a su vez, señaló que “otro reproche que se formula a la norma, es que obliga a dar una información u opinión definida por el gobierno de turno. Ello, se dice, afecta la libertad del medio para dar o no una determinada información.


Al respecto, es necesario señalar, en primer lugar, que el Gobierno diseña y define el contenido de la campaña. Pero ésta debe aprobarla el Consejo Nacional de Televisión por al menos siete de sus miembros en ejercicio. Se requiere del acuerdo de siete de sus once miembros. Recordemos que éstos son nombrados, con excepción de su Presidente, con acuerdo del Senado y respetando el carácter pluralista del órgano. También se trata de un órgano autónomo. Asimismo, el Consejo puede rechazar la propuesta de campaña por no ajustarse a los parámetros definidos por la ley. La intervención del Consejo se consideró en el debate legislativo como un contrapeso de un órgano plural a la decisión del Gobierno (Segundo Informe de las Comisiones Unidas de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Transportes y Telecomunicaciones del Senado, p. 324, 326, 334).


En segundo lugar, el mismo proyecto de ley establece prohibiciones de emisión de determinados contenidos. Estos se refieren a programas que contengan violencia excesiva, truculencia, pornografía, etc. También a la exhibición de programas no aptos para menores de edad en horarios para todo espectador. Estas restricciones no han sido cuestionadas en el presente requerimiento. Si ha sido considerado legítimo prohibir para resguardar ciertos bienes jurídicos, también puede considerarse legitimo transmitir ciertos contenidos en beneficio de la población.


En tercer lugar, la libertad de información de los canales de televisión no puede separarse del correcto funcionamiento al que están sujetos. Este los obliga a asumir ciertas limitaciones que el resto de los medios de comunicación no tiene;”

En lo que dice relación con el segundo punto, también el Tribunal habría establecido en sus considerandos septuagésimo segundo y octogésimo, lo siguiente:


“Que a partir del cumplimiento de los elementos formales que habilitan a Televisión Nacional de Chile para operar de manera especial, sólo cabe identificar la existencia o ausencia de justificación suficiente en el proyecto de ley. En tal sentido, es necesario determinar el sentido y fundamento de la expresión que justifica la segunda concesión para Televisión Nacional de Chile, en orden a “que tenga por objeto la transmisión de señales de la propia concesionaria de carácter regional o de otros concesionarios que no cuenten con medios propios”;

(...) “Que a la luz de lo expuesto el único efecto normativo complejo del precepto impugnado es la hipótesis de que favorecería la concentración de un mismo medio de comunicación en el segmento de una misma zona de servicio. Por ende, se trata de una alegación propia del efecto normativo de rango legal contrarío a la libre competencia, siempre que se traduzca en una alteración de la competencia debida. Sin embargo, ni siquiera ese efecto se produce. El propio texto normativo y la discusión producida en torno a él son claros en orden a la modalidad de uso de la segunda concesión de Televisión Nacional de Chile. Primero, se trata de una posibilidad que debe solicitar Televisión Nacional y asignar el Consejo Nacional de Televisión. Segundo, su propósito es establecer un transportador de las señales, canales y producción televisiva que se genera en las regiones, localidades y comunidades que esta misma ley propicia, financia y promueve. Tercero, es una regla que permite y profundiza el mercado televisivo en las regiones y comunas, puesto que impone una carga (cumpliéndose todos los supuestos de la norma) a Televisión Nacional, satisfaciendo, de paso, la vocación nacional de su giro. Cuarto, es el medio adicional para que contenidos culturales y educativos se promuevan a través de este instrumento. Quinto, tiene una cláusula que defiende la institucionalidad de la libre competencia, puesto que opera bajo fórmulas de remanente, en la lógica de ofertas públicas y no discriminatorias;”

Destacó que el contenido del veto, esencialmente supresivo en los tres puntos que ha mencionado, coincide en buena medida con la postura que sostuvo el Presidente de la República en la tramitación del requerimiento de inconstitucionalidad que fue ventilada ante el Tribunal Constitucional, ya que tiende a la supresión de las normas que fueron aprobadas por el Congreso Nacional, del mismo modo en que se pedía la declaración de inconstitucionalidad en el requerimiento mencionado. No obstante, la sentencia del Tribunal rechazó el requerimiento de inconstitucionalidad, declarando la conformidad de los preceptos cuestionados con el texto constitucional. Esa sentencia produce el efecto de fijar el texto normativo que fue impugnado, en su conformidad con la Constitución. Por su parte, el Presidente de la República, habiendo sido parte en ese procedimiento, por medio de este veto tiende en la práctica a privar de efectos a la sentencia del Tribunal Constitucional, puesto que se busca eliminar del proyecto de ley aquellos aspectos que dicha Magistratura se había negado a declarar inconstitucional, con lo cual, el procedimiento ante el Tribunal relativo al control de constitucionalidad de los proyectos de ley pasaría a ser por completo inoficioso, dado que se reponen, por vía del veto, los efectos que la sentencia evitó.


Indicó que ésta es, en esencia, la misma situación en la que se encontrarían en caso de una sentencia que hubiese acogido el requerimiento, declarando la inconstitucionalidad del precepto impugnado, pero dicha norma hubiese sido reintroducida al proyecto por medio de un veto con una formulación gramatical diferente. Desde el punto de vista formal, esta nueva norma sería una norma diferente, distinta a la que declaró inconstitucional el Tribunal, pero que produciría el mismo efecto, con lo cual se burla la efectividad de lo resuelto, cuestión inadmisible desde un punto de vista jurídico, por cuanto lo relevante dice relación con el efecto jurídico que produce dicha norma y si éste es el mismo que fue rechazado expresamente por el Tribunal Constitucional, entonces la modificación no puede prosperar, puesto que el efecto de la misma no es otro que dar vigencia a aquello que el Tribunal Constitucional rechazó.


Además, en este caso esta situación se ve reforzada por el efecto y tramitación propia de un veto del Presidente de la República, puesto que el rechazo de las modificaciones que se introducen al texto implica la eliminación de la norma del proyecto finalmente aprobado, a menos que se reúna un quórum de dos tercios de los parlamentarios presentes para poder insistir en el proyecto, posibilidad que es sólo hipotética, más alejada de la realidad, con lo cual, la opción del veto es generar el efecto que la sentencia del Tribunal Constitucional quiso evitar, sea por medio de su aprobación, lo que implica eliminar las normas, sea por su rechazo, que también implica la eliminación de las secciones del proyecto objeto de veto.


Finalmente, señaló que había propuestas dentro del veto que no se condecían con las ideas matrices del proyecto, independientemente de que los aspectos hayan sido incorporados posteriormente en la discusión. Así sucedía con los elementos específicos del concepto de pluralismo; la regulación de atribuciones de la Fiscalía Nacional Económica, las definiciones en normas generales sobre espectro radioeléctrico, la regulación específica de horario de programación cultural o la autorización para que Televisión Nacional de Chile extienda sus operaciones a una segunda concesión. Estos elementos no formaban parte de las ideas matrices originales del proyecto, habiendo sido incorporadas dentro de la tramitación parlamentaria posterior. Por tanto, siendo las instancias del veto señaladas precedentemente, ajenas a las ideas matrices del proyecto, resultaban ser inadmisibles.


Terminó señalando que lo anterior implicaba el riesgo evidente que la voluntad presidencial primara por sobre lo resuelto por el Tribunal Constitucional.

2.- Don José Francisco García García, profesor de Derecho Constitucional en la Pontificia Universidad Católica de Chile, señalo que existirían algunas objeciones respecto de las observaciones formuladas por el Presidente de la República, en aquellas materias que fueron objeto de la sentencia del Tribunal Constitucional Rol Nº 2541-13, de 18 de noviembre, producto de un requerimiento parlamentario que fue casi en su totalidad rechazado, y que decía relación con el concepto de pluralismo que se establece en el proyecto y el deber de promoverlo; la obligación de transmitir campañas de utilidad e interés público; la denominada “segunda concesión” entregada a Televisión Nacional y el establecimiento del must-carry. 


Sostuvo que las observaciones concretas formuladas por el Presidente examinadas, no sólo son constitucionales desde la perspectiva de sus potestades, sino, plenamente conciliables con los estándares fijados por el Tribunal Constitucional. 


Asimismo, hizo presente que en el considerando décimo de la sentencia del Tribunal se establece expresamente, al examinar la obligación de las campañas de interés público o de utilidad pública, que el reciente veto introducido por el Ejecutivo al proyecto,( es decir, el que se está tratando) implica “transformar muchas de las objeciones planteadas en cuestiones de mérito, puesto que se solucionan dentro de la dinámica legislativa” y que el Tribunal Constitucional “tendrá en cuenta esta variable al momento de examinar los reproches”.


Conforme con estas precisiones, procedió a referirse a los tres aspectos del proyecto examinado que fueron tanto parte del fallo del Tribunal Constitucional, como objeto de observaciones por parte del Presidente. Al respecto, hizo presente que la Constitución Política de la República entrega al Presidente la posibilidad de formular observaciones a los proyectos de ley en términos amplios, de acuerdo a lo establecido en su artículo 73, estableciéndose como única restricción la inviolabilidad de la regla de ideas matrices o fundamentales del proyecto. También se otorga al Congreso Nacional un rol contrapeso, sede en la que, por lo demás, se toma la definición final en esta materia.

No obstante, estimó que si bien era lógico que por la vía del veto no pudiera reponerse una norma declarada inconstitucional, nada impedía que se pudiera reemplazar por dicha vía una norma declarada constitucional por el Tribunal Constitucional, por cuanto si así no fuera:


a.- Se estaría reduciendo la facultad que la Constitución otorga al Presidente;


b.- No está dentro de las facultades del Tribunal sustraer una norma del libre debate legislativo, puesto que de lo contrario la declaración de constitucionalidad se convertiría en una suerte de intangibilidad, y nuestro sistema jurídico no tiene normas intangibles ni pétreas.

c. La jurisprudencia del Tribunal Constitucional, en particular a través del uso de ciertos estándares o tests de revisión judicial, como el caso de la deferencia razonada o el test de proporcionalidad, es bastante robusta en el sentido de que dicho Tribunal no efectúa un control de mérito acerca de los medios regulatorios elegidos por el legislador para avanzar en sus fines; el establecer que existe una desproporcionalidad de medios es una cuestión extraordinaria y excepcional, y sólo posible en la medida en que el gravamen que dichos medios imponen sobre derechos fundamentales sea intolerable ante la Constitución Política de la República.

d. Las observaciones del Presidente no cuestionan la autoridad del Tribunal Constitucional en sus poderes de control, que es siempre negativo, nunca positivo. Proponer una nueva norma no significa creer que la anterior sea inconstitucional. 


En cuanto al contenido del veto, señaló que el Jefe del Estado propone eliminar del segundo párrafo de la letra d) del numeral 1 del artículo 1°, las frases “promover en los contenidos entregados” y “, excluyendo aquellos que atenten contra los mismos”.

Respecto de la primera frase, el mismo Tribunal la declaró inconstitucional por lo que en este sentido, la observación del Presidente sigue fielmente la pauta establecida por el Tribunal.


En cuanto a la supresión de la segunda frase, es decir,
“promover en los contenidos entregados”, indicó que se trataría de una cuestión que formó parte del requerimiento parlamentario, no acogiendo el Tribunal la objeción de constitucionalidad. Al respecto, resaltó que el fallo no se pronuncia específicamente sobre la cuestión de la promoción. Sólo en la prevención de los ministros Vodanovic, Fernández, Carmona, García y Hernández, se señala que se trata de una promoción “de los contenidos”; ello no implicaría crear contenidos ad hoc que promuevan el pluralismo, sino que “se trata de garantizar en los contenidos‟, decididos libremente por el canal, que se respeten reglas básicas de dignidad humana” (7°).

En tal sentido, en la medida en que en la observación del Presidente se mantiene la obligación de los concesionarios de observar los principios contenidos en la nueva definición de pluralismo, eliminar la frase en torno a la promoción podría ser objeto de controversia de mérito, pero no de naturaleza constitucional porque en caso alguno implica desatender el fallo del Tribunal que declaró dicha promoción como constitucional.

En lo que dice relación con las campañas de interés público o utilidad pública, recordó que el requerimiento buscó declarar inconstitucional la totalidad de la nueva letra m) del artículo 12 de la ley Nº 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión. Al respecto, recordando que en el considerando 10° de la sentencia se señala expresamente que el reciente veto introducido por el Ejecutivo al proyecto implica “transformar muchas de las objeciones planteadas en cuestiones de mérito, puesto que se solucionan dentro de la dinámica legislativa” y que el Tribunal Constitucional “tendrá en cuenta esta variable al momento de examinar los reproches”, señala que el Presidente propone, en primer lugar, suprimir en el párrafo segundo de la letra g) del número 8 del artículo 1°, la frase que señala: “las autoridades competentes, para estos efectos”. Se trata, en suma, de precisar que el diseño de las campañas de interés público quedará entregada al Ministerio Secretaría General de Gobierno.

En segundo lugar, el Presidente propone sustituir en el párrafo segundo de la letra g) del número 8 del artículo 1°, la frase que señala: “y difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas” por “de riesgos o amenazas tales como catástrofes naturales o epidemias”. La observación que formula el Presidente busca, nuevamente en el orden de los medios regulatorios, especificar que las campañas de interés público tienen un objeto preciso: proteger a la población de riesgos o amenazas tales como catástrofes naturales o epidemias, lo que en nada contraría la sentencia del Tribunal Constitucional, en el sentido de que sea de la esencia de las campañas de interés público o su finalidad, el difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas, pudiendo ser el objetivo propuesto por el veto, uno más entre los posibles.

 En tercer lugar, el Presidente propone agregar en el párrafo quinto de la letra g) del número 8 del artículo 1°, la frase “, por una sola vez,” entre las palabras “renovarse” y “siempre”. Sobre este punto, señaló que nuevamente se estaba en presencia de una observación en el ámbito de los medios regulatorios posibles para alcanzar el objetivo de estructurar el marco de las campañas de interés público. En efecto, la observación del Presidente simplemente agrega una calificación respecto de la limitación de la referencia, al establecerse que la renovación podrá ocurrir por una sola vez. Se trata de una cuestión relevante no sólo porque agrega certeza en esta materia, sino porque se establece un medio regulatorio menos intenso del existente en el proyecto, lo cual es positivo desde la perspectiva del test de proporcionalidad.

Finalmente, el Presidente propone agregar en la letra g) del número 8) del artículo 1°, que agrega una letra m) al artículo 12 de la ley 19.838, el siguiente párrafo final nuevo: “Las concesionarias podrán determinar la forma y contenido de los spot, pero los someterán a aprobación previa del Consejo, el que verificará el cumplimiento de las normas generales e instrucciones a que hace referencia esta letra. La aprobación se dará conforme con el inciso primero del artículo quinto. En caso de que la concesionaria decida no hacer uso de este derecho relativo a los spot, deberá transmitir las campañas diseñadas por el Ministerio Secretaría General de Gobierno”.

Al respecto, señaló que al igual que respecto del punto anterior, se trataría de una observación en el ámbito de los medios regulatorios posibles para alcanzar el objetivo de estructurar el marco de las campañas de interés público. La observación del Presidente parece positiva desde la perspectiva del test de proporcionalidad, al permitirle al concesionario la posibilidad de determinar la forma y contenido de los spot, pero bajo una serie de condiciones fijadas por la autoridad, e incluso, en el caso de no ejercer este derecho, la regla, por defecto, se traduciría en transmitir la campaña diseñada por el Ministerio Secretaría General de Gobierno.


En lo que dice relación con la segunda concesión a Televisión Nacional, el requerimiento buscó declarar la inconstitucionalidad de la totalidad de la parte final del inciso undécimo del artículo 15 nuevo de la ley N° 18.838 que crea el Consejo Nacional de Televisión. El Presidente propone eliminar la frase contenida en el párrafo 11 del número 14 del artículo 1° del proyecto de ley, que se refiere a la transmisión “de señales de la propia concesionaria de carácter regional o”.

A este respecto, señaló que habiendo el Tribunal Constitucional rechazado la impugnación de inconstitucionalidad formulada en el requerimiento parlamentario, la observación del Presidente tiene un sentido muy limitado: el que la segunda concesión de TVN sólo pueda tener por objeto la transmisión de otros concesionarios que no cuenten con medios propios. Agregó que como era obvio, debería ser sería parte de una legítima discusión política la propuesta presidencial de si la supresión de transmitir señales de la propia concesionaria de carácter regional sería o no adecuada, pero dicha opción por parte del Ejecutivo, en nada contradice la sentencia del Tribunal Constitucional.


Por todo lo anterior, concluyó que las observaciones concretas formuladas por el Presidente no sólo son constitucionales desde la perspectiva de sus potestades, sino, plenamente conciliables con los estándares fijados por el Tribunal Constitucional en su fallo, recordando al efecto lo afirmado por el propio Tribunal en el considerando décimo de la sentencia al examinar la obligación de las campañas de interés público o de utilidad pública, ya transcrito al inicio de su intervención.


3.- Don Germán Concha Zavala, profesor de Derecho Constitucional en la Pontificia Universidad Católica de Chile, inició su intervención dejando constancia él fue quien estuvo a cargo de la presentación ante el Tribunal Constitucional del requerimiento de los parlamentarios, precisando, además, que concurría a la Comisión a título personal.


Sostuvo que el Tribunal Constitucional podía anular un precepto legal o impedir que un proyecto se convirtiera en ley, como también rechazar un requerimiento, desechando la pretensión de quienes desean se declare la inconstitucionalidad de un proyecto. Asimismo, podía declarar que una norma es constitucional en un determinado sentido, tal como sucedió durante la discusión del proyecto de ley de prensa al debatirse sobre la definición del derecho a estar debidamente informado. Al respecto el Tribunal Constitucional lo admitió como derecho, pero entendido de una determinada forma.


En lo que se refiere al fallo del Tribunal en su relación con el veto presidencial, señaló que el considerando décimo de la sentencia resultaba particularmente especial, porque dicha sentencia tiene como fecha el 18 de noviembre del año 2013 y el veto presentado por el Presidente de la República lo fue el 15 de noviembre. Por lo tanto, debe asumirse que la sentencia ha sido dictada con el veto a la vista, conclusión que refuerza el hecho que sea la propia sentencia en el mencionado considerando la que aluda al contenido del veto, señalando que transforma muchas de las objeciones planteadas en cuestiones de mérito, puesto que se solucionan dentro de la dinámica legislativa, lo que tendrá en cuenta al momento de examinar los reproches.


Así, por ejemplo, en el caso de las campañas de interés público, la sentencia señala que dado que el veto precisa el objeto de las campañas, cambiando la definición, y dado que, establece que, entre otras materias, los canales de televisión podrán proponer una campaña alternativa y sólo si el Consejo no la admite habrá de estarse a la oficial, el Tribunal termina por admitir el precepto. Dicho de otra forma, el Tribunal ha sostenido que dado el contenido del veto, resolvió en un determinado sentido. Por tanto, no parece existir una disconformidad entre lo resuelto por el Tribunal con el veto.


Hizo presente que la discusión en el Tribunal Constitucional se centró principalmente en la definición de pluralismo; aspecto en el cual el Tribunal acogió parcialmente la presentación de los parlamentarios en lo relativo a la difusión de campañas de interés público; en la segunda concesión que se otorga a Televisión Nacional, punto en que se argumentó que ésta constituía una suerte de discriminación arbitraria en perjuicio de los demás canales. En este último punto el veto viene a confirmar la argumentación contenida en la propia sentencia. Por último, el cuarto punto del requerimiento dice relación con el must - carry, que consiste en la obligación que se impone a los permisionarios de servicios limitados de televisión, de difundir en la región o localidad en la que operen, y siempre que sea técnicamente factible, a lo menos cuatro canales regionales o locales.


Siempre dentro del aspecto técnico de la presentación del veto, señaló que existe la posibilidad de recurrir al Tribunal Constitucional como parte del control preventivo, pudiendo presentarse el requerimiento en cualquier trámite legislativo. En cambio el veto sólo puede presentarse una vez que el proyecto ha sido despachado. Durante la tramitación sólo pueden presentarse indicaciones. Agregó que atendida la forma en que se regula el requerimiento y el veto, podía ocurrir que se superpusieran ambas herramientas.

Precisó que el veto presidencial no tenía por propósito alterar lo resuelto por el Tribunal Constitucional en su sentencia puesto que es el propio fallo quien alude al contenido del veto. Más aún, la sentencia daba por aprobado el veto, lo que no dejaba de resultar curioso. Asimismo, que el Tribunal sostuviera que una norma no es inconstitucional, no podía entenderse como que esa norma consistiera en la única forma de resolver un tema.


Por último, ante las objeciones del diputado señor Díaz acerca de que la sentencia del Tribunal Constitucional fue redactada con el veto a la vista y que la forma en que se resolvió significaba que el Tribunal consideraba que el veto sería aprobado, procedió a dar lectura íntegra al considerando décimo, el que señala lo siguiente:


“Que, no obstante estos cuestionamientos, el viernes 15 de noviembre pasado, el Ejecutivo presentó un veto al proyecto de ley, donde formula correcciones a las mismas normas impugnadas. Por de pronto, restringe el objeto de las campañas de interés público. Éstas, de acuerdo al veto, tienen por objeto proteger a la población de “riesgos o amenazas tales como catástrofes naturales o epidemias”. La norma reprochada permitía las campañas para “difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas”. Enseguida, el veto sólo permite la renovación por una sola vez de las campañas. El proyecto objetado no tiene esa regla. Finalmente, se le otorga a la concesionaria el derecho a optar por hacer su propio spot y someterlo a la aprobación del Consejo Nacional de Televisión, o hacer uso del que diseñe la autoridad. En el texto impugnado, no hay esa opción.


Dicho veto implica transformar muchas de las objeciones planteadas en cuestiones de mérito, puesto que se solucionan dentro de la dinámica legislativa. Este Tribunal tendrá en cuenta esta variable al momento de examinar los reproches.”

4.- Don Miguel Ángel Fernández González, profesor de Derecho Constitucional en la Pontificia Universidad Católica de Chile, señaló que el origen de la institución del veto se remontaba al tribuno que era “cada uno de los magistrados que elegía el pueblo romano reunido en tribus, y tenían facultad de poner el veto a las resoluciones del Senado y de proponer plebiscitos.


Efectuó a continuación una reseña histórica de la institución del veto en nuestra legislación, pasando del efecto absoluto que tenía bajo la vigencia de la Carta de 1833 hasta la situación muy similar a la actual establecida en la Constitución de 1925 después de la modificación que se le introdujera por la ley N° 17.284.


Explicando, en seguida, la reglamentación que sobre esta institución establece la actual Carta Política, señaló que su artículo 72 disponía que una vez aprobado un proyecto de ley por ambas ramas del Congreso Nacional, deberá remitírselo al Presidente de la República, quien, si también lo aprueba, dispondrá su promulgación como ley. Empero, el artículo 73 establece que, si el Presidente de la República desaprueba el proyecto, lo devolverá a la Cámara de su origen con las observaciones convenientes, dentro del término de treinta días, es decir, lo devolverá, en palabras de don Alejandro Silva Bascuñán, con las advertencias o reparos que, luego de haber examinado el texto aprobado por las Cámaras, da a conocer a éstas para que las tomen en consideración al practicar una nueva revisión del proyecto que habían despachado.


No obstante, y siguiendo la reforma de 1970, la misma norma aclara que, en ningún caso, se admitirán las observaciones que no tengan relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, a menos que hubieran sido consideradas en el mensaje respectivo, lo cual tiene que vincularse, para comprender su sentido y alcance, con lo dispuesto en el artículo 23 inciso tercero de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el que considera como tales las contenidas en el mensaje o moción, según corresponda.


Siguiendo con la explicación acerca de la tramitación del veto, indicó que el inciso tercero del citado artículo 73, establece que, si las dos Cámaras aprueban las observaciones, el proyecto tendrá fuerza de ley y se devolverá al Presidente para su promulgación. Sin embargo, en el inciso cuarto consta que, si ellas desechan todas o algunas de las observaciones e insisten por los dos tercios de sus miembros presentes en la totalidad o parte del proyecto aprobado por ellas, se devolverá al Presidente para que promulgue el texto parlamentario.


Por último, señaló que la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional dedica su Título III a la tramitación de las observaciones o vetos del Presidente de la República a los proyectos de ley o de reforma constitucional, comenzando con la regulación en su artículo 32, de la inadmisibilidad de aquellas observaciones que no digan relación con las ideas matrices. Más específicamente, el artículo 35 aclara que cada observación formulada por el Presidente de la República deberá ser aprobada o rechazada en su totalidad y, en consecuencia, no procede dividir la votación para aprobar o rechazar sólo una parte. A su vez, el artículo 36 inciso primero dispone que “En caso de que las Cámaras rechazaren todas o algunas de las observaciones formuladas a un proyecto de ley, y no reunieren quórum necesario para insistir en el proyecto aprobado por ellas, no habrá ley respecto de los puntos de discrepancia”.


Refiriéndose, luego, a la sentencia pronunciada por el Tribunal Constitucional Rol Nº 2.541, de fecha 18 de noviembre de este año, señala que resolvió un requerimiento de treinta y seis diputados en contra de cuatro disposiciones contenidas en el proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre en nuestro país, acogiendo parcialmente sólo una de esas objeciones.


En efecto, en primer lugar, se había pedido la inconstitucionalidad del artículo 1º Nº 1 letra d) del proyecto que contiene una definición de pluralismo, entendido como “El respeto a la diversidad social, cultural, étnica, política, religiosa, de género, de orientación sexual e identidad de género, siendo deber de los concesionarios y permisionarios de servicios de televisión, regulados por esta ley, promover en los contenidos entregados la observancia de estos principios, excluyendo aquellos que atenten contra los mismos”.

En segundo lugar, el requerimiento impugnó el artículo 1º Nº 8 letra g) del proyecto que, a propósito de las funciones y atribuciones del Consejo Nacional de Televisión, incorpora la de “Dictar normas generales y obligatorias para los concesionarios y los permisionarios de servicios limitados de televisión, relativas a la obligación de transmitir campañas de utilidad o interés público.”

En tercer lugar, los diputados pedían la declaración de inconstitucionalidad de la parte final del artículo 1º Nº 14 del proyecto, que dispone lo siguiente: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrán otorgarse nuevas concesiones con medios propios a aquellas personas jurídicas que ya sean titulares de una concesión de la misma naturaleza, o bien controlen o administren a otras concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción, que hayan sido otorgadas por concurso público, en la misma zona de servicio, salvo que se trate de una segunda concesión con medios propios a que puede optar Televisión Nacional de Chile, y que tenga por objeto la transmisión de señales de la propia concesionaria de carácter regional o de otros concesionarios que no cuenten con medios propios, en cuyo caso se entenderá que la capacidad de transmisión de esta nueva concesión constituirá un remanente para todos los efectos contemplados en el artículo 17”.

En cuarto y último lugar, se objetaba el artículo 1º Nº 15, en lo referente a los incisos segundo y tercero del nuevo artículo 15 quater que agrega , los que señalan que “Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, los permisionarios de servicios limitados de televisión deberán difundir en la región o localidad en que operen, y siempre que sea técnicamente factible, a lo menos cuatro canales regionales, locales o locales de carácter comunitario en sus respectivas grillas o parrillas programáticas. Esta difusión a través de los servicios limitados de televisión no podrá modificar la zona de servicio del concesionario respectivo. Los costos de las interconexiones para la difusión de las señales a que hace referencia este artículo serán siempre de cargo del concesionario. El ejercicio del derecho comprendido en este inciso será excluyente e incompatible con el ejercicio del derecho establecido en el inciso primero del artículo 69 de la ley Nº17.336 exclusivamente respecto de la retransmisión.


Corresponderá al Consejo Nacional de Televisión decidir, mediante concurso público, qué canales deberán ser difundidos por dichos permisionarios, por un período máximo de cinco años, debiendo mantener una representativa diversidad entre éstos y dando preferencia a las señales de los canales educativos y culturales”.


El requerimiento parlamentario fue interpuesto hallándose todavía pendiente la discusión del proyecto de ley al interior del Congreso Nacional, lo cual condujo, naturalmente, a que las observaciones se hayan formulado con anterioridad, lo cual resulta ya indicativo que, en principio, no existe relación entre una y otra etapa en el proceso de formación de la ley.


En lo que se refiere a las observaciones formuladas por el Presidente de la República, afirmó que respecto de la definición de pluralismo, formuló dos observaciones consistentes en suprimir las frases “promover en los contenidos entregados” y “, excluyendo aquellos que atenten contra los mismos”. En relación con la primera de ellas, expresó que es menester resolver la duda basal que puede surgir del requerimiento ante el Tribunal Constitucional, en cuanto a si el Presidente de la República puede vetar, en cualquier sentido, un precepto legal que ha sido declarado ajustado a la Carta Fundamental por aquella Magistratura, llegando, incluso en el caso extremo- a proponer su supresión completa. Al respecto, señaló que no tenía dudas en cuanto a que la declaración de constitucionalidad no limita y menos impide el ejercicio, por parte del Presidente de la República, de la potestad que le confiere el artículo 73 de la Constitución. Sobre este punto, citó a los profesores Bronfman, De la Fuente y Parada quienes han señalado que “Como puede apreciarse de la norma transcrita, el Jefe del Estado goza de entera libertad para expresar su criterio frente a un determinado proyecto, pero debe sujetarse a dos exigencias básicas. La primera limitación que se le impone es devolver el proyecto dentro de los treinta días “con las observaciones convenientes” (…). La segunda limitación que el Ejecutivo debe respetar es análoga a la que rige respecto de las indicaciones parlamentarias (…) ella consiste en la necesaria vinculación que debe existir entre las observaciones planteadas y las ideas rectoras del proyecto (…).


Reforzando lo anterior, manifestó que la declaración de constitucionalidad de una norma, controlada por el Tribunal Constitucional, no obliga al legislador, en definitiva, a aprobarla, salvo, claro está, en cuanto no puede ser acordada una preceptiva exactamente contraria a la que fue aceptada por aquella Magistratura, pues la decisión de lo que llegará a convertirse en ley no es de competencia de aquel Tribunal, sino de los colegisladores.


En el mismo sentido, añadió que en materia de inaplicabilidad, cuando el Tribunal Constitucional rechaza el requerimiento, el juez del fondo no queda, naturalmente, forzado a aplicar el precepto legal. Sin embargo, cuando la resolución se ha producido en sentido contrario, entonces, aquel juez queda totalmente impedido de darle aplicación a la ley en el caso concreto que esté resolviendo; de tal manera que si, en el control preventivo, se pronuncia la inconstitucionalidad, el legislador no puede aprobar esa norma e insertarla en la ley que entre en vigencia, pero, si se resuelve a la inversa, los colegisladores no están obligados, en definitiva, a aprobarla y terminar convirtiéndola en ley. Lo anterior, en lo que aquí interesa, es válido para la potestad de veto, pues la norma en gestación declarada constitucional, en virtud del control preventivo contemplado en los numerales 1º y 3º del artículo 93 de la Carta Fundamental, no impide al Jefe del Estado observarla, total o parcialmente, sea con finalidad aditiva, sustitutiva o supresiva, como lo ha hecho el Presidente de la República al proponer que se suprima la frase del artículo 1º Nº 1º del proyecto de ley que señala “promover en los contenidos entregados”. Sostener lo contrario sería atribuir al Tribunal Constitucional, en el control preventivo, potestad no sólo creadora de normas legales, siendo que su competencia es para excluir las que sean contrarias a la Carta Fundamental, sino competencia para decidir que un determinado precepto legal debe, necesariamente, convertirse en ley.


En relación a la segunda frase que el Jefe del Estado propone suprimir (“, excluyendo aquellos que atenten contra los mismos”) afirmó que tal supresión corresponde, exactamente, a la que el Tribunal Constitucional declaró contraria a la Carta Fundamental, de tal manera que no forma ni puede formar parte del proyecto de ley desde el momento que fue notificada la sentencia de aquella Magistratura y menos, por ende, puede llegar a convertirse en ley. Por ello, sostuvo que es del todo innecesario que el Presidente de la República la haya vetado supresivamente, aunque la aparente inconsistencia puede explicarse por la sucesión de hechos o trámites de que da cuenta la secuencia seguida por el proyecto de ley: El 18 de octubre de 2013, la Cámara de origen, mediante Oficio Nª 10.967, remitió el proyecto aprobado por el Congreso Nacional al Presidente de la República, incluyendo la frase en cuestión. Al día siguiente, el 19 de octubre, a las 23:01 hrs., se ingresó el requerimiento parlamentario al Tribunal Constitucional; el 15 de noviembre se ingresaron a trámite las observaciones formuladas por el Presidente de la República; el 18 de noviembre se dictó la sentencia que excluyó la mentada frase; y el 20 de noviembre se ingresaron las observaciones formuladas por el Presidente de la República.


Como efecto de la secuencia reseñada y atendido el plazo constitucional de 30 días que tenía el Jefe del Estado para formular sus observaciones, éstas quedaron definidas e ingresadas al Congreso Nacional con antelación a que se le notificara la sentencia del Tribunal Constitucional, por lo que bien pudo incluir aquella que suprime la frase que esa Magistratura, casi en paralelo, declaró contraria a la Carta Fundamental.


Resulta, entonces, irrefutable que el Presidente de la República ha vetado para excluir una frase del proyecto de ley que ya no forma parte de él, por sentencia del Tribunal Constitucional, la cual no puede ser eludida ni alterada, para que el Congreso Nacional, aprovechando la secuencia cronológica, rechace la observación e insista en el texto original, forzando al Jefe del Estado a promulgarla, con lo cual resultaría burlada y vulnerada la sentencia de aquella magistratura máxima. Por lo anterior, estimo que la segunda observación formulada al artículo 1º Nº 1º del proyecto de ley debe ser retirada o declarada inadmisible por las Cámaras porque propone eliminar de la iniciativa una frase que ésta no contiene, luego de lo decidido por el Tribunal Constitucional.


En cuanto al segundo punto del requerimiento, referido a la norma del proyecto de ley que impone a los concesionarios y permisionarios de servicios limitados de televisión la obligación de transmitir campañas de utilidad o interés público, regulándolas, citó el considerando 10º de la sentencia pronunciada por el Tribunal Constitucional el que señala lo siguiente: “Que, no obstante estos cuestionamientos, el viernes 15 de noviembre pasado, el Ejecutivo presentó un veto al proyecto de ley, donde formula correcciones a las mismas normas impugnadas. Por de pronto, restringe el objeto de las campañas de interés público. Éstas, de acuerdo al veto, tienen por objeto proteger a la población de “riesgos o amenazas tales como catástrofes naturales o epidemias”. La norma reprochada permitía las campañas para “difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas”. Enseguida, el veto sólo permite la renovación por una sola vez de las campañas. El proyecto objetado no tiene esa regla. Finalmente, se le otorga a la concesionaria el derecho a optar por hacer su propio spot y someterlo a la aprobación del Consejo Nacional de Televisión, o hacer uso del que diseñe la autoridad. En el texto impugnado, no hay esa opción.

Dicho veto implica transformar muchas de las objeciones planteadas en cuestiones de mérito, puesto que se solucionan dentro de la dinámica legislativa. Este Tribunal tendrá en cuenta esta variable al momento de examinar los reproches”.


De lo anterior, concluyó que la magistratura, entonces, evaluó la norma impugnada considerando las observaciones planteadas por el Jefe del Estado, sin que haya formulado reproche, sino que declarando su constitucionalidad. Dicho de otra forma, podría estimarse que el Tribunal Constitucional consideró constitucional el proyecto de ley como lo conoció, pero tampoco le mereció reproches el contenido del veto.


Se refirió, en seguida, a la observación formulada por el Jefe del Estado, relativa a suprimir la frase “de señales de la propia concesionaria de carácter regional o”, en el artículo 1º Nº 14) del proyecto de ley, para que el objeto de la segunda señal que se autoriza a Televisión Nacional de Chile, que fue declarada constitucional en la sentencia del Tribunal, sea facilitar las transmisiones de otros concesionarios que no cuenten con medios propios, pues, como explica el veto “(…) establece una excepción para Televisión Nacional de Chile, que le permite obtener una segunda concesión con dos objetos. Primero para transmitir señales de la propia concesionaria de carácter regional; y segundo, transmisión de señales de otros concesionarios que no cuenten con medios propios.


Prosigue la fundamentación del veto, explicando que “
El objeto de esta norma era facilitar el ingreso al mercado a nuevos proyectos televisivos que no contaran con el financiamiento necesario para desplegar una red propia, y además administrar de mejor forma el espectro radioeléctrico. Con eso se iba a permitir potenciar la existencia de medios de carácter regional local y comunitario acercando los contenidos a la población y su realidad. No obstante el objetivo perseguido por el legislador, la redacción finalmente aprobada pudiera generar el efecto contrario, pues la norma contenida en el párrafo 11 del número 14 del artículo 1° no sólo contempla la posibilidad para Televisión Nacional de Chile de transportar a concesionarios con medios de terceros sino también transmitir sus propias señales regionales, quedando tal definición al arbitrio de dicha empresa pública. Esta posibilidad de transmitir en esta segunda concesión por localidad, las señales regionales de Televisión Nacional de Chile, lejos de promover el pluralismo y los medios regionales, locales o locales comunitarios introduce desincentivos a dicho canal para ofertar su remanente a sus potenciales competidores (…)”.


Al respecto hizo presente que al examinar esta norma, el Tribunal Constitucional resolvió que de lo que se trataba era determinar si se justificaba o no otorgar una segunda concesión a Televisión Nacional de Chile y la validó considerando, en lo que aquí interesa, que su “(…) propósito es establecer un transportador de las señales, canales y producción televisiva que se genera en las regiones, localidades y comunidades que esta misma ley propicia, financia y promueve. Tercero, es una regla que permite y profundiza el mercado televisivo en las regiones y comunas, puesto que impone una carga (cumpliéndose todos los supuestos de la norma) a Televisión Nacional, satisfaciendo, de paso, la vocación nacional de su giro. Cuarto, es el medio adicional para que contenidos culturales y educativos se promuevan a través de este instrumento. Quinto, tiene una cláusula que defiende la institucionalidad de la libre competencia, puesto que opera bajo fórmulas de remanente, en la lógica de ofertas públicas y no discriminatorias”

Por ello, estimó que el veto estaba en línea con lo resuelto por el Tribunal Constitucional que validó la norma tanto en cuanto se trata de una regla que permite y profundiza el mercado televisivo en las regiones y comunas, en tanto que la observación presidencial busca corregir la redacción finalmente aprobada porque puede generar el efecto contrario, ya que la definición de si Televisión Nacional de Chile transportará la señal de terceros o la propia señal queda a su arbitrio.


Sostuvo, asimismo, que el veto repara la evidente infracción de la igualdad ante la ley en que incurría el proyecto de ley al prohibir a las entidades religiosas ser concesionarios de carácter local comunitario. Estimó que dicha norma contenida en el proyecto y que no fue objeto del requerimiento, no se ajustaba a nuestra Carta Fundamental, porque se incurría en una discriminación arbitraria respecto de las entidades religiosas.


Compartía también el contenido del veto, en lo que respecta a la definición que el proyecto de ley incorpora a la Ley General de Telecomunicaciones que, particularmente, al declarar que “las concesiones que se otorguen a personas naturales o jurídicas son, por esencia, temporales” lesiona derechos constitucionales de quienes son titulares de concesiones indefinidas.


Apoyaba, igualmente, la observación formulada por el Presidente de la República, en lo que respecta a las facultades que se otorgan a la Fiscalía Nacional Económica. En este sentido, estimó ajustada a la Constitución la observación que confiere carácter no vinculante al informe que emane de dicha Fiscalía, pues, lo contrario, sería afectar la autonomía del Consejo Nacional de Televisión que tiene base y jerarquía constitucional. El veto es más respetuoso de la Constitución, en cuanto tiene presente la autonomía que la Carta Fundamental confiere al Consejo Nacional de Televisión.


Finalmente, formuló una observación al veto en la parte que se refiere a la pérdida del derecho preferente, en cuanto propone reemplazar en el párrafo séptimo del número 14), la siguiente frase: “que hubiese sido condenado dos o más veces por infracciones a las leyes 
Nº 17.336, Nº20.243, o al Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, durante el año calendario inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud de renovación, o” por otra que disponga “que durante el año calendario inmediatamente anterior a la solicitud de la renovación, hubiese sido condenado dos o más veces por infracciones graves a las leyes N° 17.336, N° 20.243, o al Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, cuestión que será calificada por el Consejo Nacional de Televisión, o”. Al respecto señaló que no lograba visualizar en qué consistirá la calificación que debe formular aquel Consejo, dado el carácter claro y preciso de la sanción, salvo que ella sea para determinar qué infracciones son graves. Si así fuera, creía más apropiada En este caso sugirió la siguiente redacción: “que durante el año calendario inmediatamente anterior a la solicitud de la renovación, hubiese sido condenado dos o más veces por infracciones graves a las leyes 
N° 17.336, N° 20.243, o al Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo. La gravedad de las infracciones será calificada por el Consejo Nacional de Televisión, o”.


Terminó su intervención concluyendo que el hecho que un proyecto de ley haya sido examinado por el Tribunal Constitucional, en virtud de lo dispuesto en los numerales 1° o 3° del artículo 93 de la Carta Fundamental, no limita la potestad presidencial de formularle observaciones, conforme a lo dispuesto en su artículo 73, salvo para proponer una disposición que sea exactamente contraria a la que, específicamente, esa Magistratura declaró constitucional, puesto que la declaración en el sentido que un precepto en germen se ajusta a la Constitución, no fuerza a los colegisladores a aprobarlo necesariamente ni en los mismos términos en que fue conocido por aquel Tribunal.


5.- Don Patricio Zapata Larraín, Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de las Américas, efectuó una relación cronológica, señalando que el requerimiento había sido presentado el 19 de octubre; los alegatos se realizaron el 7 de noviembre y el 8 de noviembre el Tribunal Constitucional adoptó sus acuerdos. Ese mismo día o a más tardar el lunes siguiente, el Tribunal dio a conocer un comunicado oficial que tenía por objeto informar a la opinión pública acerca de cuál había sido la decisión que había adoptado, esto es, que había acogido parcialmente una de las cuatro observaciones formuladas por un grupo de parlamentarios. Como es habitual cuando se trata de causas más complejas, transcurrieron alrededor de siete u ocho días entre la emisión del comunicado y la publicación de la sentencia en su integridad. En el intertanto, el día 15 de noviembre, teniendo a la vista el comunicado emitido por el tribunal, pero no la sentencia, el Gobierno ingresó las observaciones al texto aprobado por el Congreso, por lo que durante el fin de semana que medió entre la emisión del comunicado y la redacción de la sentencia, los ministros del Tribunal conocieron el contenido del veto presentado por el Ejecutivo. Finalmente, la sentencia se publicó el día 18 de noviembre.


Respecto de la actitud del Tribunal, estimó que quienes redactaron el fallo incurrieron en un error al hacer referencia a elementos conocidos con posterioridad a la comunicación de la decisión adoptada por el Tribunal, circunstancia que se resalta en una de las disidencias en la que se hace presente que no es correcto aludir a elementos que no se conocieron cuando se realizaron los alegatos.


Reforzó lo anterior, señalando que al Tribunal no se le había solicitado opinión sobre el veto ni tampoco se recibieron alegatos sobre el mismo. Señaló que entendía que el Ejecutivo no tenía la libertad para esperar la publicación del fallo, que sin duda habría sido lo más conveniente, y debió ingresar el veto con la información que manejaba hasta ese entonces, esto es, que se había rechazado buena parte del requerimiento.


Refiriéndose al contenido del veto, explicó que de las veintiocho observaciones formuladas por el Presidente de la República, el 95% de ellas no dicen relación con el fallo del Tribunal Constitucional. Sólo la observación N°4 se podría estimar que apunta en un sentido contrario al que tuvo la mayoría de los ministros del Tribunal Constitucional. Dicha observación propone suprimir el párrafo quinto de la letra d), la que sustituye el inciso tercero del artículo 1° de la ley N° 18.838, el que señala lo siguiente: 


“También se podrá considerar correcto funcionamiento, entre otras cosas, la incorporación de facilidades de acceso a las transmisiones para personas con necesidades físicas especiales, la transmisión de campañas de utilidad pública a que hace referencia la letra m) del artículo 12, y la difusión de programación de carácter educativo, cultural o de interés nacional.” 


Señaló que la supresión de este inciso se opone a la decisión adoptada por el Tribunal por cinco votos contra cuatro. Con todo, reconoció que lo expuesto resulta discutible.


Añadió que también resultaba compleja aquella observación formulada por el Presidente de la República, en virtud de la cual solicita que el Congreso elimine aquello que el Tribunal Constitucional le ordenó eliminar. En el mejor de los casos, dicha observación sería redundante, pero podría ser peligrosa si el Congreso entendiera que puede rechazar esa observación e insistir en el texto ya aprobado.


Expresó que no consideraba que el veto fuera contrario al fallo emitido por el Tribunal Constitucional. Explicó que si se estimara que la Constitución constituye o fija un marco tan estrecho de acción, que se ajusta perfectamente a los contenidos materiales, declarado que un precepto es constitucional cualquiera otra fórmula sería inconstitucional. Para quienes así piensan, de la Constitución sólo se puede deducir una única solución legislativa compatible con aquella. Por lo contrario, a su parecer, la Constitución fija un marco general, por lo que pueden existir varias fórmulas legislativas igualmente constitucionales. Siendo así, el fallo del Tribunal Constitucional permite al Congreso Nacional discutir otras fórmulas legislativas alternativas a las que el Tribunal considera constitucionales.


Sostuvo que algunas de las observaciones del Presidente de la República contribuían a avanzar hacia un mejor equilibrio constitucional. Es así como en el caso de las campañas de interés público, en que hay que conciliar la voluntad de los medios para definir una línea editorial, con la existencia de una necesidad nacional de que se hagan tales campañas, el Presidente de la República efectúa dos observaciones que reponen una fórmula legislativa que se trató en la Cámara de Diputados el año 2008, en orden a facultar a las concesionarias para determinar la forma y contenido de los spots, pero que deben someter a la aprobación previa del Consejo, el que verificará el cumplimiento de las normas generales y de las instrucciones, pero si la concesionaria decide no hacer uso de este derecho relativo a los spot, deberá transmitir las campañas diseñadas por el Ministerio Secretaría General de Gobierno.


Agregó que el Presidente de la República pone sobre la mesa una nueva propuesta sobre las campañas de interés público. Al respecto el Tribunal Constitucional sostuvo que el texto aprobado por el Congreso sobre la materia resultaba concordante con la Constitución. Sin embargo, ello no significa que la propuesta efectuada por el Presidente de la República se aparte de la Carta Fundamental. Por el contrario, tales observaciones equilibran mejor los derechos en juego. 


Por último, señaló que el veto contenía otras observaciones como las signadas con los números 1, 5, 6, 7, 12 y 13 que estimaba peores que el texto aprobado por el Congreso Nacional, desde el punto de vista del derecho constitucional. 


6.- Doña Esperanza Silva Soura, Presidenta de la Corporación de Actores de Chile (Chile Actores), hizo presente que sólo se referirá a aquellos aspectos del veto que los afecta directamente.


Expresó que luego de cinco años de discusión en el Congreso Nacional se acordó que el respeto a los derechos laborales y de propiedad intelectual forman parte del correcto funcionamiento de la televisión. Asimismo, se estableció que el respeto de dichos derechos constituye un requisito para ejercer el “derecho preferente” de los actuales concesionarios. Igualmente, se incorporó la exigencia para los postulantes de presentar una declaración jurada donde se explicite que se respetan a cabalidad los derechos laborales y de propiedad intelectual.


Manifestó que resulta indispensable incorporar tales normas en la ley sobre televisión digital. Hoy existen contratos abusivos, donde los canales obligan a los artistas a ceder todos sus derechos, incluso aquellos irrenunciables como los laborales y de propiedad intelectual. Ningún canal respeta la ley laboral, y la de propiedad intelectual sólo la cumplen parcialmente: No pagan tarifa plena y no pagan a guionistas, narradores y locutores.


En este sentido, destacó las recientes sentencias pronunciadas respecto de las demandas interpuestas por José Soza y Álvaro Espinoza. El primero, luego de veinte años de trabajar para Televisión Nacional, fue desvinculado sin motivo alguno. La Corte Suprema condenó al canal estatal a pagarle a Soza las cotizaciones y las vacaciones que le adeudan desde 1991 al 2009, luego que se comprobara que entre el actor y TVN “hubo una relación laboral encubierta y que durante el largo periodo que estuvo vigente no se enteraron las imposiciones. “ Respecto del segundo, expresó que los tribunales sostuvieron que “ conforme a los hechos establecidos se puede concluir que entre las partes de este juicio (Espinoza y TVN) existió un vínculo de subordinación y dependencia que permiten dar por establecida la existencia de relación laboral entre el 11 de noviembre de 1999 hasta el 03 de agosto de 2012. “ (Sentencia Laboral Primer Juzgado Laboral, de fecha 18 de enero 2013, confirmada por la Corte de Apelaciones).


Por existir sólo cuatro canales, los actores suelen optar por no ejercer sus derechos ante los tribunales, dado que existe miedo a no volver a ser contratados.


Pese a lo expuesto, Hernán Triviño, Gerente de Asuntos Legales de Televisión Nacional, en respuesta a declaraciones de ella, envió la siguiente carta a El Mercurio: “En su edición de ayer, la presidenta de Chileactores se refiere a los vínculos entre la industria televisiva, en general, y los actores. En referencia específica a TVN, habla de presuntas “reiteradas sentencias laborales condenatorias”. La mencionada alusión carece de todo correlato con la realidad. No solo eso: Televisión Nacional de Chile cumple con las leyes laborales, civiles y tributarias implicadas en su operación, tal como oportunamente ha sido declarado por las entidades fiscalizadoras correspondientes.”

Explicó que a través de la celebración de contratos comerciales entre empresas, se pretende encubrir la relación laboral. Todo actor debe constituir una empresa para ser contratado por Televisión Nacional. En general, ningún canal de televisión firma contratos laborales con sus actores. Los artistas aceptan las condiciones impuestas por los canales, forzados por la necesidad de trabajar. Informó que sólo el 46% de actores titulados tiene trabajo después del segundo año de egreso. El ingreso bruto promedio es de $576.534 ($ 461.227, líquido) al cuarto año de egreso.


Para explicar la forma de proceder de los canales, dio a conocer un correo electrónico enviado por el señor Patricio López, Productor Ejecutivo del área dramática de Televisión Nacional de Chile, que fue recientemente contratado por Megavisión: “Hola XX, Te envío nuestra propuesta: 


Teleserie vespertina 1er semestre 2012. Contrato desde Enero a Julio del 2012 (7 meses), por $ xxx mas IVA mensual.


 Lo mas importante es que debes generar una factura con IVA a través de una empresa EIRL, lamentablemente ya no pueden generar contratos a través de boletas de honorarios. Si tienes dudas al respecto te aconsejo que hables con una contadora que te pueda ayudar. 


Cualquier duda que tengas avísame y ojala que podamos trabajar juntos. 

Un beso grande. 

Patricio López V.

Productor Ejecutivo

Área Dramática TVN/Chile”

Este mail fue acompañado en parte de prueba en los juicios impulsados por los actores Soza y Morales.


Asimismo, dio a conocer una cláusula que Televisión Nacional impone a los actores en sus contratos. Esta disposición en particular forma parte de un contrato celebrado el año 2013: “Las partes dejan expresa constancia que el motivo principal de TVN para la celebración de este contrato, consiste en que los servicios a que se obligó la Sociedad serán prestados por don/ (el actor), en adelante El/La Profesional, lo cual constituye una condición o elemento esencial del mismo. Por tanto, en caso que los servicios no sean ejecutados por El/La Profesional, TVN tendrá́ derecho a dar por terminado este contrato ipso facto, sin necesidad de requerimiento judicial alguno, una vez que TVN despache una carta certificada comunicándole a la Sociedad el hecho de la terminación. Lo anterior, es sin perjuicio de su derecho a demandar el pago de los perjuicios correspondientes o la pena establecida en la clausula decima segunda de este contrato.”

“Las Partes de este instrumento declaran expresamente que no existe ningún tipo de relación laboral entre TVN y EL /LA PROFESIONAL o los trabajadores de la Sociedad, en consecuencia, no existe vínculo de subordinación y dependencia entre ellos, por lo que estos no se obligan recíprocamente ni se pagan remuneración alguna. “ 


“…siendo la Sociedad (del actor) el empleador de EL /LA PROFESIONAL, éste asume la total responsabilidad que las leyes laborales, tributarias, previsionales, de salud, de accidentes del trabajo y de cualquier otra índole que se le impone respecto de éste(a) y cualquier otro trabajador de la Sociedad, y en el evento de que TVN se viera obligada por resolución de autoridades judiciales o administrativas a pagar cualquier prestación a favor de EL /LA PROFESIONAL u otro trabajador de la Sociedad, el Prestador de Servicios se obliga desde ya a reembolsarle el gasto correspondiente. “

Explicó que si bien la Corte Suprema ha dado la razón a los actores que han demandado, para alcanzar tal objetivo resulta necesario judicializar la relación laboral. Sostuvo que el proyecto de ley en los términos en que fue despachado por el Congreso Nacional obligaría a modificar este tipo de contratos abusivos.


Hizo presente que una industria no puede crecer en forma saludable sino existe equidad entre los trabajadores. 


Asimismo, hizo un llamado a rechazar el veto. Para terminar con los abusos e ilegalidades es necesario rechazar la observación N°3 e insistir en la norma aprobada por el Congreso por amplia mayoría. Manifestó que es falso el argumento del Ejecutivo, en orden a señalar que la mención de las leyes que protegen a los artistas en el correcto funcionamiento “implican la reiteración de garantías que ya están aseguradas por las leyes correspondientes.” Recalcó que en la práctica estas garantías no se respetan. Los canales prefieren pagar condenas esporádicas y se niegan a cambiar el sistema ilegal de contratación

Preguntó por qué razón el Estado al otorgar una concesión exige que se cumplan con las leyes laborales vigentes y no se formulan iguales exigencias en este caso.


Informó que sólo después de publicar una inserción en El Mercurio y luego de haberse presentado cuatro demandas laborales, los canales de televisión aceptaron llevar a cabo conversaciones sobre un posible arreglo respecto a la ley que protege los derechos morales y patrimoniales de los artistas audiovisuales.


En relación a la observación N°18, sobre causal de pérdida del derecho preferente en la renovación de una concesión, expresó que tal derecho preferente fue rechazado en el Senado y repuesto mediante indicación del ejecutivo en la Comisión Mixta. Se condicionó este derecho a la ausencia de condenas reiteradas por leyes laborales o de propiedad intelectual en el año calendario anterior a la solicitud de renovación. Sin embargo, el veto pretende agregar un requisito adicional: que estas condenas reiteradas sean calificadas como “graves” por el Consejo Nacional de Televisión, como si las condenas judiciales reiteradas en corto plazo (un año) no fueran suficientemente graves.


Por último, informó que también rechazan las siguientes observaciones: La Nº2, que elimina el principio activo que obliga a programar contenidos que promuevan el Pluralismo, la Nº 6, que elimina la paridad de género en el Consejo Nacional de Televisión; la Nº 10, que rebaja la cantidad de horas de transmisión de programas culturales, la N°17, que elimina la obligatoriedad de pluralismo en los noticieros, la N°19 que impide que Televisión Nacional en su segunda concesión pueda transmitir programas regionales propios y la N°22, que reduce los efectos del informe de la Fiscalía Nacional Económica sobre el traspaso de propiedad de las concesiones televisivas. Estimó particularmente grave esta última, especialmente si se considera que existirían planes de transar la propiedad de algunos canales de televisión en la Bolsa de Valores.


7.- Don Juan Carlos Berner, Director del Movimiento “por una Televisión Educativa” y Secretario Ejecutivo de la Mesa de Ciudadanía y Televisión Digital, señaló que, como toda empresa, la televisión también requiere de una regulación, más aún si se considera que la televisión es una de las instituciones que más influencia tiene en la ciudadanía.


Añadió que existen estudios que demuestran que tiene mayor incidencia que la propia Escuela. En este sentido, sostuvo que no existirá una educación de calidad sin una televisión de calidad.


A continuación mencionó algunas de las razones por las cuales, a su juicio, resulta necesario rechazar el veto.


La observación N°4 propone eliminar el párrafo quinto de la letra d) del numeral 1), que dispone que “También se podrá considerar correcto funcionamiento, entre otras cosas, la incorporación de facilidades de acceso a las transmisiones para personas con necesidades físicas especiales, la transmisión de campañas de utilidad pública a que hace referencia la letra m) del artículo 12, y la difusión de programación de carácter educativo, cultural o de interés nacional.” Al respecto expresó que constituye motivo de orgullo para el país los avances alcanzados gracias a la Teletón, no sólo respecto a la atención integral que en sus Centros se presta a las personas con discapacidad, sino también porque ha contribuido a lograr una mayor conciencia y comprensión respecto al tema.


Sin embargo, la Teletón sólo tiene lugar una vez al año. En los demás días no se otorga espacio alguno en la televisión a las personas que tienen algún tipo de discapacidad. Tampoco se emiten programas que incluyan el lenguaje de señas.


Por otra parte, el proyecto reemplaza la letra l) del artículo 12 de la ley que crea el Consejo Nacional de Televisión, disponiendo que dicha entidad tendrá como atribución el establecer que los concesionarios deban transmitir a lo menos cuatro horas de programas culturales a la semana En la observación N°10 se propone eliminar las palabras “a lo menos”. Manifestó que transmitir cuatro horas semanales de programación cultural constituye una exigencia mínima. Si se borra la expresión “a lo menos” significa eliminar “el piso” de emisiones de carácter cultural. De esta forma, el mínimo que se proponía pasará a ser el máximo.


Asimismo, el nuevo artículo 14 propuesto por el proyecto despachado por el Congreso Nacional disponía que ““El Consejo deberá adoptar medidas y procedimientos a fin de asegurar que en los programas de noticias, de opinión y de debate político que se emitan por cualquier canal de televisión, se respete debidamente el principio del pluralismo.”. La observación N°17 del Presidente de la República propone eliminar las palabras “de noticias”. Al respecto expresó que con tal eliminación se permitirá a los noticiarios discriminar a un sector político del país. La exigencia de pluralismo permitirá a todos los sectores del espectro político demandar su espacio.


La observación N°19 tiene por objeto impedir la segunda concesión que se otorgaba a Televisión Nacional. Destacó que constituye un hecho evidente la fuerte centralización que existe en el país. Por ello, no llama la atención que la televisión sólo se refiera a los hechos que suceden en la Región Metropolitana. Sólo se cubre a las regiones cuando existe algún conflicto. De ahí entonces la importancia de la segunda señal que se concedía a Televisión Nacional, dado que ella permitiría la transmisión de contenidos regionales, cuyo público no sea sólo la propia región, sino que todo el país, de modo tal que programas producidos en Punta Arenas puedan ser vistos en las regiones del norte.


Por último, en cuanto a la observación formulada por el Presidente de la República al texto aprobado por el Congreso Nacional, en lo que dice relación con las campañas de interés público, afirmó, a vía de ejemplo que, las campañas que se han desarrollado para combatir el hanta y el cólera han alcanzado el éxito esperado debido a la difusión que se ha hecho de las mismas en la televisión. Si no hay exigencias mínimas para que los canales transmitan campañas de interés público, se estará autorizando al canal para modificar a su criterio una campaña diseñada por autoridades competentes.


Hizo presente que el veto en discusión pasó a llevar años de discusión legislativa.


8.- Doña Margarita Marchi Badilla, Presidenta del Sindicato Nacional interempresa de Profesionales y Técnicos del Cine y Audiovisual (SINTECI), hizo un llamado a rechazar el veto, dado que viene a eliminar un trabajo parlamentario realizado a lo largo de cinco años, lapso en el cual se escucharon los planteamientos formulados por diversas organizaciones sociales, muchos de los cuales fueron recogidos durante la discusión.


Indicó que los medios de comunicación no deben ser tratados como cualquier otra empresa. Los medios ameritan un nivel de reflexión distinta, en atención al rol que juegan en la construcción de un “sujeto social” que interviene en decisiones democráticas. A vía de ejemplo, mencionó la capitalización mediática que pueden alcanzar personas que si fueron visibilizadas por la televisión y que lograron llegar al Parlamento.


Además los medios participan en la articulación simbólica de la sociedad, interviniendo en construcciones morales y sociales. Se trata de empresas que participan en la reproducción de sentido de una sociedad. Por ello, resulta incomprensible que no se permite controlar lo que los medios le están entregando.


Añadió que respecto a la observación N°18, que dice relación con los incumplimientos de las leyes laborales por parte de las concesionarias, sostuvo que el veto relativiza las sanciones respecto de las infracciones antes señaladas y a las que dicen relación con la ley de propiedad intelectual y con la ley que establece normas sobre los derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual.


Se ha dicho que el ordenamiento vigente permite sancionar adecuadamente a quienes infrinjan las leyes pertinentes. Al respecto manifestó que podrían proporcionar muchos ejemplos para demostrar que ello no ocurre. No existe una posibilidad real de proteger los derechos sociales ante los canales de televisión.


Es necesario generar nuevos elementos de control y de fiscalización. Sin embargo, el veto apunta en sentido contrario.


Por último, hizo presente que el veto elimina la exigencia de velar porque en toda nueva designación se cautele no sólo el pluralismo, sino también la paridad de género en la integración del Consejo Nacional de Televisión. Hizo presente que dicha exigencia no sólo se refiere a las mujeres, sino que comprende también las relaciones entre el género masculino y femenino. Se refiere a las atribuciones sociales que se construyen en la sociedad respecto de lo femenino y masculino.


Sostener que la exigencia de paridad de género se encuentra resguardada por la expresión “equilibrios propios de una sociedad democrática” como pretende el veto, resulta errado.


El estimar que la “paridad de género” constituye un tema menor en la construcción de una sociedad democrática es absolutamente regresivo. Ya no se trata de otorgar oportunidades a las mujeres, sino que el tema se refiere a la construcción de equilibrios al interior de una sociedad, para que hombres y mujeres puedan participar equitativamente en ella.


9.- Doña Macarena Aguiló Marchi, representante de la Asociación de Documentalistas de Chile (ADOC), expresó que han pedido audiencia a esta Comisión para expresar su absoluto rechazo al veto presidencial a la Ley de Televisión Digital. Consideró una paradoja absurda el veto presidencial a esta Ley y cada una de las supresiones y modificaciones presentadas. El Presidente de la República ha ejercido su legítimo derecho constitucional, sin embargo, al mismo tiempo ha demostrado una irreverencia máxima no solo con el Parlamento que durante cinco años discutió esta iniciativa, sino también con un sinnúmero de actores relevantes que a lo largo de todo este tiempo han apostado a una mejoría de sus condiciones de producción y exhibición a partir de esta ley, que hoy se ven empantanados. 


Añadió que el poder ejercido por el Presidente representa ante todo un profundo rechazo al ejercicio democrático.

Indicó que rechazan el veto en su conjunto, porque cada uno de los puntos modificados desvirtúa el sentido y coherencia de la totalidad de la Ley, por lo que sería un grave error aprobar unos u otros indistintamente.


Manifestó que el tema de fondo para gran parte de las organizaciones que han participado en el debate en los últimos cinco años, ha sido la posibilidad de tener una TV pluralista y de calidad para Chile.

Como en todo cambio tecnológico, surge primero la preocupación sobre el alcance físico/geográfico de la actualización. Con todo, el tema evidentemente no ha sido solo ese, sino que a partir de esta nueva realidad, se permita acceder a contenidos más diversos que los que hoy existen, al ampliar el espectro y la calidad de la imagen.

De nada serviría la multiplicación de los mismos contenidos existentes hoy en nuestras pantallas. De ser así, esta ley hace rato hubiese sido promulgada.


Esta iniciativa, sin el veto, permite al sector audiovisual chileno trabajar por una televisión que hoy no existe, de la que han sido privados los televidentes, y ellos, los realizadores y productores audiovisuales de este país.


Señaló que la producción audiovisual independiente tiene índices de crecimiento sostenido, pero no existen ventanas de exhibición que muestren la diversidad y riqueza de lo que hoy se produce. En otros países la televisión ha sido la principal aliada para la exhibición de la producción documental. En Chile esto ocurre en contadas excepciones, lo que dista mucho de constituir una política de formación de audiencias y de fortalecimiento de la producción local.


Al respecto preguntó qué sentido tiene que el Estado año a año suba, dado el crecimiento de la producción audiovisual, los montos destinados a través de distintas líneas de apoyo a la producción y distribución, si no existe una política acorde con exhibir esos contenidos. Para ello es necesario ser claros y directos en ampliar la cuota de pantalla de televisión a la producción independiente, cultural y educativa. No puede existir dualidad en la interpretación, porque así es como han mal convivido con la televisión estos años y el resultado es la pobreza que hoy se puede apreciar en las pantallas.


Asimismo, preguntó si los legisladores deben beneficiar al conjunto de la sociedad o beneficiar a los empresarios de las telecomunicaciones que lucran con lo que debiese ser un bien común: el derecho a informarse, educarse y recrearse. Aseveró que el Estado debe garantizar el cumplimiento de los derechos fundamentales. El veto conduce a todo lo contrario.


La televisión pública hoy no tiene condiciones para cumplir con estos derechos. Al ser Televisión Nacional un canal que debe autofinanciarse y regirse por criterios comerciales, se ha convertido en “lo peor de lo nuestro”.
Preguntó si el Congreso Nacional está dispuesto a seguir amparando el pésimo nivel de nuestra televisión. En este mismo sentido preguntó por qué el medio más visto, aquel que de manera más próxima y directa, el que debería ser el transmisor de contenidos educativos y de conocimiento de nuestras diversas realidades culturales, se ha transformado en el depositario de lo peor de nuestra sociedad.

En relación a la observación N°10, que suprime la exigencia que los concesionarios transmitan a lo menos cuatro horas de programas culturales a la semana, preguntó si se estima que tales cuatro horas semanales resultan excesivas. Asimismo, preguntó cuántas horas semanales el país está expuesto a realities, teleseries y programas de farándula. También preguntó cuál es el nivel cultural y educacional que tienen los chilenos, como para negar el deber del Estado de hacerse cargo en potenciar programas formativos. Informó que entre el año 2000 y el 2010, se produjeron 53 documentales, de los cuales la televisión adquirió 27 en 10 años. Esto confirma una severa cifra: la televisión local emite, en promedio, apenas cinco documentales chilenos al año. Menos de 10 horas anuales. El 0,001 del tiempo de transmisión de cualquier canal de televisión.


Añadió que en un país donde la producción cultural aún no es de acceso masivo, es necesario promover su acceso y mayor consumo. Lo que pretende esta modificación/supresión es minimizar el rol y la responsabilidad de la televisión con la producción cultural, esto es, con la producción independiente de contenidos, la que hasta el momento tiene grandes reconocimientos y poca audiencia, ya que el medio masivo por excelencia le ha dado la espalda.


Respecto al veto N°11, que reduce la definición de programación cultural obligatoria, preguntó cuál es el objetivo de reducir y simplificar los contenidos definidos como programación cultural y por qué razón se reblandece la definición de cultura, cuando lo necesario hoy es apostar a una mayor educación en la amplitud de nuestros contenidos culturales, algo de lo que adolece nuestra televisión.


En relación a la observación N°12 y siguientes, señaló que en las campañas de interés público se reduce la potestad de autoridades competentes al diseño del Ministerio Secretaría General del Gobierno, y se suprime los derechos de las personas, reduciendo el valor de las campañas solo a catástrofes o epidemias. Ello viene a reproducir la misma lógica restrictiva del rol del Estado en la educación. Le quita potestad a otros organismos para proponer una campaña determinada, y reduce tan solo las campañas a eventos catastróficos, cuando podrían ser muchos otros factores y/o temas los beneficiarios de las mismas. En este sentido, preguntó por qué las campañas preventivas, las educativas o culturales no están consideradas.


En cuanto a la observación N°14, indicó que se limita la renovación de la campaña a una sola vez, en vez de la consideración propia a la relevancia de la campaña de interés público. Preguntó si el organismo competente (CNTV) no podría tener, dado su conformación pluralista, la capacidad de establecer cuando es necesario por relevancia renovar una campaña y si el Presidente de la República maneja hoy más elementos para tomar decisiones que están por venir, desconociendo la necesidad de campañas que quizás necesitan prolongación.


En relación a la observación N° 19 y siguientes, que le quitan a Televisión Nacional la posibilidad de contar con una segunda señal para la transmisión regional, sostuvo que la segunda concesión permite la descentralización de una televisión pública: con producción y crecimiento de la industria a nivel local, permite generar nuevos modelos de producción, que los técnicos y realizadores que hoy se forman en regiones (1300 -1500 alumnos) tengan fuente laboral, generando contenidos para la programación de la televisión pública regional.


Respecto a la observación N° 20, expresó que restringe la definición geográfica de televisión local, encapsulando a la sola posibilidad de cumplimiento de las siguientes características: titulares de concesiones que, consideradas en su conjunto, contemplen presencia en sólo una región, comprendiendo dentro de ella un alcance efectivo inferior al 25% de su población y con una cobertura inferior al 50% de las comunas de dicha región. Recordó que el proyecto exigía una u otra.


En cuanto a la observación N°21, señaló que ésta permite a organizaciones de carácter religioso ser concesionarias de televisión comunitaria, que pueden no necesariamente tener carácter comunitario, sino proselitistas. Ello resulta contrario a lineamientos internacionales que excluyen a organizaciones que pueden hacer proselitismo en este tipo de frecuencias.


En una localidad en que una organización de tipo religioso tenga mayores recursos técnicos que otra organización social o comunitaria, tal como está planteado el otorgamiento (mejores condiciones de transmisión) le será otorgada a la primera. Esto puede ocurrir con frecuencia, ya que las organizaciones religiosas suelen tener mayor financiamiento.


10.- Don Jorge López Sotomayor, Presidente de la Asociación de Directores y Guionistas de Chile (ADG), manifestó que el veto constituye una aberración, dado que se ha saltado todo el análisis previo realizado en el Congreso Nacional y que ha sido posible sólo bajo el amparo de esta Constitución.


Este veto constituye un abuso por parte del Poder Ejecutivo. Asimismo, añadió, puede significar un velado fomento al lucro desmedido en la televisión chilena. Viene a desvirtuar de una plumada toda la discusión realizada a lo largo de cinco años, debate que se llevó a cabo con el fin de alcanzar una ley consensuada.


Indicó que el veto, además de significar un retroceso constituye una propuesta ideológica, ya que no sólo baja los niveles de control para el traspaso de propiedad, como se desprende de las observaciones N°22 y 23, sino también porque relativiza la obligación de cumplir las leyes laborales.


En definitiva, sostuvo que estas observaciones abren el camino para privatizar lo más posible el espectro radio eléctrico audiovisual, bajando así los niveles de fiscalización.


Preguntó qué objetivo se persigue con la observación N°2, que elimina la obligación de los concesionarios de fomentar el pluralismo en nuestro país. Destacó que este aspecto es fundamental para la construcción de la identidad nacional.


También rechazó la observación N°13, que en el marco de las campañas de interés público, entendía por éstas aquellas transmisiones diseñadas por las autoridades competentes que se han de emitir con el objeto de proteger a la población y difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas. El veto propone reemplazar la frase “y difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas”, por la siguiente: “de riesgos o amenazas tales como catástrofes naturales o epidemias”.

Por su parte, la observación N°10, que corrige la cantidad de programación cultural nacional, sólo con el objeto de permitir a los concesionarios mayores libertades y oportunidades de lucrar en forma desmedida con la televisión chilena.


Asimismo, preguntó qué fin se persigue con la observación N°28, que dispone que “las concesiones son por esencia temporales”. Preguntó si se pretende que tales concesiones se otorguen a perpetuidad. Quiso saber si el apuro en resolver lo relativo a la televisión digital dice relación con el cambio de administración que se producirá a partir de marzo del presente año.


La televisión y el audiovisual chileno constituyen una herramienta invaluable en el desarrollo y mejoría de la calidad de la educación en Chile, así como también en todo lo que dice relación con nuestra imagen en el país. Sin embargo, todos los índices de disminución de la calidad en los contenidos televisivos se vinculan a la uniformidad de sus fórmulas de negocio y de la irrestricta búsqueda de utilidades. Estimó indispensable que con esta ley, ahora que se abre la perspectiva de 97 señales a lo largo del país, se entreguen las pautas para declarar desde su concepción, que su espíritu es propender al beneficio de todos.


11.- Don Jorge Cisternas Zañartu, Director de la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (CONADECUS), hizo presente que la televisión constituye un servicio en el cual los proveedores finales son los concesionarios. Añadió que desde esta perspectiva, la de los consumidores, se puede analizar la variedad del servicio, calidad técnica del mismo, calidad de contenidos y del precio. En relación a este último, indicó que los consumidores lo pagan a través del incremento de los productos que se publicitan en televisión.


Aclarando que sólo se referirá a la calidad de contenidos, sostuvo que el proyecto de ley se centró en los aspectos técnicos del tránsito en la televisión abierta desde lo analógico a lo digital y poco consideró al proceso de convergencia digital en el cual estamos inmersos, a la dimensión cultural, comunicacional y política que tiene esta iniciativa y al carácter de bien público que tiene el espacio radioeléctrico que usan los proveedores de este servicio.


Destacó que este proyecto está resolviendo el funcionamiento del espacio comunicacional público de nuestro país, en el contexto de una revolución de medios tecnológicos. Ese espacio es un lugar donde nos encontramos los chilenos, donde nos informamos, transmitimos valores, deliberamos, etcétera. El espacio público ya no es la plaza ni el mercado, como ocurría antaño. 


Expresó que ni las autoridades ni la sociedad han otorgado a esta ley la importancia que tiene. Hizo un llamado de atención respecto a la escasa visibilidad pública con la que ha contado esta iniciativa. Hizo presente que el resultado alcanzado luego de la tramitación de este proyecto en el Congreso Nacional en poco satisfizo sus aspiraciones. Peor aún, respecto de los pocos objetivos alcanzados se han desplegado esfuerzos para eliminarlos. Es así como varios parlamentarios efectuaron una presentación ante el Tribunal Constitucional y ahora el Ejecutivo presenta 28 observaciones al proyecto despachado por el Parlamento.


Reiteró que el tema de la televisión digital se encuentra inconcluso y que resta por delante una gran labor a realizar.


Informó que el año 2008 CONADECUS al informar a la OCDE, respecto de los medios de comunicación, le hizo presente que “los medios de comunicación social, como la prensa, radiodifusión y la televisión como medios para la formación de la opinión pública pasaron a depender en sus líneas editoriales, de los intereses de los grupos económicos altamente concentrados que se desarrollaron en la economía chilena. Los principales auspiciadores de la televisión en Chile son las cadenas de comercialización. A través de los gastos en publicidad las cadenas de comercialización tienen la capacidad de veto para omitir aquellos problemas de los consumidores y de las PYMES que afectan a estas cadenas, de modo de evitar que lleguen a la opinión pública.

Es así como en Chile estamos frente a una dictadura de las cadenas de comercialización sobre los medios de comunicación.”

Añadió que si recurre a las estadísticas del Servicio Nacional del Consumidor de hace tres años, es posible constatar que el 25% de los reclamos correspondían a los servicios de telecomunicaciones. Otra cuarta parte correspondía a la banca y otra al retail. La cuarte parte restante corresponde al resto de los sectores.


Indicó que los tres grupos mencionados constituyen los grandes avisadores de la televisión chilena. Gracias a esta vinculación de los grandes avisadores y la televisión se ha llegado a amparar un sistema de grandes abusadores, como lo demuestran las cifras proporcionadas por el Servicio Nacional del Consumidor. Por otra parte, preguntó que ha aportado la televisión en materia de educación cívica de los chilenos y para la formación cultural del país en general. Con este modelo de funcionamiento de la televisión, se ha caído en un mediocre contenido, que ha llevado no sólo a una indiferencia ciudadana sino también a mediocres resultados en el ámbito cultural.


Respecto del pluralismo, aclaró que éste no sólo se reduce al de carácter político partidista, sino también se extiende al pluralismo cultural, al tipo de contenidos que se entrega en la televisión, a la expresión de las regiones, al pluralismo de rostros, entre otros.

Hizo presente que las organizaciones ciudadanas han sido marginadas del espacio comunicacional público. Ello se debe a que las concesionarias operan con una lógica privada mercantil, con objetivos de lucro y no en función de un bien público, lo que se relaciona con el sistema de financiamiento de la televisión. Recalcó que existe un conflicto de intereses entre las grandes concesionarias y la sociedad chilena.

Constató que el resultado alcanzado con esta iniciativa no se condice con lo que declaraba la ex Presidenta Bachelet en el Mensaje: “No puede escapar a nuestras preocupaciones la creciente evaluación negativa de la ciudadanía respecto de la calidad de los contenidos televisivos. Por otra parte, un reforzamiento progresivo de la centralización metropolitana de la oferta programática. Los chilenos demandan una mayor calidad y diversidad de la televisión, que represente las distintas realidades del país, que informen no solamente de los temas nacionales, sino también acerca de materias regionales y locales; una televisión más enfocada en sus aspiraciones, que contribuya al desarrollo cultural y al perfeccionamiento de los derechos y libertades asociadas a la expresión e información.”

Terminó señalando que la mala calidad de la televisión también afecta a los propios parlamentarios. Preguntó qué visibilidad tienen los diputados y senadores y los temas que plantean en la televisión.
II. ALCANCES DE LAS MODIFICACIONES INTRODUCIDAS POR EL VETO.


Conforme lo señala el inciso cuarto del artículo 119 del Reglamento de la Corporación, corresponde a las Comisiones Unidas pronunciarse sobre los alcances de cada una de las observaciones formuladas y proponer su aceptación o rechazo.


Las modificaciones propuestas por el veto presidencial son las siguientes:


1.- Al artículo 1°.


El texto aprobado por el Congreso sustituye íntegramente el artículo 1° de la ley N° 18.838 por el siguiente:


“Artículo 1°.- El Consejo Nacional de Televisión, en adelante “el Consejo”, es la institución autónoma de rango constitucional creada por el inciso sexto del numeral 12 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, cuya misión es velar por el correcto funcionamiento de todos los servicios de televisión que operan, u operen a futuro, en el territorio nacional. Estará dotado de personalidad jurídica y de patrimonio propio, y se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno


Al Consejo Nacional de Televisión no le serán aplicables las normas generales o especiales, dictadas o que se dicten para regular a la Administración del Estado, tanto centralizada como descentralizada, salvo lo dispuesto en el decreto ley N° 1.263, de 1975, y en la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, aprobada por el artículo primero de la ley N° 20.285, y en el Título VI de la presente ley.


Para los efectos de velar por el correcto funcionamiento de los servicios de televisión, tendrá su supervigilancia y fiscalización, en cuanto al contenido de las emisiones que a través de ellos se efectúen, salvo en las materias técnicas normadas y supervisadas por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


Se entenderá por correcto funcionamiento de estos servicios el permanente respeto, a través de su programación, de la democracia, la paz, el pluralismo, el desarrollo regional, el medio ambiente, la familia, la formación espiritual e intelectual de la niñez y la juventud, la dignidad humana y su expresión en la igualdad de derechos y trato entre hombres y mujeres, así como el de todos los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


Para efectos de esta ley, se entenderá por pluralismo el respeto a la diversidad social, cultural, étnica, política, religiosa, de género, de orientación sexual e identidad de género, siendo debe de los concesionarios y permisionarios de servicios de televisión, regulados por esta ley, promover en los contenidos entregados la observancia de estos principios, excluyendo aquellos que atenten contra los mismos.


Asimismo, se entenderá que el correcto funcionamiento de esos servicios comprende el acceso público a su propuesta programática y que en la difusión de ella, en la forma y de la manera que cada concesionario determine, se cautelen los derechos y principios a que hacen referencia los incisos anteriores.


De igual manera, el correcto funcionamiento de estos servicios comprende el cabal cumplimiento, por parte de los concesionarios y permisionarios, de las leyes N°s. 17.336, 20.243 y del Capítulo IV, del Título II del Libro I, del Código del Trabajo.


También se podrá considerar correcto funcionamiento, entre otras cosas, la incorporación de facilidades de acceso a las transmisiones para personas con necesidades físicas especiales, la transmisión de campañas de utilidad pública a que hace referencia la letra m) del artículo 12, y la difusión de programación de carácter educativo, cultural o de interés nacional.


Asimismo, se entenderá el correcto funcionamiento como el respeto y promoción, a través de su programación, de los derechos, culturas, lenguas y dignidad de los pueblos originarios, la no discriminación y su expresión en la igualdad de derechos y trato entre los pueblos.


El veto introduce cinco observaciones en este artículo, las que por estar separadas por números, deben tratarse y votarse en forma singular.


Por el número 1), intercala en el inciso tercero, entre los términos “y la juventud,” y las expresiones “la dignidad humana”, la frase “los pueblos originarios”.


La modificación entiende como parte del correcto funcionamiento de los servicios, el permanente respeto a través de la programación, de los pueblos originarios.
 


Por el número 2), suprime en el nuevo inciso cuarto las frases “promover en los contenidos entregados” y “excluyendo aquellos que atenten contra los mismos”.


Por el número 3), suprime el nuevo inciso sexto.


Po el número 4), suprime el nuevo inciso séptimo.


Por el número 5), suprime el nuevo inciso octavo.


Al artículo 2°


El texto aprobado por el Congreso introduce cinco modificaciones en el artículo 2°, norma que se refiere a la integración del Consejo.


a.- Sustituye el primer inciso por el siguiente:


a) Un Consejero de libre designación del Presidente de la República, cuya idoneidad garantice el debido pluralismo y adecuado funcionamiento del Consejo, que se desempeñará como Presidente del mismo.


b) Diez Consejeros designados por el Presidente de la República, con acuerdo del senado. El presidente hará la proposición en un solo acto, cautelando que en la integración del Consejo se respete el pluralismo y la paridad de género.


El veto sustituye en la letra b) los términos “y la paridad de género” por las siguientes “y los equilibrios propios de una sociedad democrática”.


b.- Elimina en el inciso segundo la palabra “secreta.”

No tuvo observaciones.


c.- Sustituye en el inciso cuarto la oración final “En toda nueva proposición el Presidente deberá cautelar el pluralismo y la paridad de género en su integración”

El veto sustituye las expresiones “y la paridad de género en su integración” por la siguiente “y los equilibrios propios de una sociedad democrática”.


d.- Intercala en el inciso quinto, a continuación de la palabra “proposición”, los términos “pudiendo repetir nombres o insistir con los mismos nombres”

No tuvo observaciones.


e.- Reemplaza el inciso octavo por el siguiente:


“Los Consejeros deberán ser personas de relevantes méritos personales y profesionales, tales como: ser una persona que cuente con una reconocida trayectoria en el ámbito social, de la cultura, de las artes o de las comunicaciones; haber sido agraciado como Premio Nacional en cualquiera de sus menciones; ser miembro de alguna de las Academias del Instituto de Chile; haber sido parlamentario; ser o haber sido profesor universitario; ser o haber sido director o rector de establecimientos de educación media o superior de reconocido prestigio nacional, o ser una persona representativa de los pueblos originarios. El nombramiento se hará mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno,” 


El veto sustituye la palabra “social” por los términos “de la sociedad civil” e intercala a continuación de la frase “haber sido parlamentario” los términos “ o alto funcionario de otros poderes del Estado”.

Al artículo 12


a.- Este artículo que trata de las funciones y atribuciones del Consejo, establece en el párrafo primero de su letra l) lo siguiente:


“l) Establecer que los concesionarios deberán transmitir a lo menos cuatro horas de programas culturales a la semana, entendiéndose por tales aquellos que se refieren al sentido simbólico y a la dimensión artística, los dedicados a las artes o a las ciencias y los valores que emanen de las identidades multiculturales existentes en el país, así como los relativos a la formación cívica de las personas, los destinados al fortalecimiento de las identidades nacionales, regionales o locales, como fiestas o celebraciones costumbristas y aquellos destinados a promover el patrimonio universal y, en particular, el patrimonio nacional. Dos de estas cuatro horas deberán transmitirse en horarios de alta audiencia fijados por el Consejo, quedando a criterio de cada concesionario determinar el día y la hora dentro de dichos horarios. El equivalente en tiempo de las otras dos horas, determinado también por el Consejo, podrá transmitirse en otros horarios. Cuando en una misma zona de servicio se opere, controle o administre más de una señal de televisión, la obligación deberá cumplirse en cada una de las señales. En el caso de los permisionarios de servicios limitados de televisión, esta exigencia se cumplirá considerando el total de señales que conformen su oferta básica”.


El veto suprime las palabras “ a lo menos” y sustituye las expresiones “ al sentido simbólico y a la dimensión artística” por lo siguiente “a la dimensión artística o científica y a”

b.- Agrega una letra m) del siguiente tenor:


“m) Dictar normas generales y obligatorias para los concesionarios y los permisionarios de servicios limitados de televisión, relativas a la obligación de transmitir campañas de utilidad o interés público.


Se entenderá por campaña de interés público aquellas transmisiones diseñadas por las autoridades competentes, para estos efectos el Ministerio Secretaría General de Gobierno, que se han de emitir con el objeto de proteger a la población y difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas. Las campañas de interés público podrán tener carácter nacional o regional y deberán ser transmitidas con subtitulado y lenguaje de señas de acuerdo a lo establecido en el artículo 25 de la ley N° 20.422.


El Ministerio Secretaría General de Gobierno determinará cuáles serán las campañas de utilidad o interés público, enviando la estructura, diseño y contenidos fundamentales de al o las campañas al Consejo, el que deberá aprobarlas, en un plazo no superior de quince días corridos, con el voto conforme de al menos siete de sus miembros en ejercicio. Producida su aprobación, el Consejo remitirá a los concesionarios y permisionarios de servicios limitados de televisión la resolución respectiva con todos sus antecedentes, junto a las instrucciones adicionales que fueren necesarias para la transmisión de la campaña con vistas al cumplimiento de los objetivos de la misma.


Estas campañas no podrán durar en total más de cinco semanas al año, ni más de sesenta segundos por cada emisión, hasta completar veintiún minutos a la semana. Los permisionarios de servicios limitados de televisión cumplirán esta obligación en aquellas señales que cuenten con los mecanismos para exhibir publicidad nacional.


La limitación de cinco semanas al año podrá renovarse siempre que sea necesario bajo consideraciones de especial relevancia e interés público. Para ello se requerirá el acuerdo de siete de sus miembros en ejercicio. Sobre esta extensión los concesionarios de servicios de televisión y los permisionarios de servicios limitados de televisión podrán cobrar al Estado la exhibición de estas campañas a las tarifas no mayores y descuentos no menores que los que ofrezcan a cualquier cliente de publicidad comercial.”

El veto suprime en el párrafo o inciso segundo de esta letra la frase “ las autoridades competentes, para estos efectos” y sustituye las expresiones “ y difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas.” por los términos “ de riesgos o amenazas tales como catástrofes naturales o epidemias”.


En el párrafo o inciso quinto intercala entre las palabras “podrá renovarse” y “siempre que sea necesario” los términos “por una sola vez”.


Agrega el siguiente párrafo o inciso final:


“Las concesionarias podrán determinar la forma y contenido de los spot, pero los someterán a aprobación previa del Consejo, el que verificará el cumplimiento de las normas generales e instrucciones a que hace referencia esta letra. La aprobación se dará conforme con el inciso primero del artículo quinto. En caso que la concesionaria decida no hacer uso de este derecho relativo a los spot, deberá transmitir las campañas diseñadas por el Ministerio Secretaría General de Gobierno.”
Al artículo 13.


Este artículo establece las excepciones a la prohibición que pesa sobre el Consejo de intervenir en la programación de los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción


El texto aprobado por el Congreso sustituye íntegramente este artículo, disponiendo en su inciso primero lo siguiente:


“El Consejo no podrá intervenir en la programación de los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción ni en la de los servicios limitados de televisión. Sin embargo, podrá: a) adoptar las medidas tendientes a evitar la difusión de películas que no corresponda calificar al Consejo de Calificación Cinematográfica y de programas o publicidad que atenten contra la moral, las buenas costumbres o el orden público; b) determinar la hora a partir de la cual podrá transmitirse material fílmico calificado para mayores de dieciocho años de edad por el Consejo de Calificación Cinematográfica. La publicidad, autopromociones, resúmenes y extractos de este tipo de programación, que sean catalogados por el Consejo como inapropiados para menores de edad, sólo podrán emitirse en esos mismos horarios; c) establecer restricciones y limitaciones a la exhibición de productos cuya publicidad se encuentre prohibida o limitada en virtud de la normativa vigente, ya sea respecto de sus horarios de exhibición o en aspectos cualitativos de sus contenidos, y d) fijar, de manera general, un porcentaje de hasta un 40% de producción chilena en los programas que transmitan los canales de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción. Este porcentaje deberá incluir la exhibición de películas, documentales y cortometrajes de producción nacional independiente.”

El veto suprime la frase “catalogados por el Consejo como”.

Al artículo 14.-


El texto aprobado por el Congreso sustituye este artículo por el siguiente:


“Artículo 14.- El Consejo deberá adoptar medidas y procedimientos a fin de asegurar que en los programas de noticias, de opinión y de debate político que se emitan por cualquier canal de televisión, se respete debidamente el principio del pluralismo.”

El veto suprime las palabras “de noticias”.

Al artículo 15.-


a.- Este artículo que establece que las concesiones de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción sólo podrán otorgarse a las personas jurídicas, fue íntegramente sustituido por el texto aprobado por el Congreso el que en su inciso séptimo dispone que:


“En toda renovación de una concesión con medios propios, la concesionaria que fuere su titular tendrá derecho preferente para su adjudicación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que garantice un óptima transmisión. Sin perjuicio de lo anterior, no gozará de derecho preferente aquel concesionario que hubiese sido condenado dos o más veces por infracciones a las leyes N° 17.336, N° 20.243, o al Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, durante el año calendario inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud de renovación, o que hubiese sido sancionado, durante la vigencia de su concesión, con más de dos suspensiones de transmisiones por la causal establecida en el artículo 33, N° 3, de esta ley.”

El veto sustituye las expresiones destacadas por las siguientes: “ que durante el año calendario inmediatamente anterior a la solicitud de la renovación, hubiese sido condenado dos o más veces por infracciones graves a las leyes N° 17.336, N° 20.243, o al Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, cuestión que será calificada por el Consejo Nacional de Televisión, o”

b.- Su inciso undécimo establece que:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrán otorgarse nuevas concesiones con medios propios a aquellas personas jurídicas que ya sean titulares de una concesión de la misma naturaleza, o bien controlen o administren a otras concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción, que hayan sido otorgadas por concurso público, en la misma zona de servicios, salvo que se trate de una segunda concesión con medios propios a que puede optar Televisión Nacional de Chile, y que tenga por objeto la transmisión de la propia concesionaria de carácter regional o de otros concesionarios que no cuenten con medios propios, en cuyo caso se entenderá que la capacidad de transmisión de esta nueva concesión constituirá un remanente para todos los efectos contemplados en el artículo 17.”

El veto suprime las expresiones destacadas.

Al artículo 15 ter


El texto aprobado por el Congreso agrega este artículo el que dispone que “los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción podrán ser de cobertura nacional, regional, local o local de carácter comunitario, conforme con las siguientes características.


a.- En lo que interesa a este informe, su letra c) se refiere a los concesionarios de radiodifusión d cobertura local, señalando que:


“c) Locales: aquellos que sean titulares de concesiones que, consideradas en su conjunto, contemplen presencia en sólo una región, comprendiendo dentro de ella un alcance efectivo inferior al 25% de su población o con una cobertura inferior al 50% de las comunas de dicha región.


El veto sustituye la conjunción “o” por “y”.


b.- Su letra d) se refiere a los concesionarios locales de carácter comunitario, disponiendo lo siguiente:


“d) Locales de carácter comunitario: aquellas personas jurídicas de derecho privado, sin fines de lucro, que sean titulares de una sola concesión dentro de los márgenes de presencia establecidos para los concesionarios de cobertura local y que no podrán formar cadenas ni redes de manera permanente. Dichos concesionarios deberán velar por la promoción del desarrollo social y local, debiendo dar cabida a aquella producción realizada por grupos sociales o personas que residan en la zona de cobertura de su concesión. Podrán ser concesionarios locales de carácter comunitario las juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias constituidas en conformidad a la ley N° 19.418, las comunidades agrícolas y las comunidades y asociaciones indígenas, entre otros.


No podrán ser concesionarios locales de carácter comunitario las organizaciones político partidistas ni las entidades religiosas regidas por la ley N° 19.638.”

El veto suprime las expresiones destacadas.

Al artículo 16.-


El texto aprobado por el Congreso sustituye íntegramente este artículo, disponiendo en su inciso primero lo siguiente:


“Artículo 16.- En caso de transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso, a cualquier título, del derecho de transmisión televisiva de libre recepción, cuando se trate de concesionarios con medios propios, se requerirá la autorización del Consejo, previo informe favorable de la Fiscalía Nacional Económica. El Consejo podrá denegar dicha autorización solamente en aquellos casos en que no se cumplan los requisitos que se establecen en el artículo 18. El adquirente quedará sometido a las mismas obligaciones que el concesionario, entendiéndose subsistentes los compromisos contenidos en el proyecto técnico y debiendo aprobarse un nuevo proyecto financiero presentado por el adquirente, con las exigencias establecidas en el inciso primero del artículo 22. El Consejo podrá requerir la información a que se refiere el inciso segundo del señalado artículo.


El veto suprime en este inciso la palabra “favorable” y agrega a continuación de los términos “Fiscalía Nacional Económica.” lo siguiente: “De no evacuarse el informe dentro del plazo de 30 días siguientes a la recepción de los antecedentes, se entenderá que no amerita objeción alguna por parte de la Fiscalía.”
Al artículo 17.


El texto aprobado por el Congreso agrega este artículo, el que dispone que la radiodifusión de señales televisivas digitales podrá llevarse a cabo a través de medios radioeléctricos de transmisión pertenecientes al propio concesionario o a través de medios radioeléctricos pertenecientes a terceros, debidamente autorizados.


Su inciso segundo señala que el titular de una concesión de radiodifusión televisiva digital que ejerza su derecho a transmitir medios radioeléctricos propios, otorgados en virtud de su concesión, independientemente de las otras actividades que pueda desarrollar en razón de la misma, deberá destinar la totalidad de su capacidad de transmisión para la emisión de una o varias señales de televisión de libre recepción, de una calidad consistente con las condiciones tecnológicas y competitivas del mercado televisivo, y según las condiciones que fije el Plan de Radiodifusión Televisiva, por lo cual no podrán imponer a los usuarios ningún tipo de cobro.


En lo que interesa a este informe, su inciso cuarto establece que “En todo caso, los nuevos usos a que se refiere el inciso segundo, no podrán afectar la naturaleza del servicio principal de radiodifusión televisiva de libre recepción. Asimismo, para estos efectos, el proyecto técnico especificará las condiciones de prestación de estos servicios.”

El veto sustituye los términos destacados por los siguientes: “las nuevas actividades”.

Al artículo 19.


Este artículo se refiere a la obligación de las concesionarias de informar al Consejo, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de su ocurrencia, todo cambio en la presidencia, directorio, gerencia, administración y representación legal. En el caso de las sociedades anónimas y en comandita por acciones, se deberá informar de la suscripción y transferencia de acciones y, en el caso de sociedades de personas, el ingreso o retiro de socios o el cambio en la participación social. Esta información sólo podrá ser utilizada para comprobar el cumplimiento de lo establecido en el artículo 18.


El texto aprobado por el Congreso agrega dos nuevos incisos a este artículo del siguiente tenor:


“La obligación de informar del inciso anterior se extiende a los adquirentes del derecho de uso, a cualquier título, del derecho de transmisión televisiva a que se refiere el artículo 16.


Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, previo al perfeccionamiento de cualquier modificación o cambio en la propiedad de lpos concesionarios de radiodifusión televisiva, se deberá contar con el informe de la Fiscalía Nacional Económica referido a su efecto sobre la competencia, la que deberá emitirlo dentro de los treinta días siguientes a la recepción de los antecedentes. En caso que el informe sea desfavorable, el Fiscal Nacional Económico deberá comunicarlo al Tribunal para efectos de lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. De no evacuarse el informe dentro del referido plazo, se entenderá que no amerita objeción alguna por parte de la Fiscalía, todo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la ley 
N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.”

El veto sustituye este inciso por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, se aplicará lo dispuesto en el artículo 38 de la ley N° 19.733 sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo a cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad de los concesionarios de radiodifusión televisiva.”
Al artículo 33.


Este artículo establece las sanciones aplicables a las infracciones de las disposiciones de esta ley. Su número 2 se refiere a la sanción de multa, señalando que ella no será inferior a 20 ni superior a 200 unidades tributarias mensuales, agregando que en caso de reincidencia se podrá aplicar el máximo de la multa. 


El texto aprobado por el Congreso sustituye este número por el siguiente: 


“Multa no inferior a 20 ni superior a 200 unidades tributarias mensuales, en caso de tratarse de concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva regionales, locales o locales de carácter comunitario. Para el caso de concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de carácter nacional , las multas podrán ascender hasta un máximo de 1000 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia en una misma infracción, se podrá duplicar el máximo de la multa.


El veto intercala en este número, a continuación de los términos “servicios de radiodifusión televisiva”, la dos veces que figuran, las expresiones “ o permisionarios de servicios limitados de televisión”.

Al artículo 47.


Este artículo introduce diversas modificaciones en la ley N° 18.168, Ley General de Telecomunicaciones


El texto aprobado por el Congreso intercala en el artículo 2° -que reconoce a todos los habitantes de la República el libre e igualitario acceso a las telecomunicaciones, pudiendo cualquier persona optar a las concesiones y permisos en las condiciones que establece la ley - el siguiente inciso segundo:


“El espectro radioeléctrico es un bien nacional, cuyo dominio pertenece a la Nación toda. En consecuencia: a) su uso y goce está orientado a satisfacer necesidades públicas y colectivas de toda la sociedad, b) ninguna persona natural o jurídica puede atribuirse o pretender el dominio de todo o una parte del espectro radioeléctrico, c) las concesiones que se otorguen a personas naturales o jurídicas son, por esencia, temporales y d) los beneficiados con una concesión podrán pagar al Estado el justiprecio por el uso y goce de la misma en conformidad a esta ley.


El veto suprime las letras a) y c) destacadas.

III. DISCUSIÓN ACERCA DE LA ADMISIBILIDAD DEL VETO.


Los representantes del Ejecutivo, refiriéndose a la admisibilidad en general de las observaciones presidenciales, sostuvieron que el hecho de que se hubiera presentado un requerimiento ante el Tribunal Constitucional, no podía inhibir la facultad del Jefe del Estado para vetar un proyecto de ley, como se desprendía del mismo texto constitucional el que expresamente establece que la presentación de un requerimiento no suspende la tramitación de un proyecto. Por ende, si ello es así, con mayor razón no podría inhibir el ejercicio de una atribución constitucional como es la presentación de un veto.


Resaltaron que la única limitación que imponía la Constitución al ejercicio de esta atribución, era que las observaciones tuvieran relación con las ideas matrices del proyecto, cuestión que en este caso se cumplía plenamente por cuanto la inmensa mayoría de los reparos decía relación con la supresión de disposiciones del proyecto, aprobadas por el Congreso.


Refiriéndose a los precedentes que existen sobre la materia, señalaron que de ellos surgía claramente que la sentencia dictada por el Tribunal Constitucional no inhibía las facultades de los órganos colegisladores. Citando el mismo ejemplo mencionado por el profesor señor Zúñiga, referido al proyecto que ampliaba el post natal, señalaron que la sentencia del Tribunal declarando inconstitucional una determinada norma, no impidió proseguir con la tramitación de la iniciativa. Igual experiencia se repitió en el caso del proyecto sobre rentas vitalicias.


Asimismo, en el caso contrario, es decir, la declaración del Tribunal acerca de la conformidad con la normativa constitucional de una disposición, tampoco inhibía las facultades de los colegisladores, como había quedado demostrado con el proyecto que creó el Ministerio del Deporte. Si se aceptara que la presentación de un requerimiento o la dictación de una sentencia del Tribunal, originara un efecto paralizante en el ejercicio de las atribuciones de los órganos colegisladores, se estaría consagrando un incentivo para la presentación de tales requerimientos.


Hicieron presente que de la sola lectura del considerando décimo de la sentencia, se desprendía que el Tribunal tuvo a la vista el veto y que de acuerdo a las actas de sus sesiones, en la que correspondía al 12 de noviembre, constaba que se había debatido la aprensión del ministro señor Gonzalo García, en el sentido que la presentación del veto podría poner en riesgo la fuerza de la sentencia que pronunciara el Tribunal, postura que según consta del acta correspondiente a la sesión de 14 de noviembre, no había tenido acogida. Lo anterior, demostraba que el Tribunal no sólo había tenido a la vista el veto sino que, además, había considerado la posición del ministro mencionado, sin emitir un pronunciamiento al respecto, lo que llevaba a la conclusión de que se la había desechado.


Finalmente, hicieron presente que no existía identidad entre lo solicitado en el requerimiento y las observaciones presidenciales, como lo demostraba el hecho que en el requerimiento se solicitara la eliminación del artículo referido al pluralismo y el veto, en cambio, sólo planteara la eliminación de algunas palabras; que en lo referente a la segunda concesión que se proponía otorgar a Televisión Nacional, el requerimiento solicitara la eliminación de toda la disposición y el veto solamente una frase de la misma o, por último, que en el caso de las campañas de bien público, el requerimiento planteara la eliminación total de la letra m) y el veto sólo incorporar una serie de disposiciones, muchas de las cuales ya comprendidas en el texto original presentado en el año 2008.


El diputado señor Díaz, basándose en la cronología expuesta por el profesor señor Zapata, sostuvo que no era efectivo que la sentencia hubiera sido redactada teniendo a la vista las observaciones presidenciales por cuanto el acuerdo del Tribunal había sido adoptado con anterioridad. Por lo contrario, lo que era efectivo era que las observaciones se habían redactado en conocimiento de la decisión del Tribunal.


Junto con señalar que se trataba de uno de los vetos más amplios presentados desde el año 1990, expresó que excedía el uso general que se había dado a esta atribución por cuanto alteraba el espíritu y la letra de la Constitución Política y las disposiciones de la ley orgánica constitucional del Congreso, ya que pretendía resolver cuestiones que ya habían sido zanjadas por el Parlamento y por el Tribunal Constitucional.


Recordó que en este trámite correspondía a la Comisión y, en definitiva, a la Cámara, pronunciarse sobre la admisibilidad de las observaciones, razón por la cual se había remitido el veto a esta Comisión para su análisis y se había acordado invitar a especialistas con el mismo objeto, recalcando que no existía entre los integrantes de las Comisiones Unidas una misma visión acerca de la admisibilidad del veto.


A su parecer, el veto sería abusivo y tramposo por cuanto pretendía salvar lo que no se obtuvo durante las votaciones en las dos ramas del Congreso, en la Comisión Mixta y en el mismo Tribunal Constitucional. Se utilizaba una vía torcida para la obtención de un fin político, lo que sentaba un muy mal precedente para lo futuro, toda vez que se estaría aceptando que el Jefe del Estado siempre podrá pasar por alto, no sólo un prolongado debate legislativo sino también lo resuelto por el Tribunal Constitucional, utilizando para ello un veto presentado una vez conocida la sentencia de esa magistratura recaída en una presentación de parlamentarios afines al Gobierno.


Sobre este punto, creía que lo que correspondía resolver era si se optaría por relevar el interés público o el de la industria. No le parecía de poca monta la eliminación de la posibilidad de que Televisión Nacional pudiera acceder a una segunda concesión con el objeto de generar una señal propia de carácter regional, entendiendo que ello afirmaba la idea de no desear televisión pública en el país. Afirmó que la propuesta vetada no pretendía que Televisión Nacional se convirtiera en una especie de carrier para los demás operadores privados, sino la posibilidad de una segunda señal cultural que, entre otros objetivos, transmita la visión de las regiones, lo que no parece suficiente con los quince minutos diarios que el canal nacional destina a cubrir noticias de índole regional.


Concluyó señalando que la aceptación de esta parte del veto, transformaría al canal público en un ente subsidiario de los negocios privados, sin prestar utilidad pública alguna, por lo que la opción consistía en resolver si esta ley estaría al servicio del interés público o de los cuatro o cinco controladores privados de las concesiones televisivas.


Los representantes del Ejecutivo, haciéndose cargo de las afirmaciones del diputado señor Díaz acerca de la segunda señal que se concedería a Televisión Nacional, explicaron que esa segunda frecuencia, tenía por objeto que pudiera transportar las señales de terceros locales, es decir, de entidades que no tienen posibilidad de contar con la infraestructura necesaria, pero que una vez aprobado, se había planteado que el otorgamiento de una segunda frecuencia al canal nacional para su uso propio, constituiría una competencia desleal.


El diputado señor Rincón, citando el artículo 73 de la Constitución, señaló que no debía darse por cierto que las observaciones presidenciales fueran admisibles, recordando que el profesor señor Zúñiga había expuesto que existían algunas que no decían relación con las ideas matrices del proyecto, todo lo que lo llevaba a afirmar que debería analizarse primero el tema de la admisibilidad. Sin perjuicio de lo anterior, señaló compartir algunas observaciones como la que dice relación con la prohibición de que las entidades religiosas puedan ser concesionarias locales de carácter comunitario.


Los diputados señores Letelier y Squella estimaron q
ue el veto no vulneraba los términos de la sentencia del Tribunal Constitucional y que les parecía admisible.


Los diputados señora Saa y señor Latorre consideraron abusiva la calificación de la urgencia puesta a este trámite.


El diputado señor Saffirio solicitó derechamente someter a votación la admisibilidad del veto , toda vez que a su juicio no cumpliría con dos requisitos como eran guardar relación directa con las ideas matrices del proyecto y, en subsidio de lo anterior, no haber sido consideradas las ideas contenidas en el veto en el mensaje respectivo.


Los representantes del Ejecutivo argumentaron que la declaración de admisibilidad o inadmisibilidad, debería, en todo caso, plantearse por cada una de las observaciones separadamente, agregando que la pretensión de inadmisibilidad formulada resultaba incomprensible porque cada una de las observaciones había sido efectuada al texto revisado por la Cámara y el Senado. Junto con recordar que el único de los constitucionalistas invitados que había sostenido la inadmisibilidad había sido el profesor señor Zúñiga, plantearon pronunciarse sobre cada una de las observaciones conforme a su mérito.


El diputado señor Saffirio insistió en votar la admisibilidad del veto en su conjunto, toda vez que los pronunciamientos de admisibilidad efectuados por las Comisiones o la Sala se refiere a la totalidad de una iniciativa y no a disposiciones específicas de ella.


El diputado señor Letelier hizo presente que con la sola salvedad del profesor señor Zúñiga, los otros cuatro constitucionalistas invitados habían estado de acuerdo en la admisibilidad del veto y el Tribunal Constitucional en su sentencia, no afirmó en su considerando décimo que éste fuera constitucional o inconstitucional, limitándose a efectuar algunos alcances.


El diputado señor Díaz afirmó que no se deseaba que el veto modificara aspectos sustanciales del proyecto aprobados por el Congreso tras un debate que se había prolongado por cinco años. Había en él puntos que le parecían razonables pero su defectuosa redacción, ante la imposibilidad de corregirlas por la vía de indicaciones, hacía conveniente rechazarlas para resolverlas con posterioridad. En todo caso, entendía que el debate sobre la admisibilidad podía efectuarse respecto de la totalidad de las observaciones como de cada de ellas en particular.


El diputado señor Cristián Mönckeberg señaló que de acuerdo al artículo 35 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso, dependiendo de la forma en que se presentara el veto, la votación acerca de la admisibilidad debería abarcar la totalidad del mismo o cada una de las observaciones en particular. En este caso, al estar separadas las observaciones por números, debería someterse a votación la admisibilidad de cada de ellas. En todo caso, el quórum para la declaración de admisibilidad o inadmisibilidad y para aprobar o no las observaciones era, en las Comisiones, la mayoría absoluta de los diputados presentes.


El diputado señor Saffirio señaló que al no haber ningún acuerdo sobre el contenido del veto, procedería votarse la admisibilidad en bloque.


Ante el planteamiento de los representantes del Ejecutivo en el sentido de votar sólo la admisibilidad de aquellas observaciones sobre las que no se había alcanzado acuerdo y se mantenían las diferencias, el diputado señor Díaz señaló que la posibilidad de llegar a acuerdo comprendía la totalidad de las observaciones y no sólo algunas de ellas, por lo que se mantenía la decisión de dar el mismo tratamiento a todas las partes del veto, por lo que debería someterse a votación su admisibilidad.


Al momento de procederse a la votación, los diputados señores Harboe y Latorre fundamentaron su decisión señalando que estimaban que el veto vulneraba las facultades del Congreso Nacional.

IV. DECISIÓN DE LAS COMISIONES.


Una vez cerrado el debate y puesta en votación la admisibilidad del número 1) de las observaciones, que agrega en el párrafo primero del nuevo inciso tercero propuesto por el Congreso para el artículo 1°, la frase “ los pueblos originarios”, se la declaró inadmisible por mayoría de votos ( 14 votos por la inadmisibilidad y 12 por la admisibilidad). Votaron por la inadmisibilidad los diputados señoras Pacheco, Saa y Sepúveda y señores Araya, León, Fa-
rías, Cornejo, Díaz, Harboe, Latorre, Meza, Silber, Tuma y Venegas. Votaron por la admisibilidad los diputados señores Baltolu, Bertolino, Bobadilla, García, Hasbún, Hernández, Letelier, Melero, Morales, Cristián Mönckeberg, Squella y Verdugo.


Finalmente, a petición del diputado señor Díaz, se acordó votar cada una de las restantes observaciones con el mismo quórum y participación señalados.

V. RECOMENDACIÓN DE LAS COMISIONES UNIDAS


Como consecuencia de lo anterior, las Comisiones Unidas recomiendan declarar la inadmisibilidad de todas las observaciones formuladas por el Presidente de la República.

VI. DISPOSICIONES DEL VETO QUE DE APROBARSE REQUIEREN UN QUÓRUM ESPECIAL.


La Comisión dejó constancia, para el caso que no se acoja la recomendación de declarar la inadmisibilidad de las observaciones presidenciales, de lo siguiente:


1° Que los números 1), 2), 3) y 4) en cuanto dicen relación con la función del Consejo Nacional de Televisión de velar por el correcto funcionamiento de dicho medio de comunicación, tienen rango de quórum calificado.


2° Que los números 8 y 9 se refieren a las condiciones que deben reunir las personas para ser miembros del Consejo, lo que dice relación con su organización y, por lo mismo, deben aprobarse con quórum calificado. 


3° Que los números 10, 11, 12, 13, 14 y 15 modifican el artículo 12 de la ley N° 18.838, el que enumera las funciones que corresponden al Consejo Nacional de Televisión, motivo por el cual deben aprobarse con quórum calificado.


4° Que el número 17 modifica el artículo 14 de la ley N° 18.838, que se refiere a la atribución del Consejo para adoptar medidas destinadas a asegurar que en los programas de noticias se respete el pluralismo. En consecuencia, debe aprobarse con quórum calificado.


5° Que el número 18 introduce una modificación en el nuevo artículo 15 propuesto por el Congreso en sustitución del texto original de ese mismo artículo. Este nuevo texto otorga una nueva atribución al Consejo Nacional de Televisión por lo que debe aprobarse con quórum calificado.


6° Que el número 25 en cuanto dispone aplicar lo dispuesto en el artículo 38 de la ley 
N° 19. 733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, requiere ser aprobado con quórum calificado conforme lo señala el artículo 19 N° 12 inciso primero de la Constitución Política. 


7° Que el número 26 en cuanto incluye entre los sujetos pasivos de las sanciones que se pueden aplicar por las infracciones cometidas en contra de las normas que dicte el Consejo, a un nuevo ente como son los permisionarios de servicios limitados de televisión, debe aprobarse con quórum calificado.

-o-

Sala de la Comisión, a 8 de enero de 2014


Acordado en sesiones de fechas 10 y 17 de diciembre de 2013 y 7 y 8 de enero de 2014 con la asistencia por parte de la Comisión de Constitución de los diputados señor Cristián Mönckeberg Bruner (Presidente), señores Jorge Burgos Varela, Alberto Cardemil Herrera, Cristián Letelier Aguilar y Arturo Squella Ovalle.


En reemplazo de los diputados señora Marisol Turres Figueroa y señores Felipe Harboe Bascuñán, Alberto Cardemil Herrera, Guillermo Ceroni Fuentes, Jorge Burgos Varela, Giovanni Calderón Bassi y Ricardo Rincón González asistieron los diputados señor Nino Baltolu Rasera, la diputada señora María Antonieta Saa Díaz y los diputados señores Ramón Farías Ponce; Roberto León Ramírez y Matías Walker Prieto, Germán Verdugo Soto, Celso Morales Muñoz, René Saffirio espinoza y Gabriel Silber Romo, respectivamente.. 


Por parte de la Comisión de Obras Públicas asistieron los diputados señoras Clemira Pacheco Rivas y Alejandra Sepúlveda Orbenes y señores René Manuel García García, Gustavo Hasbún Selume, Javier Hernández Hernández, Fernando Meza Moncada, Leopoldo Pérez Lahsen, Juan Carlos Latorre Carmona, Fernando Meza Moncada, Joaquín Tuma Zedán y Mario Venegas Cárdenas.


En reemplazo de los diputados señores Pepe Auth Stewart, Iván Norambuena Farías y Leopoldo Pérez Lahsen asistieron las diputadas señoras María Antonieta Saa Díaz y Ximena Vidal Lázaro, Patricio Melero Abaroa y Mario Bertolino Rendic, respectivamente


Asimismo, las Comisiones Unidas efectuaron una reunión en Comité en Santiago el 16 de diciembre de 2013, la que contó con la asistencia por parte de la Comisión de Constitución de los diputados señor Cristián Mönckeberg Bruner, señora Marisol Turres Figueroa y señores Guillermo Ceroni Fuentes, Marcelo Díaz Díaz, Cristián Letelier Aguilar, Ricardo Rincón González y Arturo Squella Ovalle.


Por parte de la Comisión de Obras Públicas asistieron los diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y señores Pepe Auth Stewart, Juan Carlos Latorre Carmona, Leopoldo Pérez Lahsen y Joaquín Tuma Zedán.

(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Abogado Secretario de las Comisiones Unidas.”
10. Informe de la Comisión Investigadora acerca del funcionamiento del
Instituto Nacional de Estadística (INE).
“Honorable Cámara:


La Comisión Investigadora acerca del funcionamiento del Instituto Nacional de Estadísticas (INE) pasa a informar sobre el encargo conferido.

I. COMPETENCIA DE LA COMISIÓN, AL TENOR DEL ACUERDO DE LA CÁMARA QUE ORDENÓ SU CREACIÓN


A) Creación de la Comisión


Mediante oficio N° 10.714, de 8 de mayo de 2013, el Secretario General informó que la Cámara de Diputados, en sesión de la misma fecha y en virtud de lo dispuesto en los artículos 52, N° 1, letra c) de la Constitución Política de la República; 53 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y 297 y siguientes del Reglamento de la Corporación, prestó su aprobación a la petición de 54 señores Diputados, para crear una Comisión Especial Investigadora acerca del funcionamiento del Instituto Nacional de Estadísticas (INE).

En el ejercicio de su cometido, la Comisión deberá evaluar las razones por las cuales se cambiaron las metodologías aplicadas para los distintos instrumentos de medición, si existieron cambios en los equipos técnicos y las razones para esta determinación; presupuestos comprometidos, programados y ejecutados para realizar mediciones; los responsables de las encuestas en cada una de sus etapas, eventuales irregularidades que pueden haberse cometido en la elaboración de dichas encuestas y razones de la renuncia de autoridades ligadas a su implementación.

Finalmente, el mencionado oficio indica que la Comisión Investigadora deberá rendir su informe en un plazo no superior a los ciento veinte días, y para el desempeño de su mandato podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional.

B) Integración de la Comisión


Mediante oficio N° 10.773 de 6 de junio de 2013, el Secretario General informó que la Cámara de Diputados resolvió integrar la Comisión Investigadora en referencia, con los Diputados señores:

1. Pedro Pablo Browne Urrejola;

2. Fidel Espinoza Sandoval;

3. Ramón Farías Ponce;

4. Felipe Harboe Bascuñán;

5. Gustavo Hasbún Selume;

6. Juan Carlos Latorre Carmona;

7. Cristián Letelier Aguilar;

8. Miodrag Marinovic Solo de Zaldivar;

9. Andrea Molina Oliva;

10. Leopoldo Pérez Lahsen;

11. José Pérez Arriagada;

12. Ignacio Urrutia Bonilla, y

13. Gabriel Silber Romo.


En oficio N° 10.789, de 18 de junio de 2013, el Secretario General de la Corporación informó que en sesión celebrada en igual fecha, la Sala de la Cámara de Diputados autorizó el reemplazo permanente de los señores Diputados Gustavo Hasbún, Cristián Letelier, Ignacio Urrutia, Pedro Pablo Brownw y Leopoldo Pérez, por la Diputada señora María José Hoffmann y los Diputados señores Celso Morales, Iván Moreira, José Manuel Edwards y Frank Sauerbaum, respectivamente.


Por oficio N° 10.826, de 10 de julio de 2013, El Secretario General de la Corporación, informó el reemplazo permanente del Diputado señor Fidel Espinoza por el Diputado señor Luis Lemus.


Mediante oficio N°10.818, de 9 de julio del año en curso, del Secretario General de la Corporación, se informó que los Diputados señores Ernesto Silva y Gonzalo Arenas, reemplazaran en forma permanente al Diputado señor Iván Moreira y a la Diputada señora María José Hoffmann, respectivamente.


En definitiva, vuestra Comisión Investigadora quedó conformada por la señora Diputada y señores Diputados siguientes:


1) Arenas Hödar, don Gonzalo;


2) Edwards Silva, don José Manuel;


3) Farías Ponce, don Ramón;


4) Harboe Bascuñán, don Felipe;


5) Lemus Aracena, don Luis;


6) Latorre Carmona, don Juan Carlos (Presidente);

 
7) Marinovic Solo de Zaldivar, don Miodrag;


8) Molina Oliva, doña Andrea;


9) Morales Muñoz, don Celso;


10) Pérez Arriagada, don José;


11) Sauerbaum Muñoz, don Frank;


12) Silber Romo, don Gabriel, y


13) Silva Méndez, don Ernesto.


C) Plazo para emitir el informe de la Comisión


En el oficio N° 10.714, de 8 de mayo de 2013, del Secretario General, se informó de la creación Comisión Especial Investigadora acerca del funcionamiento del Instituto Nacional de Estadísticas (INE), con la indicación que deberá rendir su informe en un plazo no superior a los ciento veinte días.


Por Oficio N° 10.957, de 15 de octubre del presente año, la Secretaría General comunicó que la Cámara de Diputados, en sesión de esa fecha, accedió a la solicitud de la Comisión de prorrogar el plazo por treinta (30) días.


La última sesión ordinaria de la Comisión, celebrada dentro del plazo el día 18 de diciembre de 2013, fue prorrogada de conformidad con las disposiciones del inciso quinto del artículo 53 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, exclusivamente para acordar las conclusiones y proposiciones sobre la investigación que habrán de incluirse en este informe, lo que se llevó a efecto el día miércoles 8 de enero de 2014.

II. ANTECEDENTES RELACIONADOS CON LA MATERIA DEL ENCARGO


La Comisión Especial Investigadora acordó, por unanimidad, solicitar a la Biblioteca del Congreso Nacional antecedentes relacionados con el encargo conferido por la Sala de la Corporación, insertándose a continuación los antecedentes generales y los antecedentes específicos recibidos:


A) Antecedentes Generales

Introducción


A solicitud de la Comisión Investigadora acerca del funcionamiento del Instituto Nacional de Estadísticas, se analiza la naturaleza jurídica y el marco normativo del referido servicio público. Con este objeto se revisa, en primer lugar, la naturaleza jurídica, para luego referirse a los siguientes aspectos específicos de este servicio:

Función Pública Estadística;


Secreto Estadístico; y,


Organización interna.

Naturaleza Jurídica y Marco Normativo


El Instituto Nacional de Estadísticas (INE en adelante) es un servicio público funcionalmente descentralizado que se relaciona con el Presidente de la República a través del Ministerio de Economía. Le corresponde, específicamente el desarrollo de la denominada función pública estadística. La labor que este servicio se encuentra sujeta al denominado secreto estadístico, entendido como la prohibición de divulgar los hechos que se refieren a personas o entidades determinadas de que se hayan tomado conocimiento en el desempeño de sus actividades y que pesa tanto respecto de este servicio y sus funcionarios, como de otros organismos del Estado y quienes se desempeñan en ellos.


Orgánicamente, su director es el jefe superior del servicio quien, en principio tiene amplias facultades para organizar internamente al INE, sin embargo, tales facultades se encuentran limitadas tanto a nivel legal como reglamentario. El nombramiento de los cargos de primer y segundo nivel jerárquico se encuentra sujeto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la Ley Nº 19.882.


El INE se encuentra regulado principalmente por la Ley Nº 17.374 que fija nuevo texto refundido, coordinado y actualizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 313 de 1960, que aprobara la Ley Orgánica de la Dirección Estadística y Censos y crea el Instituto Nacional de Estadísticas. El artículo 1º inciso primero de este cuerpo normativo define al INE como un “organismo técnico e independiente, es una persona jurídica de derecho público, funcionalmente descentralizada y con patrimonio propio, encargada de las estadísticas y censos oficiales de la República, que se relacionará con el Gobierno a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.”.


Los caracteres de mayor relevancia contenidos en la definición transcrita son aquellos que dicen relación a que se trata de un organismo técnico e independiente, funcionalmente descentralizado.


Llevado a la nomenclatura de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado (LOCBGAE en adelante), se trata de un servicio público creado para el cumplimiento de la función administrativa (artículo 1º inciso segundo Locbgae), funcionalmente descentralizado los cuales, conforme con el artículo 29 inciso segundo de la Locbgae cuentan y actúan “con la personalidad jurídica y el patrimonio propios que la ley les asigne y estarán sometidos a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio respectivo.”.


La justificación de la utilización de esta forma de organización administrativa, esto es que se trate de un órgano funcionalmente descentralizado, proviene de la especialidad de la función administrativa que realizan, donde se privilegia la función técnica que realiza “para hacer más eficiente y especializada la actividad administrativa”.


Dado lo anterior, la relación del INE con el Presidente de la República consiste en que este último, a través del Ministerio de Economía, desarrolla una función de supervigilancia o de tutela respecto del primero, entendiendo por tutela “el control que los agentes del Estado ejercen sobre los actos de los órganos descentralizados para hacer respetar la legalidad, evitar abusos y preservar el interés nacional en el ámbito de los intereses locales o técnicos”.


Esto da un cierto grado de autonomía del INE en el cumplimiento de su función sin que se rompa la unidad de la Administración del Estado, particularmente, en la toma de decisiones relativas al cumplimiento de la función pública que se le encomienda. En tal sentido, el artículo 30 inciso segundo de la Locbgae establece que estos órganos, se encuentran sujetos a las políticas nacionales y a las normas técnicas del Ministerio a cargo del sector respectivo.

Atribuciones del INE y la Función Pública estadística


El INE, como servicio público que es, cumple una función principalmente de ejecución, cual es estar encargado de las estadísticas y censos oficiales de la República. La anterior es la necesidad pública a satisfacer por este organismo.


La doctrina, en el caso de este tipo de órganos administrativos, denomina la función que ellos cumplen como “Función Pública Estadística”, la cual, según Souvirón Morenilla, tiene por objeto “la descripción de los fenómenos colectivos y de la realidad social mediante la recopilación, elaboración y ordenación sistemática de datos así como la obtención, presentación, publicación y difusión de resultados, a través de las correspondientes acciones de planificación y ejecución estadísticas. Descripción formulada ciertamente en términos cuantitativos, es decir, descripción numérica de conjuntos de números, descripción cuantitativa que utiliza el número como soporte objetivo, bien entendido que científicamente no se trata de una tarea puramente matemática, sino vinculada al análisis de la vida colectiva y que integra en la tarea matemática la toma de datos de los fenómenos empíricos, su elaboración, tratamiento e interpretación”.


Agrega este mismo autor que, al tener la función pública estadística como objetivo el análisis social, “nos pone ya sobre aviso de que su sometimiento a Derecho no puede fundarse tan sólo en el método utilizado -la descripción cuantitativa- sino en una razón material: la disponibilidad por parte de la Administración de información sobre la sociedad y los fenómenos colectivos. Con ello, la juridificación de la función estadística pública se abre a su posible expansión a otras facetas de la actividad pública dirigida al logro de información sobre la sociedad (encuestas y sondeos electorales, encuestas sociológicas, etc.)”.


En el caso del INE, se puede observar el ejercicio de esta función pública estadística a partir de lo dispuesto en el artículo 2º de la Ley Nº 17.374. En general, dicho artículo encomienda al INE la recopilación y procesamiento de los antecedentes y datos necesarios para la elaboración de las estadísticas y del censo. Además de lo anterior, le corresponde entregar, a partir de tal información, la formulación de recomendaciones a otros organismos estatales. En particular, para el INE la función pública estadística supone el cumplimiento de los siguientes deberes:


“a) Efectuar el proceso de recopilación, elaboración técnica, análisis y publicación de las estadísticas oficiales.


b) Estudiar la coordinación de las labores de colección, clasificación y publicación de estadísticas, que realicen los organismos fiscales, semifiscales y Empresas del Estado.

c) Levantar los censos oficiales, en conformidad a las recomendaciones internacionales.

d) Efectuar periódicamente encuestas destinadas a actualizar las bases de los diferentes índices, en especial los del costo de vida.

e) Visar, dándole carácter oficial, los datos estadísticos que recopilen los organismos fiscales, semifiscales y empresas del Estado.

f) Absolver las consultas que se le hagan sobre materias de índole estadística.

g) Estudiar, informar y proponer las modificaciones que hubieren de efectuarse en la división política, administrativa y judicial de la República, y en los límites urbanos de las poblaciones del país.

h) Informar sobre la creación de circunscripciones del Registro Civil, Escuelas Públicas y Retenes de Carabineros, de acuerdo con los resultados de los censos o cálculos de población.

i) Recoger las informaciones pertinentes y formar el inventario del Potencial Económico de la Nación.

j) Formar el "Archivo Estadístico de Chile" que, junto con otros documentos, contendrá publicaciones especializadas, descripciones metodológicas, instrucciones, formularios, etc., que se hayan utilizado o se utilicen para la formación de las estadísticas oficiales.

k) Formar la "Mapoteca Censal Chilena", que incluirá mapas planimétricos por comunas, debidamente actualizados y adaptados a fines censales, así como planos topográficos o croquis de centros poblados.

l) Confeccionar un registro de las personas naturales o jurídicas que constituyan "Fuente de Información Estadística".

m) Evacuar, de acuerdo con las recomendaciones internacionales, las consultas que formulen los organismos técnicos y estadísticos del exterior…”.

Secreto Estadístico


Un tercer aspecto, en relación con el INE es el denominado secreto estadístico, establecido en los artículos 29º y 30º de la Ley Nº 17.374.


El inciso primero del artículo 29º establece una prohibición para el INE y otros organismos fiscales, semifiscales y Empresas del Estado, y cada uno de sus respectivos funcionarios, en el sentido que no podrán divulgar los hechos que se refieren a personas o entidades determinadas de que hayan tomado conocimiento en el desempeño de sus actividades. En esta misma línea, el artículo 30º dispone que los datos estadísticos no podrán ser publicados o difundidos con referencia expresa a las personas o entidades a quienes directa o indirectamente se refieran, si mediare prohibición del o los afectados.


El inciso segundo del artículo 29º dispone que la infracción del secreto estadístico, por cualquier persona que se encuentre sujeta a dicha obligación hará aplicable el delito de violación de secretos contenido en el articulo 247 del Código Penal que sanciona al empleado público que, sabiendo por razón de su cargo los secretos de un particular, los descubriere con perjuicio de éste, con pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales. En todo caso, el referido artículo 29º dispone que siempre debe aplicarse pena corporal.


Respecto del secreto estadístico, la Contraloría General de la República ha sostenido que no admite excepciones, por lo que resulta improcedente “afirmar que dicho deber de reserva opera sólo respecto de terceros y no entre tales organismos y funcionarios o que la misma pueda ser dejada sin efecto contractualmente.”.

Aspectos Orgánicos


La autoridad superior del INE es su Director a quien, conforme con el artículo 3° de la Ley Nº 17.374, le corresponde la “Dirección Superior, Técnica y Administrativa” del servicio, además de ser su representante legal. Conforme con este mismo artículo la designación del Director Nacional le corresponde al Presidente de la República. En todo caso, se encuentra sometido al sistema de alta dirección pública establecido en la Ley Nº 19.882 por encontrarse sujeto a las normas del Título II de la LOCBGAE y no estar dentro de los organismos que excepciona el artículo Trigésimo Sexto de la Ley Nº 19.882.


De esta forma, los cargos de Jefes Superior del Servicio y de segundo nivel jerárquico se encuentran sujetos a los requisitos y obligaciones establecidos en la Ley Nº 19.882, así como también el procedimiento para la provisión de los mismos.


En cuanto a la composición y organigrama interno del INE, si bien los artículos 14° y 15º de la Ley Nº 17.374 disponen que su determinación corresponde al Director Nacional, esta materia se encuentra regulada en la Ley Nº 19.196 que Sustituye Plantas del Personal del Instituto Nacional y Estadísticas. Dicho cuerpo legal, además de fijar la dotación máxima del servicio, establece la planta de cargos directivos de segundo y tercer nivel jerárquico, lo que incide directamente en la estructuración interna del servicio.


Finalmente, el Decreto Nº 1.062 del Ministerio de Economía del año 1970, Aprueba Reglamento del Instituto Nacional de Estadísticas, establece la existencia de tres Subdirecciones 
-Operaciones, Técnica y Administrativa- un Fiscal y un Contralor Interno.


B) Antecedentes específicos

Polémica por datos del INE: Censo 2012 e IPC


En relación con los errores del Censo 2012, se indicó que hubo personas censadas más de una vez e inconsistencia en algunas respuestas producto de invención de datos. También se informó que la cifra de divorciados no coincidió con la que contabiliza el Registro Civil y que el INE debió corregir cifras ya entregadas, como el promedio de hijos por mujer, jefes de hogar, población que trabaja o estudia. Sobre la polémica por personas efectivamente censadas, el arquitecto Pablo Allard recalcó que “el hecho de que falten cerca de 800 mil chilenos por censar no es menor. Primero, porque no sabemos dónde están; y segundo, porque su ausencia equivale a que desapareciera toda la población del gran Concepción”.


Respecto a los errores metodológicos del INE en las cifras del IPC, una Editorial de El Mercurio concluyó que “confunde variaciones estacionales de precios con cambios de calidad; adicionalmente, la muestra de arriendos está equivocada, ya que mantiene siempre al mismo grupo de viviendas, mientras que los ajustes reales de precios de arriendos se realizan en el recambio de arrendatarios”. Entre los cambios, el nuevo director del INE, Juan Eduardo Coeymans, manifestó que “la intención es otorgar un carácter semihedónico a productos que son rápidamente reemplazados en el mercado, ya sea por renovación en tecnología o el impacto de la moda en el vestuario.

Renuncia del director del INE


El pasado 26 de abril, el gobierno aceptó la renuncia del entonces director del Instituto Nacional de Estadísticas (INE), Francisco Labbé, por presunta manipulación en las cifras del Censo 2012. Según constató una entrevista hecha por el Centro de Investigación Periodística (Ciper) a Mariana Alcérreca -asesora del director del organismo-, Labbé, al presentar los datos, indicó que la población efectivamente censada era de 16.600.000 habitantes, en vez de decir que habían 15.800.000 personas efectivamente empadronadas. Aún más, la funcionaria denunció que con las 600 mil viviendas no censadas se llegaba a la suma de 16 millones 400 mil habitantes, por lo que Labbé solicitó agregar población desde las viviendas desocupadas. “Dicha acción se vio motivada por su deseo expreso de presentar ‘el mejor censo de la historia de Chile’, para lo cual debía exhibir una tasa de ‘omisión’ (cantidad de gente a la que no se llegó) no superior al 2%, pero ello derivó en una ‘cadena de errores’”, señaló Alcérreca (Ciper, 25.04.13).


En su reemplazo se nombró a Juan Eduardo Coeymans. El ex ministro de Economía, Pablo Longueira, reseñó que las tareas prioritarias para el gobierno serán “resolver el tema del debate de la metodología que se ha planteado con el IPC. En segundo lugar, una auditoría técnica del Censo para despejar cualquier duda y tercer objetivo, tramitar el proyecto de ley que crea el INE autónomo”.


La prensa también mencionó otros factores que habrían incidido para que el gobierno aceptara la renuncia de Labbé, entre ellos, la modificación en la metodología de la encuesta de seguridad ciudadana, que disminuyó el índice de victimización, y la polémica con la Encuesta CASEN. Los errores metodológicos en la inflación serán abordados en el siguiente punto.


Por su parte, el ministro (s) de Economía, Tomás Flores, informó que ya empezó una auditoría interna para revisar si el levantamiento de datos está bien hecho. “El proceso de auditoría tiene distintas etapas que van chequeando la consistencia de la información. Si todo sale bien, se pasa a la siguiente etapa; y si eso continúa así, esperamos tener todo resuelto a fines de mayo. Ese es el calendario ideal. Ahora, si en el proceso de chequeo hay inconsistencia en algunos puntos, se tiene que realizar un muestreo más específico”. La autoridad agregó que esperan entregar el Censo corregido a fines de mayo e implementar los cambios al IPC en el segundo semestre, entre julio y agosto. Posteriormente, se informó que la auditoría, llevada a cabo por la comisión externa revisora, podría estar lista en agosto.

Investigación de la Fiscalía de Delitos de Alta Complejidad


A los pocos momentos de hacerse efectiva la renuncia de Labbé, la Unidad de Alta Complejidad de la Fiscalía Metropolitana Centro Norte ingresó a la sede de la dirección del INE y a su jefatura técnica, con el fin de incautar documentos y computadores. “La acción estaría enmarcada en la apertura de una causa judicial, ordenada por el Ministerio Público, que busca aclarar la supuesta manipulación de datos del Censo 2012”.


Labbé, en su declaración ante este organismo el pasado 10 de junio, se defendió de las acusaciones que hizo Mariana Alcérreca sobre la manipulación de cifras en el Censo 2012, diciendo que “todas las bases de datos están absolutamente puras, sin ninguna intervención, o sea todo ese concepto de manipulación que se me habría acusado es absolutamente falso”. Agregó que “siempre hay errores en todas partes. Nadie está libre de error. Somos seres humanos, pero yo les quiero decir que en términos de cobertura de viviendas y en caracterización de la población, el Censo realizado es impecable”.


Luego, la Fiscalía inició la investigación, que según fuentes cercanas al proceso, tanto Francisco Labbé, ex director del INE, como el ex jefe del proyecto Censo 2012, Eduardo Carrasco, sí habrían manipulado los datos y además hubo omisión en las publicaciones. Respecto al primer punto, el Código Penal, artículo 198, señala que “el que maliciosamente hiciere uso de los instrumentos falsos (...) será castigado como si fuera autor de la falsedad”. A esto se suma el artículo 193, que dice que “será castigado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo el empleado público que, abusando de su oficio, cometiere falsedad (...)”.

Errores en el Censo 2012


En el reportaje de CIPER también se consignó que la manipulación de los datos originó que luego aparecieran en el análisis cifras sin explicación, como que el 45% de inmigrantes en Chile tiene estudios superiores. Otro tanto ocurrió con la cantidad de hogares donde el jefe de hogar es un hombre y existe servicio doméstico puertas adentro, que subió de 2.228 hogares a 16.206. En el caso de jefas de hogar mujeres con servicio doméstico puertas adentro, el dato inicial era de 20.670 y bajó a 7.637.


El economista de la Universidad del Bío-Bío, Francisco Gatica, precisó que los errores metodológicos “se deben combatir haciéndolo lo más ‘abierto’ posible e identificar aquellas zonas no catastradas”. Asimismo, la directora del Departamento de Estadística de la Universidad de Concepción, María Paz Casanova, agregó que el cuestionario del Censo estaba incompleto, ya que no se preguntó, por ejemplo, el ingreso familiar.


Además, el profesor titular del Departamento de Estadística de la Universidad de Valparaíso, Carlos Henríquez, indicó que “hubo personas censadas más de una vez e inconsistencia en algunas respuestas producto de invención de datos.


También se consignó que el INE debió corregir cifras ya entregadas al comienzo del mes de abril sobre áreas, tales como, el promedio de hijos por mujer, sobre jefes de hogar, población que trabaja o estudia.

Polémica por personas efectivamente censadas


El arquitecto Pablo Allard, recalcó que “el hecho de que falten cerca de 800 mil chilenos por censar no es menor. Primero, porque no sabemos dónde están; y segundo, porque su ausencia equivale a que desapareciera toda la población del gran Concepción. Al no contar con información confiable, la planificación de nuestras ciudades será como un vuelo de noche sin instrumentos. A modo de ejemplo, se estima que Antofagasta recibirá en los próximos 10 años a cerca de 60 mil nuevos habitantes, atraídos por el auge minero. Para una ciudad que ya tiene una alta complejidad social y muy poco suelo disponible, conocer en detalle su situación urbana y socioeconómica es crítico para revertir los déficit urbanos y sociales que presenta”.


El consultor internacional en estadística, Carlos Araujo, fue taxativo: “No debería incorporarse al procesamiento del Censo personas cuyas características no han sido censadas. Cualquiera que sea el método que adjudica tales características, además de arbitrario, puede introducir contradicciones en el análisis de la información censal”. Otros expertos coincidieron en que implica un cambio en todos los parámetros poblacionales de interés, en especial debido al alto porcentaje de omisión (personas que no contestaron) de 4,8%, superior a los tres últimos censos.

Divorciados


Uno de los desgloses controvertidos se refirió al número de divorciados, cifra que, según el INE, alcanzó a casi 400 mil las personas. Sin embargo, de acuerdo a datos del Registro Civil y Poder Judicial, hasta fines de 2012 más de 513 mil personas se había separado legalmente, de las cuales 60.837 se han vuelto a casar. “Es decir, hay una diferencia de más de 113 mil personas entre el organismo a cargo del Censo y las reparticiones públicas a cargo de ‘llevar la cuenta’ de lo que hacen los ciudadanos”.

Discapacitados


El presidente y director ejecutivo de la Fundación Nacional de Discapacitados, Alejandro Hernández, criticó que “en Chile las personas con discapacidad han sido históricamente mal intervenidas y mal tratadas con soluciones (o “no soluciones”) inadecuadas, porque básicamente no ha habido voluntad en saber quiénes son, que necesitan y cómo enfocar de mejor manera las respuestas a sus múltiples necesidades. Este Censo es un fiel reflejo de eso”. Agregó que al no visitar a este tipo de personas “lo que se hace es mantener el statu quo a nivel socioeconómico y político y también un sistema caritativo con enfoque en lo biomédico (persona con discapacidad igual a enferma, asistida, que no puede expresarse) en vez de uno centrado en los derechos”.

Inconvenientes en regiones


En una columna editorial de El Austral de Valdivia, se consideró que “lo ocurrido al INE afecta al país, pero especialmente a las regiones de Arica-Parinacota y Los Ríos, pues tendrían ahora, por primera, vez cifras oficiales respecto de su situación demográfica y económica, para guiar con mayor precisión sus decisiones políticas”.


Por su parte, en la Región de Magallanes se consignó que, tras la aprobación de la ley orgánica constitucional para la elección directa de los consejeros regionales y por los errores incurridos por el INE, la zona tendrá que utilizar datos del año 2002 y no del 2012. “De esta manera, la circunscripción provincial de Magallanes elegirá a 8 consejeros; y las circunscripciones de las provincias de Última Esperanza, Tierra del Fuego y Antártica Chilena a 2 consejeros cada una”.

Fallas metodológicas en el IPC


Las dudas sobre la exactitud de los datos del INE se arrastran desde 2011 y persisten pese a que se han aplicado algunos ajustes metodológicos. Ante tal situación, los bancos BCI y Morgan Stanly reclamaron -la segunda semana de abril- al INE por las herramientas obsoletas en sus mecanismos de medición del Índice de Precios de Consumo (IPC), lo que motivó a altos funcionarios del organismo a emitir una carta a Labbé el pasado 17 de abril, denunciando que “la dirección del organismo excluyó de la metodología de trabajo del último Censo a equipos especializados”.


El propio Labbé asumió la duda sobre su precisión, aceptando que una comisión de expertos revise su metodología. En entrevista con El Mercurio afirmó: “Sin la caída del IPC que provoca el precio del vestuario, la inflación en 2012 en lugar de 1,5%, habría sido de 1,9%”.

Falencias detectadas


El economista Juan Andrés Fontaine señaló que “el IPC no emplea ajustes por sustitución de productos y cambios de calidad, (por ello) la inflación podría estar sobreestimada. Pero los defectos de medición en el caso del vestuario y otros tendrían el efecto contrario. Se ha conjeturado que, en lugar del 1,5% oficial, bien medida, la inflación sería hoy de 3%, que es la meta del Banco Central”.


El socio de la consultora Gemines, Alejandro Fernández, entregó un análisis con los problemas de medición en rubros del IPC, como el vestuario y divergencias en los arriendos. A su juicio, “es necesario modificar la medición de vestuario, arriendo y servicio doméstico que realiza el INE, para enmendar errores metodológicos”.


En una editorial de El Mercurio, se concluyó que “la metodología de cálculo del IPC confunde variaciones estacionales de precios con cambios de calidad; adicionalmente, la muestra de arriendos está equivocada, ya que mantiene siempre al mismo grupo de viviendas, mientras que los ajustes reales de precios de arriendos se realizan en el recambio de arrendatarios; finalmente, en electrónicos, el IPC se queda pegado considerando modelos de equipos que son reemplazados por nuevas versiones a precios mayores. Todo esto ha llevado a los especialistas del sector financiero a considerar que la subestimación del IPC llegaría al 1,5% anual” .


Más específicamente, un artículo de El Pulso señaló que “la subponderación del ítem arriendo, un menor peso del grupo alimentos, y una eventual mala medición de vestuario y servicio doméstico, son algunas de las dudas que genera la actual medición de la inflación en Chile para algunos economistas, ad portas de una nueva actualización de la canasta básica el próximo año”. En complemento, el economista Tomás Izquierdo sostuvo que “la corrección de algunos productos subvalorados en la canasta básica, significaría 0,4 puntos más de inflación a la actual medición”.

Cambios propuestos


El nuevo director INE, Juan Eduardo Coeymans, dijo que se convocó a un grupo de alrededor de 30 expertos para analizar modificaciones metodológicas y la actualización de la canasta, que según el jefe del Departamento de Estudios de Precios del INE, Cristián Copaja, podría entrar en vigor en enero de 2014.


Por su parte, el presidente del Banco Central de Chile, Rodrigo Vergara, señaló que “un posible cambio en la metodología de cálculo del IPC será acotado y no tendrá efectos en la política monetaria de la entidad ni en las cuentas nacionales que la entidad entrega”. También llamó a no comparar lo ocurrido con el Censo 2012 con la revisión que se hace del IPC.


En tanto, el economista jefe de BBVA, Jorge Selaive, llamó a que los cambios se hagan lo antes posible. “Si se espera hasta fin de año, se mantiene un sesgo que claramente, en el caso de prendas de vestir, es hacia la caída de precios. Y por lo tanto hacia fin de año pueden surgir nuevos cuestionamientos de quienes se sientan más afectados por la baja inflación, como quienes ven reajustados sus ingresos de acuerdo a IPC. Entre ellos, pensionados, funcionarios públicos y trabajadores en general”.


Respecto al ítem vestuario, el INE informó que en la medición de agosto se comenzará a reflejar el cambio y que para ello “se sigue lo que se hizo en Francia e Inglaterra”. En el país galo se estableció (año 2007) que los productos se podrían comparar si correspondían a la misma marcas, composición de la tela, origen de la prenda y establecimiento donde se levanta la información. El país británico llegó a la misma conclusión en el 2010.


Posteriormente, Coeymans manifestó que “la intención es otorgar un carácter semihedónico a productos que son rápidamente reemplazados en el mercado, ya sea por renovación en tecnología o el impacto de la moda en el vestuario. Ahora la medición contemplaría condiciones de calidad, materias primas y fabricación para una valorización que pueda extenderse en distintas aplicaciones” .

III. RELACIÓN DEL TRABAJO DESARROLLADO POR LA COMISIÓN EN EL CUMPLIMIENTO DE SU COMETIDO.


A) Sesiones.


La Comisión para cumplir con el cometido que le encargó la Corporación, celebró una sesión constitutiva, doce sesiones ordinarias y ocho sesiones especiales, en total 21 sesiones.


Durante la primera de ellas y de conformidad con lo preceptuado en el artículo 238 del Reglamento de la Corporación, se procedió a elegir como Presidente de la instancia al Diputado señor Juan Carlos Latorre Carmona, por mayoría de votos.



También, la Comisión acordó celebrar sus sesiones ordinarias los días miércoles, de 18:30 a 20:30 horas, en el edificio de la Corporación en Valparaíso.


B) Oficios despachados


Durante su funcionamiento, la Comisión Investigadora cursó 46 oficios para requerir los antecedentes de los Servicios de la Administración del Estado que se estimó necesarios para el cumplimiento de su cometido. Además, invitaciones y citaciones a sus sesiones a las autoridades, funcionarios y particulares.

IV. LO SUSTANCIAL DE LOS DOCUMENTOS RECIBIDOS Y DE LO EXPUESTO POR LAS PERSONAS ESCUCHADAS


A) Documentos recibidos por la Comisión


Durante su funcionamiento, la Comisión Investigadora recibió los siguientes documentos:


1) En el transcurso de la sesión celebrada el 29 de julio del año en curso, el Director Nacional (PT) del INE, señor Juan Eduardo Coeymans Avaria, hizo entrega a la Comisión de los siguientes documentos:


-) Presentación XVIII Censo Nacional de Población y VII de Vivienda.


-) Procesamiento y Revisión Censo.


-) Síntesis Metodológica sobre el Índice de Precios al Consumidor (IPC).


2) Durante el desarrollo de la sesión del 31 de julio de 2013, el señor Juan Eduardo Coeymans (Director Nacional del INE) entregó el documento: Código de Buenas Prácticas de las Estadísticas Chilenas. 


3) En la sesión del día 12 de agosto del año en curso, los integrantes de la Comisión Revisora Externa (Nacional), entregaron:


-) Resumen Ejecutivo Comisión Revisora Externa.


-) Informe Final Comisión Revisora Externa.


-) Anexos del Informe Final de la Comisión Revisora Externa.


4) Durante la sesión celebrada el día 14 de agosto del presente año, el Coordinador del Departamento de Infraestructura Estadística del INE, señor Juan Radrigán Araya, hizo entrega a la Comisión Investigadora de los siguientes documentos:


-) Carta dirigida al señor Francisco Labbé Opazo, que suscriben distintas jefaturas de departamentos pertenecientes a la Subdirección Técnica de Operaciones y al Departamento de Infraestructura Estadística del INE.


-) Email de Pamela Roa González a Silvia González Araya, sobre Ajuste de Viviendas con sus respectivos Hogares y Población. 


-) Email del Señor Juan Radrigán Araya a la señora Mariana Alcérreca Picart, solicitando convocar a reunión del comité directivo. 


-) Informe Grupo de Trabajo cambio del Censo de Hecho a Censo de Derecho.


-) Cuadro con datos de Proyección Regional y Nacional. 


-) Principios y Recomendaciones para los censos de población y habitación (Departamento de Asuntos Económicos y Sociales ONU 2010). 


-) Email de Andrés Bustamante Araneda para Mariana Alcérreca, Informe Cepal. 


-) Cepal (Recomendaciones para los censos de 2010 sobre cartografía censal, migraciones, enfoque étnico y cobertura censal ).


-) Email de Andrés Bustamante Araneda a Francisco Labbé Opazo: “Envía minuta sobre población total Censada”.


5) Presentación escrita del Ex Director del INE, señor Francisco Labbé Opazo, formulando sus descargos, dirigida a la Comisión Investigadora y entregada a su Presidente el día 21 de agosto del año en curso.


6) Documentos entregados por la señora Mariana Alcérreca Picart, ex asesora de la Dirección Nacional del INE, en el transcurso de la sesión de la Comisión Investigadora realizada el día 28 de agosto de 2013.


-) Informe sobre el asesoramiento dado al Instituto Nacional de Estadísticas(Eduardo Arriagada). 


-) Email de Julia Ortúzar Jiménez a Mariana Alcérreca sobre “Censo y el Mercurio de Valparaíso”. 


-) Email de Julia Ortúzar Jiménez a Mariana Alcérreca sobre “Consultas Censales”. 

-) Acuerdo Reunión 1/09 de Temas Urgentes. 

-) E mail de Andrés Bustamante Araneda a Mariana Alcérreca de fecha 2 de abril 2013, sobre consulta de publicación de los datos Censo. 

-) E mail de Raúl Chinchón González a Mariana Alcérreca, de fecha 2 de abril de 2013, sobre resultado del Censo. 

-) E mail de Raúl Chinchón González a Juan Radrigán y Mariana Alcérreca, de fecha 8 de abril 2013, sobre punto a tratar próxima reunión. 

-) Acta de Acuerdos y Compromisos del Comité Directivo Censo 2012. 

-) Email de Eduardo Carrasco a Mariana Alcérreca, de fecha 31 de agosto 2011, sobre temas urgentes y planes que se deben desarrollar, modificar y/o readecuar.

-) Acta de Acuerdos y Compromisos del Comité Directivo Censo 2012. 

-) Informe Voxcom.

7) Documentos entregados por la ex Jefa de Comunicaciones del INE, periodista Marcela Martínez, en el transcurso de la sesión de la Comisión Investigadora realizada el día 2 de septiembre de 2013.

-) Emails cursados entre Raúl Chinchón y Marcela Martinez sobre compromisos de confidencialidad.

-) Renuncia voluntaria de Marcela Martínez.

-) Documentos presentados sobre Maximiliano Raide. 

-) Set de email Voxcom. 

8) Documentos entregados por la ex Jefa del Departamento Técnico del INE, señora Marcela Cabezas Keller.


-) Email de Cristian Copaja Espina a Francisco Labbé, de fecha 4 de abril de 2013, sobre minuta IPC vestuario. 


-) Minuta IPC de vestuario, elaborada por el Departamento Estadística de Precios del INE.

-) Actualización de Propuesta Metodológica de la División Prendas de Vestir y Calzado del INE.

-) Diario Financiero (BCI plantea problemas en estadísticas INE)

-) Email de Cristian Copaja a Marcela Cabezas.

-) Reportaje Revista Qué Pasa. (El cálculo de Labbé).

-) Informe de Trabajo cambio de Censo de Hecho a Censo de Derecho. 

-) Anexo N°1 (Concepto de residencia habitual).

-) Anexo N°2 (Aspectos demográficos a considerar en la transición de un censo de facto a uno de jure). 

-) Anexo N°3 (Censo de Población y Vivienda 2012). 

-) Anexo N°4 (Cambios al cuestionario para viviendas particulares). 

-) Email de consulta y respuesta entre Carolina Casas Cordero y Eduardo Carrasco. 

-) Email de Andrés Bustamante a Marcela Cabezas, de fecha 2 de mayo de 2013 sobre minuta Población Total y Población Censada. 

-) Minuta (Proyección Censo 2012, Pobl. Total y Pobl. Censada).

-) Principios y Recomendaciones para los Censos de Población y Habitación (Revisión 2).


9) En la sesión del 4 de septiembre de 2013, la periodista Mónica González Mujica, Directora de Ciper-Chile, entregó documentos relativos al Grupo Liderazgo Educación Limitada. 


10) En el transcurso de la sesión celebrada el 9 de septiembre del año en curso, el Director Nacional (PT) del INE, señor Juan Eduardo Coeymans Avaria, entregó a la Comisión copia de los siguientes documentos:

-) Resolución de Contraloría General de la República sobre: “Inicio de Investigación especial y solicita información”.”

-) Curriculum Vitae de los miembros de la Comisión de Expertos Internacionales señores Roberto Bianchini, Griffith Feeney y Rajendra Singh.

-) Contrato a honorarios de Griffith Feeney

-) Informe cumplimiento convenio de honorarios de Griffith Feeney. 

-) Contrato a honorarios de Rajendra Singh. 

-) Resolución Exenta N°2877 (Designa Fiscal Sumariante). 


11) En la sesión celebrada el día 14 de octubre de 2013, el señor Francisco Labbé Opazo, ex Director Nacional del INE, hizo entrega a la Comisión de los siguientes documentos:


-) Census, population and household estimates for England and Wales, march 2011.


-) Census bureau releases estimates.


-) Perspectivas de la población de Chile.


-) Pew research social and demografic trends


12) En respuesta a oficio de la Comisión Investigadora, el INE remitió los siguientes documentos:


-) Antecedentes de las contrataciones de Maximiliano y Juan Pablo Raide; Antonio Hartmann; Constance Pooley y Gabriela Lothholz.


-) Antecedentes empresa Vox Com. 


-) Listado de las personas contratadas como encuestadores y en otras funciones para el desarrollo del Censo 2012, criterios de selección, ingresos y autoridades que las eligió. 


13) Oficio N° 2.599 del INE, en respuesta al Oficio N° 10 de la Comisión Investigadora.


A) En relación a consulta de protocolo existente para el manejo de datos estadísticos, remitió la siguiente documentación:


a) Resolución Exenta N °1918 de 2009, que establece normas y crea procedimiento de confidencialidad en el manejo de los índices sensibles y reservados del INE;


b) Ordinario Interno N° 131, de fecha 28 de marzo de 2013, de la Dirección Nacional, mediante el cual se solicita a la División Jurídica que proceda a las suscripción de compromiso de confidencialidad en el manejo de información sensible para el proyecto Censo de Población y Vivienda 2012, de las personas que indica;


c) Ordinario Interno N° 64, de fecha 4 de abril de 2013 de la División Jurídica, mediante el cual se da cuenta de la gestión encomendada por la Dirección Nacional en el Ordinario Interno N° 131;


d) Copia de los Compromisos suscritos por el personal del Servicio.


B) Información sobre las resoluciones administrativas respecto del Censo anterior.


a) Publicación del Decreto Supremo N° 321 de 2009 (D.O. 12/2/2010), que dispone levantamiento del XVIII Censo Nacional de Población y VII de Vivienda durante el año 2012;


b) Publicación del Decreto Supremo N° 236 de 2010 (D.O. 30/10/2010), que crea la Comisión Nacional y Comisiones Regionales para el XVIII Censo Nacional de Población y VII de Vivienda del año 2012;


c) Publicación del Decreto Supremo N° 36 de 2011 (D.O. 12/8/2011), que aprueba Reglamento del XVIII Censo Nacional de Población y VII de Vivienda del año 2012;


d) Publicación del Decreto Supremo N° 143 de 2011 (D.O. 4/1/2012), que modifica Decreto Supremo N° 321 de 2009 (D.O. 12/2/2010), que dispone levantamiento del XVIII Censo Nacional de Población y VII de Vivienda durante el año 2012; 


e) Ordinario N° 572, de 2012, de la Dirección Nacional del INE, por medio del cual se adjunta propuesta de modificación del Decreto Supremo N° 36 de 2011, que aprueba Reglamento del XVIII Censo Nacional de Población y VII de Vivienda del año 2012;


f) Propuesta de modificación del Decreto Supremo N° 36 de 2011, que aprueba Reglamento del XVIII Censo Nacional de Población y VII de Vivienda del año 2012; y


g) Copia del Instructivo Administrativo para el Censo de Población y Vivienda del año 2012.


14) Oficio N° 2.987 del INE en respuesta al Oficio N° 17 de la Comisión, sobre cifras que se utilizarán en las próximas elecciones de Consejeros Regionales.


15) Respuesta a oficio 30/2013 de la Comisión Investigadora sobre:


a) Ronda de Censos 2010. Una estrategia de armonización del Grupo de Trabajo Censos de la CEA-CEPAL, de junio de 2007.


b) "Censo tradicional y su futuro a censos alternativos", del Grupo de Trabajo Censos de la CEA-CEPAL, de junio de 2007.


c) "Programa de trabajo Grupo Censos 2007-2009; del Grupo de Trabajo Censos de la CEA-CEPAL, de junio de 2007.


d) "Principios y recomendaciones para los censos de población y habitación de las Naciones Unidas", del Grupo de Trabajo Censos de la CEA-CEPAL, de junio de 2007.


e) "Aplicabilidad de las mejores prácticas, normas y procedimientos internacionales en materia censal en el Instituto Nacional de Estadísticas de Chile'. Parte IV. Eurostat, España, Inglaterra, Francia, Statcan y México. Septiembre - Diciembre de 2007.


f) Informe N° 003 "Censo de hecho y de derecho y su aplicabilidad en Chile", elaborado por el Subdepartamento de Censos, de febrero de 2010.


g) "Cambio de Censo de Hecho a Censo de Derecho", elaborado por un grupo de trabajo integrado por funcionarios de INE. 


16) Respuesta al oficio N° 34/2013 de la Comisión Investigadora, que remite copia de los contratos suscritos entre el INE y las empresas que tuvieron relación con el Censo 2012.


17) Respuesta al oficio N° 34A/2013, de la Comisión Investigadora, remitiendo copia de los contratos y resoluciones del INE sobre las personas que llevaron a cabo el desarrollo del Censo 2012.


18) Documentos remitidos por la Biblioteca del Congreso Nacional:


-) Ensayo sobre Naturaleza Jurídica y Marco Normativo del INE. 


-) Artículo de prensa con entrevista a Dirk Jaspers: “Es muy recomendable hacer pronto un nuevo Censo”. 


-) Artículo de prensa titulado: “Director del INE habría manipulado las cifras del Censo 2012”.


19) En el transcurso de la sesión celebrada el 4 de diciembre del año en curso, el Director Nacional (PT) del INE señor Juan Eduardo Coeymans Avaria, entregó a la Comisión copia de los siguientes documentos:


-) Informe final de la Comisión de Expertos Internacionales respecto al Censo 2012;


-) Carta enviada a esa Dirección por el Subdepartamento de Estadísticas Demográficas del INE, en la que se cuestiona el Informe elaborado por la Comisión de Expertos Internacionales en relación al Censo 2012, y


-) Contratos de los integrantes de la Comisión de Expertos Internacionales, señores Roberto Bianchini, Griffith Feeney y Rajendra Singh, criterios y modalidad de contratación, por todo el período en que se desempeñaron en Chile según consta del documento elaborado por las citadas personas.


20) En la sesión ordinaria del día 18 de diciembre de 2012, se incluyó en la cuenta los siguientes documentos:


1) - Informe con la opinión técnica del Subdepartamento Estadísticas Demográficas del INE sobre el “Informe Técnico de la Consultoría Internacional sobre el Censo de Vivienda y Población 2012.”, solicitado por la Comisión Investigadora a través de los oficios Nros. 49 y 51.


2) Precisiones del Director Nacional del INE, señor Juan Eduardo Coeymans, al documento elaborado por el Subdepartamento de Estadísticas Demográficas, sobre el “Informe Técnico de la Consultoría Internacional sobre el Censo de Vivienda y Población 2012.”.


3) Oficio N° 10.282 de la Subsecretaría de Economía, remitiendo copia de los siguientes documentos: 


-) Decreto N° 321, de 20 de diciembre de 2009, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que dispuso el levantamiento del XVIII Censo Nacional de Población y VII de Vivienda durante el año 2012;


-) Decreto N° 236, de 1 de octubre de 2010, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo,que creó la Comisión Nacional Censal del XVIII Censo Nacional de Población y VII de Vivienda y las comisiones regionales respectivas.


-) Decreto N° 36, de 9 de febrero de 2011, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que aprobó el Reglamento de ambos Censos;


-) Decreto N° 143, de 21 de octubre de 2011, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que modificó el decreto N° 321, de 2009, disponiendo la realización de un censo de derecho; 


-) Acta de la primera sesión de la Comisión Nacional Censal 2012, realizada el 23 de noviembre de 2010, y


-) Acta de la segunda sesión de la Comisión Nacional Censal 2012, realizada el 14 de septiembre de 2011.


21) Durante la prórroga de la última sesión, el día miércoles 8 de enero de 2014, se dio cuenta de haberse recibido del INE el documento “Diagnóstico del Censo 2012 y Propuesta de Plan de Acción sobre Censos”, cuyo objetivo es dar a conocer los antecedentes que fundamentan las decisiones que adoptará el INE para concluir el proceso censal y para definir las acciones que se propone implementar. Además, se hace una recomendación al país en relación con el próximo censo de población y vivienda.


B) Personas escuchadas por la Comisión.


A continuación, se inserta lo sustancial de las versiones de las personas escuchadas por la Comisión, en el orden cronológico en que se llevaron a efecto sus respectivas exposiciones. Para mejor información, también se incluye, en algunas ocasiones y en forma resumida, la formulación de las interrogantes realizadas por los señores Diputados.


En la sesión especial de la Comisión, celebrada el día lunes 29 de julio del año en curso, se recibió al Director Provisional y Transitorio del Instituto Nacional de Estadísticas, señor Juan Eduardo Coeymans Avaria, quien concurrió acompañado del jefe del Proyecto Censo INE, señor Osvaldo Ferreiro Boch; de las funcionarias del INE señoras Natalia Cabrera Rojas, Magdalena Guerrero Hurtado y Susana Hornos y de los funcionarios del Instituto señores Sergio Zuloaga Marín, Alejandro Jara Saa, y Raúl Sepúlveda Faúndez. También estuvo presente el Subsecretario de Economía, don Tomás Flores.

En el inicio de su exposición y después de presentar a sus asesores, el Director del INE señaló tener solamente tres meses a cargo de la institución, que es compleja y, por consiguiente, puede no estar al tanto de todos los detalles, de ahí que se haya hecho acompañar de varios funcionarios. Luego se refirió a la conformación del INE.

En el tema del Censo, que interesa a la Comisión Investigadora de la Cámara de Diputados, formó una comisión interna revisora con los equipos del INE, encabezada por el doctor Osvaldo Ferreiro y, una comisión externa revisora, independiente del INE. Destacó que los niveles de independencia son totales. La Comisión Externa está integrada por Osvaldo Larrañaga, profesor de la Universidad de Chile; David Bravo, Director de Microdatos de la Universidad de Chile; Felipe Zamorano, del Ministerio de Vivienda; Isabel Millán, del Ministerio de Desarrollo Social, y Magda Ruiz, del Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía, Celade. Es una instancia que se ha tomado muy en serio su trabajo, y ha estado intensamente evaluando todo el proceso del Censo.

La Comisión Externa no ha concluido su informe, quedó de entregar un resumen ejecutivo el 8 de agosto; sin embargo, es posible y esperable algunos días de atraso, porque es una tarea muy compleja.

Indicó que ha estado estudiando todos los temas referidos al Censo 2012 y aprovechando sus conocimientos ergonométricos y estadísticos se ha interiorizado de algunos detalles.

También se ha abocado al IPC, y sobre este producto en tres oportunidades invitó a la comisión de usuarios para sostener un diálogo franco con las personas que habían hecho los cuestionamientos, por ejemplo, don Eduardo Engel y el economista Jorge Selaive. Se ha reunido con alrededor de 50 economistas de la plaza, para explicarles los pasos que se están dando para una total transparencia.

Respecto de los temas más específicos, han surgido críticas sobre el IPC en torno al área de vestuario, ya que habría una subestimación por un problema que ha aparecido en varios INE del mundo: la moda y la temporalidad. Esto es algo sumamente técnico y se trata de dudas, controversias y cuestionamientos que nacieron en los INE de Inglaterra, Francia, Sudáfrica y Estados Unidos. La interrogante es, cómo capturar el hecho cuando aparece un producto, pasa un tiempo y después desaparece. ¿Qué se hace? ¿Cómo se sustituye?

Al presentarse un vestuario de moda, viene con un precio inicial, que después empieza a declinar. Una vez que desaparece ese producto, se trata de sustituir con uno similar, o sea, se sigue con la variación. Analizado el problema su conclusión es que hay un sesgo a la baja. Considerando que si había algo claro en una dirección, ya no era un error, sino un sesgo, y por ende, había que actuar rápido.

Entonces, acogió la propuesta de los funcionarios del INE, la cual estaba muy bien hecha. Sin embargo, para dar credibilidad y confianza tomó contacto con la OCDE y llevó la propuesta en consulta a la reunión de Ginebra, la que resultó muy bien evaluada.

Básicamente, la propuesta sugiere usar el método tradicional y seguir con las variaciones. Dicho de otro modo, considera similar el producto cuando cumple tres características básicas: tela, marca y país. En caso de un producto nuevo, se le fija un techo más alto, no se sigue con la variación, porque cuando están de moda presentan una declinación.

A continuación, informó sobre el Censo, relatando las distintas etapas: Primero hubo una planificación que partió en 2008. Se hizo un precenso, un conteo rápido de viviendas y de población, en enero de 2011 y noviembre del mismo año.

En Chile se hacía un Censo de hecho, en el que básicamente se visitan todas las viviendas en un día y se pregunta a las personas dónde pernoctaron.

En agosto se implementa un cambio y se piensa en hacer un Censo de Derecho, cuya diferencia fundamental respecto del anterior es que se cambia la pregunta de dónde pernoctaron por cuál es su residencia habitual. Tiene una gran ventaja para orientar las políticas públicas; es más relevante saber dónde vive permanentemente una persona que dónde pernoctó la noche anterior.

Eso, y probablemente razones de carácter cultural, llevaron a la Comisión de Censo a cambiar el tipo, de censo de hecho a censo de derecho, lo que fue aprobado por todos los que participaban en la comisión y, también, por los altos funcionarios, incluidos los que cuestionaron el censo posteriormente.

Entre enero y febrero de 2012 se capacitó al personal del INE que estaría a cargo de las jefaturas. El reclutamiento del personal de terreno, que incluye no solo a los censistas, sino a los diversos jefes, se empezó a realizar en febrero de 2012. El personal de terreno fue capacitado entre marzo y abril de 2012, y el levantamiento se implementó entre el 9 de abril y el 31 de julio de 2012. La información se procesó entre agosto de 2012 y marzo de 2013, y la publicación final se hizo el 2 de abril de 2013.

En mayo de 2013, mes en el cual llega al INE, se inició el proceso de revisión, respecto del cual debiéramos tener claridad en septiembre de 2013, en especial si consideramos que el informe ejecutivo de la comisión externa se dará a conocer el 8 de agosto y su informe completo para fines del mismo mes, sin embargo, es posible que haya una o dos semanas de atraso.

En todos los censos viene una etapa de conciliación censal. Cabe destacar que en los censos no necesariamente se determina la población de un país. Su finalidad, más bien, es determinar las características, por ejemplo, saber el porcentaje de católicos o de personas con cierto tipo de educación, no necesariamente se trata de contar la población.

Esto es así porque los censos siempre tienen porcentajes de omisión, luego de lo cual viene una segunda etapa, muy laboriosa, que normalmente se ha llevado a cabo por personal del INE y Celade, se trata de la etapa denominada conciliación, que es un proceso largo de entre 10 meses a un año. Por ejemplo, en el Censo de 2002, se llegó a una población estimada de 15 millones 100 mil habitantes. Después del proceso de conciliación, la cifra llegó a 15 millones 700 mil habitantes.

Esos procesos son complejos, pero se inician con cifras creíbles de población, que han sido conciliadas. En ese sentido, se usan las estadísticas vitales, es decir, se suman los nacidos y se les restan los fallecidos, a través de un proceso estadístico bastante bueno y, además, se incluye un ajuste por migraciones.

A continuación, viene un proceso iterativo, que quizá no coincida con otras medidas de omisión, sin embargo, es un proceso bastante complejo que demora mucho. Hace poco tiempo dispuso un pequeño ejercicio de entrenamiento para adoptar una posición como INE y alcanzar acuerdos con la institución que nos acompaña.

También, se hizo el ejercicio de considerar a los nacidos y muertos a partir de 1992 hasta 2011, lo que llevó a establecer una población, la que se comparó con la población de chilenos que habían sido censados -los 15 millones 700 mil. Curiosamente, en el ejercicio salió una cifra de omisión bastante menor que la que uno pensaba, a raíz de otros enfoques. Sin embargo, esto es algo absolutamente preliminar, porque lo ideal sería hacerlo con población mayor. Lo importante es que, como alternativa de método, ese es el tipo de ejercicio que se puede hacer para ver cuál es la omisión.

En el precenso, la idea era sectorizar. Esto quiere decir que el precenso sirve, de alguna manera, para programar y ver dónde están los domicilios y así hacer la planificación del censo en sí mismo.

Además del cambio metodológico que se hizo, el Censo de Derecho provee efectivamente información más pertinente para políticas públicas. Está claro que tiene más dificultades, dado que es más difícil de hacer, porque cuando los encuestadores llegan a una vivienda, no necesariamente encontrarán que está toda la gente, porque para contestar el cuestionario se requiere de personas mayores de 18 años, por lo tanto, si no las hubiere, se declara morador ausente de dicha vivienda. Posteriormente, se vuelve a ir, una y otra vez. Por lo tanto, es probable que al final, luego de ir tres veces o más, quede un porcentaje de viviendas, censadas como tales, pero que quedaron sin la estadística de las personas que las habitaban. Además, cabe decir que, según las normas, el personal doméstico no está autorizado a responder el cuestionario. En consecuencia, queda un porcentaje de viviendas que han sido censadas, pero no así su población. A este mecanismo se le denomina morador ausente.

En la mayoría de los censos de derecho se hace una estimación de esa población, no es algo que no se deba hacer. En este caso, se hizo la estimación de los moradores ausentes a través del siguiente método: por ejemplo en una sección -un portafolio de 15 viviendas equivalente a una manzana-, un encuestador debe censar las viviendas de esa manzana. En la práctica, pudo haber encontrado, reiteradamente, una vivienda con morador ausente. En ese caso, lo que se hizo fue tomar aleatoriamente una vivienda de esa manzana, y los datos de esa vivienda se asignaron a la que estaba con morador ausente. Obviamente, a nivel de esa manzana puede haber error, sin embargo, por ley de los grandes números, este es el método que se utiliza, aun cuando también se pueden usar otros. Por ejemplo, en vez de tomar en forma aleatoria -que en los agregados da lo mismo- se toma el promedio de la manzana y así se asignan moradores a las viviendas cuyos moradores no se pudieron censar. Una de las cosas que interesa de la comisión externa revisora son sus recomendaciones. ¿Recomendará este método o el otro? Normalmente, hay países que publican las viviendas y los moradores censados, sin embargo, no hacen lo que acá se hace, es decir, sumar ambos y no explicar que se estaban sumando. Creo que este fue uno de los errores en la ponderación del anterior Censo, lo que se prestó a mucha confusión.

Respecto del cambio del Censo de Hecho al Censo de Derecho, hoy en día, la mayoría de los países está usando Censo de Derecho. Por ejemplo, en el caso de países OCDE, Francia usa un censo continuo; Canadá hace un censo cada cinco años; Inglaterra hace censo de viviendas por Internet, etcétera.

Una de las ventajas del Censo de Derecho es que la capacitación puede ser mucho más extensa. En el Censo de Derecho se tuvieron como 13 mil personas en terreno; en un Censo de Hecho se necesitan 550 mil. Se espera mejor capacitación en un censo de derecho, a pesar de que este puede presentar otras dificultades.

Nos encontramos con una publicación en que hay datos agregados. Sin embargo, están las bases de datos con marcas que indican claramente qué fue población censada, qué fue población estimada. Hay dos tipos de estimaciones: una, la de moradores ausentes, ya explicada; pero, también, la Dirección anterior quiso, tal vez, adelantarse a las etapas e hizo una estimación de lo que se llama estimación de moradores de viviendas no logradas, que fue muy criticada. ¿Cómo hizo la estimación de viviendas no logradas? Partía de las cifras que daba el precenso, le sumaba las construcciones y llegaba al stock de viviendas durante el censo. Esa estimación la hizo con los crecimientos promedio por comuna. ¿Qué hizo después? Comparó las viviendas efectivamente censadas. Dijo: bueno, mi estimación de las viviendas stock de precenso más construcciones, menos las censadas, es lo que no logré.

Eso fue lo que hizo la Dirección anterior. Si el precenso está bien hecho, si la estimación de las construcciones está bien hecha, es uno de los métodos para ver las viviendas no logradas. ¿Y qué hizo después? A través del método de imputación aleatoria, en vez de usar el barrio, usó la comuna; o sea, eligió una vivienda de la comuna. En forma similar a lo que hizo, pero un poco más agregado. Así estimó lo que en el censo anterior se llamó población de viviendas no logradas. Sumó las tres cifras: la población censada, los moradores ausentes y esta estimación, y las puso en una sola, y eso fue lo que publicó.

Sin embargo, las bases de datos estaban con las marcas, o sea, se sabe exactamente cuál es la población censada. Se ha hecho ese análisis y se tiene la cifra de la población efectivamente censada.

Indicó no ser partidario de hacer estimación de las viviendas no logradas, por todas las confusiones que puedan surgir, y porque eso, normalmente, corresponde a la etapa posterior. Ese tipo de cálculo u otros corresponden a la etapa posterior de conciliación.

Si se toma la base que está disponible, se llega a las mismas cifras totales, pero permite la desagregación de poblaciones, según los tres tipos de poblaciones. Eso coincide con el total que se publicó. O sea, lo que hubo es no desagregar ni poner la explicación.

Las cifras respecto de poblaciones efectivamente censadas podrían cambiar luego de la revisión de los métodos de tratamiento de algunas inconsistencias. Por ejemplo, en los censos hay una página que dice: total de personas. Después se ve la ficha y se encuentra con que el número de gente que responde es menos que eso. O sea, hay una información que puede ser contradictoria.

Lo que se ha hecho es adoptar el tratamiento más pesimista, pero se podría tomar un tratamiento intermedio, con cosas que podrían cambiar, se está hablando de cien mil y tantas personas; no son cambios dramáticos del tratamiento de inconsistencia.

Lo que se va a publicar finalmente dependerá de la decisión que tome el INE, luego de analizar y ponderar las recomendaciones que entregará la comisión revisora externa y otros expertos nacionales e internacionales.

El informe de esta Comisión Externa Revisora del Censo 2012 será público. Se dará a conocer completamente por orden del Presidente de la República. Si el informe de la comisión revisora externa es muy crítico, será publicado con todas las críticas que correspondan.

Como INE, no se está participando en la redacción de ese informe. Incluso, es tan independiente la Comisión Revisora Externa que en una primera sesión acordaron que este Director no debería asistir a escuchar los testimonios. Manifestó contar la anécdota para reflejar el nivel de independencia que la comisión se ha arrogado y que él les ha dado.

Ante la pregunta del Diputado señor Latorre sobre la situación del señor Ferreiro, asesor principal del señor Coeymans e integrante de la Comisión Externa Revisora, respondió que el aludido funcionario fue nombrado secretario ejecutivo, sin derecho a voto, a fin de proveer la información que solicita la Comisión. Hay sesiones a las que no es invitado. También participa la funcionaria Magdalena Guerrero, quien toma las actas, sin embargo, en varias oportunidades no participa, ya que la Comisión pide reunirse a solas.

La Comisión Externa Revisora del Censo 2012, pidió revisar la base de datos estadísticos entera, como no sabían manejarla trajeron al interior del INE al señor Lenin Aguinaga del Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía (Celade), también los técnicos del INE ayudan si ellos lo solicitan. Hay 13 funcionarios del INE, trabajando en promedio, un 30 o 40 por ciento de jornada, para satisfacer las peticiones de la comisión.

Después, pidieron una muestra aleatoria del 10 por ciento del Censo. Se obtuvo esa muestra, hubo un problema y se sacó otra. Están trabajando, incluso en sus casas, bajo compromiso de secreto estadístico.

Todo ello lo coordina el señor Ferreiro.

Terminada su exposición, se formularon las siguientes interrogantes por parte de los señores parlamentarios.

El Diputado señor Latorre le preguntó si considera la presentación pública de las cifras del Censo como un error y ¿qué elementos tuvo presente para entregar los antecedentes de lo que estaba ocurriendo en el INE al Ministerio Público? 

El Diputado señor Farías solicitó aclarar la motivación y los fundamentos de la denuncia por las irregularidades del INE que el Director realizó ante el Ministerio Público. Además, consultó qué funcionarios fueron citados por el Ministerio Público o por la PDI y cuáles serían los cargos que se les imputan. Por último, requirió del Director del INE información respecto de la determinación de irregularidades en el Servicio y las medidas administrativas adoptadas; estado de avance del sumario administrativo en curso, y cuál habría sido el motivo de su reunión con el señor Labbé un mes antes de la renuncia de este último.

El Diputado señor Silber preguntó por la condición contractual de los asesores que tenía el ex Director del INE, específicamente de los señores Maximiliano Raide y Sebastián Matthews en cuanto a si continuaban vinculados al Servicio.

El Diputado señor Harboe recalcó que las cifras que entrega INE son determinantes para el financiamiento municipal, ya que por lo sucedido en el Censo 2012 hoy tenemos una menor cantidad de población que la real y, en consecuencia, las respectivas municipalidades tendrán que sufrir, porque en la discusión del presupuesto tendrán uno menor derivado del mal proceso que se hizo en ese momento.

Consultó, además, por el porcentaje de la omisión censal a consecuencia de moradores ausentes y viviendas desocupadas y una comparación con la omisión censal de 2002 y, por otra parte, la experiencia comparada.

Finalmente, solicitó un listado de las personas contratadas para llevar adelante el Censo, con indicación de quién las contrató y cómo fueron elegidas. 

El señor Juan Eduardo Coeymans entregó las siguientes respuestas a las preguntas que anteceden:

A los pocos días de haber llegado a la institución, dos funcionarios le informaron haber detectado clonaciones y registros copiados, lo que consideró grave. Al día siguiente, le informaron que había 800 mil clonaciones. Recurrió a los abogados del servicio, quienes le aconsejaron poner los antecedentes en conocimiento del Ministerio Público, para que éste dispusiera las indagaciones pertinentes, independientemente de que al interior del INE también se investigara. Por la premura de la denuncia, no tuvo el tiempo necesario para analizar lo informado, como tampoco lo tuvieron los equipos internos.

¿Qué fue lo que ocurrió? En este caso, había una base en la que estaba claramente especificado lo que fue censado, es decir, los 15 millones 700 mil personas; cuál era la estimación por el método ya explicado, y qué son las imputaciones por las viviendas no logradas. Estaba claramente definido. Lo que pasó fue que los dos demógrafos denunciantes usaron otra base que no tenía las marcas, pero que correspondía a la usada para la publicación. Básicamente, era una base de la población, a la cual se le había eliminado la columna donde estaban las marcas. De manera que ellos hicieron el análisis computacional y encontraron 800 mil. Pero, eso corresponde exactamente a las estimaciones de los moradores ausentes y de las viviendas no logradas. A lo mejor, fue un error, pero es comprensible ante la amenaza legal de responder en 24 horas, a pesar de no tener el tiempo para analizar.

Por ello, hace más o menos dos semanas, envió una aclaración al Ministerio Público como antecedente. No fue una retractación, porque mi presentación fue en los términos siguientes:”Investigue usted, porque yo no tengo tiempo”.

Está absolutamente de acuerdo con que el INE debe ser independiente. Piensa que quien debiera haber entregado las cifras era el Director de dicha institución, aun cuando hay distintos grados de independencia. Esa es su opinión personal y eso es lo que hubiera hecho. Agregó que no se trata de una imputación al Presidente de la República. Le parece grave la filtración. Por eso, dispuso la instrucción de un sumario interno, y, además, el Subsecretario hizo una denuncia ante la Fiscalía respecto de los contratos y del Censo. Por su parte, interpuso una denuncia por la filtración de información.

Con la ayuda del señor Ferreiro, respondió que han sido citados por el Ministerio Público los señores Andrés Bustamante, jefe del Departamento de Estudios Sociales; Juan Radrigán, jefe del Departamento de Infraestructura Estadística, y Alejandro Sabag, uno de los jefes de Informática del Censo, como también las señoras Silvia González y Pamela Roa, las informáticas que trabajaron durante el Censo. Personalmente el señor Ferreiro no ha sido citado por la Fiscalía, pero sí ha declarado ante el subcomisario de la Brigada del Cibercrimen, el cual trabaja entregando información para el Fiscal que investiga el caso. Por cierto, sabemos que han sido citados el ex Jefe del Censo y el ex Director del INE, los cuales actualmente no pertenecen a la Institución.

Una debilidad del Censo 2012 la constituye haber tenido cinco Jefes del Censo desde el año 2008. Cinco personas son muchas, porque ahí se produce una entropía de información.

Otra debilidad, que puede explicar muchos de los problemas, consiste en no haber hecho un Censo Piloto. Esa es, tal vez, la debilidad más grande. A raíz de ello, se subestimaron las dificultades operativas asociadas a la realización de un Censo de Derecho, luego de un trabajo que había sido pensando para un Censo de Hecho.

También, manifestó creer que hubo insuficiencia de presupuesto para la operación, debido a una subestimación del gasto en la planificación, lo cual tuvo un impacto en sí misma y en la implementación del censo, en particular en aspectos ligados al control de calidad, que tuvo problemas. Una de las personas que hizo las denuncias era la encargada de realizar la estimación de los presupuestos.

Por otra parte, apuntó a la falta de suficientes controles de calidad, porque han dificultado la evaluación misma. La publicación de los resultados del Censo fue un error. No se debió haber publicado datos sin hacer una segregación. Algunos estiman que se trató de mentir, pero no entra en ese tipo de apreciaciones, porque es una cosa que debe investigar la Fiscalía. Además, le parece que faltó documentación continua de todo el proceso, cosa que ha dificultado el trabajo de rehacer las memorias del censo.

Continuó diciendo que así como el Censo 2012 registró debilidades, también tuvo algunas virtudes que no tuvo el Censo anterior del 2002. Se refirió, por ejemplo, a la cartografía estadística, la que estaba actualizada a muy buen nivel, o sea, fue muy superior a la usada en el censo de 2002. En principio, se trabajó con 13 mil censistas, pero al final se contó con la participación de 17 mil, porque se reemplazaron. Obviamente, hubo una mayor capacitación que si se trabaja con 550 mil, porque en ese caso la capacitación puede demorar 2 horas; no obstante, duró varios días.

Un aspecto positivo fue la construcción de un sistema de control de avance en línea, que permitió tener los registros de portafolios censados en la medida que se iban digitando en los locales. Primero se hacían estimaciones con el sistema de control de avance en línea y, después, iban a salir los resultados definitivos.

Una cosa importante mediante el proceso fue la constatación de que la base de datos correspondía a una lectura fiel de los cuestionarios.

Agregó que, a petición suya el día en que llegó al INE, el Subsecretario paró el proceso de destrucción de las fichas que estaban almacenadas en una bodega de palets de 4 mil metros cuadrados. De los 1.325 palets, se alcanzaron a destruir solo 3.75 por el tema del secreto estadístico, es decir, casi nada. Entre paréntesis, se había digitalizado el 0,3 por ciento. La orden para la destrucción estaba estipulada en el contrato. De acuerdo con el secreto estadístico, una vez que la información está digitalizada hay un plazo para destruirla; de hecho, todavía no se destruye.

Se hizo un chequeo del traspaso de las fichas a imágenes, lo cual se realiza con una máquina fotocopiadora ultrarrápida. Se chequeó una muestra de 2 mil fichas para ver si hacían bien el fotocopiado. Pero ahí no estaba el problema, pues hubo un error mínimo.

Posteriormente, al chequear el proceso de traspaso de la imagen a digitalización consideramos que el error encontrado era mínimo, es decir, de un 0,3 por ciento. Claramente, la base digitalizada estaba intacta.

En cuanto a la pregunta de si es el mejor Censo de la historia, obviamente hay que hacer una evaluación entre las debilidades y las fortalezas mostradas. La base de datos está guardada y permite rehacer todo el proceso que sigue después.

A lo mejor, con el apoyo de la Comisión Externa Revisora se tendrá un Censo bastante confiable. Eso es lo que espera, salvo que el resultado de dicha Comisión sea muy negativo.

Respecto de los estándares de omisión, en un Censo de Hecho la omisión suele ser muy baja, se les pregunta a las personas quiénes pernoctaron allí; por el contrario, en el Censo de Derecho el porcentaje de omisión suele ser más grande. Por lo tanto, esa es una de las complejidades y debilidades de hacer un Censo de Derecho. Así como tiene virtudes, porque se hacen preguntas como dónde vive la persona en forma permanente, también presenta dificultades, por lo tanto hay que planificarlo muy bien.

El último Censo que se hizo en España no fue tal, porque solo hubo una muestra censal del 10 por ciento de la población. En ese caso solo interesaba caracterizarla y el conteo de la población se hace con otros métodos.

Explicó que la conciliación es un proceso normal, siempre que termina un censo transcurre un período de 10 meses o, a veces, hasta un año, para realizarla.

Un Censo que tiene mucha omisión puede tener problemas en la estimación y eso se trata de subsanar en la etapa de conciliación censal, pues en ese momento se calcula la omisión en cada comuna.

Por ahora, justamente para evitar los problemas que se señalaban, ordenó bajar el Censo. Hoy, cuando algún Alcalde pregunta sobre cuál es la población de su comuna, se le indica la cifra de población estimada de 2002 más la extrapolación.

La omisión calculada fue de 4,1 por ciento en el Censo de 2002.

Si uno creyera fielmente que hay 17 millones 400 mil habitantes, habría una omisión cercana al 10 por ciento. Sin embargo, lo que está en cuestión es la cifra final de la población.

No obstante, según los cálculos que ordenó hacer en forma preliminar, se estimó que el promedio de la población menor de 19 años era de 6,9 por ciento, a pesar de que era mayor entre la de 0 y 2 años de edad. La omisión todavía es una incognita. Lo ideal es tener la minima posible.

El 10% está asociado a los 17 millones 400 mil habitantes, que corresponde a la estimación basada en el Censo pasado, que muchas veces se revisa hacia atrás y hacia adelante. Lo efectivamente censado son 15.758.929 habitantes.

Insistió en no querer dejar constancia que esa es la cifra definitiva. Es una cifra que se va a determinar en un proceso que dura diez meses. No se puede decir que la población de Chile es 17 millones 400 mil habitantes. Para eso, se necesita invertir diez meses de trabajo. El proceso de conciliación censal estará terminado en el segundo semestre de 2014.

Finalmente, respecto del procedimiento administrativo que ordenó instruir, manifestó haberse equivocado en la respuesta dada a la Comisión Investigadora al catalogarlo de sumario administrativo, ya que se trata de una investigación sumaria.

-o-

En la sesión ordinaria de la Comisión Investigadora, celebrada el día miércoles 31 de julio del presente año, continuó la exposición del Director Nacional (PT) del INE, señor Juan Eduardo Coeymans AVARIA; quien concurrió acompañado del Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores Jaña; del Jefe de Proyecto Censo INE, señor Osvaldo Ferreiro Boch, y del Fiscal del INE, señor Raúl Chinchón González.


Iniciando su exposición respondió una pregunta del Diputado señor Silber, formulada en la sesión anterior, diciendo que el señor Raúl Chinchón era el fiscal del INE y quien estaba instruyendo la investigación sumaria. Agregó que el 2 de mayo -dos días después de haber asumido su cargo- ordenó al fiscal que iniciara esa investigación sumaria. En forma paralela, ordenó iniciar una auditoría a los contratos de honorarios. Informó, que el anterior Director, el señor Labbé, había ordenado una auditoría para los contratos de bienes y servicios, que estaba en su fase final.


Explicó que después de efectuar ante el Ministerio Público la denuncia por clonación de datos, se inició un análisis computacional que mostró que los errores correspondían a las estimaciones de los moradores ausentes. En ese momento, decidió hacer un análisis desde el principio y primero chequear si las fichas eran o no eran bien traspasadas a imagen y si las imágenes estaban bien registradas computacionalmente. Se descubrió que no correspondían a 800 mil las clonaciones.


En respuesta a los motivos de la reunión con el señor Labbe un mes antes de asumir como Director, indicó que ésta se debió a que la Asociación de Bancos le pidió hacer un estudio sobre burbujas inmobiliarias, para lo cual acudió al INE para ver si había información sobre arriendos y analizar la relación entre estos y los precios de viviendas, y comparando eso con las tasas de interés a fin de determinar si existía una burbuja especulativa. Con ese objeto se reunió con el subdirector técnico, don Gerson Gallardo; con la jefa de la parte operativa de precios, señora Elsa Isolino, y con el señor Copaja. También pasó a saludar al señor Francisco Labbé, a quien conoce desde 1974, cuando era profesor. Aclaró que no existía amistad entre ellos.


Consultado por el Diputado señor LATORRE, respecto al uso de algún protocolo para el manejo de datos, indicó que hay estándares internacionales, pero en el caso de los censos hay bastante heterogeneidad. Agregó que, en ese sentido, desgraciadamente, uno de los problemas del INE es que no había una unidad de estudios censales. Por ello, se encuentra en proceso de creación de esa unidad.


Respecto de los protocolos para hacer los censos, algunos países presentan solo a los moradores presentes y otros a los presentes y ausentes. No hay precedentes para presentar a los moradores de viviendas no logradas.


El Diputado señor Farías preguntó si el jefe de Gabinete del ex Director señor Labbé, el señor Raúl Sepúlveda, cumplía en la actualidad el rol de su asesor legislativo, situación que sería compleja dado que en su cargo anterior debería haber tenido conocimiento de los hechos investigados.


El señor Coeymans respondió que el señor Raúl Sepúlveda tenía a su cargo el proyecto de ley de autonomía del INE y además, estaba a cargo de las Direcciones Regionales. Agregó que el señor Sepúlveda fue jefe de gabinete de la señora Mariana Schkolnik y continuó en ese cargo con el señor Labbé. Al asumir como Director nombró como su jefe de gabinete al señor Sergio Zuluoaga.


Respecto de la fecha de la investigación sumaria, la resolución que la dispuso se terminó de tramitar el día 10 de mayo.


En cuanto a las medidas administrativas y al tema de los contratos, dispuso una auditoría de todos los relativos al Censo 2012. Además, manifestó su intención de reforzar la unidad de control y crear una unidad de calidad para mejorar los productos estadísticos. 


Respecto de la pregunta del Diputado señor LATORRE, señaló que respecto de las jefaturas, incluso aquellos que firmaron la famosa carta de los once, no había adoptado ninguna decisión de desvincularlos. Le pareció que tenían el derecho legítimo para expresar su opinión. Ningún jefe de departamento o división ha dejado su cargo.


A continuación, en esta sesión, se escuchó al abogado señor Raúl Chinchón González, fiscal (PT) del INE, quien informó a la Comisión Investigadora que ingresó al Instituto durante el año 2007, bajo el Gobierno de la ex Presidenta Bachelet; por consiguiente, no ingresó bajo la Dirección de don Francisco Labbé. Agregó que entró al servicio como funcionario público a contrata nombrado en julio de 2012. Al Fiscal que reemplazó era el abogado Alejandro Layseca, quien aun se desempeña en el INE. 


A continuación efectuó ciertas precisiones sobre el procedimiento de investigación sumaria, explicó que la Contraloría General de la República ha establecido claramente que una investigación de este tipo y un sumario administrativo son medios idóneos para esclarecer si la conducta de un funcionario público puede ser calificada como una infracción a un deber establecido en el Estatuto Administrativo. Por lo tanto, para verificar la existencia de los hechos, él o los responsables y el grado de participación, ambos procesos investigativos son plenamente idóneos.


Además, explicó que el procedimiento se inició por una investigación sumaria y que los antecedentes fundantes fueron dos notas de prensa publicadas en CIPER Chile, en Internet, el 25 y 26 de abril del 2013. 


Aclaró, que en su calidad de Fiscal y dado a que entre las materias a investigar, la de mayor connotación pública, es una eventual manipulación de los datos censales, propuso al Director Nacional señor Coeymans esperar el informe técnico de una instancia independiente del INE, sin conexión alguna con la presente o la antigua administración, conformada por funcionarios y expertos altamente calificados que emitirán un informe sobre el proceso de revisión del Censo. Esto porque es un hecho público que la eventual manipulación proviene de trabajos metodológicos e imputaciones de un carácter eminentemente técnico. En ese contexto, si el informe determina que los hechos son de una mayor gravedad y consta en el expediente y en el proceso, como lo establece el Estatuto Administrativo, estará la posibilidad de elevar la investigación a sumario administrativo.


En cuanto a las imputaciones que se han hecho a su persona, por una dilación excesiva en la tramitación de la etapa investigativa, precisó que la Contraloría General de la República ha establecido que si en una investigación o en un sumario los plazos para investigar transcurren existiendo diligencias pendientes, como en este caso, esa situación no viola ni produce un vicio de nulidad del procedimiento. Por lo tanto, dada la complejidad del tema y de que citó a declarar a funcionarios y exfuncionarios del INE utilizó más tiempo para contar con sus declaraciones en el expediente sumarial porque no contaba con herramientas legales para citar a una persona que es funcionario público.


En respuesta a una pregunta del Diputado señor Latorre, informó que en su oportunidad recomendó al Director Nacional, don Juan Eduardo Coeymans, ante clonaciones encontradas en una base de datos de funcionarios del Subdepartamento de Estadísticas Demográficas, denunciar ese hecho al Ministerio Público, en el plazo que la ley establece. Respecto a si no le pareció necesario esperar el informe de la Comisión Revisora Externa del Censo, señaló que contaba con la visión técnica de los funcionarios del INE.


El Diputado señor Farías consultó cuál era la condición funcionaria del Fiscal, es decir, si pertenecía a la planta, era funcionario a contrata o tenía carácter transitorio y cuál era el rol que desempeñó en la visación de los contratos de asesores directos del ex Director Nacional de los cuales se dice que eventualmente habría una triangulación de dinero.


El señor Chinchón se refirió a la denuncia efectuada ante el Ministerio Público, e indicó que se había fundado en los argumentos del personal técnico del INE, avalada por la expertise técnica de demógrafos del mismo servicio y dio cumplimiento a la obligación administrativa impuesta a los funcionarios públicos de poner los antecedentes que pudiesen revestir el carácter de delito, en conocimiento del Ministerio Público.


Agregó que, en las diligencias que se han llevado a cabo en la investigación, se ha ido comprobando que la clonación de esos 800.000 registros corresponde a errores en los tipos de imputaciones de moradores ausentes o de personas en viviendas no logradas o no alcanzadas, circunstancia que se hizo presente formalmente al Ministerio Público.


Cuando se decidió iniciar formalmente la investigación sumaria el 10 de mayo, en virtud de una resolución exenta dictada por el Director Nacional el 2 de mayo, todas las personas que eventualmente pudieron estar involucradas en los hechos investigados dejaron de ser funcionarios del Servicio, específicamente el Director y el Jefe del Proyecto Censo de la época.


Finalmente, aclaró que pertenecía a la planta directiva del Servicio desde el 13 de julio de 2012, en calidad provisional transitoria (PT), se trata de un cargo del segundo nivel jerárquico sometido al sistema de Alta Dirección Pública. 


A continuación, señaló que no se sentía inhabilitado para cumplir con su labor, ya que son claras las situaciones que el Estatuto Administrativo contempla para que un Fiscal Administrativo se puede inhabilitar y, entre ellas, no está el hecho de que deba tener más antecedentes técnicos fuera de la Institución para llegar a conclusiones lo más fehacientes y cercanas a la realidad.


Respecto de la visación de contratos que le habría correspondido, indicó que los contratos a honorarios a suma alzada eran y son firmados, en general, por el jefe directo, el jefe de servicio y la persona contratada, previa solicitud de una orden para contratación. Luego de que esa solicitud es cursada, el contrato es firmado, llega una visación administrativa y una visación legal de la resolución que aprueba. Informó que, en el análisis que le correspondió de visación de algunos de los contratos cuestionados, lo que debía determinarse era si se cumplía con los requisitos, si el contrato estaba firmado y si estaban los antecedentes curriculares, si era del caso. El hecho de velar porque una persona haga o no su trabajo es obligación del jefe directo y no del fiscal, es él quien debe controlar la jornada de trabajo, la calidad y el desempeño que le sean encomendadas a una persona en particular.


Consultado por el Diputado señor Silber respecto del contrato entre el INE y la empresa Vox-Com, señaló que no existía un contrato con dicha empresa, ni en el portal de compras públicas ni tampoco vía licitación, el señor Chinchón insistió en que no conocía a las personas vinculada a Vox- Com, ni saber donde trabajaban.


Complementando lo expresado por el señor Coeymans en cuanto a protocolos para el uso de datos censales, explicó que debían separarse dos temas de igual importancia. El secreto estadístico, es decir, la obligación que está en la ley del INE para todo funcionario del Servicio, de no divulgar datos de personas naturales o jurídicas, conducta sancionada con las penas establecidas en el artículo 247 del Código Penal sobre violación del secreto y, por otra parte, el manejo de aquella información que es sensible, pero que no cabe necesariamente en el rango del secreto estadístico.


Respecto a esto último, desde hace años existe un protocolo en el INE, contenido en una resolución general, en orden a fijar cuáles son los indicadores y cuál es el procedimiento a través de la circunscripción con cláusulas en los contratos o con declaraciones en donde las personas se comprometen a manejar la información que no está sujeta a secreto estadístico, pero sí lo está a cierto nivel de reserva o de confiabilidad.

-o-

Durante la sesión ordinaria de la Comisión Investigadora, celebrada el día 7 de agosto de 2013, concurrió el Director Nacional (PT) del INE, señor Juan Eduardo Coeymans Avaria quien, en esta ocasión, se hizo acompañar por el señor Sergio Zuloaga, Jefe de Gabinete; por la señora Natalia Cabrera, Jefa de Prensa; por el señor Alejandro Jara, Asesor de la Subdirección, y por el Abogado señor Alejandro Layseca.

El Presidente de la Comisión Investigadora, Diputado señor LATORRE, manifestó al señor Coeymans que quedaron pendientes algunas inquietudes en la sesión anterior. Además, es necesario saber sobre la información que fue solicitada al INE.

El Director Nacional (PT) del INE, respondió traer consigo toda la información que se le pidió, sobre los contratos, censistas, etcétera. 

Comentó que recibió a la directiva de la Asociación de Funcionarios, Anfine, quienes le pidieron la realización de una reunión para informar a todos los funcionarios del INE sobre la vorágine que estaba ocurriendo en torno a la Institución.

Consideré apropiado reunirme con los funcionarios y les expliqué lo que había estado haciendo en materia de la ley de autonomía, de presupuesto, de IPC, de censo, de cuáles habían sido mis decisiones, etcétera.

Dije que una de las cosas importantes que creo había logrado fue precisamente unir a los grupos que, antes de que se declarara la crisis, habían estado en posiciones distintas. Ahí me referí a este grupo, pero para señalar justamente -dadas las críticas que uno escucha respecto a ello- que estas personas estaban colaborando lealmente conmigo y con extremo profesionalismo. Por eso los llamé a trabajar juntos, son excelentes funcionarios, tengo el mayor aprecio por ellos y no se me pasaría por la mente despedir a ninguno, porque, en el corto período que llevo, han colaborado lealmente.

En cuanto a no entregar información sobre las poblaciones, dado que el censo está cuestionado, hemos entregado las proyecciones de población basadas en el censo 2002, como lo recomienda la Comisión Externa Revisora. En tanto podamos, si arreglamos este censo o hacemos otro, procederemos a cambiar.

El Diputado señor Rincón, solicitó aclarar si en el caso del SERVEL, respecto del proceso electoral que se viene para todos los nuevos consejeros regionales, ¿se va a considerar esa proyección de población, que es vital para que exista una verdadera representación en las regiones, o se van a mantener, como se nos ha dicho informalmente, las cifras 2002? 

El señor Coeymans respondió haber hablado con la Secretaria Ejecutiva del Servel para exponerle cuál era su posición. Por lo menos, no recibió ningún reclamo de parte de ellos. Entregamos las cifras, están al tanto de la posición y así lo entendieron.

El Diputado señor Latorre dijo entender que operar en la información estadística con datos que tienen su origen en la proyección del Censo de 2002 a la fecha, es un criterio con el cual se entregará toda la información que se le solicita al INE a este respecto. O sea, los datos del censo realizado, que son materia de discusión o de investigación, no están siendo entregados como oficiales por el INE, según usted mismo lo señaló en esta Comisión en la sesión anterior.


El señor Coeymans respondió afirmativamente, y continuó con su exposición: Cuando convocó a la Comisión Externa Revisora del Censo 2012, su propósito tenía dos finalidades. Una, hacer una evaluación de todo el proceso censal en todas sus partes, resultados, forma de publicar los datos, etcétera. Otra, para hacer recomendaciones sobre los pasos a futuro. En esa oportunidad, y en más de una entrevista señaló que la primera parte la aceptaría plenamente, pero, respecto de la segunda, pediría otra opinión, independiente del resultado.

Precisó que, dado que la recomendación de la Comisión Externa Revisora fue hacer un nuevo Censo, la prevención que hizo hace meses se hace más perentoria por lo razonable y prudente.

Indicó que está en conversaciones con Eurostat (Statistical Office of the European Communities, Oficina Europea de Estadística), la respuesta definitiva se la darán mañana. Además, está en conversaciones con especialistas en censos del Banco Mundial. También hay interés de personas del más alto nivel estadístico en Chile para analizar las recomendaciones.

Vamos a iniciar esa etapa, lo cual no significa, de modo alguno, desconocer el aporte de la Comisión Revisora Externa. Agradece públicamente el trabajo que ellos han hecho, pero por prudencia debe cumplir con lo que se propuso, incluso, bajo un escenario esperado, menos agudo que el que se terminó enfrentando.

El Diputado señor LATORRE expresó que entiende que la decisión administrativa de si se hace o no un nuevo Censo, aún no ha sido adoptada. Ahora, lo que le quiero hacer notar es que su opinión ante esta Comisión fue destacar que el comité de expertos era independiente del INE y de la más alta jerarquía profesional como para realizar esa auditoría. Entonces, al menos a mí, me parece bastante contradictorio que hoy no lo valide con la misma fuerza, sino que simplemente diga que van a recurrir a terceros. 

El señor Coeymans respondió que sería contradictorio si no hiciera lo que estoy haciendo, porque eso es lo que anuncié desde un principio. Como señalé, cuando uno va a un doctor muy bueno, uno valora a ese médico y si él le recomienda una terapia que puede tener alto costo es legítimo, natural y prudente consultar a otro para tener una segunda opinión. Eso es casi de sentido común. Ocurre en la medicina y en muchas decisiones de la vida.

El Diputado señor Farías preguntó por las consecuencias del informe de la comisión de expertos en el sentido si ¿se cambió las investigaciones sumarias a sumarios administrativos? y ¿cuál es el costo de la comisión de expertos, la comisión externa? ¿Qué costo tuvo para el INE contratar a estas personas? También, si el envío de la información a esa nueva comisión, para que nos dé otra resolución, en el sentido de decirnos si se debe hacer un nuevo censo o no, va a tener un costo. ¿Cuánto cuesta enviar la información? ¿Cuánto va a costar esta otra comisión?

El Diputado señor Edwards, expresó que el Director del INE hace bien en no tomar decisiones apresuradas respecto de la realización de un nuevo censo, que claramente está recomendada por una comisión de expertos que es de toda nuestra credibilidad. Recordemos que fue el nuevo Director quien pidió que esta comisión funcionara, y dijo en una de las presentaciones: “Adicionalmente a la Comisión Externa Revisora del Censo, el INE se encuentra consultando otros expertos. El objetivo es poder contar con una variada y calificada gama de recomendaciones que permitan tomar las decisiones más acertadas técnicamente, de modo de poder llegar a cifras finales lo más confiables posible.”

Obviamente, la posibilidad de hacer un nuevo censo está y, como dice el Director, es muy grande. Probablemente, se tenga que hacer. Sin embargo, sería interesante contar con la opinión -tal como está en el diseño inicial, de acuerdo con los antecedentes que nos trajo en sesiones pasadas el Director- de expertos que conozcan el sistema de censo de derecho, porque en Chile no lo habíamos hecho y la experiencia no ha sido muy feliz, por decir lo menos.

A continuación, el Diputado señor Silber hizo un llamado, por la urgencia de contar con un instrumento serio como el censo. Es un problema respecto del cual no puede haber dilación; hay que hacer un nuevo censo, pero, al parecer, es una cuestión sobre la cual el Gobierno no quiere que le tuerzan la mano.

El señor Coeymans, respondió que el tema es que la propuesta de hacer un censo en 2015 no es la que genera el menor tiempo posible, porque la misma Comisión Externa estimó que uno de los problemas que tuvo el Censo anterior fue el tiempo escaso de preparación. 

Respecto del costo de los expertos nacionales, debo señalar que la Comisión de Expertos no cobró nada. Usualmente estos organismos cobran gastos, pero no necesariamente hay honorarios, pero para la gravedad del problema es un costo marginal. Créanme que es algo absolutamente marginal y absorbible, con los escasos recursos que tiene la institución y si no, se pedirá algún subsidio al ministerio.

En la sesión pasada explicamos por qué hacíamos una investigación sumaria que tenía los mismos instrumentos de un sumario, aunque las sanciones podían ser diferentes. El Fiscal me ha dicho verbalmente que dentro de esta semana va a pedirme elevar la investigación a sumario administrativo.

En cuanto a la pregunta del Diputado señor Edwards sobre cuánto afecta a la política pública la no entrega de información, está claro que lo ideal es contar con un Censo bien hecho. Pero, como sustituto de eso, debemos evaluar si el que ya tenemos es útil o no. Por ejemplo, un punto bien contradictorio en el documento es que se compara los resultados del Censo con los de la encuesta Casen, tomando esta última la medición casi como patrón. Pero la Casen es muy pequeña en comparación con el Censo, pues la primera considera a 77 mil versus 5 millones y medio de hogares. Incluso, ese mismo informe reconoce que en la parte sobre vivienda, que era una de las preocupaciones expresadas por el Diputado señor Silber, había un Censo con muy baja omisión. Al leer el informe, se podrán dar cuenta que el problema no estuvo en la parte vivienda. La parte que tuvo más omisión, en teoría, tiene que ver con la población. En ese punto el informe tiene un aspecto muy curioso, porque se detecta una omisión basada en una estimación de población y se compara con la efectivamente censada y luego se intenta explicar que hay un 3,6 por ciento de moradores ausentes. Después señala un ítem de viviendas clasificadas como desocupadas, en circunstancias que eran moradores ausentes. La estimación que se hace es de aproximadamente 0,7 por ciento. Por lo tanto, si se suma 0.7 más 3.6 da 4.3 por ciento. Entonces, para llegar al 9.3 por ciento se dan argumentos, pero no se cuantifican.

Hay que considerar que fue un informe bueno y útil, pero realizado en un plazo determinado. Obviamente, se reconoce que la información que ellos usaron era hasta el 31 de julio. Ciertamente, a esta Comisión se le han seguido entregando análisis realizados por la comisión interna. La mayor parte del trabajo técnico ha sido hecho por el equipo interno, que ha estado entregando y analizando las bases.

Como Director subrogante del INE, debo decir que tenemos la responsabilidad de ver si la trágica recomendación de hacer un nuevo Censo es la mejor alternativa.

Respecto de los plazos, para determinarlo, primero debo saber cuánto demora la evaluación que harán las personas que me van a asesorar. En este momento, presumo que en un par de meses más podremos tener un informe sobre si adoptamos o complementamos esa recomendación, porque mi intención no es alargar la discusión.

Luego le correspondió preguntar a la Diputada señora GIRARDI, doña Cristina, quien manifestó al Director del INE, lo siguiente: usted dijo, al inicio de la sesión, que el Comité de Expertos era del más alto nivel, después que estaba compuesto, fundamentalmente, por usuarios de estadísticas y que solo había un experto en censos. Entonces, si el problema que teníamos era precisamente de mala implementación de un censo, ¿por qué no se contrató en forma inmediata al segundo comité de expertos? A lo mejor, esa decisión habría sido la más adecuada, porque el problema radica en cómo se implementó el censo y no en cómo se van a usar los datos.

Luego, el Diputado señor Sauerbaum expresó que se ha hablado respecto de las recomendaciones que hizo la Comisión a la gente del INE para tomar medidas en cuanto a los errores que se han cometido, pero al observar el informe uno se puede dar cuenta de que aquí también se hizo un análisis de los problemas que generaron esos errores.

Pregunto, ¿alguien le informó al nuevo Director respecto de ese mal clima organizacional, la mala preparación anterior? Esto debe tener una razón. No creo que el señor Labbé, con la preparación que tiene y con los equipos que lo rodeaban, haya fracasado de una manera tan estrepitosa. Esto tiene una razón anterior, claramente establecida.

El Diputado señor Silva, preguntó: ¿El Director tiene alguna especie de cronograma de trabajo para el próximo semestre, sobre cómo va a hacer uso de esta información y qué espera de Eurostat u otros para tomar decisiones? Sería de utilidad para la Comisión conocer eso con un poco más de detalle, y si no lo tiene en este momento, pues recién se conoce, que la haga llegar después a la Comisión.

Además, quiero plantear que es muy relevante darle urgencia al proyecto que crea el INE, autónomo. Se está pidiendo al Gobierno que le ponga suma urgencia o avanzar lo más rápido con el proyecto que se encuentra en el Senado. ¿Por qué es importante? Porque el Gobierno se dio cuenta de que en el INE, que venía de antes, era necesario revisar su institucionalidad, para evitar que ocurrieran problemas como el que se heredó en esta administración de la mala preparación de las condiciones previas al censo.

El Diputado señor Latorre precisó que todos los alcances que se han hecho respecto de los antecedentes que el INE entrega, dicen relación con los que provienen del Censo. No recuerdo que nadie haya hecho referencia a que no se entreguen datos que tengan otro origen a lo que es la tarea habitual del INE.

No se está poniendo en tela de juicio al INE, ni en su historia ni en su rigurosidad, sino que es el Censo el que hoy es tema de análisis en nuestra discusión.

El Diputado señor Silber leyó el punto 11 del informe: “no obstante, de acuerdo al testimonio de diversos entrevistados, la razón subyacente de parte del Director del INE, para cambiar la metodología censal, fue la inconveniencia de depositar la realización del Censo en la voluntad de los estudiantes, habida cuenta de las masivas paralizaciones y marchas que ocurrían durante el 2011”.

Entonces, claro que hago un juicio a la institución, porque finalmente fue politizada a la hora de tomar decisiones tan importantes -tal como lo dice el propio documento- a la hora de determinar la modalidad.

El señor Coeymans, respondió haber formado un grupo de economistas chilenos, con una persona experta en Censo, pero ahora viene la tarea más dura. Una cosa es la evaluación de los procesos, que tuvieron múltiples fallas, los que, en su momento, para mí, cuando cité a la comisión, no eran los que más sonaban; era más bien el tema de cómo se publicaron los datos, si hubo filtraciones o no. Ellos adoptaron una línea de investigación un poco diferente.

¿Quién tiene que pagar esto? De alguna forma, hay responsabilidades que vienen de, a lo mejor, no haber tenido una unidad de estudios censales, como se debería haber tenido. Yo no estaba en ese tiempo. Hubo decisiones que se tomaron con el juicio dadas las condiciones del momento. Se pensó que los censos de derecho eran los más útiles.

Respecto al clima laboral, he tratado de hacer lo posible por mejorarlo. Me he reunido con todas las personas y jefaturas. Tuve una reunión masiva. Curiosamente, en la prensa salió como que yo estaba culpando y, justamente, lo que quería era mostrar que podíamos trabajar juntos.

-o-


Durante la sesión especial celebrada por la Comisión Investigadora, el día lunes 12 de agosto del año en curso, se contó con la presencia de los siguientes integrantes de la Comisión Externa Revisora del Censo 2012: el jefe de la Comisión de Estudios Habitacionales y Urbanos del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Felipe Zamorano Valenzuela; la jefa de la División Observatorio Social del Ministerio de Desarrollo Social, señora Isabel Millán Valdés; el Director del Centro de Microdatos de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile, señor David Bravo Urrutia, y el asesor de Política Social del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD, señor Osvaldo Larrañaga Jiménez.


En primero en intervenir fue el señor Larrañaga, quien explicó que la Comisión Externa Revisora del Censo 2012 inició su trabajo el 9 de mayo de este año, por invitación del actual director del INE, señor Juan Eduardo Coeymans. 

La misión que se nos encomendó fue hacer una revisión completa del proceso censal, una evaluación de los resultados obtenidos y formular recomendaciones con carácter de asesoría, documentación no vinculante al Instituto Nacional de Estadísticas. 

La comisión está compuesta por los cuatro miembros que estamos acá, más la señora Magda Ruiz, que se encuentra fuera del país. Tiene un ámbito técnico, que vendría siendo nuestra experticia. 

La metodología de trabajo se realizó durante tres meses, entre el 9 de mayo y 8 de agosto, que fue cuando entregamos el informe. Fueron sesiones extensas de trabajo en las cuales entrevistamos a muchas personas que tuvieron directa participación en el Censo. Analizamos bases de datos, revisamos documentación existente, etcétera. Pedimos al INE mayores antecedentes de datos y de documentación, y nos la proporcionó. Con todos esos elementos, la Comisión se hizo un juicio que está contemplado en el informe que ustedes conocen.

Es importante decir que, a pesar de que cada uno de nosotros pertenece a una institución, las opiniones vertidas son personales, por lo que no comprometen a las instituciones. Además, todo lo que decimos en el informe es decisión unánime, no hay votos de disenso ni de minorías.


La comisión identificó tres problemas principales en el proceso censal 2012. En primer lugar, una alta tasa de omisión; 9,3 por ciento de la población no fue censada, en términos de números, que es equivalente a 1.600.000 personas. Ese porcentaje resulta después de cotejar la población efectivamente censada, que es de alrededor de 15.800.000 mil personas versus la población proyectada a 2012 por el INE con asistencia técnica de Celade, es de alrededor de 17.400.000 mil personas. 

A nuestro juicio, la proyección es sólida; se basa en datos verificables y válidos. Por lo tanto, es una proyección que asumimos como bastante confiable.

¿Cuáles son las causas inmediatas que están detrás de las omisiones? Hay viviendas como las ausentes, que igualmente fueron visitadas. Se sabe que habría -por testimonios vecinos, pero no se concreta la entrevista- viviendas que fueron erróneamente catalogadas como desocupadas, o sea, viviendas que no fueron censadas. 

Son tres causas de omisión que tienen que ver con que las entrevistas no se produjeron en viviendas, donde debería haber personas. Además, hay sugerente evidencia de que en algunas de las viviendas que sí fueron censadas viven menos personas de las que fueron censadas.

El segundo problema de importancia es que la omisión censal de 9,3 por ciento es un promedio nacional, pero si se examina a nivel de grupos, o de comunas, hay grupos de comunas con menor omisión que algunas y otras con mayor omisión. Una de las consecuencias que eso causa es que, en la medida en que la omisión no se distribuye homogéneamente en la población -hay grupos que tienen más probabilidad de ser omitidos-, significa que la característica socioeconómica y demográfica de la población que fue efectivamente censada no es informativa y no representa al conjunto. Por eso, decimos que el Censo no cumple con sus dos objetivos principales, que es contar por la parte de omisión y caracterizar por este segundo hecho.

En cuanto a la cobertura de viviendas - éste es un Censo de población y viviendas-, nuestra evaluación es que habría habido un grado alto, razonable, de cobertura de viviendas, a pesar de que hay regiones y comunas donde hay síntomas de que no fue así.

Esta combinación de alta omisión poblacional con cobertura razonable de viviendas hace que la información del Censo pueda utilizarse en algunas circunstancias para marcos muestrales de encuestas y en otras, no. Es una cuestión más técnica.

El tercer y último problema importante tuvo que ver con la comunicación de resultados que el INE hizo, primero, en agosto de 2012, inmediatamente terminado el Censo. En abril de 2013 -resultados definitivos, de acuerdo al INE-, se informó que en Chile vivían alrededor de 16,6 millones de personas, y no se informó que eso era una suma de población efectivamente censada más población estimada por dos metodologías. A nuestro juicio, ésa es una omisión de información importante, porque no se estila que no se diga que hay una diferencia entre población efectivamente censada y estimada. Además, pensamos que, al menos, uno de los métodos de estimación no es técnicamente admisible como, por ejemplo, disputar población con viviendas que no fueron censadas y que se supone existirían.

Respecto de las principales recomendaciones que esta Comisión formula -son recomendaciones no vinculantes-, nuestra opinión es que el Censo adolece de problemas suficientemente serios en sus dos objetivos centrales, que es contar población y caracterizarla, como para decir que, a nuestro juicio, no cumple con sus objetivos centrales y que, por lo tanto, nuestra primera recomendación es realizar un Censo -que llamamos abreviado- de población y vivienda a la brevedad posible, garantizando la calidad de este nuevo proceso.

Pensamos que una fecha razonable sería en 2015, pero podría ser otra si la calidad lo requiere. Ahora bien, lo de abreviado lo entendemos, en el sentido de que sea con un número mínimo de preguntas necesarias, pero tendría que ser un Censo a toda la población, que es lo que caracteriza a un Censo. 

Por otra parte, lo que también decimos es que debería ser en la modalidad de un Censo de hecho, es decir, aquellos que se hacen en el transcurso de un día, para lo cual se decreta feriado. No es que tengamos una apreciación de que este tipo de Censo sea mejor que el otro, el de derecho, sino que simplemente creemos que, de aquí a dos años, el INE podría estar más capacitado para hacer un Censo de esta modalidad que la otra.

En segundo lugar, no recomendamos que se utilice la información recolectada por el Censo de 2012, ni para contar población ni para caracterizar, porque decíamos que había problemas importantes; por lo tanto, tampoco era volver a subirse a la web del INE, a las publicaciones que tenían respecto de la población por regiones, comunas, etcétera. Mientras no tengamos un nuevo instrumento habrá que seguir usando las proyecciones existentes, las que podrían ser actualizadas este año por el Celade (Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía).

En tercer lugar, a pesar de que opinamos que esos datos no deben utilizarse por razones de transparencia y de fe pública, las bases de datos deben estar disponibles. Creemos que no debemos ser los únicos que tengan derecho a mirarlos o estudiarlos.

En cuarto lugar, para el próximo Censo regular de 2022 -si es que la fecha sigue siendo esa-, recomendamos que el INE comience a evaluar formas más actualizadas de hacer un Censo. Hay una variedad importante de métodos nuevos que utilizan los países desarrollados, en sustitución de este engorroso y complejo proceso de ir vivienda por vivienda haciendo las preguntas.

En quinto lugar, entendemos que el país tiene una responsabilidad en cuanto a dotar al Instituto Nacional de Estadísticas de los niveles de autonomía, competencia y recursos necesarios para que sea y funcione como una oficina de excelencia en la materia.

Enumeraré brevemente cuáles son, a nuestro juicio, las causas que están detrás de los problemas del Censo 2012: 

La principal es que no hubo tiempo suficiente para preparar el Censo de derecho prolongado en el tiempo. Después que se tomó la decisión de cambiar de metodología -en agosto de 2011- hubo alrededor de ocho meses antes del levantamiento en terreno. En ese período, se pudo prever que el tiempo era insuficiente y así lo probaron los hechos. A nuestro entender, la mayor parte de los problemas que tuvo el levantamiento de datos derivan de una preparación insuficiente de tiempo. Por ejemplo, un dato muy importante es que no se alcanzó a hacer una prueba piloto -que es estándar en censos- que pudiera, anticipadamente, determinar cómo va a funcionar el instrumento, el cuestionario y todos los procedimientos estipulados. Los problemas no aparecieron cuando aún había tiempo para solucionarlos, sino una vez que se estaba en terreno. Por ejemplo, el hecho de que los censistas se encontraran con muchas casas donde no había personas, pues a esa hora estaban trabajando; es decir, los censistas tenían la misma jornada laboral que esas personas. 

Una segunda causa fue un presupuesto insuficiente, y no me refiero a la planificación del proceso censal de 2008, sino una vez que se cambió la metodología a un Censo de derecho prolongado en el tiempo, el que aumenta bastante la necesidad de recursos. Había que contratar censistas, pagar arriendos, etcétera. Es decir, hubo una subestimación de parte de la dirección del INE respecto del costo que conllevaría. A corto plazo quedó demostrado que el dinero no alcanzaba, pero la dirección del INE decidió no pedir los recursos necesarios y eso complicó, adicionalmente, todo el proceso censal. Entre otras cosas, porque no se contrató el personal necesario.

En tercer lugar, hubo un mal clima organizacional en la institución. Un Censo de población es el proyecto más complejo que enfrenta una oficina de estadísticas y para su éxito necesita estar muy cohesionada, muy preparada para afrontarlo. Sin embargo, aquí pasó, más bien, lo contrario, pues hubo fuertes divisiones internas, un estilo de dirección -que nosotros catalogamos de vertical- que acentuó el mal clima organizacional. 

Como cuarta causa, pensamos que hubo un retraso en los preparativos previos al Censo, años 2008 y 2009. A nuestro juicio, es una causa de importancia secundaria, pero igual hay que consignarla. 

Por último, en términos más estructurales, a nuestro entender, es muy difícil hacer un Censo con los requisitos que demanda en cuanto a desafío organizacional y logístico en el marco de la administración pública. Por ejemplo, uno de los problemas que enfrentó el Censo fue la modalidad de contrato de los censistas. No se les pagaba por entrevista realizada -como es habitual en este tipo de procedimientos-, sino que tenían una remuneración mensual, independiente de cuánto trabajo hicieran. La razón de ello fue porque para que la administración pública aprobara otra modalidad de trabajo -el pago por encuesta lograda- era necesario cumplir con un conjunto de requerimientos que estaban más allá de lo que podía preparar el INE durante ese período.

Una vez concluida la exposición del señor Larrañaga, se originó el debate que en síntesis se consigna a continuación:

El Diputado señor Farías pidió la opinión sobre si están de acuerdo en que es necesario acudir a una comisión de expertos internacionales para refundar lo que ustedes plantearon ¿Se les dijo alguna vez que el informe que ustedes hacían iba a ser fundamental o primordial respecto de las decisiones administrativas que debía tomar el INE?

El Diputado señor Arenas, planteó lo siguiente:

Primero, ustedes señalan que el porcentaje de omisión censal es 9,3 por ciento, el actual director del INE dijo que era 6 y el señor Labbé llegó a un 3 por ciento. Quiero que nos expliquen esas diferencias.

Quiero que me expliquen cómo pueden decir que una institución como el INE y sus funcionarios hicieron un buen trabajo cuando tenemos un desastre de censo. Los funcionarios del INE participaron, en parte importante, en la preparación y configuración del Censo.

En cuanto a las recomendaciones que ustedes hicieron, me gustaría saber si estudiaron otra opción que no fuera hacer un Censo Abreviado. ¿Por qué lo digo? Si ustedes dicen que hubo poca preparación desde 2007 para hacer el Censo en 2012, no veo qué cosa vaya a cambiar para hacer un Censo Abreviado en menor tiempo todavía. Quizá tendrá menos preguntas, pero me imagino que tiene la misma logística, los mismos encuestadores, la misma capacidad de llegar a todo Chile, etcétera. Entonces, ¿por qué esa solución tan drástica? ¿Estudiaron otras alternativas? 

A continuación, el señor Larrañaga respondió las preguntas formuladas por los Diputados, de la siguiente forma:

Respecto de cómo se instaló la Comisión, Juan Eduardo Coeymans nos invitó a participar. No sabemos la evaluación previa que hizo él de nuestros nombres, pero cada uno recibió una comunicación telefónica. Él nos invitó a participar. Nunca nos planteó -tuvimos varias reuniones con él- que dudaba de nuestras competencias o expertice en un campo específico. Debo señalar que un proceso censal tiene muchas aristas, pues está compuesto de cuestionarios, estadísticas, gestión de terreno, procesamiento de datos, de manera que es un proceso complejo. Es difícil que haya una persona experta en todos los distintos procesos del censo. De alguna u otra manera, creo que nosotros cuatro, más Magda Ruiz, nos complementamos y creemos tener las competencias del caso, pero, nuevamente, señalo que no nos autoconvocamos, sino que fuimos invitados por el Director.

Al inicio de nuestro trabajo, el Director expresó su intención de contar, simultáneamente, con la comisión de un consultor internacional -posiblemente, alguien de la Oficina del Censo de Estados Unidos-, pero eso nunca se concretó. Nunca nos dijo que iba a pedir una segunda opinión, una vez que entregáramos el informe. Eso lo dijo horas después de que entregamos el informe. 

Respecto del párrafo 11, donde se constata que recibimos dos tipos de insumos respecto de por qué se cambió la metodología desde un censo de hecho a otro de derecho prolongado, en primer lugar, tenemos la opinión del señor Labbé, quien planteó que el problema es la dificultad para contar con el número de censistas que requeriría hacer un censo de un día, que tuviesen una buena capacitación y preparación, y que muchos países están migrando hacia censos de derecho.

Por otra parte, tenemos la opinión de otras personas que entrevistamos, que señalaron que el factor estudiantil era una razón subyacente o importante detrás de la primera decisión.

A nosotros no nos consta cuál de ellas primó en la decisión del Director -pues fue una decisión de él-, pero sí quiero decir que en una entrevista al señor Labbé, esta semana, dijo que el factor estudiantil pesó en su decisión. Lo dijo ahora.

Respecto de la tasa de omisión de 9,3 por ciento, para nosotros -es una opinión de consenso- es una buena estimación. No sé de dónde el señor Juan Eduardo Coeymans saca el 6,1 por ciento, y tampoco de dónde saca el señor Francisco Labbé el 3,1 por ciento.

¿Cómo se llega al 9,3 por ciento? Son los 15.8 millones efectivamente censados, versus los 17.4 proyectados.

Esa proyección, ¿de dónde viene? Hay una línea base, la información de 2002. Dicho año hay un censo mediante el cual se llega a un total efectivamente censado; hay omisión censal -en todo censo hay omisión censal. Se aplican dos métodos, paralelos, en esa época, que llegan a una misma estimación de la población omitida, y eso se suma a la población efectivamente censada; hay una línea base, que son alrededor de 15.7 o 15.8 millones de personas a 2002.

Después, año tras año, en el período intercensal, se van sumando los nacimientos, se restan las defunciones y hay una estimación de la población inmigrante neta. Todo ese procedimiento lo hace el INE con el apoyo del Celade, y con eso se llega al dato de 17.4. Uno puede discutir si son 17.4, 17.3 o 17.5, y dependiendo de eso la tasa va a ser de 9,3, 9,35 o 9,25 por ciento, pero de estos datos nosotros no vemos cómo se llega a 6, ni menos a 3 por ciento.

Se ha señalado al cambio metodológico como una de las causas detrás de los problemas del Censo. Pues bien, el problema no es el cambio de metodología -uno puede pasarse a un Censo de Derecho-, sino el período de preparación existente después del cambio. Otra sería el presupuesto, insuficiente. Ambas decisiones provienen del Director de la época y de su entorno más cercano. No sabemos, a ciencia cierta, si hubo manifestaciones de funcionarios del INE de decirle: “señor Director, no se puede; está equivocado”. Pero sí he recibido testimonios de que el Director Labbé no era demasiado abierto a escuchar opiniones.

Por entorno más cercano del Director Labbé entendemos, al menos, a personas como el señor Eduardo Carrasco, Jefe de Proyecto Censo en la época relevante, y su asesora, señora Mariana Alcérreca. Al menos, ellos dos.

Para terminar, lo que sí nos han expresado es que, una vez que se toma la decisión, en el INE hay un espíritu general de ponerse a trabajar en el desafío. O sea, como que se asume la decisión y se comienza a trabajar. Pero, como les dije, no tenemos información de que haya habido controversia interna para esas dos decisiones; tampoco las buscamos.

Donde sí tenemos muchos testimonios de polémicas, debates y conflictos internos es respecto de la comunicación al país sobre los 16.6 millones de habitantes, que no se informa como efectivamente censados, más estimados. Sabemos fehacientemente que sobre eso sí hubo mucha discusión interna.

A continuación, intervino el señor David Bravo, quien manifestó lo siguiente:

En términos de la calidad de expertos de esta Comisión Revisora, quiero agregar que fue parte de ella la señora Magda Ruiz, demógrafa del Celade, organismo que de manera significativa al trabajo de la Comisión con un conjunto de profesionales.

Celade es la institución que tiene la mayor experticia en temas de Censo a nivel de América Latina. Participaron en el trabajo especialmente condensado de análisis de los datos que hicimos hacia el final. Además, recibimos colaboración, de ellos en particular. Hace unos días, sin que ello haya sido parte de nuestros términos de referencia, la secretaria ejecutiva de la CEPAL señaló que esta institución compartía el informe, su diagnóstico y también sus conclusiones, sin que ello hubiera sido necesariamente un tema de discusión con dicha institución, la que contribuyó en gran medida a nuestro trabajo.

Respecto a si los superiores del entonces Director del INE habían conocido sobre este punto, solo podemos constatar que, en atención a los antecedentes y a las entrevistas con distintos personeros, no tuvimos evidencia de que el Subsecretario de Economía, el Ministro de Economía o el Presidente de la República hubieran aquilatado estas decisiones y, más bien, la impresión que tuvimos es que fue la Dirección del INE la que hizo este cotejo, este análisis.

El Diputado señor Latorre (Presidente), preguntó al señor Bravo lo siguiente: usted utilizó el verbo aquilatar, que no les consta que fue aquilatada. Quiero que sobre ese tema sea muy preciso porque para nosotros es relevante.

El informe de ustedes, textualmente, en el capítulo que se llama Del Censo de Hecho al Censo de Derecho, en el punto 10, dice: Sin embargo, durante agosto de 2011, la dirección del INE delibera y decide realizar un Censo de Derecho, iniciativa que fue validada con el Ministerio de Economía, la Presidencia de la República y la Comisión Nacional Censal.

El señor Bravo respondió: nuestra impresión es que en la presentación de antecedentes que puede haber hecho el Director Labbé o la Dirección del INE -no sabemos exactamente quiénes estuvieron presentes ni en qué reuniones-, y a partir de las presentaciones o power point contenidos, estaban los antecedentes que hablaban de una enumeración de las ventajas de los censos de derecho por sobre los de hecho, sin que se contuviera en esos antecedentes, incluyendo la presentación ante la Comisión Nacional Censal, un sopesamiento adecuado de los riesgos que se estaban enfrentando al tomar una decisión de esa envergadura. Esa es la impresión con la que nos quedamos.

Quiero vincular lo anterior con otro elemento sobre el que el diputado Arenas consultó, respecto de que tenemos la sensación de que la decisión del paso del censo de hecho a censo de derecho, no obstante se puede haber estado aquilatando por la dirección del INE, según declaraciones recientes del exdirector Labbé, desde mayo, lo que nos consta es que esto se produce en agosto de 2011 y los jefes de departamento y el personal técnico de distintas unidades se enteran de esta decisión casi al mismo tiempo, cuando se hace la consulta con la Comisión Nacional Censal. Es bastante encima. Entendemos que fue el 14 de septiembre la fecha en que se hace esa comunicación. De hecho, nos llamó mucho la atención que personal operativo, personal encargado de operaciones, por ejemplo del censo, personal que ya venía trabajando con bastante tiempo para este censo, se enterara prácticamente el mismo día en que se hizo público al país que se estaba cambiando la modalidad de censo de hecho a censo de derecho. Eso, tal vez, es lo que está detrás de nuestra impresión: que hubo poca participación del resto de los funcionarios o profesionales de distintas unidades del INE.

El Diputado señor Arenas preguntó la opinión de los invitados respecto de la Comisión Nacional Censal. ¿Opera? ¿Operó bien? ¿Hizo el trabajo o no? Hay un organismo, creo, que es responsable constitucionalmente, y si no es el INE es la Comisión Nacional Censal.

Respondiendo esta pregunta intervino el señor Felipe Zamorano, quien explicó que el Censo está en el marco de un reglamento, que es un decreto supremo. En ese reglamento se establecen los roles que cumple cada entidad o persona en este proceso, desde la dirección más alta hasta la unidad territorial más baja involucrada en el mismo. 

En cuanto a la Comisión Nacional Censal, su rol es facilitar la coordinación del proyecto y no pronunciarse respecto de si es pertinente o no hacerlo de un determinado modo. 

La Comisión Nacional Censal provee facilidades para coordinar la operación a nivel nacional y en unidades territoriales menores. La preside el Ministro de Economía y está compuesta por representantes de universidades y por una serie de subsecretarios que, de alguna forma, ayudan a que coordinar este proceso sea lo más sencillo posible.

El decreto formal dice que la Comisión Nacional Censal es presidida por el Ministro de Economía, participan de ella alrededor de 7 u 8 subsecretarios, más los representantes de las Fuerzas Armadas, Carabineros, Policía de Investigaciones y su rol es coordinar a las agencias e instituciones del sector público en la ejecución del censo.

Entendemos que esa Comisión no tiene responsabilidad en la toma de decisiones respecto a cómo se hace el Censo. Sin embargo, según los antecedentes que pudimos ver, fue una Comisión informada por el Director del censo respecto de cómo se iba a proceder e, insisto, su labor era facilitar el proceso del censo con el concurso de transportes, de policías, del Ejército, etcétera.

Luego intervino el Diputado señor EDWARDS, quien fundamento y realizó las siguientes preguntas:

En el censo de 2002 para calcular la omisión; se toma la tasa de natalidad, se resta la de mortalidad y hacen una inferencia sobre la migración neta que, entiendo, es un número muy pequeño. Por lo tanto, ¿qué pasa si hacemos el mismo ejercicio, si tomamos el censo de 1992 para efectos de ver cuánta población debiese haber en 2012? ¿Es posible utilizar esta metodología que parece bastante simple? 

Mi segunda pregunta es, ¿cómo la recomendación de la Comisión es que la información se puede usar para investigación, pero no para políticas públicas? ¿Cómo hacemos para que la investigación no preceda a una recomendación de política pública?. Quizás lo estoy viendo muy en blanco y negro y quiero saber cuál es el gris que hay entremedio, para entender bien la recomendación de no usarla para la política pública pero sí para investigación.

Me interesa saber si hicieron o existe algún tipo de estudio que hayan usado como insumo de que el censo de hecho -el último censo de hecho fue en 2002-, es de calidad y qué calidad tiene. Lo pregunto, porque recomiendan hacer un nuevo censo de hecho. 

Según la información que el señor Francisco Labbé entregó en los distintos medios de comunicación en que ha estado, entiendo que ustedes usaron el método de conciliación censal para calcular la cobertura y omisión a nivel de comunas. Pero, en Uruguay tendríamos la opinión de una integrante de la Comisión de Expertos, la señora Magda Ruiz, quien critica esta metodología. En ese sentido, me gustaría saber si hubo algún debate sobre el uso de la conciliación censal a nivel comunal. Quiero que lo expliquen, porque, por lo menos desde nuestro punto de vista, no es tan fácil entenderlo.

Entiendo que en ninguna parte del informe se habla de manipulación de datos. Mi pregunta es sumamente clara: ¿Consideran que hay alguna potencial manipulación de datos o simplemente no tienen evidencia de tal hecho?

De igual forma, en la prensa se ha criticado -y el señor Labbé lo ha dicho varias veces y algo de eso mencionó también el señor Osvaldo Larrañaga- que la experiencia combinada de todos ustedes es muy buena para evaluar algo del tipo de censo. Ustedes han manifestado que no son expertos en censo, sino en estadísticas.

Por último, en todas y cada una de las entrevistas que se le hizo al señor Labbé se le acusó respecto de un supuesto conflicto de interés con el señor David Bravo, como integrante del Departamento de Microdatos de la Universidad de Chile. Entonces, me gustaría que el señor Bravo nos dijera si existe tal conflicto de interés o competencia entre el Departamento al que pertenece y los productos estadísticos que entrega el INE.

El Diputado señor SILBER, en primer lugar, puso de relieve que el Departamento de Microdatos de la Universidad de Chile ha sido un sostén fundamental y coadyuvante de las políticas públicas particularmente en materia de desempleo y otros datos, pues, sin su intervención, estaríamos en la ceguera social a la hora de adoptar algunas decisiones como país.

En segundo lugar, preguntó a los integrantes de la Comisión Externa Revisora ¿cómo comenzamos a salir adelante? Entiendo que hay una propuesta de definición que es categórica en cuanto a hacer un nuevo censo, como instrumento necesario a tener en consideración. Ello responde a una decisión política, de Estado, que debe adoptar quien tiene a su cargo la marcha de la nación y que la semana pasada pidió disculpas por el escándalo del censo 2012.

En tercer lugar, el punto 11 del informe señala: “No obstante, de acuerdo al testimonio de diversos entrevistados, la razón subyacente de parte del Director del INE para cambiar la metodología censal fue la inconveniencia de depositar la realización del censo en la voluntad de los estudiantes, habida cuenta de las masivas paralizaciones y marchas que ocurrían durante el año 2011. Realizar un censo de hecho tenía el riesgo de entregar a los estudiantes una eventual capacidad de veto del proceso.” ¿cómo llegaron ustedes a sostener esa hipótesis?

En cuarto lugar, de acuerdo con un artículo que aparece en el diario “La Tercera”, el destacado economista Eduardo Engel además de llamar al Gobierno a abandonar esta suerte de tozudez y hacer, de una vez por todas, un nuevo Censo como Chile se merece, también asume las consideraciones regulatorias respecto de la necesidad de tener un Instituto genuinamente independiente del gobierno de turno, que dé garantías a todos y que sea serio y profesional. ¿Ustedes conocen el actual proyecto, les merece algún reparo?

Qué nos dirá un experto internacional, si aquí no estamos discutiendo respecto de cómo se caracteriza la población, ni de cómo se procesó la información ni de cómo se tabuló el cuestionario de encuesta. Estamos hablando de algo más basal, de que la información no se tiene.

El Diputado señor Farías, preguntó lo siguiente: ¿qué opinan respecto del organismo internacional que se pronunciará sobre el informe de ustedes? ¿Creen que esa validación es necesaria?

En el afán de desvirtuar el informe de la Comisión Externa Revisora, tanto el ex Director Labbé como el actual Director Coeymans imputaron al señor Bravo el hecho de ser Director del Departamento de Microdatos de la Universidad de Chile y que ustedes hayan hecho la conferencia de prensa en dichas oficinas y no en el INE. Además, el señor Labbé les imputa filiaciones políticas a cada uno, diciendo que todos son de la zurda, y que por esa razón habrían hecho ese informe con el objeto de echar abajo este Censo.

El Diputado señor ARENAS consultó a los miembros de la Comisión Revisora Externa si le asignan alguna responsabilidad a la plana mayor del INE. Me refiero a la Subdirección Administrativa, a la Subdirección de Operaciones, a la Subdirección Técnica y al Departamento de Infraestructura de Estadísticas y Tecnología. Si citarlos ayudaría a la Comisión para entender mejor el proceso.

Tengo entendido que la Segunda Región fue especialmente mal censada. ¿Eso es así?

Además, quisiera saber si se demora la decisión de un nuevo censo en 30 o 60 días pone en riesgo fatal la realización de un Censo Abreviado en 2015.

Saber, también, si como Comisión se sienten pasados a llevar, humillados, descalificados por el actual Director del INE, por querer una segunda opinión.

A continuación, el señor Larrañaga entregó las siguientes respuestas:

Voy a empezar por las preguntas del Diputado señor José Manuel Edwards. Si en Chile se puede hacer un censo a partir de estadísticas vitales y otras más, entiendo que se puede tener una muy buena contabilidad de la población nacional con líneas bases y después ir sumando los flujos de cuánta población se agrega neta en cada período. Eso lo hacemos porque Chile tiene un buen sistema de estadísticas vitales, otros países quizá no lo pueden hacer. 

Sin embargo, eso no es suficiente en términos de información que se requiere en un Censo, por ejemplo, la información comunal, que es muy utilizada para saber cuántos habitantes hay en algún lugar, como San Pedro de Atacama. Ésa no puede ser entregada por estos procedimientos, puesto que hay mucha migración interna, gente que se traslada de una ciudad a otra dentro del país, y para ello no hay estadísticas.

Respecto de la pregunta, ¿por qué no recomendar los datos del censo 2012 para políticas públicas y sí para investigación? Puedo decir que los datos del Censo no son buenos para políticas públicas; por tanto, nuestra recomendación es recolectar nuevamente esos datos.

La base de datos más que para fines de investigación propiamente tal, tiene que ver con la transparencia de la información que se ha recolectado, y no queremos atribuirnos el derecho a negar a otros que miren esos datos. Incluso, no sé si por la ley de Transparencia esos datos pueden ser pedidos por la población, independiente de cuál sea nuestra opinión.

Es efectivo que la mayor parte de los países están evolucionando de censos de hechos a otros tipos y más que censos de derecho se podría decir que una parte importante de los países de Europa transitan hacia utilizar registros administrativos para proveer la información del censo. 

Otros países, como Estados Unidos y Brasil, utilizan una mezcla, pues el censo de la población lo hacen sobre un conjunto muy mínimo de preguntas y para el resto de las consultas, para las cuales no se requiere censar a cada uno, se hacen encuestas muy grandes que tengan representatividad comunal. Francia experimenta un sistema de censo continuo.

En el mundo hay distintos modelos y mucha dinámica de la forma en cómo se hace un censo. Creemos que para 2022, Chile puede estar en condiciones de elegir cuál de ellos es el más adecuado para su realidad. Dudamos que se pueda hacer para 2015, en el sentido de que cada uno de los cambios es importante, hay que estudiarlos, prepararlos, conocerlos, probarlos y no nos atrevemos a recomendarlo para el 2015, porque pensamos que el período puede ser demasiado corto.

En Latinoamérica en los censos de los últimos dos o tres años el promedio de la omisión censal, a nivel de la población, es de 3 por ciento. Nosotros estamos alrededor de 9 por ciento, es decir, tenemos un nivel de omisión cualitativamente distinto al de otros países, de manera que problemas en subrepresentación, que podrían ser obviados en otras realidades, entendemos que en nuestro caso no lo son. 

En el tema de la conciliación censal, debemos diferenciar que lo que hicimos esta vez fue una estimación de la omisión censal cotejando población efectivamente censada con población proyectada por el método ya referido. La conciliación es un procedimiento que requiere más tiempo y es mucho más detallado que simplemente una estimación de tasa de omisión de la población nacional. En particular, el método de conciliación mira, por tramo de edad para hombres y mujeres, donde se producen descartes entre los censado y lo proyectado. Además, pone en conjunto la información que se origina en el censo con una información de estadísticas vitales y otras, pero es un proceso bastante más complejo que simplemente estimar la omisión nacional, como lo hicimos nosotros.

En ese mismo sentido, los antecedentes que tenemos, que provienen del INE, dicen que la tasa de omisión del censo 2012 fue mucho más alta en hombres, entre 40 y 59 años, y en hombres y mujeres entre 25 y 29 años. Por lo tanto, de ahí viene nuestra conclusión de que en la medida que falta más población en esos grupos etarios, otra estadística, como tasa de ocupación, años de escolaridad de la población y otros, que dependen de la estructura edad sexo, se sesgan si solamente se trabaja con la población que fue efectivamente censada.

Respecto a manipulación de datos, el procedimiento técnicamente más cuestionable de los que se hicieron, según nuestro conocimiento, es haber poblado viviendas que no fueron censadas y, por lo tanto, no estamos seguros de si existen o no. Eso fue el resultado de una proyección que hizo el antiguo director del INE, reconocido por él, en el que, a partir de las tasas de crecimiento de las edificaciones, desde el punto de vista censal, proyecta y cada vez que el número es más alto que el efectivamente censado en vivienda, le imputa a cada una de esas viviendas adicionales, población de viviendas que efectivamente censó. Eso no es para nada, ni aquí ni en otra parte, una práctica admisible en encuestas, y lo que hemos dicho en otros contextos es que no tenemos las competencias para dirimir si eso es manipulación en el sentido de irregularidad o ilegalidad. 

Por último, respecto de si los cinco integrantes de la Comisión externa Revisora conformamos un grupo con las competencias necesarias. Fuimos invitados por el director del INE y nos imaginamos que él tuvo en consideración toda la información cuando tomó la decisión de hacerlo. Pero sí quiero decir que la persona que aquí no está, la señora Magda Ruiz, es asesora del Centro Latinoamericano de Demografía, que es la institución de Naciones Unidas para estadística y demografía. Su trabajo consiste en asesorar a todos los países en materia de censo. Se trata de una colega con experticia específica en censo. Nosotros complementamos desde la parte estadística, cuestionarios y otros.

El cálculo de la omisión no lo hicimos. El cálculo se hace con la línea base que entendemos como pertinente, que corresponde al último levantamiento censal de 2002. Sin embargo, hay que decir que en la conciliación que se hizo del 2002, se utiliza la información de 1992, tal como en la conciliación de 1992 se usa la información del 1982.

En cierto sentido, estos procesos están informados por sus anteriores, pero el cálculo que hacemos es sobre la línea base de 2002.

Luego, el señor David Bravo entregó las siguientes respuestas:

Respecto de la expertise, tanto en lo personal, y creo que para uno de nosotros, resulta bastante incómodo. No estamos acostumbrados a tener que hablar de nosotros por 20 minutos y, por lo tanto, quiero pedir que nos excusen de seguir hablando de nuestra expertise, porque fuimos nombrados por el Director del INE y pienso que hicimos el mejor trabajo posible.

A manera de cálculo, dedicamos al trabajo tres días a la semana durante tres meses, entre reuniones y análisis de antecedentes, lo que equivale a alrededor de 1.600 horas todos juntos. Hubo tiempo que tuvimos que ocupar de nuestras propias actividades y lo hicimos con mucho sentido patriótico y de querer aportar en esta discusión y situación polémica. 

En relación sobre si nos sentimos pasados a llevar porque se pide una segunda opinión, pienso que no ya que es parte de la regla de lo que se nos pidió. Nunca entendimos que lo nuestro iba a ser una recomendación final y que no era vinculante.

Respecto de si consideramos necesaria la opinión internacional, tampoco es pertinente responder esa pregunta con algún grado de humildad, porque nosotros fuimos parte de esta Comisión. 

En relación al conflicto de interés, que se ha mencionado, o de la competencia, es bastante complejo entender a qué se refiere el ex Director Labbé en tal acusación. Probablemente, es no entender lo que es el INE, que básicamente es una institución que es patrimonio de todos los chilenos. 

No tengo recuerdo de ninguna oportunidad de que haya habido competencia con el INE. Honestamente no comprendo ni el argumento ni la lógica. Si el ex director del INE se refiere a las encuestas de empleo, quiero decir que dicha encuesta de la Universidad de Chile data de 1957, es anterior a las encuestas del INE, y es la única fuente comparable en el tiempo, históricamente, por lo que es una herramienta muy importante para efectos de patrimonio estadístico en Chile. Ciertamente no es competencia con los datos del INE porque, entre otras cosas, los datos del INE son insustituibles en términos de su cobertura.

El informe se terminó de escribir y editar el martes 6 a las 19.50 horas. De hecho, debe haber un correo electrónico enviado por la Comisión al señor Coeymans, el día martes a las 20.00 horas, en el que se hace llegar la versión del informe que se presentaría públicamente al día siguiente, a las 10.30 horas.

Ahora, cómo salir adelante con las propuestas y si hay algún plan de acción. Si bien es ambiciosa la fecha 2015, la recomendación sería ponerse a trabajar lo antes posible, considerando las deficiencias que se identificaron. No obstante, entendemos que primero debe haber una definición de parte del Gobierno y de las autoridades del INE. Nuestra recomendación para el censo 2015 -siempre que se haga de buena calidad, sino pasaría inmediatamente al próximo año- es por la urgencia de contar con datos censales. En ese sentido, esta debería ser una tarea inmediata, apenas se resuelva o apenas las autoridades pertinentes emitan una opinión final. Eso debería ser lo antes posible.

Luego intervino el señor Felipe Zamorano, quien manifestó que se ha hablado regularmente de omisión de población. Lo que se ha mencionado, probablemente proviene del capítulo en que se estudia el conteo de viviendas, es que se hace una revisión de las cifras censadas de viviendas particulares, comparándola con registros administrativos -la llamamos información secundaria-, porque para ser rigurosos no tenemos disponible un marco de vivienda como tal, como sucede en el caso de población, en que hay estadísticas que se preparan para ese efecto. 

De ese análisis se desprende que a nivel nacional el censo no habría tenido problemas en términos del conteo de viviendas. Sin embargo, pareciera ser que en la Segunda Región sí los hubo. 

-o-


En la sesión especial, celebrada en miércoles 14 de agosto de 2013, la Comisión Investigadora de la Cámara de Diputados recibió a los funcionarios del INE señores Gerzo Gallardo Morales, jefe del Departamento de Estudios Económicos Estructurales, y Juan Radrigán Araya, coordinador del Departamento de Infraestructura Estadística.


En primer lugar, le correspondió intervenir al señor Juan Radrigán, quien manifestó lo siguiente:


Formalmente el INE cuenta en la actualidad con tres subdirectores: el subdirector administrativo, el subdirector de operaciones y el subdirector técnico. 

Como jefe del Departamento de Infraestructura Estadística, yo participaba en las reuniones de las jefaturas como una especie de subdirector junto con otras personas, como el jefe de Comunicaciones. Sin embargo, el diseño del ex Director fue poner una persona entre los subdirectores y él, la señora Mariana Alcérreca, a quien todos coloquialmente le decían “la gerenta”. Entonces, estaba el director, Mariana Alcérreca y los subdirectores. Por lo tanto, nos relacionábamos directamente con ella tanto para ver temas de presupuestos como para analizar ciertos planes de desarrollo del INE, como, por ejemplo, sobre lo que debíamos hacer o medir a futuro. Los presupuestos los sancionábamos con ella. A causa de esa figura diferente -el director, la “gerenta” y los subdirectores- comenzamos a relacionarnos poco con él. Si yo tenía un problema en el Departamento que dirijo, golpeaba la puerta de Mariana Alcérreca y resolvíamos bien, sin problemas. Sin embargo, el censo, además del IPC y de otros temas internos, empezaron a tensar la situación, lo que finalmente se resolvía con lo que él y sus asesores terminaban sancionando encerrados en el tercer piso. 


Eso es relevante, porque el día en que el Presidente de la República entregó las cifras del censo, ya habían aparecido cifras en los diarios “La Tercera” y “El Mercurio” en la mañana. Eso fue un desastre para el INE. Creo que el tema del censo es terrible, pero peor es que se filtren cifras desde el INE, porque la institución vive de la confianza. Si a usted le dicen que el IPC es tanto, usted debe creer para que el país funcione; eso es confianza. La institución estadística se basa en la confianza. Cuando eso se pierde, el INE debería cerrar la puerta por fuera.

Las cosas se hacen bien en el INE y éste entrega estadísticas confiables. Las personas que trabajan allí son personas probas. Sin embargo, cuando ocurre “la filtración de datos” no pasa nada, sino hasta que en cierto momento envía un correo a Mariana Alcérreca pidiendo una reunión, que aun cuando se hacía todos los lunes, se había dejado de hacer. Dicho correo fue enviado con copia a todas las subdirecciones, al director y al fiscal, pero solo este último me responde que quedaba atento a la decisión del director. El relato posterior que me hizo Mariana Alcérreca fue que el Director monta en cólera y pide que me despidan, diciendo que cómo se me había ocurrido escribir ese correo. En ese contexto decidimos escribir y hacer pública la carta. Cuando él dice que por un tema de feeling despidió a la subdirectora técnica, eso ya no tenía racionalidad posible, porque, por decirlo de algún modo, estábamos en el país de los locos. Por lo tanto, ya había una ruptura total entre el exdirector, sus asesores y todos los equipos. Ese es el contexto por el cual decidimos hacer público nuestro reclamo y no otro. Estamos completamente convencidos de que hay una suerte de “eticidad” en nuestro salario mensual como funcionarios públicos para hacer esto con transparencia y de cara al frente.

Sobre la base de datos del Censo dijo que ella tiene tres áreas que son dignas de distinguir.

Hay un área que llamamos “las personas efectivamente censadas”; otra, que denominamos “los moradores ausentes” y, la tercera, abarca a “personas y viviendas que, en rigor, nadie las vio, nadie las escuchó, nadie las tocó, nadie las censó”.

Partiendo de esta última área, lo que ocurre es que la base de datos del Censo tiene alrededor de 88 mil viviendas que, en rigor, no existen y que nadie las vio, nadie las censó, nadie golpeó esas puertas. Eso es relevante porque esas 88 mil viviendas, que terminan representando a alrededor de 292 mil personas que están en la base de datos, tienen características asociadas, como, por ejemplo, edades, religiones, etcétera. Hay un registro completo de cada una de esas personas. Estas viviendas salen de un cálculo de escritorio hecho por el ex Director que, con algún algoritmo, las distribuyó por comunas. Así razonó: en esta comuna debe haber esta cantidad de viviendas y en esta cantidad de viviendas existe una determinada cantidad de personas.

Quiero insistir en que hay una distinción importante con la segunda área, que tiene que ver con el morador ausente imputado. ¿Cuál es la distinción? que a la vivienda del morador ausente se llegó, es una casa física a la que se puede llegar, golpear la puerta, pero lo que ocurrió, cuando el censista llegó, nadie abrió. Volvió por segunda vez y nadie abrió, lo hizo por tercera vez con igual resultado. Sin embargo, allí hay una vivienda a la cual se le puede imputar personas. Sin embargo, en la tercera área, con la que comencé la exposición, nadie ha visto la vivienda. Este proceso se hizo dos veces. La primera vez con lo que se llama “entrega preliminares del Censo”. 

Termina el operativo censo y en agosto se entregan las cifras preliminares oficiales que indican una población de 16,5 millones -a agosto de 2012-, cifra que incluye viviendas y personas. Procesada la base de datos efectiva, es decir, escaneados formularios y llevados a la base de datos para la entrega final de los 16,6 millones, se repite el algoritmo.

Insisto que en ninguno de los dos momentos, ya sea en agosto de 2012 o en abril de 2013, esas casas fueron efectivamente censadas. Nadie sabe si existen o no, es decir, tienen casi existencia ontológica; sin embargo, están en la base de datos. Insisto en que esas personas, en las respuestas de la base de datos, están completas, tienen respuesta. O sea, puedo saber si estas personas de esta existencia extraña, son católicas, evangélicas, etcétera.

Sobre esa tercera área pulula el concepto de manipulación de datos. ¿Qué significó en el testimonio de Mariana Alcérreca la manipulación de datos? Simplemente que personas y viviendas inexistentes fueron puestas en esa base. No tiene otra connotación. A eso se refiere. Para nosotros, como institución y como opinión pública, el concepto de manipulación de datos se remite, única y exclusivamente, a poner en la base de datos personas y viviendas que nadie encontró ni vio. Eso no tiene antecedentes en metodología estadística alguna.

Ante la pregunta del Diputado señor Edwards, sobre si algoritmos parecidos se usan en el resto de los censos o es un algoritmo desarrollado solo para el nuestro, el señor Radrigán dijo que podría responder con este algoritmo más o menos a cuántas viviendas los censistas no llegaron. No tengo ningún problema en contestar eso. Ese es un algoritmo razonable y plausible. En rigor, se toma un período largo, y esto es más o menos así: entre el precenso, donde se hace la descripción de las viviendas a las que se va a censar y aparece el operativo de los censistas en la calle, hay un período en el que surgen viviendas y, adicionalmente, otras a las que no se llegó. Eso se consigna y el algoritmo es racional.

Ahora, lo que es completamente una aberración es haber puesto esa información en la base de datos y con las características de las personas.

No hay que olvidar que aquí concurren dos censos: el decimoctavo de población y el séptimo de vivienda. El censo tiene dos objetivos: contar personas y caracterizarlas. Por lo tanto, poner las características de estas personas, cuyas viviendas ni siquiera se sabe dónde están en una base de datos, distorsiona completamente su estructura. Entonces, si usted me pregunta por la racionalidad del algoritmo, la respuesta es completamente racional. El error garrafal fue haber puesto las características de las personas y, adicionalmente, esa información en una base de datos y publicarla, porque distorsiona cualquier estructura posible.

Ante una pregunta del Diputado señor Harboe, respondió que lo que no puede nombrar o más bien etiquetar es cómo se llaman estos 16,6 millones de personas. ¿Se llama población censada? Eso no es así. Entonces, el Presidente de la República entregó una cifra, pero tampoco es cuántos somos. Tampoco es la población censada, por lo que no sé el estatus de estos 16,6 millones que se conforman de 15,7 efectivamente censados, más los moradores ausentes más esta estadística.

Enseguida el Diputado señor Latorre fundamentó las siguientes preguntas:

Cuando se utiliza el concepto algoritmo me hace pensar en una fórmula, en una cosa matemática que me dice: mire, este es el procedimiento con el cual va a tener que hacer esta distribución. Por lo tanto, parto de la base que cuando usted dice que se aplicó un algoritmo, el que lo aplicó no fue arbitrario, porque a él le debe haber parecido igual de insensato que a nosotros que aparecieran dos casas en la Antártida, por ejemplo. Si fue así, la persona que estaba haciendo el ejercicio debió haber dicho: “esta no las puedo poner aquí, pues me van a decir que es ridículo si no están”, pero el algoritmo me estaba diciendo eso, por lo que no podía ir en contra de él. Entonces, ¿el algoritmo es un invento de alguien? ¿Es una fórmula que alguien inventó o que tiene algún sentido estadístico? ¿Se sacó de algún lado? Porque si no es así, ¿por qué usar el concepto de que se aplicó un algoritmo?

El señor Radrigán, respondió que hay ciertos números de viviendas agregadas por comuna, que es distinto para todas. Hay números de viviendas que se ponen en las comunas, las cuales están divididas: unas van al área rural y otras a la urbana.

Ahora, ¿de dónde salen esos números? Efectivamente, de un cálculo. Uno lo puede llamar algoritmo, no sé si será el concepto más preciso, pero el cálculo consiste en lo siguiente. La pregunta que se respondió es: ¿cuánto tiempo pasó entre el fin del precenso y el inicio del censo en esa comuna? ¡Qué sé yo! “N” meses. La pregunta es: ¿cuántas viviendas aparecen en Chile en “N” meses? ¿Cómo se calcula eso? Se toman cifras más largas de un censo 2002, entiendo, hasta el precenso, y se dice cuál es la tasa de crecimiento promedio anual de las viviendas en Chile. Se toma esa tasa y se repite por estos “N” meses. Esa es la cantidad de viviendas que aparece.

¿Cómo se distribuye por comunas? En la parte que lo reproduje, que tiene relación con agosto de 2012, simplemente hay una tabla que indica cuántos meses hay para agregar esa cantidad de viviendas diferenciadas por región, porque el precenso no fue como el Censo, pues empezó por las zonas extremas del país hacia el centro, por lo tanto, hay regiones en que empezaron y terminaron antes. En consecuencia, las últimas tenían un período mayor, porque llegaron más tarde al precenso por su forma de levantamiento y tenían una mayor cantidad de meses.

El Diputado señor Farías realizó las siguientes preguntas: ¿Quién dio la orden para incluir este guarismo de 88 mil dentro de la medición?, ¿Quién habitualmente hace esa labor?, ¿Es el Director quién ordena? o ¿alguien de un rango menor que dice: “pongamos esto”? ¿Cómo se llega a esa fórmula?

El señor Radrigán, respondió: No estuve en las reuniones donde se planificó y ordenó esto. Me baso en el testimonio de Mariana Alcérreca para sostener que es una decisión del ex Director Francisco Labbé, quien da la instrucción de agregar estas viviendas al jefe del Censo, el señor Eduardo Carrasco.

Ante la pregunta del Diputado señor Edwards, si dentro de la base de datos, ¿es posible, clara e inequívocamente, identificar estas casas para tener, al menos, la información de lo que se hizo, sin contaminación? La idea es no hacer el censo completo, sino que, quizá, a través de fórmulas estadísticas rellenar los datos con acciones de la naturaleza que corresponde. ¿Es posible identificar esos datos y dejar la base limpia, sin las pequeñas alteraciones de las que estamos hablando?, el señor Radrigán respondió que afortunadamente ello es posible; tienen marca.

A continuación intervino el señor Gerzo Gallardo, quién dijo: Actualmente, ejerzo en forma transitoria el cargo de Subdirector Técnico de la Institución. En el período en el cual Marcela Cabezas era la Subdirectora Técnica, yo ejercí muchas veces como subrogante, cuando estaba el ex Director Labbé, y me tocó interactuar desde esa perspectiva. En ese tiempo, trabajaba como jefe de Estadísticas Económicas Estructurales. Estaba a cargo de ese departamento y después ejercí labores en Estadísticas Económicas, en general, que está dividida en Coyuntura y en Estructura. Hoy, en forma accidental, me desempeño como Subdirector Técnico transitorio. Represento el área técnica de la institución que, muy a nuestro pesar, se vio alejada de la dirección de Francisco Labbé. En realidad, él se alejó de la Subdirección Técnica y a su vez, él nos alejó. 

Con lo anterior, me refiero a que particularmente en el Censo 2012, tuvimos relación hasta la elaboración de los formularios, pero después de eso, este equipo se redujo a los integrantes que ya fueron nombrados. Es decir, Max Raide, Sebastián Mathews, Eduardo Carrasco y otros que se me pueden olvidar, pero se limitó a un grupo muy pequeño y que marginó al equipo técnico. Nuestra contraparte, y que tiene más desarrollo, es Andrés Bustamante, pero lamentablemente no pudo venir, porque está con licencia médica. Él les podrá relatar los pormenores y los detalles que hubo al respecto.

En el caso IPC, sostuvimos reuniones del equipo técnico operativo. Nosotros actuábamos en conjunto con el grupo que levantaba la información y con el que la analizaba. Información que después se publicaba. Entonces actuábamos como un cuerpo. Este equipo técnico operativo se reunió varias veces con él por el tema de la División de Vestuario y Calzado. Se le planteó en forma reiterada, desde 2010, cuando nos reunimos con el consultor Jacob Rayten, que había ciertos temas metodológicos a los que habría que hacerles algunos ajustes. Le entregamos información en forma reiterada, pero solicitó posponer la mejora para el cambio de base de ese indicador.

Luego de reuniones y de toda esa convulsión, enviamos una carta, que se hizo pública, en la que sindicamos la gestión del ex Director Labbé y, nuevamente, se le recomienda que abra la discusión en torno a la división de vestuario y calzado, porque estábamos siendo vapuleados. Incluso, algunos operadores y agentes financieros indicaron que como institución no sabíamos sumar variaciones. Nos vimos afectados porque somos los que elaboramos muchos indicadores, no solamente IPC, sino también las tasas de empleo y otros.

Él estaba muy reticente, y antes de su renuncia decidió, por la presión que estábamos ejerciendo, pedir la formación de un comité técnico para debatir sobre el tema.

Nos reunimos con el señor Juan Eduardo Coeymans, el actual Director. Le propusimos las mejoras, discutimos arduamente, en algunas ocasiones estuvo de acuerdo y en otras no, pero buscamos las mejores soluciones. Básicamente, se le planteó lo mismo que al señor Labbé y la diferencia fue que abrió lo relacionado con el IPC, se discutió con los técnicos y logramos un consenso. 

El Director señor Coeymans nos dijo que debíamos hacer un informe que leyera la Comisión de Estadísticas de la OCDE para que vieran si esto estaba bien o no. El equipo se comprometió, elaboró el informe, se envió y como resultado tenemos que el indicador es mejorado, tiene algunos ajustes metodológicos y fue aprobado por la OCDE.

Por otra parte, quiero relatar algunos hechos relacionados, particularmente, con el IPC, para aclarar la poca competencia técnica que tenía el Director señor Labbé en esos temas.

El 24 de abril, en una entrevista al diario “El Mercurio” se le consultó: sin la caída del precio del vestuario, ¿sería la inflación anual un punto porcentual más alta?

El ex Director Labbé respondió: la información que tengo es que a diciembre de 2012 la diferencia habría sido cuatro décimas de punto porcentual, o sea, en lugar de una inflación anual de 1.5 habría sido de 1.9, por efecto vestuario.

Por esa frase, el Estado arriesga una demanda de los operadores financieros, porque la indexación del IPC a los instrumentos financieros y al sistema de pensiones es muy importante. Le hice ver al señor Labbé que eso era irresponsable, porque no se basó en ningún tema técnico, no lo conversó con los técnicos, o si lo hizo, interpretó mal el tema.

El 18 de abril, el ex Director Labbé, acompañado de sus asesores, no del equipo técnico, como salió en el diario, se reunió con Jorge Selaive, quien en marzo había publicado en El Mercurio -le hago entrega de una copia de esa entrevista-, desde la oficina de estudios del BCI, una crítica sobre la medición del IPC en la que señala que el INE tiene indudables problemas para capturar calidad y obsolescencia en el IPC.

Luego de la reunión sostenida con el señor Labbé, un día después, manifiesta en el diario “La Segunda”: quiero ser bien enfático en descartar de plano errores metodológicos del INE.

Dejó un manto de dudas, y así se lo señalé al señor Labbé, porque un analista de tanta relevancia un día dice que estamos totalmente equivocados y al día siguiente, luego de reunirse con los señores Raide, Mathews y Labbé, se desdice.

Posteriormente, el señor Sebastián Mathews solicitó cifras del IPC, en fecha cercana a su publicación, en forma adelantada, y eso está fuera de todo protocolo de confidencialidad. No se le entregó a él, pero sí al Director, haciéndole saber que Sebastián Mathews no podía pedir la cifra a nuestro jefe de IPC.

El Diputado señor Harboe, formuló las siguientes preguntas: ¿cuál es el rol que jugó el equipo técnico, particularmente en el episodio del IPC? Y, en segundo lugar, pidió que nos relate ¿quiénes eran los señores Raide y Mathews y cuál era el grado de relación con esos señores y cómo se metían en las cifras?

El Diputado señor Farías, por su parte, realizó las siguientes preguntas:

Concretamente, me gustaría saber qué función cumplían no solo los señores Maximiliano Raide y Sebastián Mathews, sino que también Juan Pablo Raide, hermano de Maximiliano; Antonio Hartmann, y la famosa empresa Vox Comunicaciones, cuya gerenta y dueña es la señora Gabriele Lothholz y la vinculación funcionaria con el INE. También me interesa saber si ellos tienen alguna implicancia en el tema del IPC. 

El señor Gerzo Gallardo, respondiendo las preguntas en relación con los asesores del Director señor Labbé, manifestó que al señor Maximiliano Raide lo veíamos dentro de las oficinas del tercer piso, que es donde se emplaza la Dirección y la Oficina de Comunicaciones y Relaciones Internacionales. Él se reunía generalmente con el Director y sus visitas eran más continuas en el período del Censo, porque no estaba regularmente en la institución. Sin embargo, él tenía estacionamiento para su vehículo, como toda la plana directiva del INE. 

El señor Sebastián Mathews primero fue asesor del Director y luego pasó a ser jefe de Comunicaciones y, posteriormente, derivó a participar en temas de gabinete. No obstante, dentro del área de Comunicaciones, él estaba en la plana mayor.

Dentro de los protocolos de seguridad que tenemos, hay personas que están determinadas. O sea, incluso el jefe de Comunicaciones puede no estar dentro, porque hay un listado en el cual uno firma por el resguardo de la confidencialidad de las cifras, por lo tanto se asume el compromiso de no hacer pública esa información.

Respecto de la empresa Vox Comunicaciones, no tenemos antecedentes. En realidad, prefiero que las consultas sobre el tema se las hagan a nuestra gerenta -así la llamábamos-, señora Mariana Alcérreca y a la periodista Marcela Martínez, quien luego renunció. También estaba Marcela Cabezas.

En cuanto a la pregunta sobre por qué hacemos pública la carta, hemos sido súper cuestionados al interior de la institución por esa situación. Como padre, como funcionario público, como funcionario del INE y como chileno creo que tenemos el deber de informar cuando hay actos totalmente anormales, como ya mencioné. En ese sentido, el Director del INE, junto con la plana mayor y sus asesores, estaban minando la integridad de una institución como el INE.

Soy funcionario desde hace 10 años, por lo tanto no llegué a la institución con el señor Labbé ni con la señora Cabezas. Incluso, ejercí labores de encuestador y supervisor, lo que me llevó a hacer carrera dentro del INE. De manera que me dolía ver que la institución estaba siendo minada y contaminada respecto de su prestigio.

-o-
El día lunes 26 de agosto de 2013, se recibió a los siguientes funcionarios del INE: al jefe del Departamento de Estudios Económicos Estructurales, señor Gerzo Gallardo; al coordinador del Departamento de Infraestructura Estadística, señor Juan Radrigán, y al sociólogo del Departamento de Estudios Sociales, señor Andrés Bustamante.

En primer lugar, le correspondió exponer al sociólogo señor Andrés Bustamante, quien dijo: Trabajo en el Instituto Nacional de Estadística desde mayo de 2009. El cargo que he desempeñado la mayor parte del tiempo es el de jefe del Departamento de Estudios Sociales. El cargo tiene un ámbito de acción que fundamentalmente se liga con las encuestas de hogares y con todo lo que tiene que ver con las estadísticas sociales, a nivel de definiciones conceptuales, formas de medición, etcétera.

En términos generales, si hubiese que hacer una línea de tiempo, debo mencionar algunos hitos relevantes. En junio de 2010 se forma, dentro de la institución y del proyecto Censo, la unidad de Cédula Censal, liderada por la señora María de la Luz Nieto. De alguna forma, esa unidad tiene bajo su responsabilidad la construcción del cuestionario censal y, además, realiza un conjunto de 10 mesas técnicas -lideradas por esta unidad- en la que participan prácticamente la totalidad de los ministerios y organismos del sector público, como también departamentos al interior del INE, que están relacionados con los tópicos que se abordan en un cuestionario censal. Entre ellos, también participaron profesionales del departamento que dirijo y, a su vez, me tocó participar en algunas discusiones sobre tópicos incluidos en el cuestionario censal.

En marzo de 2011, se evacua una primera versión de cuestionario censal, cuya finalidad era básicamente ser probado en terreno. Uno de los aspectos que se probó de estas versiones preliminares de cuestionario tiene que ver con el tiempo de aplicación. Al respecto, estas pruebas mostraron que, en promedio, un cuestionario aplicado a una vivienda en la que residían, por ejemplo, 4 personas, tomaba aproximadamente 25 minutos en ser completado, lo que de alguna forma estaba dentro de los tiempos de lo planificado.

En junio de 2011 finaliza tanto el diseño como las pruebas pilotos de cuestionario y, posterior a ello, se entrega un cuestionario en versión de propuesta final para la consideración de la jefatura del Proyecto Censo y del Comité Directivo de la institución.

En este punto, me quiero detener en una primera fecha que considero del todo relevante. El 5 de septiembre del 2011, la jefa de operaciones del Proyecto Censo, señora Paula Jara, informa al señor Daniel Allende, quien es sociólogo y hasta ese entonces integrante del equipo de la Unidad de Cédula Censal, que el Censo va a cambiar de metodología; pasará de un censo de hecho a un censo de derecho.

Esto es extremadamente relevante porque recién ahí -a contar de ese 5 de septiembre- se constituye un primer equipo, integrado por distintos departamentos dentro de la institución, que tienen como objetivo elaborar un informe respecto de las implicancias que había en torno al cambio de cuestionario.

Quiero precisar que la primera evaluación técnica que se hizo respecto a lo anterior fue con posterioridad a la toma de decisión del cambio de metodología. A Daniela Allende se le informa del cambio de metodología el 5 de septiembre y se forma una comisión de trabajo interno que evacua un informe el 8 de septiembre. Ellos trabajan entre el 5 y el 8 de septiembre, y es el mismo día 8 cuando evacuan un primer informe con algunas consideraciones de orden técnico, que tienen que ver más bien con los cambios en el formulario y con la evaluación general de la discusión metodológica.

El 8 de septiembre la señora María de la Luz Nieto envió, vía correo electrónico, a Paula Jara -jefa de Operaciones del Censo- un primer informe elaborado por la comisión, suscrito por algunos departamentos del INE: el de Investigación y Desarrollo, el de Demografía y el de Estudios Sociales -que es el que yo dirijo-, coordinado por los integrantes del equipo Cédula Censal. 

Respecto de dicho informe, en su apartado de antecedentes donde aparecen los nombres de los integrantes del grupo que antes señalé, dice: 

“El lunes 5 de septiembre el grupo fue convocado por la jefa de Operaciones del Censo, quien le encomendó la tarea al grupo de analizar y emitir un informe acerca del cambio del modelo del Censo 2012, desde un censo de hecho a uno de derecho, realizado en un período de dos meses en lugar de un día. Las tareas específicas encomendadas son: estudiar el empalme de datos con los censos anteriores; analizar efectos del cambio en el marco muestra; declarar ventajas y desventajas del cambio; enunciar y dimensionar el trabajo adicional que implica este cambio, especialmente en materia de estudios, y proponer los cambios a los cuestionarios censales. El trabajo debe realizarse teniendo en cuenta las recomendaciones internacionales y la experiencia de otros países latinoamericanos”.

Otro elemento que es destacable de este informe es que se establecen una serie de estudios que, a consideración de este grupo, son necesarios para hacer el tránsito, desde un censo de hecho a uno de derecho, con rigurosidad técnica y en los estudios adicionales. Dice:

“El ajuste de cambios que debe realizarse cuenta con poco tiempo. Esto implica que no es posible innovar demasiado, sino que amoldarse a la experiencia internacional. El principal problema y en el cual hay que tomar una decisión es si realizamos una operación de derecho o intentamos un híbrido para transitar de censo de hecho a derecho.

Es necesario levantar un estudio, realizado internamente en el INE o por consultores externos, respecto de los países de la ronda del 2010 que cambiaron desde censo de hecho a derecho. Este estudio debe incluir una recopilación de primera fuente sobre la experiencia de estos países, más allá de los datos reportados. Paraguay, Uruguay y Venezuela también están cambiando. Esto implica hacer contactos con otras oficinas de estadísticas.”

En las recomendaciones específicas que se realizan respecto del contenido del estudio se menciona que es muy importante enfatizar la difusión. Eso implica la necesidad de explicar las razones del tránsito desde un censo de hecho a uno de derecho y educar a la población sobre el concepto de residencia habitual, que es un tópico que en los censos anteriores no se había preguntado en la forma en que se iba a hacer en esta nueva modalidad de censo.

La diferencia fundamental entre un censo de hecho y uno de derecho es que en el de hecho las personas son capturadas, su información es registrada y ligada con la vivienda en la que ellos pernoctaron durante la noche anterior, mientras que en el censo de hecho, independiente del lugar en que la persona pernoctó o donde, por cuestiones del azar o por condiciones contingentes, esté presente en el momento de ser censada, la información es capturada en la vivienda donde la persona reside habitualmente. En términos prácticos significa que yo puedo vivir, por ejemplo, en la Región Metropolitana, en la comuna de La Florida y si, por cuestiones contingentes, estuve en la Región de Valparaíso el día en que el censista fue a la vivienda en la que yo residía habitualmente, otra persona que resida habitualmente en esa vivienda, de alguna forma, tiene la obligación de declararme, porque yo vivo en esa vivienda. 

Si es que en esa misma circunstancia se hubiese implementado un censo de hecho, la persona se habría censado en la vivienda donde fue habida al momento de llegar en censista.

El informe hace algunas consideraciones respecto de eventuales sesgos que pudiese tener el cambio metodológico desde un censo de hecho a uno de derecho. Dice:

Respecto del informe es importante mencionar que, una vez que es entregado a la jefa de operaciones del censo, el mismo día 8 de septiembre, en un comité directivo, se exponen sus resultados y se plantea que se requiere plazo adicional para realizar una serie de pruebas piloto, que tenían que ver con probar los nuevos conceptos -lo que mencioné en un principio respecto de la residencia habitual-, y también tiempo adicional para realizar estudios relacionados con las bases de datos de censos anteriores. 

Como se ha mencionado en otras exposiciones, en las bases de datos anteriores la información estaba ordenada a partir de la situación de hecho de las personas. Los censos anteriores incluyen una pregunta por la residencia habitual. Eso permite transformar la población de hecho en población de derecho. Por ejemplo, tengo casos de personas que están declaradas en Villarrica, pero cuando voy a la pregunta residencia habitual, veo que viven en Temuco. Entonces, de alguna forma, puedo trasvasijar a la población desde su situación de hecho hacia su situación de derecho. Ese trasvasije también requería ser estudiado por el Departamento de Demografía.

El informe que he citado fue enviado para ser expuesto en un comité directivo el mismo día. No participé de esa discusión, pero la persona que me lo hizo llegar, que es Daniela Allende -a contar de septiembre de 2011 pasó a tener dependencia en mi departamento-, me señaló que, tanto el Director de ese entonces, el señor Francisco Labbé, como el jefe del proyecto censo, señor Eduardo Carrasco, se mostraron contrarios a la idea de entregar tiempo adicional, lo cual se explica, creo yo, es un juicio personal, porque la decisión del cambio de metodología estaba adoptada y, a posteriori, con la decisión tomada, se produce la indagación respecto de consecuencias técnicas respecto de dicha decisión.

Después, en octubre y noviembre de 2011, se estableció, formalmente, lo que se llamó comité técnico del censo, que es una reunión en la que habitualmente participaba el director del INE de ese entonces, señor Francisco Labbé; el jefe del proyecto censo, señor Eduardo Carrasco; la subdirectora técnica, la subdirectora de operaciones, la señora Mariana Alcérreca y, en algunas oportunidades, la jefa de operaciones del censo, señora Paula Jara.

Las tareas del comité técnico fueron fundamentalmente dos. Por un lado, se abocó a resolver tópicos pendientes del cuestionario, en el escenario que no se iban a hacer las pruebas pilotos que habían sido expuestas en el informe. Por ejemplo, puedo mencionar que había temas pendientes respecto de una pregunta que era de interés del Ministerio de Transportes. Entonces, se hizo una reunión con ese Ministerio. En ese instante, aún había temas pendientes que tenían que ver con la pregunta solicitada para caracterizar a la población afrodescendiente y algunos tópicos pendientes sobre religión. Esos pequeños detalles, que todavía estaban sin cerrarse, fueron abordados por el comité técnico. Se elaboraron minutas, se llevaron discusiones que podrían ser relevantes para el desarrollo del proyecto; se discutían en esa mesa y se aprobaban o rechazaban, dependiendo del análisis que hacían todos los miembros.

Por otra parte, el comité técnico también se abocó, especialmente durante noviembre de 2011, a elaborar lo que se llamó contenido técnico, que, básicamente, es el conjunto de definiciones e instrucciones conceptuales, a partir de las cuales se elaboraron los instructivos de capacitación y los manuales que fueron utilizados, posteriormente, para el proceso de capacitación de los encargados regionales, los encargados comunales y hasta los censistas, que eran quienes iban a salir a terreno.

Entre diciembre de 2011 y enero de 2012, el foco del departamento que dirijo estuvo puesto en la capacitación. El modelo inicial de capacitación propuesto se denominó modelo de cascada. ¿Qué quiere decir? Se comienza con un diseño de capacitación a nivel nacional, en la que participan los 15 encargados regionales del proceso censo. Es un modelo de capacitación que dura 5 días, en donde hay días que están, específicamente, destinados a tratar cada uno de los tópicos del proyecto. Otro día se dedica a la instrucción en aspectos logísticos, que tiene que ver con los nombres de usuarios y las claves de los sistemas informáticos, en los que se ingresa información que permite hacer seguimiento al levantamiento. Otro, está completamente dedicado a los temas operativos. Es decir, a la correcta presentación que debe tener el censista y cómo debe presentarse en las viviendas. También debe manejar cuestiones mínimas relacionadas con la ley del INE, que es la que garantiza la protección de los datos personales, etcétera.

Un día adicional estaba dedicado a todos los aspectos técnicos, que, básicamente, tienen que ver con explicarle a las personas la lógica del cuestionario, cómo se formulan las preguntas, etcétera. Además, hay un par de días que están planificados para la evaluación a que deben ser sometidos todos los que participan del proceso de capacitación y también pruebas en terreno. O sea, que las personas salgan a terreno a probar el cuestionario, para que puedan familiarizarse con los tópicos que están siendo incorporados en él.

Ese modelo se planificó en conjunto por el comité técnico y el área de operaciones del proyecto censo. Estaba pensada una capacitación de 5 días, pero, en la práctica, tenemos antecedentes más que fundados para señalar que el modelo no funcionó de la forma que estaba planificada originalmente. De partida, el modelo se basaba en que los 15 encargados regionales después capacitaban, cada uno en su región, a los encargados provinciales; después los encargados provinciales, a los encargados comunales; después los encargados comunales, a los supervisores, y después los supervisores, a los censistas. Claramente, ese modelo de cascada no funcionó. Por ejemplo, en la Región Metropolitana hubo que entrenar, adicionalmente, a un conjunto de funcionarios del INE, quienes tuvieron que ir a capacitar a distintos locales, en los que el encargado del local no daba abasto.

Sabemos que en algunos casos la capacitación se redujo de 5 a 3 días. En otros se hizo en un solo día, comprimiendo todos los contenidos. Por lo tanto, es un tema que no funcionó como había sido planificado originalmente.

Entre los meses de abril y julio de 2012, con el levantamiento del censo funcionando, el comité técnico empezó a sesionar de manera más esporádica. En el caso de la función que cumplíamos dentro del Departamento de Estudios Sociales, apareció un objetivo importante en ese momento, que tenía que ver con conocer el estado del levantamiento. Es decir, conocer la evolución de cantidad de viviendas, de personas censadas en cada una de las viviendas, de comunas que eventualmente pudiesen tener algún tipo de anomalía, retraso o estar funcionando de mejor manera que lo planificado. Por lo menos, respecto de esta preocupación, creo que hay 4 tópicos importantes de derivar.

Primero, ¿por qué era relevante, para nosotros y muchos departamentos del INE, conocer el estado del levantamiento? Porque lo que llamamos cobertura de un censo es el puntal básico a partir del cual se construye lo que denominamos sistema de encuestas de hogares, dado que, por un lado, el censo provee información básica, en términos de distribución de la población, por sexo y edad; la caracterización a partir de un set de variables que son muy relevantes, en términos de la situación ocupacional, de los niveles educacionales, etcétera -eso es clave para el sistema de encuestas de hogares- y, por otro, porque el estado de la cobertura de un censo también tiene importancia capital en lo que se relaciona con la definición del marco muestral de viviendas, a partir del cual se obtienen las muestras de todas las encuestas de hogares que se hacen en el país o por lo menos todas las que se realizan en el INE, sumando la encuesta Casen, y qué decir la encuesta de empleo, la encuesta de seguridad ciudadana, etcétera. Ese es el motivo por el cual quisimos saber en qué estado iba el levantamiento.

¿Cómo pensamos que era razonable evaluar esa cobertura? El proyecto Censo elaboró un sistema llamado SPCP, que significa Sistema de Planificación y Control de la Producción, que permitía tener acceso a la evolución del levantamiento. Con una frecuencia diaria po-
díamos saber cuántas viviendas habían sido cerradas, con toda la segregación geográfica que pudiese ser necesaria a nivel de región, de provincia, de comuna, etcétera. Es importante mencionar que este sistema no entrega acceso a datos nominados porque el INE debe resguardar la seguridad de esa información. Por lo tanto, es muy complejo que le entregue a personas de otros departamentos, eventualmente, bases de datos donde aparezcan direcciones. Es un tema de protocolo de seguridad. 

Básicamente, lo que hacía este sistema era registrar una contabilización del estado de avance en cantidad de viviendas y en cantidad de personas. Por lo tanto, en la medida en que solicitábamos acceso a ese sistema no estábamos vulnerando ningún protocolo de seguridad ni ninguna norma relativa a la seguridad de la información. Pedimos acceso a ese sistema y, para ello, se nos debía crear una clave con un usuario y una contraseña para ingresar. No hubo resultado exitoso en la gestión de solicitar esa clave. A través de Mariana Alcérreca, asesora de la Dirección y quien de alguna forma tenía más contacto tanto con el Director Labbé como con el jefe de proyectos Censo, señor Eduardo Carrasco, solicitamos esa clave, pero ella no tuvo resultados exitosos en ello, por lo cual, finalmente, ella nos entregó la clave que manejaba para que tuviéramos acceso al sistema y para entregar algún tipo de proyecciones sobre cómo avanzaba el levantamiento.

¿Qué se hizo en la práctica? Dentro del departamento descargábamos, con cierta periodicidad, las informaciones respecto del estado de avance del levantamiento y comenzamos a elaborar una proyección que permitía llegar a un total de viviendas que estimábamos que al final del proceso iba a ser la cantidad de viviendas y la cantidad de personas censadas. 

Tengo en mi poder una proyección que hicimos al 4 de julio de 2012, con el levantamiento todavía andando. Después hicimos una proyección al 12 de julio con el levantamiento andando, pero ya con una fracción de viviendas por levantar, que era cada vez menor. Y, finalmente, hicimos una proyección al 16 de agosto, con el proceso completamente cerrado, y ya habiendo hecho la constatación de que este sistema dejó de tener movimiento, es decir, se dejó de ingresar viviendas al sistema.

¿Qué era lo que hacíamos? El precenso que se realizó en 2001 estimaba que en el territorio nacional había aproximadamente 5.5 millones de viviendas. Por otra parte, el sistema nos iba indicando cuántas viviendas se habían levantado. Entonces, el ejercicio siempre es el siguiente: El sistema avisa que hay 5.5 millones de viviendas. Tengo, por ejemplo, 5 millones de viviendas levantadas. Dentro de esas 5 millones de viviendas levantadas tengo -por plantear un número- 10 millones de personas dentro de -como dije- esos 5 millones de viviendas levantadas. Calculo un promedio de personas por vivienda y de ese promedio asumo que el diferencial de viviendas, que aun no ha sido levantado, se va a comportar de la misma forma que en la masa de viviendas que tengo levantada. Por lo tanto, puedo proyectar a cuántas personas voy a encontrar en las viviendas que no he ido levantando.

Con esa proyección, con datos que teníamos al 16 de agosto, proyectábamos que la cantidad de personas que el censo iba a levantar era aproximadamente de 15 millones 810 mil. En ese momento, no conocíamos el cierre final del levantamiento, pero en la proyección que hicimos el 4 de julio proyectábamos 15 millones 400 mil; después, en la proyección que hicimos al 12 de julio, proyectamos una cifra más o menos similar y, la que elaboramos el 16 de agosto, con el levantamiento final, llegaba a 15 millones 800 mil.

Una vez que realizamos esta proyección, el debate que empezamos a vislumbrar se separaba en tres elementos. Una primera alerta que realizamos en el marco del comité técnico -reunión en la que participó el señor Labbé- tenía que ver con los términos operativos. Lo primero que vislumbramos es que el porcentaje de viviendas desocupadas, viviendas que están destinadas a la habitación, pero que no están siendo ocupadas en ese momento, y, por otra parte, el porcentaje de viviendas con moradores ausentes, vale decir, viviendas que están ocupadas, pero que al momento en que pasa el censista las personas que viven ahí no logran ser habidas y, aunque se intenta hallarlas en reiteradas oportunidades, finalmente la entrevista no se logra, tanto el porcentaje de viviendas desocupadas como el porcentaje de viviendas con moradores ausentes son números bastante altos si es que uno los compara con resultados de censos de derecho de otros países. Por ejemplo, inicialmente los datos que manejábamos, el porcentaje de viviendas con moradores ausentes era del orden de 5 por ciento. A fines del proceso, el porcentaje de viviendas con moradores ausentes resultó ser de un 3.29 por ciento. Si uno compara esa cifra con la cifra de Brasil y Uruguay, ambas están en el orden del 1 por ciento. Entonces, claramente, eso habla de procesos y de operativos que no son planificados con el mismo nivel de prolijidad en comparación con otros censos de derecho.

En consecuencia, al momento en que detectamos ese problema lo hicimos saber y, según se nos indicó, se planeó una estrategia para reducir el porcentaje de viviendas con moradores ausentes, porque principalmente de esas viviendas es de donde es posible recobrar población. Cuando llego a una vivienda que tiene moradores ausentes y no logro la entrevista, solo tengo el dato de que en la vivienda vive gente, pero no sé cuántas personas hay. Si logro realizar la entrevista sé que hay, por ejemplo, 5 personas, 3 mujeres y 2 hombres, y toda la información asociada a esa vivienda. Esa es una primera alerta.

En segundo lugar, hay una alerta que planteamos en relación a que el total de personas al que se iba a llegar, en cuanto a personas censadas, estaba en el rango de los 15.8 millones de personas, de acuerdo al número que mencioné en un principio y que tenía que ver con la proyección que íbamos haciendo y que a medida que pasaba el tiempo y se iban sumando viviendas levantadas, se tendía a confirmar que el número no iba a variar demasiado. Ese es un problema especialmente importante de discutir que se genera entre la estimación a la que se llega con las encuestas de hogares, que utilizan para llegar a la información final datos de la proyección de población que se elabora entre el INE y Celade, con base en información del censo 2002, y la cifra de población censada. 

Ahora bien, ¿cuál es básicamente el problema? El INE y Celade proyectan que, con base en información del censo 2002, la población en 2012 va a ser de 17.4 millones de personas. Nosotros nos aproximamos a una cifra de personas censadas de 15.7 o 15.8 millones. Entonces, ¿cuál es el problema? Entonces, íbamos a tener un conjunto de encuestas que, en la referencia a las cifras que iban publicando, harían referencia a que la población en Chile era de 17.4 millones de personas y, por otra parte, íbamos a tener un censo que el mismo año iba a estar publicando una cifra de personas censadas de 15.8 millones de personas. Claramente ese es un problema que requería ser explicado y ahí hay un dilema, pues no solo afecta al proyecto censo, no es una explicación técnica que se debe dar solo en el caso del censo. De alguna forma, ese problema también afecta a las encuestas de hogares, ya que obliga al INE, en su conjunto, a dar una explicación técnica razonable de por qué se produce una diferencia entre esas dos cifras.

Una vez que detectamos ese problema, en una reunión que se llevó a cabo en el comité técnico, no recuerdo exactamente la fecha, todavía sin terminar el levantamiento, consideramos importante plantear una estrategia comunicacional donde mencionáramos que, efectivamente, todos los censos tienen problemas de omisión y que probablemente nunca se iba a lograr llegar a los 17,4 millones de personas que proyectó el INE con Celade, porque nunca se puede llegar al ciento por ciento de la población. 

Por otra parte, propusimos que se planteara que este era un censo de transición. Esta idea surge porque me tocó asistir a un par de reuniones, talleres, conducidos por el Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía, División de Población de la CEPAL, donde se planteó que en muchos casos, en los países que transitaban desde censos de hecho a censos de derecho, eventualmente podía haber problemas en una primera fase, en el primer censo en que se cambia la metodología, lo que es importante de articular, en el sentido de que se podrían tener datos de mayor calidad y que, en el fondo, era razonable sincerar que podría haber algún grado de problema mayor. 

Un tercer elemento que planteamos -que era importante sincerar- es que este censo había tenido baja cobertura. Frente a ese planteamiento y ante la evidencia de la cifra de población censada que proyectamos, del orden de 15,8 millones de personas, la reacción del director del INE, a mí parecer, fue que nunca se abrió a discutir en estos términos. Más bien tendió a invalidar la proyección que habíamos elaborado y los hechos determinaron que el número fue certero.

En junio de 2011, sostuvimos una reunión en la que le planteamos al Director Labbé que nos explicara a través de qué método estimó que la población censada era de 17 millones de personas, en consecuencias de que con nuestro procedimiento, que habíamos probado e iterado en una serie de oportunidades, no lográbamos llegar a más de 15,8 millones de personas censadas. Le planteamos que los números no nos cuadraban; en ese momento nos mostró su molestia de forma evidente, se produjo un quiebre y cierre de la discusión. En la siguiente reunión que sostuvimos, que coincidía con el fin del levantamiento, a finales de julio, el jefe del proyecto censo, señor Eduardo Carrasco, planteó que, como el levantamiento había terminado, la razón de ser del comité técnico dejaba de existir, por lo que tenía que disolverse. Fue la última vez que sesionó dicho comité. 

Otra preocupación para el departamento que dirijo, como objeto de estudio en el marco de la discusión sobre lo que se debía hacer con las cifras del censo, fue la pregunta respecto de cómo presentar los datos de población en un censo. Lo primero que hicimos fue ver la recomendación internacional que se establece en el manual de Naciones Unidas. Hay un documento elaborado por el Departamento de Asuntos Económicos y Sociales de la División de Estadísticas de Naciones Unidas, que se llama “Principios y Recomendaciones Para los Censos de Población y Habitación: Revisión 2”. Este documento es la recomendación oficial de Naciones Unidas sobre estándares en materia de censos. En su página 132, párrafo 2.76, dice que “en el caso de los países en que se ha corregido la cifra de población total por haber sub empadronamiento o sobre empadronamiento, se debe indicar y explicar tanto la cifra del empadronamiento como la cifra estimada corregida. Las tabulaciones detalladas tendrán que basarse únicamente en la población realmente empadronada.” Esto es textual.

Con el equipo que trabajamos estimamos que no había mucho lugar a interpretación ni dudas. Si hay alguna corrección por subempadronamiento, quiere decir que se contó menos personas de las que se debiera haber contado, o si hubo sobre empadronamiento, fue por contar más personas de las que se debiera haber contado, porque es posible que en algunos casos del censo de derecho se duplique la cantidad de personas. O sea, es posible, por ejemplo, que se encueste a una persona en abril, en la casa donde vive habitualmente, y después, en mayo, esa persona visitó a un amigo y otro censista, que probablemente no dominaba los conceptos, la duplicó. Eso es parte de la naturaleza de un censo de derecho y se busca limitarlo al máximo posible. 

Al momento de producirse subempadronamiento o sobre empadronamiento, si se quiere corregir, se debe identificar el monto de población censada y separarlo abiertamente de cualquier corrección que se haga en términos de población adicional. Al tabular, que es cuando se entregan resultados desagregados, se trabaja con la población realmente empadronada.

La cifra de viviendas con moradores ausentes asciende a alrededor de un 3,29 por ciento de las viviendas, lo que da un total aproximado de 173.000 viviendas, y tenemos certeza de que estaban ocupadas por personas, pero no se les pudo entrevistar. En esas viviendas, al estimar el mismo promedio de personas por vivienda de la población censada, debiera haber cerca de 600.000 personas. Los 15,8 millones de personas censadas, que respondieron la entrevista, más el estimado de 600.000 personas que debieran haber habitado las viviendas con morador ausente, dan un total de 16,4 millones de personas. Lo que planteamos fue una línea argumentativa que se estableció a posteriori, en el sentido de que podíamos contabilizar a esas personas como parte de la población. De alguna forma estábamos autorizados para decir que el censo contabilizó 16,4 millones de personas, pero de esa cantidad hay 15,8 millones de personas efectivamente censadas; el diferencial corresponde a una estimación de las viviendas ocupadas con moradores ausentes. 

En ese sentido, la recomendación plantea que las tabulaciones detalladas deben basarse únicamente en la población realmente empadronada. Entendimos que, insisto, se puede decir 16,4 millones de personas, pero al desagregar, por ejemplo, por hombres o mujeres o por tramo de edad, se debería remitir a los 15,8 millones efectivamente censados, no estimados a través de procedimientos de imputación alguna. 

El documento, que se llama “Recomendaciones para los censos de 2010 sobre cartografía censal, migraciones, enfoque étnico y cobertura censal”, de Naciones Unidas, en su párrafo final, dice: “En el marco de una discusión sobre lo que se llama la evaluación de la cobertura censal”. Ello quiere decir que con el censo terminado se pueden aplicar una serie de métodos para tratar de estimar cuál fue, de manera efectiva, la población real, independiente de si se pueden o no tomar decisiones respecto de si eso se ingresa o no a la base de datos como dato a publicar.

Otro párrafo de este documento dice textualmente: “Existen formas de imputación de personas que pueden utilizarse durante la etapa de análisis de consistencia y asignación de información, la que se hace como parte del procesamiento de datos. Una de ellas, quizá la más conocida, es la imputación de personas a viviendas con moradores ausentes que, aparentemente, no fueron encontrados, aun regresando posteriormente y averiguando con las unidades vecinas. En cuanto a las viviendas detectadas al momento de la actualización cartográfica o precenso con moradores presentes y que al momento del censo estaban ausentes, durante el procesamiento se les podría asignar el número de habitantes por sexo si fue recogido el dato. De no tenerlo, otra opción sería asignarles la población de un hogar promedio en la misma zona que se está procesando.

Después dice que es probable que ya constituya una práctica muy recurrida que, con miras a recuperar la información, con criterios quizá plausibles, se impute personas u hogares completos con características similares a los del área afectada. Estrictamente, al igual que otras correcciones de inconsistencias y asignación de datos, se debería aplicar el principio de transparencia y, por lo tanto, indicar la cantidad de personas imputadas, además de considerar la mantención de un respaldo del censo sin corregir, tal como viene en terreno.


Otra frase que es de extremada relevancia en mi opinión es la siguiente: “Por otra parte, para el cálculo del porcentaje de omisión, la población así asignada debiera ser parte de dicha medida”. En el fondo, lo que se está diciendo es que cuando se hace cualquier imputación de población, de moradores ausentes, etcétera, la población que se genera a partir de esta imputación, según la instrucción que se da en este documento del Celade, debe ser considerada como omisión. Por lo tanto, la única fuente de población que yo debería ocupar para calcular la omisión es la población censada, vale decir, la diferencia entre la población censada y la población proyectada, dependiendo del método que se utilice y que, habitualmente, en el caso del INE, es la proyección realizada entre el Departamento de Demografía del INE y del Celade.

A partir de ese correo, solicitamos una reunión al Director de ese entonces, señor Francisco Labbé, y le explicamos lo que acabo de mencionar respecto de la recomendación de Naciones Unidas; le entregamos una minuta que tiene por título “Proyección censo 2012. Población total y población censada”.

Para hacer un resumen, en agosto de 2012 se entregan resultados preliminares, con una cifra de 16 millones 572 mil personas aproximadamente. Lo que nos llamó la atención como equipo es que esa cifra no cuadra ni siquiera con la cifra de suma de población censada de 15,8 millones, más los 600 mil aproximados de moradores ausentes, que deberían totalizar alrededor de los 16,4 millones de personas. Hay una diferencia de casi 200 mil personas entre la estimación a la que llegamos y la que se publicó oficialmente, y es ahí donde el señor Labbé explica -en la prensa- la metodología del ajuste de viviendas que supone una estimación de lo que debería haber crecido el total de viviendas entre el fin del precenso 2001 y el fin del censo 2002, lo que por supuesto para nosotros no tiene sustento técnico alguno. 

En relación al cambio de metodología, el señor Labbé recibió una advertencia técnica y una solicitud formal de mayor plazo para discutir implicancias del cambio de metodología en relación con el cuestionario; esa propuesta fue desechada. 

En un censo de hecho, como se hace un día feriado y los municipios son aliados estratégicos en el levantamiento de los datos, el INE usualmente dispone de la infraestructura municipal -colegios, vehículos municipales, etcétera- y también del personal de los municipios para levantar, mientras que en un censo de derecho es imposible pensar que la municipalidad, por ejemplo, facilite sus vehículos durante 2 o 3 meses o que facilite instalaciones de oficinas municipales o de colegios por 2 o 3 meses. Entonces, este es un buen ejemplo de las consecuencias de haber cambiado de metodología sin haber considerado eventuales alertas que se plantearon sobre las dificultades de cambiar y de ajustarse a una nueva metodología en tan poco tiempo.

Sobre el tratamiento de los datos, quiero ser explícito al mencionar que el señor Labbé tomó la decisión de no trasparentar la diferencia entre población censada y población imputada, pese a haber sido advertido en innumerables ocasiones respecto de que eso se tenía que hacerse, incluso, pese a recibir una minuta con una cita textual de la recomendación de Naciones Unidas, donde se decía que esto debía ser transparentado.

El señor Labbé realizó una imputación que no tiene respaldo técnico alguno, que no hace ningún país en el mundo y que tiene que ver con estimar esa cantidad de viviendas que, entre que terminó el precenso y se realizó el censo, suponemos que se podrían haber construido. Una cosa es la discusión técnicamente válida respecto a si corresponde o no imputar las viviendas con moradores ausentes, donde la postura que planteamos fue que en el fondo era importante obtener de allí un cálculo de población sin incorporar esa información a la base de datos o, en caso de incluirse, incorporar variables básicas como sexo y edad, como lo hizo el censo de Uruguay.

Pero en la imputación de población de viviendas con moradores ausentes voy a la vivienda, tengo certeza de que en esa vivienda vive gente, hago una serie de intentos por levantar información, pero esas personas no logran ser habidas. Por lo tanto, es técnicamente válido que pueda estimar que allí viven 5 personas o el número que sea.

En el caso de la imputación que el señor Labbé denomina ajuste de viviendas, supongo que un conjunto de viviendas se debiera haber construido, pero no tengo certeza alguna de que, en la práctica, existan. Por lo tanto, ello no lo hace ningún país en el mundo y, derechamente, creo que ello es inventar población.

Hicimos estudios y buscamos una serie de referencias de países que eventualmente pudieron haber hecho imputaciones de ese tipo y no encontramos ninguno. El informe de la Comisión Externa Revisora también es bastante claro en decir que esa imputación técnicamente no es admisible.
Otro elemento adicional.

Hay varios testimonios que apuntan a que tanto Mariana Alcérreca como Eduardo Carrasco, jefe del proyecto Censo, plantearon al señor Labbé que estaban en contra de realizar esta imputación, específicamente del llamado ajuste de viviendas. Sin embargo él, de todas formas, insistió en que esta estimación se realizara. Por ende, se trata de una decisión que considero técnicamente muy inadecuada y muy mala; que, además, tomó solo y de forma consciente.

Respondiendo las preguntas del Diputado señor FARIAS, manifestó: Lo que puedo puntualizar es que, por ejemplo, en el marco de la discusión técnica y conceptual se toma primero la decisión de cambiar la metodología y, a posteriori, se empieza a evaluar el impacto de la decisión, lo cual, claramente, no es muy razonable. Cuando se adopta una decisión, si es fruto del análisis técnico, se concluye que se requiere mucho más tiempo; con la determinación tomada es mucho más difícil alargar los plazos.

Tengo la impresión de que el señor Francisco Labbé tomaba decisiones en un círculo conformado por: el señor Eduardo Carrasco, el señor Maximiliano Raide y el señor Sebastián Mathews. Es más, creo que dentro del comité directivo, personas que cumplían una función de asesoría, como Mariana Alcérreca o Raúl Sepúlveda, que era su jefe de gabinete, tendían a ser aislados de las decisiones más importantes. Esa es mi impresión a partir de testimonios de personas con las que he conversado. 

Respecto a la consulta del Diputado señor ARENAS, es evidente que todo el INE tiene parte de responsabilidad en esta situación, de hecho si se revisa el informe de la Comisión Externa Revisora que analizó el Censo, hay una serie de menciones que, de alguna forma, implican problemas para la cifra de población total que tienen vinculación con el cuestionario, del que, en parte, estuve a cargo. La verdad, no tengo problema en que se hagan críticas, pero no estoy de acuerdo en que al socializar la autocrítica se diluya la responsabilidad del capitán del barco. En ese sentido, la persona que toma las decisiones más controvertidas es el señor Francisco Labbé, ignorando las precauciones técnicas en relación al cuestionario, lo poco adecuado de la forma en que manejó las imputaciones y las precauciones de Mariana Alcérreca, que es la persona con quien conversábamos abiertamente temas técnicos.

En relación a consultas del Diputado señor LATORRE, la carta de los once se generó a partir del deterioro creciente de la relación entre el señor Labbé, su estilo de conducción y los equipos técnicos. Dentro de los planteamientos que en ese documento se esbozan, hay una serie de reclamos que se hacen públicos a los medios y que tienen que ver con la discusión en torno al IPC y los problemas del censo. Uno de los acápites está referido al despido de la subdirectora técnica, señora Marcela Cabezas ¿Por qué ella fue despedida? Habría que preguntárselo directamente al señor Labbé, porque hasta hoy nos cuesta comprenderlo. La información que pudimos leer a través de los medios escritos indicaba que era por asunto de feeling. En verdad, todavía no logro entender qué significa despedir a alguien por temas de feeling, sobre todo cuando se trata de un cargo de Alta Dirección Pública.

Respecto de una eventual operación política, considero que se trata de una acusación ridícula. En ese sentido, me quedo con las declaraciones del Ministro del Interior, quien descartó abiertamente esa posibilidad.

En relación con los asesores del Director, conozco al señor Maximiliano Raide. Creo que alguna vez tuve una reunión con él, sin saber cuál era la función que desempeñaba. No tengo claro qué asesoría prestaba, cuáles eran los productos que derivaban de dicha prestación ni tampoco conocía el tipo de relación contractual que tenía. Mi impresión es que la influencia del señor Raide sobre el Director era total y completa. Tengo la idea de que en algún momento se fue perdiendo en el INE la manera de conducir las decisiones por los canales formales. De algún modo, se instaló una suerte de comité directivo paralelo, integrado por los señores Labbé, a la cabeza; Maximiliano Raide, Sebastián Mathews y Eduardo Carrasco, excluyendo a personas que, formalmente y dentro del organigrama y de la jerarquía de la institución, son brazo derecho de la Dirección, como la señora Mariana Alcérreca y el señor Raúl Sepúlveda.

El señor Juan Radrigán refiriéndose a la carta enviada por los funcionarios al Director del INE señor Labbé, dijo que ella expresa un conjunto de condiciones de anormalidad de una institución seria, para nada mediocre, pero que se fue volviendo de esa forma en el último período del señor Labbé, cuando se disloca esta institución seria, que calcula un IPC y unas cifras de empleo que no son mediocres y que tiene un conjunto de funcionarios que tampoco lo son. Sin embargo, cuando la Dirección se pone mediocre, nosotros irrumpimos e hicimos público lo que al principio supusimos que eran problemas en la base de datos del censo y que después de la investigación quedó claramente establecido. Si no presentábamos esa carta, la opinión pública habría sido burlada en el corto plazo.

Por su parte, don Gerzo Gallardo manifestó que con respecto a la carta y su envío, nuestro ánimo era aclarar y encontrar respuesta a algunos temas que se estaban tratando entre cuatro paredes, como el Censo, el IPC o aspectos administrativos que no teníamos claro. Por lo tanto, queríamos dilucidarlo para que eso no continuara, porque se estaba minando la credibilidad de una institución.

En relación con la pregunta del Diputado señor SAFFIRIO sobre una triangulación de sueldos, expresó que nunca tuvimos acceso a los productos que nacieron de Maximiliano Raide. Como indiqué en la sesión pasada, él tenía un lugar de trabajo y contaba con un estacionamiento, como también había uno para cada directivo. Además, aun cuando era asiduo a pulular dentro del edificio, entiendo que solo asesoraba a los funcionarios del tercer piso. No tuve reuniones con él. Hay que preguntárselo a los miembros de la directiva que estaban en ese entonces, como Marcela Cabezas, Mariana Alcérreca y Raúl Sepúlveda. Ellos tienen mucho conocimiento sobre Juan Pablo Raide, a quien nunca conocí, como tampoco al señor Mario Hartmann y a la señora Constance Pooley, no así a los señores Maximiliano Raide y Sebastián Mathews. Este último era el jefe de Comunicaciones de la institución y con él me relacioné en alguna oportunidad. 

-o-

El día miércoles 28 de agosto del año en curso, en sesión ordinaria de vuestra Comisión Investigadora, se recibió al Coordinador del Departamento de Infraestructura Estadística del INE, señor Raúl Sepúlveda y a la ex Asesora de la Dirección Nacional del INE, señora Mariana Alcérreca.

En primer lugar le correspondió exponer a la señora Mariana Alcérreca, quien dijo: Soy ingeniero comercial egresada de la Universidad Católica, tengo un MBA. 19 años de mi carrera profesional los he dedicado a la consultoría, en temas de dirección y gestión de organizaciones, tanto en el mundo público como en el mundo privado.

Particularmente, respecto de los temas que interesan a esta Comisión, me quiero referir a cuatro puntos principales. El primero de ellos se refiere a lo que se ha denominado la manipulación de datos, el segundo está referido al proceso que se llevó a cabo para el cambio de metodología de Censo. En tercer lugar, me referiré a los contratos, dado que ha sido un punto consultado a todos los invitados de la Comisión y, en cuarto lugar, me referiré a la filtración de datos.

Respecto de la manipulación de datos, no quiero repetir lo que ya dije en la entrevista de Ciper y que a estas alturas está por todos ratificado. De hecho, en la entrevista que hoy dio el actual Director, señor Juan Eduardo Coeymans, dice que la población no son los 16,6 millones de chilenos que se publicaron en ese momento, sino que efectivamente hay una suma de imputaciones varias, respecto de lo cual no vamos a entrar en su detalle, pero que fue lo que yo denuncié en su momento como manipulación de datos.

Me parece que el aporte importante que pueda hacer tiene que ver con relatarles, cómo se tomaron las decisiones para llegar a esta situación, más allá de lo que haya sucedido con los números propiamente tal.

Quiero recalcar que mi rol era un rol de gestión; no es un rol técnico. No soy estadística, no soy economista, sino soy ingeniero comercial de la línea administración y gestión de organizaciones, por lo tanto, mi rol en el Censo fue el de ser secretaria ejecutiva de la Comisión Directiva del Censo.

La percepción que existía, tanto de parte del ex Director Labbé como del Jefe de Proyecto, señor Eduardo Carrasco, es que los equipos técnicos, que eran quienes participaban también de ese comité, estaban boicoteando el Censo más que haciendo un aporte. Por ello, se deja de sostener esas reuniones de comité y me quedo yo como única interlocutora del INE tradicional, INE normal, con el proyecto Censo y la Dirección.

En agosto del 2012, cuando ya había que entregar cifras preliminares, comienzo una batalla por la verdad. La primera reunión que sostuvimos fue en el privado de la dirección, en el que estábamos el Director, Eduardo Carrasco, Sebastián Mathews y yo.

En esa reunión se discutieron dos temas. El primero se refería a si se agregaba o no la imputación de moradores ausentes. Frente a esa pregunta, todos compartían que había que hacerlo, menos yo, que exigía que se explicitara de acuerdo a lo que se recomendaba internacionalmente y, la verdad, a lo que el equipo técnico me había hecho saber.

En segundo lugar, está la pregunta de agregar la población en las viviendas no levantadas -aquello del ajuste de viviendas- o simplemente aquellas viviendas truchas, que nadie sabe donde están, que no sabemos si existen y que ,por lo tanto, es imposible dimensionar su población, a no ser que sea imputándola con algún criterio. A esa opción nos negamos permanentemente Eduardo Carrasco y yo. Como no llegábamos a acuerdo, el Director decidió llamar a Raúl Sepúlveda para pedirle su opinión. Cuando Raúl llegó, cada uno expuso sus puntos de vista y yo insistí en que no se podía estimar esa población, que no me parecía.

Sobre este punto intervino el señor Sepúlveda, quien expresó que en agosto de 2012 estaba abocado más que nada al trabajo regional y se me invitó a esta reunión de improviso. Yo no estaba relacionado con los temas del Censo. Entré y participé de esa reunión en el privado de la Dirección, donde estaba Mariana Alcérreca, Eduardo Carrasco y el ex Director, y me plantearon el punto. Logré entender a grandes rasgos lo que estaban hablando y, efectivamente, fui testigo de la discusión y de la vehemencia con la que el ex Director se paseaba y le dijo a Mariana: “No te dispares en los pies”. Posteriormente -también con mucha vehemencia- Mariana le respondió que no quería ser mentirosa. Tal como lo declaré ante el fiscal, fui testigo de ello.

Continuó con su exposición la señora Mariana Alcérreca, diciendo: No recuerdo si esa reunión fue un jueves o un viernes, pero el lunes de la semana siguiente, Eduardo Carrasco seguía preocupado y, con la insistencia del Director, me llamó a su oficina. Él estaba con Alejandro Sabag, que es el jefe de Informática del Censo y ambos me pidieron ayuda para convencer al Director de no imputar las viviendas que no fueron levantadas. Estábamos discutiendo entre los tres respecto de qué argumentos podíamos utilizar para que él cediera a ese punto, cuando a la oficina de Eduardo llegaron el Director, Sebastián Mathews y Max Raide. Volvimos a discutir acaloradamente el tema y el Director cerró la discusión diciéndome: “Mira, ahora los vamos a sumar y en marzo entregamos las cifras oficiales como corresponde”. 

A partir de febrero, empezó nuevamente mi preocupación, porque a fines de marzo había que entregar los resultados oficiales y, a esas alturas, nosotros -como Dirección- no habíamos visto ningún número. Tanto Eduardo como el Director me decían que me quedara tranquila, que todo estaba bajo control y, la verdad, es que no tuvimos más información hasta el 14 de marzo. Ese día el Director estaba en Arica y Eduardo me pidió una reunión, en la cual me explicó que está muy complicado, porque la población total a la que estaba llegando con la base de datos, considerando las personas censadas y las personas imputadas con moradores ausentes, le daba un número de 16.3 millones y, en agosto, cuando se entregaron las cifras preliminares habíamos dicho que eran 16.5 millones. La diferencia era simple, correspondía a las personas estimadas en aquellas viviendas que no fueron censadas. Le pregunté si lo había conversado con el Director y me respondió que no, le dije que mi visión era simple, había que mostrar lo que corresponde, pero que tenía que conversarlo directamente con el Director, que no era yo quien debía tomar esa decisión. 

Después, viene la consultoría del demógrafo Eduardo Arriaga. Cuando el consultor estuvo en Santiago tuvimos una reunión-almuerzo para el cierre de su consultoría y básicamente planteó dos temas que me llamaron poderosamente la atención: primero, manifestó que hubo una pérdida de 200.000 hombres, que no tiene explicación demográfica. Eso significa que no es porque se hayan muerto más hombres que mujeres o porque estemos más viejos o que los hombres, se supone, en edades mayores fallecen antes que las mujeres. No hay explicación demográfica, sino que, simplemente, se pudo producir un error en el terreno. 

El segundo dato que el consultor considera relevante, es que su estimación de omisión censal es en torno al cuatro por ciento, considerando esta proyección ya corregida con las estadísticas vitales disponibles hasta ese momento, que corresponden, si recuerdo bien, hasta el 2009, y no tomando en cuenta la proyección realizada sobre la base del censo 2002 para el 2012. Nuevamente ahí pongo una voz de alerta, pues el consultor estima un 4 % de omisión, pero no sabe que esa base de datos tenía imputados los moradores ausentes, que suman el 3,3 por ciento de las viviendas, y, además, se había agregado la población de estas viviendas que no fueron levantadas, que son alrededor de un 2 por ciento. Por lo tanto, estábamos llegando a una omisión del 9,3 por ciento, lo que era grave, pero a nadie le importó porque era simple: la omisión con los datos como iban a ser entregados era un 4 %, no un 9,3 %. De hecho, la base de datos que se entregó al equipo de demografía para comenzar las proyecciones de población con Celade, tenía las imputaciones hechas, pero nadie lo había advertido. 

En ese sentido, ¿no es raro que después de la entrevista que di a CIPER los demógrafos hayan encontrado 800.000 registros clonados en la base de datos? ¿Acaso los demógrafos no saben de técnicas de imputación de datos? ¿Por qué no se dieron cuenta de que eran imputados y supusieron que eran clonados? Parece ser que efectivamente ellos nunca supieron que esa base tenía los datos imputados y siempre creyeron que era la base con los censados.

El dato clonado es cuando en la base de datos se duplica un registro y reemplaza completamente a otro. Es lo que han explicado los técnicos aquí.

Censo más imputaciones agregadas con una técnica que utilizaron. Recién ahí lo advirtieron los demógrafos del propio INE.

El segundo punto de su exposición, se refiere al cambio de metodología de levantamiento del censo.

Dado que leí el documento que ayer hicieron público de la declaración del ex Director Labbé a la Comisión, quiero aclarar que en la estructura formal del INE existe un Departamento de Estudios Censales, existía antes de que yo llegara a la Institución, que era dirigido por la señora Cecilia Miranda. No sé si hoy existe. Por la información que obtuve durante el 2011 en el INE, en las primeras etapas de planificación del Censo 2012, vale decir, entre el 2008 y el 2009, se estudió la posibilidad de cambiar el Censo 2012, de uno de Hecho a uno de Derecho, alternativa que en ese momento fue desechada. No tengo esos documentos, me los comentaron, pero entiendo que el Departamento de Estudios Censales, el Departamento de Estudios Sociales o el propio Departamento de Demografía, podrían resolver cualquier duda al respecto.

Respecto del proceso de decisión, me remito a julio-agosto de 2011.

La principal preocupación que en esos días existía en el Instituto era la capacidad de conseguir más de 500 mil voluntarios, que eran los que se requería para hacer el censo de Hecho. Esto parece ser uno de los temas más preocupantes que aparecen en el informe de visita del señor Jacob Ryten, que fue consultor del INE, de junio de 2011. Es en esos días el director nos plantea a Eduardo Carrasco y a mí la posibilidad de hacer el cambio. 

Nos llaman a reunión con el entonces Ministro Longueira, que llevaba poco tiempo de asumido dicho cargo, el sábado 20 de agosto y fue la primera vez que planteamos la posibilidad. Quiero mostrarles parte de la presentación que junto al Director Francisco Labbé y Eduardo Carrasco hicimos al ministro Longueira, respecto de los avances del censo de población y vivienda de 2012. El total de recurso humano requerido para el censo a nivel nacional de 2002 fue de 427.927 personas. Para el 2012 se estimó en 534.836 personas.

Si hacíamos el análisis de las fuentes de voluntariado del Censo 2002, teníamos que el 75 por ciento de los voluntarios correspondía a alumnos de educación media, principalmente de colegios públicos, municipalizados; funcionarios públicos, con un 11 por ciento y un 9 por ciento de funcionarios municipales.

Sin embargo, para 2012 se esperaba mejorar la calidad de los datos con censistas de mayor nivel educacional, incorporando a alumnos de educación superior, ya que la dotación de funcionarios públicos y municipales no había crecido significativamente. De hecho, los alumnos de educación superior representaban un cero por ciento en 2002, pero podría ser una estrategia.

Acá está la pregunta: Frente a esa coyuntura actual -agosto de 2011-, ¿mantener el censo de hecho, corriendo el riesgo de baja captación de voluntarios? ¿Cambiar la metodología a un censo de derecho asumiendo un costo adicional? Eso es lo que se le presenta al Ministro Longueira. Entendamos que la coyuntura actual, a agosto de 2011, fines de 2011, fue el período más complejo de las manifestaciones estudiantiles.

Ante las preguntas del Diputado señor Latorre, la señora Alcérreca respondió que en esa reunión había asesores, estaba Vicente Correa, quien hacía de jefe de gabinete del Ministro, Carmen Luz Valdivieso, otros asesores cercanos al Ministro Longueira y nosotros 3 del INE. Las minutas técnicas las pidió el Ministro Longueira, sobre qué significaba el cambio de metodología y qué impactos podía tener y cuánta era la dimensión de costos que estimábamos porque había que pedir presupuesto a Dipres para ello.

Respondiendo al Diputado señor Auth, la señora Alcérreca manifestó que antes de la presentación al Ministro Longueira, el 20 de agosto, no se había conversado con absolutamente nadie. Era un tema que solo manejamos nosotros 3 y esta presentación la elaboramos exactamente el día antes. Con nadie lo habíamos conversado.

Continuando su relato la señora Alcérreca dice que el lunes 22 de agosto llegamos a trabajar en las minutas técnicas. Pedí que se invitara al equipo técnico, particularmente al Departamento de Estudios Sociales, liderado por Andrés Bustamante, para que preparara las minutas técnicas. Ellos son los que saben de esto, no yo, pero el Director me niega esa posibilidad.

El Director Labbé decidió que nadie podía saber porque existía el temor de que esto se filtrara y pudiera ser entendido el cambio de metodología como un cambio político y no técnico. No quiso contar al equipo técnico del INE por razones muy simples. Marcela Cabezas estaba a cargo de la subdirección técnica, Paula Jara era la jefa de operaciones del Censo, personas que, de alguna manera, sabíamos que tenían algún tipo de participación directa en algún partido político -no lo sé- o al menos simpatías y, por lo tanto, se decidió explícitamente que esas personas no supieran porque era un riesgo que, a esas alturas, cuando estábamos tratando de hacer el cambio se filtrara y pudiera ser entendido esto como una decisión política. Por eso, las minutas que se hicieron tenían el carácter eminentemente técnico.

La pregunta es simple. ¿Quién las hace entonces? Eduardo las tenía que hacer. Eduardo Carrasco era el jefe de proyectos Censo y créame que lo mantuvimos así por un buen rato, pero a esas alturas yo ya ingenua no era y me dediqué a prepararlas en paralelo porque no hubiera sido la primera vez en que teníamos que presentar algún documento, cualquiera este fuera, y no lo teníamos. 

Quiero ser muy honesta y transparente. Este mismo relato lo hice a la Comisión Externa Revisora del Censo. Por lo tanto, ellos 5 tienen toda la documentación que pueda acreditar lo que estoy contando y les entregué todas las minutas que elaboramos en ese momento. 

El fiscal de la época, don Alejandro Layseca, elabora una minuta legal que me entrega el 24 de agosto. Con esos documentos nos reunimos la última semana de marzo en el Ministerio de Economía con Fernando Zavala, que en esa época era asesor del segundo piso de La Moneda, encargado de los temas de economía, y Lucas Palacios, de Dipres, con quienes, finalmente, se aprueba la decisión de hacer el cambio, tanto por la cantidad de dinero que significaba, cuanto metodológicamente.

El 31 de agosto, Eduardo Carrasco me hace llegar un mail con los temas urgentes y planes que se deben desarrollar para modificar y/o readecuar el Censo. O sea, hasta el 31 de agosto nadie en el INE o, para ser más explícita, ninguno de los departamentos técnicos del INE, sabía del cambio.

El 31 de agosto don Eduardo me informa la planificación que hay que hacer para el cambio, lo que se trata en la reunión del 1 de septiembre como temas urgentes: Planes de contingencias. ¿Qué planes hay que hacer? Los cambios al cuestionario censal, definiciones conceptuales y técnicas, equipo que lidera Paula Jara, jefa de operaciones del Censo, que participan tales o cuales personas y que tienen que entregar su informe el próximo jueves 8 de septiembre.

Durante esos mismos días se invitó a los expertos señalados por el señor Labbé en su declaración a esta Comisión: Juan Chackiel, Dirk Jasper y Magda Ruiz y se consultó telefónicamente con Jacob Ryten. Sin embargo, tanto de esa reunión como de la conversación hay que hacer algunas precisiones.

Con todos ellos se conversó las ventajas y las desventajas de cada uno de los tipos de Censo y fueron enfáticos en decir aquellos aspectos críticos de tener en consideración, tanto en la capacitación como en la operación logística propiamente tal.

La información que en ese momento teníamos era del único que tenía experiencia en censos anteriores, don Eduardo Carrasco, quien decía que no había problemas, porque todos aquellos aspectos que los expertos señalaron como los temas críticos que hay que cuidar en un censo de derecho estaban bajo control. Por lo tanto, ninguno de los que no éramos especialistas fuimos capaces de ver si efectivamente había puntos que pudieran ser más críticos.

Si uno mira las recomendaciones que hacen estos consultores internacionales, el informe que envía Jacob Ryten, haciendo la propuesta del cambio metodológico, parte de una base bastante clara. El título del documento es ¿Qué pasa si la propensión al voluntariado es nula? En base a ese supuesto, él hace toda su descripción.

Muchas veces, me hice la pregunta y también la hice dentro del INE ¿cómo sabíamos cuál podía ser la propensión al voluntariado? Teníamos la intuición, teníamos la hipótesis y era bastante probable pensar que la propensión al voluntariado iba a ser baja, pero no teníamos evidencias, estudios o metodologías que permitieran predecirlo.

Ya tomada la decisión, el 1 de septiembre, se informa al equipo directivo del censo, donde sí participa la subdirección Técnica y la subdirección de Operaciones que la decisión está tomada por parte de la Presidencia de la República y que, por tanto, había que ponerse a trabajar. Se arman los equipos para evaluar los planes que hay que cambiar y, el resto, ya es historia, porque todos sabemos lo que pasó.

No recuerdo que hayamos recibido un oficio o alguna respuesta formal por parte de la Presidencia de la República. Ahora, sí tengo certeza de que por parte del Ministerio sí lo obtuvimos.

Con respecto a la pregunta sobre la reacción de los equipos, es difícil describir cuál podría haber sido la reacción cuando sobre la mesa esto ya está aprobado, hay que hacerlo.

El 14 de septiembre se realiza la reunión de la Comisión Nacional Censal. Se presenta, se aprueba el cambio y, al final, se anuncia por conferencia de prensa el cambio de metodología del Censo. 

El siguiente tema es sobre los contratos.

En el caso de Vox Com, en julio de 2011, se decide que se requiere apoyo comunicacional de personas expertas, más allá del tema publicitario, pues ya estaba siendo licitada la campaña publicitaria para el Censo. Se adopta la decisión de contratar una empresa de comunicaciones estratégicas para que, principalmente, el Censo estuviera en los medios de comunicación y redes sociales. Para tales efectos, nos reunimos con tres personas: Gabriele Lothholz, de Vox Com; Cristina Bitar, de Azerta e Isabel de Gregorio, ex Gerenta de Comunicaciones del Banco Estado. Sostuvimos tres reuniones y presenciamos tres exposiciones y el Comité de Comunicaciones decidió que la mejor propuesta era de Vox Com y contratan directamente a Gabriele Lothholz. Posteriormente, crece el tamaño de los servicios contratados y se contrata a Carmen Paz Maldonado, periodista senior de Vox Com. 

Ante varias preguntas del Diputado señor Latorre, la señora Alcérreca, respondió lo siguiente:

La propuesta de Vox Com era la propuesta de la empresa como tal, no de las personas que trabajan en ella.

El Comité de comunicaciones decide que en vez de contratar a una empresa se contraten personas naturales. La decisión se adoptó en base a dos propuestas de empresas y una persona natural. Había diferencias de precios significativas y el Comité de Comunicaciones decidió que Vox Com era la alternativa que más le gustaba y decidió contratar directamente a Gabriele Lothholz, que es la dueña de la empresa. No se hizo licitación pública. No me atrevería a ser categórica, pero tiendo a pensar que el equipo completo directivo del INE sabe de la existencia de esta empresa, de Gabriele Lothholz y de Carmen Paz Maldonado. 

En relación a Maximiliano Raide, Juan Pablo Raide, Antonio Hartmann y Constance Pooley, no recuerdo la fecha, pero Sebastián Mathews le comentó al Director que sería muy interesante contar con las redes de contactos de Maximiliano Raide para generar hitos comunicacionales en relación al Censo. Entre ellos llegan a un acuerdo de dinero que nunca fue explícito y, supongo, que establecieron algunas funciones. A Raúl y a mí solo nos dieron la instrucción de pagarle a través de Antonio Hartmann y Constance Pooley, durante 2012. En 2013, se reemplaza el contrato de Constance Pooley por el de Juan Pablo Raide, porque nos dicen que Maximiliano Raide no quiere ser contratado directamente.

En este contexto, manifestamos, en reiteradas ocasiones, nuestro desacuerdo con esas contrataciones, porque, además, los sueldos no eran menores y eso nos generaba mucho ruido. Sin embargo, para el Director el rol de Maximiliano Raide era vital, porque hacía los contactos al más alto nivel en los diferentes ministerios y en la Presidencia de la República.

Recuerdo, al menos, tres temas de discusión relevantes. El primero, fue una pelea que surgió porque dije que las personas que se contrataban debían participar de alguna reunión, porque pagarles para que no vinieran me parecía, por decir lo menos, escandaloso. Logramos que asistieran a los Comités de Comunicaciones; al menos una vez a la semana concurrían al INE; no los conocía nadie, eso es verdad. En 2012, di la pelea y dije que los contratos de Antonio Hartmann y Juan Pablo Raide no merecían ser reajustados, porque no estaban cumpliendo funciones explícitas y perfectas y la pregunta del Director fue simple: “¿Max está ganando más de 3 millones?”, sí, le contesté y me señaló: “entonces no importa hacer los reajustes” 

Por otra parte, hechos importantes de la presencia de Maximiliano Raide en las decisiones o, al menos, en el INE, puedo contar dos. En agosto de 2012, después del último pago a censistas, desvinculamos al subdirector administrativo, Pablo Núñez. Fue una decisión que se pensó bastante, pero no daba para más. Esa persona se había hecho muy amiga de Max. Cuando él se enteró de que había sido desvinculado, llegó al tercer piso de la Dirección y gritó “a quien se le ocurrió despedir a Pablo. Tengo acá algunos mails que validan que Max ocupaba un cargo. Me parece que a estas alturas, después de la declaración del señor Labbé, ya estaba claro que Max trabajaba en el INE. La gran diferencia es si lo hacía gratis o con estos contratos triangulados.

A continuación le correspondió exponer al señor Raúl Sepúlveda Faúndez, quien dijo:

Soy abogado y llevo siete años en el INE, donde he ejercido funciones como abogado de la División Jurídica y como jefe subrogante por más de un año y medio. Fui jefe de Gabinete y actualmente me desempeño como jefe de Coordinación de Regiones y como asesor de la Dirección en el proyecto de autonomía.

Como bien dijo la señora Mariana Alcérreca, ella llegó como consultora, asesora de medio tiempo, y cuando se hizo gerente de la organización, a mediados de 2011, todos los temas institucionales los empecé a trabajar con ella, es decir, todas las decisiones gerenciales de la institución, ya sea el plan de modernización institucional, la estructura de remuneraciones, a la que se refirió hace unos minutos, todos los lineamientos estratégicos del INE, los empecé a trabajar directamente con Mariana Alcérreca.

En todas las reuniones externas que sostuvimos por el plan de modernización o por cualquiera de las siete aristas, dentro de las cuales estaba la legal, debía ir Mariana Alcérreca, porque ella controlaba los temas y tenía los insumos para hacer la labor en las reuniones a las que fuéramos.

Solo los temas técnicos quedaban marginados de esta gestión, porque estaban radicados, dependiendo de las áreas, en Julia Ortúzar, como subdirectora de operaciones, Marcela Cabezas, como subdirectora técnica y Juan Radrigán en el área de infraestructura estadística.

En relación con el cambio de metodología, me gustaría precisar que efectivamente la situación se gestó como lo dijo Mariana. Ambos sostuvimos una conversación con el ex Director Labbé, diciéndole que no era posible dejar fuera al equipo técnico. Con esa conversación logramos que informalmente le comunicara a Julia Ortúzar, en forma posterior a la conversación con el ministerio, pero que se enterara anticipadamente, porque me parecía incomprensible que sobre todo la jefa de operaciones del Censo, la encargada del levantamiento, se enterara en forma posterior que iba a tener que contratar a 16.000 personas.

El INE tiene como estructura histórica un comité directivo, que, efectivamente, en este último período dejó de funcionar. El comité directivo estaba compuesto por las tres subdirecciones formales: la subdirección administrativa, la subdirección de operaciones y la subdirección técnica.

El subdirector de operaciones es el subrogante legal del Director Nacional.

Si bien la infraestructura estadística es un departamento dentro de la organización, se le da la calidad de subdirector por la relevancia que tiene.

En ese sentido, participan esas cuatro personas, más el fiscal, y dependiendo de los temas, algún tipo de departamento determinado. Comunicaciones, históricamente participaba.

En este comité, donde están los técnicos del INE, se toma la decisión, se comparte, se realiza algún tipo de presentación y se lleve a las instancias que correspondan. Eso no existió en este caso, actuó de forma posterior a manera de información.

La gran preocupación era lograr el voluntariado necesario, pero no hubo una conversación previa. Esa es la instancia técnica, sentarnos a la mesa todos los equipos, directivos, técnicos y no técnicos, a escuchar la opinión formal de los técnicos que trabajan en el levantamiento de datos. En ese caso, ello se produjo de forma posterior.

Con la llegada de Max Raide, a mediados de 2011, no recuerdo la fecha exacta, se empiezan a gestar una serie de decisiones en forma paralela a la organización del INE. En esas decisiones Mariana y yo logramos intervenir en algunas, y para ello nos compartíamos los horarios, el que llegaba primero se iba a sentar a la oficina del Director para evitar que las decisiones se tomaran en forma paralela a Mariana o a mí. 

Lo que nos empezó a preocupar fue que se hacían reuniones, y lo normal es que el Jefe de Gabinete, que era yo, maneje la agenda, pero yo no tenía acceso a las reuniones que le iban fijando al Director Sebastián Matthews o Max Raide.

Supimos de muchas reuniones que se sostuvieron con gremios internos, con universidades, en las que se hablaba de productos de líneas del INE, pero no participaba ningún productor de la línea del INE. Se sostuvieron reuniones sobre la encuesta de presupuestos familiares y no iba la gente experta en esa encuesta, por lo tanto, los compromisos posteriores que podían generarse con esas instancias quedaban sin ningún beneficio institucional.

En esa época se toma la decisión de que se contrate a Antonio Hartmann, primero, después se agregó a Constance Pooley, para pagar los honorarios del señor Max Raide.

Junto a Mariana sostuvimos varias conversaciones con el Director para decirle que no lo hiciera, que lo contratara, que si quería tener un asesor estaba en todo su derecho para contratarlo, pero Max Raide no quería ser contratado. La última conversación la sostuve con el Director Labbé en marzo de este año y le dije que, por favor, lo contratara. El Director Labbé me dijo, enérgicamente, que si alguien preguntaba había que decir que Max era asesor de él.

En ese contexto sería bueno especificar un hecho concreto, una discusión que tuvimos con Mariana para el lanzamiento de los datos preliminares del Censo. La conferencia de prensa se hizo en el INE y al día siguiente Max Raide aparece en la foto en un medio de comunicación.

Ese mismo día le reclamamos al Director, quizás, ingenuamente, no tanto por cómo se veía hacia afuera, sino por el ruido interno que producía, porque toda la gente del INE nos empezó a preguntar quién era ese funcionario, entre ellos, la asociación de funcionarios.

Explicamos que era un asesor del Director que le prestaba servicios a él, puntualmente.

La decisión de la desvinculación de Pablo Núñez, que fue conversada con Mariana y con el Director, demoró en tomarse porque había una disputa interna. Mariana recomendaba, y yo la apoyaba, que Pablo Núñez debía desvincularse por los problemas que había tenido en la administración del Censo, pero nos encontrábamos con otra área de la Institución, el comité directivo paralelo, que le decía al Director que no lo desvinculara.

En esa demora hizo crisis lo relacionado con los pagos del Censo.

El protagonismo de Max Raide se hizo cada vez más notorio, lo que le fue restando todo tipo de decisión a este comité directivo. De hecho, los comités directivos, naturales del INE, tendieron a desaparecer absolutamente. Es decir, el comité directivo, como instancia formal, dejó de existir y las decisiones que empezaron a tomarse, cuando influían internamente a la organización, necesariamente debían pasar por Mariana Alcérreca porque era quien controlaba la organización por dentro y, si implicaba recursos, también.

Cuando en las decisiones, efectivamente el señor Eduardo Carrasco, el jefe del proyecto Censo, lograba la respuesta positiva del Director en forma rápida, se saltaba a Mariana Alcérreca. Pero cuando la respuesta necesitaba un tipo de negociación mayor, recurría a Mariana, sobre todo si era referido a recursos porque ella era quien manejaba el presupuesto de la Institución.

Creo que uno de los grandes beneficios que tuvo el INE es que con los mismos recursos se pudieron hacer muchos más productos en este período, porque se hizo una eficiencia importante en recursos.

También me gustaría hacer notar que respecto de este tipo de contrataciones, tal como declaré al fiscal del Ministerio Público, yo me empecé a negar a firmar los informes de cumplimiento de estas personas.

Si mal no recuerdo, desde que se empezó a contratar a estas personas, los informes de cumplimiento pasaron a ser firmados directamente por el Director Nacional. Si él los quería contratar, que él asumiera la responsabilidad de recibir los trabajos que estaban realizando.

Respecto de la contratación de Vox Comunicaciones, no estuve en esa reunión, la cual se realizó en un comité en que no participé.

Las reuniones del comité de comunicaciones se realizaban los miércoles de 10 a 12 y participaban Sebastián Mathews, Max Raide, Gabriele Lothholz y Carmen Paz Maldonado. Yo participé al principio, pero después, con el tiempo, dejé de participar porque efectivamente la opinión que yo daba, que la consensuábamos con Mariana Alcérreca, era siempre disidente. 

La mayor crisis se desató a fines del 2012, cuando Mariana Alcérreca me dice que se enteró que toda la planificación comunicacional para el INE, del período 2013, la está haciendo el comité de comunicaciones con la gente de Vox Comunicaciones.

La relación con los equipos técnicos estaba absolutamente quebrada, la situación hizo crisis cuando, este año, se realiza una solicitud a través del sistema de transparencia, en la cual se piden copias de los contratos más altos de la organización.

En esta solicitud de transparencia se piden los contratos de Mariana Alcérreca, Eduardo Carrasco, Jaime Espina, Sebastián Mathews, Max Raide y otros funcionarios. Esto provocó una situación tensa, en extremo, dentro del equipo directivo de línea de la organización, con este equipo paralelo.

Cuando nos reunimos con el ex Director Labbé, le dijimos que la respuesta a esta solicitud de transparencia es fácil, en el sentido de que se toman los cuatro contratos, donde se debe informar que Max Raide no está contratado, y se entregan las copias de las resoluciones que aprueban las contrataciones. Punto. Así fue cómo el problema se solucionó.

El complot político, internamente -que menciona el ex Director señor Labbé, lo digo con mucha responsabilidad, nunca existió.

Para cerrar este punto y respecto de la filiación política de los 11 firmantes, la verdad, es que la desconocemos. En el INE las preferencias políticas son un tema donde el personal es muy respetuoso. Sin embargo, me atrevo a decir que entre los firmantes de la carta hay de todos los colores políticos.

Para seguir contextualizando, me gustaría precisar algunas cosas con respecto a la filtración de los datos del Censo.

El día del lanzamiento de los resultados del Censo, debo reconocer que el estado anímico de Marcela Martínez -jefa de Prensa y Comunicaciones- y de Mariana Alcérreca era bastante agrio. El día anterior, Marcela nos había comunicado que había recibido información de que los datos del Censo se habían filtrado a los medios de comunicación escrita.

La gran preocupación de Mariana y de Marcela era que, si los datos del Censo contenían errores, ello no afectara ni al Ministro Longueira ni al Presidente de la República.

Hablé formalmente con el Director Labbé y le solicité que dispusiera la instrucción de un sumario administrativo -ya no recuerdo-, le pedí a la secretaria que redactara el documento, se llevó para la firma, pero no quiso firmar. La investigación sumaria no se solicitó hasta la publicación de la carta. Fue una decisión bastante incómoda. También gatilló el correo enviado por el jefe del Departamento de Infraestructura Juan Radrigán, donde solicitaba hacer una investigación. A esa altura nosotros estábamos radicados en nuestras oficinas y no teníamos ningún acceso a la oficina del entonces Director.

Quiero precisar que esta administración paralela se vio claramente reflejada cuando conversé con Mariana y propuse al señor Labbé dejar de ser su jefe de gabinete y que nombrara a Sebastián Mathews o a Max Raide y así, yo me limitaría a hacer las labores que estaba realizando con Mariana en el Plan de Modernización y en coordinación de regiones. Mi petición fue acogida, pero nunca la pusimos en práctica.

Terminadas las exposiciones que anteceden, en el seno de la Comisión se suscito un debate, cuya síntesis se consigna a continuación:

La señora Alcérreca (doña Mariana), ante la pregunta del Diputado señor Latorre, respondió que respecto de las desvinculaciones de Marcela Cabezas y de Marcela Martínez, alrededor del 18 de abril, el Director me llamó a su oficina y me dijo: “Te voy a contar a una decisión que tomé, que sé que no te va a gustar. Hoy voy a desvincular a Marcela Cabezas y Marcela Martínez” 

En el caso de Marcela Cabezas, me comentó que, definitivamente, tenía muchos problemas con ella, los que posteriormente -al hacer sus declaraciones ante la prensa- él denomina “problemas de feeling”, pero que básicamente tenían que ver con -diría yo- dos grandes temas. Uno era la percepción que siempre tuvo el Director de que los equipos técnicos estaban boicoteando el Censo, porque le hacían ver aquellos problemas que se estaban produciendo y, por otro lado, porque el Director, desde que terminó el levantamiento del Censo, el Comité de Comunicaciones empezó un trabajo de extensión, que buscaba que profesionales del INE trabajaran principalmente con académicos de universidades en investigación con los datos del Instituto. Marcela Cabezas se negó a esa posibilidad, no quería que los equipos técnicos participaran de esta investigación o extensión que propuso el Director Labbé.

El Director Labbé percibió en Marcela Cabezas una sensación de oposición permanente a él. A mí parecer, hubo oposición a varias decisiones, pero le hice ver al Director en ese momento que era una medida que no compartía, que Marcela Cabezas tiene su carácter, pero que es una persona técnicamente intachable.

Creo que la desvinculación de Marcela Cabezas tiene que ver directamente con la solicitud de transparencia, pues pidió los contratos de la gente con más altos sueldos a honorarios. Este fue un tema que quedó en la mesa y circuló por los pasillos desde que se desvinculó a Pablo Núñez, era: “tú me echaste uno, yo te echo uno”, y finalmente salió.

El señor Sepúlveda, respondió una pregunta del Diputado señor Juan Carlos Latorre sobre el despido del jefe del Subdepartamento Administrativo, Pablo Núñez, diciendo que una de las cosas que no se previó en la planificación del Censo, fue el hecho de contratar a 16.000 personas, lo que implicaba un esfuerzo administrativo gigante. 

Así, la contratación de alrededor de 6.000 personas sólo en la Región Metropolitana en tres meses, variando muchos contratos mes a mes, significó errores que hubo que subsanar muy a última hora. Fuera de otros problemas en la línea permanente, como el que Mariana Alcérreca, como gerenta, pedía información, no estaba a tiempo y se requería de un cambio drástico y rápido en un momento en que también había que asumir las responsabilidades que podía generar el Censo y había que intervenir la Subdirección Administrativa posteriormente para ordenar todo lo que había pasado en el proceso. Eso gatilló la decisión de desvincular al subdirector administrativo, que había sido elegido a través de la Alta Dirección Pública hace menos de un año. 

La señora Alcérreca, sobre la desvinculación de Marcela Martínez, dijo: Para mi gusto, es tan extraña como la de Marcela Cabezas, una profesional que para el INE, en cuanto a los productos tradicionales, como el IPC y la Encuesta Empleo, había funcionado bastante bien. Pero, Marcela Martínez, en el momento en que se produce la filtración de datos del Censo, planteó la gravedad que significaba y mandó un correo electrónico a todos los que estábamos involucrados en el proceso, tanto dentro del INE como fuera del Instituto, como el Ministerio de Economía y Presidencia de la República, diciendo que una filtración al mundo del periodismo es bastante poco profesional. Al Director le pareció que había roto las relaciones con el Ministerio de Economía, porque la gente del equipo de comunicaciones de dicha cartera le habría reclamado por el correo electrónico que mandó Marcela Martínez. Esa es la razón por la cual la desvincularon. Es así de sencillo.

La señora Alcérreca, sobre la filtración de datos, dijo querer explicitar cosas bien puntuales: primero, el día anterior a la presentación de los datos en el Cerro Santa Lucía, me encontraba con Marcela Martínez en su oficina, que está al lado de la de Sebastián Mathews, quién en ese momento hablaba por teléfono; Max Raide se encontraba parado, escribiendo en su celular, y Eduardo Carrasco se encontraba en su oficina. Sebastián Mathews en voz alta pregunta: “¿Cuál fue el dato de cobertura de vivienda que dimos en agosto?”. Nadie responde, me acerco y le digo: “98,4 por ciento”. Esa cifra no iba a ser publicada, porque se publicarían los datos finales, no los de agosto. Ese mismo día, como dijo Raúl Sepúlveda, Marcela Martínez nos cuenta que recibió un llamado telefónico de una periodista de El Mercurio, que le pide confirmar una cifra, que era precisamente el 98,4 por ciento de cobertura de viviendas. Esto nos llamó profundamente la atención. Al poco rato, el Director llegó de una reunión, le informamos lo ocurrido, luego lo llamó el Subsecretario Flores para comentarle lo mismo y preguntarle cómo se habían filtrado los datos. El Director responde que no sabe, no le da mayor importancia, le baja el perfil, y le dice que no es la primera vez que nos filtramos. 

A la mañana siguiente, digamos el 2 de abril, cuando se presentan los resultados, antes de irnos al Cerro Santa Lucía, recibí 4 mails que me parecen del todo importantes.

El primero es un mail que manda Ninoska Damianovic, del subdepartamento de Estadísticas Demográficas, a Julio Ortúzar, en el que le hace la observación que los datos que publica “El Mercurio”, respecto de la fecundidad, no son los que maneja el Departamento de Demografía del INE.

De hecho, quisiera leer el punto 6, donde dice: “Con relación al nivel de mortalidad, nuevamente debemos señalar que este indicador se obtiene principalmente de las estadísticas vitales. Por lo demás, las cifras publicadas por “El Mercurio” corresponden a una estimación de la esperanza de vida por nacer de hombres y mujeres para el 2012, a partir de la serie histórica de estadísticas vitales de 2002 a 2010. Proporcionada por Demografía al señor Carrasco, ayer lunes por la tarde.”.

Quisiera leer el punto 7 del correo electrónico aludido: “Ya no prosigo con lo planteado por otros diarios, cuyos comentarios son un concierto de malos entendidos y datos confusos. Me preocupa lo que dicen los diarios como dicho por el INE. Solo no se sostendrá ni un minuto al momento en que los expertos investigadores comiencen a realizar su análisis. ¡Pobre INE!”.

Recibí un mail de Gustavo Villalón, también del Departamento de Estadísticas Demográficas, en el que él le dice a Sebastián Mathews que lo están llamando periodistas de la Radio UC y otro de “La Tercera”, en relación a los valores de la tasa de fecundidad. Considerando que ellos no calcularon esas tasas, que no conocen los valores, que no conocen la forma de cálculo, simplemente no lo va a responder y se lo va a derivar a Eduardo Carrasco.

Les hago mención de otro mail de Andrés Bustamante, en el que me hace ver, en primer lugar, la gravedad de lo que pasó y, en segundo lugar, me señala que los datos que trae el diario “El Mercurio” respecto de la encuesta post censal tiene errores. Dice que el tamaño muestral es de 36 mil viviendas, en circunstancias que es de 23 mil. Se dice que las viviendas fueron censadas nuevamente, cuando en realidad se les aplicó un cuestionario corto, etcétera.

También, recibimos un mail, directamente desde la Presidencia de la República, de María Irene Chadwick, quien estaba en la organización del lanzamiento de los datos, pregunta quién filtró los datos. El 2 de abril, María Irene Chadwick dice: ¿Quién pasó los datos del censo a los diarios? En ese mismo momento tomé el mail y se lo reenvié a Raúl Sepúlveda y a Raúl Chinchón, fiscal. Me parece que, siendo este mail de la Presidencia, tenemos que iniciar un sumario interno. Raúl Chinchón me responde: Quedo atento a la instrucción formal para iniciar los procedimientos. Raúl Sepúlveda, en ese momento, me dice que solamente por un mail de la Presidencia de la República o por la filtración en los diarios ya hecha, debiera ser suficiente para iniciar el sumario, sin embargo, se espera una instrucción formal. Esto fue el 2 de abril. El 8 de abril recibí un mail de Juan Radrigán, en el que me pide explícitamente plantear este tema en un comité directivo porque el problema es grave. 

Podremos entender que hay estadísticas que son, menos sensibles que otras, que pueden producir menos daño económico, menos daño político, pero, efectivamente, que al INE se le filtren los datos es grave.

El fiscal contesta: Ya habíamos planteado en su momento lo delicado que fue este tema, por lo que quedaré atento a las instrucciones formales, no solo para investigar, sino, además, para hacer frente a terceros, que el INE aparezca que tomó las medidas correctivas pertinentes.

Como dijo Raúl, nosotros, insistentemente, intentamos que esto fuera así, pero no pudimos lograr que el Director firmara el documento para instruir la investigación sumaria o el sumario administrativo hasta el día, más o menos, 20 de abril, días después de que había sido desvinculada Marcela Cabezas y había sido publicada la carta de los 11 jefes técnicos del INE.

Un antecedente adicional respecto de la filtración de datos es que, por solicitud de Marcela Martínez, todos aquellos que tuvimos acceso a los datos del Censo y estábamos contratados por el INE, firmamos un compromiso de confidencialidad. 

La misma tarde del 2 de abril, el señor fiscal, Raúl Chinchón, me comenta que Sebastián Mathews le fue a pedir de vuelta su carta de compromiso de confidencialidad, que firmamos todos. Le digo que no se la puede devolver por ningún motivo y que lo debe considerar como parte de la investigación.

Respecto a la entrevista del Director señor Labbé con el señor Coeymans, no recuerdo la fecha, a la que llaman a Marcela Cabezas, porque el señor Coeymans había sido su profesor. Se saludan, conversan en el pasillo, y luego se va el señor Coeymans. El Director Labbé se me acerca y me pregunta. “¿tú conocías a Juan Eduardo Coeymans?” Le contesté que solo lo conocía de nombre, porque fue profesor de la universidad donde estudié. Él me dice: “ah, porque nos vino a pedir pega.” porque parece estar en edad de jubilación en la Católica.

Respecto de la pregunta sobre los motivos de mi decisión de hablar, puedo decir que intenté por todos los medios posibles dar las alertas correspondientes. En la primera parte de mi exposición les conté todas las peleas internas que sostuve con el Director Labbé, pero no me quedé en eso. Yo, efectivamente, tuve, al menos, un par de reuniones y se las puedo detallar.

Una semana antes de que se entregaran las cifras, última o penúltima semana de marzo, tuvimos una reunión de comunicaciones con el Ministerio de Economía, reunión en la que participa el equipo de comunicaciones del ministerio y Vicente Correa, como jefe de Gabinete del Ministro; estaba el Director -no recuerdo si estaba Sebastián-, estaba yo y en la primera conversación empiezan a hablar de este acto donde el Presidente entregaría los datos a la ciudadanía. “Yo, en verdad, en esa reunión me opongo tenazmente a que sea el Presidente el que entregue los datos” y se lo dije a Vicente Correa con todas sus letras y como una opinión personal, lo dije de esa manera para no poner encima de la mesa la opinión del Director “no es conveniente que el Presidente, ni el Ministro, entreguen los datos del Censo, pues es un acto del INE, más allá de que el Instituto le entregue al Presidente y al Ministro la información, pero es el INE el que le informa los datos al país”. La respuesta de Vicente Correa fue: “no te atrincheres”, y respondí: “no me estoy atrincherando, lo que quiero es que el INE sea el responsable de entregar los datos”. Insisto, no quería al Ministro ni al Presidente involucrados en esto. En esa reunión, Vicente Correa me dijo: “a no ser que haya alguna información que no sabemos”, pero tenía al Director al frente, ¿qué hacía?

Volvimos a la oficina, me encerré con el Director y le dije: “tenemos algo que decir; no podemos quedarnos callados con esta información”, me responde: “no vamos a decir nada”.

Días después, sostuvimos una reunión con el equipo de programación de La Moneda. En ese encuentro, participó un grupo muy grande; el evento estaba montado y lo único que me atreví a decir fue: “nunca antes, en base a nuestros registros, un Presidente había entregado los datos del Censo” El Director del INE le entrega los datos al Ministro y al Presidente, así se hizo en el Censo en 2002, cuando al Presidente Ricardo Lagos se le dieron los resultados. Posteriormente se regresaba al INE que hacía la conferencia de prensa. Lo planteé en esa oportunidad y un señor, del cual desconozco el nombre, dijo: “ese es un buen punto”, pero ahí quedó.

De esa reunión regresé completamente destruida, porque estaba derrotada. Ya no tenía posibilidad de suspender la presencia del Ministro y del Presidente en la entrega de los resultados. Conversé con Raúl Sepúlveda y le informé que, ese mismo día, renunciaba. Raúl trató de tranquilizarme un poco, dentro de lo que fue factible.

Llamé por teléfono a la persona que consideré más cercana o con la que tenía un nivel de confianza mayor, la fiscal del Ministerio de Economía, Macarena Letelier, puesto que con ella estábamos trabajando el proyecto de ley. Lloraba a mares, debo reconocerlo y muy complicada le pedí a Macarena que me ayudara a bajar el evento, porque los datos del Censo no estaban bien, porque había un informe de un consultor que señalaba que faltaban 200 mil hombres y que la omisión era de más del 4 por ciento, y le dije: “por favor, ayúdame a detener esto” y me respondió: “quédate tranquila, voy a hacer algo”.

Luego entramos con Raúl Sepúlveda a la oficina del Director y, en ese mismo momento, lo llamó Vicente Correa. Entiendo que Macarena Letelier se comunicó con Correa, pues era la persona que en ese momento podía cumplir algún rol, porque ella no tenía posibilidad de intervenir. El Director le contó que justo ese día se enteró que había un informe y que no le daba ninguna importancia y Correa le preguntó: “¿estimas que 200 mil es un número razonable de omisión?” y el Director dijo: “sí” y le contestó: “entonces, vamos”. Claro, si fueran 200 mil personas la omisión sería maravilloso: 200 mil sobre 17 millones, es una omisión bajísima; el punto es que eran 200 mil escondidos en varios más. Ahí quedó y no hubo caso.

De hecho, el Director Francisco Labbé se enteró que yo hablé en el Ministerio de Economía, porque me comentó: “Mariana, en el Ministerio dicen que eres una histérica, porque te faltan 200 mil hombres”. 

Después de la carta, pensé que no había qué hacer. Era un día antes del Censo y una vez que salió la Carta de los 11, alrededor del 20 de abril, pedí audiencia con el Ministro Pablo Longueira, pero me recibió Vicente Correa. A esa reunión acudí con Julia Ortúzar, subdirectora de operaciones y, además, quien subroga al Director en caso de que no esté. La reunión se llevó a cabo en el Ministerio de Economía.

En la reunión partí aclarándole a Vicente Correa que conocía de su amistad con Maximiliano Raide; el Director tenía comunicación directa telefónica con el Ministro y con Vicente Correa, porque Maximiliano Raide se había hecho amigo de Vicente. Por lo tanto, lo hice presente y señalé que sabía que corría un riesgo al sostener la reunión, pero no podía evitarlo, porque lo que tenía que decir era más importante.

En ese momento le informamos de todo a Vicente Correa: le hablamos de las cifras del Censo, de los problemas de las contrataciones, de los problemas internos y del clima laboral. La respuesta fue: “ay, pero si así en Pancho” y luego dijo: “no se preocupen, lo de la carta es un montaje del comando de Bachelet” Con Julia nos miramos y nos dijimos: “no hay nada más que podamos hacer”. Lo único que agregamos fue: “sabes que más, cumplimos con advertir lo que está pasando, si no se nos quiere escuchar, no hay mucho más que podamos hacer.”.

-o-

El día lunes 2 de septiembre de 2013, la Comisión Investigadora celebró una sesión especial a la que concurrieron invitadas la ex subdirectora técnica del INE, señora Marcela Cabezas, y la ex jefa del Departamento de Comunicaciones del INE, señora Marcela Martínez, de cuyas intervenciones y debate consecuente, se hace el siguiente resumen:

En primer lugar, le correspondió intervenir a la señora Cabezas, quien expresó lo siguiente: soy economista de la Universidad Católica, tengo un Máster en Economía y un Máster en Salud Pública de la Universidad de Boston. Prácticamente, he trabajado toda mi vida laboral en el sector público, porque ahí está mi vocación.

Llegué al INE en 2008 a ocupar el cargo de subdirectora técnica y mi renuncia no voluntaria fue el 3 de junio de 2013.

Considerando que ya han escuchado testimonios exhaustivos de lo que sucedió en el INE, y que ya se han entregado a la opinión pública los anexos de la comisión evaluadora, quiero centrarme en tres puntos respecto de los cuales puedo hacer un mejor aporte.

El primero de ellos tiene que ver con el retraso en la metodología del IPC, el cual causó mucha controversia.

El segundo tiene que ver con el cambio del tipo del Censo de Hecho a Derecho y las advertencias que nosotros pudimos haber hecho como equipo.

El tercero tiene que ver con la manipulación de datos y las advertencias que se hicieron para la presentación de esos datos.

En cuanto al primero: En el INE veníamos trabajando desde 2010 en una serie de optimizaciones de la metodología del sector vestuario, ya que algunos supuestos que se habían adoptado con el cambio metodológico, cuando se hizo el cambio del IPC del Gran Santiago al IPC Nacional, aparentemente, no se estaban cumpliendo, lo que llevaba a tener un IPC un poco sesgado a la baja.

Para que tengan una idea, a diciembre de 2011 habíamos entregado aproximadamente 400 documentos de estudio de todas las divisiones del IPC. O sea, lo que estábamos presentando no era una improvisación, era un trabajo consciente, con un equipo profesional.

El 18 de marzo solicitamos una reunión con el señor Labbé para que visara la propuesta de cambio metodológico en la División de Vestuario. El Director nunca antes había vetado alguna actividad de dicho cronograma y, en general, estos temas eran dirigidos por la subdirectora de operaciones y por mí, y cuando se requería visación del Director, se le pedía, pero era prácticamente un trámite, pues él no se involucraba mucho en estos temas. 


Le planteamos la necesidad de anunciar el cambio rápido, puesto que el mercado estaba inquieto y ya se comentaban los problemas que tenía esa División. De hecho, nosotros ya habíamos hecho cambios hace un año atrás. Se le explicó claramente que el INE debía transparentar esa situación antes de que estallara por externos. 

El Director Labbé, inexplicablemente, se negó al cambio, manifestando que no veía el problema metodológico, aun cuando se le dio una explicación exhaustiva. Se le dijo que habíamos tenido reuniones con gente que conocía del tema, habíamos tenido reuniones con el Banco Central, posteriormente con Hacienda, con Economía y con expertos que estaban operando en el mercado. Todos ellos se mostraron de acuerdo con el cambio de metodología. Había consenso absoluto entre nosotros, no teníamos absolutamente ningún disenso; esta era una propuesta técnica. 

Se le planteó que si él tenía dudas, citáramos de inmediato a un comité técnico externo, antes de anunciarlo, pero con eso podíamos apaciguar los líos que había en el mercado para que él se sintiera seguro y de esa forma disipar todas las dudas que había, pero él se negó rotundamente. De ahí en adelante todo se convirtió en una comedia de equivocaciones y de rumores. El 2 de abril estalló en la prensa el cuestionamiento del INE a raíz del informe del Celade. 

Se hicieron entre seis a ocho reuniones en todo el período, en las que él sistemáticamente se negaba a hacer el cambio. Esto siguió y, si ustedes se acuerdan, en la prensa siguieron las controversias. Una edición entera de la revista “Qué Pasa” trató sobre el IPC. El 14 de abril salió una entrevista que le hizo dicha revista; o sea, ya había pasado un mes desde que habíamos hablado con él -habíamos tenido alrededor de 8 reuniones con él planteándole el tema- y le preguntaron: ¿Hay errores en la metodología que emplea el INE, como recalcan algunos economistas? Y él contesta: La metodología está perfecta.

La conclusión que nosotros sacamos como equipo es que si se hubiera seguido la propuesta de los equipos especializados, se habría evitado el cuestionamiento de la credibilidad del INE a nivel nacional e internacional respecto del IPC. 

Respondiendo las preguntas de los Diputados señores Harboe, Farías y Edwards, la señora Cabezas dijo que como actora técnica, tenía relaciones regulares y cotidianas con el Banco Central, con el Ministerio de Economía y con el de Hacienda; es normal. Tuvimos conversaciones con el gerente de la División Estudios del Banco Central, señor Luis Óscar Herrera; con el gerente de la División Estudios del Ministerio de Economía, señor Jorge Hermann, pero no recuerdo el nombre del jefe de asesores del Ministerio de Hacienda.

Nunca recibí ninguna petición que no correspondiera, quiero dejarlo claro, ni de Hacienda ni de Economía.

Me quedo con el testimonio de Mariana Alcérreca quien declara abiertamente en la Comisión Externa Revisora del Censo 2012 que el Director le comentó que no quería hacer el cambio en el IPC, porque él pensaba que yo estaba tratando de aumentarle la inflación a este Gobierno. Él, sistemáticamente, quedó preso de una sola explicación: Decía que no creía que hubiera problemas en la metodología.

Nosotros teníamos un IPC solo del Gran Santiago, no teníamos un IPC nacional. Cuando se pasa de un IPC Gran Santiago a nacional, se hace una serie de supuestos técnicos de cómo se comportan los precios a nivel nacional, etcétera. Como no se tenía registro, uno no podía saber, a priori, qué iba a suceder.

Respecto del problema del vestuario, ya se le había hecho ajustes, operativos. Según el cronograma, lo que nos tocaba ahora era hacer esto, y después venía el cambio mayor, que es cuando se hace el cambio de canasta. Ese cambio se va a hacer el próximo año.

Nosotros consideramos que esto había que hacerlo de inmediato. El Fondo Monetario ya nos había revisado; creo que el año anterior habíamos hablado sobre el tema, y consideramos técnicamente que, ya que estaba todo piloteado, teníamos todo listo, no se podía esperar seis u ocho meses más; a esa altura era, casi, un año. Esa es la razón.

Antiguamente en Chile el cambio del IPC, el cambio de canasta, con todas las actualizaciones metodológicas, se hacía cada diez años. Eso se cambió y, como Chile tiene una economía indexada, resolvimos que cada cinco años tendremos el cambio metodológico fuerte, el cambio de actualización de canasta. 

Ahora, ¿qué sucedió con el caso de vestuario? Al haber ajustes menores o temas como el caso de vestuario, que se hicieron supuestos por desconocimiento en Chile, porque no había historia de comportamiento respecto de cómo se iba a desempeñar la serie, en ese caso, si está probada la metodología, no hay dudas de lo que viene, se hace en el minuto y se debe ser transparente hacia afuera. Eso es lo que hacíamos y cada vez que se llevó a cabo un ajuste de cualquier indicador, en el IPC es más sensible aún, la obligación es comunicarlo al público y eso fue lo que se hizo.

De hecho, para que tengan una idea, la primera vez que él enfrenta que hay un potencial problema y se allana a tratar de llamar a un comité de evaluación externo, es posterior a la “Carta de los 11”. Respuesta por escrito no tuvimos.

Respecto del cambio de tipo de censo, de hecho a derecho, y las advertencias potenciales que se hicieron en el Servicio, es un tema central en la discusión, respecto de quién y con quiénes tomó la decisión del cambio. El Director Labbé ha presentado contradicciones en sus declaraciones respecto de este tema, que quiero puntualizar.

Primero, en la declaración en la Comisión Externa Revisora, con anterioridad a la que el señor Labbé envía por escrito a la Cámara de Diputados, señala que el cambio fue estudiado con Carrasco y Alcérreca, lo que es corroborado por el testimonio de Mariana Alcérreca y lo que he escuchado de los voceros de la Comisión Externa Revisora, es prácticamente todo lo que han expuesto los invitados que tuvo dicha comisión. 

Segundo, en el momento en que salen las conclusiones de la Comisión Externa Revisora y hacen hincapié en el tema principal de los errores del Censo, en el cambio de Hecho a Derecho, es cuando él envía la declaración a la Cámara, cambia de versión y dice que fue consensuado con el INE. Ustedes ya escucharon la declaración de Mariana Alcérreca y quiero ser súper clara en lo que les voy a decir. El cambio nos fue comunicado, no consultado, el 1 de septiembre en un comité directivo del Censo, en el cual estaba -y quiero resaltarlo- la jefa de Operaciones del Censo. O sea, ella no tuvo idea del cambio, nunca fue consultada, no se le preguntó cuántas personas requerían para hacer el cambio de Censo, no se le consultó presupuesto, ni absolutamente nada. Ella se enteró, al igual que nosotros, el 1 de septiembre. Ahí se nos dijo que estaba aprobado por el Presidente de la República y por el Ministro de Economía.

Luego, 10 a 12 días, se formalizó el cambio en la Comisión Nacional Censal. Lo que hicimos en ese minuto fue ponernos a trabajar, con Mariana armamos grupos de trabajo corriendo para que abordaran las distintas temáticas que no se habían visto con los equipos técnicos del INE. Uno de esos grupos quedó conformado por funcionarios de la Subdirección Técnica y de Demografía.

No pudimos hacer trabajos de consistencia para revisar, por ejemplo, las cifras de temas laborales. Eso se requería revisar, podíamos tener inconsistencia en lo que arrojaba el censo, en la encuesta de empleo. Eso tendría que haberlo visto el equipo de estudio laboral. Nadie de nosotros vio las bases. El trabajo regular que se hace en el INE, de revisar consistencia en los productos, en este caso no se hizo. 

Se arman grupos rápidamente, entra gente de la Subdirección Técnica y de Demografía, que era un equipo fundamental para nosotros, y hacen un informe en un trabajo de cuatro días, del 5 al 8 de septiembre, también traje el informe. Dicho informe concluye que se requería plazo adicional para realizar una serie de pruebas piloto. Andrés Bustamante les expuso en detalle, pero les voy a dejar el documento. 

Como estábamos a matacaballo, se presentó en un comité directivo ese mismo día. El Director con Carrasco -esto es consistente con lo que declaró Mariana Alcérreca-, al ser consultados en la Presidencia y en Economía, siguieron trabajando solos y nos informaron posteriormente. Lo que dijo Mariana Alcérreca es que en Economía le plantean los posibles conflictos, las minutas técnicas, en fin. Cuando vuelven al INE, el señor Carrasco señala claramente que todo eso está controlado. A esas alturas, no teníamos idea de lo que estaba sucediendo. Pero, cuando nos enteramos y presentamos este trabajo, el director y el señor Carrasco desestiman la propuesta de tiempo adicional, diciendo que todo estaba controlado. Quiero resaltar que nunca habíamos trabajado en un censo previamente y él supuestamente era experto en censos, porque había trabajado en dos censos anteriores. La jefa del censo, la subdirectora de Operaciones del censo y yo consideramos necesario hacer mayor cantidad de tiempo, pero se desestimó.

Cuando el Director Labbé habla de plana mayor, entiendo que se refiere a ese comité directivo, el cual está compuesto, en general, por la subdirectora de Operaciones, señora Julia Ortúzar; por el subdirector Administrativo, que fue cambiado. No recuerdo si ya se había producido el cambio, pero antes era el señor Pablo Núñez. También hubo un cambio ahí porque antes era fiscal Alejandro Layseca y después pasó a ser Raúl Chinchón. También lo integraban el Director; el señor Eduardo Carrasco; la jefa de Operaciones del Censo, y el señor Juan Radrigán, quien legalmente no es subdirector, pero actúa como tal. Es un departamento de mucha importancia en el INE y él actúa como si tuviera el rango de subdirector. Ahí nunca se tomó la decisión.

Según lo que dijo Mariana Alcérreca, al único que se le comunicó un poco antes, porque se necesitaba trabajar con él, fue al entonces fiscal, Alejandro Layseca, porque debían ver algo, aparentemente, de la comisión censal.

Respecto de la pregunta del Diputado señor EDWARDS sobre si se manifestó disenso en forma pública o no, para nosotros eso fue una sorpresa. Para ser honesta, en ese minuto no reaccionamos. Pensamos que eso era lo que había que hacer. A la semana, cuando hicimos el estudio rápido en el equipo, dijimos que necesitábamos tiempo y eso está por escrito. O sea, se manifestó que se requería más tiempo.

En cuanto a si es mejor para Chile un Censo de Hecho o de Derecho, debo precisar que no soy especialista en censos, sino subdirectora técnica. Por lo que he conversado con los demógrafos, entiendo que Chile estaba en una transición natural hacia un censo de derecho. Entiendo que eso se había discutido con los anteriores equipos de censos y de demografía en el INE, los cuales resolvieron que Chile todavía no estaba listo para realizar un censo de derecho en esta oportunidad.

Quiero referirme a un punto que el Director Labbé ha sostenido sistemáticamente, pero que no es cierto. Él señala que para contar población uno puede usar solo los datos del Servicio de Registro Civil. ¡Eso no es cierto! No tenemos buenos datos de migración interna, por lo tanto el Censo es vital para ese tema.

En cuanto a la consulta del Diputado señor Jarpa de si esas advertencias fueron hechas en reuniones o por escrito, puedo señalar que esto lo entregamos por escrito en una reunión. Las otras conversaciones respecto de que no alcanzaban los censistas fueron verbales.

Respecto de la pregunta del Diputado señor Harboe sobre quiénes estaban en esa reunión, ya dije que el equipo de personas que señalé. En todo caso, la señora Mariana Alcérreca tiene todas las actas de los comités directivos, por lo tanto podrían consultarlo con ella.

En relación con qué se dejó de cubrir en el presupuesto, en ese tema también pido que conversen con la señora Mariana Alcérreca. Sé que ella tuvo que hacer ajustes, pues hubo un déficit. No recuerdo bien, pero, por lo que aparece en las declaraciones, son aproximadamente 1.800 millones. En realidad, no sé cómo lo ajustaron. La señora Mariana Alcérreca llevaba los presupuestos; en verdad, no tengo idea de temas administrativos.

Por otra parte, sobre las tres personas que me preguntó el Diputado señor FARÍAS, son las mismas que declaró la señora Alcérreca aquí, a saber, la señora Mariana Alcérreca, el señor Eduardo Carrasco y el Director Labbé. 

En cuanto a si los asesores del Director Labbé estaban al tanto, no tengo información al respecto.

Cuando Mariana Alcérreca habla de manipulación de cifras se refiere a dos temas principalmente:

Primero, a que la presentación de las cifras censales se escondió deliberadamente al país -por eso se habla de manipulación- y que la población de 16.634.603 personas incluía a la población no censada e imputada.

El segundo tema al que ella hace alusión, que, a mi juicio, confirma la intención de mentir y configura la manipulación de datos respecto de esto, tiene relación con las 292.423 personas imputadas a partir de las viviendas inexistentes, que Mariana Alcérreca llamó truchas y otros al interior del INE denominan Caleuche, porque se supone que existen, pero nadie las ha visto. Juan Radrigán también habló del tema y Andrés Bustamante también dijo que esta era una forma de inventar población.

Quiero enfatizar que esto es importante, porque aquí no hay una discusión metodológica. Dado que he seguido las sesiones, sé que alguien preguntó si este era un tema sobre discusión metodológica. ¡No lo es! Esta imputación no existe en ninguna parte y no tiene fundamento técnico. Incluso, en los anexos de la Comisión Externa Revisora aparece una minuta técnica que trata sobre esto, con revisiones de varios países de la OCDE y latinoamericanos, y una entrevista al señor Eduardo Carrasco, quien declara que no estaba de acuerdo. Quiero dejar en claro que nadie del INE estuvo de acuerdo con esto, ni siquiera el señor Carrasco, como indicó la señora Alcérreca en la sesión pasada.

El Director Labbé ha señalado que las bases tienen marca entre lo efectivamente censado y las imputaciones de moradores ausentes y de las viviendas truchas.

La base que se entregó al área de Demografía no tenía esa marca. De hecho, Demografía trabaja con el consultor internacional como si esos 16.6 millones de habitantes fueran censados; ellos estaban observando la consistencia de la estructura de la población y no se les específica. Ellos se enteran de esto después de que el censo se entrega y que comienzan los problemas.

Además, está el mail enviado a la señora Carolina Casas Cordero, que ha sido ampliamente comentado por la prensa y publicado por Ciper. Ella es una profesional con un PhD, experta en temas de encuestas. Luego, me envió otro mail, que publicó Ciper y que traje a la Comisión, mediante el cual me consulta cuáles son las cifras que se entregaron ese día, porque se había confundido. Ante su pregunta de si eran cifras parciales, el señor Eduardo Carrasco le responde a su correo electrónico textualmente lo siguiente: “Los datos entregados y publicados el día martes 2 de abril corresponden al total de viviendas censadas, es decir, son los resultados oficiales del Censo 2012.” 

En conclusión, qué veo. Uno legítimamente puede preguntarse si es creíble que esto pueda tratarse de un error. Para ello, quiero llamar la atención sobre los siguientes puntos: 

-Las advertencias nuestras, con todas las discusiones incluidas, que no son fáciles de olvidar;

-Todos los cuadros presentados en el libro del censo. La publicación oficial entregada al Presidente de la república siempre hace referencia a los 16.6 millones de habitantes, sin ningún asterisco o pie de página que indique que se contemplaban viviendas estimadas;

-En el mismo libro se sostiene: “Estos 16.6 millones se trata de población censada.” Esa es una cita textual que leyó Juan Radrigán en la sesión pasada;

-A Demografía se le hace trabajar con bases y sin advertirles nada:

-También está el mail de la señora Carolina Casas Cordero, y

-Finalmente, tenemos el testimonio de la señora Mariana Alcérreca, de primera fuente, quien atestigua que se le pide silencio sobre lo que se estaba haciendo.

Creo que uno puede tener una legítima duda, pero no vacilo en pensar que esto fue una manipulación deliberada y que se trató de hacer pasar los 16.6 millones de habitantes como población efectivamente censada.

Por último, todos nuestros cuestionamientos respondieron a temas estrictamente laborales y a un afán por defender la institución. Podríamos haber callado, como varios funcionarios del INE piensan que debimos hacerlo o como indica el refrán “la ropa sucia se lava en casa”, pero, a nuestro juicio, eran irregularidades que no podían ser toleradas y por eso hicimos las declaraciones.

Luego, la señora Cabezas, respondió las preguntas de los Diputados señores Latorre, 
Harboe y Farías, de la siguiente forma: En primer lugar, descarto de plano el complot político. He trabajado prácticamente toda mi vida en distintas reparticiones del sector público, como los ministerios y otras. El INE es una institución técnica en la que nunca vi que el factor político tuviera algún rol. Quiero decir respetuosamente que la única persona que ha metido el factor político en el tema es el ex Director Labbé. He pensado al menos en tres cosas sobre aquello. Por ejemplo, no entiendo qué hacía una persona como el señor Maximiliano Raide, sin título universitario, en una institución netamente técnica como el INE, porque a Juan Pablo Raide nunca lo he visto, no lo conozco ni tengo idea cómo es. Incluso, el mismo director describe a Maximiliano Raide casi como un lobista.

En segundo lugar, en relación con el IPC -solo me remito a las declaraciones que he escuchado-, Mariana Alcérreca dijo que el Director no quería hacer el cambio metodológico del IPC, porque pensaba que yo trataba de aumentar el índice de inflación a este Gobierno. Era un cambio metodológico aprobado por la OCDE y que tenía todas las recomendaciones del Fondo Monetario Internacional.

En tercer lugar, según las declaraciones de Mariana Alcérreca, también nos enteramos de que él no quiso comunicar el cambio de Censo de Hecho a uno de Derecho, porque tenía miedo de que se utilizara internamente en el INE por gente que tenía posiciones políticas distintas a las suyas. En verdad, no lo entiendo. No sé si alguien en el Banco Central anda preocupado de las posturas políticas de las personas. En el INE tampoco nadie está pendiente de ese tema. O sea, digo terminantemente que el único que ha hablado de temas políticos es él y no yo.

Por otra parte, cuando él me pide la renuncia al cargo, solicité que Mariana Alcérreca y Julia Ortúzar estuvieran como testigos. Él me dijo que no tenía ningún conflicto técnico conmigo y que mi trabajo era impecable, pero que tenía problemas de feeling o, como dijo Mariana Alcérreca, que yo le caía mal o algo por el estilo. Entiendo que fuera así, porque tuvimos hartos roces. Como soy una persona de carácter fuerte, paré varias cosas. Eso es cierto y no puedo negarlo. 

Para que ustedes tengan una idea, el mismo día de mi despido, en la mañana, él junto con Maximiliano Raide y Sebastián Mathews -ahí entra el rol de los otros personajes- mandaron a llamar a Francisco Bilbao, jefe de proyecto de la EPF, la Encuesta de Presupuesto Familiar, que da origen a las ponderaciones del IPC que estábamos levantando. Lo llaman para preguntarle si él tenía alguna base parcial, porque ésta no estaba terminada en ese momento. Ellos querían empezar a hablar y trabajar para vender -marketear- el producto con empresas de marketing. No entiendo cuál es el rol del INE con aquellas. Efectivamente, teníamos bases parciales, porque las estábamos trabajando junto a la gente del IPC. El señor Bilbao se asustó y les dijo que no tenía ninguna base parcial.

Quiero dejar en claro que cuando los jefes de proyecto y de departamento sacan la carta, después de mi despido, no lo hacen porque me tuvieran tanto cariño, como dijo el señor Labbé, tratando de ningunear a la gente, sino porque cuando me despidió yo era la cabeza que peleaba muchos de esos temas. De hecho, ellos veían que lo que estaba pasando con el Censo se contagiaría hacia los otros productos del INE que hasta ese momento Julia Ortúzar y yo habíamos mantenido a raya.

Sobre las solicitudes de transparencia de información, yo no las hice. En ese sentido, Mariana Alcérreca declaró que el Director o Maximiliano Raide pensaron que yo lo había hecho. Tengo entendido que la solicitud de información fue hecha por el famoso señor Leonardo Osorio, porque es la persona que hace más solicitudes de transparencia. 

Con respecto a mi relación con el actual director Coeymans, voy a tratar de ser lo más fiel posible. Me llaman de la Dirección y en el hall estaban el ex Director Labbé y el señor Coeymans, este último fue profesor mío y me quería saludar.

Conversamos con el señor Coeymans, me cuenta que estaba haciendo un proyecto de burbujas inmobiliarias y quedamos en que le iba a programar reuniones con la gente de operaciones que trabajaba conmigo, porque necesitaba algunos datos. De paso, le pregunto cómo estaba y me responde que más o menos mal porque le habían hecho efectiva una cláusula de jubilación que tiene la Universidad Católica, que por primera vez la hicieron efectiva. Estaba molesto y triste. 

Ahora, sí sé que el ex Director Labbé les contó, al menos, a dos personas del INE además de Mariana Alcérreca, que el señor Coeymans había ido a pedir trabajo. 

A continuación, le correspondió exponer a la señora Marcela Martínez, quien expresó lo siguiente: Soy periodista de la Universidad Católica, llegué al INE el 3 de diciembre de 2012 como jefa de comunicaciones e imagen corporativa del organismo. Si bien en lo formal estuve en ese cargo hasta mayo, en lo físico, hasta el 17 o 18 de abril de 2013.

El INE fue mi segundo trabajo en la administración pública, ya que anteriormente estuve tres años en el Consejo para la Transparencia.

En el INE estaba a cargo de cuatro subdepartamentos que componen comunicaciones: prensa, información ciudadana, ediciones y publicaciones y canales web. Trabajaba en la difusión de los indicadores coyunturales, en actividades de prensa, de difusión y en la coordinación de entrevistas de las autoridades, entre otras responsabilidades.

Hubo funciones que nunca se me traspasaron, que tenían que ver con las decisiones de la página web y con la relación de la institución con los ministerios y con otras autoridades. Esa relación estaba en manos de Sebastián Mathews y Maximiliano Raide.

Sobre la filtración, primero, me voy a referir a un antecedente, que es un acuerdo de confidencialidad que pedí expresamente al fiscal, señor Raúl Chinchón, debido a dos hechos puntuales.

El primero ha ocurrido en enero del año en curso en una actividad de prensa sobre la ley de autonomía que se filtró en el diario “La Tercera”. Lo planteé en el comité de comunicaciones siguiente a esa actividad. Maximiliano Raide le restó importancia, pero el Director, que no había participado del comité, me llamó, porque estaba preocupado, debido a que esa situación nos había perjudicado con los otros medios que habían sido invitados a la actividad.

A medida que avanzábamos con el trabajo de preparación de la difusión del Censo, notaba que el equipo del Censo no tenía el mismo cuidado al trabajar la información que sí tenían los técnicos cuando se elabora la comunicación de los indicadores coyunturales, me refiero a IPC, empleo, etcétera. Yo participaba de las dos preparaciones y veía diferencias.

Las principales diferencias eran en el orden, en el hermetismo del lugar físico en el que se trabajaba y la cantidad de rectificaciones que nos llegaban a comunicaciones desde el equipo del Censo.

El 25 de marzo le digo a Raúl Chinchón si podíamos hacer un acuerdo de confidencialidad específico para el Censo. Me respondió por correo, al día siguiente, que sí era posible.

El miércoles 27 o el jueves 28 de marzo, el fiscal me dice, verbalmente, que estaba listo con la solicitud, pero que a Maximiliano Raide no se le podía pedir que firmara, porque no tenía contrato, y era una de las personas a las que yo había incluido en esa lista. ¿Por qué? Porque andaba por el tercer piso, en la oficina de Eduardo Carrasco y en eso me refiero al hermetismo del lugar en el que se trabajaba. En una coyuntura, nadie entra ni sale si no está participando físicamente, y él no estaba elaborando ningún producto.

El lunes 1 de abril, en la mañana, el fiscal envía un correo electrónico a todos quienes debían firmar el documento, y pedía que se lo devolvieran firmado físicamente. 

Ese mismo lunes, en la tarde, 10 horas después, estaba en la oficina de Marcela Cabezas y recibí un llamado del Diario “El Mercurio”, pidiéndome que confirmara tres cifras: población total, número de viviendas y porcentaje de cobertura.

Fui a la dirección en la que se encontraban el Director Francisco Labbé, la subdirectora de operaciones, Julia Ortúzar y Mariana Alcérreca, y les dije que estábamos filtrados. En realidad, yo estaba impactada. Coincidentemente, una de las cifras es la que esa tarde escuchamos con Mariana que se la habían pedido a Sebastián por teléfono. Lo que escuchamos fue que él dijo: ¿la cifra de cobertura? Yo te la consigo. No escuchamos que él haya revelado la cifra, pero sí que se la pidieron.

Ninguno de los presentes tenía una explicación ni tampoco el equipo de comunicaciones al que le informo verbalmente lo que había ocurrido. En ese momento, delante de Mariana, de Julia y de Francisco Labbé llamo de vuelta a “El Mercurio” y les respondí que no los podía ayudar porque tenía firmado un acuerdo de confidencialidad y no podía decirles nada en ese momento.

Envié correos al Director, con copia a gabinete, al fiscal y a los periodistas que trabajaban en la actividad para que estuvieran prevenidos, porque íbamos a tener una actividad en la que el Presidente de la República iba a dar cifras que iban a estar publicadas esa mañana en los medios.

Posteriormente, envié un correo a Maximiliano Raide, con copia a Francisco Labbé, como asesor en los ministerios, pidiéndole su punto de vista de cómo abordar a la prensa si nos preguntaban por las filtraciones.

A las 8 de la mañana del día siguiente, el 2 de abril, día de la difusión, fui a la oficina del Director. Allí estaban, además, Francisco Labbé, Sebastián Mathews y Maximiliano Raide. Leo la lista de preguntas y respuestas, y dejé para el final la pregunta sobre filtración, que claramente podía ser posible de ser preguntada. Por lo tanto, tenía que conversar con el Director y preguntarle qué respondemos. Él me dijo: qué te puedo decir, que trabaja mucha gente. Le respondo que no era una buena respuesta, porque en todos los productos del INE trabajaba mucha gente. Le sugiero decir que se tomaron resguardos, que hubo un acuerdo firmado y que se iba a investigar.

En ese momento, Maximiliano Raide se impone, con una voz muy fuerte y dice: no, no se puede investigar.

Entonces, le digo: ¿pero qué respondemos? Anoche te envié un mail preguntando tu punto de vista. Me dice: no te podía responder esto por mail.

En ese momento, él, junto con Sebastián, le dijo al Director que no se preocupe, que se quede tranquilo y que no se lo van a preguntar. En ese momento, el Director me pidió salir de su oficina.

Antes de la ceremonia, durante esa misma mañana, recibí llamados de muchos medios, preguntando si era verdad lo de “El Mercurio” y si podía confirmarlo. A todos ellos, incluso a la propia Presidencia de la República, periodista Silvana Orellana, respondí exactamente lo mismo: no puedo confirmar nada hasta después de la actividad porque tengo un acuerdo de confidencialidad firmado.

El día anterior, también me llamaron del Ministerio de Economía, el periodista Saúl Obando, a quien le respondí lo mismo, que no podía decir nada. Nada puede salir de mí. Él dijo: bueno, voy a llamar al Director.

En la ceremonia del Cerro Santa Lucía, al terminar la ronda de preguntas con Francisco Labbé, una periodista de “La Tercera” le preguntó, ¿qué había pasado? ¿Por qué El Mercurio tenía datos? Al respecto, “La Tercera” también llevó tendencias ese día, pero la diferencia era que El Mercurio llevaba datos; cifras exactas.

Entonces, el Director respondió: no me preguntes eso. ¡Qué te puedo decir! Trabaja mucha gente en esto.

Al día siguiente, 3 de abril, llegó un correo al mail genérico de Comunicaciones, del editor general de “La Tercera”, preguntando por la filtración.

Ese día el Director estaba en Valparaíso, con Mariana y Raúl Sepúlveda. Entonces, le envié una propuesta de respuesta, al correo de Mariana, quien era la que estaba conectada. En ese correo sugiero decir que se iba a investigar, que es la misma sugerencia que le había dado el día anterior: que había resguardo, que no se sabía y que se iba a investigar.

Por lo que tengo entendido, el director nunca envió esa respuesta.

Después se inició el sumario en la fecha que está consignada en el documento que dejo en la Comisión. Por lo tanto, eso es todo lo que sé respecto de la filtración.

Respecto del Comité de Comunicaciones, voy a hacer una descripción bastante breve. Se trataba de reuniones que se realizaban semanalmente entre el equipo de comunicaciones interno del INE, incluyendo los coordinadores de los cuatro subdepartamentos de comunicaciones, y los asesores que yo llamaba externos, que eran VoxCom, y sus representantes Gabriele Lothholz y Carmen Paz Maldonado, y Maximiliano Raide, quien era acompañado por su hermano Juan Pablo o por Antonio Hartmann. A veces iban los dos, pero normalmente iba uno de ellos.

A veces, también se sumaba Eduardo Carrasco y, antes de que yo llegara, Raúl Sepúlveda. Sin embargo, él no participó de ninguna de las reuniones en las que yo alcancé a ir.

En mis apuntes conté siete comités a los que asistí, siendo el último el 19 de marzo.

En febrero, debido a las vacaciones, no hubo ninguna reunión, ni con VoxCom ni con Maximiliano Raide. Solo los funcionarios del INE nos juntamos para ver los avances en comunicaciones. ¿Cómo funcionaba? La reunión estaba dirigida por Sebastián Mathews, quien iba introduciendo los temas, para que los coordinadores de subdepartamentos presentaran a los presentes los diversos puntos sobre la tabla que, generalmente, enviaba el día anterior.

Maximiliano Raide zanjaba las posibles discusiones y llevaba los tiempos de la reunión.

Las veces que estuvo Gabriele Lothholz, daba algunas opiniones y hacía algunas preguntas. Y a Carmen Paz Maldonado normalmente se le pedía alguna carta Gantt o alguna actualización de una carta Gantt.

Nunca escuché ningún comentario, ni de Juan Pablo Raide o de Antonio Hartmann. Ellos llegaban con su computador y trabajaban en algo que desconozco.

Con VoxCom intenté trabajar varias veces, incluso pedirles algunas cosas, pero no tuve buenos resultados, salvo en dos ocasiones, en las cuales me hicieron llegar una lista de medios con periodistas y teléfonos, y una carpeta con recortes de la prensa del censo anterior, que recibí fuera de plazo.

Después de esta intervención de la periodista señora Marcela Martínez, en el seno de la Comisión se originó un debate con la participción de los Diputados señores Juan Carlos Latorre, Ramón Farías y Felipe Harboe, del que se consigna una síntesis de las respuestas entregadas por la invitada.

Las periodistas de VoxCom, por los testimonios de quienes trabajaban ahí, en el período del Censo, ellas llevaban las redes sociales y algunos otros temas, y nos ayudaron con la gestión de prensa. Sin embargo, yo no puedo atestiguar nada de ese período, porque no estaba.

Si fue contrato o trato directo, no tengo ningún antecedente; para mí ellas siempre fueron la agencia. Pero si se ve la transparencia activa, aparecen los nombres de personas naturales.

Ellas no participaban de la coyuntura, iban puntualmente a ese comité y después se iban. ¿Qué contacto tenían internamente y a posteriori con el Director, con Sebastián Mathews o con Raid? Lo desconozco. Por la forma cómo conversaban en los comités, me daba la impresión de que Maximiliano Raide tenía algún tipo de trabajo con Vox, anexo al INE.

De repente ellos tenían una conversación más privada y eso me daba la sensación de que estaban hablando de otra cosa, que estaban en otra reunión. Pero por como era el protocolo de cuidados era imposible que hubiese tenido acceso a la coyuntura. Cuando me despidieron o, más bien dicho, cuando se me pidió la renuncia, una de ellas es quien ocupa -por una semana- el cargo de jefa de Comunicaciones. No tengo idea de cómo fue administrativamente, se trata de Carmen Paz Maldonado.

No sé si a ella le daban un sueldo extra, si le hicieron un contrato aparte o si le mantuvieron lo que tenía antes. Eso lo desconozco. En ese cargo ella debió haber tenido acceso a la coyuntura. Ahora, como era el equipo técnico, creo que no le dieron esa confianza, pero debió haber tenido acceso, porque una de mis funciones era esa, trabajar la coyuntura, ver los textos y preparar la difusión de cada uno de los indicadores. 

Yo tenía acceso anticipado a las cifras, cualquiera que ocupara mi cargo lo debería haber tenido. 

Respecto de las preguntas del Diputado señor Farías, ¿cuáles fueron los correos? ¿A quiénes y qué decían? Yo envié correos al Director con copia al jefe de gabinete, al fiscal, a tres periodistas -los dos que ya nombré-, la persona de la Presidencia y dos periodistas de Economía, porque ellos trabajan en la actividad. No envié correos a más instituciones. También les avisé a los Directores Regionales para que no los tomara por sorpresa al día siguiente, además del correo que le envié a Maximiliano Raide. No envié más correos que esos, fueron cinco. 

Insisto, no di un aviso generalizado a todas las instituciones o a varias autoridades. No, no fue así.

¿Qué decían? Que estábamos filtrados. El del Director fue más largo. Otros eran de una línea y el de los periodistas decía: ¡Qué falta de profesionalismo! 

El fundamento que me dio el Director, al momento de notificarme, fue: yo ya no me puedo comunicar; tú ya no me sirves. En lo profesional, no tengo ningún reparo contigo, pero esto llega hasta aquí.

El real motivo, creo que él fue mal aconsejado por gente que no me quería. Ignoro quienes lo aconsejaron, pero me imagino quienes pudieron ser, sus asesores.

En cuanto a la pregunta del Diputado señor Harboe, si Raide tenía acceso a información sensible, yo sé que él tenía acceso a la oficina del Director y también lo vi, muchas veces, en la oficina de Eduardo Carrasco. En la oficina de los técnicos, no, nunca lo vi con nada en la mano que yo dijera: “por qué tiene ese papel”. Pero sí me sorprendió que entrara a la oficina de Eduardo Carrasco en días en que estábamos trabajando en el Censo, por ejemplo.

Respecto del grupo de asesores, era lo mismo. No creo que ellos hayan tenido información sensible de los productos normales.

Ahora, si había un protocolo de protección de los datos, en el caso de las coyunturas, había. Y en el caso del Censo, a mí me pareció débil; por eso, pedí el acuerdo de confidencialidad. El señor Sebastián Mathews lo firmó y después lo pidió de vuelta. Me dijeron: “estuvo en la oficina de administración, o en la subdirección administrativa, y también estuvo en la fiscalía, pidiendo esos papeles”. No sé si se lo devolvieron, habría que preguntárselo a los funcionarios de esas oficinas.

Siguiendo con el problema de la información sensible, también supe que alguna vez Sebastián Mathews habría solicitado la cifra de IPC a la persona de IPC, y ella le dijo: “No, no te la puedo dar”. Él, dijo: “Pero si es para el Director”. “Bueno, le contestó, que venga él, que me llame, yo voy, que me lo pida, pero no estás dentro de la lista de personas que tiene acceso, el día anterior, a esa cifra”.

Ahora, si hubo complicidad entre el Director y sus asesores, yo creo que sí, en general, porque tenían un trato distinto al resto de los funcionarios.

Sobre si tuve dificultades para entregar otro tipo de datos, como el IPC o empleo, nunca.

Incluso, hubo una vez en que la persona de web estaba de vacaciones y quedó que venía después, como su reemplazante, la persona a cargo del IPC. Fui muy dura al decirle: “Por qué estás tú y no está él. Entonces, tienen que protocolizar. No puedo llegar y pasarte el pendrive a ti si tú no eres quien está en la lista”. Entonces, en eso era muy rigurosa.

Ante las preguntas del Diputado señor Juan Carlos Latorre, la señora Marcela Martínez respondió que leyó el informe entregado a esta Comisión por el señor Labbé y en el comité de asesoría comunicacional, lo integraban por parte del INE: Sebastián Mathews, contratado a honorarios, Marcela Echeverría, que coordinaba atenciones y publicaciones y llevaba un área de extensión que tenía Sebastián Mathews; Andrés Aguayo, que fue periodista hasta fines de enero, a cargo de Prensa, otro de los departamentos de comunicaciones; Tamara Arroyo, encargada de la oficina de Información Ciudadana; Andrew Carter, encargado de canales web, y yo, cuando me incorporé al INE.

También participaban los señores Raide, Hartmann y la señora Gabriele Lothholz, ellos siempre asisten al comité.

El cuanto a Constance Pooley, no la conocí. En abril de 2012 ella no estaba y si estuvo deben haber sido meses, porque llegué en diciembre de 2012 y ella ya no estaba, por lo menos físicamente. nunca la conocí.

-o-
A la sesión ordinaria de la Comisión, celebrada en miércoles 4 de septiembre de 2013, concurrió como invitada la periodista, Directora de Ciper Chile, señora Mónica González Mujica. De su exposición se realiza la siguiente síntesis:

Desde junio de 2012 empezamos a recibir una gran cantidad de correos que indican que hay problemas en la recolección de datos del Censo, en la forma de organización al recogerlos, en la organización de la estructura del empadronamiento. Hablo de datos distintos en distintos lugares del país. 

Quiero separar el tema del Censo en dos etapas:

La primera etapa es la que implementa el Director Labbé hasta fines de abril, cuando estalla el escándalo con la publicación de Ciper, y que tiene que ver, básicamente, con un hecho respecto del cual no hay muchas dudas, aparte de la semántica, que no me interesa mucho, y es si hubo o no manipulación de datos. Creo que de eso no hay duda, por dos razones fundamentales: porque cuando uno tiene una base de datos en la que se han sumado casas efectivamente censadas, casas con moradores ausentes y se han agregado casas inexistentes, que es el caso, es evidente que uno debe hablar de manipulación.

Si a las casas efectivamente censadas uno les resta las casas con moradores ausentes y que se clonaron, queda una base de datos limpia. Por la cantidad de correos que recibimos, tengo la impresión de que la calidad de la información de esa base de datos no es óptima.

Si esa información la cotejo con los correos que hemos recibido, insisto, de los distintos sectores del país, en donde se dice que hubo personas que completaron o vieron completar fichas del Censo en los café, es decir, en vez de censar y de hacer el trabajo, se sentaron en un café y llenaron todas las respuestas, eso me indica que aquí hubo un problema de control, de resguardo de la rigurosidad que debe tener un levantamiento de datos como ese y, por lo tanto, la calidad de la información que está en esa base de datos adolece de defectos, que no es cosa de llegar y limpiar, porque este tipo de casas son estas 150 o 200 mil que fueron clonadas. ¡No! Aquí hay un problema con la empresa que se subcontrató para hacer ese trabajo.

La segunda etapa que analizo es qué pasa desde que el señor Coeymans asume como Director Nacional del INE. Esto es el 1 de mayo, un día feriado; han transcurrido alrededor de 4 meses y medio.

Se supone que después de que ocurre la constatación de un problema grave con las cifras del Censo, es evidente que la institución debe tomar el tema en sus manos y asumir una tarea de Estado; así lo entendemos los periodistas. Es decir, ¿cómo enfrentamos un escándalo que provoca no solo un problema para el diseño de políticas públicas, sino también descrédito para este país con respecto a su relación con interlocutores y organismos internacionales en cuanto a credibilidad? Tomando en cuenta que Chile ha sido un bastión en esas materias, tenía una seriedad absoluta y gozaba de prestigio.

Lo primero que se dijo, una vez que estalla el escándalo y que provoca todos los cambios que conocemos, es que se iba a llamar al Bureau del Censo de Estados Unidos y a la OCDE, para que visitaran Chile y analizaran las bases de datos.

El Bureau del Censo de Estados Unidos dijo que no. En el fondo, no se había hecho una comunicación formal cuando se anuncia esto, porque, de lo contrario, se habría sabido de antemano que no. Entonces, a partir de eso hay ciertas cosas que muestran la poca seriedad con que se toma el error en el Censo.

No puedo decir que se le va a consultar al Bureau del Censo de Estados Unidos y a la OCDE para que vengan a revisar y nos aconsejen; cuando el primero dice que no, y el segundo, que no tiene expertos en la materia.

Entonces, se forma la Comisión Externa, que no está impuesta ni por la Cámara de Diputados ni por el Senado ni por una institución extranjera, la nombra el propio INE, con funcionarios de Gobierno, pero, además, con gente que goza de la mayor credibilidad, pues una de las cosas de las cuales nos debiésemos sentir profundamente orgullosos es de la calidad de los expertos y de los profesionales que tenemos en esta materia.

El señor Juan Eduardo Coeymans anunció que se formó, además, una comisión interna, que no solo tuvo la función de entregar información a la comisión externa para que hiciera su análisis con absoluta rigurosidad y tomando en consideración todos los elementos, sino que también hizo una investigación de cuáles fueron las fallas internas. 

Cuando se da a conocer el informe de la comisión externa, se dice después que ya no el Bureau del Censo de Estados Unidos, ni la OCDE van a revisar el informe, sino que lo revisarán el Banco Mundial y el Eurostat.

Cuando Ciper llamó al Banco Mundial, la vocera de comunicaciones nos dijo que se habían enterado de la noticia por los diarios. Por lo tanto, se trata de improvisación. Efectivamente, la gente del Banco Mundial venía a una visita largamente programada que tiene un calendario estipulado anual y, por supuesto, lo único que pueden hacer es remitirse a entregar una recomendación acerca de cuáles son los expertos que van a venir.

Juan Eduardo Coeymans dijo que cuando conoció el informe de la Comisión Externa se produjo un tsunami. Es evidente que lo que todos esperábamos era que Juan Eduardo Coeymans entregara una información diciendo: “este es el cronograma, transparente, para recuperar la credibilidad de los ciudadanos en sus instituciones, pero, por favor, no olvidemos, credibilidad en nuestros interlocutores internacionales”. Sin embargo, nos informan que vienen tres expertos que están en Chile, que permanecerán dos semanas y que no hay calendario, ni cronograma de cuándo terminarán y se habla de un ajuste, no del censo abreviado sugerido por la comisión externa.

¿Por qué no se quiere hacer el censo abreviado? Por una sola razón, porque es la constatación de que el Censo efectivamente fue mal hecho.

En este caso el INE no es autónomo, se le puede tratar como tal, pero no lo es ni legal ni jurídicamente, pues depende del Ministerio de Economía. A nosotros nos parece que, dado lo que seguimos recibiendo como insumo dentro del INE, esto va de mal en peor. No solo no tenemos un recuento y una cronología clara de lo que va a pasar hacia adelante, sino que la comisión interna dejó de funcionar, sin haber hecho nunca un informe y sin que nadie lo hubiese pedido.

Por otro lado, no sabemos qué sucedió con los sumarios internos respecto de los contratos dentro del INE. 

En tercer lugar, respecto de los contratos, ¿el señor Labbé cometió todos esos errores por soberbia o por incapacidad? Tengo mis dudas. No lo sé, no tengo por qué juzgarlo.

Después de hablar con los funcionarios del INE, me di cuenta de que para ellos era un gran orgullo firmar un compromiso de confidencialidad, porque están conscientes de la importancia de la información que manejan, de la importancia que tiene para el país y de la confianza que deposita el país en ellos.

No puedo entender por qué el fiscal del INE, Raúl Chinchón, aceptó la orden del señor Labbé de pagarle al señor Max Raide a través de una triangulación con otras dos personas. Creo que debe dar explicaciones, porque si el fiscal de una institución relaja las normas con el jefe del servicio, es evidente que hacia abajo empiezan a relajarse también. 

Encontré en Internet a un señor llamado Juan Pablo Castillo, alumno de Dirección y Producción de Eventos del Instituto Internacional de Artes Culinarias y Servicios, quien compatibiliza sus estudios con su trabajo en la Productora Grupo Liderazgo Educación Limitada. Como productor y administrador de la Productora Grupo Liderazgo Educación Limitada, se encarga de realizar eventos de toda índole y asesorar a otras empresas, entregando un sello único que se caracteriza por su profesionalismo y creatividad.

La empresa Productora Grupo Liderazgo Educación Limitada, que posee página web, ya cuenta con distintos tipos de eventos a su haber -y los enumera- asesorando a diferentes universidades en Santiago, campeonatos, gala de polo, fiestas, tardes y noches en la Casona de Las Condes, fiestas en el Club de La Unión, en el Club de Golf y en Los Troncos (Zapallar y Valparaíso). Asimismo, se encarga de asesorar a entidades como el censo y el INE, Instituto Nacional de Estadísticas.

Al buscar información sobre este grupo, descubrí que es de propiedad del señor Juan Pablo Raide Prunes, José Domingo Raide Prunes, y lo administra y representa legalmente el señor Antonio Hartmann.

Tengo entendido, el fiscal que está siguiendo este caso no está investigando los contratos triangulados, lo cual me parece altamente preocupante. Y no los está investigando porque no existe ninguna denuncia para que él abra una investigación al respecto. Por lo tanto, que la Contraloría asuma este caso, me parece una gran iniciativa de parte de ustedes. Sin embargo, eso queda cojo si no se hace algo y se indaga para saber si efectivamente es así, en el sentido de que el Ministerio Público no ha recibido ninguna denuncia para investigar la triangulación de los contratos.

Respondiendo las preguntas de los Diputados señores Juan Carlos Latorre, José Pérez y Ramón Farías, en síntesis dijo lo siguiente:

No se trata solo de si hay un contrato, sino también de que hay pagos de por medio. No olvidemos que con VoxCom no hay contrato. Los pagos se hacen a su dueña y directora, para evitar pasar el contrato por la Contraloría.

Entonces, como esta ha sido una artimaña usada en el INE -habría que entender por qué el fiscal nuevamente lo aceptó y ordenó que se concretaran dichos pagos-, hay que consultar si hay desembolsos hacia esa empresa.

Luego, respondió preguntas de los Diputados señores Farías y Lemus, de la siguiente forma: Bueno, no soy la más indicada para responder qué se hace ahora, porque, efectivamente, no soy experta, soy una simple periodista.

Ahora, al investigar este tipo de hechos, me formé la más alta impresión de los funcionarios del INE, sea cual fuera su posición política -jamás la supe-, aunque debido a mi profesión estoy acostumbrada a identificar políticamente a las personas. Hoy están en una situación gravísima, sin brújula, sin norte y marginados, igual que como estaban con el ex Director Labbé. 

Si entendemos lo que pasó en el INE con el Censo 2012, los problemas se originan cuando se margina el equipo técnico. Se podría identificar meridianamente ese hito como la seguidilla de decisiones, hasta enclaustrarse el señor Labbé en una situación en que las decisiones las adopta con los señores Carrasco, Raide y Mathews, y dejó de lado al equipo técnico. Hoy está pasando exactamente lo mismo. 

Al darse a conocer los nombres de los expertos internacionales, nos enteramos de que Coeymans estaba preparando internamente un plan de emergencia. para evitar hacer un Censo abreviado. Es decir, todo se resume en eso, en que no se puede hacer un Censo abreviado: hay que parchar. 

El señor Coeymans insiste en que se trata de un error comunicacional, lo dijo en su intervención frente a todos los funcionarios del INE. Dijo: aquí no estamos en crisis, de lo que se trata aquí es de un error comunicacional.

Aquí no se trató de un error comunicacional, sino de una cantidad de errores que podría enumerar, y lo hizo la comisión externa y también los funcionarios del INE lo saben, y parten desde la génesis, desde cómo se hizo el levantamiento, hasta llegar al punto, repito, en julio de 2012, en que se dan cuenta de que no van a alcanzar. 

No estamos hablando solo de casas con moradores ausentes, que se hacen pasar por casas efectivamente censadas, que es el primer error grave, sino que de una cantidad de casas que no alcanzaron a ser censadas. Habría que circunscribir meridianamente cuán errónea, cuán dañada está la base de datos, eso es urgente.

Yo les pregunto a ustedes: ¿qué van a hacer para no votar una ley de presupuestos como ciegos, en tinieblas, a tientas? Porque eso es lo que van a tener que hacer, lo que me parece, con todo respeto, una irresponsabilidad.

Eso no puede dejarnos, ni a ustedes ni a nadie, esperando a ver qué pasa porque es ahí donde la ciudadanía pierde la confianza en las comisiones investigadoras. Hacemos un informe por cumplir, descubrimos qué ilícitos hubo o qué pasó, pero, insisto, llevamos 4 meses y más de una semana y estamos peor que antes. Sabemos todo lo malo que pasó, pero no tenemos ningún itinerario a seguir para ver cómo se repara este problema; peor aún, sabemos que hay investigaciones múltiples, distintas, pero inconexas. Vuelvo a plantear estas preguntas: ¿Qué se va a parchar? ¿Merecemos parches, censos parchados? ¿Le vamos a ir a explicar a la OCDE -donde somos tan importantes- y le vamos a explicar a la OIT y a Celade que nuestros censos están parchados? ¿Quién va a explicar eso? ¿Quién va a dar la cara por Chile? ¿Cómo les explicamos después que a los expertos que tenemos, a los que hemos dejado de lado y llaman de los demás países para que colaboren, asesoren y supervisen censos, no los tomamos en cuenta? ¿Se puede reparar? ¿Qué vamos a reparar?

Estoy mucho más preocupada que ese 25 de abril, cuando publicamos el primer reportaje. Quiero decir que se ve corroborado por el paso que da Mariana Alcérreca al decidir dar una entrevista.

Hay coincidencia, es que uno de los errores más grandes en los datos se refiere a los inmigrantes; eso es un bomba de tiempo. Si no entendemos que hay una gran cantidad de inmigrantes que requieren de salud, subsidios, educación -y los datos están mal hechos-, cómo se van a diseñar políticas públicas que nos permitan asumir, con la responsabilidad que se requiere, esa ola de inmigrantes que están llegando y que necesitan de redes para enfrentar su situación.

En relación con los discapacitados, hay otros antecedentes que en relación a la fotografía de los chilenos son más claves. Por ejemplo, ¿cuál fue el interés del señor Labbé de obtener tan rápidamente, para entregar a los diputados y senadores, el porcentaje de católicos? Siempre me lo he preguntado, cuando me lo contaron tres o cuatro personas serias. 

Como ha ocurrido en todos los países, debido a los escándalos por abusos sexuales de sacerdotes, ha disminuido la cantidad de gente que se declara católica. ¿Se acuerdan ustedes de que todos se extrañaron porque en Chile eso no había ocurrido? En ese contexto, vuelvo a la calidad de los datos.

Por último, el señor Coeymans informó oficialmente que desde el 29 de abril -cuando estalla el escándalo- se había hecho una auditoría interna sobre el proceso censal. Sin embargo, no tenemos nada. 

Reitero, ¡por favor, investiguemos! Ustedes no solo tienen los testimonios, sino también la facultad de investigar. Pueden pedir todos los contratos y la información para armar un cuadro fidedigno de cuáles eran las irregularidades en el INE. Además, es importante saber si el Ministerio Público está investigando las triangulaciones de sueldo.

A las preguntas de los Diputados señores Juan Carlos Latorre, Ramón Farías y Ricardo Rincón, respondió de la siguiente forma:

El único resultado que me queda al seguir todas las acciones, improvisaciones y contradicciones en las que ha incurrido el señor Coeymans, es que persevera en no hacer un censo abreviado. Tiene que encontrar algún experto internacional que lo avale en su decisión de parchar. 

Si eso es así, es irresponsable, y creo que los integrantes de la comisión externa merecen una explicación. No se puede ningunear así al capital humano que tenemos, porque se está hundiendo aún más la credibilidad de nuestro mejor patrimonio.

Lo segundo es que en toda la investigación nunca supe que el ministro Pablo Longueira hubiera sabido, fehacientemente, lo que estaba ocurriendo. Sin embargo sentí, por razones de las profesionales, que quizás en el Ministerio de Desarrollo Social tuvieron más información, por el hecho de que el INE también hace la encuesta CASEN.

Es muy importante que el señor Vicente Correa venga, porque era el jefe de gabinete del ministro Longueira, para que explique por qué no le informó al Ministro lo que el Director Labbé le dijo por teléfono, compelido, interpelado por Mariana Alcérreca.

-o-
El día lunes 9 de septiembre de 2013, la Comisión Investigadora recibió, nuevamente, al Director Nacional (PT) del INE, señor Juan Eduardo Coeymans, a quien acompañaron sul jefe de Gabinete, señor Sergio Zuloaga, la jefa de Prensa, señora Natalia Cabrera, y el representante del Ministerio de Economía, señor Alejandro Arriagada. Su exposición fue la siguiente:

En primer lugar, quiero despejar el tema de la investigación sumaria y el sumario. Efectivamente, pasé los antecedentes al Ministerio de Economía el 12 de agosto, con la resolución Nº 2738.

Asimismo, la Contraloría General de la República ya se instaló en el INE. Llegaron el viernes y les estamos brindando toda la ayuda necesaria. Como persona de enlace está el señor Osvaldo Ferreiro, he dado instrucciones para que se entreguen todos los datos que tengamos. Tengo entendido que ellos llegaron allá por una gestión que hizo esta ]Comisión Investigadora de la Cámara de Diputados ante la Contraloría. Nosotros estamos ubicando un espacio para que ellos trabajen.

Detallando los pasos que ha seguido desde que asumió como Director del INE, mencionó que el 2 de mayo, en “La Segunda” anuncié que iba a pedir una segunda opinión y lo fui repitiendo en varias declaraciones públicas. Incluso, cuando vine a esta Comisión Investigadora, usé la metáfora de la amputación y de la necesidad de una segunda opinión. Pero, insisto, esa decisión estaba programada desde mucho antes, desde el 2 de mayo; mucho antes de que se conociera cualquier informe o se tuviera indicios de un informe de la comisión externa y, precisamente, eso es lo que estamos cumpliendo ahora. 

Hicimos contacto con el Census Bureau para que nos ayudaran, pero eso no prosperó por problemas de agenda de la persona que podría haber ayudado, aunque más tarde dijeron que no querían meterse en esta etapa del proceso. 

Más tarde, personalmente, hice contacto con Eurostat; hablé con el señor Pieter Everaers, quien me recomendó a dos de los miembros de la comisión: el señor Rajendra Singh y el señor Griffith Feeney, quienes ya están trabajando aquí.

Posteriormente, señalé que era apropiado que alguien hiciera de cabeza de equipo, y con la anuencia de Eurostat, del señor Everaers, nombramos a Griffith Feeney, básicamente para que cumpliera la labor de coordinador, porque había que conseguir un tercer experto. Me llegó un mail de Everaers en el cual me indicaba que habían conseguido otro nombre y que la idea era estudiar su disponibilidad inmediata, debido a la urgencia que teníamos. Entonces me dieron el nombre de Roberto Bianchini, el tercer experto de la misión. Teníamos como alternativas quedarnos con los tres nombres. El señor Everears dijo: “from the point of view of Eurostat, these experts have all our confidence”, es decir, desde el punto de vista de Eurostat, estos expertos tienen toda nuestra confianza. Habló de “full confidence”. Ante ese respaldo tan categórico de Eurostat y ante la alternativa de empezar a averiguar si los nombres recomendados por el Banco Mundial estaban o no disponibles, por motivos de urgencia decidimos seguir por el camino de Eurostat, que es el organismo que define todas las normas de los institutos de estadística de la Unión Europea.

Y así es como se formó este grupo. Ya llegaron los señores Rajendra Singh, doctor en estadística; Griffith Feeney, demógrafo, con amplísima experiencia -traje sus currículos-, y Roberto Bianchini, italiano, que se incorporará en una segunda etapa del proceso. A través de Skipe, ha estado en contacto, pero aún no trabaja de manera oficial, por lo que no tiene acceso a la base de datos. Solo han tenido acceso a ella los miembros que están acá, los cuales firmaron un contrato y una carta de secreto estadístico.

Los expertos internacionales empezaron a trabajar el 2 de septiembre. Están trabajando en el INE. Se han entrevistado con Magda Ruíz, la persona del Celade. Pidieron entrevistarse con los otros miembros de la comisión. Nosotros le entregamos el informe a la Comisión Externa Revisora y todos los documentos internos que produjo el INE y que apoyaron el trabajo de ella.

Además, ellos pidieron visitar tres direcciones en terreno. Hoy, están trabajando en Antofagasta, viendo in situ como fue el proceso. Cuentan con todos los documentos que tuvo a mano la comisión externa.

De alguna forma, creo que he sido malinterpretado. Los diarios se las arreglan para poner los titulares que uno no quiere. Básicamente, yo no he anunciado una fecha particular de Censo. Lo que sí hice, después de una reunión con la gente que estaba trabajando en el Censo, fue preguntar a cada uno de ellos, y me explicaron cuáles eran las dificultades que involucraba un censo.

Después de informar sobre las tareas que involucra un censo, manifestó haber preguntado a los expertos internacionales, que tienen más experiencia que yo, cuánto tiempo demoraría. ¿Se podría hacer en 2015? Todos me dijeron: “Imposible”.

¿Se podría hacer en 2016? Salvo una persona, que dijo: a fines de 2016, todos mencionaron 2017.

Ante esa información, cuando fui entrevistado, dije: “Bueno, ese es un tope mínimo, pero no es que esté definiendo yo la fecha del censo”. Solamente tenía el deber de informar cuáles eran las restricciones técnicas para que algo sea llamado censo, porque hay otras cosas que no se llaman censo.

Ahora, si ellos llegaran a la conclusión de que el Censo hay que “botarlo”, vamos a informar que hay que botarlo. En el fondo, me refería a que íbamos a pedir una segunda opinión, no varias, como alguien sugirió en esta Comisión. O sea, si nos dicen que este Censo no tiene posibilidades de ajustes -y voy a tratar de explicar qué significan esos ajustes-, voy a informar eso. Es una decisión que escapa de mí y habrá que tratar de hacer un censo lo más rápido posible. Pero hay otros métodos que pueden ser más eficientes. 

Si los expertos recomiendan que la omisión no tiene un efecto significativo y sirve, se informará que esas variables sirven y las que no, no. 

Quiero explicar algo que es importante. Mi jefe de gabinete dice que es un ejemplo un poco complejo, pero creo que estamos aquí para entender el sistema.

El fundamento técnico más duro que destaca la Comisión Externa Revisora es la omisión y, básicamente, el porcentaje de moradores ausentes, que en el caso global fue de 3,5 por ciento. Obviamente puede haber distintas mediciones en diferentes comunas.

Ahora, tanto el cálculo de la omisión global como el de las omisiones a nivel comunal, no se hacen a esta altura. Es posible que el número que dio la comisión externa esté cercano al verdadero. No tenemos los datos fidedignos para hablar de omisiones a nivel comunal, porque el cálculo de la omisión a nivel nacional y comunal se podría hacer usando la proyección de población del INE y compararlo con lo censado. Eso podría ser razonable a nivel global, pero a nivel comunal no lo es, porque se requiere del cálculo de migraciones intercomunales. De hecho, tengo la comparación de las proyecciones a nivel comunal del INE, con la parte censada en cada comuna. Ahí hay un problema dramático, que es el de la movilidad entre comunas. Así, hay comunas donde lo censado es mucho más que la proyección. 

Incluso, al analizar las comunas de la Región Metropolitana tiende a haber más censados que proyectados, en otras hay menos. Pero, en general, eso podría interpretarse, es una conjetura muy preliminar y pudo haber subestimaciones de la migración de las pequeñas ciudades a las grandes.

Lo que quiero destacar es la dificultad de calcular la población a nivel comunal basándose en el censo de 2002.

Si hay que botar el Censo, tiene mucho que ver con qué hacemos, en el sentido de si seguimos usando estas proyecciones o intentamos usar el Censo con algunos ajustes, que deberían ser de forma transparente. 

Dentro de la evidencia internacional hay varios casos de censos que han tenido mayor omisión y que han sido “reparados”. Entonces, una de las preguntas que se va a tener que hacer el país, al existir una alternativa de reparación, que lo van a determinar los expertos que hemos traído, es si es mejor seguir durante el tiempo que se necesite para hacer un censo con estas proyecciones, que tiene sus debilidades, mientras se prepara un nuevo censo, o hacer un ajuste para dar mejor información. Es una alternativa lógica.

Por ejemplo, si en una comuna hubo una omisión de un 10 por ciento y se quiere saber una característica A, que está presente en la base censada en un 50 por ciento, en dicha comuna esa característica está presente en un 40 por ciento. Entonces, claramente hay una diferencia significativa, pues la omisión es de 10 puntos, o sea, de un 25 por ciento. 

Al hacer métodos de ajuste por hot deck, o sea, con imputaciones de moradores ausentes, con métodos similares a las que usó Labbé, no en la parte de viviendas no logradas, sino con morador ausente, es una diferencia importante a nivel agregado.

Voy a sugerir un camino después de que tenga en mis manos el informe de los expertos externos, pero obviamente que esto involucra recursos. Cualquier camino involucra recursos. Eso, a mi modo de ver, va a ser responsabilidad del Gobierno. 

Hemos pensado, con gente del grupo del Censo, en la necesidad de hacer un conteo de población, que solamente pregunta características demográficas. Es decir, básicamente son preguntas de sexo y edad, y eso se podría hacer antes.

Tengo muchas reflexiones acerca de lo que podría ocurrir a raíz del informe. Por ahora, esa es una conjetura, algo que pienso que podría ser bueno para el país, que es un proceso independiente, porque muchos países tienen censos cada 10 años y conteos cada 5 años, pero esa idea no surge a raíz de lo que es el Censo, sino que debiera ser una política permanente. 

Ante varias preguntas de los Diputados señores Ramón Farías y Juan Carlos Latorre, el señor Coeymans respondió lo siguiente:

Hablé de una segunda opinión el 2 de mayo. Una cosa es tener una experticia para analizar un Censo y otra es tener la experticia para hacer ajustes post realizado el Censo. Tan es así que en el Banco Mundial, me dijeron que no tenían expertos para eso. 

Entonces, en el trabajo que está haciendo la Comisión de Expertos Internacionales está usando la información de la Comisión Externa Revisora del Censo 2012 y para ello le pasamos el informe.

Para ser bien preciso, también agregué que ese plan preliminar que hemos elaborado lo someteríamos a la Comisión Externa. Pero si ellos tienen una propuesta técnica mejor, entonces vamos a seguir los consejos que nos digan los expertos internacionales. 


Ellos tienen que ver si este Censo es rescatable o no. Para eso tienen experiencia.

Nosotros tenemos una propuesta de reparación, pero no necesariamente van a seguirla. Nosotros ya la expusimos, pero eso no significa que va a ser el plan definitivo. Ya se lo presentamos a la parte internacional. 


Esa, no necesariamente, va a ser la recomendación definitiva. Puede que les guste o no el plan. Ellos tienen más experiencia que todos nosotros en este tema de reparación de censos. 


Es parte de los antecedentes que ellos van a tener para dar su opinión sobre el Censo y, obviamente, van a considerar el informe de la Comisión Externa Revisora del Censo 2012. 


He dicho desde un principio que esa comisión tiene como propósito dar una segunda opinión sobre el Censo, y para eso están contando con todos los elementos. 


Quiero aclarar que no he descartado o ninguneado a los miembros de la comisión interna. 


He valorado su trabajo en todas mis intervenciones y lo considero un insumo fundamental para la labor del grupo de expertos, cuya conformación fue anunciada el segundo día que asumí el cargo. 


Asimismo, en relación con mi visita al señor Labbé, expliqué aquí, y tengo testigos sobre eso, que estaba preparando un proyecto para la Asociación de Bancos sobre la burbuja inmobiliaria, y me reuní para ver los datos de arriendo. 

En ese contexto, me reuní en el INE con don Gerzo Gallardo, subdirector técnico subrogante; Elssy Sobino, encargada de levantar las encuestas de precios; Cristián Copaja, responsable de la parte técnica del tema del IPC, para preguntar si había mayor desagregación de los datos de arriendo. Ellos me respondieron que la información que buscaba no estaba.

A raíz de eso pasé a saludar al señor Labbé, le hablé de los arriendos y del caso de la ley de autonomía. 

En el caso de la ley de autonomía, y a lo mejor eso se prestó para confusión, en una comida de la Sofofa el Subsecretario le dijo a un periodista: mira, aquí está la persona que mencioné al Presidente como candidato ideal para consejero del futuro INE autónomo, y tratamos ese tema.

Difícilmente fui a pedir trabajo, pues tenía en ese momento. Además, tenía una consultoría que iba a ser suculenta.

Con respecto al ex fiscal, el abogado señor Chinchón, básicamente, el trabajo más importante en el INE es contestar todo lo relativo a la transparencia y él tiene experiencia en ello, así es que esa es su principal tarea. Tal vez sea la función que más labor demanda en la fiscalía. 

El señor Chinchón sigue trabajando en el INE. Había un contrato en marcha para alta dirección pública. Él postuló, no quedó, y la persona que quedaba en la terna, a la cual seleccioné, me pareció muy idónea para el cargo.

Con respecto a la resolución que exhibe el Diputado señor Ramón Farías y que corresponde al señor Juan Pablo Raider, el señor Coeymans dijo:

A modo aclaratorio, esto no es el contrato, sino la resolución, que es el último paso de cualquier acto administrativo. No es el contrato. Yo no firmé un contrato. Es la resolución. El contrato es del 1 de enero. Es otra cosa, para que quede claro. 

Él renunció el 29 de abril, antes de que yo llegara. La verdad es que no conozco al señor Raide Mandé a investigar y no hay contratos. Por eso, dispuse instruir una investigación sumaria sobre triangulación de contratos. En estos momentos, está en el Ministerio de Economía.

Las denuncias judiciales sobre la triangulación de contratos las hizo el Ministerio de Economía, al inicio y, por lo tanto, no consideré necesario hacer otra más. Ya está en manos de la justicia.

Respondiendo al Diputado señor Juan Carlos Latorre sobre la comisión de expertos internacionales, el señor COEYMANS, dijo que inicialmente, pensamos que el Banco Mundial podría ayudarnos. Ellos dijeron que no tenían expertos, pero que nos podrían dar una lista de personas.

Cuando hablé por teléfono con el señor Carlos Silva-Jáuregui, antes de que llegaran acá, le pregunté al respecto. Su respuesta fue que no tenían en casa, pero que iba a consultar con los otros expertos para ver qué nombres me podían traer. Tengo entendido que es una misión oficial, y en su agenda estaba lo relacionado con el INE. Es una misión oficial del Banco Mundial, que venía a Chile y que tenía una agenda.

Eurostat avala a esos consultores. El señor Pieter Everaers es la persona que se relaciona internacionalmente.

Nunca he dicho que este grupo de expertos iba a ser gratis. Dije que la Comisión Externa Revisora, integrada por cuatro chilenos y una colombiana, había sido gratis, pero nunca dije lo otro. 

El presupuesto para estas personas corresponde a tarifas internacionales. Ellos pidieron 5.000 dólares por semana, incluidos los gastos de alimentación, hotel y otros. Al respecto, nosotros pensábamos pagar 300 dólares en viáticos, pero ellos dijeron que no, porque el viático de Naciones Unidas es de 269 dólares. Son alrededor de 3.700 dólares libres por semana. Para los estándares internacionales, eso es bastante modesto. Además, pensábamos que nos iban a pedir pasajes en clase business, pero no fue así.

Esos son los gastos mínimos para una cosa súper importante, que es ofrecer al país una vía alternativa. Esto se está haciendo con recursos que el INE tiene en su presupuesto en recursos residuales. También hay recursos asignados de parte del Ministerio de Economía para complementar esta tarea. 

Yo no he descartado que la comisión internacional diga: “El Censo no sirve, hay que botarlo” ¡No he descartado eso y ya lo he dicho! 

Ante la siguiente pregunta del Diputado señor Juan Carlos Latorre, ¿Usted tiene una asesoría directa del Ministro de Economía y del Subsecretario? ¿Su gestión actual como Director del INE está siendo informada, está teniendo una confrontación de opiniones permanente con autoridades de Gobierno?, el señor COEYMANS respondió:

Me he reunido más de una vez con autoridades de Gobierno. Me he reunido más de una vez con el ministro de Economía, yo soy su subordinado.

Las opiniones de hoy no las conversé con el señor Ministro, porque está fuera de Chile. No necesariamente todas las opiniones que entrego están conversadas previamente con el señor Ministro. A veces a uno le preguntan cosas que no alcanzó a conversar. O sea, salen temas nuevos. Hablamos de las cosas generales y, obviamente, ellos están al tanto de que nosotros hicimos un plan de reparación, están al tanto del plan de reparación, pero también están al tanto -ha quedado en más de una declaración mía- que ese plan es preliminar, que es un plan que se seguirá si fuera aprobado por los expertos externos, si el censo fuera reparable, si lo expertos externos no proponen otro mejor, etcétera. Y fue para ganar tiempo, nada más.

No puedo quedar amarrado de manos esperando “el santo avenimiento”, sino que también debo tener una alternativa. Obviamente prefiero esperar la opinión de expertos del máximo nivel, como lo son esas tres personas. 

Converso tanto con el Ministro como con el Subsecretario de Economía. Ellos confían mucho en mí. De repente, alguna entrevista, no les ha gustado, pero en general han estado de acuerdo.

En respuesta a otra pregunta del Diputado señor Latorre referida a si las personas que trabajaban o estaban ligadas a VoxCom, ¿siguen desarrollando tareas con el INE? ¿La señora Carmen Paz Maldonado?, el señor Coeymans respondió que no y que los asesores del ex Director ya salieron, no hay ninguno.

-o-
Durante la sesión especial celebrada el día martes 10 de septiembre de 2013, se recibió al Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Félix De Vicente Mingo, quien en síntesis, dijo: 

Respecto de lo que nos convoca, debo señalar que el Gobierno siempre ha actuado con la mayor transparencia y disponibilidad para buscar las medidas necesarias que permitan contar con un Censo que tenga certeza estadística. 

Estaba asumiendo el Ministerio de Economía en el momento en que se nombró la Comisión Externa Revisora del Censo de 2012. 

El actual Director del INE, señor Juan Eduardo Coeymans, manifestó su intención, independientemente del resultado del informe de esa comisión, de considerar una segunda opinión. 

Como Gobierno nos parece válida la opinión del Director del INE y la respaldamos, en cuanto a buscar una segunda opinión después del informe de la comisión que fue dada a conocer hace 30 días.

Creemos que a partir de ese minuto ya estaban definiéndose los nombres de las personas que fueron recomendadas tanto por Eurostat como por el Banco Mundial. 

A partir de ello, se denominaron a tres expertos extranjeros, los que empezaron a trabajar a principios de la semana recién pasada. Ellos van a entregar un informe y darán una segunda opinión en cuanto a expresar si el Censo tiene la oportunidad de ser reparado. 

Esperamos ese resultado para con mayor información como Gobierno tomar una decisión responsable respecto de si es necesario repetir o reparar el Censo.

Terminada la exposición del Ministro, se originó el siguiente debate:

En respuesta a las preguntas de los Diputados señores Ramón Farías y José Pérez, el Ministro señor De Vicente, dijo:


No conozco al señor Raide, y este Ministerio y el Gobierno han actuado con total transparencia.


Cuando se tuvo algún indicio de una posible triangulación de contratos, de inmediato se acudió al Ministerio Público para entregarle todos los antecedentes a fin de que ellos hicieran la investigación correspondiente. 


Respecto de la consulta de si tengo antecedentes de la razón para haber cambiado de un Censo de Hecho a un Censo de Derecho, debo decir que no tengo los argumentos para responderle en este minuto. 

En cuanto al contrato o la resolución que firmó el actual director del INE, respecto del señor Raide, me indican que fue con fecha 29 de abril, el día en que él había presentado su renuncia, y debió haber sido una regulación de documentos. 

Por otra parte, el Diputado Pérez me consulta sobre el costo de los expertos internacionales. 

El costo aproximado de los tres meses de trabajo de estos tres expertos es del orden de 180 mil dólares, y sobre los sueldos de funcionarios que no hayan sido profesionales y trabajaron en el Servicio, no tengo antecedentes al respecto. 

En cuanto a la investigación sumaria, que después pasó a ser un sumario, debo mencionarles que ese sumario decidió hacerse con personas del Ministerio de Economía, para mantener cierta transparencia respecto del Instituto Nacional de Estadísticas, y dado que es un sumario, es secreto, no tengo antecedentes que dar a conocer al respecto. Lo instruye el señor Cristián Romero, abogado de la División Jurídica.

Respondiendo las preguntas de los Diputados señor Gabriel Silber, Felipe Harboe, José Manuel Edwards y Juan Carlos Latorre, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, expresó lo siguiente:

Quiero contestar la consulta del Diputado señor Gabriel Silber respecto de la relación que tiene actualmente el Ministerio de Economía con el INE. 

Un mes después del resultado del primer informe de la comisión he logrado una cercanía, he conversado con los subdirectores del Instituto Nacional de Estadísticas, y he podido acompañarlos en las decisiones que han ido tomando. 

Creemos que es una decisión que hay que mantenerla con cierta autonomía, así como lo señala el proyecto de ley que se encuentra en primer trámite en el Senado, en la Comisión de Economía. Uno debe respetar a esta Institución que tiene más de 170 años de historia, porque parte del prestigio se debe a la autonomía que una institución pueda tener.

Estamos buscando el mejor equilibrio, en conjunto con el actual Director, de un trabajo de dirección de parte de él, donde nosotros lo acompañamos, y que ha llevado a tomar las decisiones que todos conocemos, como por ejemplo la consulta a dos organismos internacionales, el Banco Mundial y Eurostat. 

Al consultarle a esos organismos internacionales sus recomendaciones, ellos dieron nombres de expertos que muchas veces contratan para sus servicios, pero la manera más rápida, en función de que el tiempo es muy valioso, como lo dijo el diputado Felipe Harboe, de tomar la decisión con mayor celeridad, se decidió contratar en forma directa a los mismos expertos que suelen trabajar para distintos organismos internacionales reconocidos como Eurostat y el Banco Mundial.

Respecto del sumario administrativo interno, dado el grado de los funcionarios a los que había que sumariar, había que tener un funcionario que tuviera un grado similar o superior, y se decidió elegir al que podía tener mayor experiencia para llevar adelante el sumario. Verificaré las formas en que podamos generar la transparencia de que no haya una posible vinculación con el sumario que está realizando.

Me correspondió asumir el 7 de mayo, y los comentarios respecto de las debilidades que podía tener el Censo ya estaban desatados y la comisión estaba prácticamente formada. 

La preocupación del Ministerio de Economía es velar por el equipo humano de prácticamente 1.900 personas que componen el Instituto Nacional de Estadísticas, para que vuelvan a sentirse contentas y orgullosas de trabajar en la institución. Creo que es un trabajo de todos los chilenos, y desde este Ministerio cuentan con mi mayor disposición, porque hay gente con mucha experiencia y funcionarios que debemos tratar de apoyar en estos momentos. 

Si los expertos internacionales deciden que el Censo no es factible hacerlo de certeza estadística, se constderará a través de la misma comisión o de los expertos cuál será el mejor próximo Censo a realizar.

El equipo del Censo al interior del INE está buscando las mejores alternativas para una posible solución. Cualquiera sea esa solución, va a llevar a salvar la inversión hecha como país en el Censo 2012 y eso no puede ser una mala decisión si es que nos permite tomar la decisión de la asignación de los recursos que se entregan a las distintas comunas.

Debo mencionar que la información respecto de la población para las comunas se entrega a junio del año anterior; por lo tanto, la información para el 2014 ya se entregó, y esta información no necesariamente dependía del censo de 2012, porque igual no habrían estado conciliados los datos del censo del 2012.

Conocí al señor Vicente Correa cuando yo era Director de ProChile y me tocó hacer algunas actividades con el Ministerio de Economía, pero el Ministro anterior dejó el ministerio ocho días antes de que yo asumiera; por lo tanto, el señor Correa, como el Ministro anterior, no estaban en el ministerio, y hoy no están. 

Sobre la sociedad Grupo, Liderazgo y Educación, no tengo los antecedentes. Lo voy a verificar, pero en este momento no podría dar respuesta a esa solicitud.

El Diputado señor José Manuel Edwards consultó por la forma en que procederemos si la opinión de los expertos es reparar el Censo. 

Tal como señalé anteriormente, si es factible tener certeza estadística con el Censo de 2012, según la opinión de los expertos, procederemos a repararlo. 

Si esto no es posible, procederemos a planificar el próximo censo de común acuerdo con la recomendación del equipo del INE y de quiénes ellos estimen pertinente. 

A continuación, contestando la pregunta del Diputado señor Juan Carlos Latorre, acerca si el Ministerio está monitoreando realmente lo que está pasando en el INE o si ha entregado total confianza en él para los pasos que tenga que dar, el señor Ministro respondió:

La semana pasada tuve la oportunidad de reunirme con la asociación de funcionarios, en donde conversamos distintas opiniones respecto de lo que se está haciendo en el INE. 

También me reuní con el equipo que está revisando el Censo del 2012 y además tuve reuniones con los subdirectores para darles el apoyo de parte del Ministerio respecto de la labor que ellos están realizando. 

Sin duda, el Censo 2012 ha sido el tema del INE en el último tiempo; sin embargo, realiza muchas otras estadísticas de importancia nacional, las cuales se han seguido desarrollando con muy buen desempeño. 

El Diputado señor Felipe Harboe aclaró que el INE es un servicio descentralizado; es cierto que no tiene autonomía, pero en estricto rigor el Director no tiene por qué rendirle cuenta al Ministro de Economía por las contrataciones que realiza.

El Ministro, a continuación, respondió preguntas de los Diputados señores Ramón Farías, Felipe Harboe, Gonzalo Arenas y Juan Carlos Latorre. Se hace un resumen de ello:

El Diputado señor Farías preguntó si el Ministerio de Economía estuvo involucrado en la decisión del cambio de un Censo de Hecho a uno de Derecho. 

El ministro dijo: Tenemos un INE que eventualmente funciona de manera autónoma, y como Ministerio, ya que no tenemos el proyecto de ley en el que haya un consejo que apruebe las decisiones, puedo responder que mientras no tengamos un INE autónomo yo como ministro de Economía tendría que apoyar y validar un cambio de un tipo de censo. 

Respecto del informe de los expertos, quiero ser transparente con ustedes. Vamos a tomar esas recomendaciones y las vamos a transmitir directamente, así como a ustedes, a todos los chilenos. 

Estamos actuando con la mayor transparencia, de manera que la decisión que tomemos sea la mejor y sea conocida por todos los chilenos. Incluso, puede tomarse una decisión en conjunto en base a lo que digan los expertos.

Respecto del posible contrato de Vox Com y si siguen trabajando en el Instituto Nacional de Estadísticas, no tengo los antecedentes, pero junto con las dos preguntas que le vamos a contestar la próxima semana, vamos agregar respuesta a esta consulta. 


En relación con las consultas del Diputado señor Arenas respecto de mi visión, los cinco técnicos de la Comisión Externa Nacional que se formó, no trabajaron en forma independiente, sino que en forma conjunta. Se reunían a tomar las decisiones y a trabajar con los antecedentes en forma conjunta. 


Debo mencionar que los miembros de esa comisión -les agradezco, como lo hice en un llamado telefónico a don David Bravo- trabajaron ad honorem.


Respecto de su recomendación del Censo abreviado, como dije en una respuesta anterior, no tengo los antecedentes técnicos para afirmar que me parece oportuno o inoportuno hacerlo, o hacer otro tipo de Censo.


Ahora, lo que se comentó respecto de que la cifra de omisión comunal puede ser más difícil de estimar, principalmente radica en que uno tiene el último Censo de 2002 y se le suman las estadísticas básicas, los nacimientos y las defunciones, pero es muy difícil estimar las estadísticas de migración entre comunas. Puede que el Director del INE haya indicado que eran de muy difícil estimación por esa razón. 


Respecto de la consulta del Diputado señor Harboe, sobre la persona nominada para llevar el sumario administrativo, el señor Cristián Romero, debo manifestar que tiene grado 4, es el funcionario con mayor rango que teníamos en el Ministerio de Economía para realizar el sumario. Esa es la razón por la cual él está llevando este sumario.


Por último, respecto del proyecto de ley de un INE autónomo, creemos que hemos hecho un esfuerzo en cuanto a recursos, de manera de lograr un incremento importante para habilitar en forma transversal este proyecto ley, porque sin duda que el país lo necesita. 


Hoy vemos que esta Comisión Investigadora y los resultados serían muy distintos si tuviésemos un INE autónomo. 


Espero que ese proyecto de ley lo podamos sacar a la brevedad posible, de manera que el próximo gobierno pueda contar con una institución autónoma, para evitarle cualquier posible conflicto de interés.

-o-

En la sesión ordinaria de la Comisión Especial Investigadora, celebrada el día miércoles 9 de octubre de 2013, se escuchó al señor Raúl Chinchón, abogado de la División Jurídica del Instituto Nacional de Estadísticas, INE, quien dijo lo siguiente:


Cuando concurrió doña Mariana Alcérreca a esta Comisión, en una fecha posterior a la que asistí, ella dio a conocer una propuesta de la empresa Vox Com, de la cual efectivamente tuve conocimiento el día que la cité a declarar, que fue el 10 de mayo. Ella, entre muchos otros antecedentes que están en el expediente, que alcanzó, hasta el momento en que estuve como instructor, a más de 3.800 fojas -todos antecedentes que fueron considerados-, incluyó un correo electrónico que le llegó con una propuesta de trabajo de la empresa Vox Com. Lo comento ahora, porque ella ha hecho pública esa situación.


Ese correo era de agosto de 2011. No tuve conocimiento de esa propuesta de trabajo hasta el día en que la cité a declarar, que, insisto, fue el 10 de mayo. No era fiscal del INE en agosto de 2011. Por lo tanto, cuando en la sesión anterior se me preguntó si tenía conocimiento de Vox Com, como empresa, dije que con la empresa Vox Com no había contrato suscrito, pero no dejé en claro que sí había antecedentes que me habían hecho llegar durante la investigación referidos a Vox Com.


Por lo tanto, en ese sentido, hago un mea culpa de no haber sido claro ni tajante como esta Comisión se merece cuando uno está haciendo una declaración. Esa fue la razón. De hecho, ahora que no soy el instructor de la causa, igual tengo el deber de guardar reserva de todos los antecedentes de que tomé conocimiento. Cuando terminó la investigación que llevé a cabo y le presenté mi propuesta al director nacional del INE el 9 de agosto, yo fui el que le propuso, dada la gravedad de los hechos, terminar con la investigación sumaria y elevar el procedimiento a un sumario administrativo.


En segundo lugar, propuse designar a una funcionaria o funcionario público como fiscal sumariante ajeno a la institución. Esa propuesta fue acogida por el director nacional. El 12 de agosto ese procedimiento disciplinario quedó radicado bajo un sumario administrativo. Ese mismo día se ofició al Ministerio de Economía para que enviara algún funcionario para continuar con la sustanciación del sumario. Finalmente, se designó a un funcionario de esa cartera ministerial como fiscal sumariante. Fue don Cristián Romero y explico por qué. Llegó una funcionaria de la Contraloría, doña Claudia Gajardo, quien el 12 de septiembre nos notificó, en la División Jurídica, que el sumario, a petición de la Comisión, va a seguir tramitándose en la Contraloría. 

Por lo tanto, nos instruyó que informáramos a don Cristian Romero -que era el fiscal designado, en comisión de servicio- que desde esa fecha él no iba a ser el fiscal y que toda diligencia que estuviese llevando a cabo, o que estaba pendiente, a contar de esa fecha, quedaba sin efecto, dado que el órgano contralor tomaba control del sumario. 

En consecuencia, desde el 12 de septiembre, casi un mes atrás, la Contraloría está tramitando el sumario administrativo. 

Ante la pregunta del Diputado señor LATORRE (Presidente), relativa a si como fiscal del INE tuvo conocimiento de los contratos que se suscribieron con el señor Juan Pablo Raide, hermano del señor Maximiliano Raide, o con otras personas, el señor Chinchon dijo lo siguiente:

Efectivamente, don Juan Pablo Raide, y todos quienes han sido nombradas acá como asesores de la antigua administración, fueron contratados bajo la modalidad de honorarios a suma alzada. 

Me gustaría explicar brevemente el procedimiento para que una contratación de ese tipo se lleve a cabo dentro de la institución. 

Se genera una solicitud de contratación para una persona, que en estos casos emanaron de la dirección nacional. Esa solicitud señala el nombre de la persona a contratar, el monto bruto mensual que se le va a pagar y la duración del contrato a honorarios.

Dicha solicitud sale de la dirección nacional, pasa por el área de presupuestos, para ver si hay dineros disponibles, y posteriormente llega al departamento de contratos del área administrativa de la institución. Ellos confeccionan el modelo de contrato a honorarios, con todas las cláusulas tipo que introducen este tipo de contratos. 

Luego, ese contrato se manda para una visación del jefe directo que va a tener la persona contratada a honorarios, para ver si está de acuerdo con las cláusulas tipo o si necesita alguna modificación, y si se condice con la solicitud de contratación que dio origen a ese contrato. 

Entonces, con la visación del jefe directo, la decisión o visto bueno es notificado al área de contratos y citan a la persona para que firme el contrato; para que lleve su certificado de antecedentes y firme las declaraciones juradas que deben suscribir en este tipo de contratos. 

Posteriormente, el contrato es remitido a la dirección nacional para su firma. El contrato ya firmado por ambas partes vuelve al área de personal, donde se confecciona una resolución que aprueba ese contrato. 

Reitero, dicha resolución, que aprueba el contrato, es confeccionada por el área de personal, que lleva adjunto el contrato ya firmado y fechado por el suscrito y por el director nacional, con todos los antecedentes que ya mencioné. 

Esa resolución pasa por nuestra división jurídica, momento en el cual tomo conocimiento del contrato en sí. 

Por lo tanto, respecto del contrato, uno vela porque tanto los antecedentes exigidos para ingresar a la administración como las declaraciones juradas exigidas por la ley estén en el contrato y en la resolución; que el contrato visado por el jefe directo esté transcrito íntegramente en la resolución y que los datos coincidan y estén todas las certificaciones presupuestarias. 

Cumplido esto, uno da la visación legal, es decir, visa la resolución. Hasta ese momento, nunca tengo conocimiento de la contratación o del motivo de la contratación de una persona bajo esta modalidad.

Luego, la resolución visada vuelve al área administrativa para una visación de la resolución y la firma del director nacional, con lo cual se cierra todo el proceso administrativo. 

En seguida, el cumplimiento de ese contrato, dependiendo de la jornada de trabajo que esté estipulada para este tipo de contratos, o el trabajo que tiene que realizar, se vela a través de informes de cumplimiento mensual, firmados por el jefe directo del contratado y la persona. En dicho informe se detallan las actividades que en ese mes realizó la persona. 

Ese informe de cumplimiento no pasa por la división jurídica; nunca ha pasado, ni este ni ninguno de los 1.200 contratos a honorarios que existen en la institución. Además, ese informe de cumplimiento, con las visaciones, es recibido por las áreas financieras respectivas para proceder al pago mensual. 

Ese es el proceso que sigue el contrato a honorarios a suma alzada en el INE. 

Tuve conocimiento de todos estos contratos, como de cualquiera a honorarios, al momento de llegar la resolución a la división jurídica para cotejar todo lo que mencioné. 

En respuesta a preguntas del Diputado señor José Pérez, dijo:

Dentro de la investigación están todos los contratos. Lo que pasa es que no puedo dar mi opinión sobre esa cuestión u otras situaciones investigadas, porque el asunto está en manos de la Contraloría. Es más, podría impedir alguna de las diligencias, incluso aquellas que pudiese tener en mente el jefe de la unidad de sumarios, que ahora es el fiscal.

Lo que sí puedo decir es que todos esos contratos, con todos sus informes de cumplimiento, están, entre otros antecedentes, allegados a la investigación.

Ante consultas del Diputado señor LATORRE (Presidente), el señor Chinchón respondió que sigue siendo funcionario del INE, es el único lugar del sector público en el cual me he desempeñado. Ha sido una experiencia bastante agradable desarrollar mis funciones en el servicio público.

Ingresé al INE en junio de 2007, y siempre, hasta la fecha, he tenido la calidad de funcionario público, ya sea como planta o como contrata. Ante la ausencia del titular o del jefe de la división jurídica, siempre me ha correspondido ser el subrogante, desde dos administraciones atrás hasta la fecha. 

Ingresé como contrata, luego estuve supliendo una planta, después estuve subrogando la división jurídica, mientras el cargo se concursaba. El cargo se concursó, llegó un fiscal en abril de 2009, y seguí siendo su subrogante durante todo ese tiempo. Posteriormente, se volvió a concursar el cargo, en momentos en que me encontraba en calidad de transitorio provisional, y se designó a una nueva fiscal a contar del 1 de septiembre, y volví al grado que siempre he tenido dentro del Instituto, a contrata y siendo subrogante por grado legal dentro de la unidad. 

La nueva fiscal es la abogada señora Jessica Matus. 

En el INE, en total son 1.200 funcionarios a honorarios, aproximadamente, más todos los funcionarios de planta y contrata en los distintos estamentos, se llega casi a 2.000.

-o-

Vuestra Comisión Especial Investigadora celebró una sesión especial el día lunes 14 de octubre de 2013, con el objeto de escuchar al ex Director del Instituto Nacional de Estadísticas, INE, señor Francisco Labbé Opazo, quien concurrió acompañado de su asesor legal, abogado Jorge Martínez Cornejo. Dijo, en síntesis, lo siguiente:

Quiero referirme a las tres acusaciones básicas que se me han hecho. Primero, manipulación de las cifras del censo o uso malicioso de documento público, lo que, de alguna manera, se ha llamado por los medios públicos clonación; segundo, falsificación de documento público, es decir, faltar a la verdad en la narración de hechos sustanciales en la entrega de datos y, tercero, una terrible acusación de sabotaje informático, es decir, alterar maliciosamente los datos contenidos en un sistema de tratamiento de información, o sea, en una base de datos.

Los avances de la investigación han permitido que pueda, de alguna manera, hacerles ver que estas tres acusaciones han sido sobrepasadas por los hechos de la realidad.

El uso malicioso de documento público o manipulación de la cifra del censo, lo que se ha llamado clonación, que, incluso, motivó, en algún minuto, a una segunda acusación por parte del nuevo director del INE ante el fiscal, en donde le hace llegar un oficio en el que me acusa de clonación de 800 mil personas.

Posteriormente, el mismo Director del INE, algunas semanas después, toma conocimiento de que ello no era efectivo y que lo que supuestamente se llamaba clonación es algo muy simple denominado imputación por donación, que consiste en una metodología estadística que se utiliza en todos los censos de derecho en el mundo y en muchas encuestas.

El manual de Naciones Unidas DDR3 lo explica claramente. Dice que esta forma de imputación es totalmente aceptable, la cual consiste en aquellas unidades o viviendas faltantes que, por alguna razón, no pudieron ser censadas o, más bien, no pudieron ser encontrados sus habitantes o no pudieron tener acceso a sus viviendas; estas se imputan tomando los datos de viviendas del mismo lugar o área, lo que se llama imputación por donación, lo cual se especifica en el manual anteriormente señalado de Naciones Unidas DDR3.

Posteriormente, el nuevo director del INE comunica al fiscal que se desdecía de lo que había acusado, porque efectivamente del departamento de Demografía le habían informado que lo que se había hecho era algo normal en todo proceso estadístico y metodológicamente era aceptable.

Una de las expertas en demografía del INE, señora Ninoska Damianovic, en una información que envía al fiscal, señor José Morales, explica latamente en qué consiste este tipo de imputación que se llama en inglés listwise y que implica lo que estaba indicando, es decir, tomar los datos de una vivienda similar y entregársela a una vivienda que no pudo ser censada.

Por último, quiero destacar que en el anexo 4.3, de la Comisión Revisora Externa Chilena del Censo, en el acápite “Tratamiento a los Moradores Ausentes”, explica que justamente ese método es aceptable y que se usa normalmente en los censos en el mundo.

En consecuencia, esa primera acusación, a mi entender, es bastante explicada.

La segunda acusación de falsificación de documento público, es decir, faltar a la verdad en la narración de hechos sustanciales, se refiere a que al comunicar a la opinión pública los datos censales no se separaron los directamente censados de los imputados y, en consecuencia, eso podría entenderse como una falsificación de documento público, ya que se estaría faltando a la verdad.

Lo he dicho abiertamente y así lo informé a la Comisión a través de un documento: publicar los datos sin desglosar se hace en la mayoría de los censos del mundo y lo normal es que las aclaraciones de cómo se realizaron las distintas imputaciones se hagan, posteriormente, en un documento metodológico. En consecuencia, no tenía objeto hacerlo en el documento dirigido a la opinión pública, porque el informe metodológico donde se explica cómo se llegó a ello, es, básicamente, para los expertos que usan la información.

Asimismo, quiero nuevamente mencionar que en el mismo anexo cuarto, punto tres, de la Comisión Revisora Externa del Censo, se indica que en solo dos de los últimos seis censos de derecho realizados en Latino América se desglosó esta información y, en los otros cuatro, se publicó exactamente como en Chile, lo cual valida lo que realicé. 

En los otros cuatro censos se hizo lo mismo que en Chile, con una diferencia: en nuestro censo quedaron claramente especificadas cada una de las bases de datos con sus diferentes tratamientos, de tal manera que cualquier técnico que quiera usar la información solo debe seleccionar la base de datos apropiada; de hecho la base pura, con la información directa de los formularios censales, también está disponible.

La última acusación es sabotaje informático, que significa alterar maliciosamente los datos contenidos en un sistema de tratamiento de la información, es decir, alterar la base de datos. Todas las investigaciones que ha realizado posteriormente el INE, han mostrado que las bases de datos están absolutamente prístinas e incólumes; están limpias y cada una tiene un código, de tal manera que no existe tal alteración. El INE, como lo mencionó el nuevo director en la Comisión, el señor Juan Eduardo Coeymans, hizo nuevamente el ejercicio de tomar los formularios con los cuales se realizó el Censo, que entregó la misma empresa externa y verificó que las bases de datos son idénticas a las que dejamos. Por ello, el sabotaje informático está absolutamente descartado.

La Comisión Externa Revisora del Censo 2012 (chilena), en el párrafo 47 de su informe, analizó el problema de las bases de datos y concluyó: “por tanto, es posible entonces inferir que la base de dato resultante es reflejo de la original”. Es decir, la acusación cae por su propio peso. 

He visto la mayor parte de las sesiones a través del Canal de la Cámara de Diputados y, en muchas, se han dicho cosas que no corresponden a lo que es un proceso censal.

El proceso censal es largo y complicado. En este caso se inició en 2008, con la estimación del presupuesto para toda la medición y que debiera concluir en 2014, con la concreción de las últimas etapas, que son: el informe metodológico y, finalmente, la conciliación censal que implica un trabajo largo y meticuloso en el cual se analiza, usando la informaciones de natalidad, mortalidad y egreso e ingreso de personas al país, más algunas otras variables, toda la información que contiene el Censo y se corrigen las cifras. Por consiguiente, es un proceso natural y lógico en el que no se reparan las cifras, como alguien lo ha dicho. 

Quiero recordar que en el Censo de 2002, el proceso de conciliación censal agregó 630 mil personas de distintas edades y en el anterior fueron alrededor de 400 mil. Naturalmente, se trata de un proceso en el cual, por distintas razones, la gente no da cuenta de todas las personas y por eso se hacen conciliaciones en todos los censos del mundo.

Por otra parte, en Estados Unidos, una de las potencias más grandes del orbe, el proceso censal captó el 72 por ciento de las viviendas. Posteriormente, debieron realizar un largo trabajo para captar el resto de las viviendas y, aún así, no llegaron a la totalidad. El 22 por ciento fue estimado a través de un proceso de imputación parecido al que hace México, que consiste en preguntar a los vecinos. Obviamente, la información que aportan los vecinos o el administrador de un edificio es, básicamente, solo el número de personas; por lo tanto, el resto de la información, como la caracterización de la población, que es el dato más fundamental de un Censo, permite establecer las políticas públicas, que en este Censo es muy superior. Incluso, se logró la caracterización del censo de Estados Unidos, y qué decir del de Inglaterra. Solo menciono dos países que son potencias mundiales. En el caso del Reino Unido, se acepta una omisión censal del 6 por ciento. Sin embargo, en los distritos, en los lugares que nosotros llamamos comunas pequeñas, esa tasa superó el 20 por ciento.

Por lo demás, en el censo de Estados Unidos se indicó que la omisión fue de 0.47 por ciento. Si analizamos esto con nuestros patrones, no lo podríamos aceptar y probablemente estaría en todos los medios de comunicación. Es más, en el censo de USA, todo el proceso censal se hizo por correo. Cabe recordar que, en el caso de Chile, en dos oportunidades un censista dejó el formulario para que fuera llenado por la persona que no pudo encontrar. Eso fue tremendamente criticado, una señora alegó que cómo era posible que se lo hubieran dejado. En cambio, en Estados Unidos a todas las familias se les envió uno. O sea, al censo chileno se le critica por un patrón de medidas muy superior a los del resto del mundo.

Luego de la exposición, en el seno de la Comisión se originó un debate, consignándose en forma resumida las siguientes respuestas del invitado:

El Diputado señor LATORRE le dijo que la acusación o el alcance que se le hace no dice relación con el total de la cifra de 800 mil personas a la que usted hace referencia, sino explicita y directamente al caso de viviendas que no existen o que no se sabe dónde están, de las cuales surge una imputación de 300 mil adicionales. Tal vez, usted deba referirse a eso en particular, que es el punto central al cual se le está haciendo un alcance a su proceso de clonación o de donación.

Usted dice clonación versus imputación por donación. Sin embargo, la acusación que se ha hecho es por una eventual clonación o agregado de datos sin respaldo en las bases de datos, tanto del actual director Coeymans como de cualquier otra persona. Esas 300 mil personas consignadas no están en viviendas determinadas. Le pido que precise al respecto, ya que es el punto central de la acusación en relación al primer tema.

El señor Labbé respondió que, aproximadamente, un tercio de ese número de personas -alrededor de 300 mil- corresponde a viviendas de comunas en las cuales no se alcanzó el ciento por ciento de la residencia del precenso. En el agregado, es decir, en el promedio de las viviendas que se censaron, se logró el 101.2 por ciento. ¿Por qué? Porque se compara con aquellas encontradas en el precenso, el cual fue más o menos un año antes del censo.

Por lo tanto, se logró un 101.2 por ciento de vivienda censadas -algo nunca antes visto en Chile- lo cual indica que, de alguna manera, hubo un crecimiento. Al ser ese porcentaje el promedio, hay comunas en que se logró más y otras en que no se obtuvo el ciento por ciento. De hecho, la única región en la que no se superó ese porcentaje de la vivienda del precenso fue en la Cuarta Región. En el resto sí se logró. En cambio, entiendo que en la Región de Coquimbo se logró un 99 coma algo por ciento.

En términos técnicos, existen diferencias fundamentales entre los censos de hecho, lo que se hacía antes y que muy pocos países de Latinoamérica los siguen haciendo en un día, con voluntarios y en el que se pregunta, básicamente, dónde durmió la noche anterior. 

En el censo chileno de 2002, a pesar de tener la identificación de precenso de todas las viviendas, la instrucción que se les dio a los censistas fue censar determinadas calles, sin indicación del número de viviendas ni de las viviendas en forma individual.

Luego, teóricamente, el censista, si cumplió bien su tarea, pues habría censado todas las viviendas de una determinada calle, independiente de si habían sido consideradas en el precenso o si fueron construidas después.

En el censo de 2012, queríamos mejorar sustancialmente la gran base muestral para todas las encuestas que se hacen en Chile. Se prefirió ser puntilloso en los datos y al censista se le entregó como tarea censar determinadas viviendas, con su calle y número, en otras palabras, censar la calle Arturo Prat, las viviendas números 2719, 2731, 2743, etcétera.

Para seguir las instrucciones de los organismos internacionales, hacer la mejor comparabilidad entre censos, decidimos imputar las viviendas que se estimaron se habrían construido entre el precenso y el censo, restando, naturalmente, las que fueron censadas. Para ello, se hizo un trabajo muy asertivo; se tomó comuna por comuna y en cada una de ellas se separaron las viviendas rurales de las urbanas y se proyectó, en base a la información que teníamos del censo 2002 y del precenso 2011, la tasa de crecimiento de las viviendas. Esa tasa de crecimiento, urbana y rural, para cada comuna fue la que se consideró, restándole las viviendas logradas por sobre el precenso.

Esa es la primera razón técnica.

La segunda se hizo en función a un respeto y ayuda al proceso de conciliación y a aquellas comunas que habían tenido una tasa de crecimiento elevada.

La comuna con más rápido crecimiento de Chile, la que lleva el mismo nombre de la región, Maule, es pequeña, se ubica al sur de Talca y se constató que entre el censo de 2002 y el precenso de 2011 el número de viviendas había crecido en más del 200 por ciento. Estamos hablando de una tasa anual por sobre el 10 por ciento.

¿Cuál es la razón de eso? No es porque en Maule se haya descubierto una mina de oro o petróleo, es, simplemente, porque está al sur de Talca y el desarrollo de esa ciudad, que fue hacia el sur, se construyó en Maule. En consecuencia, el crecimiento de Maule fue de esa magnitud.

Parte importante de los recursos públicos que van a las comunas se hacen en función de su población, por lo tanto, me imagino al señor alcalde de Maule extremadamente complicado, porque tiene un historial de una comuna pequeña pero en la realidad es mucho más grande.

Ese fenómeno se repite en muchas comunas, incluso, en el gran Santiago, porque con la política de construcción de edificios, el crecimiento entre 2002 y 2011, fue por sobre el 80 por ciento.

Les quiero leer parte del manual DDR3 de la Cepal, recomendaciones para los censos, sobre cartografía censal, migraciones, enfoque étnico y cobertura censal: un tema aún no resuelto, por la complejidad de la conciliación en esos casos, es el de la estimación de la población de áreas menores, comunas, lo que es una necesidad muy sentida en la medida que se requiere información para políticas y programas locales. La omisión por áreas menores es más difícil de obtener debido a las distorsiones que puedan presentar poblaciones muy abiertas a la movilidad poblacional o a la ocurrencia de hechos locales de poca trascendencia nacional. Esos son, justamente, los casos a los que me estoy refiriendo.

Dado el desarrollo actual de Chile, me atrevería a afirmar que estimar la población total no es difícil, tenemos las mejores estadísticas vitales del mundo. Tenemos un RUT que coincide con el número de carné y con todos los datos de las personas.

Por ejemplo, si va a comprar a un local y muestra el RUT, lo van a conocer, porque todo funciona en relación al RUT, nadie puede nacer o morir si no tiene un RUT. Por lo tanto, estimar la población nacional es muy fácil, porque se tiene el nacimiento y la mortalidad de todas las personas.

Lo que no existen son datos hacia atrás, por eso en las elecciones hay personas que aparecen votando con 120 años de edad. A partir de los años 80, ese dato es perfecto. En consecuencia, estimar la población nacional del país es un proceso muy fácil, no es necesario un censo. En España ocurre lo mismo, el censo se hace solamente con el 10 por ciento de la población, únicamente para caracterizar.

El Diputado señor Enrique Accorsi, preguntó: ¿Qué opinión tiene del resultado de la comisión externa que analizó la situación del censo, después del terremoto de su salida? ¿Cuál es su opinión respecto de esa comisión de expertos? 

El señor LABBÉ dijo: La comisión conformada por personas respetables, a mi entender con poca o nada de experiencia en Censo, cometió dos errores metodológicos básicos que anulan la conclusión a la que llega.

El error metodológico básico, el más básico de todos es que para descartar el censo y estimar omisiones comunales, lo que hizo la comisión fue tomar seis indicadores donde podría haberse producido algún tipo de omisión. 

Luego, esos seis indicadores los ordena de acuerdo con su criterio en términos de mayor o menor posibilidad de ocurrencia de omisión a nivel comunal. Allí concluye que se ordenan estas comunas y, asimismo, concluye que hay un problema serio en cuanto a ello. 

¿Dónde está el error metodológico? En que cuando usted hace un ordenamiento de ese tipo, debe tener un punto de comparación. 

Usted puede encontrar diferencias importantes, ¿pero son suficientes para descalificar un censo? ¿Son menores, son graves? 

Para esto se necesita un punto de comparación con otro censo, y eso no lo tenían. Entonces, todo termina solo en un juicio de valor. 

El segundo error metodológico es que dentro de los seis parámetros usados, el último es justamente el cálculo de cuánta diferencia hubo entre lo que se censó, versus el número de personas censadas, versus lo que se había proyectado para esa comuna. En otras palabras, aunque no lo dice en el informe, eso se llama omisión censal comunal. 

Pero resulta que la omisión censal comunal es lo más difícil de explicar, tal como lo estaba tratando de aclarar antes. 

Es la oportunidad para leer cuatro líneas. Dice: Un tema aun no resuelto, por la complejidad de la conciliación, es el de la estimación de la población de áreas menores. La omisión por áreas menores es más difícil de obtener debido a las distorsiones que puedan presentar poblaciones muy abiertas a la movilidad poblacional o a la ocurrencia de hechos locales con poca trascendencia nacional. ¡Es lo más difícil! 

Tal como decía, es fácil estimar la población de Chile, que no es la población del censo; no es la cifra que nosotros logramos. Es lo que surge del proceso de conciliación que no se ha hecho. 

Pero de allí, bajar a las regiones, y peor aun, bajar a las comunas, es muy difícil, y es más difícil todavía cuando estamos hablando de un cambio de modalidad de censo. 

Lo voy a explicar con un pequeño ejemplo. En la nortina comuna de Pica está la mina Doña Inés de Collahuasi, que tiene 8 mil trabajadores. En el Censo del 2002 la forma de censar fue consultar dónde habían pasado la noche anterior. Esos trabajadores, que tienen un proceso de 20 días en la mina y 10 días en su lugar de trabajo, fueron censados en la mina y, en consecuencia, aparecen en Pica. 

En este proceso censal los trabajadores fueron censados en su lugar de residencia habitual. 

La información que tiene la mina Doña Inés de Collahuasi dice que más del 50 por ciento de los trabajadores viven incluso fuera de la región, y la mayor cantidad vive en ciudades grandes y no en Pica. 

En consecuencia, en este censo de los 8 mil trabajadores quizás se censaron 400 en Pica; no lo sé. 

Estoy poniendo un solo ejemplo porque en todos los lugares donde hay campamentos ocurre este mismo problema. Entonces, hacer ese trabajo es muy complicado. 

Señor diputado, piense usted que esa estimación comunal se realizó a partir del censo de 2002 y en el 2003, y esas poblaciones comunales se proyectaron en base a estimaciones de natalidad, mortalidad, cosas que en realidad son muy difíciles de estimar y que se den.

El segundo error metodológico fue haber tomado ese dato y usarlo a sabiendas de que ese dato no era posible de usar. Y peor aun, si tenían ese dato, ¿por qué no lo usaron si estaban estimando la omisión censal? 

A mi juicio, la comisión no lo hizo a sabiendas de que tenían ese dato, teóricamente, porque el dato no era bueno. Y si el dato no era bueno, tal como lo han dicho los organismos internacionales, ¿por qué se usó ese dato? 

Ese es otro error metodológico, y así podría señalarles una serie de otros errores, pero basta con eso. 

El Diputado señor Farías, preguntó lo siguiente:

Me gustaría saber si usted tomó contacto con Maximiliano Raide para el proceso del Censo de 2012 y cómo se le pagaba por sus servicios en el INE. 

Por otro lado, hemos recibido distintos testimonios que nos confirman que usted ordenó la contratación de Juan Pablo Raide, hermano de Maximiliano, de Antonio Hartmann y de Constance Pooley. Por tanto, quiero saber por qué y para qué se contrataron a esas personas, si fue su jefe directo y si es cierto que usted firmaba también los informes de cumplimiento de gestión de esas tres personas. 

Los testimonios señalan que hay personas que nunca se vieron en el INE, como por ejemplo el señor Juan Pablo Raide, y que, eventualmente, a través de ellos se habría triangulado el pago al señor Maximiliano Raide. También nos han señalado que usted era quien firmaba los informes de Juan Pablo Raide y de Constance Pooley. Hay testimonios que indican que esas personan nunca desempeñaron funciones en el INE. 

En respuesta el señor Labbé, manifestó lo siguiente: En primer lugar, se habla de triangulación de dineros. Yo, como Director del INE -me hago responsable- contraté a personas para realizar trabajos específicos. 

Sobre supuestas triangulaciones, a mi entender, y este es un juicio, no pasan más allá de ser historias de una mente afiebrada. 

Respecto de cómo “contraté” a Maximiliano Raide, yo era decano de la facultad de Economía de la Universidad Andrés Bello y hace 6 o 7 años conocí al señor Raide, que tenía una organización que se llamaba Jóvenes Líderes. 

Con él empezamos a trabajar en la universidad para hacer una labor larga en términos de mostrar a los estudiantes cuál sería la realidad cuando ellos entraran al trabajo. Invitamos a miles de personalidades, a gerentes de empresas, etcétera. Hicimos una serie de actividades con Jóvenes Líderes. Incluso, trajimos personeros norteamericanos y a gente de distintos puntos del globo. Hicimos mucha labor. 

La labor que realizó Maximiliano Raide me pareció espectacular. Por eso, cuando empecé a analizar el problema censal -porque el censo había partido el 2008-, en ese minuto estábamos en la idea de un proceso censal con voluntarios, y me pareció importante tener un grupo joven que hablaba el idioma de los jóvenes. 

Además, como segundo fenómeno, el Departamento de Comunicaciones del Instituto Nacional de Estadísticas tenía personal y estaba dirigido para todas las actividades normales del Instituto Nacional de Estadísticas, y el personal era ad hoc y suficiente para esas actividades normales, pero el censo era una actividad absolutamente anormal, pues se hace cada diez años. En consecuencia, la labor de comunicación del censo era muy alta. Necesitábamos una labor de comunicación diferente a lo que hacía el INE. 

En segundo lugar, dentro de las modernizaciones que trataba de hacer, en las cuales incluyo el proceso de autonomía, que ojalá los distinguidos diputados pudieran aprobar en su oportunidad porque eliminaría todos estos problemas, estaba abrir la institución hacia los medios. 

La institución tiene una cantidad de información maravillosa. Es el paraíso para cualquier investigador universitario. Sin embargo, son muy pocos los académicos que conocen lo que hace el INE o que tienen información del INE, porque el Instituto se miraba hacia adentro. 

Cuando llegué, la página web del INE era un desastre. En consecuencia, había que hacer una modernización en términos de abrir esta institución. Para eso, necesitaba hacer una serie de labores, dentro de las cuales estaba, por ejemplo, una cosa que para mí era muy sentida, cual era crear un centro de investigación, como lo tiene el Inegi, en México, que es el INE más adelantado de Latinoamérica. 

El centro de investigación era para juntar a académicos que no podían trabajar con información nominada, porque no pertenecían al INE, con profesionales del INE que sí estaban interesados en investigar y publicar. En consecuencia, íbamos a crear una revista, y para eso contratamos también a estas personas. 

En resumen, quiero indicarles que llegué prácticamente con una persona, Sebastián Mathews, que había sido el mejor alumno en la universidad, había trabajado conmigo, era de toda mi confianza, y lo es. Él finalmente tomó el cargo de director del Departamento Comunicaciones cuando renunció la directora anterior. 

En consecuencia, a través de ese Departamento de Comunicaciones se hizo toda la labor comunicacional del censo. 

Quiero mencionarles lo siguiente. De acuerdo con una publicación del diario La Tercera, durante el primer semestre de 2012 el Director del INE aparece, dentro de los subsecretarios y jefes de servicios, con la mayor presencia en los medios. Esto no es gratis. 

Todos los periodistas aquí presentes saben que para tener alguna participación en los medios se requiere un trabajo gigantesco. 

De hecho, en el 2012 el Censo fue la segunda campaña comunicacional de recordación, después de la campaña Tolerancia Cero, referida al alcohol. 

Por último, el INE fue reconocido por los periodistas como el servicio público más transparente, de acuerdo con la encuesta Adimark. 

Ahora, en el caso específico de Maximiliano Raide, tal como se los expliqué en el informe, yo lo quise contratar, pero él me dijo que no podía porque era el presidente de Jóvenes Líderes y no quería aparecer en una institución de gobierno cuando tenía una organización transversal. 

Lo entendí, pero le pedí que me ayudara. 

¿Por qué le pedí ayuda? Porque el señor Maximiliano Raide tenía muchos amigos en el gobierno. En consecuencia, él tenía una entrada en el gobierno que yo no tenía. 

Toda mi relación con el gobierno básicamente era por el subsecretario y el ministro, pero el censo requería una coordinación muy grande con el resto de las autoridades de gobierno, con todos los ministerios, con la Presidencia de la República, y ahí el aporte que hizo Maximiliano Raide fue muy importante porque él hizo los contactos, me hizo las relaciones con muchas autoridades de gobierno. ¿Por qué? Porque era joven y, como ustedes saben, trabajan muchísimos jóvenes en las distintas labores que tiene la Presidencia de la República. 

Jamás, y lo digo de manera enfática, he contratado al señor Maximiliano Raide. No existe ningún contrato con él; jamás lo he hecho. Jamás el señor Raide participó en alguna reunión técnica, entendiendo por reuniones técnicas aquellas que hacen la subdirección técnica o la subdirección de operaciones. 

El señor Raide participaba una vez a la semana en el comité de comunicaciones, que era lo normal, comité que estaba conformado por estas personas, más dos periodistas.

En el caso del señor Juan Pablo Raide, fue contratado en diciembre de 2012, y estuvo básicamente diciembre, enero, febrero y marzo, y fue contratado para desarrollar las relaciones con las universidades. 

De hecho, logramos hacer una serie de convenios con las universidades y desarrollar una serie de exposiciones en distintas universidades. Esa era su labor, como también de los otros miembros. Incluso, ayudaba en esto, naturalmente, Sebastián Mathews. O sea, esa era la labor. Eran dos temas los que desarrollaba el departamento de comunicaciones. Uno, las comunicaciones del Censo; dos, abrir el INE hacia la comunidad, cambiando la página web, haciendo las relaciones con las universidades e iniciando lo que sería en el futuro el departamento de investigación del INE, junto con su revista. Esa fue su labor. Todo lo demás es invento. Todas estas personas estaban contratadas a honorarios. 

La mayor parte de los contratos, además de las rendiciones de cuentas, los firmé yo. Pero hubo un par de rendiciones de cuentas firmadas por otros directivos del INE. 

Todo esto fue conforme a la ley, a la legislación, con la aprobación y visto bueno del sistema administrativo y fiscalía del INE. Todo fue hecho de manera absolutamente transparente. No hay nada oculto en esto; nada oculto. 

Son injurias las que se han hecho a estas personas, por cuanto realmente hicieron un trabajo espectacular. Se los podría leer. Fue una labor gigantesca, archivadores de todas las exposiciones, comunicaciones, etcétera. 

El Diputado señor Silber, dijo que el punto 12 del informe de la comisión revisora externa -y aquí viene la pregunta de fondo- señala: “Un censo de derecho con levantamiento prolongado en el tiempo requiere de una organización, logística y presupuesto muy diferentes a las requeridas en un censo de hecho de un día. También demanda retomar etapas que habían sido ya cerradas en los preparativos del Censo,...”. 

Por ejemplo, no se hizo un modelo preparativo del censo, como aconsejaba la técnica. 

Al respecto, el texto es categórico, pues el informe añade: “La dirección del INE no siguió este camino y el tránsito hacia el Censo de derecho estuvo marcado por el voluntarismo”. 

En su respuesta el señor Labbé dijo lo siguiente: Se han hecho una serie de imputaciones en términos de que el Censo no sirve, todo basado en el informe de una comisión que, como dijo el Presidente de la República, estaba compuesta por personas que no sabían de Censo.

La persona que más sabe de censos en el mundo, Jacob Ryten, dice que no acepta esa cifra de omisión, porque no sabía si era buena. No acepto la cifra de omisión que se dice, porque me parece poco profesional que se parta con una cifra que se va a estimar en un año más. El 9,3 por ciento es una estimación basada en una proyección que se hizo en el 2003 de la población de Chile, con una serie de parámetros que podían o no cumplirse, entre ellos el de número de hijos por mujer, que de hecho no se cumplió, y que obligaba a modificar dicha estimación.

La Comisión tuvo disponible este trabajo, que se llama Perspectiva de la Población de Chile para el año 2070, Base 2002 -el Censo-, que también va a cambiar porque todos estos son procesos que van cambiando. 

En este informe, tomando dos hipótesis, una de ellas estima que en junio de 2012 la cifra de chilenos sería de 17.187.000 habitantes, y bajo la otra hipótesis la cifra sería 17.178.000. A esto hay que restar el hecho de que debemos movernos al 9 de mayo, que es el promedio del censo. 

En consecuencia, usar la cifra oficial, calculada en el 2003, que es la peor cifra para lograr la máxima omisión, no me parece académica ni metodológicamente aceptable. Partir con el supuesto del 9,3 por ciento, me parece erróneo.

Además, el Director Coeymans en esta Comisión, hizo ver que lo más lógico para estimar algún grado de omisión era tomar los datos, por ejemplo, de los menores de 20 años, porque esos datos están. Es cuestión de pedirlos al Registro Civil, y como dije, dado que necesitamos el Rut, esos datos están perfectos: cuántos chilenos nacieron y están vivos al cabo de 20 años. Y esa cifra al compararla con la del Censo llega a un poco más del 6 por ciento de omisión. 

En consecuencia, la omisión va a ser calculada al final del proceso de conciliación y, probablemente, va a estar disponible, como todas las cifras, en el 2014. 

Cuando llego al INE, hice lo que enseño a mis alumnos, en el sentido de preguntar por qué se hacen las cosas de cierta manera, dado que es la única forma de mejorar la institución. 

El mayor aporte que puede hacer un nuevo administrador es preguntar por qué. Es lo que hice. Pregunté por qué se pagaba una cantidad enorme en arriendo y no teníamos un edificio, etcétera. 

Relativo al Censo, a menos de seis meses, inmediatamente después de tener una reunión con el Presidente de la República, en la que le manifesté las modernizaciones que tenía pensadas para el Instituto Nacional de Estadísticas, me pregunté por qué hacíamos un Censo de cierta forma en circunstancias de que toda Latinoamérica había cambiado. 

Por toda la información que había recabado de distintas personas del INE, por qué hacer un Censo que tuvo serios problemas, en términos de que la cantidad de voluntarios que llegaron fue muy inferior a la realidad, en donde quedaron comunas sin censar -como Puente Alto- o censadas a medias, como Valparaíso o Viña del Mar.

A continuación, el Diputado señor Latorre dijo: Si consignamos irregularidades administrativas nuestro deber es poner los antecedentes a disposición de la Contraloría. Nosotros no sancionamos irregularidades administrativas. Si encontramos antecedentes que pudieran derivar en un proceso penal, entregamos los antecedentes al Ministerio Público y vemos si esas irregularidades pueden configurar también responsabilidad política, y nos interesa que esa responsabilidad se consigne a partir de los hechos reales. Nos interesa que nos diga si la decisión del cambio del tipo de Censo, antes de comunicársele a los funcionarios del INE, fue conversada con el Presidente de la República y con el ministro de Economía, señor Pablo Longueira.

Usted declaró públicamente que era víctima de un complot político y cuando hizo esa declaración muchos pensábamos que podía referirse a gente del propio Gobierno o a gente de la Oposición porque no especificó claramente quiénes participaron en ese complot político. Quiero pedirle que nos aclare ese punto. ¿Dónde estuvo el complot? ¿En qué consistió?

El señor LABBÉ respondió: En primer lugar, aclaro que el hecho de que usted se haya formado una opinión a partir de las personas que han venido aquí no necesariamente corresponde a la verdad, porque la mayor parte de las personas que han venido a la Comisión son las que a mí me han atacado y a la Institución. No he visto aquí al jefe del censo, por ejemplo, y por eso quise venir, porque yo soy la voz discordante, pues en esta Comisión se ha escuchado, básicamente -salvo al señor Coeymans-, a todas las personas que me han atacado. Entonces, yo le pido que me permita defenderme porque mi opinión va a ser diferente de la que usted tiene y que se haya formado, como dije, en base a los testimonios de esas personas.

En segundo lugar, usted comprenderá que una decisión tan importante como es el cambio de un tipo de censo no la puede tomar el Director del INE, independientemente. No es así y usted ha tenido experiencia en ministerios como para darse cuenta que eso no es así y yo ni siquiera era un ministro, era un jefe de servicio.

En consecuencia, no pueden dar como hecho, como la verdad, lo que han dicho otras personas acá. Usted mencionó, o el diputado Silber, a la señora Mariana Alcérreca. Yo no entiendo cómo en nuestro país a una persona que miente públicamente se le siga creyendo. En Estados Unidos caen los presidentes porque dicen una mentira. Aquí, públicamente, la señora Alcérreca dijo lo siguiente: Yo nunca he tenido experiencia en la administración pública. Lo dice dos veces en el artículo de Ciper. ¡Dos veces! Pero yo la contraté justamente porque ella tenía experiencia en el INE y están en poder del fiscal Morales las copias de los contratos de la señora Alcérreca, de ambos. Entonces, si ella miente -no sé por qué cuando era tan fácil descubrir que era una mentira-, ¿por qué usted le sigue creyendo, diputado Silber? Si ella mintió en algo tan elemental, ¿por qué se le sigue creyendo? ¿Por qué el resto de las cosas tiene que ser la verdad? A mí no me parece correcto.

Tal como decía, una decisión de cambio de censo es tremendamente importante para un país. Es obvio que dicha decisión no la podía tomar yo solo. De hecho, había una serie de instancias, como la Comisión Nacional Censal, compuesta por ministros y por subsecretarios, por el intendente de Santiago, por las autoridades militares y de Carabineros.

Por supuesto que se discutió ahí el cambio de censo. En presencia del ministro de Economía y de todos los asistentes. Ahí se justificó el cambio de censo.

Entonces, yo he dicho la verdad, toda la verdad y no quiero ocultar nada. Soy una persona transparente. Se me ha acusado de mil cosas. Se me ha acusado de un verticalismo en la institución. Lo único de lo que no se me ha acusado es, al parecer, de injerencias políticas porque yo llegué a la institución y no eché a nadie. El jefe de Gabinete que era de la directora anterior, quien naturalmente me presentó su renuncia, y le dije: “por qué se va, si yo necesito su apoyo técnico.”. ¡He sido la persona más transparente!

Lo que me molestaba del INE era el verticalismo que tiene la institución. En ese lugar, el Director Nacional era como un “reyecito” y yo decía: “¡No puede ser si soy académico!”. En el mundo académico todo es horizontal, razón por la cual traté de armar un sistema horizontal, pero sistemáticamente me ponían la proa. ¡Todo se ha dicho al revés!

He sido académico -y lo pueden decir todas las personas que han trabajado conmigo- y todas las decisiones que tomo son propias de un académico, o sea, grupales. Se consultan las cosas.

Cuando una persona que siente que no ha cometido ningún pecado y nada irregular y es atacado de la forma en que aquí se ha hecho, obviamente, mi reacción ha sido de desesperación y por ello, muchas veces, se me ha criticado de soberbio, porque he sido, de alguna manera, violento en mis respuestas, ya que me he sentido injustamente atacado.

Ahora, desconozco si fue o no una cosa política. Creo que las cosas no tienen solo una razón, sino que tienen varias razones y aquí había un problema de poder interno. Estaba haciendo modificaciones, cambios y modernizaciones y a la gente no le gusta que le quiten poder. Era obvio que lo iba a quitar cuando creara el departamento de Investigación, porque con ello quitaba poder a la Subdirección Técnica. Ellos no lo querían y me pusieron sistemáticamente la proa a las cosas que estaba haciendo. Al personal que quería participar con las universidades para hacer clases le pusieron la proa y le dijeron: “no, tiene que hacer otras cosas. Por lo tanto, no vaya.”.

El Diputado señor Farías fundamentó su pregunta de la siguiente forma: Una de las cosas que nos han planteado todas las personas que han venido a la Comisión es que antes de que usted llegara al INE todo funcionaba distinto. En las decisiones había directores, jefes de área y todos estaban involucrados. Sin embargo, cuando usted llega todo esto se termina y no se abre, sino que se cierra a su grupo más pequeño, donde estaban incluidas estas personas que hemos nombrado y que estaban con contratos aparentemente no muy claros, pues sigo insistiendo si el señor Maximiliano Raide estaba en el departamento de Comunicaciones -y toda la gente de ese departamento del INE tiene contrato de confidencialidad- y sin tener contrato de confidencialidad ¿cómo puede participar de las reuniones del censo y de otras? Así usted lo manifestó.

El señor Labbé, respondió que el Diputado señor Farias ha hecho muchas generalizaciones que no corresponden a la realidad. Todo el mundo ha estado en contra. Las personas que usted ha escuchado son personas que han puesto todo en tela de juicio.

Aquí, se ha hablado de los técnicos del INE. Esa es una exageración absoluta. Estamos hablando de 11 personas. ¿Saben cuántos técnicos hay en el INE? Hay 400 y tantos. No pudieron sacar más que 11 firmas cuando corrieron la carta y todas ellas eran de la Subdirección Técnica, pero no es todo el mundo. Son solo 11 personas que sentían que iban a perder poder. Entonces, cuando se dice que todo esto funcionaba alrededor de 4 o 5 personas. No, señor Diputado. En el Censo trabajaron, al menos, 15.000 personas. Aquí, cuando se dice que el Censo no sirve o que está malo es una ofensa gratuita a todos los Directores Regionales.

El Presidente de la República puede equivocarse o puede estar mal informado y creo que lo estaba. Tanto es así, que públicamente dijo el otro día que había llamado a una Comisión de Expertos Internacionales, porque la Comisión, que dice todo lo que usted ha dicho, señor Diputado, no era especialista en censos. Si bien, es gente respetable, pero que no sabía de censos. Ésa es la verdad.

Este Censo, que tiene virtudes y defectos, tiene tres cosas básicas que requiere un censo: primero, el grado de cobertura de viviendas, pues ello es básico para el gran marco muestral futuro. Sobre el ciento por ciento del precenso y nunca antes se había hecho así. La caracterización de las personas es espectacular, ya que se realizó con gente que fue capacitada durante una semana y que debió dar exámenes sobre cómo debían reaccionar. Obviamente, donde puede generarse un problema es en la conciliación que, probablemente, será del orden del 6 por ciento. Pero les recuerdo que en Estados Unidos e Inglaterra se tienen cifras del mismo rango y que muchos otros países desarrollados, como lo dijo Jacob Ryten, tienen números entre el 15 o 20 por ciento. Por lo tanto, le digo al diputado Ramón Farías que si en algún minuto debo reconocer un error lo voy hacer, soy hombre de palabra.

El Diputado señor Latorre (Presidente), expresó:

El actual director del INE, el señor Juan Eduardo Coeymans, sostuvo en esta instancia legislativa que estaba esperando el informe de la Comisión de Expertos que para él era muy importante, pues se trataba de una entidad de valor conformada por profesionales independientes; solo cuando se conoció el resultado de la Comisión de Expertos comenzó a dudar sobre qué hacer y citó a otros expertos. No sé si estos profesionales internacionales se han entrevistado con usted, me gustaría que lo consignara.

Por otra parte, usted ha dicho que no se ocultó la información, pero en el informe oficial del Censo se señala que las personas efectivamente censadas son 16.600.000, y sabe que no es cierto. Si hay un documento oficial del INE que dice que se censaron efectivamente 16,6 millones de personas, me pregunto, ¿qué lee el ciudadano común o un académico, igual que usted? Interpreta que se censaron 16,6 millones de personas. ¿Esa es una forma de ocular información?

El señor LABBÉ, respondió: Tal como lo he dicho, la mayor parte de los censos del mundo publican los datos sin desglosarlos. Por ejemplo, si observa el Censo de Estados Unidos, tiene una omisión del 0,47 por ciento.

Las cifras donde se desglosan estas materias es en documentos metodológicos que se hacen posteriormente en todos los censos. Es decir, es la cifra que se da a conocer a la opinión pública y es la estimación más cercana a lo que debiera ser la población censada. En ese sentido, si se basa solo en las palabras tiene razón, pero se trata de cómo se hace. 

Reitero, en los censos las imputaciones se presentan como cifras censadas, nos guste o no.

Señor Presidente, consulté al doctor Dirk Jaspers, jefe de la señora Magda Ruiz, pues cuando se pide a Celade que conformara la Comisión Evaluadora del Censo envió a la señora Magda Ruiz. Se comprenderá que la señora Magda Ruiz representaba a Celade, entonces, mal podría el señor Dirk Jaspers decir, posteriormente, que lo que se dijo a la Comisión Revisora Externa no era lo apropiado. 

Pero lo importante es señalar que el doctor Jacob Ryten, el hombre que más sabe de censo en el mundo y que no tiene ningún interés personal, y también el doctor Arriaga, ambos dicen -pese a que es mucho más categórico el doctor Ryten- que es una irresponsabilidad, es impensable echar a la basura la masa de datos del Censo. Agrega que hay muchos otros censos que tienen más omisión que este y que el trabajo se estaba haciendo razonablemente para una operación compleja llevada a cabo por un Instituto de Estadística.

El doctor Ryten también dijo: “nadie que no haya dirigido un Censo puede entender las complejidades de una operación censal”. Entiendo que ninguna de estas personas ha dirigido jamás un Censo. Las opiniones son respetables, pero, por ejemplo, las dos personas que envió el Ministerio de Vivienda, ¿tenían alguna experiencia? Uno, en líneas aéreas y el otro en asesorías a la Cámara de Diputados o al Congreso Nacional, no sé, a alguna de las dos.

Si me piden evaluar cómo se está comportando o cuál es el funcionamiento de la Torre del aeropuerto Pudahuel diría que no estoy capacitado, pues no tengo experiencia en control aéreo. Por lo tanto, fue un error, ya que esas personas no debieron aceptar.

Con respecto a que el señor Maximiliano Raide tomara la decisión de no concurrir ante esta comisión investigadora, no puedo responder por aquello.

Intervino el Diputado señor Latorre, quien expresó: No obstante, cuando usted hizo alusión a él, dijo que entre otras personas, el señor Marcelo Soto, subsecretario del Trabajo, había sido uno de los que lo había recomendado.

Es necesario que nos diga los contactos que tuvo con el ex ministro de Economía, Pablo Longueira. Si estos fueron directos con él o a través de su jefe de Gabinete, que es lo único que hemos podido consignar aquí. 

Tenemos consignado ante la Comisión el hecho de que antes de que se dieran a conocer los resultados del Censo, se tomó contacto con funcionarios tanto de la Secretaria General de la Presidencia como del propio Ministerio de Economía, por parte de personas del INE, acreditadas con nombre y apellido en la Comisión, para decirle al Gobierno que ojalá el Ministro, las principales autoridades, o, el propio Presidente de la República, no aparecieran al momento de dar los resultados del Censo, porque posteriormente esto iba a traer un escándalo inevitable.

El señor Labbé respondió: Mi superior jerárquico era el Subsecretario de Economía, mi mayor relación era con él, pero, naturalmente, tuve una serie de reuniones con el ministro de Economía y un par de reuniones con el Presidente de la República. 

La primera reunión con el Presidente, en enero de 2011, fue para explicarle cuáles eran las modernizaciones que íbamos a hacer en el INE. Debo recordarles que yo llegué a fines de octubre de 2010.

Las mismas personas que me han acusado fueron a la subsecretaría y al ministerio a presionar para que sacaran a la directora anterior, la señora Mariana Schkolnik, a quien conozco desde hace muchos años y sé que es una persona muy valiosa.

En cuanto al despido de la señora Marcela Cabezas, Subdirectora Técnica, fue porque sistemáticamente se opuso a todo lo que yo hacía. La trayectoria de ella era muy corta, no tenía muchos años en el INE y, además, era de mi extrema confianza.

Al respecto quiero contar una anécdota. El IPC es una cifra muy sensible, que no se puede conocer. En noviembre o diciembre se publican las fechas exactas del año, día y hora, en que se va a dar a conocer el IPC. Son muy pocos los días para su cálculo, porque se debe considerar la información hasta el 31 del mes anterior y tiene como plazo de entrega al Banco Central, para el cálculo de la UF, el 8 del mes siguiente. En consecuencia, los profesionales están muy ajustados en el tiempo para hacer el cálculo, más aún si hay algún feriado a mitad de semana. Además, no se pueden equivocar, deben revisarlo mil veces.

Durante 2011, en tres o cuatro oportunidades, la publicación del IPC fue en lunes y dije que era una locura que un grupo grande de personas, de técnicos, se fueran el viernes a su casa con la información del IPC, que puede valer muchos millones de dólares, y que se publicara el lunes. No es lo que indican los organismos internacionales.

Entonces, propuse, para que vean que no soy tan vertical, como se dice, cambiar esa fecha y que se hiciera todo el esfuerzo para publicarlo el viernes. La reacción de la señora Marcela Cabezas fue decir: imposible.

Le propuse publicarlo el sábado en la mañana. Su respuesta fue, no, imposible. Los sábados nunca se ha hecho.

La característica de la señora Marcela Cabezas es no se puede, nunca se ha hecho.

Tuve que llamar al presidente y al gerente del Banco Central, a expertos internacionales, como el doctor Jacob Ryten, a los superintendentes de bancos, de AFP y de valores y seguros, para preguntarles si eso les provocaba problemas. La respuesta de todos ellos fue que me felicitaban porque por fin alguien se estaba preocupando de guardar seriamente esa cifra.

Lo puede consultar con todos ellos.

Ante la pregunta del Diputado señor Latorre si con la anécdota relatada, estaba infiriendo que ella habría tenido algún interés en conocer esa cifra, el señor Labbé respondió que por supuesto que no.

Continuó con sus respuestas el señor Labbé, ahora respecto de una controversia pública con un operador comercial, el señor Selaive, asegurando que en esa reunión no estuvo presente el señor Raide. 

Que yo recuerde, jamás. Nunca se metía en esas discusiones y mucho menos en las del IPC, porque era un tema muy serio.

Finalmente respeto de la encuesta Casen, expresó que no la hacía el INE, la hacía la Universidad de Chile y también la hizo otra universidad privada. No la hacía el INE, por lo tanto, no veo qué conflicto interno pudo haber ocurrido con ella. Al contrario, toda la gente del INE deseaba que la Casen la hiciera el INE.

-o-

En la sesión ordinaria celebrada el día miércoles 27 de noviembre del año en curso, la Comisión recibió al Director del Instituto Nacional de Estadísticas (INE) señor Juan Eduardo Coeymans, quien comenzando su intervención respondió las preguntas de los Diputados señores Silber y Latorre, sobre los términos de referencia con que los expertos internacionales fueron contratados y si obran en su poder, de la siguiente forma:

Los términos de referencia son bastante amplios, básicamente, consistían en evaluar el proceso censal y hacer recomendaciones, proceso que se dividió en tres etapas: la primera fue de análisis de toda la información; la segunda, de análisis en terreno y, la tercera, de redacción del informe final.

En cuando a la pregunta de cómo se generó esta Comisión, en primer lugar, llame a Eurostat, que es el organismo que determina todas las normas para los institutos estadísticos de la Unión Europea. Me contacté con el señor Pieter Everaers, quien es el encargado de Eurostat para cooperación internacional.

En un mail que voy a traducir -está en inglés- dice: “como un seguimiento de nuestra conversación, le puedo informar que puedo recomendar a usted, en esta etapa, a dos personas muy experimentadas en el campo de demografía y levantamiento de censos, quienes en un corto plazo pueden analizar el censo 2012.”. Básicamente, él me dice que estos expertos son Griffith Feeney, “he is a high level demographer”, es decir, un demógrafo de alto nivel y especialista en métodos indirectos, quien podría evaluar el censo utilizando análisis demográficos y proponiendo algunos métodos para corregir resultados.

El otro experto es Rajendra Singh, también norteamericano, pero de origen indio- quien es exmetodologista del Census Bureau de Estados Unidos. Además, menciona algunos otros especialistas en encuestas poscensales.

Me sugiere otro nombre y termina expresando “from an Eurostat point of view, I have full confidence in these actors”. Volví a contactarme, pues había que buscar un tercer miembro, a lo cual ellos me dicen que lo están buscando. Por mi parte, les envío un mail muy decisivo que revela mi espíritu de agradecimiento.

Les propongo que Feeney haga de cabeza del grupo, pues me dijeron que él, entre los dos que acabo de mencionar, era el más experto en la materia. Luego les pido que se le dé máxima transparencia al proceso de selección del tercer nombre y que si no existe inconveniente en que la tercera persona pudiera ser con la aprobación de los señores Pieter Everaers y Griffith Feeney, porque personalmente no quería involucrarme.

A continuación, el señor Pieter Everaers, de Eurostat, me señala en un mail que no hay problema y que va a hablar con el señor Griffith Feeney para que haga de jefe del grupo.

Luego, el representante de Eurostat me sugiere el nombre de Roberto Bianchini, quien tiene una gran experiencia en diseño de censos, en monitoreo y su expertise es en mapping, o sea, en cartografía, con el consiguiente efecto de esto en resultados del levantamiento. Me sugiere contactarlo.

Poco antes de que me avisaran del tercer experto, me dicen que venía una misión del Banco Mundial, ya que le habían pedido ayuda. Llamé a la persona de dicha institución, quien me dijo algo muy importante para entender este problema.

El Banco Mundial tiene una alta cantidad de profesionales, sin embargo, no tenían expertos en censos, tenían cientos de estadísticos, pero -reitero- no expertos en censos.

Me dicen que me pueden recomendar al señor Jacob Ryten, quien hizo un pronunciamiento sobre censo en una entrevista a “La Tercera”, diciendo que era muy extremo esto de botar datos recogidos por el censo de 2012, que no se justificaba y, además, mencionó cinco nombres más. Como nosotros estábamos apurados, había que comenzar muy pronto todo el proceso de negociación, por lo tanto, pensé que ya tenía un equipo armado con habilidades complementarias, pues para analizar un censo a nivel de especialistas en censo -no de usuario- se requiere de habilidades complementarias en cartografía, en estadísticas, en demografía, etcétera. Por lo tanto, como estábamos apurados, me quedé con la sugerencia de Eurostat, a fin de acelerar el proceso.

Eso fue lo que ocurrió. No teníamos el tiempo de convocar a una licitación internacional, pues estábamos en medio de un incendio.

A continuación, puedo informar sobre los costos de todo esto dado que obran en mi poder.

El señor Griffith Feeney es doctor en Demografía. El señor Roberto Bianchini es doctor en Tecnologías Ambientales Apropiadas para el Desarrollo; sus áreas de investigación son estudios sobre población, sistemas de información Georreferenciada y levantamientos de datos estadísticos. Además, es docente de doctorado en la universidad La Sapienza, en Roma, Italia, y tiene mucho trabajo en terreno analizando la situación de países como Etiopía, Túnez, Marruecos, Albania, Kosovo, Montenegro, Bosnia-Herzegovina, Turkmenistán, Bielorrusia y Afganistán, donde el procesamiento de los datos censales puede ser más complejo que en un país desarrollado.

Se dice que el señor Griffith Feeney solo tiene experiencia en países de África. Su currículum consta de más de 15 páginas y ha realizado trabajos muy interesantes; de hecho, ha desarrollado programas de computación para analizar censos que se usan en otras partes, y tiene experiencia en la materia, por ejemplo, en Sudáfrica, que fue un caso paradigmático de un censo con problemas, pues tuvo una omisión mucho mayor que la de Chile. Otros países en los que se ha desempeñado profesionalmente son Etiopía, Kenia, Afganistán, China, India, Indonesia, Irak, Japón, Corea del Sur, etcétera.

Otros lugares en que trabajó fueron Líbano, Malasia, Mongolia, Namibia, Nepal, Pakistán, Palestina, Singapur, Taiwán, Tailandia, Vietnam, etcétera; muchos de ellos países que no están en África. Por lo tanto, la imputación que se ha hecho vinculada a que estos señores solo adquirieron experiencia en África, revela que no conocen los currículos que están publicados en la página web.

Otro experto internacional es Rajendra Singh, indio nacionalizado estadounidense, quien es un estadístico doctorado en estadística. Fue jefe de Decennial Statistical Studies Division, es decir, ocupó el cargo superior de la división de estudios de estadísticas de censos. En otras palabras, fue el jefe técnico de los censos del National Bureau of Statistics; por lo tanto, no es que haya estado a cargo del Censo, sino que fue el jefe técnico estadístico. El señor Singh ha obtenido varios premios importantes y cuenta con una tremenda experiencia. Eurostat, la Oficina Estadística de la Unión Europea, no lo habría recomendado si no contara con un vasto conocimiento. Además, el señor Singh ha trabajado en distintos lugares, como Kosovo y Kenia; y es statistics expert de las Naciones Unidas y se desempeñó en el Censo de Estados Unidos.

Por otra parte, el señor Griffith Feeney cuenta con publicaciones de distinto tipo como también publicaciones de corriente principal, lo que niega algunos comentarios que han salido en la prensa.

Generalmente, las personas que trabajan en el sector público hacen publicaciones e investigación, pero también realizan un trabajo práctico. El señor Feeney trabajó 25 años en una universidad en Hawái, sin embargo, pasó mayor tiempo realizando tareas en el National Bureau of Statistics y, en el último tiempo, haciendo consultorías. 

En relación con los presupuestos, solicité una estimación de cuánto duraría el trabajo, por lo cual acordamos un presupuesto de 180 mil dólares. Consideramos que el estudio se extendería por más tiempo que el que duró.

En primer lugar, se desarrolló una fase de investigación de dos semanas de labor, luego se dio pasó a una etapa de actualización de la documentación, en la cual los expertos internacionales tuvieron acceso a toda la documentación de la primera comisión, es decir, a las 900 páginas de anexos elaboradas por el INE. En ese contexto, recuerdo que se confrontó un informe de 1.050 páginas con otro de 60; me refiero a un comentario que realizó el señor Fernando Paulsen, en circunstancias que el expediente principal del informe de la primera comisión comprendió 40 páginas y 60 el de la segunda. Por lo tanto, el periodista, en el primer documento consideró los anexos y, en el segundo, los excluyó.

Además, quiero señalar que la primera comisión elaboró un informe con muchos anexos, porque 900 páginas fueron elaboradas con documentos del INE, los que no se consideró pertinente, teniendo en cuenta que los anexos estaban publicados, que la segunda comisión los consignara. Por lo tanto, la segunda instancia presentó 150 páginas anexas, además de tener acceso a todo el trabajo inicial de la primera comisión.

Retomando el tema del presupuesto, en la primera fase de la investigación solicitamos 5 mil dólares por semana, incluido el viático. Primero, tratamos el tema de los viáticos y los expertos nos informaron que requerían el monto que considera este ítem en Naciones Unidas, que corresponde a 269 dólares. Los 5 mil dólares incluían los viáticos semanales, incorporando los fines de semanas, que también fueron de trabajo, por lo tanto, realizamos un muy buen negocio. Si de los 5 mil dólares se restan los viáticos, se llega a una suma aproximada de 3.700 dólares por semana.

En la primera fase de la investigación, es decir, en las dos semanas iniciales de trabajo, el señor Griffith Feeney recibió honorarios netos correspondientes a 7.310 dólares, incluidos los impuestos totales, pese a que no implican un costo para el país, porque si bien se pagan a los expertos, el impuesto queda en Chile. El monto en impuestos totales asciende a 31.297 dólares. El total de recursos utilizados para desarrollar las tres fases correspondió a 156.487 dólares. En otras palabras, el gasto para el país fue de 156.000 dólares, menos 36.000 dólares. 

Griffith Feeney y Rajendra Singh permanecieron en el país ocho semanas, mientras que Roberto Bianchini estuvo cuatro semanas. Los honorarios netos de Griffith Feeney fueron de 29.240 dólares. En transporte, es decir pasajes, se gastaron 4.793 dólares. Al respecto, se les ofreció clase ejecutiva y no lo aceptaron, argumentando que no podían aprovecharse de países en desarrollo.

En resumen, en viáticos se gastó 15.000 dólares, en impuestos 12.000, lo que hace un total de 61.000 dólares. Se trabajó un total de 40 días y los expertos permanecieron 56 días en Chile, porque hubo lapsus en que Griffith Feeney trabajó en otros proyectos personales.

Posteriormente, el Diputado señor Latorre, le dijo al Director del INE que aclare a la Comisión en forma taxativa, ya que ha reiterado permanentemente a la opinión pública y ante esta Comisión que esas personas fueron recomendadas por Eurostat.

El señor Coeymans respondió que eso es cierto. O sea, Eurostat los recomendó. La frase que se emplea es “from the Eurostat point of view”, tenemos plena confianza en estos señores.

Son personas recomendadas por Eurostat a través del encargado de cooperación internacional. Además, él consultó con otra gente de Eurostat.

El Diputado señor SILBER, dijo: La pregunta es qué se contrató, porque es muy distinto que se le den amplias facultades a este grupo de expertos para que decida con independencia la suerte y destino del censo 2012, a que “se lo contrate para elaborar un plan preliminar con posibles opciones para realizar reparaciones al censo”. 

El Diputado señor EDWARDS, a su vez, expresó: La verdad es que no esperaba que la sesión tomara este curso, porque es difícil entender cuando llega a esta Comisión una conclusión de un comité de expertos que, al parecer, les gustó a algunos, y no se criticó la forma en que se les pidió trabajar.

Sin embargo, cuando llega una comisión de expertos internacionales con los más altos pergaminos posibles en el mundo, de acuerdo con sus currículos, sí se cuestiona. Debiésemos tener al menos el mismo criterio al criticar tanto una como la otra.

Por ejemplo, el señor Rajendra Singh, recibe numerosos reconocimientos, entre otros, el premio medalla de plata, la más alta distinción otorgada por el Departamento de Comercio de Estados Unidos, por el diseño e implementación de una encuesta de evaluación de cobertura y precisión del censo 2000. Por supuesto, parte del Departamento de Comercio tiene la oficina del censo de Estados Unidos.

Recibe, además, la medalla de bronce al más alto reconocimiento de la oficina del censo de Estados Unidos por sus significativos aportes a la encuesta SIF.

Asimismo, recibe reconocimiento de la oficina del censo de Estados Unidos por sus contribuciones a los censos y encuestas demográficas.

Más allá de lo anterior, la gracia es que esos expertos se pueden abstraer de la realidad política de Chile y darnos una conclusión mucho más pura de la que pueda hacer una persona que está inmersa en una realidad política como la que tenemos en el país.

El señor COEYMANS contestó que la comisión internacional tuvo el mayor grado de oficialidad posible según la forma en que funciona Eurostat. Si hubiera sido con el Banco Mundial, habría sido igual. Lo primero que hay que tener presente es que los expertos internacionales no desacreditan el informe de la Comisión Nacional. Muchos de los problemas detectados fueron encontrados por ambas comisiones y también por gente del INE. ¿Cuál es la diferencia entre ambas comisiones? La metodología de trabajo. La primera señala los problemas que tuvo el proceso, destacando especialmente la omisión y la forma de publicar los datos. La diferencia es que la primera comisión detectó los problemas, pero no indagó acerca de cómo varios de esos problemas se solucionaron durante el proceso. 


Me parece que la segunda comisión, más que la primera, se involucró mucho más en el proceso mismo. La primera tuvo un trabajo más de escritorio, y la segunda uno más de terreno. ¿Cómo pruebo esto? La segunda comisión fue a terreno, a las zonas más complejas, e indagó. Básicamente, fue a hacer un control de calidad del Censo.

Con relación al cálculo de la omisión, la primera comisión comete un error grave, a mi juicio, pues toman las cifras de 2002, le suman los nacidos, le restan los fallecidos, suman las estimaciones de migración y comparan con las cifras censadas, pero no con las cifras conciliadas, que es una cifra que surge después de que se ha analizado el censo. 

¿Cuál es el gran problema que hay en el cálculo de la omisión comunal, que es muy decisiva? Que el INE hace proyecciones de población comunal. Las hizo, pero en base del censo de 2002, actualizado al 2004, hasta ahora. No ha habido actualizaciones oficiales de las cifras del INE. Es muy difícil, pues no hay información o registros de población a nivel comunal. 

La migración no se puede conseguir al final de comparar los dos censos, pero proyectar a partir de cuál es la migración... O sea, hay movimientos intercomunales que son muy grandes. 

Lo que se debe hacer es medir la omisión una vez que se haya logrado -censado el censo- hacer el proceso de conciliación censal. Recién ahí vamos a saber cuál fue la verdadera omisión, pero no antes. 

Entonces, el problema está en que la primera comisión descalifica el censo por dos cosas: porque encuentra que la omisión total fue muy grande, pero también porque hay una gran variedad en las omisiones comunales. No las presenta. Dice: tenemos 144 comunas donde hay grandes diferencias, pero eso no tiene fundamento. Esa es la verdad, teniendo el primer informe un gran valor.

En nuestro plan de acción vamos a utilizar muchas cosas que recomienda el primer informe. Básicamente, en la mayoría de las cosas que presentan uno puede estar de acuerdo; no obstante, no está de acuerdo en la conclusión. Ese es el debate. Eso es lo que el INE tiene que resolver para ver qué solución o recomendación va a dar al país.

Aún más, quiero señalar cuáles fueron las fechas del censo en 2002 y el proceso que se llevó en las publicaciones. 

El censo se levantó en abril de 2002. En marzo de 2003 se publicaron los resultados de población y vivienda. En mayo de 2003 se entregó la base de datos a Demografía. Entre junio de 2003 y mayo de 2004 se elaboró la proyección de población para el país. Entre junio y julio de 2004 se hizo una revisión con un consultor del Census Bureau. En agosto de 2005 se publicó la proyección del país. En febrero de 2006 la publicación de las proyecciones y estimaciones de población por sexo y por edad entre 1990 y 2020. 
Adoptaremos más de una recomendación de la primera comisión, pero también consideraremos sugerencias de la segunda. 

Dentro de los aportes importantes que realizó la segunda comisión, calculó indicadores de calidad, como la tasa de no respuesta por pregunta. La gran mayoría de las preguntas tuvo una tasa de no respuesta inferior a 2 por ciento, lo que es importante. Entre paréntesis, ambas comisiones no cuestionaron la base de los censados y aceptaron los 15.700.000, que es lo censado. Además, ambas comisiones rechazaron los moradores de viviendas no logradas y debemos corregirlo. 

La tasa de no respuesta es un excelente indicador de calidad. Es uno de los indicadores de control de calidad de productos estadísticos.

La primera conclusión a la que arribaron los expertos internacionales fue que debemos hacer una publicación detallada, es decir, documentar todo el proceso, la calidad de los datos. Segundo, dijeron: no creemos que ustedes deban publicar la base censada sin la documentación que les están pidiendo. Es decir, exigen máxima transparencia. Obviamente, es una tarea en la que hemos avanzado muchísimo, pero todavía nos queda un trecho. 

Los expertos internacionales describieron los problemas; detectaron problemas que la primera comisión no detectó. A pesar de eso, creemos que la base censal puede ser usada y que algunos problemas deben ser investigados para hacer un buen censo en el futuro. Es decir, el INE debe fortalecer sus capacidades para que el próximo censo, de verdad, sea excelente. 

Las lecciones consignadas en ambos informes serán útiles para los próximos procesos censales.

-o-
A la sesión de vuestra Comisión Investigadora, celebrada en miércoles 4 de diciembre de 2013, concurrieron el Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores Jaña, acompañado del Jefe de la División Legislativa del Ministerio de Economía, señor Alejandro Arriagada.

También concurrió el Director Nacional del Instituto Nacional de Estadísticas, INE, señor Juan Eduardo Coeymans, a quien acompañaban su jefe de Gabinete, señor Sergio Zuloaga; el Jefe del Proyecto Censo, señor Osvaldo Ferreiro, el Jefe Técnico del Censo, señor Alejandro Sabag y la señora Natalia Cabrera, jefa de prensa.

La síntesis de la exposición del Subsecretario de Economía, basada en una presentación en power point más el debate consecuente con participación de los señores Diputados presentes en la sesión, se resume a continuación:

El Subsecretario señor Flores señaló que los procesos que el INE propiamente tal desarrolla en las actividades de precenso, del censo propiamente tal y de la encuesta postcensal tienen un marco jurídico.

La primera norma fue el decreto 231, del Ministerio de Economía que se publicó en el Diario Oficial con relación al censo, se hizo a fines de 2009:, en el cual se dispone el levantamiento del XVIII Censo Nacional de Población y VII de Vivienda durante el 2012. En ese decreto, se faculta al director del INE a fijar el día de su realización, cuya resolución deberá ser publicada en el Diario Oficial. Recuerden que estábamos en 2009 y el censo que se iba a hacer se haría en un día en particular, pero todavía no se cambiaba de modalidad de censo. Este fue el primer acto administrativo que tuvo que ver con el censo de 2012.

La siguiente norma fue el decreto 236, de 30 de octubre 2010, también del Ministerio de Economía, donde se creó la Comisión Nacional Censal y las comisiones regionales.

La comisión está presidida por el ministro de Economía y la integran los señores subsecretarios del Interior, de Desarrollo Regional y Administrativo, de Educación, de Transportes, General de Gobierno, de Planificación y Cooperación, el jefe del Estado Mayor Conjunto, un oficial superior de Carabineros de Chile, designado por su Director General; un oficial superior de Policía de Investigaciones, designado por su director General; el director del INE, como director ejecutivo del Censo; el secretario de la Comisión y el coordinador Nacional del Censo. El 23 de noviembre de 2010 se reúne, por primera vez, esta Comisión. Ustedes deben tener copia del acta de esa primera Comisión.

En esa primera reunión, estuvo presente el ministro Fontaine, constituyó la Comisión y explicó el objetivo de la misma junto con las etapas que conlleva el censo. Todavía sigue siendo un censo que se va a realizar en un día.

A continuación, el decreto 36, de 12 de agosto de 2011, en el que aparece toda la orgánica del censo. Esto es levantar información demográfica, económica y social para elaborar información sobre las características socioeconómicas de la población y su calidad habitacional, para que a partir de ella se puedan elaborar políticas públicas y estudios académicos. Ese es el objetivo del censo propiamente tal.

Además, se establecen tres etapas: el precenso, donde se empadronaron las viviendas; el censo propiamente tal y, por último, el poscenso. Es decir, se otorgan todas las facultades al director del INE para que defina cómo se realiza este proceso, para contratar a personas y disponer de los recursos que el Tesoro Público le va a poner a su disposición, además del rol de otras organizaciones tales como los gobiernos locales y regionales. En fin, este es el reglamento del censo y con esto posteriormente se levanta.

La segunda sesión de la Comisión Nacional Censal, se realizó el 14 de septiembre de 2011. En ese momento, ya se encuentra el exministro Longueira, se presenta el cambio de metodología censal y se establece un período de levantamiento. Ya no va a ocurrir que el censo se realice en un solo día, sino que a lo largo de un período de tiempo determinado. Este cambio lo aprueba la Comisión Nacional Censal, recibo esa información e inmediatamente tengo que cambiar el presupuesto, porque el que se estaba elaborando para el 2012 estaba pensado con la modalidad antigua. 

La ley de Presupuestos de 2012, tramitada entre los meses de octubre y noviembre de 2011 contempló un presupuesto de alrededor de 14 mil millones de pesos, con una glosa en particular, bastante habitual en estos casos, que autoriza al INE para que con este presupuesto se puedan realizar todos los gastos necesarios para el mismo; incluso, contratar personal, arrendar vehículos, etcétera. 

Tras la tramitación de la ley de Presupuestos se aprobaron los 14 mil millones de pesos. En enero de 2012, algunos meses después de levantado el censo, debí publicar un decreto que informó que se pasó de un censo de hecho a uno de derecho y que no habría un día feriado, sino que se realizaría el levantamiento de la información en un período determinado y que, con posterioridad, vendrían los suplementos presupuestarios. El decreto 25-25 del Ministerio de Hacienda, del 30 de abril de 2012, incrementa el programa censal en 2 mil millones de pesos y, el del 24 de septiembre de 2012, en 550 millones de pesos.

Si se observa la ejecución presupuestaria, efectivamente, corresponde a la suma de las tres cantidades: 14 mil millones originales, más 2 mil millones, más los 550 millones de pesos que finalmente se agregaron. Esa es la ejecución, prácticamente exacta, de cuánto se gastó en 2012 en relación con este punto.

Por otra parte, en relación al sumario que se inició en el INE como investigación sumaria, explicó que luego pasó a ser un sumario y estuvo en el Ministerio de Economía tres meses, para lo cual asignó un abogado, don Cristián Romero. 

Posteriormente, el sumario lo tomó la Contraloría General y el INE no ha recibido un pre informe del sumario. 

En respuesta al Diputado Latorre, respecto de los motivos de su opinión favorable del informe emitido por la Comisión Revisora formada por expertos internacionales, el señor Flores explicó que se basa en la cantidad de información que se ha recogido gracias al censo. Contestaron más de 50 preguntas algo menos de 16 millones de personas, la tasa de respuesta fue relativamente alta, salvo en una pregunta. Por lo tanto, se trata de una base de datos que debe tener aproximadamente 800 millones de registros que recoge aspectos demográficos, sociales y de vivienda, es y sigue siendo sustancialmente grande. 

Sin embargo, me sorprendió cuando la Comisión Nacional recomendó que la base de datos no fuera usada para definir políticas públicas. Por ello, cuando los expertos internacionales manifestaron que la base de datos podía ser usada, me pareció razonable, porque además, para adoptar una recomendación de ese tipo se debe tener un nivel de certeza sustancialmente alto y en la Comisión Nacional no existía ese nivel de convencimiento.

El diputado señor Farías consultó ¿cuáles son los antecedentes técnicos en que se fundamenta la opinión del subsecretario? ¿Por qué la conclusión de los expertos extranjeros es mejor que la de los chilenos? Más allá de lo técnico, ¿sospecha que hay otro tipo de razón política para destruir el censo o para salvar a alguien?

El señor Silber formuló las siguientes preguntas:

¿Cómo se concluyó que había que cambiar de modalidad de censo? ¿Cuál es el grado de interacción que le recae a la cartera de Economía respecto de esta materia? 

El señor Flores señaló que un punto importante que le preocupó fue cuán íntegra estaba la base de datos. El procedimiento que se sigue en esta materia es que todos los papeles en los cuales se han respondido las preguntas pasan por una máquina que los digitaliza y posteriormente toda esa información se recoge. Se hace una auditoría para ver el grado de consistencia entre ambas cosas y luego se destruyen los papeles. 

En el momento en que el director Labbé deja su cargo este proceso ya se había iniciado. Entonces, di la orden de detenerlo, que se resguardara el registro físico y con ello se pudo, finalmente, hacer una auditoría para ver la consistencia. Se alcanzó a destruir 3,25 de un total 1.500 pallets. En definitiva, fue un porcentaje de destrucción pequeño, porque si existía la posibilidad de que la base de datos hubiera sido intervenida, no habría habido ninguna certeza de si podría ser usada o no, porque ya no habría seguridad de si el número que estaba ahí, en el registro digital, coincidía con el que había estado en el papel. Afortunadamente, ambas comisiones llegaron a la conclusión de que esa base de datos estaba íntegra y ese es el corazón del censo. Por esa razón se puede usar. No solo yo he ido en esa dirección, también la presidenta de la Sociedad de Estadísticas de Chile ha planteado que quiere que la base de datos se coloque a su disposición, porque, al final, el veredicto, probablemente, lo van a dar los investigadores cuando empiecen a usarla y vean si, efectivamente, está reflejando de manera adecuada la realidad de la sociedad chilena.

En general, el estudio que se hizo de error en respuesta, muestra una tasa bastante baja, de acuerdo a lo que vi en el reporte, salvo en una pregunta en particular.

A solicitud del Diputado señor Latorre (Presidente) el señor COEYMANS aclaró los conceptos de tasa de respuesta y omisión. Explicó que al analizar cuánta gente responde una pregunta, por un lado hay un porcentaje de personas omitidas, pero además está la tasa de las personas que respondieron, pero omitieron la pregunta. Técnicamente, se llama tasa de no respuesta. En una determinada pregunta, cuando uno quiere ver la omisión de la información, se deben considerar dos cosas: omisión de persona y omisión de la pregunta. 

Si uno tiene una determinada pregunta, por ejemplo, cuánta gente en este país respondió la pregunta relacionada con su religión, se debe medir la información y considerar, primero, la omisión de personas; segundo, la omisión de la pregunta o la no respuesta de la pregunta.

El señor Flores agregó que una cosa es si aquellos que respondieron contestaron todas las preguntas que se les formularon, y ver si hay consistencia entre las respuestas. Una de las cosas que se revisa es si contestaron cosas verídicas en algunas preguntas y en otras tal vez no. Por lo tanto, es necesario ver la consistencia.

El punto de la omisión es relevante para ver a cuántas personas no se pudo llegar a preguntarles su caracterización. Ese número definitivo lo vamos a tener en la conciliación censal.

Ahora bien, en la modalidad de cambio de censo no me tocó participar porque eso se debatió en la comisión nacional, y se aprobó. Por cierto, me correspondió conseguir el dinero para que esto se hiciera realidad.

El Diputado señor Latorre planteó al Subsecretario la siguiente inquietud ¿Cómo es posible que la comisión de expertos internacionales, cuando expresamente declaró que no había hecho ningún análisis de cobertura censal, pueda concluir que sí se puede utilizar la base de datos? ¿Dónde está la rigurosidad técnica en una conclusión de esa naturaleza, cuando no ha habido -y ellos públicamente lo señalaron- un análisis de cobertura censal? Enseguida preguntó ¿Puede usted dejar consignado ante la Comisión, a partir del censo, de cuántos chilenos somos al día de hoy?

El señor Flores indicó: Ese resultado, según lo que he aprendido del proceso censal, se obtiene una vez que se hace la conciliación propiamente tal. En el censo anterior, eso ocurrió cerca de un año después de levantado el censo. Con el calendario original que había para el censo, la conciliación censal ya se hubiese realizado aproximadamente en esta fecha, es decir, que probablemente ya estaría cercana la fecha en que se puede conocer el dato oficial de cuántos chilenos somos. No es inusual que ello ocurra con posterioridad al censo, donde este es un insumo para llegar, finalmente, al dato de cuántos chilenos somos oficialmente, estimación que se lleva a cabo entre el INE y Celade.

Probablemente, a partir de la propuesta que está elaborando el INE, que presentará el señor ministro, se planteará cuál será el calendario de aquí en adelante. Por lo tanto, en el tercer trimestre del próximo año se va a saber cuántos chilenos somos finalmente.

A continuación señaló que el propósito de poder utilizar estos datos para políticas públicas, tiene un componente que se refiere a la población total y la caracterización de toda ella. Sin embargo, tal como usted señala, uno de los mayores valores que tiene el censo es el poder tener el detalle de las características de una comunidad en particular donde una comuna puede ser muy distinta de la que está al lado. Sobre todo, cuando nuestra sociedad cambia en poco tiempo de manera muy radical.

Entonces, en esta medición tenemos una base de datos bastante grande, que está íntegra y que muestra consistencia entre sus respuestas. Además, hablo de una base de datos que, cuando los investigadores revisaron aquellas comunas en las cuales había mayor dificultad, llegaron al convencimiento de que la manera cómo los directores regionales habían enfrentado dicha dificultad, había sido la adecuada. De manera tal que si bien es cierto no tengo la estimación de la población completa de esa comuna, y cuya tasa de omisión la voy a conocer con la conciliación censal, la base de datos obtenida a partir de esa comuna sigue siendo útil para su caracterización.

Por otra parte, es efectivo que tenemos otras encuestas que tienen esta característica, que nos sirven para poder anclar los resultados y ver qué consistencia hay entre una y otra.

Al respecto, la comisión externa también fue prudente en el sentido de que hay que poner estos datos a disposición de los investigadores, pero con una especie de manual de todas las características que esa base tiene.

El Diputado señor FARIAS preguntó saber exactamente cuánta gente no respondió el censo. No olvidemos que hay 800 mil personas que fueron inventadas por el señor Labbé para hacer cuadrar el tema. 

Por tanto, me gustaría saber si se hizo un análisis de consistencia. 

Por último, me gustaría consultar si acaso el señor subsecretario sostuvo algún tipo de reunión o si se relacionó con el señor Raide en su momento. 

El señor Latorre consultó al señor Flores acerca del informe de los expertos internacionales, que expresamente apela a las normas de Naciones Unidas para censos y la forma en que idealmente estas debiesen cumplirse. Por otra parte la organización de Naciones Unidas que se encarga del tema de censo y población es el Celade, y uno de los miembros de la comisión de expertos nacionales pertenecía al Celade, comisión que reconoció el documento de los expertos nacionales como un informe válido. Entonces, la pregunta es cómo es posible que los expertos internacionales lleguen a una conclusión que es tan distinta al informe que el Celade ya había validado. Explicó su consulta porque se trata de una opinión que compromete al Estado de Chile.

El señor Flores informó, en relación con el anuncio de los datos estimados del Censo, que efectivamente hubo filtración. Es efectivo, sañaló que el día antes de que el Presidente y el ministro dieran a conocer la información, fue llamado desde un medio de prensa para preguntarle si los datos eran los mismos que se iban a anunciar al otro día. 

Inmediatamente llamó al director Labbé para manifestarle la situación que le parecía de la mayor gravedad, porque cómo era posible que un dato como ese -que se supone que se maneja de manera muy reservada- estuviera en conocimiento de un medio de prensa, como salió publicado al día siguiente.

En esta relación con el ministerio tuve una reunión con uno de los asesores del exdirector Labbé, el señor Sebastián Mathews, quien me fue a ver en una oportunidad por el interés que tenía él por llegar a acuerdos con universidades para utilizar datos del INE en investigación académica. 

Con las otras personas que han aparecido reiteradamente mencionadas en esta investigación nunca me reuní. 

Lo que hizo el director Labbé fue tomar la cantidad de personas que fueron censadas efectivamente, luego incluyó una estimación de los moradores ausentes y después incluyó una estimación de las viviendas no logradas. Ese número es la estimación de población que presentó como censada. 

Ambas comisiones, la nacional y la de expertos extranjeros, recomiendan no incorporar esta última parte de la estimación de las viviendas no logradas. 

Chile ha realizado 17 censos. Este era el Censo número 18. Si se fijan, es una situación que se ha repetido muchas veces, y estalla un escándalo como este, en el cual hay una acusación de que los datos han sido manipulados. Frente a los recursos involucrados, el Presidente pide perdón por ello, porque es una situación que no debiese haber ocurrido. 

En relación con la estimación del Censo, si bien es cierto se cambió de uno a otro, Chile ha estimado censos en el pasado y esto es algo que no debiese haber ocurrido. 

Si todo hubiese sido de manera normal, ya tendríamos el dato conciliado de cuántos chilenos somos.

Por lo tanto, le encuentro toda la razón al Presidente al pedir perdón, porque en verdad es una cosa que no debiese haber ocurrido. 

El señor Flores manifestó que en el cambio de una modalidad de censo a otro no le tocó participar, 

El Diputado señor Silber preguntó al señor subsecretario lo siguiente. 

En el informe del comité independiente, en la página 11, se señala como otra de las causas lo que se refiere al tema presupuestario, donde el subsecretario señala que participó directamente. 

El informe dice: “El coordinador del proyecto Censo, Eduardo Carrasco, estimó en cerca de $ 6.800 millones los recursos adicionales requeridos, de los cuales la Dirección de Presupuesto asignó alrededor de $ 6.000 millones.”. 

Por lo tanto, hay una diferencia de 800 millones que no fue satisfecha por parte del presupuesto de la nación, lo cual genera dificultades en el marco presupuestario.

El informe señala más adelante: “Una parte del déficit fue absorbida con la reasignación de $ 600 millones desde otras partidas del INE y otra parte se ajustó por la vía de reducir la contratación de personal. Así, a pocos días de inicio del trabajo de campo se recibió la instrucción de parte de la dirección del proyecto de reducir en un 10% los gastos en supervisores y censistas, lo cual obligó a reducir el personal que se contrataría y a reformular las cargas de trabajo.”.

En definitiva ¿se pidieron todos los fondos necesarios?

El Diputado señor Farías consultó ¿Por qué la comisión nacional de expertos, aun teniendo a mano el informe de la comisión de expertos internacionales, reitera sus propias conclusiones? 

El señor Flores se refirió al aspecto presupuestario e informó que en la ley de Presupuestos se autorizó un monto por 14 mil millones de pesos. Dicha cantidad es superior al que estimaba el presupuesto exploratorio, que consideraba que se iba a realizar en un día porque hubo que suplementarlo.

Iniciado el 2012 recibió una solicitud del señor Labbé, exdirector, por incrementos presupuestarios. A partir de esos requerimientos se tramitaron dos modificaciones, agregando al presupuesto del programa censal 2 mil millones más, en abril de 2012 y en septiembre 550 millones. De hecho, el INE realiza esa última modificación presupuestaria reduciendo el presupuesto de otros programas estadísticos. 

En el caso de los datos que señala el señor Presidente, efectivamente la información del censo es fundamental para la asignación de los fondos regionales. Hay un período de vacancia en el cual, sin perjuicio de que se haya levantado el censo, como no está terminado el proceso de conciliación censal, se debe seguir usando la información del censo anterior, hasta que se produce la cifra definitiva, y solo en ese momento se hace el cambio. 

Es decir, si todo hubiera salido bien, y ya se hubiera iniciado el proceso de conciliación censal, aún se estarían usando los datos del censo anterior. 

A continuación el señor Coeymans se refirió a las preguntas que quedaban pendientes de responder. 

En relación a la independencia de la comisión de expertos internacionales, indicó enfáticamente que los términos de referencia, solo establecieron que se analizaran la usabilidad de los datos y, eventualmente, se efectuaran ajustes. 

En seguida reconoció que la decisión de hacer o no un nuevo censo tiene un alto componente político. Si bien INE va a hacer una recomendación técnica, en toda política pública hay una recomendación técnica, y después puede haber razones políticas para tomar una decisión que considere o no esa recomendación técnica. 

En seguida informó que se van a entregar los argumentos para fundamentar cuál es la fecha en que se recomienda hacer el nuevo Censo sin que corra riesgo la calidad. 

Respecto a la carta enviada por el sub departamento de demografía hizo una reseña del plan de trabajo que se le envió posteriormente según el cual correspondería: Evaluación. Obtener una población por sexo y edad, el objetivo, que constituye el punto de partida de la proyección de población. Evaluación demográfica de la base censal 2012. Evaluación demográfica de los datos del último Censo. Evaluación de la calidad, consistencia y coherencia del anterior censo. 

De acuerdo a la elaboración de estimaciones enviada en octubre de 2013, se señaló: 

“Considerando el plan de trabajo 2013-2022 el Subdepartamento de Estadísticas Demográficas establece como tarea número 1 la elaboración de estimaciones y proyecciones de población para el país, regiones, provincias y comunas y la situación actual en la cual se encuentra el censo de población y vivienda, ha preparado el siguiente informe. Este se basa en posibles escenarios que puedan surgir derivados de las recomendaciones del trabajo de la Comisión de Expertos Internacionales y que serían divulgadas en noviembre de 2013. Así, los 2 escenarios serían los siguientes. 

Primer escenario. La Comisión Externa Internacional recomienda el uso del Censo 2012, con o sin reparación. Esto implica que a partir del momento en que se disponga en esta unidad de la base definitiva del Censo 2012, el Subdepartamento de Estadísticas Demográficas debería poner en marcha el plan de elaboración de las estimaciones y proyecciones de población, el cual tiene duración de 52 semanas, según el programa de actividades y cronogramas entregado anteriormente a la dirección del INE”. 

Es decir, los funcionarios, de hecho, ponían mucha confianza en la comisión internacional, y decían: Si esta base es útil. Conocido el informe se reitera que va a hacerse una evaluación demográfica y el proceso de conciliación. 

A continuación explicó, con respecto a la omisión censal, que hay dos formas de calcularla. Una, es la forma que usan los países desarrollados como Canadá, Estados Unidos, Inglaterra, etcétera, y también la usó Perú. 

En general, se hace a través de la encuesta postcensal. Con ello puede perfectamente llegar a una cifra de población sin hacer el proceso de conciliación censal.

En el caso de Chile, la encuesta postcensal fue tomadaa destiempo y no sirve. 

Uno de los expertos internacionales, que fue director técnico de los Censos del National Bureau, el señor Rajendra Singh, dijo que esta encuesta no podía ser aplicada para calcular omisiones. 

Cuando no se tiene una encuesta postcensal, hay que aplicar el método de conciliación demográfico, que es un proceso que dura 52 semanas. Ese es un método que parte de las cifras de 2002 que se han conciliado anteriormente. Se le suman las cifras vitales, o sea, más nacimientos, menos muertes, y se suma la estimación de migración internacional. Es un proceso que requiere que la calidad de las estadísticas vitales sea muy buena y tenga controles de calidad perfectos en los últimos años. En definitiva los expwertos internacionales sintieron que uno de los insumos que usan para su trabajo estaba siendo desacreditado.

Los mismos expertos internacionales, en una reunión que tuvieron en la Comunidad Estadística Nacional, afirmaron lo siguiente: “Nosotros no estamos diciendo que las estadísticas vitales chilenas sean malas. No estamos diciendo eso. Lo que estamos diciendo es que no tenemos pruebas estadísticas, independientes del INE, sobre la calidad de esas cifras”. Destacó que el año 1973 se realizó el único estudio sobre datos, de los autores de Puffer y Serrano, “Características de la Mortalidad en la Niñez”, Informe de Investigación Interamericana de Mortalidad en la Niñez, publicación científica Nº 262, de la Organización Panamericana de la Salud, 1973. El estudio arrojó un 30 por ciento de tasa de omisión en la recolección de datos. Ese es el tipo de pruebas que probablemente los expertos internacionales estaban buscando sobre la validez de las estadísticas vitales. 

Consultado por el Diputado señor Latorre respecto a si se había reunido con toda la gente del Subdepartamento de Demografía, el señor Coeymans señaló que citó a todos los funcionarios, de los cuales asistieron solo tres personas. Además se citó a los subdirectores del INE y afines. 

Posteriormente se refirió a la consulta relacionada con si los expertos internacionales recibieron o no a los expertos nacionales, respecto a lo cual informó que se reunieron aproximadamente 12 horas con tres miembros; 6 horas con Magda Ruiz y otras tantas horas con Felipe Zamorano e Isabel Millán. A esa reunión se invitó expresamente a los señores Osvaldo Larrañaga y David Bravo, quienes se excusaron. Además, se invitó a la comisión nacional para que fuera a la reunión con la Comunidad Estadística donde los expertos internacionales presentaron su informe. 

En relación a los invitados a las reuniones indicó que no fue quien decidió a quién tenían que invitar. Los expertos internacionales tuvieron acceso a las grabaciones de todas las entrevistas que dieron Mariana Alcérreca -quien no fue invitada-, Andrés Bustamante y Marcela Cabezas y decidieron. 

Consultado por el Diputado señor Silber respecto de si estaba validado el sistema que se utilizó para la imputación de viviendas, señaló que el informe de la Comisión Nacional, se calcula en 1,8 la omisión de viviendas a través de ese método, mientras que el señor Francisco Labbé estimó un 1,6, o sea no está validado. La Comisión Internacional expresamente no lo recomienda.

El señor Coeymans manifestó que compartía el criterio expuesto por la Comisión Internacional. 


El Diputado señor Latorre preguntó, respecto del trabajo de la comisión de expertos internacionales si se reunieron con alguna persona critica del censo y cuál fue la cantidad de horas trabajadas y visitas efectuadas a terreno.


Al respecto el señor Coeymans señalo que el trabajo efectuado fue aproximadamente de mil horas en tres meses de presencia en Chile. Precisó que el contrato para dos de los expertos internacionales fue de dos meses. 

Respecto a que no se pueden usar las proyecciones de población para calcular la omisión, indicó que el método demográfico ocupa una estimación de población sacada con estadísticas vitales, pero post censo. Una de las críticas que se le puede hacer al trabajo de la comisión es que hicieron un cálculo de omisión, especialmente comunal; a lo mejor, la omisión no la han agregado. Hay muchas comunas en que las proyecciones con las cuales se comparaba lo censado, y con esa comparación salía la omisión, hubo muchas comunas en que se censó mucho más. Por ejemplo, Santiago, Ñuñoa. Son las mejores proyecciones que se pueden hacer, pero no se puede comparar una proyección basada en el censo del 2002 y tomarlo como verdad para calcular la omisión, porque esa está sujeta a errores muy grandes para el propósito de calcular omisión. Puede ser la mejor información disponible, pero no necesariamente útil para los efectos de calcular omisión.

Las proyecciones del INE no están malas, son las mejores que se pueden hacer con la información disponible al momento en que se hacen las proyecciones. 

Consultado por el diputado señor Silber sobre si el trabajo de la comisión de expertos internacionales contempló alguna reunión con el Subdepartamento de Demografía, el señor Coeymans explicó que a ese departamento se le preguntó si había estudios independientes de evaluación de estadísticas vitales y, según lo señalado por los expertos, no se les entregó ningún antecedente. 

A continuación el Diputado señor Silber preguntó sobre el rol del señor Alejandro Sabag quien en el anterior censo tuvo la responsabilidad de jefe de gestión logística e informática del proyecto y hoy sería el coordinador técnico del censo. A esto el señor Coeymans respondió afirmativamente y explicó que el señor Sabag era una persona que ha hecho consultorías para el Banco Mundial, un gran técnico que hace un tiempo estuvo a cargo de todo el sistema computacional del INE, y al cual le tenía mucha confianza técnica. 

El señor Coeymans.- Participa en este proceso la señora Myriam Vargas y la señora Magdalena Carreño.

Son personas que están haciendo análisis. El informe final se ha dividido en distintas partes. El análisis lo hacemos en conjunto. El equipo es bastante transversal, muy participativo, incluso participo en la mayor cantidad de reuniones que puedo.

En cuanto a la conformación del equipo de trabajo encargado del análisis del censo 2012, informó que lo integraban, entre otros, la señora Myriam Vargas quien trabaja con el señor Sabag; el señor Charles Durán, jefe de muestras del INE; el señor Carlos Araujo, uruguayo, funcionario y estadístico que trabaja a media jornada y es docente en la Universidad Católica, y está contratado a honorarios para este efecto. También se incorporó la señora Burcu Eke, quien es funcionaria contratada a honorarios y tiene un magíster en finanzas, uno en economía y un doctorado en estadísticas de una prestigiosa universidad de Estados Unidos. También trabajó Magdalena Guerrero, funcionaria del INE.

Frente a la consulta de por qué se habrían contratado personas a honorarios para este trabajo informó que de los 1.800 funcionarios del INE, 1.000 se encontraban a honorarios. 

-o-
Durante la sesión ordinaria celebrada el día miércoles 11 de diciembre de 2013, vuestra Comisión Especial Investigadora escuchó al ministro de Economía, señor FÉLIX De Vicente MINGO, quien en síntesis expresó lo siguiente:

El señor De Vicente manifestó que, desde su llegada al Ministerio de Economía, ha procurado avanzar en el proyecto de ley de un INE autónomo, y, en tal sentido, su función ha girado en torno a tal objetivo, para lo cual se ha desarrollado una política de respeto y apoyo hacia las decisiones que tome la institución.

El director del INE, previo a que se entregara el informe de la primera comisión del Censo, conformada por el señor Bravo y otros, prosiguió con el segundo informe de los expertos norteamericanos y de otros países.

El Ministerio de Economía, solicitó que desarrollaran una revisión técnica, con los conocimientos que tiene el equipo del Censo, para recomendar los pasos técnicos a seguir. 

Por lo tanto, junto con el Presidente de la República, se ha decidido respetar el informe que evacuen, en el entendido de considerar al INE como una entidad autónoma, que puede tomar decisiones técnicas más que políticas.

Respecto de las dos comisiones que han analizado el censo (nacional e internacional) manifestó que entendía que las dos comisiones hicieron una aproximación a la revisión del Censo desde distintos ángulos: una, se basó en los datos y, la otra, en la metodología respecto de cómo se realizó el censo. Por ahí se puede explicar las diferencias entre ambos informes. Creo que por el bien del país y por respeto y prestigio del INE, quienes deben referirse al valor de cada una de estas dos comisiones deben ser los expertos del Instituto que están trabajando y tienen la mayor experiencia. 

La comisión de expertos extranjeros se basó en la metodología y, además, en el trabajo de la comisión nacional. Destacó que el Gobierno, ha actuado con transparencia y se ha dado toda la información abierta y directa de cara a todos los chilenos en ambas comisiones. 

Las razones de diferencia entre ambos informes es que tuvieron aproximaciones completamente distintas ante la revisión del Censo. 

Respecto de cómo fue nominada la segunda comisión, destacó que la primera fue antes de que llegara al ministerio y no tuvo conocimiento de cómo se conformó, pero en conversaciones y apoyo directo con el director del INE, participó en la selección de la segunda comisión de expertos. En ese momento tuvimos la visita de personeros del Banco Mundial para revisar otros temas con Hacienda y ellos no tenían la capacidad de venir a instalarse como institución y cualquiera que viniera a instalarse per se en Chile a revisar el Censo, no podría hacerlo en un corto tiempo. Todo el país tenía la inquietud, dado el informe de la primera comisión, y había que tomar la decisión. Por lo tanto, se contactó a gente de Eurostat, la empresa más reconocida de Europa en estadísticas, y recomendó al señor Griffith Feeney, a quien, por supuesto, ni el director del INE ni yo conocíamos. Entiendo que él no conocía Chile. Se le contactó y se le pidió que viniera a revisar con completa autonomía el Censo. Entonces, vino con el señor Rajendra Singh y Roberto Bianchini e hicieron su trabajo de forma permanente y consecutiva -entiendo que trabajaron sábados y domingos mientras estuvieron en Chile- y concluyeron en el informe que todos conocemos.

Entonces, tanto el informe de la primera comisión como el de la segunda trabajaron en forma completamente autónoma, independiente y transparente. Entregaron el informe que es conocido por todos los chilenos. Las razones, a mi entender, por las cuales llegaron a distintas visiones, radica esencialmente en que tuvieron aproximaciones distintas al problema. 

En cuanto a si hay que hacer o no un Censo, todos los países en Latinoamérica los llevan a cabo y, generalmente, los realizan cada vez que se cumple un decenio. 

El señor De Vicente.- La decisión queremos que venga del equipo técnico, del director del INE, quienes van a hacer una propuesta a todos los chilenos. Debemos hacer una conciliación, hay que ver cuándo se planifica el último Censo y nuestra disposición es respetar la decisión que ellos propongan.

Consultado al respecto por el Diputado señor Latorre manifestó que no tenía reuniones muy habituales con el director del INE. Agregó que tres semanas atrás se había reunido con funcionarios del INE y 3 meses antes con quienes participaban en la comisión del censo dentro del INE. En esa reunión cada uno de ellos explicó qué hacía, cuál era su misión dentro de la evaluación del trabajo del censo y le parecieron profesionales destacados, con muchos años de experiencia. 

Informó una segunda reunión con representantes de los funcionarios, con el único fin de saber su opinión respecto del INE autónomo. Había tenido una reunión en la Comisión de Hacienda del Senado, donde un Senador le solicitó que para que el proyecto del INE pudiera avanzar debería contar con la aprobación de los funcionarios del INE, razón por la cual se reunió con ellos. Posteriormente, hubo cambio de directiva en la Anfine -Asociación de Funcionarios del INE- y se reunió con todos sus representantes. 

Recalcó a continuación que no existió clonación de datos. Explicó que el director del INE hizo una denuncia en la Fiscalía Nacional pensando que había clonación, por una información que recibió por parte de un funcionario. A las dos semanas constató que los datos recibidos eran falsos y entregó la información a la fiscalía diciendo que la que tenía era falsa y que no había clonación. 

Respecto del proceso de presentación de los datos éste fue incorrecto, y lo dijeron ambas comisiones. Es en la presentación de los datos donde existen viviendas con moradores, viviendas con moradores ausentes y viviendas no logradas. Y hubo un error en la publicación, donde se incluyó las viviendas no logradas. 

Según la recomendación del informe de los expertos internacionales, en algunos países como Estados Unidos se consideraban las viviendas censadas sin respuesta. Eso es parte del trabajo que va a entregar el equipo del Censo, del INE, y dirá qué pasos recomienda seguir. 

-o-
V. CONSIDERACIONES, CONCLUSIONES Y PROPOSICIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.

En la última sesión celebrada por vuestra Comisión Investigadora, prorrogada legal y reglamentariamente, se procedió a discutir las conclusiones y proposiciones que derivan del trabajo realizado en cumplimiento de su mandato.

En primer lugar, corresponde reglamentariamente referirse a las conclusiones y proposiciones que resultaron rechazadas por la Comisión.

-De los Diputados señores José Manuel Edwards Silva y Ernesto Silva Méndez

La Comisión acordó, por unanimidad, aplicar la votación inversa con la que se aprobó las conclusiones y proposiciones que se incluyen en el capítulo siguiente.

En consecuencia, la presentación de los señores Diputados mencionados en el epígrafe, que se inserta a continuación, resultó rechazada por seis votos a favor, siete votos en contra y cero abstenciones.

Los votos a favor corresponden a los Diputados señores Edwards; Baltolu; Calderón; Rivas; Silva, y Van Rysselberghe.

Los votos en contra de las Diputadas señoras Sepúlveda, doña Alejandra y Vidal, doña Ximena, y de los Diputados señores Farías; Lemus; Latorre; Meza, y Silber.

TEXTO RECHAZADO:

“CONCLUSIONES DE CARÁCTER GENERAL

INTRODUCCIÓN
Un censo de población consiste en el recuento de los habitantes de un país por sexo, edad, distribución geográfica y características socioeconómicas. Un censo nos muestra cifras sobre el estado de una población.

Hace casi 180 años atrás, se realizó en Chile el primer censo oficial y luego, a través de la Ley de Censos en 1843, se estableció que éstos se debían efectuar cada 10 años para poder mostrar los cambios demográficos en tal intervalo de tiempo. En ese año, Chile era un país considerablemente más pequeño que lo que es hoy en día, contando con 1.083.701 habitantes.

Los datos del censo deben registrar características de cada persona individualmente, lo que permite realizar diversas categorizaciones, pero siempre velando que en toda la información se encuentre sujeta a confidencialidad del denominado "secreto estadístico". Es decir, la información se recolecta para cada uno de los individuos, pero se procesan sólo las características de los mismos, sin que sea posible identificar a las personas. En el caso de Chile, la Ley Orgánica dispone que el Instituto Nacional de Estadísticas, los organismos fiscales, semifiscales y Empresas del Estado, y cada uno de sus respectivos funcionarios, no podrán divulgar los hechos que se refieren a personas o entidades determinadas de que hayan tomado conocimiento en el desempeño de sus actividades.

Por otra parte, debe realizarse en forma simultánea en todo el territorio nacional. Esto es esencial para el recuento exacto de la población. Por lo dicho es que se fija un tiempo específico para hacer el levantamiento de datos, que en el caso de un censo de hecho es un solo día.

Por otra parte, los intervalos recomendados para realización de los censos son por lo general decenales, pues permiten apreciar los cambios experimentados por las distintas variables censales.

Para el censo se desarrolla un cuestionario censal, el cual usualmente comprende materias tales como: lugar de residencia habitual; relación de cada persona 

con el jefe de hogar o familia; atributos personales: sexo, edad, estado civil, lugar de nacimiento, nacionalidad; características económicas: tipo de actividad, ocupación, rama de actividad económica, categoría -empleador, empleado, trabajador independiente o cuenta propia). Así como variables relativas a educación: alfabetismo, grado de instrucción; preguntas étnicas y religiosas.

La información obtenida en el censo es importante, pues sirve de base para la evaluación y establecimiento de programas en materia de educación, alfabetización, empleo, vivienda, salud, urbanización y desarrollo rural, etc. Lo anterior permite crear, definir y focalizar las políticas públicas gubernamentales.

El censo tiene, también, aplicaciones de gran utilidad para los particulares, especialmente para fines de investigación; además se usa con fines político-administrativos, tales como la demarcación de las circunscripciones electorales, distribución de Diputados y Senadores, etc.

Es importante destacar que la población oficial del país no es la población que entrega el censo, sino aquella que se obtiene después de conciliar las cifras del censo con información adicional sobre censos anteriores, estadísticas vitales, registros de migración internacional y otras informaciones, en lo que se llama proceso de "conciliación demográfica". Una vez que termina este proceso de conciliación puede conocerse la población oficial y la omisión de un censo.

ANTECEDENTES DEL Censo 2012

El XVIII Censo Nacional de Población y VII de Vivienda corresponde a un conteo y calificación universal de las viviendas y del número de hogares y personas que están en el país el día de la realización del levantamiento, que contempla recoger, compilar, evaluar, procesar, tabular, analizar y publicar datos demográficos, económicos y sociales, relativos a un momento dado o a cierto período dado. Con los datos recolectados en este operativo se elabora información que permitirá conocer las características socioeconómicas de la población y su calidad habitacional y, a partir de ello, se lograrán fundamentar diversos procesos estratégicos, como la elaboración de políticas públicas, estudios académicos, entre otros.

Este operativo estadístico contempla tres etapas: una preparatoria, denominada Precenso, una etapa de Censo propiamente tal y una etapa final, denominada Post-Censo. Esta última corresponde, conforme a la ley, que sea desarrollada por el INE en forma exclusiva.

La etapa preparatoria, denominada Precenso, consiste en realizar un empadronamiento del cien por ciento de las viviendas a nivel nacional, identificándolas por su ubicación en forma precisa, definiendo preliminar y someramente su uso y cantidad de personas que la habitan. El objetivo fundamental del precenso, es lograr una representación cartográfica reciente y una enumeración actualizada de la distribución espacial de edificios, viviendas, hogares y personas de todo el territorio nacional, permitiendo su localización a niveles geográficos tan detallados como sea necesario, para organizar apropiadamente la etapa de Censo propiamente tal; asimismo, permite actualizar y estandarizar la cartografía del INE, dividir, con criterios técnicos, el territorio en "sectores de empadronamiento", estimar el número de Censistas necesarios para, en la etapa del Censo, cubrir la totalidad de las viviendas y población existente en el territorio, entre otros.

La etapa de Censo, propiamente tal, consiste en un conjunto de operaciones consistentes en la enumeración de los habitantes del país por sexo, edad, distribución geográfica y características socioeconómicas, contar y cualificar las viviendas donde residen los habitantes del país, de manera de establecer la realidad habitacional, entre otras cosas.

Finalmente, se contempla una etapa de Post-Censo, a cargo en forma exclusiva del instituto Nacional de Estadísticas, durante el cual se desarrollan principalmente las actividades propias del procesamiento estadístico de los datos levantados; se entregan los resultados preliminares al público nacional y se ejecuta la Encuesta Post Censal con el objetivo de validar la calidad del Censo.

El Director(a) Nacional de Estadísticas debe determinar la estructura operativa, técnica y administrativa para la organización y ejecución de los trabajos precensales y censales, de acuerdo con sus facultades legales, pudiendo, al efecto, integrarla con cualquier funcionario(a) de otras instituciones del Sector Público o de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, cuyo aporte pueda ser necesario en razón de su especialidad, experiencia o jerarquía. Del mismo modo, podrá incorporar a dicha organización personal contratado a honorarios y a representantes de instituciones nacionales e internacionales, relacionadas directamente con los Censos, para efecto de los trabajos preparatorios.

Desde 2010, el 1NE realizó actividades preliminares para la realización de un precenso en la comuna de Vicuña, Región de Coquimbo, de modo de poner en práctica el diseño preliminar de la encuesta. Por primera vez se incorporaron al Censo el uso de Internet, correo electrónico y redes sociales, así como el uso en hogares de fuentes de energía alternativas. El modelo de censo fue sometido a un proceso de revisión entre marzo y septiembre de 2011.

El 14 se septiembre de 2011 se anunció un cambio en la metodología del Censo. La recolección de datos ya no se reuniría en un solo día (declarado feriado para los efectos de la recolección), sino que, por primera vez, se realizaría durante dos meses, a partir del 9 de abril de 2012. De esta forma, se abandonó la metodología de «censo de hecho» por la de «censo de derecho», utilizada por la mayoría de los países desarrollados. Como otro cambio significativo se definió que los encuestadores serían remunerados y entrenados para efectos de desarrollar y llevar adelante la encuesta, a diferencia de los censos anteriores en que se recurría a voluntarios.

Dentro de los cambios al cuestionario respecto a su antecesor del 2002, destacaron la incorporación del pueblo diaguita entre las etnias originarias, y la alternativa de ser conviviente con una pareja del mismo sexo.

Además del cuestionario, la modernización que ha sufrido el proceso de levantamiento ha significado que Chile se ponga en línea con la realidad de los países desarrollados, ya que dentro de los estados miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), nuestro país era el único que realizaba el Censo en un día. Por otra parte, a nivel latinoamericano la mayoría de los países ya no ejecuta este tipo de censos, según información del Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía dependiente de la Cepal.

Entre las principales diferencias entre un censo de hecho y censo de derecho radican en que en un censo de hecho se obtienen datos sobre las personas presentes en la vivienda en el momento del censo, incluyendo a quienes no residen en forma habitual, sin embargo "pasaron la noche", censando a las personas en el lugar donde se encuentran. La recolección de los datos se efectúa en un solo día para evitar duplicidad de los mismos. Por otra parte, en un censo de derecho se obtienen datos de aquellas personas que residen habitualmente en el hogar, aunque no estén presentes en el momento de la recolección; es decir, no se cuenta a las personas presentes temporalmente o aquellos que por un acaso se encuentren en un lugar determinado. Debido a esto el operativo puede realizarse en varios días y se censa a las personas en el lugar donde viven.

Para efectos de desarrollar el cambio de metodología de censo de hecho a censo de derecho se realizaron una serie de pasos previos, que estuvo a cargo de la Comisión Nacional Censal, la que tuvo asignada la tarea particular de preparar el censo.

Los actos administrativos más relevantes en relación con la preparación del Censo 2012 se resumen a continuación:

1) Dictación del Decreto No. 231, del 28 de diciembre del 2009, el cual dispuso el levantamiento del XVIII Censo Nacional de Población y VII de vivienda durante el año 2012 y se faculta el Director del INE a fijar el día de su realización, cuya resolución debía ser publicada en el Diario Oficial.

2) Posteriormente, se dictó el Decreto No. 236, del 30 de Octubre del 2010 y se procedió a crear la Comisión Nacional Censal y las Comisiones Regionales. Esta comisión estaba presidida por el Ministro de Economía y la integraron además los siguientes miembros:

i Subsecretario del Interior.

ii Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo.

iii Subsecretario de Educación.

iv Subsecretario de Transporte.

v Subsecretario General de Gobierno.

vi Subsecretario de Planificación y Cooperación.

vii Jefe del Estado Mayor Conjunto.

viii Un oficial superior de Carabinero de Chile, designado por su Director General.

ix Un oficial superior de Policía de Investigaciones, designado por su Director General.

x El Director del INE como Director Ejecutivo del Censo.

xi Secretario de la Comisión, el coordinador Nacional del Censo.

3) La primera sesión de la Comisión Nacional Censal se realizó el 23 de noviembre del 2010 y una vez constituida se explica el objetivo de la misma, junto con las etapas que conlleva el censo.

4) Posteriormente se dictó el Decreto 36, del 12 de Agosto de 2011, que aprobó el Reglamento del Censo, el cual especifica que su objetivo es levantar información demográfica, económica y social para elaborar información sobre las características socioeconómicas de la población y su calidad habitacional, para que a partir de ella se puedan elaborar políticas públicas y estudios académicos, entre otros.

Se establecen tres etapas: el precenso, donde se empadronaron las viviendas; el censo propiamente tal y por último, el post censo y se le otorgó las facultades al Director del INE y se le asignó el rol a los gobiernos regionales y locales.

5) El 14 de septiembre del 2011, la Comisión Nacional Censal efectúo su segunda reunión y se presentó por parte del Director de INE de la Época - Francisco Javier Labbé Opazo- el cambio de metodología censal el cual es aprobado por ésta y se establece período para su levantamiento.

6) En Ley de Presupuesto 2012, tramitada entre los meses de octubre y noviembre del 2011 se incorporó en la partida 07, capítulo 07, programa 01, subtitulo 24, ítem 03 495 Programa censal, un presupuesto por $14.279.496 miles de pesos, con un glosa (05) que autorizó al INE para efectuar todos los gastos necesarios para la realización del Censo incluso poder contratar personal y arrendar vehículos entre otros similares.

7) El 4 de enero del 2012, se dicta el Decreto No. 143, por medio del cual se modifica el Decreto No. 231 del 2009, pasando de un censo de hecho a uno de derecho.

8) El 30 de abril del 2012, se dicta el Decreto No. 525 del Ministerio de Hacienda de abril del 2012, por medio del cual se incrementa el presupuesto del Programa Censal en 
$ 2.211.069 miles para hacer frente a los mayores costos que significaría el cambio de un tipo de censo a otro.

9) El 24 de septiembre del 2012 se dicta el Decreto No. 1.285, del Ministerio de Hacienda, del 24 de septiembre del 2012 que introduce una última modificación presupuestaria por los mayores costos que irrogaría el censo de 2012 por una suma $550.000 miles.

10) El XVIII Censo Nacional de Población y VII de Vivienda y Censo de Población y Vivienda 2012 se realizó en Chile entre el 9 de abril y el 15 de julio de 2012. Dado el cambio metodológico, el periodo de levantamiento de la información en vez de ser de un día como lo era anteriormente, se extendió a un periodo de tres meses. Debido a un retraso en el levantamiento de información en las regiones de Antofagasta y Metropolitana, este periodo se extendió por 15 días adicionales. Cabe destacar que los inconvenientes producidos durante este tiempo fueron propios de un proyecto de esta envergadura y en su gran mayoría, fueron detectados y solucionados sin afectar la calidad ni la confiabilidad de los datos obtenidos.

CONCILIACIÓN DEMÓGRAFICA

Para poder estimar la población oficial, se deben corregir las cifras censales por el error de cobertura que se pudiese producir en el proceso. Es decir, las cifras censales presentan una imprecisión de cobertura que puede derivar, entre otros, por la omisión de individuos. Tal porcentaje de omisión puede ser estimado mediante una conciliación censal que permite, mediante la revisión de los datos de natalidad y mortalidad, junto con los de ingresos y egresos de personas de cada año, definir la población base estimada para luego ajustar las últimas cifras censales.

Al respecto, se debe tener en consideración la existencia de tres números de población que surgen de las distintas etapas del proceso censal, éstos son:

i. Población censada: población que fue efectivamente censada.

ii Población contabilizada = Población censada + estimación de moradores ausentes: Población residente en viviendas censadas de las que no fue posible captar la información sobre sus residentes durante el trabajo de campo por ausencia de los mismos o por negativa a proporcionar sus datos.

iii Población oficial= Población censada + conciliación censal: Proceso que consiste en revisar los datos de natalidad y mortalidad junto con los de ingresos y egresos de personas al país año a año en el tramo intercensal y corregir los datos levantados. La conciliación incluye a los moradores ausentes.

Es decir, para encontrar las cifras oficiales de la población, el INE en conjunto con Celade, deben corregir la población censada mediante la conciliación censal, para así llegar a una cifra que considere la llamada omisión censal.

Históricamente en Chile se consideraban los datos poblacionales i y iii ya que los censos realizados con anterioridad al del 2012 eran de hecho. En esos casos no procede realizar una estimación de moradores ausentes, ya que una persona con residencia habitual en una vivienda pudo haber pernoctado en otra vivienda y se contabilizaría dos veces.

Por su parte, en los censos de derecho, es correcto realizar una estimación por morador ausente mientras se clarifique cuál es la población censada y la estimada. Debido a que este tipo de censos contabiliza a las personas por los residentes habituales de una vivienda, los moradores ausentes no serían contados en otras viviendas, ya que las personas son residentes habituales de una sola vivienda. De tal forma, se pueden considerar los datos poblacionales i, ii y iii.

Realizando una comparación entre la población censada y la población oficial del país para los dos censos anteriores, se observa que en ambos casos hubo un aumento entre la población censada y la oficial:

Censo 1992

Población censal informada: 13.348.401 Población final oficial: 13.665.241 Diferencia: 316.840

Censo 2002

Población censal informada: 15.116.435 Población final oficial: 15.745.583 Diferencia: 629.148

CIFRAS INFORMADAS EN EL Censo 2012

El 2 de abril de 2013 se publicaron los resultados preliminares del censo, que arrojaron un total nacional de 16.634.603 habitantes. La cifra de la población efectivamente censadaalcanzó aproximadamente a 15.800.000 personas. Es decir, el INE calculó que los moradores ausente eran en torno a 834.000 personas.

Luego, la diferencia mostrada en las cifras se produce debido a que el INE consideró además de la población efectivamente censada (personas que cuentan con fichas censales), una estimación de viviendas con moradores ausentes y de viviendas a las que no se ha llegado o no hayan sido censadas.

Es importante destacar que la información de las 15.800.000 personas está respaldada mediante fichas físicas y digitalizadas, por lo que no resulta necesario realizar un nuevo levantamiento para contar con dicha información.

Cuando culmine el trabajo post censal y de clarificación de las cifras por parte de la auditoria interna, Celade e INE entregarán el dato poblacional oficial con el cual se construirá las proyecciones poblacionales del país. Este dato final es utilizado como base para diversas políticas públicas en el país y para actualizar las estadísticas vitales y demográficas a lo largo del territorio nacional.

EXPERIENCIA INTERNACIONAL

La Organización de las Naciones Unidas ha sistematizado la información sobre censos en el mundo y ha elaborado diversos manuales e indicaciones para el desarrollo de éstos. Asimismo, en Latinoamérica el organismo de la ONU a cargo de las recomendaciones sobre demografía es la Celade que depende de la Cepal.

Particularmente en 2011, Celade presentó un manual de Recomendaciones para los censos de la década de 2010 en América Latina, donde se realiza un análisis de la cobertura censal y se enfatiza que los países deben entregar la información de la manera más transparente posible, identificando cuándo se trata de población censada y cuándo estimada, dejando al usuario la decisión sobre su uso.

En base a estas recomendaciones resulta relevante destacar el caso de los censos de México el año 2010 y Uruguay el año 2011, los cuales fueron los primeros censos de derecho realizados en ambos países y que siguieron una presentación clara y transparente de sus resultados.

En Uruguay se realizó el último Censo en el año 2011. El INE de dicho país informó la población contabilizada; la cual incluye la población censada y la población residente en viviendas particulares con moradores ausentes, y la población total residente estimada; la cual considera adicionalmente a la población contabilizada, la población residente en viviendas omitidas y la población residente omitida en viviendas censadas.

Para determinar la omisión censal se realizaron dos enfoques: una evaluación directa mediante encuestas de post-enumeración y una indirecta a través de una conciliación censal con la información intercensal.

Es importante destacar la rigurosidad de los datos entregados, en la que cada cifra consideraba un informe que respaldaba los diferentes datos censales entregados a la ciudadanía.

Por su parte, en México se realizó el primer censo de derecho el año 2010 y reportó los primeros resultados cinco meses después del levantamiento. Cuando entregó los resultados se presentó la población residente en el país y el número de viviendas censadas.

Adicionalmente, se mostró la proporción de viviendas censadas con moradores ausentes o donde éstos se negaron a responder el censo y detalla dónde se ubicaron dichas viviendas y las características de la zona.

Cuatro meses después, el INEGI (Instituto Nacional de Estadística y Geografía de México) entregó el resultado definitivo del Censo de Población y Vivienda del 2010. La cifra reportada fue ligeramente superior a la cifra inicial, como era de esperar.

ACTIVIDADES IMPUTADAS AL EX DIRECTOR DEL INE
FRANCISCO JAVIER LABBÉ OPAZO

El 26 de Abril de 2013 renuncia el Director del INE luego de cuestionamientos por artículos de prensa que le atribuyeran a su gestión una supuesta manipulación de los datos del Censo de 2012, así como a una eventual filtración de datos a la prensa antes de publicación y supuestas contrataciones de asesoría fuera del marco legal.

MANDATO DE LA COMISIÓN INVESTIGADORA DEL INE

Por petición de 54 señores Diputados quienes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52, N° 1, letra c) de la Constitución Política de la República y el artículo 297 del Reglamento de la Corporación, solicitan la creación de una "Comisión Especial investigadora acerca del funcionamiento del instituto Nacional de Estadísticas, INE, con el objeto de evaluar las razones por las cuales se cambiaron las metodologías aplicadas para los distintos instrumentos de medición; si existieron cambios en los equipos técnicos y las razones para esta determinación; presupuestos comprometidos, programados y ejecutados para realizar mediciones; los responsables de las encuestas en cada una de sus etapas; eventuales irregularidades que pueden haberse cometido en la elaboración de dichas encuestas y razones de la renuncia de autoridades ligadas a su implementación así como responsabilidades políticas y administrativas de las autoridades de gobierno en la toma de decisiones. Para el cumplimiento del propósito la referida Comisión Especial deberá rendir su informe en un plazo no superior a 120 días y para el desempeño del mandato podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional.

CONCLUSIONES DE CARÁCTER ESPECÍFICO

1) Esta Comisión ha podido establecer, del correspondiente examen de los antecedentes aportados a la misma y que han podido ser conocidos por esta instancia., que no existen antecedentes para suponer que existió una manipulación de datos respecto del Censo 2012. La propia Comisión de Expertos Nacionales señaló en su informe que "la información digitalizada correspondía en casi la totalidad de las veces a la contenida en las cédulas censales, con la excepción de unos pocos casos en que el dato original no estaba bien registrado" y que "es posible entonces inferir que la base de datos resultante es reflejo de la original".

2) Sin perjuicio de lo anterior, como bien señalaron ambas comisiones y la dirección actual del INE, hay dos hechos que son metodológicamente cuestionables en la difusión de los datos del Censo 2012 en abril de ese año. La primera fue respecto de la llamada imputación de viviendas no observadas, la cual ambas comisiones señalaron que no es procedente. Lo segundo es el hecho que al difundir los datos del censo no se especificó que las cifras incluían tanto a las personas efectivamente censadas como a la población estimada, siendo metodológicamente apropiado hacer dicha distinción. Ahora, esta comisión estima que ambos casos corresponden a un asunto de carácter técnico y metodológico y que no hay antecedentes que permitan afirmar que se podría estar ante una infracción administrativa derivada de los mismos. Además, es de público conocimiento que la dirección actual del INE ha señalado que cuando sean nuevamente publicados los datos del Censo 2012, no se incluirá las imputaciones de moradores

ausentes en la viviendas no observadas y que se indicará con claridad la población que ha sido censada y aquella que corresponde a estimaciones de viviendas con moradores ausentes, con el debido detalle e información metodológica de respaldo.

En relación a la filtración de datos del Censo 2012 a los medios de comunicación antes de su publicación oficial por parte del INE, no existe evidencia para atribuir a algún funcionario público en particular, se encuentre este en ejercicio o no, la responsabilidad sobre este tema. Con todo, se destaca que este es un hecho de preocupación, especialmente si consideramos que estamos ante información que puede estar sujeta a secreto estadístico, y que se pudo apreciar un relajo de los protocolos internos, como la falta en ciertos casos de la firma de los respectivos acuerdos de confidencialidad.

4) Sobre eventuales irregularidades en la prestación de servicios de los asesores comunicacionales del ex Director, Sr. Francisco Labbé Opazo, la comisión no pudo comprobar la existencia de vicios formales en las contrataciones realizadas y en el desarrollo de los servicios prestados, sin perjuicio que se pudo constatar que el proceso pudo haber sido llevado en forma más cuidadosa para evitar conflictos entre dichos asesores y los funcionarios del INE en relación con la ejecución de sus labores. No obstante, esta comisión considera que es competencia contraloría General de la República determinar la existencia o no de eventuales irregularidades administrativas en este aspecto, cuestión que se determinará producto del sumario que actualmente se está realizando ante dicha institución. En este sentido, toda la información recopilada por esta comisión será puesta a disposición de las autoridades competentes.

5) Sobre el clima organizacional existente en el INE a la fecha de las denuncias, cuando estaba todavía como director el Sr. Franciso Labbé Opazo, esta comisión pudo apreciar que efectivamente desde mediados del 2012 existió en el INE un ambiente laboral que dificultó la realización en forma adecuada de las distintas labores necesarias para llevar a cabo el Censo 2012. 

Las razones esgrimidas para esta situación son variadas pero puede notarse que de parte del director de ese entonces pudo faltar el criterio y el liderazgo necesario para hacer frente a los desafíos que implicaba la realización del primer censo de derecho en Chile.

6) Que respecto de la decisión de cambiar de un censo de hecho a uno de derecho, que fuera adoptada por la Comisión Nacional Censal a proposición del ex director Francisco Labbe Opazo, esta comisión pudo confirmar que ésta se adoptó conforme a lo que establece la regulación vigente. Sin perjuicio de esto, varias declaraciones y antecedentes aportados a la comisión dan cuenta que la dirección del INE de entonces sub-estimó los desafíos logísticos, humanos y presupuestarios derivados del cambio a un censo de derecho, lo que explicaría varías de las dificultades que tuvo la preparación y levantamiento de información del proceso censal, sin perjuicio que la mayoría de ellas se pudo ir subsanando gracias al esfuerzo de los propios funcionarios del INE.

7) Que, además de lo señalado anteriormente, no ha sido posible acreditar en la investigación otros hechos que pudieren revestir el carácter de crimen o simple delito y que requieran ser denunciados, ya sea respecto del ex director como de otros funcionarios del INE.

8) En relación al rol que le correspondió en el proceso Censo 2012 al ex Ministro de Economía, Sr. Pablo Longueira Montes, conforme a los antecedentes aportados y las declaraciones vertidas a los largo de este expediente, esta comisión concluye que este nunca fue informado de supuesta anomalías o irregularidades en el Censo, ni tampoco fue advertido de la existencia de algún problema de clima laboral al interior del INE.

9) Que el mandato de la presente comisión sólo lo ha sido para investigar los hechos vinculados a las supuestas irregularidades ocurridas con anterioridad al nombramiento del nuevo Director del INE, Juan Eduardo Coeymans. Así toda otra actividad, opinión, razonamiento o conclusión que importe cubrir hechos no vinculados al mandato quedan fuera de la competencia legal y reglamentaria de la presente comisión investigadora. Con todo, debe señalarse que durante el trabajo de esta comisión no se tuvo conocimiento de algún antecedente que permita aseverar que el actual director del INE incurrió en una conducta que pudiera ser fundante de una irregularidad o sanción administrativa de ningún tipo. Por el contrario, se puede destacar que desde que ha ejercido su cargo, el actual director ha procurado actuar con la máxima transparencia, incluyendo la convocación de dos comisiones externas, una nacional y otra internacional, para que revisar los datos y el proceso censal 2012, el haber puesto de inmediato los antecedentes ante el Ministerio Público para que investigará la existencia de un eventual delito y el haber iniciado prontamente una investigación sumaria dentro del INE, que luego de recabado los antecedentes se convirtió en un sumario administrativo, proceso que hoy está en manos de la Contraloría General de la República.

10) En cuanto a las conclusiones sobre la calidad de la base de datos del Censo 2012 realizadas por el subdepartamento de Estadísticas Demográficas, esta comisión no puede pronunciarse sobre el fondo de las mismas, por ser consideraciones técnicas sobre temas demográficos y estadísticos. Lo anterior, sin perjuicio que esta comisión hace notar que: dicho subdepartamento envió sus conclusiones sin el respaldo de la dirección del INE, el equipo del INE a cargo del censo ni el departamento del cual dependen; sus conclusiones sobre la calidad del censo sobrepasan el ámbito de competencia y funciones; y se recibió de parte del director una carta en la cual refutó técnicamente la mayoría de las conclusiones del subdepartamento.

11) Que no corresponde pronunciarse si los informes evacuados por los expertos nacionales e internacionales, toda vez que son posteriores, fuera de las materias ordenadas investigar por el mandato otorgado a la comisión investigadora y sobre aspectos técnicos del proceso censal 2012. En todo caso, pueden apreciarse diferencias metodológicas y de criterios entre ambas comisiones, en temas que son especialmente técnicos y complejos, no siendo posible para esta comisión tener una opinión sobre los mismos. Asimismo, se destaca que el INE haya convocado a estas dos comisiones independientes.

12) De esta misma forma, esta comisión no puede si no respetar la decisión técnica adoptada por el INE, el cual luego de un proceso de revisión exhaustivo de la base y el proceso censal, que incluyó el trabajo de dos comisiones de expertos convocadas por el INE, así como un informe propio elaborado por dicha institución, consideró que la información contenida en la base censal es útil para el diseño de las políticas públicas e investigaciones del área económica, social y de infraestructura, sin perjuicio de entregar para un correcto uso de la base censal, toda la documentación que permita al usuario discernir el nivel de calidad de la información.

13) En línea con la conclusión anterior, esta comisión tiene la convicción que sería de la mayor gravedad si es que por motivos políticos o de cualquier otra índole, se decide no respetar las recomendaciones de la entidad técnica, en este caso el INE, y de expertos internacionales de renombre, y realizar en forma apresurada un nuevo censo sin tomar todos los resguardos que aseguren su calidad. Las estadísticas es un tema complejo y técnico que no debe ser contaminado por decisiones políticas. El país ya ha sufrido en el pasado por los errores y el apresuramiento en la implementación de políticas públicas relevantes, como lo ocurrido con el sistema de transporte público de Santiago — Transantiago-. Debemos evitar que los chilenos vuelvan a sufrir y el Gobierno vuelva a promover una situación como aquella, especialmente si en este caso los técnicos y los expertos internacionales ya se han pronunciado en forma tan categórica en contrario.

RECOMENDACIONES

1.- Para seguir fortaleciendo la credibilidad del INE como institución a cargo de las estadísticas oficiales del país, la comisión estima que es muy importante que en el futuro el INE publique la información relativa a la base de datos censal de la forma más transparente y detallada posible, poniendo a disposición del público toda la información que sea posible para analizar y comprender los datos que se publican y señalando en forma expresa cualquier ajuste o estimación que se realice sobre la información recopilada.

2.- Dada la importancia que tiene el secreto estadístico para el correcto desempeño de las funciones del INE, la comisión estima que dicha institución debe adoptar medidas adicionales para asegurar que la información sea manejada conforme a los más estrictos protocolos que aseguran la confidencialidad y el resguardo de la misma, para evitar un mal uso, como filtraciones a la prensa de información que todavía no es de público conocimiento.

3.- Para fortalecer la institucionalidad del INE, esta comisión es de la opinión que debe darse la mayor celeridad posible al proyecto de ley que envió el Ejecutivo en diciembre de 2012 al Congreso, Boletín N° 8767-06, actualmente en primer trámite constitucional, y que buscar dotar al INE de plena autonomía, entre otras mejoras al marco legal del sistema nacional estadístico.

4.- Para que en el futuro Chile pueda contar con un proceso censal de la mejor calidad posible y conforme con los estándares internacionales de los países desarrollados, esta comisión es de la opinión que deben adoptarse todas las medidas que sean necesarias para garantizar este objetivo. A juicio de la comisión, esto incluye realizar todas las labores propias para la correcta planificación, preparación y ejecución del Censo. Valoramos, asimismo, la propuesta de la actual administración del INE, la que ha señalado que para cumplir con dichos parámetros internacionales el tiempo mínimo necesario es de cinco años, detallando cada una de las etapas y procesos que se deben realizar. Esta comisión reconoce que este es un tema técnico y que una decisión sobre cuando realizar un censo no debe adoptarse en base a consideraciones políticas. También, pone de manifiesto que la adopción de decisiones en esta materia en contravención con las recomendaciones técnicas puede tener resultados muy perjudiciales en un asunto de tanta importancia para el país como lo son sus estadísticas oficiales”.

VI. CONSIDERACIONES, CONCLUSIONES Y PROPOSICIONES APROBADAS POR LA COMISIÓN.

-De los Diputados señores Ramón Farías Ponce y Juan Carlos Latorre Carmona

Durante la última sesión celebrada por vuestra Comisión, prorrogada de conformidad con las disposiciones del artículo 53 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y del artículo 297 del Reglamento de la Corporación, luego de no alcanzarse consenso en torno a un texto único sobre las conclusiones y proposiciones presentadas por los Diputados señores Edwards y Silva, sin debate, por ser conocidas por todos, fueron sometidas a votación nominal, resultando aprobadas por siete votos a favor, seis en contra y cero abstenciones.

Los votos afirmativos correspondieron a las Diputadas señoras Sepúlveda, doña Alejandra y Vidal, doña Ximena, y a los Diputados señores Farías; Lemus; Latorre; Meza, y Silber.

Los votos negativos fueron emitidos por los Diputados señores Edwards; Baltolu; Calderón; Rivas; Silva, y Van Rysselberghe.

Se deja constancia que el voto del Diputado señor Rivas, fue incorporado con posterioridad, por acuerdo unánime de la Comisión.

Su texto es el siguiente:
CONSTATACIONES Y CONCLUSIONES SOBRE LAS MATERIAS INVESTIGADAS, EN CONFORMIDAD CON RELACIÓN DE HECHOS EFECTUADA POR INVITADOS Y OTROS ANTECEDENTES OBTENIDOS POR LA COMISIÓN. 

A) Irregularidades administrativas en el XVIII Censo Nacional de Población y VII de Vivienda y Censo de Población o Vivienda 2012

A partir de la información recabada en las sesiones realizadas de la presente Comisión Investigadora, la documentación recibida y principalmente los testimonios prestados por distintas personas que fueron citadas y otras invitadas a solicitud de los distintos Diputados miembros de la Comisión y de las distintas bancadas de esta Corporación, se pudo constatar la efectividad de distintas irregularidades administrativas que ocurrieron en el Instituto Nacional de Estadísticas y en especial en el proceso del XVIII Censo Nacional de Población y VII de Vivienda o Censo de Población y Vivienda 2012, durante la administración ejercida por el Ex Director Nacional, Sr. Francisco Labbé, las que por lo demás no han sido esclarecidas por la actual Dirección ejercida por Juan Eduardo Coeymans, ni por las autoridades superiores jerárquicas del Instituto Nacional de Estadísticas.

Contratación y trabajo de asesores del Ex Director Nacional, Sr. Francisco Labbé

1) Entre las irregularidades que ésta Comisión Investigadora pudo constatar, se encuentra la contratación de distintas personas a honorarios sin que hayan efectuado verdaderamente sus servicios, con la finalidad de reunir los recursos económicos necesarios para que se le entregaran, por los servicios que prestaba de manera irregular, al Sr. Maximiliano Raide Prunes, quien ejerció actividades de asesor directo del Ex Director del INE Francisco Labbé. Entre las funciones que tenía dicha asesoría se encuentra asistir a reuniones en dependencias del Servicio, tanto con el ex Director como con técnicos y otros asesores comunicacionales del mismo. Asimismo, en su labor - expresada por el propio señor Labbé- el Sr. Raide hacia labores de relaciones y contactos con demás organismos del Estado, e incluso se constató que concurría a reuniones con altas autoridades del Ministerio de Economía. Cabe señalar que en dicho rol de asesor, asistió a instancias de reuniones con el equipo directo del Ex Director, donde se tomaban todas las decisiones asociadas al proceso Censo 2012 y las diferentes acciones para enfrentar los diversos problemas que se fueron sucediendo, así como instancias de difusión de gran efecto y connotación pública como fue por ejemplo, el lanzamiento de los datos preliminares del censo, conferencia de prensa que se realizó en el INE, actividad en la que incluso, como es de conocimiento público, se sentó al lado del Ex Director al momento de difundir los datos.

2) Además, se pudo constatar que las personas contratadas por orden directa del ex director del INE, señor Francisco Labbé con la finalidad de pagar las asesorías de Maximiliano Raide Prunes, es decir, Juan Pablo Raide Prunes, Antonio Hartmann Ramírez y Constance Pooley Topali, no desarrollaban las funciones que señalaban sus contratos y no eran conocidos por los funcionarios del INE que asistieron a esta Comisión Investigadora, quienes por la naturaleza de sus funciones debieron haberlos conocido. Sólo la Sra. Mariana Alcérreca quien ejercía el rol de “gerente” del INE y el ex jefe de gabinete del Director Raúl Sepúlveda Faúndez, dieron cuenta de conocerlos, ya que ellos mismos solicitaron al Ex Director Labbé que estos asesores asistieran a una reunión semanal de 2 horas con la finalidad de justificar y acallar las molestias que existían por parte de los funcionarios del INE ante los elevados honorarios que se les cancelaban a pesar de no asistir a la institución. En esta misma arista, según la documentación allegada a la Comisión Investigadora por el INE, se pudo constatar que era el mismo Ex Director Labbé quien firmaba y visaba los informes de cumplimiento de labores que supuestamente realizaban estos tres asesores contratados. Asimismo, se constató que en el caso del contrato de Juan Pablo Raide Prunes, la resolución exenta N° 338 que autorizaba la contratación de este asesor desde el mes de enero de 2013, recién fue firmada en el mes de junio por el actual Director del INE, señor Juan Eduardo Coeymans.

Al respecto y en cuanto a los honorarios que fueron pagados a estos asesores del Ex Director Labbé ascienden a los siguientes montos: 

a) Juan Pablo Raide Prunes: $11.710.732.- entre el 1 de diciembre de 2012 y el 30 de junio de 2013.

b) Antonio Hartmann Ramírez: $56.802.144.- entre 16 de agosto de 2011 y el 30 de junio de 2013.

c) Constance Pooley Topali: $14.999.994.- entre el 1 de abril de 2012 al 31 de diciembre de 2012.

La suma total que fue pagada a estas personas con la finalidad de obtener los recursos para pagarle a Maximiliano Raide Prunes ascienden a la suma de $83.512.870.- según documentos entregados a esta Comisión Investigadora por el Director del INE con fecha 7 de agosto de 2013 donde constan los contratos de estas personas, resoluciones que aprueban dichos contratos y demás antecedentes relativos a sus contrataciones.

Contratación de la Agencia de Comunicaciones “VOX COM”

1) Se constató por parte de la Comisión Investigadora otra arista respecto de las irregularidades administrativas, que dice relación con la contratación de una asesoría comunicacional para el proceso Censo 2012. A este respecto, según los antecedentes allegados a la Comisión y las entrevistas con funcionarios que participaron del llamado “Comité Directivo paralelo” creado por el ex director Labbé, en el que participaban, Maximiliano Raide, Eduardo Carrasco y esporádicamente la señora Mariana Alcérreca y el señor Raúl Sepúlveda, se contactó de manera informal y directa a tres empresas de asesoría comunicacional dentro de la cuales se tomó la decisión, de contratar los servicios de la empresa Vox Comunicaciones, eludiendo por tanto, el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley N° 19.886, Ley de Bases de Compras públicas, toda vez que no existió llamado a Licitación Pública para proveer los servicios de asesoría comunicacional. Asimismo, quedó establecido que la empresa Vox Comunicaciones en su calidad de persona jurídica, envió cotización a los directivos del INE, pero luego -de forma absolutamente ilegal- se contrató en calidad de Honorarios directamente a su propietaria y gerente general, la Sra. Gabriele Lothholz y posteriormente a la Gerente de Clientes, la Sra. Carmen Paz Maldonado Caerols. 

Los montos en dinero pagados a la dueña de la empresa Vox Com señora Gabriele Georgia Lothholz, según acreditan los documentos acompañados por el Director del INE con fecha 7 de agosto de 2013 a esta Comisión Investigadora fueron por la suma de $45.189.624.- entre el 16 de agosto de 2011 al 30 de junio de 2012. En cuanto a Carmen Paz Maldonado Caerols según la pagina de Gobierno Transparente se le pagaron $4.386.220.- entre el 1 de febrero de 2012 al 31 de julio de 2012.

En dicho sentido esta comisión debe constatar la disposición y contradicción de los dichos del ex fiscal subrogante del INE, Sr. Raúl Chinchón, y que continua siendo funcionario de la institución, en orden a que negó conocer a la empresa Vox Com y una eventual asesoría, pero según declaraciones de Mariana Alcérreca él estaba enterado de la forma de contratación, tuvo conocimiento de las presentaciones efectuadas por las distintas empresas que “postularon” y posterior contratación irregular de los profesionales de Vox Com. 

2) Según la información entregada por los actuales y ex funcionarios del INE, la función de la empresa Vox Comunicaciones era realizar un plan de difusión en materia comunicacional del proceso Censo 2012 y difusión de los resultados de ese mismo proceso. Esta función era desarrollada en la práctica por un Comité de Comunicaciones que lo componían Maximiliano Raide Prunes, Sebastian Mathews, Gabriele Lothholz, Carmen Paz Maldonado Caerols, Marcela Martínez y eventualmente, asistía Mariana Alcérreca y Raúl Sepúlveda. Según las declaraciones de las últimas personas, se habrían solicitado los respectivos informes de la planificación estratégica de la asesoría comunicacional que estaban desarrollando, pero nunca lograron que dicho informe fuera entregado ya que era el Ex Director Labbé quien directamente recibía la planificación en materia comunicacional y firmaba además los informes de cumplimiento de las personas señaladas. 

Establecimiento de estructura de funcionamiento paralela a la legal

1) Se logro constatar por la Comisión, que con la llegada de Maximiliano Raide Prunes, en el año 2012, se empiezan a gestar una serie de decisiones en forma paralela al equipo directivo del INE. La dirección ejercida por el Ex Director Labbé comenzó a volverse más cerrada, llegando a dejar fuera a los equipos técnicos del INE para la opinión y toma de decisiones relevantes respecto del proceso Censo 2012, así como de otros productos del INE.

2) En esta estructura paralela de funcionamiento de la dirección del INE participaban su ex Director Francisco Labbé, la llamada “gerente” del INE Mariana Alcérreca, el ex jefe del proyecto Censo, Sr. Eduardo Carrasco, el asesor del ex director, Sr. Maximiliano Raide Prunes y Sebastián Mathews. Entre este grupo de personas, se tomaban decisiones de particular relevancia como lo fueron el despido de funcionarios directivos del INE, la imputación de casas no logradas a las cifras finales del Censo y la decisión de entregar al Presidente de la República la información del Censo para darla a conocer al país sin dar cuenta del detalle de las imputaciones que se efectuaron.

3) Se constató tanto por medio de las declaraciones de los invitados a las sesiones, como por documentos acompañados a esta Comisión y a la prensa, que existía un ambiente laboral de mucha tensión en el INE durante la administración del Ex Director Labbé, principalmente debido a que este fue excluyendo a los equipos técnicos en la toma de decisiones técnicas que a la larga fueron las que llevaron al fracaso del proceso Censo 2012. Dicho ambiente fue generando conflictos dentro de la institución, tanto en el ámbito profesional como en las relaciones interpersonales de los funcionarios del INE. Cabe señalar, que incluso esta Comisión considera que dicho ambiente laboral se ha mantenido en la actual administración ejercida por el actual Director señor Juan Eduardo Coeymans, ya que según la información entregada por funcionarios del INE, en especial en el proceso de revisión y elaboración del plan de acción para corregir los errores del Censo, se ha establecido una nueva estructura que no ha tenido interrelación fluida con los demás departamentos técnicos del INE. 

B) Manipulación de datos y resultados del Censo:

Decisión de cambio de Censo de hecho a de derecho.

1) La decisión del cambio de metodología del Censo, pasando de un Censo de hecho a Censo de derecho, fue una decisión apresurada, sin los suficientes fundamentos y estudios técnicos para sopesar las consecuencias y modificaciones de plazo para su adecuada implementación.

2) La decisión se adoptó por personas que no tenían la calificación técnica, ni contaron con ningún tipo de insumo técnico preparado por los equipos técnicos del INE, por tanto, no se cuantificó, ni ponderó la decisión del cambio de metodología y sus consecuencias en el proceso de levantamiento del Censo.

3) Muestra la inconsistencia técnica referida, el plazo que necesitó la decisión de cambio de metodología, ya que desde que se considero hasta que se consolidó administrativamente, en la Comisión Nacional Censal, sólo transcurrieron apenas 25 días, dejando de lado los más de cuatro años de preparación y el desistimiento y evaluaciones anteriores que se habían realizado sobre el cambio de metodología, y que por lo demás, tampoco se consideraron de manera alguna. 

-Posibilidad de cambio se comienza a vislumbrar recién el día 20 de agosto de 2011 fecha en la que el Sr. Labbé, su asesora Mariana Alcérreca y el jefe del Censo, señor Carrasco, concurren a una reunión con el Ministro de Economía, señor Longueira, donde, entre otras materias, se le explica la diferencia entre un Censo de derecho y de hecho -antecedentes preparados sólo por Alcérreca, sin sustento de ningún equipo técnico del Servicio-. 

-En esa instancia se solicita la elaboración de minutas técnica para evaluar el cambio, minutas que son elaboradas por Carrasco, Alcérreca y el fiscal a dicha fecha, señor Alejandro Layseca, y sin conocimiento de las acciones de otras personas dentro del Servicio, por expresa solicitud del señor Labbé, ya que a su consideración se podía filtrar la decisión.

-Con los insumos, se realizó una reunión en el Ministerio de Economía, instancia a la que asisten el ex director Labbé, el señor Carrasco, la señora Alcérreca, el asesor de la Presidencia de la República Fernando Zavala y el representante de la Dirección de Presupuesto, y actual subsecretario de Obras Públicas, señor Lucas Palacios, instancia en la que se decide el cambio de metodología, es decir, en un transcurso de alrededor de 10 días y sólo por 5 personas que actuaron directamente -sin expertise técnica por lo demás-, se toma una decisión tan trascendental como el cambio de metodología del Censo.

-Con fecha 31 de agosto, el jefe del Censo, señor Carrasco, redacta y remite un correo con las tareas necesarias para readecuar el Censo, y con fecha 1 de septiembre, en una reunión de Comité Directivo, se comunica la decisión a ejecutivos del INE, quienes a su vez comienzan a preparar antecedentes y minutas sobre posibles estudios y resguardos a tomar, así como la eventual necesidad de contar con más tiempo para la preparación, recomendación que es desestimada por el señor ex Director Labbé.

-Por último, con fecha 14 de Septiembre, se formaliza la decisión del cambio de metodología, en la Comisión Nacional Censal. 

4) La motivación principal del cambio de metodología, según testimonios e informaciones, se habría visto determinada por “la inconveniencia de depositar la realización del Censo en la voluntad de los estudiantes, habida cuenta de las masivas paralizaciones y marchas que ocurrían durante el 2011”, considerando que la participación de los voluntarios y en especial de los estudiantes de educación secundaria, correspondía a más del 75% de los voluntarios del Censo del año 2002.

5) Por tanto, la responsabilidad en la inadecuada forma de tomar la decisión de cambio de Metodología, según los antecedentes constatados por la Comisión, recaen principalmente en el ex Director de la Institución, señor Labbé, y de manera secundaria en los otros profesionales que participaron de las reuniones: señor Eduardo Carrasco, Jefe del Censo; señora Mariana Alcérreca, asesora del Director; el asesor de la Dirección de Presupuestos, señor Lucas Palacios y el asesor de la Presidencia de la República, Sr. Fernando Zavala.

Proceso de levantamiento del Censo y dificultades relevadas

1) En conformidad a los hechos constatados por la Comisión, así como de los diferentes insumos que se han tenido a la vista, entre los que se cuentan los informes evacuados por los distintos equipos respecto a la evaluación del Censo, se puede concluir que el principal problema en el proceso de levantamiento ocurrió por la falta de tiempo y preparación del proceso censal, consecuencia de lo intempestivo de la toma de decisión de cambio de metodología (8 meses antes del comienzo del levantamiento) .

2) Para el proceso de levantamiento y procesamiento censal, por errores directivos, cuya primera responsabilidad recaen en el ex Director señor Labbé, no se contó con la organización, respaldo y capacidad técnica adecuada de los equipos del INE, ya que el ex Director, sin perjuicio de que formó un equipo directivo del Censo, que habría funcionado de manera adecuada hasta la conformación de los formularios, posteriormente lo abandonó, dejándose de lado dicha instancia y enfrentado el proceso con sólo su equipo más cercano (entre otros Eduardo Carrasco, Maximiliano Raide y Sebastián Matthews). 

-Constatación de aquello, es que equipos técnicos (por ejemplo Subdirección Técnica), no fueron considerados tara el trabajo “diario” y “habitual” en el trabajo del Censo y que al momento de dar a conocer los resultados el día 2 de abril de 2013, incluso todavía no tenían conocimiento alguno de la base de datos del Censo. 

-En el mismo sentido, se encuentra el hecho de que los Profesionales de Estadísticas Demográficas, tampoco trabajó con los antecedentes y levantamiento de datos censales. 
3) Otro de los problemas relevados en proceso de levantamiento, dice relación con la subestimación de los recursos para enfrentar proceso censal, frente a lo cual incluso la Dirección del INE decidió no requerir recursos adicionales.

4) Además, recae en el Ex Director del INE, Sr. Francisco Labbé, la responsabilidad de no generar las modificaciones o precauciones en el proceso de levantamiento, en especial frente a proyecciones realizadas por el Departamento de Estudios Sociales en pleno proceso de levantamiento censal, que indicaban que proyección de personas efectivamente censadas llegaría sólo a 15,8 millones, cuestión a la que habría hecho caso omiso, argumentando que según cálculo por él realizado y que ningún técnico del INE conoció, se llegaba a alrededor de 17 millones; y, frente a sistema de “capacitación cascada” de censistas que se implementó y que no habría sido cumplido a cabalidad, pasando en ocasiones de una capacitación que debía durar 5 días, a reducir los contenidos por la urgencia, a un solo día.

Proceso de imputación de moradores ausentes e imputación de proyección de viviendas. Manipulación de datos.

a) Se puede concluir por la Comisión, que es parte de los procesos censales el efectuar estimaciones de población después de un proceso censal, realizando por ejemplo la de los moradores ausentes (casas que se visitó, que evidenciaban que estaban habitadas, pero en la cual no se censo a nadie por no estar presentes) por distintos medios y variables. No obstante, no corresponde efectuar técnicamente la operación e imputación de “viviendas no logradas” -viviendas inexistentes que resultan de la cifra censada y se supone el crecimiento de viviendas entre el precenso y censo- y proyectar la población de dichas viviendas, con sus consiguientes características (sexo, edad, etc.). 

b) Es responsabilidad del Ex Director del INE, Sr. Francisco Labbé, el haber incorporado una imputación que técnicamente no correspondía efectuar -la comisión de expertos nacionales e internacionales, coinciden en dicha conclusión-, y la motivación de dicha acción, sin sustento técnico alguno, decía relación con sumar alrededor de 300.000 personas y llegar a la cifra preliminar que se dio a conocer en Agosto de 2012, es decir, de 16,6 millones personas, de tal manera de no desdecirse o explicar la disminución en la cifra, y con ello lograr la menor omisión censal posible e impactos comunicacionales por dicha disminución . Además, se puede concluir, que la orden de realizar esa imputación en las bases, fue directamente del señor Labbé al jefe del Censo señor Carrasco.

-Cabe señalar que de acuerdo a lo que se mencionará en acápite siguiente, la incorporación de los moradores ausente y en específico su forma de publicación, así como la proyección de las viviendas no logradas, fue un tema de discusión entre las personas que se encontraban encabezando el proceso (Labbé, Carrasco y Alcérreca).

-Inclusive como consecuencia de orden del Sr. Labbé respecto a expresar cifras sin desglose, el señor Carrasco, jefe del Censo, frente a consultas de expertos de otro Ministerio (Casas-Cordero, Ministerio de Desarrollo Social) respecto a si la cifra dada a conocer correspondía al total censado, respondió afirmativamente no dando cuenta de las imputaciones realizadas. 

c) Como consecuencia de la orden de imputación, además se hizo imputación tanto con los moradores ausentes, como con las viviendas no logradas (Inexistentes y resultado de proyecciones de construcción), incorporando en las bases las caracterizaciones de las personas imputadas (etnia, religión, etc.), con lo que se procedió de manera técnicamente incorrecta, distorsionando con ello los resultados del levantamiento censal y caracterización de la población en las bases pertinentes y que se dieron a conocer a los equipos técnicos del INE.

-Efectos distorsionadores y hecho que da cuenta de la gravedad de la actuación y decisión del señor Labbé, se expresa incluso en el proceso de asesoría desarrollado por el señor Arriaga, a quien en el proceso de asesoría se le entregó las bases censales intervenidas -con las imputaciones de personas pero también de caracterizaciones-, lo que sin duda da cuenta de la animosidad por dar cuenta que esas eran las cifras finales y efectivamente censadas.

Publicación, difusión y filtración de resultados del Censo

1) En el sentido de lo señalado anteriormente, se pudo constatar que fue decisión del ex Director Labbé el incorporar en los totales de las cifras preliminares difundidas en agosto de 2012, las cifras de “moradores ausentes” y “viviendas no logradas”, sin además hacer la precisión que esas imputaciones se estaban haciendo en la cifra total, a pesar de la recomendación y prevención realizada por los equipos técnicos tanto presencial como a través de minutas técnicas, respecto a la necesidad de mencionar claramente en la publicación y difusión de los datos dicha desagregación.

2) Posteriormente, en abril de 2013, nuevamente se decide publicar las cifras no haciendo mención alguna a las imputaciones que se efectuaban, distorsionando con ello la cobertura lograda del Censo, y no dando cuenta en parte alguna, que la población efectivamente censada llegaba a los 15,8 millones y toda la demás población -para llegar al total de 16,6 millones-, correspondía a imputaciones por moradores ausentes y viviendas no logradas. Es más, en el libro que se elabora y que se entrega a S.E. el Presidente de la República el día de difusión de los resultados finales, en ninguna parte de su contenido se señala la operación de imputación que se realizó tendiendo siempre a que se entendiera que la población efectivamente censada era de 16,6 millones de tal manera que con ello se constatara una baja omisión.

-En dicho sentido lo expresó la ex asesora del señor Labbé, señora Mariana Alcérreca, que dio cuenta ante la Comisión que hizo gestiones ante el Jefe de Gabinete del señor Ministro de Economía, señor Vicente Correa- se reunió en el Ministerio de Economía con él y junto a la Directora Subrogante Julia Ortúzar-, para comunicar lo inadecuado de la imputación y forma de comunicar cifras, de acuerdo a lo señalado por ella, para “proteger al Presidente de la República”.

2) Sólo a través del reportaje realizado por CIPER Chile se pudo conocer que las cifras no correspondían a la población efectivamente censada, si no que también en la cifra dada por el primer mandatario, se encontraban las imputaciones mencionadas.

3) Por otra parte, se constató que es responsabilidad del Ex Director Francisco Labbé el no resguardar el secreto de los resultados del Censo antes que los difundiera S.E. El Presidente de la República, así como no proteger datos sensibles mediante las facultades y capacidades que entregó a funcionarios irregulares -Maximiliano Raide- y otros contratados a honorarios (Carmen Paz Maldonado, Gabriele Lothoolz, Sebastián Matthews, etc.), sobre datos y productos sensibles de la Institución. En ese sentido, sin perjuicio de los protocolos existentes, respecto de la filtración de los datos del Censo, se vulneraron las normas de resguardo de la información, y lo que es más grave, frente a requerimiento de profesionales del INE, para efectos de iniciar una investigación y determinar responsabilidades administrativas, no procedió a iniciar la investigación en un tiempo apropiado dilatando la decisión y cuestionando la solicitud del profesional.

-Al respecto cabe señalar que el dato publicado en un periódico de circulación nacional, correspondía a dato de cobertura de viviendas, mismo dato que se consultó por el encargado de comunicaciones señor Matthews un día antes de la difusión de los resultados del Censo, tal como lo relató la señora Mariana Alcérreca y además, la misma persona, habría solicitado al Fiscal de la época, señor Raúl Chinchón, la devolución de su carta de compromiso de confidencialidad. 

-Por otra parte, según declaraciones de la ex encargada de comunicaciones, Marcela Martínez, ella requirió al ex Fiscal (TP) del INE, y actual funcionario de la institución, señor Raúl Chinchón, la necesidad de que Maximiliano Raide firmara acuerdo de confidencialidad, a lo que le habría señalado el señor Chinchón que el señor Raide no podía firmar dicho documento por no ser funcionario, ni estar contratado por el Servicio, dando cuenta con ello que el propio Fiscal de la institución estaba enterado del manejo de antecedentes confidenciales por personas que no tenían obligaciones legales de resguardar la información de los productos de la institución.

-Asimismo, es relevante indicar que no ha existido una acción clara respecto del Director Coeymans por remediar situación de control de insumos del INE, toda vez que incluso el Subdepartamento de Estadísticas Demográficas ha dado cuenta en el informe remitido a esta comisión, la denuncia de que todavía no se investiga la filtración del Informe del Doctor Eduardo Arriaga a Ciper Chile; las cifras de esperanza de vida preparadas a requerimiento del Jefe del Censo, Sr. Eduardo Carrasco y que apareció en el Mercurio el día 2 de abril y el trabajo de Diagrama de Lexis, que fue remitido al Sr. Osvaldo Ferreiro, Jefe Proyecto Censo, y que fue presentado posteriormente por el Ex Director Labbé en un programa de televisión.

Informes y conclusiones de comisiones revisoras del Censo

1) Consideramos que las instancias de evaluación del trabajo censal (tanto la Comisión Nacional como la Internacional) han sido determinantes para progresar en las aclaraciones e identificación de los errores cometidos en el proceso censal. 

2) En ese mismo orden, hacemos nuestras las conclusiones de la comisión de expertos nacionales, en cuanto la identificación del problema y preocupación en torno a la omisión censal del proceso (que sería alrededor del 9,3%, muy por sobre de lo aceptable) y asimismo -considerando además los informes del consultor Arriaga y del Subdepartamento de Estadísticas Demográficas-, podemos concluir que el Censo 2012 tiene problemas sustantivos respecto de cobertura y estructura demográfica, y por tanto es imprescindible tomar acciones a la brevedad para remediar la credibilidad de la población en el INE y sus productos, ya sea mediante un Censo abreviado (Censo de hecho acotado en los términos expuestos por la comisión Nacional), u otro método que cumpla con ese objetivo y sea respaldado por los técnicos y conocedores de la materia.

3) Por otra parte, valoramos la participación de los expertos internacionales en la evaluación del proceso censal, y en la interacción y trabajo que se realizó con los funcionarios del INE, en especial, los de regiones distintas a la Metropolitana. 

4) Sin perjuicio de lo anterior, podemos señalar que el Director Coeymans, a pesar del esfuerzo que ha puesto por remediar los errores ocasionados por la administración del señor Labbé y que valoramos, ha sido errático y poco claro sobre las vías de solución que proyecta para remediar los problemas identificados, y lamentamos, a pesar de que se señaló que sería parte de las actuaciones y decisiones que se tomarían, que sus superiores jerárquicos, es decir, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, así como la Presidencia de la República, no hayan mostrado una directriz clara sobre el rumbo de las soluciones y que hasta la fecha no exista ningún pronunciamiento formal por parte de las autoridades políticas, sobre como remediar los errores cometidos en el proceso censal. 

-A mayor abundamiento debemos relevar que el señor Coeymans en un principio no fue claro en que iba a someter a consideración de terceros las conclusiones de la Comisión de expertos Nacionales; posteriormente se indicó que se iba a trabajar con organismos internacionales (Eurostat, Banco Mundial, etc.) para solucionar los problemas del Censo, pero no se concretó y es más, a la fecha podemos indicar, de acuerdo a los antecedentes entregados por el mismo director, que los expertos internacionales que conformaron la comisión, no fueron recomendados oficialmente. 
-Además, consideramos que no se veló de manera adecuada por la independencia de las decisiones de la comisión internacional, toda vez que se le dio a conocer y se le sometió a su consideración un plan de reparación elaborado por un pequeño equipo del INE, sin que para ello participaran otras instancias de la institución. 

C) Otras conclusiones.

1) Se ha constatado responsabilidad por parte del Ex Director Labbé, en la generación de un ambiente de trabajo inadecuado para el normal funcionamiento de la institución. En ese sentido sin perjuicio de las propias dificultades que se generan en las relaciones interpersonales y de las dificultades que pudieran haber provenido de administraciones anteriores, con el establecimiento de una verticalidad en la forma de administración de la institución, así como el establecimiento de estructuras de administración paralela, que mencionamos en la letra a), el Ex Director Labbé es responsable de no respetar el funcionamiento y estructura del Servicio, dejando de lado las instancias directivas de comunicación que hubieran probablemente permitido identificar las dificultades generadas en el proceso Censal.

2) En cuanto a los problemas y cuestionamientos al Índice de Precios al Consumidor, debemos indicar que el Ex Director Nacional, señor Labbé es responsable de la dilatación en la toma de decisión sobre los cambios metodológicos a aplicar, ya que sin perjuicio de que los equipos técnicos dieron cuenta de la situación a partir del año 2010, nunca tomó la decisión de aplicar las modificaciones y correcciones -lo que sin duda generó un cuestionamiento público en la forma de trabajo del INE-. Mayor es la responsabilidad, en especial porque basó su inactividad, más que por razones técnicas, en “presuntas” intenciones políticas por parte de algunos técnicos del INE en “hacer subir el IPC”. Constatación de dicha responsabilidad y del mal proceder, es el hecho de que el señor Coeymans cuando asumió, escuchó recomendaciones de los técnicos, solicitó visación de la OCDE y a la fecha los cambios se han efectuado, reflejando el excelente trabajo de los técnicos.”.”

-o-

Vuestra Comisión Investigadora acordó, por unanimidad, que forman parte de las conclusiones y proposiciones aprobadas, las consideraciones que les sirvieron de fundamento.

VII. ENVÍO DE COPIA DEL INFORME DE LA COMISIÓN INVESTIGADORA.

La Comisión Investigadora acordó proponer a la H. Sala que se envíe copia de este informe a las siguientes instituciones públicas, con la finalidad que, de conformidad a su mérito, adopten las medidas conducentes a superar las dificultades detectadas en la investigación de esta comisión parlamentaria.

1) A S.E. El Presidente de la República, de conformidad con las disposiciones del artículo 58 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional;

2) Al Ministro de Economía, Fomento y Turismo;

3) Al Contralor General de la República;

4) Al Fiscal Nacional del Ministerio Público, y

5) Al Director Nacional (PT) del Instituto Nacional de Estadísticas.

Se deja constancia que el envío de un ejemplar de este informe al Contralor General de la República y al Fiscal Nacional del Ministerio Público, sólo fue aprobado por las señoras Diputadas y señores Diputados que votaron las conclusiones y proposiciones aprobadas por la Comisión, identificados en el capítulo anterior de este Informe.

-o-
VIII. DIPUTADO INFORMANTE.

Vuestra Comisión Investigadora designó, por unanimidad, como Diputado Informante al señor Juan Carlos Latorre Carmona.

-o-
Acordado y tratado, según las actas correspondientes, en las sesiones de fechas 19 de junio; 03, 10, 29 y 31 de julio; 05, 07, 12, 14, 27 y 28 de agosto; 02, 04 y 10 de septiembre; 09 y 14 de octubre; 20 y 27 de noviembre; 4, 11 y 18 de diciembre del año en curso, última sesión de la Comisión prorrogada hasta el 8 de enero de 2014, con la asistencia de los Diputados miembros de la Comisión señores(as) Juan Carlos Latorre Carmona (Presidente); Gonzalo Arenas Hödar, José Manuel Edwards Silva; Ramón Farías Ponce; Felipe Harboe Bascuñán; Luis Lemus Aracena, Miodrag Marinovic Solo de Zaldívar; Celso Morales Muñoz; Andrea Molina Oliva; José Pérez Arriagada; Frank Sauerbaum Muñoz; Gabriel Silber Romo, y Ernesto Silva Méndez.

Además, a algunas de sus sesiones asistieron las señoras Diputadas y señores Diputados no miembros de la Comisión Enrique Accorsi Opazo; Gabriel Ascencio Mansilla; Pepe Auth Stewart; Nino Baltolu Rasera; Giovanni Calderón Bassi; Gustavo Hasbún Selume; María José Hoffmann Opazo; Cristina Girardi Lavín; Romilio Gutiérrez Pino; Enrique Jaramillo Becker; Carlos Abel Jarpa Wevar; Issa Kort Garriga; Fernando Meza Moncada; Clemira Pacheco Rivas; Ricardo Rincón González; Gaspar Rivas Sánchez; René Saffirio Espinoza; Alejandra Sepúlveda Orbenes; Felipe Salaberry Soto; Joaquín Tuma Zedán; Jorge Ulloa Aguillón; Enrique Van Rysselberghe Herrera, y Ximena Vidal Lázaro.

Sala de la Comisión, a 8 de enero de 2014.

(Fdo.): DANIEL MUÑOZ CABALLERO, Abogado Secretario de la Comisión”.
11. Oficio de la Corte Suprema. (boletín N° 9155-07)
“Oficio N° 1-2014
Informe proyecto de ley 44-2013

Antecedente: Boletín N° 9155-07.

Santiago, 7 de enero de 2014.

Por Oficio N° 10.995, recibido el 28 de noviembre último, el señor Presidente de la Cámara de Diputados ha remitido a esta Corte el proyecto de ley -iniciado en mensaje- que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica, a fin de que se evacúe el informe previsto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley 
N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día 3 del actual, presidida por el titular señor Rubén Ballesteros Cárcamo y con la asistencia de los Ministros señores Milton Juica Arancibia, Nibaldo Segura Peña, Sergio Muñoz Gajardo, Hugo Dolmestch Urra, Juan Araya Elizalde, Héctor Carreño Seaman, Pedro Pierry Arrau y Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa María Maggi Ducommun, Rosa Egnem Saldías y María Eugenia Sandoval Gouét, señores Lamberto Cisternas Rocha y Ricardo Blanco Herrera, señora Gloria Ana Chevesich Ruiz y suplentes señores Juan Escobar Zepeda, Carlos Cerda Fernández y Alfredo Pfeiffer Richter, acordó informarlo al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:

“Santiago, tres de enero de dos mil catorce.

Vistos y teniendo presente:

Primero: Que por Oficio N° 10.995, recibido el 28 de noviembre último, el señor Presidente de la Cámara de Diputados ha remitido a esta Corte el proyecto de ley -iniciado en mensaje- que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica, a fin de que se evacúe el informe previsto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

El objeto de la iniciativa está expresado en dos órdenes de ideas: la modernización de instituciones que actualicen el accionar de los tribunales y el otorgamiento de mayor cobertura a los ciudadanos en el acceso a la justicia, en este caso, a los tribunales con competencia civil.

Segundo: Que el tema del feriado judicial ha sido materia de pronunciamiento de esta Corte Suprema en variadas oportunidades. Entre tales, merece la pena destacar especialmente dos acuerdos del Tribunal Pleno que se vinculan. El primero es el adoptado en las XIII Jornadas de Reflexión de la Corte Suprema con fecha 24 de octubre de 2010 relativo a “proponer la supresión del actual régimen de feriado judicial, con el objeto de hacer más equitativas las vacaciones de todo el personal de este Poder del Estado”. El segundo, en este mismo sentido, data del 28 de octubre de 2010 y se reproduce a continuación: “Santiago, veintiocho de octubre de dos mil diez.

Teniendo presente que por resolución de diecisiete de abril de dos mil nueve, escrita a fojas 109, el Tribunal Pleno resolvió acoger la propuesta presentada por el Comité de Modernización en su informe de fecha 2 del mismo mes y año, en el que se plantearon adecuaciones dirigidas a transformar el régimen de feriado legal del Poder Judicial y asimilarlo al sistema de la Administración Pública, y que conforme consta del Acta 151-2010, de veinticuatro de octubre último, durante las últimas Jornadas de Reflexión de la Corte Suprema se acordó reactivar el aludido acuerdo y proponer la supresión del actual sistema de feriado judicial, con el objeto de evitar la suspensión de la actividad jurisdiccional y hacer más equitativas las vacaciones de todo el personal de este Poder del Estado, ofíciese al Ministerio de Justicia o fin de poner en su conocimiento lo antes resuelto, remitiéndosele copia del informe del Comité de Modernización, para que se sirva proceder al planteamiento de la respectiva reforma legal.”
Con lo anterior se deja consignado que ha sido la Corte Suprema quien ha instado por la iniciativa que ahora se ha enviado como proyecto de ley por el señor Presidente de la República. Si bien existen otros temas asociados a la materia, en esta oportunidad únicamente aparece esta iniciativa en el proyecto.

Tercero: Que el proyecto consta siete artículos, introduciendo el primero de ellos las modificaciones pertinentes en el Código Orgánico de Tribunales. Se modifican y/o derogan, según corresponda, los artículos 105, 313, 314, 315, 343, 477 y 497. El artículo 2° efectúa una modificación al Código de Procedimiento Civil (artículo 66); el artículo 3° modifica el Código de Aguas, en una referencia al feriado judicial (artículo 247); el artículo 4° modifica el Código de Comercio también para eliminar la referencia al feriado Judicial (artículo 177 ter); el artículo 5° modifica el artículo 10 de la Ley N° 15.632, relativa al feriado de los receptores judiciales; el artículo 6° modifica el artículo 435 del Código del Trabajo y, finalmente, el artículo 7° modifica el Decreto con Fuerza de Ley N° 1 de 2004 del Ministerio de Economía, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 211, de 1973.

Cuarto: Que esta Corte Suprema comparte, en general, el proyecto de ley, con las siguientes observaciones:

1. Parece pertinente que al derogar el numeral 8° del artículo 105 del Código Orgánico de Tribunales se elimine en el número 7° la letra (y) junto con la coma (,) que la antecede y se reemplace por un punto final.

2. En el caso del artículo 315 del referido cuerpo de leyes, se estima que debiera ser la Corte Suprema exclusivamente la que regule la materia, a fin de mantener un criterio para todos los funcionarios del país, administrar las cargas de trabajo y especialmente las suplencias. Lo descrito permitiría disminuir los costos en régimen del proyecto. Para ello se propone la siguiente redacción: La Corte Supremo mediante auto acordado podrá determinar, previo informe de lo Corporación Administrativa del Poder Judicial relativo a las respectivos cargos de trabajo, el número de salas que funcionarán durante el mes de febrero de cada año, tanto en ésta como en las Cortes de Apelaciones.

3. En cuanto a la modificación del artículo 343 del citado Código, se propone en el inciso final de este artículo suprimir desde la primera coma en adelante y dejar a la Corte Suprema la facultad de definir las normas de uso y fraccionamiento del feriado, con la restricción de que en caso alguno una de las fracciones sea inferior a 15 días (así los días restantes podrían tomarse en fracciones no inferiores a 7 días corridos). Lo anterior se relaciona con la observación efectuada precedentemente para el artículo 315, en cuanto debiera radicarse en la Corte Suprema exclusivamente la facultad de regular la materia.

4. Se advierte que en el artículo 497, la modificación establecida como letra a) está incorrectamente expresada, toda vez que lo que se elimina es el inciso segundo completo. Bastaría con expresar: “elimínense los incisos segundo y tercero (final) del artículo 343 del Código Orgánico de Tribunales”.

5. Las modificaciones a los artículos 314 y 477 del mismo Código, 66 del Código de Procedimiento Civil, 247 y 275 del Código de Aguas, 177 ter del Código de Comercio, 10 de la Ley N° 15.632, 435 del Código de Trabajo y 9° del Decreto con Fuerza de Ley N° 1 de 2004, del Ministerio de Economía, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 211 de 1973, no ameritan observaciones.

6. Se estima recomendable establecer una norma general referida a la derogación de toda mención expresa que cualquier cuerpo legal efectúe en relación al feriado judicial que el presente proyecto elimina, en caso que alguna se haya omitido.

Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar el proyecto de ley que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica, en los términos precedentemente expuestos.

Ofíciese.

PL-44-2013.”
Saluda atentamente a V.S.

(Fdo.): SERGIO MUÑOZ GAJARDO, Presidente; ROSA MARÍA PINTO EGUSQUIZA, Secretaria.”
AL SEÑOR PRESIDENTE

EDMUNDO ELUCHANS URENDA

H. CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO
12. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol N° 2.561-13-INA.

“Santiago, 6 de enero de 2014.


Oficio N° 9.385


Remite resolución.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia de la resolución dictada por esta Magistratura con fecha 6 de enero de 2014, en el proceso Rol N° 2.561-13-INA, sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 248, letra c), del Código Procesal Penal, en los autos RUC N° 1200343214-7, RIT N° 594-2012, a los efectos que ella indica.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): MARISOL PEÑA TORRES, Presidenta; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON EDMUNDO ELUCHANS URENDA

VALPARAÍSO.”
*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista e IC: Izquierda Ciudadana.


� Que modificó la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de sustentabilidad del recurso, acceso a la actividad pesquera y regulaciones para la investigación y fiscalización.





